INDICE ALFABETICO 

POR LOS 

nmm de las oírles ei lis ciusis ciiteiídis en ei voiomei MUI 



A 

■ Acordada designando Conjucres para i a Corte Suprema 
y mmm Federal de Apelación de la Capital, para el 

añ " »«?S - ... ¿10 

Acordada designando Conjueces para las Cámaras Fe- 
derales de Apelación de J.a i 'lata, Paraná. Córdoba y 
Rosario, para el año j *>¿5 ¿¡^ 

Acordada designando la lista de Abogados (jue han de su- 
pltr en el año 11/25. a los Jueces de Sección legalmen- 
te impedidos o recusados y ejercer las f tinciones de Fis- 
cales ud Iioc y 3 

Alhertrme. don Angel, en autos con el ¡Janeo Hjptifé&rio 
Nacional, sobre cobro de ]>eso<. Recurso de hecho 249 

Albcrtonc. don Pablo, en autos con el Manco Hipotecario 
Nacional, sobro cobro de cédulas. Recurso de hecho .. 337, 

AJfano. doña Angela, en el inicio -cgindo |*.r doña Mal- 
vina l>nni contra don Nicolás Rallo, sobre cobro ejecu- 
tivo de pesos. Recurso de hecho j^i. 

Aliqnoi. don Regís, (su sucesión). Contienda de compe- 
tencia sin 

Antich. doña Josefa K. de, en autos con doña Dominga 
Cgalde de K> herabide, por cobro de pesos 257 

Arena-, don Pedro, contra la Empresa Luz y Fuerza, 
pur daños y perjuicios; sobre competencia 428 

Arrigol. don Bernardo, en auto- con la Sociedad Anóui- 



442 
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JNflni 

ma "IX-PaJEzopa". [Hir cobro tle ijcsos. Contienda de 
competencia 9 1 

Anluir Hcury Gray, en aut»s con la Compañía lntroduc- 
t( »ra Büeiioa Aires, sobre cubro ele peso*. Recurso de 
ludir. ,, 3 a6 

Av<>gradro. don Luís, en el juicio ríe compulsa "ítrafilii 
01 mira Patencia". Recurso de hecho - ■ -5° 

i 

Bachiller, don José, en los autos seguidos P<>r don Sabino 
Rodríguez Lorcto contra la sucesión de dan Félix Mi- 
ró v otra . Recurso de hecho 253 

Balbiam. don José, contra Mebe Angélica Pfacco fie Ral- 
biani. sobre peni ida de la patria potestad 2 34 

Ralhiam. doña Helie Angélica Braceo de. en autos con 
don José Balbiani, sóbre pérdida de la patria pototad J.U 

Raneo Argentino en autos con el Raneo Argentino Uru- 
guayo, sobre confusión de nombre. Recurso de hecho 179 

I lauco K! Hoyar Argentino, en autos con tlon Tomás So- 
leras, por devolución de sumas de dinero 37 

Banco Germánico de la Vnérien del Sud contra don Sil- 
vano Graeiarena. sobre defraudación. Contienda de 
. competencia ■ 3 ¿l 

Barragán, Cipriano, criminal, contra, por homicidio. Re- 
e«rM> de revisión - * '4- 

Baraldn. don Carlos Raúl, én la causa seguida en su con- 
tra, por m tracción a la ley de juegos prulúbidns. X." 
4007. Reciirso de hecho 4' 7 

liava. Unos., apelando de una resolución de la Aduana de 
la Capital . Recurso de becbo -5 o 

Belli don Tomás, contra la Provincia de Rueños Aires, 
por devolución de sumas de dinero percibidas l*<r con- 
cepto de impuestos . . ■ - - ' 
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Ücnitez, tlon Juan José, en autos con don Enrique Co- 
gorno, sobre desalojamiento. Recurso de hecho 414 

Hessler, Wacchtcr, Cía. Argentina Agency L., contra Tlie 
Caialinas» Warehouse and Coih|)ftiiy Ltda.. sobre indem- 
nización. Excepción de incompetencia i8¿ 

BeviJacqua. don Luis, contra la Empresa del Ferrocarril 
del Oeste, sobre indemnización de daños y perjuicios 197 

Moneo. Monseñor Juan Agustín. Documentan/ni presen- 
tada al Poder Ejecutivo |xir el Nuncio Apostólico de 
su Santidad, instituyéndolo Administrador Apostólico 
de la Arquidióceais de Hucnos Aires 34* 

Huta na .don Natalio, en autos con el Agente Fiscal, doc- 
tor Pastor Aclíával, por desacato. Recurso de hecho. 1,15 

Hrignone. don Santiago, (su sucesión). Contienda de 
ci impetencJa , 1 58 

Üttdet, Kniilio. Recurso de revisión 140 

íiuenos Aires Town and Docks Trauways Ltda. S. A. 
contra la Compañía de Tranvías TCIéct ricos de! Sud. 
sobre interdicto de retener. Recurso extraordinario .. 113 

Bustamante, don Perfecto P.. en autos con el Consejo Xa- 
eional de Higiene, sobre multa. Recurso de hecho 139 

c 

Cabañil las. don Eduardo, contra ta Caja Nacional de J ti- 
tilaciones y Pensiones Civiles, sobre cobro de pesos 
por jubilación , 2n> 

Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles, en au- 
tos con don Eduardo Cahanillas, sohre cobro de pesos 
j>or jubilación 21 y 

Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles, en au- 
tos con don Jorge Pillado, sobre cobro de pesos 318 

Calzado, don Jesús Manuel en autos con don Pedro Yigno- 
li Compañía Limitada, sobre cohro de pesos. Recurso 
de hecho 138 
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Camhell. don Culin, en autci» con el Ministerio Fiscal y 
don Máximo R i vero Maza, |>or defraudación a la reñ- 
ía aduanera 132 

Garrí pos, don Antonio, en autos con don PjftdrQ l'umará. 
sobre dc.saloj a miento. Recurso de hecho 417 

Canal? Armando Francisco, crnniiwl. cao t ra, por homi- 

cidío — .í.vj 

Cangiaimi y Diurna, en aut<<s con don Angel Carhicci. por 
locación rio ^rVÍetps, Recurso de hecho J54 

Cara, dori Humberto, en autos con doña Ida Canessa de 
Roben, sobre consignación . Recurso do hecho 414 

Carette, doña Julia C. Coulon ilc. en autos con la suce- 
sión Correas, *obre reivindicación. Recurso de hecho ,Í4> 

Cárznii, doña Isabel Forrcsi de, (su juicio ah-iniestato \. 
Recurso extraordinario 143 

Castello y Compañía contra Suhirana y Compañía, pnr co- 
bro de pesos; sobre ^01 nj ciencia 4_m 

Castro, Amhri i'.ii i. criminal, contra, por triplo homicidin 4_'_' 

Calapano. don Salvador, cu el juicio seguido en su contra 
por el Ministerio Fiscal y don Ricardo Diavr. por lesio- 
nes. Recurso de hecho 252 

Cavi»lia. don Rafael, contra la Provincia de Rueños Ain >. 
sobre daños y perjuicios 2 1 j 

Caviglia. don Rafael, en autos con la Provincia de líuc- 
111 iv Vires, sobre reivindicación 

Cepeda, don Fernando. 011 amos con don Jacinto Peralta 

Ramos. Recurso de hecho ¿¡jo, 

Cepeda, don Fernando, en autos con don Jacinto Peralta 
Ramos. Recurso de hecho , 341 

Chambón, doña Marta, contra la Provincia de Mendoza, 
por Cpbro de pesos , 169 

Chiónettt, tlofta Carolina É3helvig?p de. cu los autos segui- 
dos por don lose Criocchio contra la Compañía .Nacio- 
nal de Seguros "La Inmobiliaria". Recurso de hecho . . 255 
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Clin tensen. Fíndrizzi y Compañia contra la provincia de 
Mendoza por devolución de sumas de dinero pagada* 
¡Htr concepto de impuesta e inconstttuctbnatidad de ley roí» 

Cirio, don Carlos, en autos con doña Xarcisa Palacio de 
(lalarza. sobre dsalojamiemo . Kecur.su de hecho 248 

Compañia Agrícola Hipotecaria Argentina, en autos con 
la Provincia de San Uus y don Joaquín Rassa sobre 
reivindicación. Invidente sobre cobro de honorarios .. $3 

Compañia Argentina de Colonización y Tierras contra ;Vi 
provincia de Córdoba, sobre evicción y saneamiento . . 94 

Coustantini. don T,nis. en autos con doña Celina Degrcgo- 
ry de A raya, sobre cumplimiento de contrato y daños 
y perjuicios. Recurso de hecho 250" 

Cónsul General de Inglaterra, en tos autos sucesorios de 
dmi Donald Muhro, Recurso de hecho 41!» 

Córdoba, Cirilo, criminal, contra, por homicidio 41X 

Cornú, don Manuel contra don José Ronco, sobre nulidad 
de una cláusnla de un contrato de arrendamiento . i>8 

D 

Davidson. doña Matilde Mackenxi <|e. contra la Proviti- 
cia de Huellos Aires, por devolución de sumas de dinero 
¡percibidas por conceptos de impuestos ióf> 

IX-traz linos, apelando de una resolución de ta Aduana 
de la Capital . ¡$£3 

Diaz. don Canlalicio. en autos con la K.nprcsa de los Fe- 
rrocarriles ile Entre Ríos, sobre cobro de pcso.s 200 

Documentación presentada al Poder lyjccntivo por el Nun- 
cio A] tostó! ico de sn Santidad, instituyendo Adminis- 
trador Ajjostólieo de la Arquidiócesis de Huellos Aires, 
al Obis¡Hi de la Diócesis de Santa Fe, Monseñor Juan 
Agustín líonco 342 

Draque Durañona, don K. y mros. contra la provincia de 
llticnos Aires, por devolución de sumas de dinero per- 
cibidas jior concepto de. impuestos ifm 



FALLOS DE LA COITE SUPREMA 



E 

Kmbajada de Méjico. Hurto de una má<|iiina de escribir: 
sobre jurisdicción originaria de la Corte Suprema .#4 

Kiupre*a del Ferrocarril di*] Oeste, en autos con don |„iiis 
Uevilaajua, solire indemnización de daños y perjuicios 

Rmpresa del Ferrocarril del Oeste, en autos con doña An- 
gela Arricia de Vidal, sobre indemnización de daños 
y i ie r juicios [tf.ñ 

Km presa de los Fem carriles <le Km re Ivios contra Canta- 
brio Díaz, sobre cobro de pesos ¿«o 

Empresa Luz y Fuerza, en autos con don Pedro Arena.*, 
por daños y perjuicios : sobre competencia . . 4-^ 

K sj lindóla, doña Carmen Y. de. contra )a provincia de San- 
ta Fe, por cobro de pesos 10 

Kyherabide, doña Dominga UgaUle de, contra doña José- 
ta K. de Antich. por cobro tic ]>esos 2$7 

F 

Fernández, Pedro, criminal, contra. ]M>r homicidio. Hecur- 

sii de revisión , 420 

Fernández íimiérrez. don César, contra don J • ►si* Olivie- 

ri. sobre desatojo • 303 

Fernández CutiéiTez, don César, contra don Kugcnio Tas- 

cuzzi, sobre desalojo 397 

l ; ernántlez. l'ablo y Saucedo, Mamerto, criminal, cuntía. 

por homicidio 33? 

Ferrocarril de Buenos Aires, en autos con dfiifi Antonio 

Mangieri, subre daños y perjuicios. Kceurso dé hecho* 2f»4 
Ferrocarril Central Argentino, en autos con don José 

Maañón, solire daños y prejuicios -44 

Ferrocarril Central Argentino en autos con los señores 

(ienoud y Cords, sobre diferencia de peso t-17 

FÍSCO Nacional contra don Manuel Alonso C.iíiraldq*. 

sobre expropiación S< 
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Fisco Nacional, en los autos seguidos por don Jerónimo 
J. Costa contra Eduardo Spoito. sobre desalojo. Re- 
curso de hecho . , , 

Frigorífico Anuour. en autos con el Ministerio Fiscal y 
don Eustaquio K. Soria, por defraudación a la renta 
de Aduana , 246 

Fox, don Miguel, <su juicio ah-intestado ), Contienda de 
competencia , jí/, 

Flirts, don Alfredo, en autos con don Max Glücksmaoi!. 
sobre desalojamiento. Recurso de hecho 415 

G 

Gallard, Ivleovigildo, criminal, contra, por homicidio 421 

Gómez, Pedro, criminal, contra, por homicidio, violación 
y rapto 418 

González Rodríguez, ilon Francisco, en autos con don 
Fernando l'érez y Compañía, sobre indemnización de 
daños y perjuicios .... 433 

Garro, don Julio M.. en autos con don Luciano Gargiuln. 
sobre consignación. Recurso de hecho 1 35 

Genoud y Cords, contra el Ferrocarril Central Argenti- 
no, sobre diferencia de peso 147 

Gil, don José V. en autos con don José Magni, sobre de- 
salojamiento. Recurso de hecho 337 

Gobierno Nacional contra don l'Jucan Monre. por reivin- 
dicación; sobre ejecución de sentencia 317 

Gobierno Nacional, en autos con don Genaro Martínez, so- 
bre cobro de pensión 38» ) 

Goicoechea. don José, en autos con don Juan Agouttjorde, 
sobre desalojo. Recurso de hecho 13Ó 

Gómez, Constantino y Lorenzo Ilordón, criminal, contra. 
|Kir asalto, homicidio y rol» 33S 

González. Rodriguen do» Francisco, en autos con Lizarri- 
turrv y otros, sobre cobro de pesos. Recurso de hecho 251 



448 



FALLOS DE L.A CORTE SUPREMA 



Pinina 



< f n\vlan<K don Guillermo, contra la provincia de Buenos 
Aires, |*ir cobro de pesos 2Ü&6 

Graciarena, don Silvano, en autos con el Banco Alemán 
Trasatlántico, sobre cobro de pesos. Recurso extra- 
ordinario ■ 1 40 

GraHarcna. don Silvano, en autus con el Banco (iermáui- 
co de la América del Sud, sobre defraudación. Con- 
tienda de com¡>eleticia ✓ 34» 

i;ítiralck-si. don Manuel Alonso. en autos con el Fisco Na- 
cuma!, sobre expropiación $í 

H 

llerbsomer. Adam, criminal, contra, por homicidio. Re- 
curso de revirón ■ ■ ■ *34 

Herrera Vega, dori 51, R. y otros contra la Provincia de 
BuenOS Aires. ]K¡r devolución de sumas de dinero |>er- 
cihidas por concepto de impuestos - i'" 1 

I 

Isabel, don Miguel A., en autos con doña Julieta Lante- 
ri Renshaw, sobre desalojo, Recurso de hecho i.v.) 

Uern, don Joaquín, t-n amos con doña Francisca de Ga- 
rro, -.obre desalojo. Recurso de hecho 9sS 

J 

[arque. 'Ion Pedro J .. en los auto> "liatli y Chaves", con* 
tra Phnnever. Guillermo* sobre desalojo". Recurso de 
hedí -'4<> 

[efe de Policía eleva actuaciones producidas con motivo 
de un hurto en la Legación di- Suecia 203 

) liare/, don Ksteban G,, cu los autos "Juárez. Esteban G, 
Inhibitoria, revisión". Recurso de hecho -4° 
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luéj « te i Miguel B. en autos con (km Víctor Torren s, so- 
bre desalojamiento. Recurso < le hecho t$7 

K 

Kilibanlt. don Nicolás, en autos con doña Manuela Scmó- 
mlé y otros, sobre desalojamiento. Recurso de hecho _\|S 

L 

Laguttcna. clon Pablo y otro contra la provincia de Huc- 
nos Aires, por indemnización de daños y perjuicios, In- 
cidente sobre defecto lega: en el modo de proponer la 



demanda 1,4 

Leonaniclli. don Francisco, en autos con don José Ma- 
gatáu y otros, sobre daños y perjuicios. Recurso de he- 
cho 413 

Lértora. doña Teresa F, de, apelando de tina resolución 
de la Supreira Corle de la Provincia de Hílenos Aires. 
Recurso de hecho . -M3 



Llanos, don Ramón, contra los señores Riddcr y Kort. so- 
bre indemnización de daños y perjuicios por acciden- 
te del trabajo. Competencia negativa '-M 

La Plaza, don Miguel, (su miiebrai. Contienda de coin- 



l.í.mbardi. don Luis I'., en aulos con la Sociedad F.imeh 
Morgan % sobre imilación de la marca "S'apolio**. Re- 
curso «le hecho 253 

López Agrelo. don Antonio y otros, en autos con don Juan 
Carlos Milhcrg. sobre reivindicación 273 

Lozano, don Oscar, en tos áütds seguidos por el Fisco 
Nacional contra Sebaslián llarreta. sobre reivindica- 
ción. Recurso de hecho • ■ ■ ■ ■ • 34° 
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M 

Maañon, don José, cmitra el Ferrorarril Central Argen- 

linu. sobre daños y perjuicios , 

Magareei, don Añilando, en autos con don Jerónimo Bo- 

nomi, sobre desalojo, Recitrao dé hecho 415 

Malvar, don Alfredo y oíros, en ¡bj¡ autos "Gtbson G. H.. 
aislando de un fallo de h Aduana de ta Capital", Re- 
curso de hecho , 1 ¿y 

Martínez-, don Genaro, emura el Gobierno National, so- 
bre goce de pensión ¿$6 

M asure I Fils contra la provincia de lí uenos Aires, por res- 

t i uicion de simias de dinero uo 

Mes>ina. don José, en autos con la sucesión de don Félix 

La banca* sobre adquisición de dominio. Recurso de hecho 135 
Xlessina, dbti José, en autos con la sucesión de don Félix 

Labanca. sobre adquisición dé dominio. Recurso de hecho 137 
Micini. don Mario, en autos con doña Luisa Rubens Mi- 

guez, sobre divorcio. Contienda di* competencia .... 400 
Miiberg, don Juan Carlos, contra don Antonio López Agre- 

lo y otros, sobre reivindicación 2j\ 

Ministerio Fiscal y don Máximo Rivero Maza, contra Co- 
lín Cambe! I. por defraudación a la rema aduanera ... 13 2 
Ministerio Fiscal y don Eustaquio K. Soria, contra el 
Frigorífico Ar.notir. por defraudación a la renta de 

Aduana . . J4i> 

Montefusco, don Ilenjamin. en autos con don Francisco 

Spj talan;, sobre desalojamiento. Recurso ríe hecho 255 

Moring. Fried y Cía., en autos con la Sociedad Anónima 

Bnngc y liorn. por cobro de pesos; sohrt* competencia jjyS 
Morían, don José, en auto?, con don Antonio Gutiérrez 

Fernandez; sobre desalojo. Recurso de hecho i^ít 

Municipalidad de Dolores Contra don JacObo J. I'arraví- 
cini. por cobro de pesos provenientes del cobro de im- 
puestos. Contienda de competencia ,X8 
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Xau. don Pedro Abel, conifa la provincia de San Juan, 
por cobro de pesos; incidente sobre comprobación de un 
documento argüido de falso 176 

Negro, don Felipe y don Esteban, contra la Provincia de 
Liuenos Aires, i>or devolución de sumas fie diñen 1 per- 
cibidas por concepto de impuestos . , , i'V> 

Xemé, doña Mercedes Sinforosa Sánchez Cantadlo de. 
contra una resolución del Poder Ejecutivo de la Provin- 
cia de Santa Fe. Recurso de hecho 251 

Xtiñez, Hcraclio, criminal, contra, por homicidio 255 

O 

< Hivieri, don José, en autos con don Cesar Fernández Gu- 
tiérrez, sobre desalojo 393 

t Mamcndi, don José A., contra la Provincia de Buenos Ai- 
res, por devolución de sumas de dinero percibidas por 
concepto de impuestos , 166 



P 

Parravicíui. don Jacobo J.. en auto? con la Municipalidad 
de Dolores, por cobro de pesos provenientes de] cobrci 
de impuestos. Contienda de competencia 88 

Pascuzzi, don Eugenio, en autos con don César Fer- 



nández Gutiérrez, sobre desalojo 3«# 

Pedrozo, Avelino, criminal, contra, por homicidio ..... 134 
Pereyra iraola, don Martin, contra la provincia de liue- 
nos Aires, sobre devolución de sumas de dinero perci- 
bidas en concepto de impuestos \0$ 

Pérez, Fernando y Compañía, contra Francisco GonaÁ- 

lez Rodríguez, sobre indemnización de danos y perjuicios 423 
Pérez, Honorio, criminal, contra, por homicidio 421 
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Pifiado, don Jorge, contra la Caja Nacional ríe Jubilacio- 
nes y Pensionéis Civiles, sobre cobro de pesos ; iK 

1 'r«»viiK-ia de Buenos Aires contra don Rafael Ca vigila. 

sobre reivindicación ■. . jj ^ 

Provincia tic Buenos Airo, en autos con don Francisco 
\ Mñrt>. |«nr interdicto de despajo; sobre jurisdicción 

originaria de la Corte Suprema 40.. 

Provmcia tic Buenos Aires, en autos con don Andrés Vic- 
toriano Ka niel Ea. por devolución de sumas de dinero 

percibidas por concepto de impuestos ififi 

Provincia de Huertos Aires, en autos con don F. l>r;u|ue 
Dürailona y otr<>>, ]>or devolución de sumas de dinero 

|tt;re iludas en concepto de impuesto iftíj 

Provincia de Huenos Aires, en autos con don Felipe y don 
Ksteban Negro, ]kir devolución de sumas de. dinero per- 
cibidas por concepto de impuestos ....... 166 

Provincia de Hílenos Aires, en aulos con don Piuillcrmo 

Ciowland, sobre cobro de pesos , , jirfi 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don José A. Ota- 
inendi. pin- devolución de sumas de diñen» percibidas por 

concepto de impuestos i6r ( 

l'rovincia de Mendoza, en autos con doña .María Cambón, 

]mt cubro de pesos , 100 

Provincia de Hítenos Aires, en autos con don Martin Pe- 
rey ra Iraola. sobre devolución de sumas de dinero perci- 
bidas en concepto de impuesto líi; 

Provincia de Buenos Aire*, en autos con don Juan T. Ta- 
>sano. ¡H>r devolución de sumas de dinero, percibidas por 

concepto de impuestos 166 

Provincia de Buenos Aires, en autos con doña Matilde 
Mackcnzi de Dávidson. ¡ior devolución de sumas de di- 

nem B pcTcibjilas por concepto d¡é impuestos 160 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Pablo La- 
ffustena y otro, par indemnización decanos y perjuicios. 



y 
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Incidente sobre defecto legal en el modo de proponer 

l;i demanda . . , 114 

J*rovinc¡a de San Juan, en autos con don Pedro Abel Ñau. 
|K>r cobro de pesos; incidente .sobre comprobación dé 
nn documento argüido de falso 171» 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Rafael Ca- 
viglia. SpUre daños y perjuicios 212 

Provincia de liuenos Aires, en autos con don R, M . He- 
rrera Vegas y otros, por devolución de sumas de di» -ro 
. percibidas |Mír concepto de impuestos 

Provincia de liuenos Aires, en áltóos con don Santiago 
Vives, por incumplimiento rlc contrato; sobre jurisdic- 
ción originaria de la Corte Suprema ¿30 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Tomás ISell. 
por devolución de sumas de dinero percibidas por con- 
cepto de impuestos ífid 

Provincia de liuenos Aires, en autos con la razón social 
M asure] Fils, por restitución de sumas de dinero 120 

Provincia fie Córdoba, en autos enn al Compañía Argentina 
de Colonización y Tierras, sobre evicción y saneamiento ij^ 



Provincia de Jujtty. en atitns con doña Angela Xlaria 
S;'mz y don Ricardo í.eón, sobre rescisión de comíalo 
e indemnización de tía ños y perjuicios ¿di 

Provincia de Mendoza, en autos con Christensen. Kndri- 
zzi y Cmtpaíiia. por devolución de sumas de dinero pa- 
gadas en concepto de impuesto e inconstitucionalidad 



de ley , ... rod 

Provincia de S;in Luis contra la Compañía Agrícola Hipo- 
tecaria Argentina y Joaquín Líassa, sobre reivindica- 
ción. Incidente sobre cobro de honorarios 33 

Provincia de Sania Fe en autos con doña Carmen V. de 

Kspíndola. por cobro de pesos 133 

Pujol, Pablo, p Pablo Mariano Portillo, Timoteo Sosa o 
Gómez y Fermín Illanco, criminal contra, por homici- 
dio, asalto y robo 142 



154 



FALLOS DE LA COITÍ SUPttMA 



Q 

Pinina 



Qniros o Cárdenas, Juan, criminal, contra. |>or violación 
ik- una menor. Recurso extraordinario 141 

R 

Ra bago, don Cierardo. en autos con don .Mario Paganini, 
sobre desalojamiento. Recurso de hecho 413 

Roma, ddh Kugenío, en autos con don Santiago Mutz, so- 
bre desalojo. Recurso de hecho 138 

R aniel la. úén Andrés Victoriano, contra la Provincia de 
Riiérios Aires. por devolución de sumas de ''"ñero per- 
cibidas por concepto de impuestos • 166 

Riddcr y K«rt. en autos con don Ramón Llanos, sobre in- 
demnización de daños y perjuicios [mr accidente clel 
trabajo. Competencia negativa ut> 

Rigamonti» don Osvaldo, contra "The Catalinas Warehou- 
sc and Mole Conipany Ltda.", sobre indemnización. Kx- 
cepción de mcompetencia fKi 



Rodríguez. Dionisio, criminal, centra, por asalto y robo. 
Recurso de revisión , 417 

Rodríguez da Silva, criminal contra. Recurso de revisión 14! 

Rojas, don Joaquín, y Pita, don Juan, contra el Fe rr* «ca- 
rril Central Argentino, sobre daños y |jerjuieins ..... 238 

Ronco, don José, en autos con don Manuel Cornú, sobre 
nulidad de una cláusula de un contrato t|e arrenda- 
nnehb » 68 

RuhcnS de Migues, doña Luisa, contra don Mario Mi- 
cini, sobre divorcio. Contienda de competencia 400 

s 

Salonique. Pedro, en la causa seguida en su contra, por 
infracción a la ley 81 Jo, 340 
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Sánchez, don José AI., en autos con don Juan Alamo Ber- 
mude*, sobre desalojamiento. Recurso de hecho ..... 410, 

San inar tino, don Mateo, en autos con la Caja Internacio- 
nal Mutua de Pensiones, sobre consignación, Recurso 
de hecho . . . . 248 

Sanmartino. don Mateo, en autos con la Caja Mutua de 
Ilusiones, sobre consignación. Recurso de hecho 252 

Sánz. doña Ange!a Alaria y don Ricardo León, contra la 
provincia de Jujuy. sobre rescisión de contrato e in- 
demnización de daños y perjuicios 361 

Sayanea. don Diego de, t su sucesión ) ; sohrc posesión ju- 
dicial. Recurso de hecho 257 

Sociedad Anónima Munge y Bota contra Aloring Fried y 
Cía., por cobro de pesos; sobre competencia 

Sociedad Anónima Compañia Cien eral de Aceites, contra 
The Catalinas YVareliouse and Alóle Companv Ltda., so- 
liro indemnización. F.XL'epeión de incompetencia 183 

Sociedad Anónima "IX-llazzopa" contra don ílernardo 
Arrigol, por cobro de pesos. Contienda ríe competencia iy T 

Sociedad Anónima Ingenio y Refinería Santa Ana y Cía, 
Limitada, contra "The Catalinas Warehouse and Mole 
Company Ltda.". sobre indemnización. Excepción de 
incompetencia . . . , . . 183 

Sociedad Anónima Tomás Devoto y Compafúa Limitada, 
en autos con doña Ramona Sastre de Cas.vlo. ¡wir ex- 
propiación. Recurso de hecho ¿5 

Sociedad VVeill Hnos.. apelando dé un fallo aduanero ... 5 

Soleras, don Tomás, contra el Banco F.l Hogar Argen- 
tino, por devolución de sumas de dinero 37 

Sotomayor, don Cayetano, en autos con don Ernesto Tati- 
to, sohre desalojo. Recurso de hecho 251 

SpitielÜ, don Federico, en autos con don F. (íioia. sobre 
desalojo. Recurso de hecho 140 

Subirana y Compañía, en autos con Castello y Compañía, 
por cobro de pesos : sobre competencia 421 
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Svensen, 4 li *ii Carlos lí.. cu autos -con don Vtetorio Spig- 
rio, sobre daños y perjuicios* Recurso de liedlo 341 

T 

Tamoni, don Rafael, en autos cnn su esposa doña Sara Pi- 
ñeiro, snhrc divorcio. Recurso de hecho 131» 

TassanÓ, don Juan T. contra la Provincia de Bueno* Ai- 
res, por devolución de sumas de dinero ijerdbidas por 
concepto de impuestos i'/> 

"The Catalinas WarehoBse an Gotnpany Ltda. ". en autos 
con líessler, Waechter. Cia. Argentiue Agency I... so- 
bre indemnización. Kxeepeión de incompetencia i^.í 

"The Catalinas Warehouse and Mole Company Llda'\ cu 
aitt"< con don Osvaldo Rigamonti. sobre indemnización. 
Ivxcepcion de incompetencia ...... iSj 

"The Catalinas Warehousc and Mole Cumpa ny Ltda.", en 
auto- con la Sociedad Anónima Ingenio y Refinería 
Sania Ana y Cia. Limitada, sohre indemnización. Kx- 
eepcióri de incompetencia iS.i 

"The Catalinas Warehouse and Mole Company Ltda.", 
en amos con la Sociedad Anónima Compañía General de 
Aceites, sobre indemnización. Excepción de incotape- 
tencia , rSí 

Tnrrini, don Juan, en autos con la Municipalidad de la Ca- 
pital, sobre reivindicación. Recurso de hecho 420 



Velázqiiez. Juan, criminal, contra, por homicidio $39 

Vida!, doña Angela Arrieta de. contra 1,. Empresa del fe- 
rrocarril del t >e>te. sobre indemnización de daños y ]ter- 

juMos , ........ 185 

Yicyra, daña Mercedes Carda Vicyra de, en autos con don 
Carlos Tredolini, sobre rescisión de un boleto de venia 
y daños y perjuicios. Recurso de hecho 416 
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Villa Iba, Angel, criminal, contra, por In mi ¡eidio. Recur- 
si • de revisión . 4 u¡ 

\ illariúcvá, Juan, criminal, contra, por homicidio 3$ 

Vina*, don Francisco, contra la Provincia de Buenos Ai- 
res, i>or interdicto de despojo; sobre jurisdicción origi- 
nafta de la Corte Suprema 406 

Vives, don Santiago contra la Provincia de l Sueños Aires, 
por incumplimiento tic contrato; sobre jurisdicción ori- 
ginaria de la Corle Suprema 3 p 

w 

Wneht. doña üraciana Lowe Bolster de, en autos con don 
Juan Guillermo Wright, incidente sobre visita a sus hi- 
jos. Recurso de Medio ■>-< 
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A 

.1 cordadas ttibfe Con j tur ex. — l'ág. 310. 

c 

Cesiones « ventos de derechos ( l'rueba de tasi. — 1.a prueba de 
las cesiones o ventas <le derechos poí^efioriris delie hacerse 
eti la forma escrita prevenida por el artículo 1454 del 
Código Civil, ha jo pena de nulidad y mediante documen- 
tos de fecha cierta, en el caso, respeto del fisco provin- 
cial propietario de las tierras sin dueño situadas dentro 
de los limites territoriales de la provincia de Kuenos 
Aires. l'ág. 223. 

Competencia. Véase "Jurisdicción". 

Contiendas de competencia. — l^a negativa fie un juez a dar 
cumplimiento a un exhorto dirigido por otro con el ob- 
jeto de que se pusiera la nota respectiva a unas escritu- 
ras públicas de adquisición de bienes inmuebles, en las 
que se hizo una rectificación sobre el estado civil del can- 
sante, por considerar que la competencia, en general, re- 
side en ei juez del lugar donde ha pasado él acto a rec- 
tificarse, importa en lo substancial, una contienda de 
coni|>etencia ¡H*r inhibitoria, de las que la Corte Supre- 
ma debe dirimir, con arreglo a lo dispuesto por el articu- 
lo 9,.", inciso d i de la ley 4055- FYig. 158. 

Contrato bilateral (su cumplimiento). — Tratándose de un con- 
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trato hi latería, tío puede una (le las partes demandar su 
cumplimiento si no probare ella haberlo cumplido u ofre- 
ciese cumplirlo o que su obligación fuese a plazo: y es 
ilógico suponer (pie si la ley niega la acción directa que 
surge del contrato a! que lia llenado las condiciones del 
mismo, le deje expedito otro camino que conduzca a la 
misma o análoga solución que expresamente le lia nega- 
do, cual sería la rescisión de un contrato de venta de de- 
rechos y acciones sobre tierras. |Hir culpa de la parte ven- 
dedora, y la consiguiente indemnización de perjuicios, es 
decir, una soXición económica equivalente a la que hu- 
biera resultado para los demandantes (compradores! de 
la ejecución de las obligaciones contraídas por el ven- 
dedor . Pág, 361 . 
Costas en juicio criminal. — Con arreglo al articulo 144 del Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal, las costas del jui- 
cio deben ser so¡«>rtadas por la parte que resulte vencida. 
I lín el caso, si bien fue modificada en definitiva en fa- 
vor del acusado ta multa que le fué impuesta por la Cá- 
mara Federal, la Corte Suprema consideró haber aquél 
resultado vencido ) . Pág. 5. 



lh-fccio leyal en el modo de proponer ta demanda (excepción 
de >. — lis improcedente la excepción de defecto legal en 
el modó de proponer una demanda por daños y j>er juicios 
en la que se ha determinado el monto de éstos, c indi- 
cado, aunque en términos generales, los antecedentes que 
los han originado. No hay ley (pie prescriba la especifi- 
cación cuantitativa de los daños y perjuicios cuya indem- 
nización se demanda en juicio. |jara que a esta sola y pre- 
cisa condición deba contestarse una demanda de ese gé- 
nero y seguir el juicio su curso hasta sentencia definitiva. 
Pág. 1 14. 
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Defraudación d$ Ui refiia de Aduané. — Lo dispuesto en el ar- 
tículo 1034 de las Ordenanzas de Aduana no es de apli- 
cación eií un caso en tjue la tnrteria del mismo no *a 
hnn constituida í rulos (pie hayan salido de la Aduana, 
sino, precisamente 1+ * contrario, p sea» cereales que se- 
gún el fallo de ésta, aparecían almacenados a los fines 
drl artículo 5." de la ley 10.349 y cuya falta de existen- 
cia quedó comprobada administrativamente, 

l*n certificado de dejiósito de inercaileríns emanado 
de la Aduana es un verdadero instnuuenlo público y 
debe como tal, hacer plena fe por sí mismo, de la ver- 
dad de su contenido, mientras no se demuestre acaba- 
damente 511 talla de sinceridad : por lo que. teniendo en 
consideración, ademas, la doctrina que surge del ariiai- 
'o del Código Civil, no procede la aplicación de una 
multa igual al valor de la mercadería que se reputa no 
haber sido depositada (Artículos 10J5, \02(* y concor- 
dautes de las Ordenanzas de Aduana), a mérito de sir.- 
pies informes expedidos sin formalidad legal por insti- 
tuciones privadas, o por empleados de la misma Adua- 
na, interesados en el resultado de ta causa, de los que 
rejilla que dada la capacidad del galpón, hubo imposi- 
bilidad material de hal>er tenido depositada en él la can- 
tidad de cereal que aparecía depositada por el acusado, 
cuando, por otra parte, no se hace mérito para aplicar 
esa i»ena, de ninguna Operación pericial que establezca 
de una manera inequívoca la capacidad real del ga!|x'in 
en que aparecía depositada la mercadería, y la cantidad 
de esta última (pie podía haber sido acumulada en el eS- 
pa.io utiliza! »le del referido de|«ósito, 

Xo puede admitirse como legitima, dentro de una sa- 
na interpretación de! articulo 507 de las Ordenanzas de 
Aduana y de! artículo 5." de la ley 10.349. 'a existen- 
cía de boletos de depósito sin que los frutos correspon- 
dientes en cantidad y en calidad se encuentren deposi- 
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lados efectivamente, y si bien el mero hecho de exen- 
tar ci retirar los frutos ele los respetivos depósitos sin 
cancelar los boletos correspondientes no se halla cali- 
ficado esj^ialméhte en las leyes fiscales como infrac- 
ción pasible de j*:na. ni puede tampoco comprendérsela 
en las normas generales establecidas en los artículos 
J025 y ioj6 de las Ordenanzas de Aduana, desde que 
jxir si solo no afecta ni perjudica a la renta nacional, 
sin embargo, cuando dichos lwletos son utilizados para 
cx[j»rtar frutos llevados a depósito o embarcados di- 
rectamente en épocas en que el derecho tenga un aforo 
mayor que el que regia cuando se obtuvieron los per- 
inisos, la renta queda perjudicada en la diferencia entre 
ambos aforos y la aplicación de las sanciones penales 
aparece como ineludible. Pág. 5. 
Defraudación de ta renta de Aduana. — A los fines de lo pres 
cripto |x>r el artículo 12 de la ley de Aduana, número 
493/3* a la base de apreciación del empleado de la misma 
que ha de liquidar los valores declarados no la constitu- 
ye la simple declaración del despachante o introductor, 
sitio también las justificativos de !a misma, constitui- 
dos |K)r la documentación a que la ley se refiere, y si la 
Aduana comprobare mediante la revisación de las fac- 
turas o por otros medios de investigación, que el valor 
declarado es bajo, y no se ha omitido, ni adulterado, 
por otra parte, los documentos comprobatorios oportu- 
na y espontáneamente presentados a la revisación y con- 
tralor aduaneros, el procedimiento legal para poner a 
salvo los intereses fiscales que se consideren comprome- 
tidos, es el de la aplicación en tiempo y forma, del ar- 
ticulo 134 fie las ordenanzas y sus correlativos de la ley 
de Aduana, toda vez que la aplicación de otras sancio- 
nes implicaría el delito de defraudación o el propósito 
de ct (meterlo, de imposible realización en el sub jiidn c. 
Página 373- 
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¡Amanda (su caracterJMcióri) . — La demanda se caracteriza 
]Kir lo ijuc >c pifie y no por el nombre que se da a la ac- 
ción; pét lo qué del» buscarse la solución del caso so- 
metido a decisión, en la realidad de los hechos y el de- 
recho aplicable, no obstante ios términos de aquélla, 
Página *i4 . 

/V.</»í»;'í». — K1 autor del despojo es deudor al poseedor de tos 
gastos cansados en el juicio hasta la total ejecución de 
la sentencia (articulo 24*74. última parte. Código Ci- 
vil). 

És inadmisible !o tesis de que el ejercicio de un de- 
recho propio o el cumplimiento de una obligación legal, 
cual es el intento fie tomar i>osesión por si mismo 
de lo qué corresponde a su )>atrinionio. no puede 
cons'iltiir comn ilícito ningún acto, porque como lo 
ha declarado la Oírte Suprema, el desalojamiento de un 
poseedor por medio de la fuerza pública, sin juicio pre- 
vio ni sentencia, constituye un despojo. 

Dentro del orden procesal, exagerar la verdad es fal- 
tar a ella. 

fio habiéndose justificado las pérdidas alegadas. ci>- 
rres|Muide el rechazo de la demanda. íYig. 212. 

Dominio 1 Del Kstado General o de los estados pan icül ares ), 
— De acuerdo con lo dispuesto por los incisos T. n y 
del articulo 2.U2. artículos 2347. 2525. 25 28 y 35HS y 
nota del Código Civil, no solo pertenecen en propiedad 
y dominio al Estado general o a los estados iKirticulares 
ínulas las tierras situadas dentro de sus limites jurisdic- 
cionales <|Hc carecen de otro dueño (tierra pública ). si- 
nó también aquellas cuyo propietario es ignorado o que 
un tienen dueño conocido (tierras vacantes). TVig. 22,1. 

Dominio (presunción del. — El principio consagrado por el 
articulo 270,2 del Código Civil, según sus propios térmi- 
nos, sólo rige cuando no se puede establecer cuál es el 
verdadero propietario. Pág. 273. 
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l : .u¡f>rrsu de Muebla y Depósitos de las Catalinas. — Véase 
"Jurisdicción", 

Bvkción. — La acción nacida de Ja evicción y la que busca la 
entrega de un inmueble vendido o ta devolución de su 
precio, aunque basadas en distimos fundamentos lega- 
les, ambas se proponen obtener el resarcimiento de per- 
juicios que por la falta total o parcial del goce de la 
cosa comprada, ha sufrido el comprador. Pág. «¿4. 

i:.vf>rof>fación. — No corresponde la expropiación de terrenos 
que no se lial'an afectados ]K>r la* obras cuya ejecución 
tuvo en vista la respectiva ley. (ICn el caso, la 9126, 
que declaró de utilidad pública la expropiación de los 
terrenos necesarios para la rectificación y canalización 
del Riachuelo desde Puente Alsttia al de la Noria). 
Página 83. 

r 

falsedad de documento (Oportunidad de promover el inciden- 
te de). — I_a oportunidad de promover un incidente de 
falsedad tic un documento en una causa civil depende 
de aquella en que !a falsedad ha sido conocida f»or el 
interesado, y su comprobación es substancial e indis- 
pensable jiara la más acertada decisión de la causa ; y 
dado lo dispuesto por los artículos 241, inciso 4. *. ¿45 y 
247 de la ley 50, es manifiesto que alegada eía falsedad 
en el incidente civil, sea cual fuere el estado de la causa, 
su comprobación debe preceder al pronunciamienui del 
fallo definitivo cuya validez o nulidad está subordinada 
por la ley a esa comprobación. 

Las olíservaciones de fondo, relativas, no ya a la 
oportunidad en que se ha promovido el incidente, sino 
a su procedencia y eficacia para la resolución de la cau- 
sa, sólo pueden ser apreciadas al dictarse sentencia de- 
finitiva. Pág. 176. 
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fierroearrUfis (k^jxni&bffid&d (lo los* por falta dcj barreras). — 
La interpretación más razonable de la disquisición del 
inciso 8 ( B (¿1 aftteulo 5." de la ley en presencia tic 
su texto y de l»s propósitos <pe la informan, es la de 
tfue los ferrocarriles deberán emplear 3*'* medios üidtea- 
dos de ptófeccióni, C0n arreglo a las necesidades del tra- 
fico, va que la instalación de barrera* con ¿! corrOjSpón- 
diente guarda permanente en los Indares apartadas y de 
escaso trasteó, lio tendría otro resultado que el di* enea- 
reeer la expiÓtaCion ferroviaria en lícrjuieio directo del 
pébto; por 1" que, la interpretación y aplicación de la 
mencionada disposición de la ley de ferrocarriles nú- 
tlt-í _*Sj.í, liedlas en t;i sentencia recurrida para deri- 
var la responsabilidad de! apelante, del solí, bcclio de 
la falta de barreras en nn sitio des-M.blado y Cpíi pOCO 
trafico 1 tnfortue de la Direcci ón General de r#. CX\ 1, 
como es el paso a nivel existente en el caso de auto* 
(Kilómetro 385.560 de la linea principal del F. C. O t )> 
nn es la que legalmente corre sponde en el sttb fifi. Pá- 
gina 1S5 

Fermewrifcs (Responsabilidad de los. pbr falta de barreras). 
— I, a inteiprrt ación más razonable de la disposición del 
iii .i so S." del articulo 5." de la ley en presencia de 

texto y ile los propósito* que la in forman, es la de 
que los ferrocarriles deberán emplear los medios indi- 
cados de protección, con arreglo a las necesidades de! 
tráfico, ya que la instalación de barreras en los lugares 
apartad- -s y ele escaso tráfico, no tendría otro resultado 
que el de encarecer la explotación ferroviaria en t»er jui- 
cio directo del público; por lo que, la interpretación y 
aplicación de la mencionada disposición de la ley de fe- 
rrocarriles, número -íSj.í, hedías en la sentencia recu- 
rrida para derivar la responsabilidad del apelante, del 
solo hecho de la falta de barreras en un sitio despobla* 
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do y con poco irá fien, no es la (pie legnl mente corres- 
ponde L'ii el sitb //fe. I'ágina --^S. 

¡■'rulos i sti restitución i. — La restitución de los frutos por el 
[Mecedor de Inicua fe. condenado |Htr sentencia a restl- 
iuir la tusa, comprende los percibidos desde la fecha «II- 
la notificación fie la demanda y aquellos «me |»or su ne- 
gligencia dejó de percibir, i \ ni en lo -M.í.í riel Código 
Civil). I'ágina 273. 

fíitfüc l-\uieraí \ \\\\ caso de sociedad colectivas — Siendo el 
cesionario una sociedad colectiva cuy** miembros eran 
vecinos de la Capital Federal y teniendo también, el ce- 
dente su dotvicilío en el mismo lugar, procede el fuero 
redera! en una demanda contra la provincia de Mendo- 
za por cobro de ¡«esos, aún en el supuesto de ipic la sn- 
sirdarl cesionaria inviera mía sucursal en dicha provin- 
cia, (Tratándose de sociedades colectivas, la ley 4H ha 
tomado como base para conceder la jurisdicción fede- 
ral, la nacionalidad o vecindad de todos los socios (pu- 
la forman (artículo 101. im consideración alguna al do- 
micilio social». Página \(*). 

G 

(¡asios y httnanirh's I Kn easu de interdicto» — Los gastos y 
honorarios producidos por el cumplimiento de la M'n- 
tencia recaída en juicio ik- interdicto, deben satisfacerse 
en la misma forma establecida en ella, cargando cada 
pinte con los propios. I'ágina -' 1 _■ . 

1 

fncOmtituciü validad de itérete < 1.a del de 4 de enero de 1918. 
sobre obligación de las emprc-as de f-T. CC. de pesar 
las mercaderías 1. — El decreto del Póíífer Ejecutivo de 
14 de enero de tyiS qtte obliga a la* empresas de ferro- 
carriles a verificar el ptósü de fas merertderias en el pH - 
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mcr punto donde las hubiere (básculas) o en los empal- 
mes de intercambio, tiende a procurar los medios de ha- 
cerle efectivo, y lejos de modificar el derecho conferi- 
do al ferrocarril ¡>or el articulo 47 de ta ley ¿fyr.V com- 
porta, por consiguiente, el ejercicio Ilegitimo de la fa- 
cultad conferida al Poder Kjccntivo por el artículo 
incidí _\" ¡le la Constitución y es. además* concordante 
cotí los artículos K»5 y I f V7 del Código de Comercio. 
Página 147. 

hift>nstitn<'Utnalithi<l tic impuesta 1 para el camino pavimenta- 
do de La Plata 'i Avellaneda, de ,\o de diciembre de 
i9Qf), — Para la validez de ta contribución o lasa de 
mejora < local asscssment o especial assessment 1 de- 
ben concurrir los elementos esenciales de que la obra 
pública a que se destina, sea de Iwnefício local y de mte 
ese beneficio no sea substancial mente excedido por la 
contribución : faltando los cuales, el impuesto especial 
no puede sostenerse ni como una contri luición de nie- 
joras, ni tampoco como un impuesto común, que Mipone 
condiciones de igualdud y de uniformidad de ijue aipié! 
carece . 

La obra para cuya construcción lia sido establecida 
la contribución creada por !a ley de la Provincia de lint— 
nps Aires, de 30 de diciembre de KJ07, o sea. el cantino 
pavimentailu entre las ciudades de La Piala y Avella- 
neda, hasta el limite con la Capital Federal, no reviste, 
por <u propia naturaleza, los caracteres de una mejora 
local o destinada a beneficiar especialmente un sitio o 
región determinada: es una obra de evidente y casi ex- 
c'usivo interés general. Además, la obra pública de que 
se trata. Tía producido a ta propiedad de la demandante 
más bien perjuicio i\uc beneficio, por cuanto el elevado 
lltVC] que se lia dado a! camino haciéndolo correr por 
nn terraplén en las inmediaciones del terreno gravado, 
deja a éste en una situación de evidente inferioridad 
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con relación a su estado anterior, pues queda a un nivel 
sumamente bajo sin desagites y exige para su debido 
aprovechamiento que sea rellenado; por lo que una ta- 
sa de mejoras cuyo momo absorbe más de la tercera 
pane del valor del inmueble sin (pie se haya producido 
por razón de la obra pública un Ijcneficio particular al 
cual imputarla, es incompatible con la garantía de invio- 
labilidad de la propiedad consagrada en e] articulo 17 
de la Constitución como se lia declarado jxjr la Corte 
Suprema en casos análogos. Página 120. 

lnco)tstÍhtcionalidad de impuesto (ta del establecido en la lev- 
de la l'rov. de Dueños Aires, el 30 de diciembre de ioajj. 
mandando construir el camino pavimentado de La Plata 
a Avellaneda j. — Véase el de las causas publicadas en 
el tomo 138, ingina idi y la de Masurel Fils del tomo 
¡4- página 120. Página 165. 

Incuitsííhtrioiiutidiut dé impuesto, i Kl de la ley de 30 de di- 
ciembre de vyoj. creado para construir el camino de 
La Plata a Avellaneda). — Véase el de los fallos publi- 
cados en los tomos 138. página 104 y 142, página 120, 
aplicables al presente. Página 266. 

Inconstituáoiudidad de ley. (La óel articulo 1055 de' Código 
Civii). — La disposición del articulo 1055 del Código 
Civil 110 vulnera el derecho del propietario de usar y 
gozar de su inmueble ni le cercena la facultad fie con- 
tralor respecto de él; prohibe, puramente, convenir 
arrendamientos por un tieni|)o mayor de diez ;uios, pe- 
ro no impide míe al vencimiento de dicho plazo se rea- 
lice un nuevo contrato en virtud del cual el uso y goce, 
de la cosa se enajena al mismo arrendatario o a otro. 
Kn tales condiciones, el precepto de ía mencionada dis- 
posición del Código Civil constituye una adecuada apli- 
cación del poder de reglamentación conferido al Con- 
greso por el artículo 14 de la Constitución: por !o que 
etía 110 es inconstitucional. Página ííg. 
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Inco»st¡timonalÍdoií de ley i de la de vinas fie ta Prov. de Men- 
doza, número j$*h de. h de noviembre de i<)i«j). — La 
lev .-.iibre vinos, mu uto 759. «le <> de noviembre de Mjlo. 
sancionada por la Legislatura de Mendoza y su decre- 
m reglamentario, en cuanto restringen la producción de 
vinos, gravando el exceso sobre el expendio admitido, 
con un impuesto adicional de dos centavos el litro y 
destinado ese impuesto a fines míe n« son los fines pú- 
blicos míe podrían justificarlo, contrarían tas garantía* 
constitucionales relativa?, a la libertad de trabajo, in- 
iln>tri;i y comercio t Constitución, artículos 14 y 101. 
Pagina 106. 

/ ncimshtuciiiitatititiff de ley (La de la número ¿iKj. de conce- 
bí, ni a los VV. CC de lint re Rinst. — VA decreto del 
Pbclér Ejecutivo fie fecha de julio de K>tO i|iic dero- 
go et ile <» de mavo de h^lf». disponiendo que en el mue- 
lle de la empresa ríe los Ferrocarriles de Kntre Rio? en 
Bajada Graiidé detiien regir las tarifas qüé la ley fija 
para el puerto de la Capital. n« se baila cu pugna con la 
lev de concesión, número cuya interpretación en 

el sentid» de i[iie en ningún caso podría el concesiona- 
rio cobrar derechos más elevados que las (pie hiciera 
pagar el Estado j>oi- análogo servicio, es la única eom- 
pa tibie cotí los principios consagrados en la Constitu- 
ción f articulo i-*' que establece la regla suprema a que 
ha debido ceñirse el poder público ijue sanciono la ley. 
Página Jot>- 

Iini'iisíitunoiuiíidad de ¿enteneia. Véase "Sentencias de los 
Tribunales Leales. 1 su validez P\ 

J 

Jubilación. - N'u es aplicable lo dispuesto en el artículo ¿7 de 
la ley 434*1 ¡d ex-empleado ipie si bien fue suspedid» o 
separado dé sil empleo en varias ocasiones, sus stteesi- 
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vas reincorporaciones demuestran que no se le colisi- 
deró en el hecho. impedido para volver a la atliiiímstra^- 
cioii. y que en el f1psc;ii]>cño ele su empleo pudo coni- 
pie Car el numero de años requerido para su jubilación . 
Página jnj. 

^JUtcM 1 «SU significado i. — Kl vocablo "" j llioít empleado eil 

el artículo 14 de la |¿y 4K, comprende y se refiere fento 
a los de caracú- r ordinario como a los de naturaleza 
eontciKioSM-adiuinisiralivo. Página 41/». 

Jurisdicción, — No hay disposición legal alguna que ¡sustraiga 
ile! conocimiento del juez de la sucesión. lo> créditos de 
impuestos fiscales, por Jo que, corresponde a dicho juez 
el conocimiento de un juicio ]>or cubro de ¡K*sn>. prove- 
nientes de impuestos. I 'agina SS. 

Jurisdicción. — Cuando se ejeivitan acciones |versonales y no 
se lia convenido lugar para el cumplimiento de la obli- 
gación, el juez competente para conocer en el juicio e», 
a decisión tld actor» l-1 del domicilio del demandado o 
el del lugar del contrato, con tal de que el demandado se 
halle en él aunque sea accidentalmente. Página 91. 

Jurisdicción. Acreditado que el decujits se hallaba domici- 
liado a la época de su fallecí miento en la provincia de 
Santa Ke. en la que habla establecido el asiento princi- 
pal de sus negocios, corresponde a los jueces de la mis- 
ma el conocimiento del juicio sucesorio , \ Artículos Sy, 
*JO. 9.1 y Código Civil k Página íi'i. 

Jurisdicción. — N'o corresponde a la justicia federal por raz.ni 
de la materia un juicio por indemnización de daños y 
perjuicios ocasionados a 1111 obrero mientras transpor- 
taba bolsas en el interior de los gal|K>ncs del Dique líel- 
ga número 3 Kste, t Kl caso no se hallaba comprendi- 
do en ninguno de los incisos del artículo de la ley 4K, 
ni erí el hecho que originó el juicio estaba relacionado 
con la navegación y comercio marítimo 1 . Pág. \2<). 

Jurisdicción. — La rectificación de escrituras tic transieren- 
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ota de dominio, refepente al estado civil clél causante en 
ta fecha del otorgamiento de las mismas, constituye una 
¡ncidéiiciá del juicio príncí*^ y \x>r consiguiente, no 
puede ser extraña a las facultades jurisdiccionales que 
en dicho juicio se ejercitan privativamente y sin subor- 
dinación a otra potestad que puede entorpecer o anu- 
lar los primordiales objetivos del litigio sobre derechos 
sucesorios; por lo que, aceptada la jurisdicción del ex- 
hortante en el juicio sucesorio, que de acuerdo con la 
ley y la jurisprudencia, comprende tas demandas con- 
cernientes a los bienes hereditarios hasta Ta partición in- 
clusive, cuando son interpuestas por algunos de los su- 
cesores universales contra sus coherederos, y que el jui- 
cio universal de sucesión atrae todas las cuestiones so- 
bre el derecho a los bienes que la constituyen y el ti- 
tulo con que son reclamados (Código Civil, articulo 
3¿$4, ley 48, articulo 1*. inciso i.\ ley 927, inciso 2*). 
implícitamente se le han reconocido sus facultades para 
resolver sobre la rectificación de los titulos. Pag. 158. 
Jurisdicción, — La impresa de Muebles y Depósitos de las 
Catrinas se halla sujeta por tas mercaderías entradas 
en ais depósitos, a las mismas responsabilidades del 
Piso :■ en consecuencia, una demanda contra esa Km- 
presa sobre entrega de un depósito de mercaderías, tiene 
que juzgarse por aplicación de las O. O. de Aduana. 

Lo* asuntos referentes a las Aduanas de la Repúbli- 
ca, asi cumo los que conciernen a los depósitos particu- 
lares (pie han sido equiparados a los de aquéllos, co- 
rres|wnden al fuero federal por razón de la materia. 
Página iXt , 

Jurisdicción. — Kl extranjero que acude a los tribunales pro- 
vinciales, se entiende que renuncia al fuero federal y en 
tales condiciones, no puede ampararse en éste el argen- 
tino demandado ante sus propios jueces locales. Pá- 
gina 257. 
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Jurisdicción, — La jurisdicción ¡sobré la sucesión corresponde 
;i los jueces del lugar del último domicilio del difunto, 
aunque en oirn sitio mviera su establecimiento de eam- 
|M) » sus bienes raí íes.. Página 2(10. 

Jurisdicción. — El conocimiento de una convocatoria de acree- 
dores corresponde al Juez del lugar donde el con voca- 
lario tenga su principal establecimiento, al tiempo en 
aquélla se formule, { en el caso, el deudor «o tenía sino 
una casa de comercio) ; sin que pueda ser alterada esa 
jurisdicción por la circunstancia de que el deudor tu- 
viere su familia en otro lugar. Página 269* 

Jurisdicción | Kn casos de la ley 9644). — Conforme al artícu- 
lii jí» de la ley número i/144, sobre Prenda Agraria, la 
comisión efectiva del delito cuyos requisitos se hallan 
prevenidos en el articulo 12 de la misma, requiere et ac- 
to de disposición de las cosas empeñadas, como si no 
reconocieran el gravamen constituido sobre ellas: por 
lo que la competencia judicial para el conocimiento de 
los delitos derivados de la prenda agraria no se deter- 
mina por el asiento de la explotación agrícola o pecuaria 
en que las cosas prendarías se encuentran, sinó por la 
localidad dentro de cuya jurisdicción se haya realizado 
el acto de disposición que menoscabe los derechos del 
acreedor. Página 321, 

Jurisdicción. — Kn los juicios de desalojamiento, el valor del 
objeto demandado no se determina j»or el de la cosa 
arrendada o el de las mejoras que se proyectan, sino por 
el del simple uso o goce temporal, representado por ei 
del arrendamiento estipulado, Página 393. 

Jurisdiccióii. — No corresponde a la Justicia Federal el co- 
nocimiento de un litigio sobre hechos y contratos con- 
cernientes a la navegación, pero emergentes de opera- 
ciones realizadas dentro del puerto de la Capital. (Se 
cobraban servicios de lanchaje, fundándose la acción en 
las reglas del mandato). Página 308. 
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lurtidtrctám — Al juez del lugar del domicilio conyugal co- 
rresponde eoiiocer del juicio de divorcio, 
í\s extemporánea | ;I excepción de meonipet encía ctalit- 
ciila tiallátidose vencidos los términos del emplazamien- 
to y \m ilc la rebeldía acusada. Página 4*10, 

Jurisdicción. \.i TOfríesiwride a la justicia federal ratipw 
iiuttt'iM, el 0nocÍiniento de una demanda por <l:iñ< y 
perjuicios iM-a-ttiitadog por el incumplimíénto dé ttñ "ii 
trato relativo al transporte dé mercaderías de IUicun> 
Aires al extranjero, que por los términos en que fué de 
decida ella aparece desvinculada del cuín ralo de fleta- 
mentó celebrado por el demandado con iercem>. dado 
que un se propine hacer efectiva ninguna de h> obliga- 
ciones emergentes de ese contrato, ni pone en cuestión 
la manera o forma en que fué cumplido. Página 4-\í. 

Jurisdicción. — 1/ua sociedad anónima con domicilio lega! en 
la Capital Federal, en virtud de cláusula expresa del 
contrato social, en donde se (talla radicada y funciona 
su directorio, tiene dereelm, aún cuando realice sus nego- 
cios en una provincia y tenga en ella una administración 
1'nal. a invocar su carácter de vecina de la Capital Fe- 
deral de la Nación a fin de ser juzgada por la justicia 
nacional correspondiente a la sección donde se encon- 
traba establecida la sucursal o agencia, en una deman- 
da iniciada ¡>or un ciudad a un vecino de la misma pro- 
vincia, y en consecuencia, a declinar la jurisdicción de 
los jueces provinciales, ( Artículos de la ley 48; 
<X>. inciso 3." del Código Civil; too de la Constitución 
v ¡"ctso 2." de la ley 481. Pág. 428. 

Jurisdicción ordinaria, — Cor res|* Piule a la Corte Suprema 
entender en la ejecución de honorarios de un perito de- 
signado por ella. Página 133. 

Jurisdicción originaria (declaración de incompetencia i. — La 
declaración de la incompetencia de la Corte Suprema. 
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de Ofició o a petición ilc parle, puede y debe hacerse, etl 
cii:ilf |iiit*r estado de la causa. Página i'*). 

Jurisdicción originaria. — Xo corresiwnde :i la jurisdicción 
originaria d¿ la Corte Suprema el conocimiento cié un 
sumario instruido por substracción de Objetos de una 
legación extranjera, éti e] tfiie no acrece Gc^jpmmétitla 
alguna de las personas <k' la misma, indicadas 011 el ar- 
ticulo _*i de! Código de Procedimientos en lo Criminal 
y artículo 1.". inciso 3." de la ley número 4S. Pág. 

Jurisdicción originaria. — No corresponde a la jurir-dieeión 
originaria de la Curte Suprema el con* teimí unto de una 
demanda contra una provincia, deducida por un veéiíio 
de otra, por incumplimiento de un contrato cíe arren- 
damiento en el que. figura una cláusula por ta cual el 
ador fija su domicilio cu la provincia demandada, para 
el cumplimiento de las obligaciones de dicho contrato, 
I 'agina ,130. 

Jurisdicción arii/iiitir'ni. — Xo corresponde a la jurisdicción ori- 
ginaria de la Corte Suprema el conocí memo de una 
causa por hurto de una máquina de escribir cometido 
en una legación extranjera, cu que no aparece compro? 
metida alguna de las personas a que se refiere él inci- 
so 3.", articulo 1.". ley 48 y artículo J 1 del Coligo de 
Procedimientos en lo Criminal. Página 3N4. 

Jurisdicción originaria. — Xo eorrcsinindc a la juri>dícción 
originaria de la Corte Suprema el conocimiento de un 
interdicto de despojo contra la provincia de Pítenos Ai- 
res, deducido por un extranjero, y además, vecino de la 
Capital Federal, con posterioridad a la iniciación y sen- 
tencia de un juicio conteudoso-adm ilustrativo incoado 
por el demandante sometiendo a la jurisdicción de los 
tribúnalés de dicha provincia la cuestión relativa a la 
ajieniira del camino materia del presente interdicto, con 
renuncia del fuero federal qup éti el doble carácter de 
extranjero y vecino de la Capital le habría correspondió 
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■ [<•, artículo i ". inciso i,', ley 4N. y prorrogando l:i ju- 
risdicción de los tribunales provincialesj articulo in- 
ciso 4," de t;i misma !cy ¡ sin que obste, en el caso, a la 
declaración dé falta dé jurisdicción originaria tic la Cor- 
le Suprema, la circunstancia de (pie no se haya opuesto 
concreta.» ente ]>or el representante de la provincia, ta 
excepción dé incompetencia, fiado qué siendo de orden 
público el precepto de la referida disposición de la ley 
48, la Corte Suprema está facultada para declarar aún 
ile oficio su incompetencia en el sitt> lite. Página 406. 

L 

l.ey 44. sobre autenticación de los artos púbtkos y procedimieir 
míenlos judiciales de cada provincia. Véase "Senkn- 
eias de los Tribunales locales (su valide?. }". 

N 

.Validad de un juicio por infracción a ÍOS O.ü. de Aduaiw, 
1 Improcedencia de SU declaración). — No corresponde 
la declaración de nulidad de un juicio por infracción a 
las O.O. de Aduana, (pie además de la tramitación ad- 
ministrativa, lia sido substanciado en todos los grados 
de la justicia nacional a la que habría correspondí 1 lo co- 
micer de conformidad a lo establecido en la última parte 
del artículo 1034 fie las mismas, tjue en las instancias 
judiciales los litigantes lian tenido plena libertad para 
discutir y probar sus derechos respectivos y que la sen* 
leucia apelada, al confirmar la resolución dictada por la 
Aduana, ha hecho suyo dicho pronunciamiento. Pá- 
gina 5. 

P 

l\¡se. - Tudas las cédulas o decretos expedidos por los Dele- 
gados Apostólicos, con la sola excepción de los que se 
refieran a indulgencias o dispensas matrimoniales, deben 
■*er presentadas al Gobierno para obtener su pase. (Sus 
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anos deben epnsideriirsiei emanados del Sumo ^ntjliée/. 

Cualquiera que sea la dcnom ¡nación que el Código tío 
Derecho Eclesiástico en vigor da a los Administradores 
Apostólicos instituidos con plenitud de facultades para 
el gdtbkrttq de una A rqu ¡diócesis vacante, como en sede 
plena, es decir, edil lodos los derechos, honores y pre- 
rrogativas del Metropolitano, son en el fondo, por la 
íorma exclusivamente pontificia y la extensión de las 
facultades tjüe se les conceden, verdaderos vicarios apos- 
tólicos. 

I.a Constitución en Ins. incisos 8." y *>." del articulo 8ó 
y i<> del articulo 67 ha consagrado el derecho de Pa- 
tronato en términos tan categóricos que no admiten dis- 
cusión alguna sobre su existencia; y el concepto de que 
ese Patronato es una regalía afecta a la soberanía, ha 
sido confirmado y ratificado, en el hecho, no sólo por el 
módtis rivcmti, mantenido sin alteración con la Sede de 
liorna clesde la constitución definitiva de la unión na- 
cional hasta el presente, sino también por maní testa- 
ción expresa de los dignísimos prelados (pie han des- 
enqieñado cargos en la Iglesia Argentina, al jurar "]>or 
Dios nuestro Señor y estos Santos Evangelios que en el 
ejercicio de aquéllas serian fieles a la nación recono- 
ciendo su soberanía y alto patronato como asimismo que 
no aceptarían dignidad alguna sin expreso consentimien- 
to del tíobierno Nacional'". 

IX- conformidad con lo dispuesto en el inciso S." del 
articulo 85 de la Constitución y lo prevenido por las le- 
yes MI. IV. XIV y L, del Libro I, título VI de la Reco- 
pilación de Indias, el nombramiento de todas las digni- 
dades de la Iglesia Católica debe hacerse por presenta- 
ción del Soberano, por Jo que el nombramiento de Mon- 
señor Honeo para le cargo de Administrador A])ostóli- 
co de la Arqnidiócesis de Buenos Aires, vacante por 
fallecimiento de su arzobispo titular Monseñor Kspino- 
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su 1*1 tu facultades y jurisdicción de arzobispo, realizado 
¡«■r el Sumo Pontifice tle propia autoridad, i ;i bene- 
] 'tácito líe la Santa Sede i. sin intervención ni coiijtyci* 
miento del Patrono, pilona con el articulo Sí"*, inciso S. 
ele la Constitución y vulnera, consiguiente mente, los 
Derechas del Patronato jÑPkcipnat, 

Kl canon trescientos doce ilél Góítígo dé Derecho 
Ki-le-dásiico puesto en Vigor pojr benedicto XV cjue en- 
trega prácticamente el j 1 ^ i < - r 1 1 < » v dirección de la ígle 
sia Argentina al Sumo Pontífice al autorizar él noiíi- 
bramiento de Administrador A[>osiólieo. hállense ti no 
vacantes las diócesis y que hasta se pone en el caso de 
rjiie la jurisdicción sea resistida por el Poder Civil. tu> 
] uiedc ser invocado válida. nenie en 'la República, pues 
tiu existe lev albina del Honorable Congreso <]iie lit ha- 
ya expresamente admitido, de acuerdo con |n dispuesto 
pqr la segunda parte del inciso <>." del articulo S<» de la 
Constitución . 

Kl inciso S." del articulo W> fie la Constitución rto di- 
tingue eiure nombramiento* de carácter definitivo y 
aquellos i|ue lo tengan transitorio, y con arreglo a su es- 
píritu,, nadie puede desempeñar la dublé |H "testad de or- 
den y jurisdicción inherentes a los obispos y arzobispos 
dentro de la Nación, por tictnpC breve o largo, proviso- 
ria o definitivamente, sin ipte haya promediado la pre- 
sentación at Patrono. A lo que se agrega, <j"e el Poder 
Kjecntivo carecería de facultarle», para ú?.r su asenti- 
miento, a fiKftrihri, a una designación de aquel-a natu- 
raleza, ludia ¡ior la sola iniciativa del Sumo Pontífice, 
pues la presentación misma requiere por imperativo 
constitucional la confección de una terna por el Senado 
<le la Nación dentro de la cual haga la elección el Presí- 
deme de la República, y esta limitación puesta por el ÜV 
ciso 8." al ejercicio por el Poder Kjecntivo del derecho 
de Patronato en la nómina de los obispos y metropolita- 
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nos. crea un obstáculo insalvable ¡tara con firmar o ad- 
mitir una designación com q | a recaída en Monseñor %q- 
neu por la sola autoridad del Jefe de la Nación. 

Aún en la hqjótesis de ijtic las disinisieiones del Con 
cilio de Trcnin no tuvieran fuerza civil obligatoria en la 
República, la designación recaída etí Monseñor Boneo; 
pugna ría con un derecho especial í sil no e imprescindible 
contenido cu el (le patronato y propia de los países His- 
pa no -America nos. el cual es el consagrad» por la pers- 
Itrcuii declaración contenida al final del titulo VI. libro I 
de la Recopilación de ludías, cuyo texto es como sigue: 
"Su Majestad en virtud del patronazgo está en posesión 
de nue se despache su cédula real, dirigida a las Iglesia > 
Catedrales, sede vacantes, para que em reíanlo (pie lle- 
guen las Huías de su Santidad, y los presentados a las 
prelacias sean consagrados. Ies den poder para gol >e mar 
Ins arzobispados y obispados de las Indias, y asi se eje- 
cute'". Página 3+2. 
l'olnomto \~ariomil. Véase "Pase". 

Pensión i lev 4435). — La pensión ít que da derecho el articu- 
lo de la ley 4235, es la equivalente a] sueldo de que 
gozaba el interesado cuando le sobrevino la incapacidad 
definitiva que le puso en el caso de solicitarla. Ks justa 
y arreglada a derecho la pretensión del actor de que se 
le pague ja diferencia entre lo que habría percibido y lo 
que percibe en virtud de la resolución administrativa que 
motivó su demanda. Página 386. 

Pericia en beneficio común ísu aliono >. — Tratándose de una 
pericia en beneficio común practicada con la concurren- 
cia de todos los interesados, debe ser alionada |xjr las 
partes, demandante y demandada por mitad, no habien- 
do mediado en la sentencia definitiva una condenación 
especial respecto de las costas. Página 33. 

Poseedor actual. — Siendo el título de los demandados ante- 
rior en fecha al del antecesor del demandante, y halláu- 
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dase aquéllos en posesión de la tierra, dclie premunirse, 
en ausencia de prueba en contrario, que poseyeron desde 
el origen del lindo. Artículo 4003 de! Código Civil, 

l'ara la buena fe como elemento de la prescripción or- 
dinaria, no es necesario fine el enajenante sea el legiti- 
mo propietario, sino que las apariencias de su derecho, 
de 4¿níinio sean tales que el adquirentc haya tenido mo- 
tivus para creer que contrataba con el verdadero (Inc- 
lín, y. por lo tanto, que entraba a poseer como éxcltísi- 
\n señor de la cosa ("Articulo 400c». Código Civil). Pá- 
gina 273. 

P*ist'sioitt\f fl'nión de las*. — La unión de las posesiones a tos 
fines de la protección posesoria y de la prescripción ad- 
quisitiva, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 
-'474. 2475, 2476 y 4005 del Código Civil, sólo puede 
producirse entre sucesores a titulo universal o entre su- 
cesores a titulo particular; y el vinculo entre el autor y 
sucesor, no invocando éste el carácter de heredero, debe 
nat'er de una convención concluida con observancia de 
las formas cvternas impuestas por las leyes. Pág. 22J, 

PoSCSÍQUCS ujiuilt's y </t* li¡ misma Htittmtlt'sa, — No rs eonee- 
bible la coexistencia de dos posesiones iguales y de la 
misma naturaleza sobre la misma cosa. (Artículo 2401, 
Código Civil). Página 

PrésempriÓn (acción personal del comprador), — La duración 
de la acción acordarla por la ley a los compradores con- 
tra los vendedores en caso de falta de superficie de ]os 
tnnmeliles enajenados (articulo 1345, Código Civil), es- 
tá regida por el principio general que establece el ar- 
ticulo 402j.de! misino Código, dado que 110 hay dispo- 
sición expresa en contrario, y habiendo transcurrido más 
de veinte años sin que se hubiese formulado reclamo ju- 
dien! alguno contra la provincia por ¡a falta de super- 
ficie de la tierra materia del juicio, la acción persona' 
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del comprador para pedir la indemnización o entrega 
por tal causa, se halla prescripta. Página 04. 

Presen? t ion i interrupción de la). — U demanda, ya <ca en 
el posesorio o en el petitorio, constituye una causa inte- 
rrnptiva de la prescripción con arreglo al articulo ¿oXfi 
del Código Civil, y la interrupción producida por la de- 
manda del ijosesorio jicrduró en el caso, según la juris- 
prudencia de la Corte Suprema, durante todo el juicio, 
hasta la fecha de la sentencia de última instancia que 
amparó la posesión, sin que la falta de ejecución de di- 
cha sentencia pueda producir el efecto de horrar las con- 
secuencias de la demanda, atento a que sólo se ohtiené 
esc resultado por los motivos previstos por el articulo 
39»7 de! Código Civil, Página 273. 

Prest rife ion adquisitiva. Véase "Posesiones fisión de las)". 

Prescripción ordinaria. Véase "Poseedor actual". 

R 

Reconocimiento de deuda de una provincia. ~ Reconocida la 
existencu de ta deuda y que la provincia es responsable 
de ella, corresponde declarar su importe de legítimo abo- 
no, sin que sea óbice para ello la circunstancia invoca- 
da de ser necesaria autorización legislativa para su pago. 
Habiendo sido presentadas las cuentas diez meses an- 
tes de deducida la acción, la manifestación de la deman- 
dada de que carecía de antecedentes acerca de tales cré- 
ditos, constituye una respuesta evasiva y tiene el valor 
de un reconocimiento f Artículo 86, ley 50). Pág. 1Ó9. 

Recurso extraordinaria. — La cuestión de que si una parte del 
campo deslindado en una provincia comprende tierras 
situadas en otra y si por tal motivo el juez que aprobó 
la mensura produjo un acto nulo por haber extralimi- 
tado sus facultades jurisdiccionales, no constituye. [>or 
ningún concepto, un caso de carácter federal que pueda 
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autorizar la instancia extrapftfinatffá autorizada por el 
articulo 14 de la ley 4K. Página 35, 

Recurso fxlraordittario. — Debatida la inteligencia que corres- 
ponde «lar a determinados artículo de la Constitución y 
de una ley nacional, con referencia a un derecho preten- 
dido \u*r el recurrente, y siendo manifiesta la relación 
existente entre la solución de la cuestión Controvertida 
y las demás planteada* en el pleito, procede el recurso 
extraordinario autorizado j>or el articulo 14 de la ley 
48, no siendo óbice para ello la circunstancia de que la 
cuestión federal haya sido ¡llameada después de pronun- 
ciada la primera sentencia, si ella fue suficientemente 
debatida luego de i ntr-01 lucida al juicio, y el tribunal su- 
perior se creyó habilitado, aplicando leyes de su propio 
procedimiento, para prenunciarle al respecto. Pág. 37. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
del articulo 14. ley 4K. contra una resolución adversa al 
derecho que el recurrente fundó en determinadas cláu- 
sulas constitucionales. Página 08. 

RmÉúsó extraordinario. — \o procede el recurso extraordi- 
nario del articulo 14. ley 48. en un juicio de interdicto 
de retener la posesión, resuella ]h ir aplicación de prin- 
cipio* de derecho común suficientes ]H>r sí solos para 
sustentar el fallo recurrido, que no han sido impugnados 
como contrarios a ninguna cláusula constitucional. Pá- 
gina 113. 

Recurso extraordinario. — Para la procedencia del recurro ex- 
traordinario del articulo 1.4 de la ley 48, es indispensa- 
ble que la decisión, pronunciada sea contraria a la va- 
lidez del titula, derecho, privilegio o exención, que se 
iñude en dicha cláusula y sea materia del litigio; por lo 
«pie no procede dicho recurro contra una resolución en 
que el irihunal apelado, aplicando la ley nacional núme- 
ro t<».í, 1 sobre el Tratado con mi Majestad Británica 1 
ha admitido y. reconocido la jjersoneria del representan- 
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te designado 1'"'' sj cónsul a los fines solicitado* por ¿1, 
es decir, se ha pronunciado én favor y no eri o mira del 
derecho alegado. Página U.í- 

Reetirsá extraordinario i ley ¿873 i. — Procede el recurso ex- 
traordinario de] articulo 14. \v\ 48, contra una sentencia 
contraria al derecho fundado en (lisposieiones de la ley 
nacional de 1-T, CC. 1111 ñero 2X73, que guardan una 
relación directa e inmediata con la materia del litigio, y 
aplica, además, el decreto del Poder Kjcctilivo de fecha 
14 de enero de 1^18, impugnado como contrario a los 
preceptos de la mencionada ley. Página 147. 

Recurso extraordinario, — No apareciendo que se haya desco- 
nocido al recórreme ningún derecho, exención o privi- 
legio fundado en la O institución, tratado o leyes del 
Congreso, mi procede el recurso extraordinario del ar- 
tículo 14, ley 48. (1.a decisión final fué contra la com- 
petencia de la justicia ordinaria sustentada por el recu- 
rrente y no en favor de la federal t . I 'agina tp). 

A'íYí/í-.vtj extraordinario 1 Uey 2873». — Procede el recurso ex- 
traordinario del articulo 14. ley 48, contra una decisión 
de última instancia contraria al derecho fundado en tm;i 
ley nacional \ la de ferrocarriles, X." 2873, artículo 5.". 
inciso 8.", sobre colocación de barreras) : sin míe pueda 
objetarse en el caso, que la sentencia afielada se limitó a 
hacer apreciaciones de hecho, o a juzgar del mérito de 
la prueba a los efectos de establecer la culjw. del recu- 
rrente, dado i|iie el pronunciamiento se fundó en la in- 
terpretación de la referifla ley, independientemente de 
toda circunstancia especial del caso que pudiera deter- 
minar la resposaliiííldad del ferrocarril. I'ág. 185, 

Ktrnr.ta extraordinario. K* improcedente el recurso del ar- 
tículo 14. ley 48. en un juicio en el que no aparece que se 
haya dado a las cláusulas invocadas, del Tratado de De- 
recho de Moit;eviden. una interpretación contraria a 
la que los recurrentes te atribuyen, y en que los puntos 
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fundamentales de la causa se encontraban subordinados 
a la apreciación «le los hechos y a la interpretación y 
observancia de derecho civil y procesal conceptuad»* 
de pertinente aplicación al caso. ( Perdida de la patria 
potestad, domicilio tk* la den mudada, cosa juzgada res- 
pecto a la situación de tos bienes de tos menores!. Pá- 
gina 

f&tütoo exiruorditMruK — Procede el recurso extraordinario 
del articulo 14. ley 4X, contra una decisión di- última ins- 
tancia contraria a¡ derecho fundado en una ley nacional 
lia de fjérrocarrfléi; número 2873, articulo 5.". inciso 8.", 
Mihrc colocación de barrera* J : sin <pie pudiera objetarse 
ea el caáo* que la sentencia apelada se limito a hacer 
apreciaciones de hechos o a juzgar del mérito de l:i prue- 
ba a los efectos de establecer la culpa del recurrente, 
dado que el pronunciamiento se fundó en la interpreta- 
ción de la referida ley, independientemente de toda cir- 
cunstancia especial del caso <|ue pudiera determinar la 
responsabilidad del ferrocarril. Página 238. 

Recurso extraordinario. — No tiene carácter de definitiva a 
los fines del recurso extraordinario del articulo 14, ley 
4S. una sentencia de una Cámara Federal que. revocan- 
do la resolución del inferior, declaró <¡ue había acción 
por parte del actor y mandó devolver el expediente para 
(pie juzgara sobre la existencia de responsabilidad, pun- 
ió omitido por bal mí r considerado inoficioso pronun- 
ciarse. Página ¿f>4- 
•Recurso extraordinario. — No reviste el carácter de senten- 
cia definitiva a los fines de] recurso autorizado pou el 
art. ,t. de la ley 4055. auto dictado en el juicio de ejecu- 
ción de una semencia pronunciada por la Corte Supre- 
ma, Página 317. 

Recurso extraordinario (I*ey 43404. — hnx referencias a una 
ley federal en termino* generales o las invocaciones cx- 
pl ¡citas, o implícita* a disposiciones indeterminadas en la 
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misma, i eti el easo.de la N. M 4341 j ) np Ixistan para autori- 
zar i*l recurso extraordinario del artículo 14, Jey 48* el 
que debe ser fundado en fitas concretas y en términos 
precisos de la lev con aplicación al caso controvertido. 
Página 318. 

Recurso cxtraordiiiario. — Para autorizar d recurso extraor- 
dinario no liasia una referencia general a cláusulas cons- 
titucionales sin relación dírtÉta con la cuestión que se 
suscita, sientto indispensable que en el pleito se haya 
cuestionado la inteligencia de tales cláusulas y que la 
decisión dependa de la interpretación que deba darse a 
las mis.ras. i lín el casi» se mencionó tos artículos 100 
y 101 de la Constitución Nacional).:, 

Las cuestiones de lieclio y apreciación de la prueba de 
las mismas, asi como la interpretación de las disposi- 
ciones del Código de Comercio son ajenas al recurso ex- 
traordinario, y este recurso es improcedente cuando, si 
bíen la sentencia apelada es contraria a derechos funda- 
dos en la Constitución y leyes especiales del Congreso, 
decide al misino ticnqjo cuestiones comprendidas en la 
filis coutestutia, ajenas a aquél y que la Corte Suprema 
110 puede rever, jjtjr tratarse de puntos de liecho y apli- 
cación del derecho común. Página 326. 

Recurso extraordinario. — Kl carácter del juicio regido por las 
leyes procesales y el significado de la ley 11.156, de 
derecho común, son extraños al recurso extraordinario 
del art. 14, ley 48. respecto a su interpretación y aplica- 
ción. Página 393. 

Recurso extraordinario de apelación. — Se halla fuera del su- 
puesto del recurso de apelación en tercera instancia un 
juicio de defraudación a la renta de Aduana fK>r cuatro 
mil trescientos cuarenta y ciñen pesos con nueve cen- 
tavos oro sellado. Página 132. 

Recurso rxtraordimrm de apelación. — Se encuentra fuera 
del supuesto de! recurso de apelación en tercera instan- 
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cía luí cas.» (jue tjené por dÍ¡^éfo una detiúneia por mí] 
novecientos ochenta y mt pesos* setenta y nueve centa- 
vos oro sellado. Página J46. 
¡\'fk'ititÍH(h-ión. — Kl derecho a invocar los tftukts de tos eaii- 
sanles para hacer viable la acción 1 e¡\ i nd ¡cato ría, se en- 
cuentra v i n nal mente autorizado por los artículos ¿789 
y -í-o/> del Código Civil, que no limitan 1n exigencia, eií 
cuanto a pro^iaccíórt de titulas, a los prevenientes de la 
adquisición del demandante. Kl ouipradnr es en et he- 
cho un cesionario de los derechos que el vendedor tenia 
sobre la cosa vendida y de las acciones que sobre ella 1c 
o mipetían . 

K Maldecida en la ley la diferencia entre bienes sin due- 
ño y bienes que nu l*> lie ru-n niimcidN, y en virtud de !n 
dispuesto en el aiiioulo 2347 citarlo, es indiscutible el de- 
recho de la Provincia de Buenos Aires, para reivindicar. 
Página 223. 

s 

Smíencijijs i CucM¡«>ne> que ellas deben comprender >. — [«as 
objéceiones a la demanda presentadas por vez primera al 
alegar, nu corresponde lomarlas en cuenta al pronun- 
. ciarse el fallo, conforme a la regla de derecho procesal 
que quiere t|ur la sentencia se refiera y haga mérito sólo 
de las cuestiones comprendidas en la Htis contcstatio. 
I 'agina 169. 

Sektáictajt ift' lüs fw&iwtileá tac-átéü 1 su validez y recurso con- 
tra las mismas 1. — Los errores de carácter jurídico en 
que puede incurrir un juez ele una sucesión al qtürgar 
en nombre de la misma una escritura de venia de un 
jliieil rai/. interpretando \ dando cumplimiento al falto 
definitivo piniunníadu en dicho juicio n lo^ vici<i> de 
procedimiento que pudieran cometerse al dar cumpli- 
miento al mismo, deben ser recatados dentro de la mis- 
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nía jurisdicción local eri qtífe se dictaran esa- resolucio- 
nes y se otorgó el acto jurídico aludido, y sólo pueden 
ser llevadas a la justicia nacional para su revisión, en 
virtud del recurso extraordinario autorizado por el ar- 
ticulo 14 de la ley 48. por lo >[iu- procede tenerlos jM»r 
válidos y acordarles toda fe y crédito que como tales 
les corresponde en la jurisdicción en que fueron practi- 
cados, mientras esos mismos tribunales locales no de- 
claren a requisición de parle legítima la nulidad de las 
actuaciones judiciales y de la escritura pública impugna- 
da como violatoria de disposiciones de la legislación ci- 
vil. Página 273. 
Sentencias <fe los Tribu nales totales ísti validez l. — I.as le- 
yes 44. de Jf\ de agosto de iSfij, sobre autenticación de 
los actos públicos y procedimientos judiciales de cada 
provincia, y ta complementaria número 5133, fueron san- 
cionadas por el Congreso en ejercicio de la facultad acor- 
dada al mismo por el artículo 7.", y el respeto debido 
a estas prescripciones de la ley y de la Constitución exi- 
ge no solamente se dé entera fe y crédito en «na pro- 
vincia a los actos V procedimientos judiciales de otra, 
sino también que se les atribuya los mismos efectos íjtte 
hubieran de producir en la provincia de donde emanasen 
porqué de lo contrario importaría qwe los tribunales de 
otra provincia, o los federales, tienen facultad de variar 
los actos o procedimientos judiciales pasados ante otros 
tribunales competentes. 

Si con arreglo a lo dispuesto en la última parte del 
articulo .4." de la ley 44. un juicio ejecutivo seguido ante 
los tribunales de una provincia y la liquidación aproba- 
da dentro de él por el deudor, tienen el valor y fuerza 
«le cosa juzgarla allí según las leyes 1 troce -ales de esa 
provincia, lo tendrá también en todo el territorio de la 
Xaeión : y |>or el contrario, si de acuerdo crni el articulo 
511 del Código de Procedimientos de la Provincia de 
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Buenos Aires ni el juicio ejecutivo ni la liquidación 
que es su consecuencia necesaria, causan instancia ni 
son definitivas; dado que conforme al mismo ''cualquie- 
ra que sea la semencia en el juicio ejecutivo, quedará 
(auto al actor como al ejecutado, su derecho a salvo ¡«i- 
ra pro:i nvtT el ordinario", derecho amplio y sin limita- 
ción en su ejercicio |»or condición o requisito procesal 
alguno, ¡refiriéndose el término o plazo, que suele fijar- 
se, simplemente a la caducidad de la fianza y no al dere- 
cho que permanece incólume, según la interpretación 
consagra* la por la Corte Suprema en el fallo publicado 
en el tomo •>'!. página ¿*>7, fijando el alcance de una clis- 
posk'ión análoga de la ley nacional de procedimientos, es 
evidente que una demanda entablada ante los tribunales 
de Ja Capital i«»r restitución de ima parte de las sumas 
llagadas en un juicio ejecutivn seguido ante los tribuna - 
les de )a ciudad de Bahía Manca. Provincia de Uucnos 
Aires, no compromete el principio consagrado por los 
artículos 7." dé la Constitución y 4" de la ley 44 y la 
semencia recaída en dicho juicio ejecutivo ha podido 
ser reexaminada, en su mérito, por los jueces de la Ca- 
pital. 

í-'l derecho del deudor para deducir la demanda ordi- 
naria consecutiva a un juicio ejecutivo, consagrado por 
el articulo 511 del Código de Procedimientos de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, ampara todas y cada una de tas 
resoluciones y actuaciones ¡Producidas en el último hasta 
su total terminación y comprende, consiguientemente, la 
liquidación, y la circunstancia de que. el deudor haya 
prestado su asentimiento a la liquidación, no la convierte 
en definitiva. Pág. ,V- 
Senicitfiax # Iqí 7rihun t jl?.< l&taks 1 su validez, y recurso con- 
tra la* mismas V, - ■ validez y eficacia dé una decla- 
ración judicial de nulidad de una anterior declaración 
de herederos, hecha por un funcionario de la justicia lo* 
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cal. cim jurisdicción ¡tara ello, indiscutible en el caso, 
por haber sido formulada por el juez que conoció en el 
juicio sucesorio respectivo ( áítículo 3284, inciso 1." del 
Código Civil), no puede ser impugnada o discutida an- 
te |a justicia federal, sino en virtud del recurso extra- 
ordinario del artículo 14, ley 48, debiendo entretanto 
atribuírsele la misma fe y créfiio que se le concede en 
los tribunales en que fué dictado ( Constitución Nacio- 
nal, articulo /.*'). Página 361 . 

Mnteitciá nt juicio de interdicto. — \%\ pronunciamiento recaí- 
do en el juicio de interdicto, es definitivo respecto a ía 
posesión, y tratándose de las mismas personas demanda- 
das en el posesorio, puede el reivindicante, sucesor de 
aquel en favor de cuya posesión se falló el interdicto, in- 
vocar en apoyo de sus derechos todos los de dicho pro- 
nunciamiento. I Vigilia 2j$. • 

Sociedad uuómitm (su domicilio legal u los efectos del fuero"). 
\ "éase *"J 11 risd ice ion " . 

Sucesor a titulo sintfiihr. — Al sucesor a titulo singular no le 
perjudican, a los efectos de prescribir, (os vicios de su 
antecesor. (Articulo* 40^5. Códico Civih . l'ág. 273. 

V 

/ 'etuh dar i responsabilidad del. por causa n razón de la evic- 
cióu |; — Cim arreglu a !o dispuesto por los artículos 
2091 y 2093 del Código Civil y a la reiterada jurispru- 
dencia de la Corte Suprenta, para la responsabilidad del 
vendedor por causa 6 tAi&n de la evicción, es necesario 
que el adqui rente haya sido privado del derecho tras- 
mitido o (pie haya su f ritió una turbación de derecho en 
la propiedad, goce posesión de la cosa, jwr causa an- 
terior o contemporánea a la adquisición y en virtud de 
semencia ejecutoriada pronunciada en el pleito en que 
se practicase la citación de evicción. (Fallos, tomo 97, 
página 12$; tono 75. página 436; tomo 8o, página lio. 
entre otros j . Página 94. 
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Sumaria: í." Lo dispuesto en el artículo 1034 de las Ordenan- 
nanzas de Aduana 110 es de aplicación en un caso en que 
la materia del misino no la lian constituido frutas que lia- 
ran salido de la Aduana, sino, preci sámente 1.» contra- 
rio. o sea, cereales que seyún el fallo de ésta;, aparecían 
almacenados a los fines del artículo g* de la ley to-349 
v cuya falta de existencia quedó t-.,mpr<.ibada administra- 
tivamente. 

. 2" No corresponde ta declaración de nulidad de un 
juicio por infracción a las O. O. de Aduana, que además 
de la tramitación administrativa, lia sido substanciado en 
todos los grados de la justicia nacional a la que habría 
o ir respondido conocer de conformidad a lo establecido 
en la última lxirte del articulo 1034 de las mismas, que en 
las instancias judiciales los litigantes haíi tenido plena 
libertad para discutir y probar sus <lercchos respuclivos > 
(¡lie la sentencia apelada, al éoníitmár la resolución dic- 
tada por la Aduana, ha hecho suyo dicho pronuncia- 
miento. 

V L'n certificado de depósito de mercaderías emana- 
do de la Aduana es un verdadero instrumento público y 
debe como tal. hacer plena fe por sí mismo, de la verdad 
de su contenido, mientras no se demuestre acabadamente 
SU falta de sinceridad; por lo que, teniendo en considera- 
ción, ademas, la doctrina qtje sutfe del articulo 942 del 
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Código Civil. no procede la aplicación <lc una multa igual 
al valor de la mercadería que se reputa no haber sido de 
positada (Artículos 1025, 1026 y concordantes de las Or- 
denanzas de Aduana), a mérito de simples informes ex- 
pedidos sin formalidad legal jxjr instituciones privadas, c 
por empleados de l;i misma Aduana, interesailos en el 
resultarlo de !a causa, de los qué resulta que dada la ca- 
pacidad del galpón, huí 10 imposibilidad material tic ha- 
ber tenido depositada en él la cantidad de cereal que apa 
recia depositada por el acusado, cuando, por otra parte 
no se hace mérito para aplicar esa jjcna. de ninguna upe- 
ración pericial que establezca de una irtariera inequívoca la 
capacidad real del gal|x'm en que aparecía depositada la 
mercadería, y la cantidad de esta ultima cjuo podía haber 
s'ido acumulada en el espacio ntilizablc del referido de- 
pósito. 

-J-" \o puede admitirse como legitima, dentro de una 
-ana interpretación del articulo 507 de las t hdenanzas de 
Aduana, y del articulo 5." de | a ley mm* k existencia 
de boletos de depósito sin que los frutos correspind ¡en- 
tes en cantidad y en calidad se encuentren depositada 
efectivamente, y si bien el mero hecho de exportar it re 
tiftar !o> frutos de los respectivos depósitos sin cancelar 
los boletos correspondientes nn se halla calificado espe- 
cialmente en fas leyes fiscales cono infracción insible de 
¡tena, ni puede tampoco comprendérsela en fas normas ge- 
nerales establecida* en fos anículos rcus y 10*1 t] v las 
' trdenanzas di- Aduana, desde que por si solo no afecta 
ni jM-rjudica la renta nacional, sin embarco, cuando di- 
ctaos (píelos so» utilizados para exporu,- frutos llevados 
:j depósito embarcados directamente en épocas en que 
el derecho tenp un aforo mayor que el que regia cuan- 
do Se Obtuvieron los permisos. ] a renta queda |KTjudicada 
en la diferencia entre ambos aforos y la aplicación de fas 
.-am-ioties penales aparece cotilo ineludible. 
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5." O ni arreglo al articulo 144 del Código de í'roeedi 
mCntOS fin lo Criminal, las costas del juicio deben ser so- 
portadas por la gjjpv que resulla vmeida. (Kn el caso 
si &iéft fué modificada en definitiva en favor del acusado 
la multa que le fué impuesta por ta Cámara Federal, la 
Corte Suprema consideró halwr aquél resollado vencido i 

Caso: I,o explican las piezas siguientes: 



SeXTKNCtA HKI. SKÑOB JU1ÍZ fKmjRAI. 

Rotarto. ottw t, i« |e íe ,,h3 

Y Viátos: 

].a presente causa seguida contra la sociedad anónima Kx 
nuriadora de Cereales Wcil Hermanos y Compañía, por de- 
fraudación de la rcila aduanera, y el fallo del señor adminis- 
trador de Rentas traído en virtud del recurso de apelación, re 
Milla: 

Í raíz de tá denuncia <|Uc en I." de junio de ipp presen- 
tó un empleado de secretaría de la Aduana a su jefe el se- 
ñor administrador de la misma, éste mandó instruir el suma- 
rio administrativa de qué dan cuenta las fojas 4 a J ln 
resolvió con la sentencia de fojas _> 4 a <l™. f "" ílatlí » cn ,ua 
articula t02 5 v 1026 de las ordenanzas 1 ley N " *io», conde* 
na a la sociedad denunciada al pago de una multa equivalente 
:i | valor que en el mes de abril de ese año tenían los dos mi- 
llones quinientos ochenta mi) kilogramo* (2.5*0.000 1. de tri- 
co que faltaban, dice, para completar en el galpón } del 
puerto, los manifestados para obtener el boleto de deposito 
X" 104- v al pago, además, de otra multa igual al valor de 
¡os derechos de carnación de siete millones doscientos ven 
ticincu mil cincuenta v cuatro kilógramos fa®*$m &)> CP* 
va existencia al tiempo de obtener el aludido boleto de depo 
Vito, dice también el fallo, no se ha comprobado- 
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Apelado este proniinciamienio ptir el denunciante ante el 
Ministerio, y por la denunciada ante la justicia federal, se diú 
t*l trámite señalado por el articulo 103S de las ordenanzas de 
Aduana; es decir, se oyó a las partes y al señor IWurador 
I'iscal (te. (*), 73 y 75. respectiva mente). Luego, de acuerda 
con la intéligenciá atribuida por la Suprema Corte a la citada 
disposición legaíl, se nbrió la causa a prueba por todo el término 
ordinario del procedimiento c .„ |„ Criminal ffs. 75 y vía.). 

La parte denunciante, habiendo asumido el rol de quere- 
llante, pidió se tuviera como prueba el expediente administra- 
tivo que encabeza este proceso (te. 77}; y la parte acusada pro- 
puso las que menciuna en sus escritos de te. ;8. 8o, 8* y 86 
las cuates, en el orden en que .se produjeron, se bailan en el 
cíiadeírto respectivo, formando expediente que curre agregado 
a éste por cuerda separada, para mayor comodidad de su exa- 
mi'rt. 

Vencido el término, y después de bastante tiempo que se 
tomaron las partes para estudiar el proceso, se dictó la provi- 
dencia de "autos", y en la misma, se señaló día para que se 
celebrara la audiencia prescripta por el Código de Procedi- 
mientos mencionado íart. 40- ) . En este acto» según da cuen- 
ta el acta «Ir f>. 137. las partes presentaron como mejor infor- 
mé los memoriales que, a pedido áe las mismas, fueron man- 
dado- agregar al expedienté, y corren de tk 138 a 142, el deí 
Procurado,- Fiscal; de fs. 144 a K74, c l de l n acusadora"; y de 
fe. tgfo* t'M, el de la acusada. 

Considerando : 

.11 Respecto a la nulidad del tallo aduanero; 

Primero: Que ésta se funda, según Ja parte acusada, en 
qtie é señor administrador de lientas ha faltado el asunto ira- 
poniendo pena por una defraudación rjuc se habría cometide 
con mercaderías f trigo 1. Batida completamente de la jurisdíc- 
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dóu aduaii^ I" pe no podía hacr. por ÍI^MJ f 

(le las ordenanzas, que tfl ca& " l ' xc,l,,,, V. 

tÁáacüm administrativa y sometido a la justicia Ilh erah Men 
.»„ eunc.uvenle v clara la prescripción legal myocada. el art.ii- 
avsm os M v conviene a la presente cuestión: W efe, 
trámente esta "constatado en forma, como puede verse a 
fs 4S, 4*' v 47 «le estos autos y É03 y .05 del cuadcnm de 
prueba, que' el 4 agosto de cunndn el señor admnu^ 

lra dor pronunció su fallo, hacia ya muchos días que se había 
aportado la ultima partida de trigo correspondiente al bole 
tn de depósito N.° 104; vale decir, que hacía muchos días que 
la mercadería materia de la denuncia por supuesta mtraccrm 
o tcmativa de fraude, había salido completamente de a ju 
risdieción aduanera- Ú señor inspector general de Aduana, 
estima evidente, atenta la prueba enunciada, que ej señor ad 
ministrador no ha podido dictar sentencia condenatoria ; y el 
silencio m al respecto guarda el señor Procurador del le- 
v,r„. asi como la forma en que se expide, mam f estando que no 
tifad hacerse lugar al recurso por estar el caso sometido a la 
jurisdicción federal indican cual es su criterio para nprecar 
está faz de la cuestión. 

Sesudo: Oue la jurisprudencia citada por la parte que- 
ríante es tan chira como la disposición legal invocada y cu 
m los hechos probados; pues invariablemente ha repetid,, e 
precepto alndido (nrt. i0 34 >. concluyendo que la. Aduanas no 
pueden imponer penas por infracciones que hayan pasado de 
.apercibidas, siempre que las mercaderías hayan sabdo de >u 
juri ,dic:ión. ® caso que supone el querellante de infracción 
o fraude con mercaderias que nunca entraron ni pasaron por 
la jurisdicción aduanera, es difícil de concebir, y de poder 
.^lucirse con referencia a otras situaciones, de ninguna ma- 
L. desvirtuaría ni baria variar la disposición que >e csL» 
aplaudo en su sentido propio y verdadero a.cancc; Ú»W* 
c!ón lógica, toda vez que la potestad de Juagar y de imponer 
penas ¡mpHca la jurisdicción y la competencia, que no pueden 
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existir sin el sometimiento, lia jo cierto aspecto de las cosas, a 
los administradores de rentas, por las razones superiores «lin- 
dan vida al régimen aduanero. 

Tercero: One siendo exactn lo que se deja expuesto, no te 
es menos que al tiempo de la denuncia, i." de junio, exis- 
tía en el lugar habilitado para depósito la mercadería motive 
de la denuncia, o parte de ella, según el q|iereUat»te; en con 
secuencia, el señor administrador obró dentro de sus atritiu 
ciones mandando instruir el sumario correspondiente, a fin de 
precisar los hechos, esclarecer los procedimientos y descubrí i 
el fraude o la infracción fraudulenta (arts. 1025. 1020, tojy- 
3 de las ordenanzas de Aduana). Pero puesto en clan 

el asunto y constatado que ¿oda la mercadería en juego habi;i 
sido despachada, sacada de su jurisdicción, lia debido obser 
var el mandato legal ]>er tifíente, y abstenerse de dictar con 
dina. |.a circunstancia de que se hace mérito en este párrafo 
autoriza la diferencia que se establece entre el sumario y el 
fallo: éste carece de valor legal, pero aquél sirve de cabez;- 
del presentí* proceso. 

1' * Sobre el fondo : 

Cuarto: (Jue cono todo juicio di- carácter criminal, este 
debe tener por base un hecho, un acto, una omisión o uní» 
acción punible según la ley pertinente; pues no existiendo ta 
punto de partida que es también motivo final, no puede ha 
twr proceso. Kn el presente caso se hace consistir la falta o 
maniobra fraudulenta en una falsa manifestación de mercade- 
ril ( trigo 1. i|ue de pasar desapercibida balitia producido per- 
juictn al Fisco traducido en una menor renta. Dicha í¡dta se 
hace roult; r de ia 110 coincidencia entre la cantidad del cereal 
existente di-ulm del galpón "I" del puerto, el día de la ¡ns|n.v- 
eión mandada practicar a raíz de la denuncia de! empleado 
\ ergara y la expresada en el boleto de deposito Sf,° 104. oh- 
tennlo por los señores W'eil ilermauos y Compañía, de acuer- 
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do con la lw I0. 3 4<j: sosteniéndose que la diferencia importa 
lina contravención de las previstas y penadas pí* art.ciiW* 
inj 5 y rt¿6 de las ordenanzas di Aduana. 

Quinto- f)ue el Hecho aludido carece de las caracterial i- 
< m fmtk revestir para caer dentro del vasto campo abarcado 
por el articulo .025 citado de las ordenanza*, y **, en consc 
'uencia. susceptible de penalidad. Desde luego, se unta una 
contradicción inadmisible dentro de los pro^tírH^tOS re^ija 
res v serios de la Aduana. <|ue oscurece un tanto el prontinaa- 
micnto de esta repartición: ella, por los medios usuales y em- 
pleados competentes de la respectiva oficina (Alcaidía», ins- 
pecciona el local habilíta.lo para que los señores \\ ed depor- 
ten m trigo, v constatando la existencia de la cantidad de ce-, 
real girado, manda liquidar los impuestos y los pembe. otor- 
gado después el correspondiente bok-to I N." 104 >■ por a can- 
tidad neta de trigo que tienen derecho a exportar Ubre los de- 
positantes tari. 5.' de lit ley N" io,U9'- Alguno, días des 
¿és la misma Aduana, a base de una sumaria mvest.gacion 
nracíteada en el galpón *T. dentro del cual no existia la can- 
tidad de trigo expresada en el boleto X." 104) declara la ca- 
ducidad de éste, por habérsele obtenido a mérito de una falsa 
manifestación: teniendo por inciertas y nulas todas las d.hgcu- 
cias auterionnente realizadas para obtener aquél documento. 

tiesto- Oue la contradicción anotada. lio és imputable en 
forma alguna" a los señores Weil. puesto que 110 hicieron otra 
cosa que someterse a los trámites legales, y reglamentarios pa- 
ra las operaciones aduaneras que realizaban: cncimtrandtec 
amella en los procedimiento, de la pn-ia autoridad dirigente 
v fiscalizados; v carece de importancia cuando se considera 
que resulta de la comprobación de la capacidad matcmattea de 
m reducido recinto cerrado, el galpón "1" y otras observacio- 
nes hechas con precipitación, por empleados que no pod.an ser 
actuarios sumariantes, puesto que obraban más interesados en 
acreditar una contravención, qué en averiguar eum© sus colé- 
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gas de la Alcaidía hablan cumpjido ta lev y decretos pertinen- 
tes, al efectuar las constataciones previas al oto rgamíen t© del 
boleto en cm-stión. Y esta lacha que resta eficacia al sumario 
administrativo, fluye de la n ouraieza de las funciones qtie de- 
sempeñan los empleado-; intervínientes: el administrador hace 
de juez, y de actuarios, los auxiliares designados para la ins- 
trucción de la raí, . a . Asi ln em rende la ley. C fitno se desprende 
con claridad de I . dispuesto por el art. 63 de la ley NV 4931: 
y lo ha entendido H Poder Kjccutivo de la Xación a! dictar el 
decreto de i', de noviembre fie n,oo, interpretativo del articulo 
1030 de las ordenanzas. 

Séptimo: n w 00 se ha presentado prueba suficiente para 
:.nular el documento aduanero legalmente Otorgado, es decir, 
el boleto de depósito W 104; pues aún admitiendo coato bue- 
nas las actuaciones practicadas por los mismos denunciantes 
e interesados, ellas se refieren tan solo a la cxistCnctá de trigo 
dentro del pipón T el dia 2 de junio, no habiendo podido 
precisar la correspondiente al dia 4 I v. fs. 7. 8 vía. v 0), ni me- 
nos las del último dia de abril y primeros de mavo. es decir, 
fe que constató el jefe de la Alcaidía en las condiciones reque- 
ridas por la ley 10.349. Por otra parte, tos cálculos matemáti- 
cos sobre la capacidad del aludido galpón y sobre el peso de 
las bolsas llenas de trigo; nada valen ante la contraprueba, pue- 
de decirse, residíante del cumplimiento dado al boleto en cues- 
tión, embarcándose ni dos partidas cargadas en dos vapores 
la cantidad exacta de. diez mil toneladas en aquel consignadas, 
|>or las que *c pag'i oportunamente el impuesto de exportación 
estando demás decir, que los permisos se tramitaron y expidie- 
ron observando las ordenanzas de Aduana y dc.nás preceptos 
reglamentarios. Igualmente, la prueba resultante de los libros 
de comercio de la sociedad acusada, examinados por im perito 
en materia tic contabilidad, según se dispuso para "mejor 
proveer"*, confirma y justifica ampliamente el informe del jefe 
de la Alcaidía, en virtud de cuya verificación previa, la Adüa- 
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na aceptó el pago de los impuestos y otorgó el boleto N. n 104. 
Kl breve pero preciso, claro y prolijo estudio riel contador, de- 
muestra concluyentcmente que la cantidad de trigo por la qfué 
los señores Weil solicitaron y obtuvieron el repetido boleto, no 
era ficticia, v por lo tanto, no hicieron di dios importadores, 
en ningún momento, la faisa manifestación que se le atribu- 
ye. De los libros respectivos, llevados de acuerdo al Código 
de Comercio, resulta que la existencia de trigo al t. n de abril 
de 1920, era de más tic doce millones de kilogramos, y que el 
recibido en los dos meses siguientes a esa fecha o sea. desde 
el t.° de abril hasta el 3] de mayo, excedía de cuarenta y seis 
millones de kilogramos (v. fs. 222 vta.V 

Octavo: Que, dadas las observaciones formuladas por las 
partes sobre esta prueba, que el proveyeute estima de impor- 
tancia, se impone hacer un paréntesis para ton 1:1 rías en consi- 
deración. La prueba de los libros de comercio, con la exten- 
sión y efectos que le asigna el código de la materia, es tan acep- 
table ai|ní como en cualquier otro litigio en que proceda: pues 
lo que el artículo 1058 de las ordenanzas repudia es únicamen- 
te (pie se pretenda justificar la causa o inocencia de la con- 
travención, con documentos que no sean de Aduana: admitién- 
dolos de modo explícito como prueba del hecho o la infracción 
en sí misma. La prescripción legal invocada tari. 1058). es 
bien clara: acepta — y no podía ser de otro modo, — (pie con 
testigos y documentos t|iic no sean de Aduana, se pruebe el 
hecho punible, la contravención; pero no las excusas o molí- 
vos de atenuación de la responsabilidad emergente de ese he- 
cho. Basta para afirmar y aclarar esta interpretación, la con- 
cordancia del precepto comentado, con el artículo 923 del Có- 
digo Civil que trata de los efectos de la ignorancia de las le- 
yes y de la influencia del error de derecho en los actos lícitos 
y cií la responsabilidad por los ilícitos (v. Digesto de Hacien- 
da, pág. 3**3) ■ 

Ku cuanto a la forma en que se cuín piló la diligencia pro- 
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batoriá solicitarla oportuuaniente ( por la parte acidada, no pue- 
<!e oponerse, con razón, reparo alguno; pticstn que de querer 
esa prueba quien la propuso, había dé quererla en la mejor 
forma procesal, para que sus rítelos correspondieran al íin 
buscado; y es indudable, ronw lo observó la parte querellante, 
rme para examinar libros de comercio e informes sobre las 
constancias de sus asientos, era utas indicado que el actuaría 
ile la causa, un i>crilo en contabilidad y teneduría de libros; auu- 
ipie no se íbera a la diligencia, como no >e le ha «latió por no 
ser el casi), todo el carácter y alcance de un verdadero peri- 
taje. Queda, con lo dicho, apreciada esta prueba W su forma 
y en su fondo. 

Noveno: Que. volviendo a lo principal, se dejó expresado 
míe tanto las diligencias de verificación previas al otorga- 
miento del boleto de depósito X." 104. como las constancias 
auténticas de la Aduana respecto ,1 los embarques con imputa- 
ción a dicho boleto, y come» la prueba acallada e incontrover- 
tible de los libros comerciales, acreditaban fehacientemente, sin 
nada serio que oponerles, qüé los' señores Weil Hermanos y 
Compañia han tenido en su oportunidad ]., cantidad de trigo 
que manifestaron j imicha más, a] solicitar el depósito, 
de acuerdo a to> fines de la ley X." ÍQ,$0i v (pie sometieron 
>u petición y la materia de ella al contralor aduanero, sujetán- 
dose a todos trámites de la ley y ordenanzas |>ert i tientes . 
Knlónccs, piu-«. -i la tal-a manifestación no existe, ¿consisti- 
rá la contravención en el hecho de 110 halier tenido, en dia de- 
terminado, las diez mil toneladas de trigo acondicionadas den- 
tro de las cuatro paredes de! g;i'pón? Xa se Hiede concluir es- 
to con fundamento, menos si se le busca en la ley especiá] que 
rige la operación de que se trata. Ksía, la 10.349. autoriza a 
Jos ex|»»rladores a que giren a depósitos, barracas n estable- 
cimientos adecuados tos frutos a exportar, donde se hará ja 
verificación de la existencia de ellos, como se ha hecho; agre- 
gando que. liquidado y pagado él impuesto, se expedirá el bo- 
leto por la cantidad neta de frutos que tiene derecho a expn- 
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m libre el depositante; es decir, que realizados esos trámites 
y otorgado el [lucimiento del caso, la Aduana no tiene para 
qué sujetar el <tc]>ósito ant< trizado por esta ley. a todos los 
requisito* del depósito común de mercaderías para importación: 
<on conceptos distintos. El depósito en almacenes cerrados 
"bien seguros", sin comunicncióii interior con otros de par- 
ticulares íart. 300 de las ordenanzas), con dos llaves, cuando 
se traía de estos últimos, una de las cuales debe guardar la 
Aduana tari. 270 id.), no es el instituido por la ley especial 
que se aplica aqni ; explicándose perfectamente la diferencio, 
0t las finalidades que dan razón de ser a una y «Ira clase de 
depósitos: en el caso del depósito común, se trata de mercade- 
rías que 110 lian pagado ningún derecbo y que entran a ;dma- 
cenes para ser verificadas, pesadas, contadas, medulas, etc.. 
y recién despachadas a plaza; mientras que de acuerdo a la ley 
10.340, hasta constatar que se tiene una cantuta d de frutos, y 
se han pagado los impuestos a la exportación, para adquirir el 
derecho de embarcarlos en cualtpticr tiempo, dentro del 1argn 
plazo concedido al efecto. Se ve claro como en el caso del 
depósito común existe el peligro de que se introduzcan merca- 
derías de una clase por otra, se sustituya el contenido de los 
bultos, v se realicen otras maniobras conducentes a eludir en 
todo o en parte los impuestos correspondientes, perjudicando 
la renta fiscal; mientras que en el debito autorizado por la 
ley 10.349. no existe tal peligro, dada la naturaleza misma de 
las cosas "que. con profunda diferencia del caso anterior, pue- 
den ser substituidas sin menoscabo alguno y por expresa dis- 
posición legal, conforme a la circunstancia enunciada tart. 507 
de las Ord. l. No hay, pues, motivo para someter el depósito 
autorizado por la lev to.349, a los rigores de fiscalización es- 
tablecidos para el depósito común; que se hace cu almacena 
como los recordados, pagándose también otros derechos, den- 
vados precisamente del carácter de la operación: los impuestos 
de almacenaje v eslingaje. Consecuentemente, es de evidente 
improcedencia la aplicación a casos como el de autos, del ai- 
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tieulu 311 de las ordenanzas, para requisar la mercadería y 
anular v', documento otorgado cu oportunidad y forma legajes; 
pues dicho precepto sólo rige el depósito común, según lo de- 
muestra con ¡ntergiversable claridad el texto y sentido de él 
y Bus concordantes, los artículos i¿3. 206 y 344 de las enuncia ( 
das ordenanzas. Concuerda con esta interpretación et criterio 
con <|uc la ley 10.341) luí exigido se haga el giro de los frutos 
a barracas, de| Ositos o establecimientos, a los efectos de a 
adquisición del derecho a exportarlos libres dentro del plazo 
del depósito ordinario; ps c criterio lo consigna de modo expre- 
so en el artículo o.", al fijar, |>nr excepción, el impuesto único 
■ leí 3 no -ubre el valor del oforo; estableciendo que los expor- 
tadores pueden comprobar con sus libros comerciales, exhibi- 
ción ele sus entúralos, correspondencia, etc., que tienen com- 
prado y vendido al exterior la cantidad de producios que ma- 
nifiesten: sin exigirles que los lian dé depositar eri almacenes 
cerrados y los han de mantener allí intactos para que la Adua- 
na ] meda verificarlos en cualquier momento, antes de su em- 
barque; basta la verificación al otorgar el boleto de depósito v 
t i din rol al tiempo del embarque, para deducir del documen- 
to, la cantidad exportada a cuenta de él. o cancelarlo, si el per- 
miso es ppr el total. 

Décimo: Que los conceptos enunciados se afirman si sl- 
tietlé en cuenta, como buen criterio de interpretación que ls, 
v\ fin principal de la ley aplicable, definido claramente en el 
lítalo que lleva, J.a ley rO.349, dentro de su proposito uetamen- 
if 1 ¡-cal. ha tratado de regular las transacciones de los expor- 
tadores, mediante la fijación del impuesto que, fluctuando, las 
dificultaba tornándolas riesgosas. I.a lev ha querido entre 
otras cosas, como lo dice el señor inspector de Aduanas en el 
notable informe que en copia corre a fs. 53 y siguientes del le- 
gajo de pruebas, dar una base segura para el calculo de las 
expresadas transacciones, sin quebrantar las leyes económicas 
que rigen el valor corriente del trigo, sobre cuyo mayor valoi 
recae el tributo creado. IV ahi que autorizó a! arbitrio del di 1 - 
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Insito previo, al «xclittivó objeto de la fís^alfegeipn por la 
Aduana: de tal manera que cuando el exportador tenga pron- 
to el cereal, sea verificado por la Aduana de inmediato, y un.i 
vez expedido el holelu del caso, su dueño quede haliilitadn pu- 
ra concluir su convención sin el peligro de que la suki del iut- 
líttesto, con el aumente del valor, lo obligue a entrar en nue- 
vas negociaciones o convierta en fumosa la celebrada, turnan- 
do en cuenta el dalo ese tan necesario, influyente y movedizo, 
sin la combinación ideada por la ley para pro¡H>reionarlo con 
fijeza y no entorpecer el comercio, l'or eso, como se ha di- 
cho, ta ley queda satisfecha con la verificación efectuada al 
tiempo de Ordenar la liquidación y aceptar el pago de los im- 
puestos, previa al otorgamiento del Meto: siendo esta opera- 
ción irrevocable, como que constituye ln adquisición de un de- 
recho: el de poder exportar libre ya. la cantidad expresada en 
el boleto. De ahí pues, que no exija todas las precauciones ihfe 
íal/.ecidas para el depósito común. según se ha hecho notar, 
reforzando esta conclusión el texto expreso citado de! articulo 
<j" (lev io.¿.p)i. 

Lndéciuio: Que después de estas explicaciones, cabe pre- 
guni; r ¿qué peligro para la renta, o en qué forma se amenaza 
disminuir o menoscabar ésta con la operación efectuada l>or 
Weil Hermanos v Compáñi:. ? IX- acuerdo a los artículos 10J5 
v (02$ de las ordenanzas, en que se f ínula la condenación de la 
Aduana, para que haya materia de pena es necesario, es indis- 
pensable, que haya una falsa manifestación, un hecho cual- 
quiera que tienda a diminuir indebidamente la renta, o que* 
pásadó desapercibido, produjera menos renta de la r¡ue tegi- 
limamenle se adeude; conceptos claros que repiten y precisan 
en el articulo A puco que se examine el caso de autos, 

se vé que la operación incriminada no tiene, ni puede tener 
nunca ninguna de las consecuencias (pie la li; rían punible: 
pues está probado hasta la evidencia que no hubo falsa declara- 
ción, y aún admi tiendo por 1111 momento que ";i ludio, habría -i- 
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do en más cantidad de suerte que la regiría el articulo 407 
de las ordenan/as. aplica lile cu virtud de lo dispuesto en el 5* 
de la ley especial \\" 10,349; es decir, que eñ vez de ser per- 
judicial a la renta* caso de no prucedcvse en la forma que el 
precepto citado establece, por haber pasado desapercibida, re- 
sultaría beneficiosa ; caso que no contempla ta legislacfe por 
-er extraño a la naturaleza del comercio, tuda ve* que éste es 
refractario a semejantes gralutdades. Se dice, sin embargo, 
que los exportadores, al obtener un boleto como el X.» 104. y 
reservarlo paira embarcar los frutos, cuando el impuesto tiaya 
subido, especulan con la alza, a costa del Fisco, y encuentran 
así e! medio de pagar' menos de lo que debieran abonar: se 
considera una maniobra fraudulenta , Pero, tal apreciación es 
antijurídica y antilegal; porque pretende penetrar el fuero in- 
terno sin antecedente exteriur qíie autorice a ello, y olvida la 
ley que expresamente consiente la (Operación aludida, con los 
propósitos bien definidos de que se lia hecho mérito. Hs tam- 
bu n contraria a la más elemental equidad, porque en el supues- 
to ele haberse obtenido un boleto de depósito cun la mira de lo- 
grar un beneficio exportando el cereal dos meses después, cal- 
en! oído una suba del impuesto, y si en ve/ de subir a los se- 
senta dias se reduce a la mitad ¿qué compensación ofrece la 
ley qué instituido este sistema? Ninguna; y por consiguiente en 
el caso inverso tampoco la exige del interesado, no obstante 
que tos derechos deben pagarse, en genera!, de conformidad 
I * ta ¡fas vigeitt a e¡i la fecha de la e^nortae/Ón. Má» que 
iueqüiiali'va par sua nusibíeá consecuencias; más que antiju- 
rídica y contraria a la ley expresa. *a apreciación de fraudu- 
lenta que se ha hecho de ta operación motivo de la presente con- 
tienda, es carente de fundamento; porqué tío es concebible ra- 
zonablemente (pie el gran comercio exportador deje de utilizar 
la ley en su fin que le es tan beneficioso, para empeñarse en 
con veri irla en instrumento de mía especulación al por menor, 
tan expuesta a las contingencias de las fluctuaciones del mer- 
cado nmotiíal, imposibles de prever con la certeza o seguridad 
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ijiu* requieren las transacciones cu.rtcrcíales ; a cuya seguridad 
y certeza ha querido especialmente proveer la ley, fijando uno 
iU* los elementos esenciales ijuc actúa e influye poderosamen- 
te en ellas; el tributo debido a! listado, 

IV estas consideraciones y dis|>osEeiones legales y las 
concordantes alegada* en el iufnr.ne de fojas i-<>, el Juzgado, 
definitivamente, falla: declarando nulo el pronunciamiento 
apelado del señor administrador de Rentas; y absolviendo de 
luda responsabilidad a los señores Wcil Hermanos y Compañía 
en ];i presente cati>a. 

Manuel Carrillo. 
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Rourío. Mayo 2 de l«« 

Vistos : 

* 

(.os autos caratulados ■"Sociedad Anónima Weil Herma- 
nos. Apelación fallo aduanen» i exp. \," 4á$s^j>) ) y 

Considerando; 

li? Todas las cttest iones que se debaten en el presente 
juicio, sean ellas de forma o de fondo, giran alrededor del 
art. 5", ley 10,349. y sus concordantes de las ordenanzas de 
Aduana; por consiguiente, y para resolverlas, conviene esta- 
blecer primero el significado y alcance de la disposición conte- 
nida en dicho articulo, y cuáles son los propósitos que el le- 
gislador ha tenido en vista al sancionaría. 

2." Es indudable que de acuerdo a los antecedentes legis- 
lativos oportunamente citados por el apelado en su contestación 
de agravios, el propósito qUe el legislador ha tenido en vista al 
sancionar el art. 5," ya citado, ha sido actualizar el impuesto, 
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utorgiittdo por este medio al exportador la facilidad de asegu- 
rar t'i cumplimiento de su* compro i í-«k sin quedar expues- 
to a ;a> oy-¡I.*i:i<<ues del aforo y a las pérdida* consiguientes 
que ellp pudiera traerle. Semejante propósito encuadra pei- 
fectamentc dentro de la** funciones de! poder administrado'-, 
qué clebe facilitar at contribuyente el pago del ímpiu-Mo a fin 
de hacer menos UíHosos lo> tribuios cuya existencia es necesa- 
ria dentro del régimen del listado. 

3. a Empero, rio es e>te solo el objetivo que el legislador 
ba tenidi' en mira al sancionar la disposición que estudiamos: 
porque SÍ debe facilitarse ;il contribuyente el pago del impues- 
to, debe también cuidar»'- de >\\\v a la sombra «le las facilida- 
des acordadas no pueda defraudar la renta; puco previsor se- 
ría el proceder de tura manera. Si la disposición del art. 5." 
no tuviere Otro objeto que acordar facilidades n! comercio ex- 
portador sin ensilarse de la integridad de la renta, rio habría 
impuesto como condición previa al otorgamiento del boleto de 
ex]>ortanóu. al depósito de ta 1 neveader ia en í orracas o lo- 
cales habilitado-, al efecto por ta Aduana. l*d legislador nu 
procede por capricho; cuando impone una condición, debe ella 
llevar involucrado un propósito razonable, y en esté caso ii" 
puede ser otro que evitar las posibles 1 le l'raudac iones a la renta, 

4. " 0UC se [Hiede defraudar a la renta a la Mimbra de es- 
ta franquicia, si no se turnan medidas para evitarlo, es del to- 
do evidente, aunque I* » contrario piense ei apelado; en efecto; 
si no se exigiera el depósito prceiu de la mercadería* para 
obtener el boleto de exportación, cualquier exjxirtadnr, apro- 
vechando de la baja del atoro, podría obtenerlo para expor- 
tar grandes cantidades de cereales, que aun m' siquiera habia 
pensado comprar, cuando el aforo estuviese alto, pagando por 
cierto un derecho de exportación nuielm menor que el vigente 
entonce-; y >i esto no es una defraudación a la renta, no se 
sabría que nombre liarle. Kxportar mercadería pagando un 
derecho de exportación menor que el vigente, en todos los 
idiomas se llama este hecho defraudar al Fisco. 
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5." Si el ari. 5." que estudiamos, y más explícitamente el 
18 del decreto rcg'amcntario de la ley 1 0.340. exigen gomó 
mndicíón previa al otorgamiento del boleto de exportación, el 
depósito di* la mercadería un lia de ser para que el exporta- 
dor pueda disponer ad tibititui de ella, sin descargarla del res- 
pectivo boleto: porque en i;:t caso aquella exigencia resulta- 
ría inútil y sin objeto, quedando cu npkiatnente de fraudados 
lio prepósitos precauciona les del legislador. Y no se arguya en 
contrarió con la dispósí&óii del ail. 507 de las ordenanzas; 
p) rque si no es condición indispensable el embarulle de los mis- 
ñu is frutos para usar ile los liolelos (le depósito, y si ellos sir- 
vi 1 eú cualquier embarque de la especie y cantidad que e\- 
p tesan, anuo ;n establece dicho articulo. n<> es igual esta ;-¡- 
í nación jurídica a la otra, según bien lo puntualiza el ape- 
1 nte en su alegato de i* Instancia. Kn efecto; una cosa es 
] cmUt embarcar con 1111 boleto de expectación otra mercade- 
ría (lili! la deportada previamente pitra obtenerlo, con tal qué 
sea igual en especie y cantidad, cerno lo establece dicho ar!. 
507. con lo cipl en nada se perjudica la renta pulque ya están 
pagadas los derechos, y la mercadería depositada para oble* 
hit fie boleto, tendrá que pagar el derecho según el aforo 
vigente mando sea exportada; y otra cosa distinta es poder 
disponer libre o impunemente de la mercadería depositada pa- 
ra obtener un boleto de exportación, sin descargarla al propio 
liempn de dicho boleto; porque entonces resulta ilusoria y sin 
objeto la exigencia del depósito previo sancionada por los arts. 
5." ley 10.349 y 18 del decreto reg'.ameniarui. I'or otra [jarle 
eí art. 507 de Iris ordenanzas presupone o¡ue los frutos a que 
se refieren ¡os boletos han sitio realmente depositados, en cu- 
yo caso 110 es condición indispensable el embarque de los mis- 
mos frutos para usar de los boletos de depósito; juro cuando 
el depósito rio ha sido hecho, o solo se fia depositado una mi- 
nima parte de la cantidad que fitina en el boleto, infringién- 
dose eolito en el caso dé autos, las disposiciones de los arts. ■>." 
•le la ley 10.340 y 18 del decrete 1 reglamentario, dicho art, 507 
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no es aplicable, pues de otro modo rc-uliaria que esa diq>osi- 
< viene a amparar hechos <¡us son punibles según las mis- 
mas ordenanzas farts. 1025 y iojíj) ; lo que es inaceptable. 

íi." Que de lo expuesto en los dos considerandos anterio- 
res, síngc con toda caridad la competencia del administrador 
de Aduana p.-ra resolver administrativamente este caso, con- 
forme a lo estaUífecidQ en el aít, de las ordenanzas, qué 
Je inviste de jnr¡MÍu-riñn paia ¡<>dos Jos casos de defrauda- 
ción a la renta por cn»t ra vención a Jas leyes o sus regla meti- 
los. Aún en el supuesto que las tta i racas o locales habilitados 
prna depósito de mercaderías no dependiesen tic la Aduana, 
ni estuviesen sometidos a su vigilancia, bastaría la posibilidad 
de un fraude en esos locales, para hacer surgir la jurisdicción 
administrativa establecida en dicho art. IQ$S, la que no está 
limitada en forma alguna y se extiende a iodos los casos de de- 
fraudación a la renta; basta, [mes. una simple denuncia para 
determinarla. El art. 1034 dé las ordenanzas que se cita ]>or 
el apelado para fundar en él la incompetencia del administra- 
dor de Aduana, carece de aplicación a este caso, porque la in- 
fracción no ha pasado desapercibida ; puesto que la denuncia 
se formuló y se instruyó el sumario durante estaba, |»arte de h 
inerpaderia, almacenada en el depósito "1". y si el fallo admi- 
nistrativo Sé produjo después de haberse exportarlo el trigo fué 
pórqwé éste se exportó contra órdenes expresas del adminis- 
trador y pnr cierto que esta circunstancia producida en forma 
incorrecta no puede menoscabar ni disminuir la jurisdicción 
de aquél. 

7." ÍJue el boleto X." 104 de depósito prnvi la exportación 
de diez mt] toneladas de trigo, se obtuvo sin el depósito pre- 
vio de la mercadería, como lo comprueban varios hechos, en- 
tre otros los siguientes: a) Coaio lo observa el Fiscal de Cá- 
mara en su expresión de agravios, de la propia manifestación 
de los interesados en la documentación del permiso (fs. 157 a 
jí« del cuaderno de pruebas 1, ge desprende que no se miro- 
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r 1 11 j c j> en el ga!póu "I"' habilítalo a! efecto la cantidad de cc- 
. al que se (lijo allí depositada cuando se obtuvo el boleto t b) 
!J depósito "l" clon ti e debía ser almacenada la mercadería no 
' lie la capacidad necesaria ¡jara contener diez mil loudadas de 
í^; \ según así consta del in forme de la Ilolsa de Comerctip; 
\i\ «le la Aduana y del de la empresa del puerto que, como 
I m piel aria de dicho galpón, está más que nadie habilitada pa- 
ra Conocer su capacidad; c) ta Alcaidía no verificó el dc- 
i * si-tft previo de la mercadería para obtener el boleto 104. pues 
■ 1 tile -a que lia informado en confianza, fundada en los da- 
r í «jiie Je smniuislró la casa exportadora ( fs. ti ); d) Presen- 
l¡ la den uncía se ordenó una inspección al galpón "1" y al 
feetn *s levantó c| acta de fs. 7, suscripta por el represen» 
líinte de la sociedad Weil Hermanos en la que consta que en 
f*T galpón "f", no había más que ciento noventa y cuatro mil 
novecientos cuarenta y seís kilogramos de trigo; c) Posterior- 
mente se hizo una pila hueca cuyo objeto no puede haber sido 
tro rji» simular una mayor cantidad dé trigo que la existente 
cr fs, S a 9) ; f) 1.a sociedad Weil Hermanos se negó a 
jitregar al contador el único libro que podía dar luz a este 
. ¡peeto, el de las existencias de trigo en la Aduana, con el 
: de que no lo tenia (ver fs. 221). Todos estos hechos 
y circunstancias múltiples y concordantes demuestran de una 
1 vidente que 110 se hizo el depósito previo de la merca - 
ilcrí proa obtener c! boleto 104, contrariamente a lo estable- 
cido < ¡1 el art. 5.° de la ley 10,349. y en el 18 del decreto rc- 
glámentario, 

8." Que demostrada como queda la contravención a los 
arts. 5." de 'a Jey 10.349 y 18 del decreto reglamentario, la con- 
kU-vi\ decretada por el administrador de la Aduana en su 
Eálío de F*. 27 a 34 vta. es perfectamente procedente de acuer- 
do n las disposiciones de las ordenanzas que en el mismo se 
vitan ; y teniendo además en cuenta que su jurisdicción admi- 
ní.Stt'Jitíw. es indiscutible en este caso según que 1 la evidencia- 
do en !«>s considerandos 4.", 5° y fi.". Además ya este Tribu- 
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na: ha resuelta en su fallo X" 4Í171), confirmando ia resolu- 
ción aduanera en un caso análogo; estando el presente rodeado 
•le más circunstancias agravantes como la pila hueca, la nega- 
1 iva a exhibir el libró de existencia de cereales en fa Aduana 
v la incapacidad del galpón "I" para con! ene r la cantidad de 
¡ligo <|Ué se dice en él depositada : todo hi cual obliga más al 
Tribunal a mantener siu recordado fallo. 

*f." yue en cuanto al argumento de i>rden ético íormulá- 
do por el representante de WVil linos, en varias partes de sus 
escritos y especial mentí- en la audiencia del 30 de abril últi- 
mo, no debe olvidarse que su eficacia es más aparente que 
real; en efecto: b conducta fiel denunciante y demás emplea- 
dos copartícipes de la denuncia, por más desleal e incor recia 
que se te quiera suponer, ha sido ya materia de un proceso y 
definitivamente juzgada por Tribunal conqietente, declarándo- 
se fjue mi h.'ibin lugar a proceso, porque los sindicados habían 
usado de un derecho, y sobreseyéndose respecto del adminis- 
trador por hal*er éste procedido correctamente, no habiéndose 
comprobado ninguno de los cargos contra él formulados, y con 
la declaración de que el proceso en nada afecta su honorabili- 
dad y buen nombre, V aún prescindiendo de este anteceden- 
te, y suponiendo que la conducta de aquellos empleados sea 
todo lo inmoral que se quiera, no por eVo seria el argumento 
más concluyente y eficaz, porque es evidente que semejante 
i n moral i dar 1 en nada disminuiría la responsabilidad cu míe han 
¡m-urridn W'eil Unos., por su trasgresión a «a ley y a las or- 
denanzas ile Aduana: puesto que entre acuella supuesta in- 
moralidad y esta positiva trasgresión no hay relación alguna 
cíe causalidad; la tnmoru'idad de una persona no puede excu- 
sar la de otro; de mudo que ni cómo circunstancia atenuante 
puede formular*!- el argumento, 

to," íjue en el escrito de fs. 30K contestando agravios *d v 
¡([■•curador y abogado de W'eil linos,, tratan con toda descon- 
sideración y en términos agresivos, ir propios de los debate* 
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forenses, ;il Fiscal tic Cámara, al administrador ilc la Adua- 
na y a la parte denunciante, Íq cual importa también una falta 
de respecto al Tribuna! : y debiendo éste velar por su rhte- 
gridad, tiene el derecho y el deber de reprimir estos excesos 
aplicándoles lu correspondiente sanción, 

l'ur esto y fundamentos de la resolución de fs. 27 u 
34 se la confirma, y se revoca, en consecuencia, la senten- 
cia apelada de fs. a cuella, con cosías en ambas ins- 
tancias. V Mámase la atención a los firmantes del escrito de 
fs. 30S s'jlire !o que se deja consignado en el último conside- 
rando, previniéndolo que en lu sucesivo guarden estilo. — 
ÍqM hP. ¡ : ierro en disidencia. — / ¥ rrí.f \\ (,'oitcálcz, — José 
(/(•/ ¡htreo. 



iai.i.o ni; i.\ ioim; suriuiMA 

Buenos Airei, Octubre 13 de lifiM 
Vistos y Considerando: 

(Jite por sti naturaleza, debe ser examinada y resuelta en 
primer término la cuestión relativa a la indi dad de la resolu- 
ción dictada por el Administrador de la Aduana de Rosario a 
fojas 2j vuelta de los presentes autos, "que el recurrente lia fun- 
dado en e¡ hecho de que en el nn«: nenio de pronunciarse dicho 
tallo ya había sido retirado de ta jurisdicción aduanera lodo 
el cereal materia de este juicio, circunstancia que con arreglo 
al articulo '1034 de las Ordenanzas ( I.ey número 810) inhibe 
a dicha repartición adniinrv-lr.lt ¡ya de toda facultad para impo- 
ner penas por infracción a las disposiciones de la mencionada 
ley especial. 

( Jue t desde luego, e> de uhaervar ijue la materia de la pre- 
sente causa no la lian constituido frutos que hayan salido de 
la Aduana, sinó precisamente lo contrario, 1» sea cereales que. 
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según se expresa en el falto de fojas ü" vuelta, aparecían co- 
mo almacenados a los fines del artículo 5," de la ley número 
10.349 y cuya falta de existencia quedó comprobada en la di- 
ligencia de inspección ordenada por dicha repartición admi- 
nistrativa. Se trata, pues, de un proceso fundado en que las 
mercaderías no fueron llevadas a la jurisdicción de la Aduana 
y, en consecuencia, no es de aplicación lo dispuesto en el ar- 
ticulo io¿.\ preceden! emente citado, desde qué a los efectos ju- 
risdiccionales no pueden considerarse salidos de aquella re- 
partición |ó$ f ni IOS que según la misma Aduana nunca estu- 
vieron en ella (Doctrina del fallo registrado en el tomo 62 pá- 
gina iSó) . 

Que, por otra parte, aún suponiendo que se trat .se de 
mercaderías retiradas de la Aduana, debe tenerse en encina 
para juzgar de !a validez del juicio que éste, además de la 
tramitación administrativa lia sido substanciado en todos los 
grados fie la justicia nacional a la que habría correspondido 
conocer de conformidad a lo establecido en la última parle 
del recordado articulo 10,54; <l llt? c " ' as instancias judiciales 
[os litigantes lian tenido plena libertad para discutir y probar 
sus derechos respectivos: y que la sentencia apelada, a! confir- 
mar la resolución dictada por la Aduana, ha hecho suyo dicho 
pronunciamiento. K11 tales condiciones, no puede sostenerse 
fundadamente que las panes no han gozado de las ventajas 
y garantías de un procedimiento judicial, ni tampoco que ha- 
yan dejado observarse las normas jurisdiccionales estableci- 
das en el mencionado precepto de las Ordenanzas, y solo un 
exceso de formulismo pudría hacer anidar este largo y labo- 
rioso proceso, para repetirlo ante la misma jurisdicción de que 
/orinan parte los jueces que han intervenido y pronunciado de- 
cisiones en la causa. 

Por ello se declara no haber lugar a la anulación de los 
proced i míenlos. 

Que en cuanto n] fondo, la SfU¡ enera apelada al con f ir- 
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nííir la resolución ádtamistíáÉíva tk* fojas -,7 vuelta deja es- 
tablecida que de los diez millones de kilus ele trigo que apa- 
recí in depositados por la razón social Wcil Hermanos y Com- 
pañía en el galpón "P del J *nc*i de Rosario, según boleto nú- 
mero ro.}, sólo se encontraban depositados (194.946) ciento no- 
venta y cuatro mil novecientos cuarenta y seis kilos de ese 
cereal el día de junio de ujjo al efectuarse la iusitección de 
ipie instruye el acta de fojas 4 labrada en presencia del em- 
pleado de la mencionada firma. Deja asimismo consignado que 
dada la capacidad del galpón, ha habido imposibilidad mate- 
rial de tener depositada en él mayor cantidad que siete mi- 
llones cual rociemos veinte mil kilos de trigo, de manera que 
al ha cer figurar como cntrádos a depósito diez millones de ki- 
los, se lia incurrido en una evidente falsedad con el fin de 
defraudar al fisco cu la diferencia de derechos producidos por 
la elevación del aforu que grav;i la exportación de esos fru- 
tos en vigencia en la fecha en que se realizaría su embarque. 
Por todo ello, y de conformidad crni lo establecido en los ar- 
tículos 1025, 102G y concordantes de las Ordenanzas de Adua- 
na, se impone a !a sociedad acusada una mulla igual al vaW 
de los dos millones quinientos ochenta mil kilos trigo que no 
pudieron ser depositados. Y |wr lo (pie respecta a los siete 
millones doscientos veinticinco mil cincuenta y cuatro kilos 
restantes que no se encontraron en el galpón "T" al efectuarse 
la inspección, pero que aparecen como cargados más tarde en 
los vapores "Tassai Martí" y "Soniersbi" *por cuenta del boleto 
número 104, se impute a la misma razón sedal una mulla 
igual al valor de los derechos de exportación, y se dispone, 
además, que se contraliqiiiden los derechos dejados de abonar 
por los permisos de embarque números 693 y 812 destinados 
a la carga de tos vapores mencionados. 

Qim la primera de las sanciones impuestas a la sociedad 
mercantil acusada no se apoya en fundamentos serios, pues 
no se hace mérito, para aplicarla, de ninguna o|icractún peri- 
cial que establezca de una manera inequívoca la capacidad rea! 
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del galpón en que aparecía *1tr] Mj>ii:i<lti el cereal y la cantidad 
de éste Último íjue podía haber sido acumulado en el espacio 
utillzable del referido depósito. Tanto la administración de la 
Aduana, como el Tribunal a gnú que confirma ta sentencia 

de aquélla, ba-an sus decisiones en meros informes expedidos 
ninguna formalidad lega! ¡Ktr instituciones privadas, ti por 
empleados de la crisma .\du:ma interesada en el resultado de 
1a causa y tales elementos de juicio son a todas luces insufi- 
cientes para dejar debidamente establecido no sol.unente ta 
falsa rlcct," ración del exportador, sino también. Jo que es mu- 
cho más gravé aún. la falsedad dr un certificado emaindo de 
la turnia Aduana: destinado a servir de titulo para múltiple* 
transacciones con terceros extraños a la operación de! depó- 
sito, y que como verdadero instrumento público, debe hacer 
plena fe por sí mismo de la verdad de su contenido, mientras 
nt) se demuestre acabadamente SU f: ha de sinceridad; pudién- 
do agregarse que con arreglo a ta doctrina que súr&e del ar- 
tículo tf)2 del Código Civí!. y por razones que fácil nenie se 
alcanzan, la veracidad del contenido de los cerificadas expe- 
didos ¡ior ta Aduana no puede quedar a merced dti testimonio 
contradictorio de Ies n ismos fuiicími:'rios que lo otorgaron. 

Oue por I<< demás, no es improbable que a los fines del 
depósito autorizado ¡jor el artículo y de ta ley 10.349 se haya 
utilizado, no sólo el galpón mismo, sino tamli.én los tinglados 
y plazoletas contiguas, qnc podrían Considerarse como acceso- 
rios de a ptél en ausencia de una disposición preceptiva que 
obligue a efectuar necesariamente esta clase de depósitos en 
lugares cerrados, y a mérito t:unbié:i de una interpretación 
extensiva, explicable por !a falla de galpones suficientes para 
poder almacenar todo el trigo que se acumula en determinadas 
épocas en los puntos de embarque. 

Que. en con -teñen cía. nn existe mérito bastante jwira po- 
(tór > ¡'poner la penalidad de que se trata, es decir la multa 
ígttal ai valor de una pa-te de trigo que aparecía depositado 
en el galpón "l" del Puerto de Hilario, 
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Qüe i especio a la falla de la mayor parte de los diez Hit- 
]lu:u-s tic kilos de trigo que delria encontrarse depositados en 
el gallan ya mencionado el diS - de junio dte ££ao C0n arre- 
glo a las constancias del hoMo número io.f. su comprobación 
resulta plena y concluyeme en presencia del su'la «te fojas 4. 
corroborada, además, par la aelilttt) del éfiíjM'eaitá de la socie- 
dad acusada señor A íteuberger ;d practicarse la msj>cccÍon y 
recuento ;t que >e refiere la expresada diligencia de fojas 4 
v por lo dé (a uii-íiiia socledacl recurrente en iodo el curso 
del sumario administrativo. puc< no dieron ninguna explica^ 
ción (jtie pudiera servir para desvirtuar el resultado de la 
inspección ,0 para explicar de alguna manera verosímil la au- 
sencia tle los nueve millones ochocientos mil kilos de cereal 
certificado como existente. La manii'esución tardía y poco 
concreta con une se ha pretendido justificar la falta del trigo 
no puede ser aceptada c#mO explicación razonable del (jocho 
constatado en la diligencia p H 11 * 4» desde que el estaciona- 
miento de cereales en tinglados y plazoletas, donde se hallan 
ex puestos a todas las contingencias atmosféricas >olo puede 
aceptarse cuando los galpones fuesen insuficientes para alma- 
cenarlos, nunca cuando como en el caso se ejitontniba e^si va- 
cio el almacén que del ña contener los frutos depositados, lato- 
poco puede admitirse en buena lógica que los frutos de que se 
nata huhieran sitio retirados momentáneamente del galpón con 
el propósito de ventilarlos, porque esa operación se explicaría 
tratándose de frutos que deben conservarse depositados du 
rante mucho tiempo, pero no tratándose de trigos que debían 
ser embarcados inmediatamente. 

Que debiendo tener por acreditado el depósito oportuno 
de tos die?. millones de kilos de trigo a mérito de 'as constan- 
cias del boleto de depósito número 104, la ausencia o falta de 
la mayor parle de los frutos en el momento de practicarse la 
inspección solo puede atribuirse al hecho de haberlos introdu- 
cido nuevamente a plaza o de haber exportado dicho cereal 
con nuevos permisos obtenidos posteriormente, sin anotar en 
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ninguno de los casos las cantidades extraídas en él bjoleto 
respectivo, 

(Jite no puede admitirse «uno legitima, dentro de una >a- 
na interpretación del artículo 507 de las Ordenanzas de Adua- 
11a. y del articulo 5." de la ley 10.349 la existencia de boletos 
de depósito sin que los frutos correspondientes en cantidad y 
calidad se encuentren depositados efectivamente según lo ha 
declarado esta Corte en sentencia de fecha 26 de septiembre 
del corriente año en causa análoga a la presente formada a 
la Compañía Mercantil Argentina. Kl propósito de la disposi- 
ción de la mencionada ley 10.340 no ha sido otra que faci- 
litar a tos expoliadores el medio de evitar las fluctuaciones del 
impuesto, y a tal fin los ha autorizado para llevar los frutos 
a los depósitos de la Aduana o habilitados a ese efecto, pagan- 
do el derecho fiscal vigente en la época ¿fe] depósito. N'i» lia 
sido ni podido ser la mente del legislador fomentar el agio su- 
biré la posible suba o baja del impuesto, que era precisamente 
lo que tendía a evitarse con la autorización del depósito «le la 
n.ercaderu. ni menos aún facilitar el medio de perjudicar la 
reo: a como resultaría del hecho de exportar frutos adquiridos 
en épíwas de aforo elevado con permisos obtenidos cuando el 
impuesto era nías redúctdo, l*ara la obtención del fmleio es 
indispensable efectuar e! depósito de |i»s frutos kijo el contra 
lor de la Aduana, según se dispone en el mencionarlo artículo 
5." lo que demuestra cpie no es postbtg que exista un boleto 
legítimamente emitido sin la existencia correlativa de los íru- 
los en tos almacenes de la Aduana o en los habilitados por la 
misma repartición administrativa. 

(Jiic >i bien el mero hecho de exportar o retirar los fru- 
tos de los respetivos depósitos sin cancelar los boletos corres- 
pOndíentcs no se halla calificado especialmente en las leyes 
fiscales como infracción pasible tic pena, ni puede tampoco 
emprendérsela en las normas generales establecidas en los 
artículos 10J5 y lOífi de las Ordenanzas de Aduana desde que 
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por sí solo no afecta ni perjudica la renta nacional, sin em- 
bargo, cuantío dichos boletos son utilizados para exportar fru- 
tos llevados a de|>ósito o embarcados directamente en épocas 
en que el derecho tenga un aíord mayor (pie el míe regía cuan- 
do se obtuvieron los permisos, la renta queda perjudicada en 
la diferencia entre ambos aforos y la aplicación de las san- 
ciones penales aparece como ineludible. 

Que de los dos embarques de trigo mencionados en la 
resolución de fojas 27 vuelta, y en la sentencia recurrida, la 
operación que evidentemente lia sido practicada con perjuicio 
de la renta fiscal es ía de los cinco millones doscientos cinco 
mil kilos de trigo exportados en el vapor Somcrsli con per- 
miso de embarulle número >H2. le j le julio de n)20. pon un 
esa exportación ha sido efectuada por cuenta del boleto de ele- 
pósito número 104. es decir pagan tío el aforo vigente en el res 
de abril, que era de 2.105 pesos oro j>or tonelada siendo asi 
que el cereal fué llevado a los depósitos del puerto de Rosa- 
rio después del 2 de junio, o sea cuando el aforo era por lo 
menos de 479 pesos oro. 

Que no se encuentran en las mismas condiciones de la 
partida procedentemente mencionada los cuatro millones sete- 
cientos noventa y cinco mil kilos de trigo que aparecen em- 
barcados en el vapor 'Takai Marú" con permiso de eml>ar- 
que número óyj de ló de junio del mismo ano, pues si bien 
fueron imputados al boleto número 104, y por lo tanto, ex- 
traídos del galpón "1", después de la inspección practicada 
por la Aduana (diligencia de fojas 4) es de tener en cuenta 
que clel mismo galpón fueron extraídos en los primeros días 
de junio, o sea antes de la inspección, para ser exportados en 
el vapor "Delambre", cuatro millones ochocientos quince mil 
kilos que debe suponerse que eran parte de los diez m illones 
" tic kilos qíie «pa «Wn"*p08n WUU sl»5Un óblelo hulllClo iw*r 
y que han debido pagar el aforo correspondiente a la fecha 
de la exportación o sea al del mes de junio, toda vez que no 



fueron imputado* a! recordado documento, Kn consecuencia, 
aún cuando se haya exportado el ií> de junio cu el "Takai 
Marü*' por cuenta del boleto de dcpt'iMtn expedido en el mes 
ele abril, cuatro millones ftfefétíéritos noventa y cinco mil kilos 
ile trigo introducidos í-n el dep'isito "I" con posterioridad a 
la inspección de z de junio, la renta fiscal no ha sufrido por 
ello ningún desmedre», puesto ( ¡ue lo percibido en menos por 
razón de lo exportado en el * "Takai Marú" quedaba compen- 
sado con lo percibido de má> por razón de la exportado étt el 
"Delamhre". , 

kn su a érito se revoca ¡a sentencia apelada en cuanto 
ini j ir dic mulla de! valor de dos millones (|iiinieiilos óchenla mil 
kí!u> de trigo y se l:i reforma en !o demás qué dispone; redu- 
ciéndose la mnlta igual a los derechos de exportación y h cott> 
traliqutdación de derechos a los que corresponden a los cinco 
mdlone-, doscientos cinco mil kilos de trigo embarcados en vir- 
tud del permiso numero, X[_» en el vapor "Sfoniersji" el $ de 
ju'in de hijo , Notifiques-e y devuélvase reviniéndose el pa* 
peí ( ii e| I u/gado de origen. 

A. Ukrmkjo — J. Fnu KKOA Al- 
cor va. — Ramón Mf;x,iii-z. 

— RoJttvKTO KlU'KTTO. 



aci.ah \am \ 

* 

Hílenos Airci. Octubre S? de 

Aillos y Vistos, Considerando : 

<jue >i bien el trigo cor respondiente a los diez millones de 
kilos materia del boleto de depósito 104 era embolsado, el (pie 
aparece embarcado en el vapor "Snitu-rsli (permiso numero 
$12), o sea el que >e menciona en la parte dispositiva., dfc Ja ■* 
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sentencia de está GoMej era trigo a granel, atino lo comprue- 
ba el informe de fojas 19 expedido por la Oficina de Keyts- 
tros de la Aduana de Rosario, y asi se declara, 

Q¡ue las costas de todo Vi juicio deben ser so] loriadas por 
la sociedad acusada con arreglo al articulo 144 del Código de 
Procedimientos Criminales, aún cuando eil la última instancia 
se haya modificado en su favor la mulla que 1c fué impuesta 
por la Cámara Federal, porque cualijuiera que sea la sauciún 
aplicada en definitiva dicha parte es !a que ha resultado ven- 
cida en la causa 1 Fallos, tomo 62, página 246 y tomo i¿<>. pa- 
ginas 3,93:; y 4'* emrt: <,;n ^'- 

l-M consecuencia, téngase por aclarada ' a sentencia de í"- 
jas 423 en la forma expresada y devuélvanse como alli se dis- 
pone. 

A. ÜKKMI-JO — | FlGUICKOV AL- 

couta. — Ramón Méndez. 

— KOllEETO Rlil'ETTO. 



Provincia de Sun Luis COWQ ta iSoutpiwh A ;f ruola Hipóle' 
caria Artjoitma y Joaquín fíassa. sohre reiz-hidieaeión. In- 
cidente &e ttíbfg de honorarios. 

Sumario; Tratándose de una pericia en beneficio omúm piac- 
licada con la concurrencia de lodos los interesados, del* 
ser abonada por las partes, demandante y demandada por 
mitad, no habiendo mediado en la sentencia <lefiniiiva una 
condenación especial respecto de las rusias. * 

Coso: I^xnJii:¡^*r-ít0ménte : 
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F.ULO DE LA CORTE SUPREMA 

. , , Buenoi Air», Octubre 13 de Utíi 

Y Vistos: 

El incidente promovido por el perito único en esta causa 
ingeniero don David C. Gowland, contra ta Provincia de San 
Luis y don Joaquín Bassa por cobro de honorario?. 

Y Considerando: 

Que verificada la citación de remate la provincia no lia 
opuesto excepción alguna y el apoderado de don Joaquín Ba- 
ssa fleduce la de inhabilidad del titulo fundado en que el no 
"alna solicitado, la pericia practicada por el señor ííowland, ni 
te interesaba. 

Que como consta en el acta de Pojas 347 todas las partes 
concurrieron a la audiencia señalada para la rfésighación del 
perito que debía practicar la Operación indicada a fojas 317 
manifestando que "adherían en un ludo a lo solicitado -por 
el représenla nte de la Provincia de San Luis", o sea. a qué ta 
Corte designara el perito que debía practicarla. 

Que se trataba de una pericia en beneficio común prac- 
ticada ciin la concurrencia de todos los interesados y que debe 
>ei abonada por las partes, demandante y demandada por mi- 
tad, no habiendo mediado cu la sentencia definitiva una con- 
denación especial respecto de las costas. 

.^ t ,„Qf.!? honorario regulado a fojas 6r8, corresponde a 
la demandante Guiñar la mitad o sea tres mil pesos y a los de- 
mandador. Compañía Agrícola Hipotecaria Argentina y don 
Joanuin Bassa. la otra mitad, por partes iguales. 

Que la resolución que se cita en la causa Decoud contra 
la Provincia de Corrientes de 21 de junio de 192» (Fallos, 
tomo i.ííi, pág. 270) carece de aplicación .al caso, porque a 
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diferida del anual. la provincia se opuso a :a producción de 
la pericia y la Corte se iiittjfe a c aablecer que "la pruden- 
cia y eficacia de una diligencia de piiiebá debe ser apreciada 
al nrOtt^ncifcísG et fallo dcfitiftívo-. 

POf ello y no tratándose de una obligación solidaria entre 
los demandados, llévese adelante la ejecución, limitándose a 
un mil quinientos pesos, !a suma correspondiente a don Joa- 
quín Bássá* Repóngase el papel. 

A. Bermejo — J. Ficukroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 



Sociedad Anónima Tomás Devoto y Compañía Limitada cu 
autos can Paña Ramona Sastre de Casado, por expropia- 
ción. Recurso, de hecho. 

Sumario: í<a cuestión de que si una parte del campo deslindado 
en una provincia comprende tierras situadas en otra y sí 
por tal motivo el juez que aprobó la mensura produjo un 
acto nuln por liaber extralimitado sus facultades juris- 
diccionales, no constituye, por ningún concepto, un caso^ 
de carácter federal que pueda autorizar la instancia ex- 
traordinaria autorizada por el articulo 14 de !a ley 48. 

Citso: Lo explica el siguiente: 

% ■ 

PALLO DE I.A CORTE SUPREMA 

Bueno* Atiei, oelybie 17 de I«4 

Autos y Vistos: Considerando: 

Que según lo acreditan las manifestaciones y referencias 
dé la exposición que antecede, la cuestión debatida y que ha 
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resuelto !a sentencia de que se apela, consiste en una de manija 
por iuciiiuplimieuio de un contrato 'le compra-venta de un 
inmueble que el recurrente se niega a cse~»tuiái* sosteniendo 
que el juez que aprobó la mensura o" el campo vendido lia ex- 
tralimitado sus facultades juriadicdonales pues una parte tfel 
femneWe ha sido ubicado fuera de su jurisdicción territorial. 

Que de la misma relación de antecedentes resulta ipie la 
decisión que se trae a examen ha resuelto el caso por la apre- 
ciación de hechos y pruebas y la aplicación de dís|>os¡c;ones 
de derecho común que no pueden fundar la procedencia del 
recurso extraordinario porque son extraños al mismo, según 
lo establece la ley y lo consagra la constante jurisprudencia de 
¡¡ejSte tribunal. 

Une si una parte del campo deslindado en Mendoza com- 
prende tierras situadas en San Luis, y si por tal motivo el juez 
de la mensura ha producido un acto nulo al aprobar la opera- 
ción, son puntos principales de la enntroversia a que ha pues- 
to fin el fállo recurrid^, pero no constituyen por ningún con- 
cepto una cuestión de carácter federal que pueda autorizar la 
tercera instancia extraordinaria, ni están regidos en relación 
directa e inmediata por la Constitución como es de crucial re- 
quisito, ni por ley especial de! Congreso, que contra la que 
afirma el recurrente, no lo es el Código Civil a bis efectos del 
recurso extraordinario interpuesto. | Constituc«m. articuló *»7. 
inciso n; ley número 48, articulo 15). 

Que apareciendo asimismo de la relación leí recurso, que 
la decisión apelada habría establecido que la Cámara no tie- 
ne jurisdicción para rever lo resuelto por ios tribunales de 
Mendoza en asuntos de su exclusiva competencia, invocando 
al efecto el precepto constitucional de que los actos públi- 
cos de una provincia gozan de entera fe en las demás, proce- 
de declarar en tal caso. ;i mayor abundamiento, qne en los 
términos y condiciones expresadas, el pronuncian! lento de que 
se recurre decide este punto con arreglo a los principios lega- 
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Ies <|iur lo rigen y oite se han consagrado en reiterada juris- 
lirude.tcía de e-ta Corlo. 

Tur estas con s ¡iterar iones se declara bien denegado el re- 
curso y en consecuencia no se hace lugar a la queja i níerj nieb- 
la. Nni ¡tíznese y repuesto él papel archívese. 

A. Merme jo. — j. Kicükhoa Al- 
corta, — Ramóx Méndez. 
— Korerto Hki'Etto. 



/'«■» Tomás Saleras owini el Rit)iro til l latmr Argentina, par 
devolución (ti sumos tic dnn ro. 

Siotuirio: i." Debatida la inteligencia (pie corresponde dar a 
a determinados articulas ele la Constitución y de una ley 
nacional, cim referencia a un derecho pretendido por el 
recurrente, y siendo manifiesta la relación existente entre 
la solución de Ta cuestión controvertida y las demás plan- 
teadas cu el pleito, procede el recurso extraordinario au- 
torizado por el artículo 14 de la ley 48, 110 siendo óbice 
para ello la circunstancia de que la cuestión federal lia- 
ra sido plantearla después de pronunciarla la primera sen- 
tencia, si ella fué suficientemente delh'ilida luego de in- 
troduciila al juicio, y el tribunal superior se creyó habi- 
litado, aplicando leyes de su propio procedimiento, para 
pronunciarse al respecto. 

2. Las leyes 44, de 26 ríe agosto de sobre auten- 

ticación de los actos públicos y procedimientos judiciales 
de cada provincia, y la complcmentiria número 5133, fue* 
ron sancionadas por el Congreso en ejercicio de la fa- 
cultad acordada al mismo por el artíe.u'o 7.', y el respeto 
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debido a estas prescripciones de la ley y tic la Constitu- 
ción exige no solamente que se dé entera fe y crédito en 
una provincia a los actos y procedimientos judiciales de 
otra, sino también qüé se les atribuya los mismos efectos 
que hubieran de producir en la provincia de donde ema- 
nasen porque de lo contrario importaría admitir que los 
tribunales de otra provincia, o los federales, tienen fa- 
cultad de variar los actos o procedimientos judiciales pa- 
sados ante otros tribunales competentes. 

.V Si CQit arreglfi a lo dispuesto en h última parle del 
articulo 4." de la ley 44 un juicio ejecutivo seguido ante 
los trihunales de una provincia y la liquidación aprobada 
dentro de él por el deudor, tienen el valor y fuerza de 
rosa juzgada alli según las leyes procesales de esa pro- 
vincia, lo tendrá también en todo el territorio de la Na- 
ción; y por el contrario, si de acuerdo con c¡ articula 511 
del Código de Procedimientos de la Provincia de Buenos 
Aires, ni el juicio ejecutivo ni la liquidación que es su 
consecuencia necesaria, causan instancia ni son definiti- 
vas, dado que conforme at mismo "cualquiera que sea la 
sentencia en el juicio ejecutivo, quedará tanto al actor 
como a! ejecutado, su derecho a salvo para prumover el 
ordinario", derecho amplio y sin limitación en su ejercicio 
por condición n requisito procesal alguno, refiriéndose el 
_ término o plazo que suele fijarse, simplemente a la ca- 
ducidad ríe la fianza y ño al dereYHo que permanece in- 
cólmne, según la interpretación consagrada por la Corte 
Suprema en el fallo publicado en el tomo o/», página 297, 
fijando el alcance de una disposición análoga de la ley 
nacional de procedimientos, es evidente que una demanda 
entablada ante los tribunales de la Capital por restitu- 
ción de una parte de las sumas pagadas en un juicio eje- 
cutivo seguido ante los trihunales de la ciudad de Babia 
Blanca. Provincia de Buenos Aires, no compromete el 
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principio consagrado* por los artículos 7." de la Constitu- 
ción y 4* de la ley 44 y la sentencia recaída en dicho 
juicio ejecutivo ha podido ser reexaminada, en su méri- 
to, por los jueces de la Capital. 

4J* Kl derecho del deudor (jora deducir la demanda ordi- 
naria consecutiva a un juicio ejecutivo, consagrado por 
el ai líenlo 511 del Código de Procedimientos de la Pro- 
vine-a de Buenos Aires, ampara tndas y cada una de las 
resume ¡unes y actuaciones producidas cu el último hasta 
su total terminación y comprende, consiguientemente, la 
liquidación, y la circunstancia de míe el deudor haya pres- 
tado su a sentí miento a la *iqu ¡dación» 110 la convierte en 
definitiva. 

Coso: Lo explican las pter.is siguientes: 



SfiS'TI>\-CIA DEL SI- ÑOR JUEZ EN Lp CIVJL DE LÁ CAPITAL 

Buenoi Alie», Octnbft de IflH 

Y Vistos: 

Kstos autos de los que resulta que a fs. 7 se presenta el 
señor Artstides Cerulti, en su carácter de mandatario de don 
To:i»as Soleras y como cesionario de don Genaro TI, Snngui- 
-i«Hr*ÍTrit^(lrí*rtl k ni.inda "contra el Banco Kl (logar Argentino 
por restitución de la suma de sesenta y mi mil trescientos die- 
ciseis pesos, catorce centavos moneda nacional o la míe en 
caso de disconformidad, resulte de la liquidación definitiva, 
que delierá practicarse, con intereses y costas. 

Masa su. acción en los siguientes hechos: Que en el año 
1905 el señor Sanguinettt solicitó al flanco referido un présta- 
mo hipotecario por quince mil pesos que se le concedió y lue- 
go, en la misma fecha otro de siete mil pesos más, el 27 de 
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i unió tic íyio solicito dtru d$ sesenta y cinco mi] pesos v el 
primero de septiembre del mismo añu, el último por fetenas 
mil pesos; los mu; se k COnsedtérOn, ascendiendo en total los 
créditos pedidos y otorgados a la suma de ciento cincuenta y 
siete mil pesos, Q¡ge el interés a j>ayar era el del <8 ojo) ocho 
por ciento anual, habiéndosele hecho .suscribir además, a un:, 
determinada cantidad de acciones que ganando a su vez inte- 
reses, debían al final compensar la deuda mediante tas amor- 
tizaciones qué haría el deudor. 

(Jue de la suma de ciento cincuenta y siete mil |n'sns el 
Banco demandado, entregó a Sanguinetti cu tótál, la de Ciento 
diecinueve mil seiscientus pesos quedando reservada v sin 
destituí especial alguíío la cantidad de treinta y siete mil eua- 
t rocíenlos pesos, luego el interés que debía pagar el deudor 
era soba- la mencionada suma de ciento diecinueve mil seis- 
cientos pesos, liquidable desde el «lía en que recibió cada par- 
tida de dinero. 

Que en el año iyi_\ el Banco demandó a Bangui nett i por 
cubro de los préstamos concedidos y presentando una planilla 
d<<ndc Sanguinettí apareció adeudándole la suma de ciento 
setenta y un mil novecientos ochenta y ocho pesos. Que ven- 
dida la propiedad hipotecada, el líanco la adquirió por la su- 
ma de ciento setenta y dos mil pesos moneda nacional. 

tjue la planilla con que el demandado fija el importe de 
su crédito está equivocada porque no incluyó corno capital des- 
contable del inqiortc de los préstamos las partidas que que- 
daron en su poder y que como no fueron entregadas al deu- 
dor no pueden serle cobradas. 

Q¡iié el Banco ha cobrado intereses al ocho por ciento» 
ojo) sobre el importe nomina! tic sus préstamos y dejado 
de abonarlos a igual tipo o deducirlos sobre las partidas re- 
servadas, x 

One cotilo Sanguinctti se demoró en abonar las cuotas 
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mensuales .1 que estaba obligado, el Itanco le impuso inulta* 
las que si bien se mencionaron en los contratos de pristamos 
son nulas por estar prohibidas por la ley (art. Ó23 del Có- 
digo Civil) y no pueden obligar al dtendÓr. 

Que el demandado cu esc concepto se üqilidó la suma de 
tres mil novecientos dieciseis pesos, con catorce centavos mo- 
neda nacional que debe restituir. 

Que Sangmnclti entregó al Manco en concepto de pago 
para integrar las acciones suscriptas, la suma de veinte mil pe- 
sos aproximadamente — no tiene el dato exacto — y acepta la 
que resolte de los libros del Banco, cantidad que disminu- 
yó su deuda y a la que dclic liquidarse el interés del 8 o|o 
comó compensación a rebajarse esc interés de los saldos de- 
bidos después de .cada amortización del préstamo. El Banco 
liquida como suma recibida lo que esas amortizaciones repre- 
sentan jiero con un interés inferior al que cobra, ]>or lo que 
dcl»e rectificarse esa liquidación. 

Cita en su apoyo ios arts. 784, /«tf. 4</> del Código Ci- 
vil, jurisprudencia de nuestros tribunales y dice que en resu- 
men sostiene: l. Que el importe de ciento sesenta y un mil 
novecientos ochenta y ocho pesos, cuarentidos centavos mone- 
da nacional cobrado* por el Banco demandado, a Sanguinettí, 
está viciado de error en la. liquidación; 2. Que el Banco es 
acreedor no por las sumas nominales de los préstamos sino 
por las entregadas en efectivo y que ascienden a la de ciento 
diecinueve mil seiscientos pesos. 3. Que los intereses deben 
liquidarse al 8 ojo sobre los saldos debidos, deducidas las 
amortizaciones hechas o bien liquidarse intereses .1 igual tijm 
a esas amortizaciones. 4. Que las partidas reservadas por el 
Banco por lodo concepto, deben rebajarse de la deuda nominal 
de los présta rets, con los intereses respcelivus. 5, Que él precio 
de la venta del inmueble hipotecado y adquirido por el Banco, 
elche ser el de ciento sesenta y dos mi^ pesos r¡ne es la 
suma pnr el cual se le adjudicó. 6. Que sobre las partidas co- 



12 



FALLOS I>K tA CORTB SUPREMA 



bradas indebidamente debe altanar los intereses tic su cos- 
tumbre comercial banca ría o sea el 8 o|o también desde que 
las recibió y hasta que las devuelva. 7, Que los pagos he- 
chos por ni legración de acciones deben conceptuar se cuino 
amortizaciones de tus préstamos; y termina solicitando se fa- 
lle en oportunidad en la f< >rma pedida. 

Corrido el correspondiente traslado de demanda !o eva- 
cúa a fs, 45 el >eúor Inocencio Rissotto en su carácter de 
mandatario de! Manco Ht Hogar Argentino pidiendo el recha- 
zo de la misma con costas y dice : Que su representado cu tres 
ocasiones facilitó al evdente del actor, veinticinco mi!, sesenta 
y cinco mil y setenta mil pesos moneda nacional con garantía 
fie fas propiedades t|ue cunstau en las escrituras públicas, que 
acompaña, de fechas 22 ríe agosto de 1905, 25 de junio de 
1910 y i." de septiembre de tjjjO y habiéndose lilierado con 
fecha itf de julio de KjoS una propiedad, entregando el deudor 
tres mil pesos quedó adeudando la suma ipte se. expresa en 
la demanda. 

Que 110 es exacto ([lie en cada uno de esos préstamos, el 
Banco reservara sin destino especial alguno las sumas que 
indica. Que dichas cantidades correspondían a "a prima qiie 
toda persona que quería operar con el Banco y que no era ac- 
cionista dehia pagar de acuerdo con los estatutos; prima ofre- 
cida voluntaria y espontáneamente por todo aquel que preten- 
día real iz ir alguna operación y coletearse en igual situación que 
la del accionista. Adjunta las solicitudes firmadas por San- 
guinetti y que explican to (¡ue significaba importe nominal y 
efectivo del préstamo. 

Reconoce Haber ejecutado a Sangtiinetti, por falta de pa- 
go de los servicios que estipulaban los contratos y dice que ha- 
biéndose dictado sentencia de trance y remate se presentó Je- 
sús Robles, con poder de Sangiiinetti, ratificando todas las 
actuaciones entre las que figuraba una liquidación que acre- 
ditaba el monto de la deuda |>or la cual se ejecutaba. H(|uida- 
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éíótí análoga a la que cita el actor y que sólo difería en su 
monto, por razón de] mayor tiemjpo transcurrido. Que presen- 
la<la esa liquidación din un saldo de cietilo sesenta y un mil 
novecientos ochenta y ocho pesos cuarenta y dos centavos 
moneda nacional fué aceptaba expresa tiente por Robles* quien 
consintió en qne se tomara como base para la venta de las 
propiedades efectadas. 

Agrega que desde que el Banco cubra las primas, las ad- 
quirió i*ara distribuirlas entre los accionistas en forma de di- 
videndos y que aparte de estar autorizado por el inc. 6 del art. 
gjjg de los estatutos para cobrar esas primas, Sanguinctti pres- 
tó su conformidad para ello. 

Que en cuanto a la cantidad de seis mil pesos que dice 
el actor debe agregarse al 20 o¡o i>agado por prima, resulta 
de la liquidación que ellos fueron acreditados a Sanguinctti 
Itajo el rubro de "fallan entregar para la construcción"; en- 
trega que no se hizo gero sobre la cual se le cobraban intere- 
ses portille aquel akmdonó la obra sin terminar,, lo que oca- 
sionó serios perjuicios al demandado. 

Que respecto a ta observación que se hace por el co- 
bro de multas, dice que ella es errónea, desde el momento que 
lo que e! flanco cobra son intereses pun ¡torios o moratorios, 
impuestos como penas a la morosidad del deudor constituyen- 
do la cláusula penal que iwr.uitcn los arts. 652, 653, Ó54 y 
siguientes del Código Civil. 

Que en cuanto a la observación que igualmente se hace 
a la liquidación y en la que se funda el error que se pretende 
<le no haber deducido del capital adeudado por Sanguinetti, 
las amortizaciones que este hizo, dice que no sólo le fueron 
acreditadas al deudor esas amortizaciones sino que a ellas se 
han acumulado las utilidades que correspondían al cedente del 
actor en su carácter de accionista del Banco, Se extiende en 
algunas consideraciones y cita en su apoyo los arts. 40, ÍÍ22, 
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r»4. m* 9$$ m * m> "<>t y 22*3 *u-í 

go Civil. 

Que el demandado adquirió los bienes gravados, en la 
Mima ele ciento sesenta y dos mil pesos. One en el acto de la 
adquisición depoiitá diecinueve mil cuatrocientos cuarenta 
pesos que correspondían al i o. o de seña y al o o de comi- 
sión y habiéndose declarado en esa ejecución eximido del pago 
del importe de la eotnpra por compensación con la deuda de 
Sariguiiictti. le ftté devuelta la suma de siete mi! doscientos 
veintidós pesos catorce cenia vos moneda nacional, en razón de 
que el resto del deposito había sido empleado en gastos y co- 
misión del re.rale y costas, por lo que quedaba un saldo en 
su favor de ocho mil novecientos setenta y siete pesos, ochen - 
trseis centavos moneda nacional que debe devolvérsele, ya que 
la hipoteca garantiza no solo el itu]v>rte del crédito e. intereses, 
sino también todos los gastns míe el acreedor hiciera hasta 
obtener él reintegro de su dinero. 

I'or esta última suma con más los intereses devengados 
desde el día (pie su mnndanle fué eximido del depósito y las 
costas respectivas, reconviene u ftmguinciti. hoy su cesionario. 

Funda su derecho en las constancias de las escrituras 
agregadas en el expediente de ejecución y en los arts. 1107. 
1108 y ,1111 del CófligO Civil. 

Agrega t|ue. el demandante pide la devolución de las pri- 
ma-i que pagjñ al realizar las operaciones de préstamo celebra- 
das con el 1 Sanco el 22 de agosto de njo?. 25 de junio de 1910 
y i." de septiembre del mismo año: fundado en que ese pago 
lo hizo por error, que desde la fecha de cualquiera de los prés- 
tamos ha transcurrido más de dieü años |ior lo cual opone la 
prescripción de acuerdo con lo dispuesto por ¡os arts. 394'/. 
W- 39/>2 y 4023 del Código Civil. 

(Jne también estaría proscripta (a accíoU del demandante 
si se tomara el error en que la funda coino emergente de !a li- 
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qu i dación observada ya que, habrían transcurrido cerca de 
ocílp a " os desde el día que, de conformidad de partes, se to- 
mó el saldo de esa liquidación como base de venta, siendo 
aplicable la disposición del art. 4030 del Código citado. Ter- 
mina pidiendo se resuena conformé con lo que lia solicitado. 

Corrido el correspondiente traslado tp evacúa a fs, ÍÍ4 el 
!ít*nor Cerutti. y dice: 

Que de acuerdo con lo dispuesto en los arts. 1469 y 1474 
del Código Civil, el deudor cedido puede oponer al cesionario 
ludas las excepciones que podia oponer el cedente. menos la 
de compensación. Que en el fondo el Banco pretende que 
un tercero como es el cesionario le abone una deuda del ce- 
dente compensando su crédito hasta la concurrencia de su deu- 
da y eso no le permite la ley. Pide se rechace la reconvención, 
mti costas. 

Sostiene que las solicitudes acompañadas por el Banco 
lian sido anuladas con la operación de prestamos en efectivo^ 
pues estas operaciones no se realizaron en la fontu que se ex- 
presa en tales s< ilicitudes . Repudia la fuerza legal de estas, cu- 
yas firmas no reconoce pues no le consta la legitimidad. 

Que la prescripción de dos años alegada delw rechazarse 
pues ella, recién se operaría a los diez año<> desde la fecha 
fie verificado el pago y ese tie:npo no ha transcurrido. Que 
en el juicio no se discute ninguna nulidad de actos jurídicos, 
sinó que se demanda la restitución de cantidades por carecer 
de razón legal. 

Pide el rechazo de la prescripción, con costas. 

Abierto el juicio a prueba a fs. 68 vta. se produjo la que 
informa 1 el certificado del actuario a fs. 209 vta. y a fs. 240 
se llamó autos para sentencia. 
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Y Considerando: 

Cómo cuestión previa debe resolverse la relativa a la pres- 
cripción opuesta por el Banco demandado. 

CHie en el presente no es de aplicación el an. 4030 del 
Código Civil, ya que no se demanda en autos la nulidad de nin- 
gún áetp jurídico, sino que se reclama la devolución de un 
dinero pagado sin causa, acción esta sujeta a la prescripción 
que establece el art, 4023 del citado Código. 

Dicha prescripción tampoco se ha cumplido en el pre- 
sente caso, por cuanto el derecho que puede d»r nacimiento a 
la obligación de devolver la suma de dinero abonada en con- 
cepto de prima no emerge de los contratos de préstamos cele- 
brados, sino de la adjudicación del bien hipotecada a favor 
del Banco acreedor, desde cuya fecha, no han transcurrido los 
diez años que establece el precepto legal antes mencionado. 

Entrando al estudio de las cuestiones debatidas, se tiene 
en primer término el rec'amo que formula el actor para que 
se le devuelva el 20 de! imjiorte de su deuda que, como 
prima, el Banco reservó no haciendo entrega de ella a San- 
giiineui. 

Reiterada jurisprudencia de nuestros tribunales ha es- 
tablecido que la prima solo debe alionarse cuando el deudor go- 
za de los términos y ventajas que el contrato celebrado le 
ofrece y no cuando aquel se rescinde y el acreedor es pagado 
con anticipación a ¡os plazos estipulados. (Banco El Hogar 
Argentino c. Miguel Sarocliar, su sucesión, "Gaceta del Fo- 
ro", 16 de octubre de 1918 — Banco el Hogar Argentino c. 
Elena Züecarino de Corte y Santiago Corte, "Gaceta del Fo- 
ro',, 27 de marzo de 1920. — Banco el Hogar Argentino t. 
Lucio García Vi déla, "Gaceta del Foro", 2 de octubre de 1919, 
8 de enero de 1920. — Manzanares Juan A. c. Sociedad Ar- 
gentina de Edificación. "Gaceta del Foro", 2 de septiembre 
de 1920*. 
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Qwe en idéntico sentido tiene resuelto d caso el suscripto 
en el juicio que tramitó ante la secretaría actuaría, caratu- 
lado "Avendaño Conté don José c. el Banco El Hogar Ar- 
gentino, sobre rendición de cuentas". Así en dicho exped ¡en- 
te el infrascripto cita el voto del doctor Za piola emitido en los 
autos ya citados; Banco l£l Hogar Argentino c. Lucio Gar- 
cía Videla, en los siguientes términos y que el Juzgado hace 
suyos : '* Ahora bien : tratándose de una prima que es parte ín- 
íegrante del contrato, el Tribunal ha resuelto que ella sólo 
puede ser retenida por el prestamista, cuando se cumple el 
contrato y no cuando se le rescinde como ocurre en el caso. 
V.n consecuencia, el importe de esa prima debe devolverse al 
comprador" . 

El Banco demandado en su escrito de contestación ha re- 
conocido expresamente que la deuda de ^¿^inetti ascendía a 
ciento cincuenta y siete mil i>csos f importe de los préstamos 
hipotecarios concedidos, así como también el pago de la pri- 
ma efectuado por el deudor. La causa de rescisión de los corl- 
éalos celebrados, ha quedado justificada en autos con el reco- 
nocimiento expreso del Banco. Asi este en el escrito de contes- 
tación ya citado manifiesta que el deudor dejó de pagar los 
st-r victos que estipulaban los contratos, habiéndose visto obli- 
gado c! Banco a ejecutarlo. 

Luego vemos que, Sangumetti no ha gozado tic los benc- 
f icibs de las operaciones que concertó y que el acreedor cobró 
su crédito con anticipación a los plazos fijados y que por lo tan- 
ío los fallos citados precedentemente son de estricta aplicación 
al sith judice. 

Que aparte del reconocimiento formulado por el demanda- 
do ha quedado justificada con la pericia que practicaron los con- 
tadores Ronco y Rimoldi, la retención hecha por el Banco, de la 
-¡mm de treinta y dos mil pesus moneda nacional, en concepto 
de prima. 
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Ahora bien, de (lidias pericias surge igualmente que el de- 
mandado entregó a Sanguiuclti real y éféctivanichte en razón 
de Jos contrato» célébradps, la suma de ciento cincuenta y un 
mil pesos, de la que descontando la de treinta y dos mil pesos 
retenida en concepto de prima, resta la suma de ciento dicei- 
mirve mil pesos, como i r|>or1e total recibido [mr Sanguineiti . 

yue la presentación del ex apoderado de Sanguiiietti, se- 
ñor Mobles, ratificando lo actuado en el juicio que se le siguió 
por cobro ejecutivo de pesos (testimonio de fs, 107», ni la acep- 
tación por luirte del mismo a la liquidación formulada I""" el eje- 
cutante en, ese juicio son suficientes para disminuir la obliga* 
ción que tiene et I Janeo de devolver la prima cobrada ya que 
aquella ratificación fué anterior a la presentación de la liquida- 
ción y la 'conformidad prestada |>or Robles to fué para "la base 
indicada en el referido escrito de fs. 107", luego no puede en- 
tenderse que estaba de acuerdo con la liquidación formulada sil» 
no que la aceptaba «muí base del remate a efectuarse. 

Respecto a ta impugnación formulada al cobro de la suma 
de tres mil novecientos dieciseis pesos, catorce centavos moneda 
nacional, proveniente de multas que resultan percibidas por el 
Manco según los informes de los contadores: adviértese que en 
la clausula II de las escrituras hipotecarias, el deudor se obligó 
a abonar el uno por ciento mensual, sobre las mensualidades que 
adeudase, en caso de incurrir en mora. 

Ahora bien, etl los informes de los contadores consta que 
cuando se hizo la liquidación definitiva en el juicio ejecutivo, 
en enero de 1913. se tomaron eu cuenta las partidas adeuda- 
das por Sanguinetti en concepto de multas y resulta del testi- 
monio de fs. 107. que e] juicio por cobro de pesos fué iniciado 
en el año 10J2. 

Dicha multa impuesta con .o sanción para el caso de retraso 
en el pago de las mensualidades no puede pretenderse que *nb- 
sí>ta después de iniciada la acción ejecutiva por lo cual debe- 
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rá rebajarse de la liquidación que se efectúe* hasta la fecha de 
iniciación de aquel expediente. 

Que debe rechazarse la pretensión del actor en cuaniu ma- 
nifiesta que dicha cláusula penat se encuentra comprendida den- 
tro de la disposición del art. 023 del Código Civil, ya que no se 
trata de cobro de intereses. Dicha cláusula penal fué establecida 
ile común acuerdo de partes y encuadra dentro de lo prescrip- 
tó por el art. 652 y siguientes del Código Civil, citado, 

Kn cuanto a los intereses que reclama el actor |K>r las pri- 
mas y sumas cobradas de más en el juicio ejecutivo, deben de- 
clararse a cargo del Iónico y computarse a favor de aquél desde 
la fecha de la notificación de esta demanda y a estilo de Banco, 
una vez que se practique la liquidación en forma de acuerdo 
con lo que se ha expresado ya que resulta de la pericia de los se- 
ñores Ronco y Rimoldi qtic no se acreditó interés alguno a favor 
de Sanguínea i sobre las primas y amortizaciones. 

Que el Banco no ha tenido el derecho de cobrar intereses, 
sinó sobre las sumas realmente entregadas al señor Sanguinc- 
tti o sea sobre la cantidad realmente prestada. En todo lo que 
exceda deberá devolver al actor las sumas indebidamente co- 
bradas en concepto de intereses. 

Que finalmente y en lo que respecta a lo sostenido en el 
punto Vil del resumen de fs. 13 vta, {escrito de demanda) el 
informe de los dos peritos concuerda en establecer, que los pa- 
gos hechos por integración de acciones fueron acreditados en 
concepto de amortizaciones en la oportunidad debida, por lo 
cual no corresponde modificar en ese punto la liquidación im- 
pugnada. 

El Banco demandado reconviene por el cobro de la suma 
de ocho mil novecientos setenta y siete pesos con ochentiscis 
centavos moneda nacional, proveniente del saldo del depósito 
que efectuó, en el juicio que inició a Sanguinctti por cubro eje- 
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cntivo de pesos y donde adquirió los bienes gra vados, per !a su- 
ma de ciento sesenta y dos mil pesos. 

Que según resulta de la escritura de fs. 2, Soleras, cesio- 
nario de Sanguinettí. fué colocado en et mismo higar de este a 
fin de hacer efectivo el crédito que tenía contra el Banco. 

Xo se trata de ninguna compensación de 1111 crédito del se- 
ñor Soleras con otro del Banco en contra de Sanguinciti. Fíl 
Raneo es demandado por devolución de sumas de dinero prove- 
niente de la operación hipotecaria que motiva este juicio y na- 
da más justo que pueda oponer a! cesionario !as mismas excep- 
ciones que le corresponderían contra el cedente como es de ley. 
AI reconvenir por la suma de ocho mil*novcctcntos setenta y 
siete con ochentiscis centavos el" Banco no hace otra cosa que 
deducir fiel crédito que se le reclama los gastos a cargo de un ex 
deudor, señor Sanguínetti, y com» éste no ha j>odido transmitir 
a su cesionario más derechos que tos que él tenia es evidente la 
facultad de que goza el Banco para deducir aquellos gastos. 

El demandado en su escrito de fs. 64. no ha negado los he- 
chos expuestos por el actor haciendo cuestión únicamente a la 
falta de derecho de éste para cobrarle la suma referida . 

Luego eal>c aplicar la disposición del art. 100, inc. 1 del Có- 
digo <1e Procedimientos, y estimarse su silencio como un reco- 
nocimiento de la verdad de los hechos. Que por otra ] jarte, el 
certificado de fs. 1 tu ratifica lo expuesto por el actor. 

Por estos fundamentos, y disposiciones legales citadas, fa- 
llo: rechazando la prescripción opuesta y haciendo lugar a la 
demanda iniciada por don Tomás Soteras contra el Banco El 
Hogar Argentino y en consecuencia condeno a este, a devolver 
al primero, dentro del término de diez días, la suma que resulte 
de la liquidación que delterá practicarse con arreglo a las bases 
indicada* en los considerandos de este pronunciamiento, con in- 
tereses desde la fecha de la notificación de la demanda respec- 
to de tas sumas que aparezcan en forma liquida: descontando 



OI JUSTICIA DE LA NACIÓN 



61 



<Le la suma que arroje esa liquidación el importe de la contra- 
demanda con los intereses computados de la misma manera, 
debiendo las costas abonarse en el orden causado a mérito del 
resultado a qué se arriba en este fallo y la naturaleza de las 
cuestiones debatidas (art. 221 del Código de Procedimientos ) . 

F. M. Colombres. 

Ame mi : Carlos J : . />r/nv/. 



ACL'KRPU DE LA CÁMARA 2' P« AI'ELACIO.VES EM LO CIVIL 

Kn Buenos Aires, Capital de la República Argentina, a i 
de agosto de 1923, reunidos los señores Vocales de la Ivxma. 
Cámara 2* en lo Civil en su Sala de Acuerdos para conocer de 
los recursos interpuestos en los autos caratulados; Soteras don 
Tomás contra el Banco El Hogar Argentino, sobre restitución 
de fondos, respecto de la sentencia de fs. 242, el tribunal plan- 
teó las siguientes cuestiones: 

1. ' ¿i£s nula la sentencia apelada? 

2. " Caso negativo, ¿ está prescripta la acción deducida "i 
3* Caso negativo, (es arreglada a derecho? 

Sobre la primera cuestión el señor Vocal doctor Gigena, 

dijo. 

No se f tinda en esta instancia el recurso de nulidad, por 
cuyo motivo debe dársele por desistido, conforme a la juris- 
prudencia del Tribunal. 

l'or ello y por no existir vicio o defecto de procedimiento 
que invalide la sentencia, voto por la negativa. • 

Los señores Vocales doctores Salvat, Hclguera y Senillosa 
se adhirieron al voto anterior. 
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Sobre la segunda cuestión el señor Vocal doctor Gigena. 
dijo : 

El Haneo dettlSildádo insiste en esta instancia en oponer la 
prescripción a la acción deducida, agregando a la decenal que 
autoriza el artículo 402$ del Cód. Civil y la de nulidad que au- 
toriza el 4030 del mismo, la del artículo H48 del Código de Co- 
mercio. 

f,as dos primeras ya Euértíh bien rechazadas en el fallo del 
ti t¡uo desde que ni se trata en el presente litigio de la nulidad 
de ningún acto jurídica, ni han transcurrido los diez años nece- 
sarios para la prescripción de la acción personal por deuda 
exigürfe, 

En cuanto a la nueva prescripción, invocada en esta instan- 
cia es tan insubsistente ponió las ptras y no resiste al más lige- 
ro examen . 

Kn efecto, ¿qué tiene que ver la acción que se deduce (pie 
es por devolución de sumas indebidamente cobradas, con las 
que se derivan de un contrato social o de las operaciones so- 
ciales a que se refiere 'el citado artículo 848!' Hasta enunciar el 
hecho para resolver el rechazo de tal prescripción. 

ÍVr ello, voló negativamente. 

Los señores Vocales doctores Salvat y llolgnera se adhirie- 
rou al v*»t<' anterior, 

Sobre la >egiiuda cue>lión el señor Vocal dpetpr Seuillo- 
sa, dijo: 

Aún a riesgo de que se interprete de que persisto en mi 
érrór¡ pues que "quund umt k: monde a ton, toiu le monde a 
raison". pero consecuentemente con los fundamentos dé mi vo- 
to emitido en causa análoga X. ifi.ii_«, en la que era, parte el 
mismo demandado actual; he de pronunciarme igualmente aho- 
ra por la afirmativa, considerando proscripta la acción instaura- 
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da por un cesionario, djesjpües de ocho años de haberlo conoci- 
do y consentido todo su cedentc . 

Mas. como esta disidencia, cu cuartn y último término ya. no 
tiene ningún fin práctico, ni más objeto que dejar a Salvo opi- 
niones antes comprometidas y no modificadas: en homenaje a 
la brevedad y en razón de la ninguna utilidad que liabria en rc- 
petirlas, me remito a las vertidas entonces, en 1922, i¡¡ re Ker- 
clier. también cesionario de Kravech, contro el misa;» lianco 
KI Hogar Argentino ; y en lo pertinente a la luminosa expresión 
de agravios de fs. 296 (y par. XT) , 

SoU> diré, pues, respecto de La prescripción liberatoria in- 
vocada (Cód. Civil, arts. 30^9 y 3962), que: si no !a rige el 
art, .48 del Cód. de Comercio, por cuanto si bien se trataría an- 
tes de un socio, de un prestatario que el prestamista automáti- 
camente se incorporaría romo lal asociado, coniu accionista, 
siendo el Banco una sociedad anónima cooperativa, limitada, de 
crédito real mutual (v. gr. : ís. 27/761, la reforma del estatu- 
to, que no consta se hubiera protestado, habría derivado a esa 
suscripción el carácter de acciones por el de certificados o par- 
ticipaciones, que no dan los derechos de socio ffs. S6>. Si tam- 
poco rige al caso la decenal del art, 4023 Cód. Civil, relativa 
a la acción |x.Tsonal. p. cj.: quedaría el mutuo aun con garan- 
tía hipotecaría; la que ni se habría operado, a partí t" de 1912. 
época de la constitución en mora de] deudor (regla del art. 509 
y no del invocado 3950;, hasta 1920. fecha de la interpelación 
judicial al acreedor i fs, 8 y 14). Si la bienal del art, 40.ÍO, y 
ya fuera de nulidad por ermr o de repetición de lo pagado in- 
debidamente; que en el caso ocurrente esto seria una consecuen- 
cia derivación de aquella, y rió se inquiriría el periodo de diez 
afijos a que refiere el doctor Segovia sfaé condicHo mdcbiii (T. 
IJ, págs, 635 j 42, notas 168 y 24), 

En efecto, a estar a los términos mismos de la demanda 
tfs. 7) lo sería por restitución de determinada cantidad míe 
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correspondería al actor y que el demandad» retendría indebi- 
damente, o de la su nía que resultare de la liquidación defini- 
tiva que se practicare; citándose (a fs. Pi) los arts. 784 y 793 
Cód. Civil, sobre lo dado en pago de lo que no se del*c y el 
enriquecimiento sin causa. Pero (a fs. 8.1 la parte misma se en- 
carga de referirnos que radica su acción en la nulidad de la 
liquidación de la deuda, practicada por o con error, en la eje- 
cución íjue le siguiera el mutuante hipotecario, el año 1912, li- 
quitación cuyas partidas una por una critica y objeta con toda 
minucia dieiendola errónea y por tanto nula, no obstante judi- 
cialmente aprobada previa expresa conformidad del actor o su 
causa-habiente 1 fs. 107, 292. etc. ). 

¿Jira acaso provisoria o condicional aquella liquidación? 

Nó pues, y le obliga y estaría proscripta su acción jiara vol- 
ver sobre ella, pues que ni prueba como le incumbía que IiuIhi 
error en el consentimiento que dió a esa liquidación ni tampoco 
tpie recién haya llegado a su conocimiento, como interpretan la 
ley los amores urt. 41*30 precitado. Llcrena T. X p. Me- 
diado T. XI p. .1051 y la jurisprudencia. 

Voto entonces por la ¡ifírn.ativa en la cuestión plan- 
teada. 

Sobre la tercera cuestión el señor Vocal doctor Cigena, 

dijo : 

La presente acción tiene por ohjctu exigir ta devolución de 
Mimas Legada-i de má> en juicio ejecutivo seguido por el Banco 
demandado contra don l!. Sangiiinclti. cedente del actor. 

Knire el Banco Él Hogar Argentino y Sanguinetti se cele- 
braron varios contratos de préstamos |«ira edificación, y no ha- 
biendo cumplido el prestatario con el pago puntual de las men- 
sualidades convenidas fué ejecutado por el I Janeo, en cuyo jui- 
cio se vendieron las propiedades siendo adquiridas por el eje- 
cutante. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN' 



La liquidación que en dicho juicio se formuló es ta que 
motiva los presentes autos, sosteniendo el actor que adolece de 
errores fundaméntale.!;. 

Kl demandado a su vez reconviene y exige hi devolución de 
la suma de ocho mil novecientos setenta y siete pesos con ochen- 
ta y seís cetílavos. cantidad que apúfló por gastos que corres- 
Ijondian a su deudor en virtud de lo convenido en el contra- 
to de mutuo. 

L'no <le los renglones más abultados que se objetan a la li- 
quidación mencionada se refiere al veinte por ciento del importe 
de los préstamos que como prima exige d Manco. 

líse asunto lia motivado repetidos fallos del Tribunal (pie 
lia declarado que la llamada prima importa nn pago o comisión 
que se considera definitiva cuando se cumple el contrato, y que 
en caso de rescisión debe devolverse al dueño. 

Ua copiosa jurisprudencia del Tribunal citada en [jarte por 
el fallo del señor Juez a qiw y de la que también hace mérito 
el actor en sus escritos de demanda, de contestación a la re- 
convención y en su alegato de bien probado, me ahorran repetir 
lo que se ha dicho en esas resoluciones a las (pie me remito. 

Sin embargo, y no obstante esa jurisprudencia, me creo en 
el caso de tomar en consideración algunos argumentos aduci- 
dos por el Banco en su escrito de expresión de agravios, por los 
cuales pretende justificar el cobro de esa prima, sosteniendo que 
se trata de un contrato lícito, libre y espontáneamente aceptado 
por sus deudores y lo que es más, sostiene que en igualdad de 
condiciones se encuentran instituciones del Estado como el Kan- 
cu Hipotecario Nacional. 

Cita en apoyo de sus afirmaciones que ese Banco cobra 
una prima cuando se le cancela un préstamo antes del venci míen- 
lo del plazo convenido, consistente en un semestre de intere- 
ses, y en que exige cuando el pago se hace por cédulas que és- 
tas lleven el cupón corriente. 
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Pero, es que tal argumentación no resisto el más libero exa- 
men. Kn primer lugar, esas sumas une el Mauro exige son un 
insignificante porcentaje qué está muy K-j* ts del exigido p»r e' 
demandado a sus dientes; en segundo lugar, ruando el pago 
se liare en cédulas, es porque éstas están debajo de la par» en 
cuyo raso el prestatario aprovcclta del menor valor de la nú>ma, 
lo ( |iic nu ocurre con aquél. 

En cambio, el Banco Remandado empieza exigiendo, o me- 
jor diciio. lio entrega, el veinte por ciento del préstamo, no obs- 
tante lo cual exigí' el interés eorresjwmdieulc a ese veinte por 
ciento, e»mo puede verse en la planilla de fs. 5. reconocida por 
el Banco, en que aparece cobrando las mensualidades del total 
ild pristan. » y aún de sumas no entregadas, romo esa partida 
de scís mil pesos arredilada a favor de >u deudor. 

K-i asi ron estr procedimiento (pie me abstengo de califi- 
car, íjue se llega a la monstruosidad de que (un- tres préstamos 
i|ne importan nominalmentc ciento sesenta mil jiesos. de los cua- 
les uno por veintidós mi! pesos sólo fué usufructuad» durante 
siete años, siendo los otros dos. que ascienden a ciento treinta 
y cinco mil pesos usufructuado* por dos años y meses, y cuyo 
desembolso efectivo Ira sido únicamente de ciento diéis y nueve 
mil pesos según a>¡ resulta de los libros del demandado com- 
probado por b>* infi trines de los contadores de ambos litigantes 
( ver fs. T72 v 187 vita.,) éste último >;:ica un beneficio neto de 
cuarenta v dos mil novecientos cincuenta, y ocho pesos cuarenta 
y dos centavo* que es la diferencia entre lo efectivo desembol- 
sado y lo reinado en la ejecución. 

Con .ales antecedentes me parece que no puede sostenerse 
que sea injusta la resolución de ta Cámara al declarar que esa 
prima gola debe computarse cuando *e ha usufructuado el prés- 
tamo durante todo el tiempo convenido, ([ uo era de veintidós 
años y diez meses. 

Sostiene también d L'-auco, entre SUS múltiples argumentos. 
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que esa liquidación m> puede sor modificad;) por cnanto "se tra- 
ta de hechos aprobados en autoridad de cosa juzgada y sobre 
los cuales no es posible volver" (fs. 293) olvidando qile 
juicio ejecutivo no causa instancia y que el Código dé Procedi- 
miento^ en su articulo 500, deja a salvo los derechos del eje- 
cutante y ejecutado para el respectivo juicio ordinario, que es, 
til sul) litr. Tampoco tiene valor el hecho de que Sanguinetti, 
deudor primitivo y ejecutado, manifestase con formulad con una 
liquidación presentada a los efectos de que sirviera de liase pa- 
ra el remate, desde que siempre te quedaban a salvo sus dere- 
chos para objetar la liquidación definitiva . 

En cuanto a los inLereses penales, que son objetados por el 
actor, pienso como el señor Juez a i}uo que deben computarse 
hasta la iniciación de la ejecución como lo tiene resuello también 
la jurisprudencia del Tribunal. 

Por lo que hace a la argumei ilación del actor, de que cutre 
las sumas cobradas van incluidos intereses de intereses, no es- 
toy de acuerdo, porque se trata de sumas liquidas que deben 
pagarse en ¿¡roca determinada y desde cuyas fechas deben con- 
siderarse como incorporadas al patrimonio del acreedor, Con 
la pretensión del actor y atentos sus propios cálculos resultaría 
que en ningún caso le convendría a un deudor pagar puntual- 
mente las cuotas convenidas desde que, y sobre todo en ¡os pri- 
meros periodos del préstamo, las cuotas responden en su mayo- 
ría a intereses, como ocurre en lodos los préstamos a largo 
plazo. 

Kn cuanto a los intereses por las primas cobradas indebida- 
mente y sumas cobradas de más. delu-n computarse desde la noti- 
ficación de la demanda, punto resuelto en igual sentido por la 
jurisprudencia, 

1W lo que hace a la reconvención, opino que deben aten- 
tarse las sumas que pagó el Manco y que correspondían al deu- 
dor, computándose los intereses de esas sumas desde la notifi- 
cación de la reconvención . 
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A nitrito de lo expuesto, y fundamentos del fallo recu- 
rrido que estimo pertinentes, piense» que la sentencia debe con- 
firmarse en todas sus partes, por cuyo motivo voto por la 
afirmativa. 

Sobre la tercera cuestión, el señor Vocal doctor Salvat. 
dijo ¡ 

<Jue adberia al voto del señor Vocal doctor Gigena, agre- 
gando solamente una aclaración con respecto al imperio de las 
multas por cuotas o servicios atrasados. En dos fallos de este 
Tribunal, be sostenido que en esas multas debía distinguirse 
la parte que corrcsiwndta a capital y a intereses de cada servi- 
cio y que en cuanto a esta última correspondía aplicar el ar- 
ticulo 02$ clel Código Civil, por constituir una verdadera esti- 
pulación de intereses de intereses (véase causa Gomberofí A. 
c. el Banco Kl Hogar Argentino, 3 de julio de 1923, "Gaceta 
del Foro'' misino mes y año. pág. 113, pfo. 2.°; Trifiletti A. c. 
id. id. 1 1 de octubre 1922, "Gaceta del Foro", nov.-dic. mismo 
año, pág. 81 > . Bien un nuevo examen de la cuestión me ba 
conducido a una conclusión contraria y a admitir que el ar- 
tículo (>23 del Código Civil es en estos casos inaplicable, a mé- 
rito de los siguientes motivos: r." la estipulación de una multa 
o de un interés punítorío para el caso de incurrirse en mura 
en el jiago de los servicios de un presumo hipotecario a lar- 
gos plazos, amortizaba |*ir la acumulación sucesiva de ellos, 
constituve una verdadera cláusula jjenal, tendiente a asegurar 
el mecanismo financiero d" esa clase de operaciones; 2* la 
cuota O servicio mensual o semestral, como sea, de esas opera- 
ciones, constituye en verdad ttn capital» cuya acumulación con 
los intereses corespowlientes forma el fondo de amortización; 
3." en la estipulación de esas multas e intereses pun i torios, la 
cuota o servicio es tomada en cuenta únicamente como base 
para determinar la medida o el qumtttiim de Ja pena, la cual se 
establece como sanción por la mora del deudor, en el pago: 
4. 1 ' la ley orgánica del Banco Hipotecario Nacional, autoriza 
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también, en el caso de mora tlcl deudor, el cobro de un interés 
sobrt el monto de los servicios correspondientes (ley Jí." 8172, 
fecha í.r v Set. lyii. art. <H ter. fétmfo) y si bien es cierto 
(|tte esta ley es de carácter especial y aplicable únicamente a ese 
establecimiento, también lo es que etla constituye una demos- 
tración clara y evidente de su necesidad como medio de evitar 
serios inconvenientes financieros en! opera c iones de esa Ín- 
dole: es lógico, entonces, admitir la aplicación de principios 
análogos respecto a operaciones semejantes regidas por el de- 
recho común. 

Voto, pues afirmativamente. 

El señor Vocal doctor Helguera se adhirió <i los prece- 
dentes votos de los señores Vocales doctores Gigena y Salvat. 

Sobre la tercera cuestión el señor Vocal doctor Sen i llo- 
sa, dijo: 

Corno no puede ya prosperar la prescripción opuesta pnr 
el voto contrario de la gran mayoría del Tribuna), habré de 
pronunciarme a la vez sobre la 3/ cuestión planteada : y lo ha- 
go en sentido negativo, también por l;i revocación de la sen- 
tencia; — y comn tampoco puede ya surtir efecto alguno mi 
disidencia, en voto singular, me reduciré al ''mínimum". 

Prescindiré por ello de: — si la discutida "prima" es pre- 
mio o comisión, compensación o garantía, o como se quiera 
que se le considere; lo que merecerla toda atención, que re- 
servo para otros casos, dadas las modalidades del sub ate; en 
el que por lo dicho y para ser breve, antepongo y sólo trata 
lo imiy principal e ¡indispensable; las excepciones perento- 
rias. — Igualmente be de prescindir de si se incurrió o no en 
anatocismo, si se cargó o no interés compuesto, interés del in- 
terés, en los términos que la ley repudia (Cód. Civil, arts. 623, 
etc.. 508J0,. 522, 562 etc.. 2248); — asi como dejando de lado 
tantas otras observaciones que se formulan por las partes y 
en la sentencia y en los procedentes tres votos conformes: — 
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pues que la ley inexorable, la convención lo cubre todo eso y 
mucho mas. según jurisprudencia al socorrido an. y 
máxime desde i|uc eso todo lo conoció, consintió o acató por 
escrito y de hecho el cédeme fiel actor, rrnd que ¡x-se al Ce- 
síónario lie de reducirme sota y muy brevemente, ¡mes. a la 
segunda ex^pclón perentoria opuesta a la de "cosa juzgada" 
que la Constitución y 3a ley amparan; remitiéndome también 
a mayor abundamiento a la argumentación de ñs. 2íj.í. 

Bien, pues; — si ta liquidación practicada i>or d acree- 
dor en el juicio aunque ejecutivo y asi mismo, fué aceptada ex- 
presamente por el deudor y judicialmente aprobada, aunque 
lo hubiera sido con la consabida fórmula de "en cuanto haya 
tugar |joi* derecho"': — si esa liquidación, no obstante la en 
mi concepto errónea interpretación del fallo (a fs. 255 v. ), era 
para servir de base al remate, dicha h:isc tenia que ser el 111011- 
tn de ta deuda, a la lecha, en principal, intereses, costos, y 
no '►ira. según cláusula expresa del contrato ley de las par- 
tes, y del estatuto aceptado en el misino; — y siendo asi, 
sostengo (pie no puede reverse: tvl jüdicatá pro irrítate ¡m- 
betur y nemo plus jitris mi ittlhtm franjen-ere potes! ipuun eif 
ipse habet. 

Kíeciivanicuie. bailo inconsistente el argumento de que 
habiendo ocurrido aquello en juicio ejecutivo, tpte mi causa 
instancia, serta insubsistente: desde que el arl. 500 del Cód. 
de l'roc. "leja siempre expedita a partes la vía ordinaria; 
aunque como emergente de aquel, como consecuencia 1 según 
füllus que cita MalajgarEÍga, pág. ¿"\ si bien no conformes 
(OS autores; via por la que "se busca el recobro por e! que 
fu*- iniu-.tamente ejecutado", al decir del doctor Malaver, 

Ña >e me Oculta eme estos todos o los más \ Malaver. h!s- 
íeves. Canteantes y Fernández; Rodríguez. Mal! y Gal vento 
nada diam 1 sn-íienen que d juicio o procedimiento sumario 
de ejecución no cansa cosa juzgada; mas es también cierto 
que todos se refieren a la acción en si. a h sentencia, míe ter- 
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minado aquel puede i n ¡ciarse el juicio ordinario ¡xm" lo mis- 
mo y entre los misinos, ya fuere en el orden anterior o inver- 
tido éste, según futra la sentencia de trance y remate. Más. 
ningún texto ni ninguno ilc ellos autoriza a tener ñor nula e 
inexistente una constancia de esos autos, ni menos a desistir 
de lo con semillo y tenido judicialmente por válido, que auto- 
riza ta defensa opuesta. 

¿Cómo prescindir, anular o rever una confesión, posicio- 
nes, ratificaciones o conformidad ames dados, por haberse he- 
cho* absuetto o dado en juicio sumario? No. no es eso Eti qué 
deja a salvo el precitado att. 500; no puede ser. ¿Cómo volver 
sobre sus constancias y desmentirlas? ¿Acaso la conformidad, 
expresamente prestada por el deudor en 1912, sobre el monto 
y concepto de su deuda, (pie era la base del remate, pudo re- 
verse retirarse o negarse en ip® \*>v su sucesor particular, 
que si le enntinúa en sus derechos y acciones, también en sus 
obligaciones? 

No. pujés; y en verdad que no acierto en explicármelo, 
con perdón sea dicho y con el debido y muy merecido respeto 
de todas las opiniones vertidas en contrario. V, obligado a vo- 
lar, lo hago, en ciencia y conciencia por la negativa, por la 
revocación de la sentencia, por el rechazo de la demanda; sin 
costas, eso si. dada la naturaleza de las cuestiones debatidas. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada la siguien- 
te sentencia. — Gigena. — Kulvut, — Helpueru. — SenúUmt. 

Ante mi : A 3 . f\ Olmedo. 

lis copia fiel del acuerdo que obra en las fs. 39 a del 
Libru Ú." 28 de Acuerdos de la Exenta, Cámara 2/ de Apela- 
ciones en lo Civil. — R. F. Olmedo, 



63 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



SENTENCIA 

Suene* Airo, Afoito 1» de Í934 

Y Vistos : 

Por el mérito que oí rece la votación de que instruye éJ 
acuerdo que precede *e desestima la prescripción y se confir- 
ma en todas sus partes la sentencia apelada; debiendo payarse 
las costas de esta instancia en el orden causada. Dew y rep. 
los sellos. — AuretiaJio Gigcna. — fi. .1/. Salvat. — F. Hel- 
gütrtr. — Felipe SétitUosa. 

Ante mi : ft. F. Olmedo. 
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Butnoi Aire», Octubre K de W¿¿ 

Y Vistos, Considerando: 

Que la cuestión federal ha .sido planteada por el recu- 
rrente a fojas 293 de su expresión de agravios al sostener que 
los tribunales de la justicia- local de la Capital carecían del de- 
recho de rever o de rectificar en su per juicio, conforme a lo 
dispuesto por los artículos 7/ de la Constitución y 2° de la 
ley número 44, lo resuelto p¡0r los tribunales de la ciudad de 
Bahía Blanca. Provincia de Buenos Aires. - - 

* 

<Jnc la cuestión ha sido debatida y controvertida ]>or el 
actor como se infiere de las apreciaciones que le sugiere su 
examen a fuja* 307 de la contestación fie agravios, y, ademán» 
fué considerada por el tribunal de última instancia a fojas ¿18 
vuelta dediciendola en sentido contrario al derecho pretendido 
por el 'Banco El Hogar Argentino". 

One debatida la inteligencia que curres] Kinde dar a los 
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señalado* artículos de la Constitución y de la ley nacional nu- 
men) 44. con referencia a un derecho pretendido |wr el re- 
currente, y siendo manifiesta la relación existente entre la so- 
lución de aquella cuestión y las demás planteadas en el pleito, 
el caso presente cae dentro de lo dispuesto por el inciso 3." del 
artículo 14. ley numero 48 y (>" de la ley número 4055. 

Que no significa óbice para la admisión del recurso la cir- 
cunstancia de que la cuestión federal haya sido planteada des- 
pués de pronunciada la primera sentencia, pues por una par- 
te, ella lia sido suficientemente debatida luego de introducida 
al juicio, y por otra el tribunal superior local, se lia creído ha- 
bilitado, aplicando leyes de su propio procedimiento, para pro- 
nunciarse a su respecto, como lo ha hecho. 

Por ello, oido el señor Procurador de la Nación, se de- 
clara prucedente la queja deducida y mal denegado el recurso 
extraordinario que lo motiva, y hallándose el expediente en ct 
tribunal, Autos y a la oficina de acuerdo al artículo 8." de la 
ley número 4055, señalándose los días lunes y viernes o el si- 
guiente dia hábil si alguno de aquéllos no lo fuese, para noti- 
ficaciones en secretaria. Repóngase el papeh 

A. Bermejo — J. Ficueroa Al- 
corta. — Nicanor G. del 
Solar — Roberto Repktto 
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Blltnoi Air», Octubre IT d« 1924 

Y Vistos : 

Los seguidos por don Tomás Soleras como cesionario de 
don Genaro B. Sanguínctti, contra el Üanco E\ Hogar Argen- 
tino por restitución de una suma de dinero, venidos por re- 
curso extraordinario contra la sentencia de la Cámara Civil 
Segunda de la Capital. 
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Y Considerando ; 



Que la cuestión ni el presente Caso consiste eri saber si 
l;i denianfta inlerintestn en esta Capital por don Tomás " Sille- 
tas contra el Banco K| Hogar Argentino soticitando la restí- 
inción de una parte fie las sumas cobradas í>or el ultimo en 
un juicio ejecutivo seguido alíté las autoridades judiciales de 
la ciudad de 1 labia lí lauca, Provincia de I lítenos Aires, impor- 
ta una revisión de lo resuelto por ellas, contraría al articulo 
17 de la Constitución Nacional y a la jurisprudencia de esta 
Corte. 

t>ue la decisión del punto depende de la interpretación 
que se dé al mencionado precepto constitucional y a las ley/es 
dictadas por el Congreso en consonancia cOn él, Kl articulo 
7." de la Constitución, c«>nvirtiendo en regla de derecho jKiliti- 
i-ii un principio de derecho internacional privado declara "que 
tos actos públicos y procedimientos judiciales de umi provin- 
cia gozan de entera fe en las demás : y e! Congreso puede por 
leyes generales determinar cuál será la furnia predatoria de 
estos actos y procedimientos, y los efectos legales que produ- 
cirán". Ku ejercicio de tal facultad constitucional el I'-»der 
Legislativo lia sancionado las leyes 44 de ¿tv de agosto de 1863 
sobre autenticación de los actos públicos y procedimientos ju- 
diciales fie cada provincia y la complementaria munero 5133. 
expresándose por Ja primera en su artículo 4." que "los actos 
públicos, procedimientos, sentencias y demás documentos de 
que se habla en lo* artículos anteriores, autenticados en la for- 
ma filie en ellos se determina, merecerán tal fe y crédito y sur- 
tirán tales efectos ante todos los tribunales y aiitoridadi r| den- 
tro del territorio de la Nación, como por 11*0 y ley les corres- 
ponda ante los tribunales y autoridades de la Provincia de 
donde procedan'*. 

Que interpretando tales leyes ha declarado esta Corte que 
ellas no se refieren solamente a las formas extrínsecas de tos 
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ílciüs. Kl respeto deludo a estas pretericiones de la ley y de la 
Constitución exige "no solamente <|iic se dé entera fe y erc- 
díto en una provincia a los actos y procedimientos judicia- 
les de oirá debidamente autenticados, sino iaiuhu-n que se les 
atribuyan los mismos efectos que hubieran de producir en la 
provincia de donde emanasen ( Fallos \jjmo 17, página 28Ó), 
porque lo contrario, importaría admitir que Ins tribunales de 
otra provincia, o los federales, tienen facultad de variar los 
actos o procedimientos judicia'es pasados ante otros tril unía- 
les competentes (Fallos, tomo 136. página 359), 

One el actor en este juicio no intenta obtener ante los 
Tribunales de la Capital el cumplimiento de la sentencia dic- 
tada por los Tribunales de la Provincia de Buenos Aires, pues 
esa sentencia lia quedado ejecutoriada dentro de aquyl estado 
con la venta de] inmueble hipotecado y su adjudicación al Ban- 
co acreedor. Persigue la devolución de una parle de lo pagado 
y la cuestión se concreta en saber si tal acción de repetición 
compromete al principio de la cosa juzgada inherente a las 
sentencias dictadas, con jurisdicción en cualquier estado y cu- 
yo efecto la Constitución y la ley jhu- razones de orden públi- 
co hace extensivo a todo el territorio de la Nación. 

Que el punto está resuelto por la última parte del articu- 
lo 4." de la ley 44 el cual dispone que las sentencias dictadas 
en una provincia surtirán en los tribunales de todo el territo- 
rio de la República los mismos efecto?, que p««r ley y uso les 
corresponda ante los tribunales de donde proceden. Si, pues, 
el juicio ejecutivo seguido ante los tribunales de la ciudad 
de Bahía Blanca y la liquidación aprobada dentro dé átpéí por 
el deudor tienen valor y fuerza de cos:j juzgada allí según la* 
leyes procesales de la Provincia de Buenos Aires, lo tendrá 
también en todo el territorio de la Nación. 

Otte de acuerdo con el articulo 511 del Código de Proce- 
dimientos de la Provincia de Buenos Aires, transcripto a fo- 
jas 307 y cuyo contenido no ha sido desconocido por el rteu- 
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rrente, el juicio ejecutivo ni la liquidación que es su conse- 
cuencia necesaria causan instancia ni son definitivas pues con- 
forme al mismo "cualquiera que sea la sentencia en el jui- 
cio ejecutivo, quedará tanto al actor como al ejecutado su de- 
recho a salvo para promover él ordinario". Kslc derecho es 
amplio y no se lia Ha limitado en su ejercicio |x>r condición o 
requisito procesal alguno y el un ni no o plazo que suele fijar- 
le se refiere simplemente a la caducidad de ra fianza y nó al 
derecho que permanece incólume, de deducir el juicio ordina- 
rio. Ivsta últitua interpretación lia sido consagrada por esta 
Corte, tomo i/>, página 233, fijando el alcance de una disposi- 
ción análoga de la ley nacional de procedimientos en los si' 
guíenles términos: "el artículo 297 de la ley de procedimientos 
se refiere a la cancelación tpso jure de la fianza y nó a la ac- 
ción de repetición que existe con independencia de aquella. 
110 siendo materia de leyes procesales establecer regías para la 
pre>rri])ción de las acciones". 

«Jtie siendo esto asi, si la sentencia dictada |>or los tribu- 
nales de la ciudad de Baliia Blanca no produce el efecto de la 
cosa juzgarla según las propias leyes de la Provincia de Une- 
nos Aires, es evidente que la demanda deducida ante los jue- 
ces de la Capital, no compromete el principio consagrado por 
los artículos 7." de la Constitución Nacional y 4." de la ley 
a úmero 44 y lia podido ser reexami nada en su mérito por los 
jueces de la Capital. 

< Jue el derecho del deudor para deducir la demanda or- 
dinaria consecutiva a un juicio ejecutivo, consagrado por el 
artículo 511 del Código de Procedimientos de la EYovincia de 
Buenos Aires, ampara todas y cada una de las resoluciones y 
actuaciones producidas en el último hasta su total termina- 
ción y comprende consiguientemente la liquidación porque, co- 
mo se ha dicho, esta es la consecuencia de la sentencia que or- 
dena el pago' y éste necesariamente presupone aquélla . La cir- 
cunstancia de que H deudor haya prestado su asentimiento a 
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la liquidación no t<i convierte en definitiva, ni 1c d;í autoridad 
de cosa juzgada, en primer término, porque aún en la hipóte- 
sis de que se acepte ¡a doctrina más difundida en ta opinión 
de los autores de que las decisiones judiciales tasadas en el 
acuerdo o consentimiento reciproco de los litigantes deban ser 
tratadas como verdader. s sentencias en cuanto al efecto de la 
cusa juzgada. ( Véase Lacostc de la Chose jugee, números 163 
y siguientes, página 59, 2* edición; Glasson, Tomo l, jiágína 
347; Garsonnet 2.' edición, tomo 3. . página 563, párrafo 
1133). tal tesis, enmo es obvio, no puede ser válidamente apli- 
cóla al acuerdo prestado a una liquidación dentro de un jui- 
cio cuya propia sentencia por ministerio de la ley no re viste 
fuerza de definitiva; y en segundo, porque no presumiéndo- 
se la intención de renunciar conforme al precepto del artículo 
874 del Código Civil, el consentimiento prestado a la liquida- 
ción no induce |H>r si sola la renuncia al derecho de promover 
la acción .ordinaria. 

Que, si bien en principio son los jueces de la jurisdicción 
ante la cual tramitó el juicio ejecutivo los llamados a enten- 
der en la demanda ordinaria correlativa, tal defensa que no 
afecta ni compromete el principio del artículo 7." ni de la ley 
44, debió ser deducida como una excepción por la parte de- 
mandada, cosa que no ha sucedido en estos autos dentro de los 
cuales el Banco ha admitido ta jurisdicción del Juez de la 
Capital, 

Por estos fundamentos y sus concordantes se confirma la 
sentencia apelada en la parte que ha podido ser materia del 
recurso. Notifiquese y repuesto el papel devuélvanse. 

A. Bermejo — J. Ff güero a At- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Répetto. 
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Sumario : i." Eírocetie el recurso extraordinario del artículo 
14. ley 48, contra una resolución adversa al derecho que él 
recurrente fundó en determinadas cláusulas ronstitucio- 
ríalcs. 

J." La disposición del ariíciilo 1055 del Código Ci- 
vil no vulnera el derecho del propietario de usar y gozar 
>lt- -n inimu-lile ni le cercena l;i facultad de contralor res- 
pecto de él; prohibe, puramente, convenir arrendamientos 
¡X>r un tiempo mayor de diez años, pero no impide que al 
vencimiento de dicho plazo se rea Tice un nuevo contrato 
en virtud del cual el uso y goce de la crva se enajena al 
mismo arrendatario o a otro. En taíéS condiciones, el pic- 
et-p!u de la mencionada disposición del Cód¡»o Civil cons- 
tituye una adecuada aplicación del poder de reglamenta- 
ción conferido al Congreso pcir el articulo 14 de la Cons- 
titución; por lo que ella no es incónstitticionítl, 

Cásai Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL SESO» JUEZ FEDERAL 

Bdl Vjlle. Diciembre 10 de ÍCT 

Y Vistos: 

Ix»:. autos seguidos [ior don Manuel Cornú. contra don 
José Ronco, sobre nulidad de la dánsu'a de mi contrato de 
arrendamiento, por la <pic se acuerda a! último la facultad de 
prorrogarlo (por un lieinpri i^ua! al término fijado origina- 
riamente). Dfe dichos autos, nanita: que con fecha K de ma- 
yo del corriente año, se presenta el primero exponiendo: que 
según ¡a escritura pñhlica que acompaña, fué comprador, en la 
ejecución seguida por el misfnó contra dona Consuelo ürtiz 
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de Araya, de ún inmueble ubicado en Ta pcdauia Saladillo, de- 
lta rt. miento Marcos Juárez, di» esta provincia cóaipuciiu de 
jjüfi hectáreas, 804 hitó, 2„ según la mensura practicada \w 
el agrimensor Bodereau y cuyos límites son: al Xorie v f\— 
te. con don Inry Araya; al Sud o ni l'amiem y Kuucmiaii. an- 
tes Pablo Barrelier, y por el Oeste, ion herederos de Cáucpa. 
<J;u> r licito En mueble fué arrendado :i don José Ronco, ]>or ta 
anterior propietaria, señora Ortiz de Araya, el u de enero 
de 1014 y por el término de diez años, a contar desde !a fu- 
ella de! contrato, Que en hi cláusula 4." de éste, se estableció 
que el señor Ronco podía optar a una prorroga por el mismo 
tiempo del contrato, debiendo en este caso comunicarlo a la 
señora de Araya, |x>r medio de una carta, con ¡interioridad de 
seis meses al vencimiento del mismo, y que hecha la opción a 
la prórroga, el importe del arrendar ¡cuto seria de cinco pe- 
so.* la hectárea al año. Que el ^1 fie abril último, rlon José 
Kotico se presentó por ante el escribano de la ciudad de Cór- 
dolía, don Koherto F ¡¿pierna y, después de hacer transcribir 
e! contrato de arrendamiento relacionado, manifestóle epie* de- 
acuerdo a lo establecido en la clausula cuarto del contrato, ve- 
nia a hacer constar su Opción a la prórroga t|Ue ese contrato 
le acuerda, por die?. años más. desde la' fecha de su vencí 
miento y en un todo de acuerdo a las cláusulas y condiciones 
de! mismo, y que a fin de que esa opción, surtiera los efectos 
fie derecho, pedia al escribano notificara de tal acto ;¡I actual 
propietario del campo, señor Manuel K. Cornú. Que notifi- 
cada que le fué la manifestación precedente, contestó que, aún 
suponiendo válitto inicia i mente el contrato cjue se menciona, 
éste vencía sin lugar a prórroga, ni a ningún término, el pró- 
ximo año, agregando que en ningún caso estaba dispuesto a 
prorrogarlo, por lo cual desde entonces negaba toda eficacia a 
la manifestación que se le notificaba. (Jue el contrato de 
arrendamiento referido, aún suponiéndolo válido inicia luiente, 
contó lu dijo en la oportunidad recordada, no le obliga un lo 
que respecta a la opción allí prevista, por diez años más. Que 
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el art. 1505 dél C. Civil preceptúa, en Cfécto que, "el contra- 
lu de locación no puede hacerse por mayor tiempo que el 
ile diez años", sin embargo de lo cual la clausula 4.* del con- 
trato, si es cierto que é*te fija un termino inicial de diez años, 
deja subordinado a la voluntad <lel arrendatario su prolonga- 
ción hasta veinte, infringiéndose, asi el articulo citado del Có- 
digo Civil. Que esa cláusula, como establecida en contra de 
la disposición de la ley. es de ningún valor de conformidad 
al precepto del art. 18 del mismo código: y como, aparte de 
esa disposición general, en el caso especial rige la misma en 
el art. 1505 del Código Civil se dispone que, aunque el arren- 
damiento se luciera por mayor tiempo» quedará concluido a 
los diez años, es indudable que se trata aquí de la especie de 
nulidad legislada en el art. 130R C. C, la que. además, reviste 
el carácter de absoluta, por que con la cláusula dicha se pre- 
tende burlar una disposición de orden e interés públicos, so- 
ciales y económicos. Que tal cláusula, pues, en cuanto com- 
porta un acto jurídico qlie. a no ser las disposiciones recor- 
dadas, obligaría la prblptlgación del contrato |>or diez años 
más. hasta los veinte, desde la fecha inicial, es nula, de nuli- 
dad manifiesta y absoluta. Que el señor Ronco, por la opción 
relacionada, pretende — como se dijo — * prolongar un con- 
trato de arrendamiento \>**r diez años más y vincularle, por su 
sola voluntad, a esa prolongación, con la cual no está con f fir- 
me. Que asi siendo nula la cláusula referida, la manifestación 
del señor Ronco enm |>orta un hecho jurídico que es suscepti- 
ble de producir una adquisición, modificación, tranferencia o 
extinción de derechos u nhligaciones (art. del C. Civíh, 
y por consiguiente, a fin de resolver !a situación creada o (0a 
pueda ereai>e. con aquella manifestación, en cuanto el señor 
Ronco pretende pOr ella poner en actividad la opción que el 
contrato le acuerda, tiene a su vez él derecho, en razón de la 
nulidad de la cláusula, para pedir (pie se declare sin eficacia y 
que no le obliga la manifestación del señor Ronco, por lo que 
hace a la opción antes relacionada. Que esta actitud suya no 
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rcgupna ni a los más estrictos principios, no ya de derecho, si- 
tió «le la moral, en cuanto el contrato mismo solo tiende a ha- 
cer posible un plan tic explotación abusivo y desleal del inmue- 
ble arrendado, por obra de los ejecutados y en su perjuicio ex- 
clusivo. Que éh razón de lo expuesto pide que, en definitiva, 
se declare nula la cláusula 4.* del contrato» ineficaz la opción 
y que no está nbligidu a prorrogar al señor Ronco, por diez 
años más, el contrito de arrendamiento relacionado. 

Corrido traslado de la demanda, lo contesta por el señor 
Ronco, et procurador Salvador Roncayoli, diciendo; que le 
sorprende la demanda instaurada contra su representado, por 
el señor Cornú, puesto que la situación jurídica de ambos con 
motivo del contrato de arrendamiento a que se hace referen- 
cia, fué definitivamente fijada jwr la sentencia ejecutoriada 
recaída en el juicio que Ronco siguiera contra Cornú ante los 
Tribunales ile la provincia. Que. en efecto, como Cornú ne- 
gara a su mandante, el carácter de arrendatario de la colonia- 
mencionada, éste demandó a aquél, por consignación, discu- 
tiéndose en la forma más amplia con tal motivo, la validez del 
contrato de arrendamiento. Que 'la sentencia dictada por el 
Juez de i." Instancia en lo Civil, declarando nulo el referido 
contrato, fué revocada en todas sus parles y con costas, por la 
Cámara de Apelaciones. Que esta sentencia, dictada con fe- 
cha 2 de julio de 1919, aprobando el contrato de referencia, 
fijó definitivamente la situación jurídica de locador y locata- 
rio, existiendo, por lo tanto, al respecto, cosa juzgada : excep- 
ción que formalmente o|>one y cuya procedencia justificará 
plenamente. Que niega en absoluto la nulidad del contrato, 
¡mes. si bien el artículo 1505 del C. Civil, prohilíe celebrar 
arrendamientos por mayor término eme el de diez años, no 
prohibe su prórroga cuantío han habido modi f icaciones subs- 
tanciales, como sucede con el contrato de que se hace men- 
ción, en lo relativo at precio. Que la interpretación dada por 
el actor a esta disposición legal, es contraria a las garantías 
que la Constitución Nacional acuerda a los ciudadanos y ex- 
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tranjeros, en ks arts, ij y ju. garantías que oláu por enci- 
ma de cualquier disposición un contrario que puedan contener 
la¡> léyes dictadas por el Congreso Hátíóna] o por las kjíi-- 
laiuras de provincias, f'ide. por lo expuesta, él rechazo, con 
cosías, tk* hi demanda. 

Abierta 1» caula a prueba, se produce]] por el demanda- 
do, las que obran de fs. 25 a 103, informando las partes a sn 
respecto, en los alegatos de fs. r0i¡ y ui, ropectivamentc. 

Y considerando ; 

Ouc. amo de filtrar al estudio de k que constituye la 
taz primordial de este asunto, conviene considerar, preferen- 
temente, la excepción de cosa juagada opuesta |>or el deman- 
dado, por que es indiscutible que no cabría un nuevo pronun- 
ciamiento sobre puntos que han sido derimidos con anterio- 
ridad, en una semencia ejecutoriada. 

Que. para acreditar k> fundamentos de esta excepción, 
la parte de Uonco lia acompañado copia testimoniada de las 
piezas principales correspondientes a tos autos seguido* por 
él contra él actor, ante la justicia ordinaria de la ciudad de 
Córdoba, por consignación, en ks que >c discutió con alguna 
amplitud la valide/ del cuntrato de arrendamiento. De estos 
antecedente* resulla que. impugnado dicho contra ti > por Cor- 
nil, en razón de 110 estar redactado gn escritura pública, de lia 
bei>e omitido su anotación en el Registro de gravámenes y de 
ser Minuiudtj y íraudulento, la Cámara de .Apelación, resol- 
vió, e¡i última instancia, que la escritura pública no es un re- 
rjiiisito esencial en esta clase de contrato*; que tampueu lo es 
su inscripción en el Registro y, finalmente, que no estaba de- 
mostrada la simulación y el fraude alegados por aquel. Kn 
consecuencia, aprueba la consignación hecha por Ronco en su 
calidad de locatario. 

Que. vi mío se desprende, con t¡pjda claridad* de lo ante- 
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rionnctue relacionado, h prórroga <lel contrato fué ajena a esa 
controversia y. siendo asi, la semencia que dirimió ésta, ni se 
refirió ni pudo referirse a aquélla. Lo contrario luí 1 ñera im- 
portado violentar elementales reglas de hermenéutica. 

QttCj debiendo fundarse la exce]>c¡ón de cusa juzgada, on 
la identidad de cosa, de causa y de persona, tenemos cjue. en 
el caso de amos, faltaría el secundo de estos requisitos, pues- 
to que es ilógico pretender que las consecuencia:- de la reso- 
lución ames dicha, se extiendan a puntos '|ue no han sido dis- 
cutidos. La validez declarada de ese contrato, se refiere a ]o 
que podría Humarse su factura y a lo que constituía un derecho 
en ejercicio, un derecho actual. La prórroga no estaba en te- 
la de juicio, er.i sólo un derecho en expectativa, ríe la que el 
locatario podía o no hacer uso, llegada que fuera su opor- 
tunidad. 

Que. por otra fiarte, nada se Opone a q«c reconocida la 
eficacia de un acto jurídico, en general, se declare la invali- 
dez de una de sus partes, del mismo modo que la nulidad ¡>ar- 
cial ¿de una disposición, no perjudica his otras disposiciones 
válidas, cuando son separables íart. lo.w t\ 

Que, esto sentado, corresponde analizar los efectos de la 
cláusula cuarta de dicho contrato, trente a las disposiciones 
legales vigentes. 

El Código Civil, dice el doctor Machado, separándose de 
la común doctrina, ha limitado la libertad de los propieta- 
rios, creyendo beneficiar a íin pueblo joven riñe necesita de la 
movilidad de la propiedad y por eso ha dicho que el contra- 
to de locación no puede hacerse por mayor tiempo que el de 
diez años, dando a esta disposición el carácter de las leyes de 
orden público, al agregar que. el que se hiciera por mayor 
tiempo, quedará concluido a ios diez años lart. (5051. Kn 
electo: "un arrendamiento, dice el mismo codificador, en la 
hola ¡lucrativa de este artículo, hace siempre que la en isa no 
se mejore y cuando fuese de treinta, cuarenta o noventa anos. 
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seria sumamente embarazoso para la enajenación de la misma 
y |>ara su división entre los diversos comuneros que por su- 
cesión viniesen a ser propietarios de ella. Tanto, pues, por una 
razón de economía social, como por no imi>eclir la transíe- 
rencia « enajenación de las cosa», o por no embarazar la di- 
visión en las herencias, hemos juzgado que no debían permi- 
tirse los arrendamientos que pasen de diez años". 

Kn el caso ocurrente, el arrendamiento es por diez años, 
con facultad para el locatario de prorrogarlo por otros diez. 
Según esto, la voluntad del locador queda ligada al contrato, 
por el término de veinte años ísi asi íu dispone aquél), y res- 
tringida jior igual término su libertad de acción, lo tpic im- 
porta decir que el contrato precitado, ofrece todos los incon- 
venientes de orden social y económico que han influido en el 
espíritu del legislador, para limitar a diez ;n"íos el "máximum" 
de tiempo de la locación. No hay duda, entonces, que la cláu- 
sula de referencia contraria abiertamente el propósito de la ley. 

La parte de Ronco sostiene que la cláusula mencionada 
se ajusta a condiciones muy distintas del arrendamiento" pri- 
mitivo, desde que varia en caso de opción, el valor de la loca- 
ción; pero, es evidente que con ello no se salvan los obstácu- 
los mencionados. A los fines de la ley, poco interés tienen las 
modificaciones de cualquier índole que puedan producirse | 
medida que el contrato se prolonga. |H»rquc lo que se quie- 
re evitar, precisamente, es su dilación indefinida en el tiem- 
|k>. La ley persigue un ideal de transformación y progreso 
material que no se obtiene con con venciones que obstaculizan 
las transacciones inmobiliarias : desea también de|*vjar las di- 
ficultades en la división de las herencias y a ello se Oponen 
los contratos de extraordinaria duración. Por consiguiente, 
que el precio de la locación se modifique que varíen las con- 
diciones generales de la convención, no basta para justificar 
una prórroga que exceda el limite legal, porque lo que aquí se 
ha tenido en cuenta, son motivos de otro orden que contení- 
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plan particular mente el progreso general y el interés social. 
<jue podrían resultar menoscabados con las traba* (pie, para la 
movilidad de la propiedad, trac aparejado un contrato de 
arrendamiento superior al término de diez años. 

Se infiere de lo expuesto que, si la facultad acordada a 
Ronco, para prorrogar el contrato y <pic pretende ejercitar, 
desde luego, se oixme a la disposición del art. 1505 del C. Ci- 
val. carece de valor, en primer lugar, por (pie las convencio- 
nes particulares no pueden dejar sin efecto las leyes en cuya 
observancia esté interesado el orden público, después porque 
los actos prohibidos i*>r la ley son de ningún valor, son nu- 
los. V tratándose de una nulidad manifiesta, como ocurre en 
el caso de autos, por ir contra el texto expreso de aquella, debe 
ser declarada aún sin petición de parte íarts. 1218 y 1048 del 
C. C. C. de Ap. en lo Civil de la Cap., t. 54. W> "Caceta 
del Foro", Xbre. 1922, pág. 118,1. 

(jue la misma parte demandada sostiene, finalmente, que 
una interpretación como la que se ha dado al art. 1505 del 
C. Civil, sería contraria a las garantías consagradas por los 
arts. 17 y 20 de la Constitución Nacional, según los cuales la 
propiedad es inviolable, no pudiendo ningún habitante de la 
Nación ser privado de ella, sinó en virtud de sentencia funda- 
da en ley, extendiéndose este beneficio a los extranjeros que 
gn/aii en el país de todos los derechos civiles del ciudadano. 

I'ara dar a estas disposiciones sti verdadero alcance y sig- 
nificado, con referencia al caso ocurrente, es necesario re- 
lacionarlas con la contenida en el art. 14 de la misma Cons- 
litución, la que a su vez establece que, los habitante* de la 
Nación, gozan del derecho de usar y disponer de su propiedad, 
conforme a las leyes que reglamentan su ejercicio. Ia Na- 
ción, dice Zacearte, tiene el derecho de reglamentar las con- 
diciones y las cargas de la propiedad privada. Kl ser colec- 
tivo que se llama Estado, tiene, respecto de los bienes que es- 
tán en el territorio, un poder, un derecho superior de legis- 
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laeión. tle jurisdicción y dé contribución que, aplica' lo a los 
inmuebles no es otra cosa que una paite de la soberanía te- 
rritoria] interior. A este derecho del Kstado. que ii" t-'s un 
verdadero derecho de propiedad y dominio, corresponde id 
deber dé tus propietarios de someter sus derechos a la* res^ 
triecioiies necesarias al interés general (nota al art. 2507. ('>'■- 
liij^i Civil * . 

Ahora bien: el an. -503 de] C. Civil, $c limita a fijar 
ciertas normas basadas en las razones de orden público y 
conveniencia general míe quedan expuestas, para él usé de 
aquella facultad. >iu falsearla tii menoscabarla én *n esenciá; 
1*1 propietario conserva i.u toramente su libi-nad de acción; 
puede arrendar, cm-i lo estime convénifitrte, las cosas de su 
pertenencia y renovar l* »> emiratos tantas veces como tenga 
inien-i en hacerlo. 1**1 precepto legal, como se ha dicho, s 1I0 
indica, en determinad"- casos, la manera de ejercitar ese de- 
recho \ en c-" cunaste propiamente la facultad de reglamen- 
tación que la misma Constitución autoriza. 

Por las con siderai* ¡ui ie* legales que preceden, tratadas con 
mayo* detenimiento y amplitud en el informe de fs, toj. fa- 
llo: declarando míe la cláusula cuarta del contrato (le arren- 
damiento de la Colonia Uncoln, celebrado entre dm"ia pon- 
suelo Orfíz de A raya y don José feoiíto, el 1 -' dé enero de 
Mi 14, a que se ha hecho referencia, es nula y carece, en con- 
secuencia, de toda eficacia jurídica, por 1" que d<»n Mamrd 
Cornú, sucesor de aquél! a. 110 está obligado a re >| tetarla -.i COU 
eos' as . 

Jt> jti,i'fr<> W&ywtÚ. 
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SENTKNXÍA Í>K LA CÁMARA HU'ICKAL 



Córdoba, Junio 8 de ls*H 



Y VÍStOS: 

li! recurso de apelat ión interpuesto ]>"r la parte deman- 
dada contra la sentencia de fecha i>; de diciembre ultimo, co- 
rriente de fs. U4 :i f>. ijtj, f tifiada j>or id -etior Juez Federal 
fie Bel] Vi lie en el juicio wjbre nulidad di* una clausula de un 
contrato de arrendaminuo seguido por don Manuel Cornil 
contri don José H*mo; en la que ha resuelto: "declarar fjtie la 
" el áusutá mana de] contrato dé arrendamiento de la GoÍíh 
" niri Eíjjncoln, celebrado entre dom Consuelo Ortíz de Ara- 
" ya y don José Ronco el 1 _' de enero de ¡914, a tjUe -e lia lie- 
" cito referencia, e* nula y carece, en consecuencia, (!(! toda 
" eficacia jurídica, por lo t-ue don Manuel Cornú, sucesor de 
" ae|uél!a, im e*lá obligado a re-petarla, coU costas**, 

Por luí sólid"* (linda multo», de la "*u! j -n ia a;i<-':j'la. 
la confirma, con costas, — . A, 6". /*«.*.ír. Xniu'xio (¡»nsá- 
!cz. — ütcodúra R. ¡'n-rm. 



UCTAMF.N OKI. SKÑOK 1'ROCLRMÍOR olCXERAL 

Rumoi Airen, Sepliembff 4 de fíO* 

Suprema Corte: 

J)on Manuel (■'. Cornú enlabió demanda ame el Juzgado 
Federal tíe Béll Ville centra don José Ronco, por nulidad de 3a 
cláusula 4." del contrato de arrendamiento transcripto en la 
escritura de í$. 12, por considerar míe ella era contraria a la 
di-|Ki.HÍcióii del art. 1505 del Código Civil fjue establece para 
lo> contratos de arrendamiento el término de diez años como 
''riiaximum M , 
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KJ demandado, al contestar por intermedio de apoderado 
el traslado que se le confirió (fs. 40), dejó constancia de que 
de aceptarse Ja interpretación que daba el demandante al ci- 
tado art. 1505, importaría una violación de los derechos y ga- 
rantías -j«e acuerda la Constitución a los habitantes del país, 
ciudadanos y extranjeros, en sus artículos 17 y 20, preparan- 
do ásí; esta tercera instancia que acuerda el art. 14, inc. j." de 
la ley .V' 48 y art. (V de ta ley N." 4055. 

La limitación que contiene dicha disposición no viilnerr 
ninguno de los derechos y garantías que consagran tas cláu- 
sulas constitucionales invocadas el apelante, ni tampoco 
la que contiene el art. 14. que garantiza el derecho de usar y 
disponer de la propiedad conforme a las leyes que reglamen- 
ten su ejercicio, y que se relaciona con aquellas. 

I.as cuestiones debatidas en el pleito están regidas por el 
derecho común y fueron suscitadas enn motivo de la opción 
hecha por el apelante a la prórroga del o intrato por <lie?jí año-! 
más iNinm lo establece la cláusula 4." del mismo, lo que esca- 
pa a ía revisión del poder federal, quedando solo a la consi- 
deración (te V. K. lo referente a la inconstilucionalidad ale- 
gada \*>r halier sido adversa la resriltieión recurrido al derecho 
que el recurrente fundo en las cláusulas constitucionales ci- 
tadas. 

La restricción de referencia no impide el ejercicio de la 
libertad fie acción que tienen Tos ciudadanos y extranjeros pi- 
ra contratar y pror rogar los contratos conforme al precepto 
legal aplicable en cada caso, porque no existen derechos abso- 
lutos v la reglamentación de éstos incumlie al Congreso de 
acuerdo c<*n el art. h~. inciso 28 de ta Constitución. i»or exi- 
girte, asi el interés genera! de la sociedad. 

Dentro de este concepto, claro está que todos los dere- 
cho:- individuales reconocidos y consagrados por ta Consti- 
tución Nacional están sujetos a las limitaciones o modifica- 
ciones t/iie los derechos de la sociedad imponen, es decir, a 
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un poder (le reglamentación con fines tle conveniencia social 
y seguridad común, como que el bienestar y prosperidad ge- 
neral es precisamente vino fie los primordiales objetivos de to- 
do estatuto constitucional y particularmente de! nuestro, se- 
gún reza con toda claridad su propio preámbulo, y ello justi- 
fica que la disposición legal impugnada contenga la restricción 
de no permitir el arrendamiento por más de diez años: \u que 
no impide tan 1 poco, que al fenecer este plazo. las partes inte- 
resadas puedan renovar el contrato por un nuevo acto de vo- 
luntad. 

"Si se examinan en detalle cada una de las garantías indi- 
" viduales — observa e] doctor Montes de Oca en su "Dere- 
" ello Constitucional"' — se ve que ninguna de ellas puede ser 
" ni es ejercitada en absoluto; que todas deben tener sus li- 
" n litaciones, y que las leyes reglamentarias que el Congre- 
" so "dicte deben forzosamente restringirlas, para evitar los 
" males que de Otro modo se producirían en el seno de la so- 
" eiedad". "En suma, agrega él mismo autor, la reglamenta- 
*' ción que se puede hacer a los derechos que la Constitución 
" otorga no importan su negación: lejos de ello importan su 
" reconocimiento armonizándolos con las exigencias de la 
" sociedad". 

En este sentido, considero (pie ha sido bien interpretada 
la disposíGiori impugnada en la sentencia de fs. 124, confir- 
mada por la Exenta. Cámara Federal de Córdoba a ís. t;o f 
qué declara nula la cláusula 4-* M contrato, por carecer de to- 
da eficacia jurídica: y que. por lo- tanto, la restricción del art. 
1505 fiel Código Civil no es vi-datoria de los principios y de- 
rechos (pie consagran los artículos de la Constitución, invo- 
cados por la parte apelante. 

Por estas consideraciones y la doctrina sustentada en el 
fallo que se registra en el tomo 136, pág. 179, soy de opinión 
que corresponde que V. E. se sirva asi declararlo, confir- 
mando, en consecuencia» la sentencia arlada en la parte (pie 
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ha podido ser materia fiel recurso interpuesto y concedido ;i 
fojas 173. 

Horacio R. barreta. 



FALLO DJí U.\ CORTK SUPREMA 

Bueno* Aire*, Octubre 17 de IttM 
Y Yistos: Considerando: 

Que íite^.-ula ía nulidad tte 1;i cláusula de un contrato fie 
arrendamiento que fijaba en diez años, con opción a otros diez, 
el tiempo de su duración, la parte demandada adujo como de- 
fensa para el supuesto de que tal mili fiad fuera ad mi tifia, la 
ineonsliruemnalidHd fiel articulo 1505 del Código Civil en ra- 
zón de ser repugnante a los derechos y garantías consagrados 
|>or los artículos t~ y _'o de la Constitución. Y como quiera que 
la stüieiói; final recaída en éi pleito ha sido adversa al derecho 
que el apelante fundó en las mencionadas cláusulas constitu- 
cionales, la procedencia del recurso extraordinario es manifi- 
esta en el ea>o. conforme a lo dispuesto |>or los artictilos 100 
y toi -le ta Constitución y 14. inciso 3-Me la ley número 48. 

Qite el articulo 1505 del Código Civil cuya validez se im- 
pugna prescriln* que el contrato de locación no puede hacerse 
por mayor tiempo que el fie diez años y el que excediera de ese 
término quedará concluido a los diez años. La prohibición re- 
conoce como fundamento un motivo fie carácter económico y 
se vincula intimamente a la organización fiel régimen inmobi- 
liario que reclama para su mayor eficacia social la supresión 
di' toda naba que impida la lihre circulación de las. cosas a 
que la propiedad se aplica "Tanto por una razón de economía 
social (dice el doctor Volez en la nota a ese articulo I., como 
por no im|>edir la transferencia o enajenación de las cosas o 
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por no embarazar la división de í a * herencias, hemos jugado 
que no dehian (.emolirse arrendamientos que pasen de ¿He* 
años". 

gue la única cüestión a resolver, va que el articula 20 de 
la Constitución invocado por el allante se limita n exten- 
der a los extranjeras los derechos v garantías individuales re- 
eúnjQticlos a los nacionales, es la de saber si la restricción de 
ítempo establecida por el citado articulo 1505 cometa rea!- 
mente una | Jvación de propiedad sin sentencia v sin indem- 
nización a despecho de Jo prevenido jxjr el articulo 17. 

§«e la Constitución al incor|wrar el derecho de propie- 
dad a sus preceptos lo ha colocado en cuanto a su existencia 
misma IM >r encima de las leyes, y ha quitado, consiguientemen- 
te, al Congreso la posibilidad de suprimirlo, pero de que esto 
último sea legalmente imposible no puede inferirse sin caer en 
el error, que aquel al poner en ejercicio el poder que le con- 
riere el inciso 1 1 del articulo 67 de la Constitución de dictar 
el Código Civil concordante con el artículo 14. no se encuen- 
tra investido de la facultad de sancionar y establecer todas 
aquellas disposiciones razonables y convenientes no repugnan- 
tes a la Constitución y que concurran a asegurar el bienestar 
^ nial y económico de la República y de sus habitantes. 

Que el derecho de propiedad, como todos los demás de- 
rechos convencionales y sociales no es en manera alguna ab- 
>o1uto. Y es asi que el Juez Chade, citado por Willonghby, 
página t$$i t ha podido decir con entera razón -que es un 
principio indiscutible, nacido de la naturaleza misma del buen 
orden civil de la sociedad, que todo propietario jur absoluto v 
.10 calificado que sea su titulo. Jo tiene con la condición implí- 
cita de que su mo no pueda ser perjudicado, ni al derecho 
igual de los demás ni a los de la comunidad". 

Que, la Constitución inspirada en estos principios a la 
vea que asegura en el articulo 14 a todos los habitantes de la 
Nación et derecho de usar y gozar de su propiedad, ha cuida- 
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do al propio, tiempo de dejar establecido en forma también ca- 
tegóíica que dio ha de ser conforme a tai leyes que reglamen- 
ten su ejercicio. 

Qtie este poder de reglamentación dentro del cual tienen 
fácil cabida tudas aquellas restricciones y disposiciones i in- 
hiestas por los intereses genera les y permanentes de ta colec- 
tividad y que no reconoce oirá valla que ta del articulo 28 de 
l;i Constitución, es por su naturaleza independiente y distinto 
de! poder atribuido al Estado tic tornar la propiedad privada 
litando razones de utilidad pública !<» exigen y al cual se re- 
fiere el ártícu'o 17 invocado en su favor por el apelante. En 
v'iuil del primero el Congreso regl:i y organiza el. derecho de 
propiedad individual reconocido por la Constitución; el segun- 
do declara inviolable la propiedad así legislada y organizada 
por obra de atmel jíoder. 

Ks evidente entonces que no pPSilíle invocar, como lo 
ha hecho el apelante, la garantía de la inviolabilidad de la 
propiedad consagrada por el artículo 17 de la Constitución, 
pues, d precepto del Código Civil cuya invalidez se arguye es 
la consecuencia del ejercicio por parte del Congreso del poder 
que al efecto le confiere expresamente el artículo 14 de la mis- 
ma Constitución. 

One la disposición contenida en e! articulo 1505 del Có- 
digo Civil no ha vulnerado el derecho del propietario de usar 
y gozar de su inmueble ni le cercena la facultad de contratar, 
respecto de el. Prohibe 'puramente convenir arrendamientos 
pur un tiempo mayor de diez años i>cro no impide que al ven- 
cimiento de dicho plazo se realice un nuevo contrato en virtud 
del cual el uso y goce de la cosa se enajena al mismo arrenda- 
tario o a otro. La limitación existe solo respeto de ta posibi- 
lidad ríe fijar un término mayor de diez años en el momento 
de concertarse la convención o durante su vigencia pero sin 
¡dterar o suprimir el derecho de usar y gozar que correspon- 
de al propietario. V en esas condiciones el precepto del arlíeu- 
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'«1505 del múm Civil constituye ima mVmé&n 
<lel poder ele reglamentación conferido al Congreso. 

Por ello, de cnnforoiiilad con lo aconsejado v pedido por 
e, señor Procurador General y los fundamento* íte la semen- 
ca apelada;, se confirma esta, en la parte une ha podido >er 
materia del recurso. Xotificjuese y devuélvanse, debiendo re- 
ptmerse el papel en el Juzgado de origen. 



A, Bermejo — J. Figle roa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 

— ROÍIERTO RErETTO. 
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pfacuhi. 

Sumario t Xo corresjionde la expropiación de terrenos que no 
se hallan afectados por las obras cu va ejecución tuvo en 
vista la respectiva ley. (En el caso, la 9t2 6. que declaró 
de utilidad pública la expropiación de ios terrenos nece- 
sarios para la rectificación y canalización del Riachuelo 
desde Puente Alsina al de la Xoaria). 

Case, ho explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

Y Vistos ■ ñUtn " ,uni * 11 de " t!3 

m próvidas por el Fisco Nacional contra .Manuel Alon- 
so Giraldez. sobre expropiación. 



(*4 
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Y Considerando: 

l>* Que el señor Procurador Fisca] se presenta de fs. i a 
fi deduciendo juicio de expropiación éoñtfá Giráldez sobre un 
terreno de propiedad de éste y que se dice está Comprendido 
pot Jas leyes y 

Corre de ís. 33 a 39 el acta de la audiencia celebrada an- 
te el suscripto de la cual se desprende la formal oposición de 
Ciraldez a une se le prive de su propiedad, y de fs. 42 a 44 
afirma su conducta, manifestando que su terreno no se en- 
cuentra comprendido dentro de las prescripciones de !a ley 
0120. toda vez que se halla ubicado fuera de los limites mar- 
cados por el art. 1." de dicha ley. 

,»." Que atento lo eNpuesto procede haeer notar que tanto 
el perito de: (ftioag ingeniero Alvares, como el de Oiraldez. tn- 
gehierp Edo y el tercero designado |H.r el suscripto, ingeniero 
Figueredo — fs. 40 a 63 — están contestes en afirmar que la 
propiedad de C.haldcz no se encuentra ubicada entre Pneme 
Afsina i Tuente de la Üorla;, 

3.» Que a mérito de lo que antecede, el caso préseme no 
está contemplado por el art. 17 de la Constitución, ni por los 
arts. 2: y 3." de la ley iSuj. ni por e! art. I." de la lev 0J26. 

Tanto el Juzgado, como la Cámara Federal de la Capital 
y la Suprema Corte han intervenido en juicio de expropiación 
de inmuebles destinados a obras de rectificación y canaliza- 
ción del Riachuelo, fuera de los puentes Alsina y de la Noria. 
IVro, es el caso de poner de relieve, que en aquellos juicios 
las partes expropiantes y expropiadas estaban de acuerdo en 
las expropiaciones y aceptaban a su respecto la vigencia de la 
ley y 126. 

Étn este asunto el expropiado hace cuestión al respecto y 
forzoso es reconocer qué le asiste razón y derecho para man- 
tener su actitud. 
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Por las consideraciones que preceden, fallo; rechazando, 
con costas, la demanda de expropiación instaurada i»r el Fis- 
co Nacional contra Manuel Alonso Ciralrfa sobre el inmueble 
a que se refiere las actuaciones de rojas i a 5 dé estos autos. 
Notifique*: y opnrmnamente archívese. 

Saúl AL Escobar. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACION!» 

Y Vistos ■ Bu '" 0i F<b,e ™ s " de ,K< 

Por sus fundamentos se confir.na, con costas, la senten- 
cia de fojas 93, que rechaza la demanda de expropiación de- 
ducida ,« ir el Fisco Nacional contra Manuef Alonso r.iraldez. 
ItevaHrae. - 7*. Arias, - Malino lisiada. _ R. g¿ 
Nácar Amlmn-tta. 
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Buiiwt Alrtt, Octubre SO dt ivn 

Vistos y Considerando; 

gtte éstos procedimientos d c expropiación han sido ini- 
ciados a nimio de la declaración de utilidad pública conteni- 
da en el articulo ¿r de la lev número 91 jfi. 

Une dicha declaración se refiere a los terrenos necesarios 
para la ejecución de los trabajos mencionados en el artículo 
1." de la mencionada ley. o sean los de "rectificación y cana- 
lización del Riachuelo desde Puente Alsina al de la Noria. 
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como las demás obras que fuesen necesarias i encientes a fa- 
cilitar el derogue inmediato tic las ¡¡oblaciones inundadas". 

(Jue la propiedad del demandado, cuya expropiación cons- 
tituye la materia fie estos procedimientos, si bien está situa- 
da en las inmediaciones del Riachuelo, no puede sin embargo 
considerársela afectada por las obras autorizadas por la ley 
■ lijo desdti que no se encuentra dentro de la sección limitada 
por los puentes Alsina y de la Noria. El plano de fojas ¿ y 
las informes periciales de fojas 46 y fojas 6l, demuestran en 
fnr.ua COriclÚyénte que el inmueble de que se trata se encuen- 
tra comprendido en otra sección distinta de dicho río, que di>- 
ta del Puente Alsina cuatro mil seiscientos metros agua* abajo 
v del Tuente de la Nuria diez mil setecientos metros en igual 
sentido . 

(Jue tampoco puede considerarse comprendida la expro- 
piación de la propiedad del demandado, ni en general la fcée- 
lificacióu y canalización del Riachuelo entre los puentes Al- 
sin-» y l'ueyrredón. en "las demás obras tendientes a facilitar 
e! desagüe de las poblaciones inundadas". | jorque tanto del con- 
texto de la lev ()12Ík CQntO de la exposición del señor .Ministro 
de Obras Públicas al discutirse el respectivo proyecto en la 
Cámara de Diputados, se desprende míe dichas obras eran las 
accesorias v complementarias de ia canalización autorizada, la 
cual debía por el momento c i reinscribirse a la parte del Ria- 
chuelo delimitada por los puentes Alsina y de la Noria. 

One, por lo demás, para esas obras complementarias in- 
determinadas se asignaban solamente trescientos mil pesos del 
millón y medio volado para la ejecución total de la ley. eir- 
eunstaneia que contribuye también a demostrar que no podia 
entrar en las previsiones del legislador la canalización y rec- 
tificación desde Pítente Alsina hasta Puente l'ueyrredón. cu- 
yo costo debía ser varia* veces superior a las sumas afectadas 
a la ley <>t¿u dada la mayor altura del cause y el valor de las 
tierra* qué sería necesario expropiar. Kn presencia del lex- 
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K. general fie dicha ley y ele la del ¡Iteración pa ría rnent aria de 
que fin* objeto, resulta evidente, t|iie esa nueva sección del 
Riachuelo (de Puente Alsina a Puente Pueyrrednn ) r|iiet1a> 
lia reservada para los estudios definitivos de canalización y 
rectificación que de acuerdo con el artículo & debían ser pre- 
sentados por el Poder Ejecutivo en lns sesiones del siguiente 
período legislativo, a fin de servir de lta.se a una legislación 
completa sobre la materia. 

ÍJue las consideraciones dé carácter científico qüe expo- 
nen algunos de los peritos acerca de la necesidad fie la cana- 
lización y rectificación de Ja |«irte comprendida entre los 
Puentes Pueyr redolí y Alsina ¡ara podier Tenar cumplidamen- 
te los propósitos de la ley 9126; es decir, para evitar totalmente 
las iiuindaeiones de las tierras contiguas al curso del Ria- 
chuelo, pqdrfan determinar al Poder Legislativo a sancionar 
opon unamente las leyt-s conducentes a la ejecución fie tales 
obra* eonui un complemento indispensable fie las ordenadas 
en la ley qfJtí se examina, peri» no pueden con sitiera rse aten- 
dibles para atribuir a la misma una inteligencia distinta de la 
qUe inspiró su sanción, la fpie. cerno se ha visto, se propuso 
su lamente la ejecución de una parte fie lns trabajos de cana- 
lización y rectificación. 

Uue lo precedentemente expuesto es tanto más de tener- 
se en cuenta en la esjwcie sub Utc. cuanto que se trata fie ex- 
propiaciones, es decir de una materia de estricta interpreta- 
ción, conm (|niera (pie constituya una excepción a la in viola - 
bilidad de la propiedad reconocida Como norma genera! de la 
Constitución. 

(Jue, finalmente, la interpretación míe el expropiante pre- 
tende dar a la ley tji2h es inconciliable con la regla estableci- 
da en el articulo 3,* de la ley 180,, según la cual deben deter- 
minarse específicamente los bienes objeto fie la expropiación 
haciéndose referencia a planos descriptivos, e informes pro- 
fesionales, etc. etc. 
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IW ello v fundamentos concordante* de fojas 93 y fo- 
jns 110 se confirma con costas la sentencia arlada. Xuiiíi- 
quese y devuélvanse. 

A. Bermejo. — J. Ficüeroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 



Municipalidad tic íhdores contr$ don Jacnbo J. l'arravichd. 
por cobro de pesos, prm'enientes tlft cobro de impuesto. 
Contienda de competencia. 

Sumario : Ko hay í^DbsiciOíl legal alguna que SÚ^tiajga 4 ei 
conocin vierto del juez de la sucesión, los créditos jtor im- 
puestos fiscales. por lo que, corresponde a dicho juez et 
wmDciíriiéhfó de un juicio por cobro de pesos proveniente-: 
de impuestos. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes; 

DICTAMEN DEL SKÑOR rROCÜKADoR GENERAL 

■«enot Aires, Marzo 34 de ¡ 

Suprema Corte: 

Se ha trabado cuestión de competencia entre el Juez (te 
i.' Instancia en Ib Civil de la Capital de la Nación y el de igual 
clase del Departamento del Snd. Provincia de Unenos Aires, 
para conocer en el juicio «pie |>or cobro de i^sos, provenientes 
de iiiipue*in> líbales adeudados, inició ante este último ni<- 
gisírado ta Municipalidad fie Dolores contra la sucesión de don 
Jacobo J. Parravicini. 



Dí JUSTICIA DE LA NACIÓN 89 

Dicha sucesión se tramita ante el Juei fie la Capital de 
la X ación, por tu que este reclama el conocimiento de la cau- 
sa, atente, el carácter universa] que tiene el juicio de suee- 
W que- atrae asi n«las las demandas |«rsortáÍeS iniciadas 
centra el difunto. 

Aplicando al caso siih jmt'u c la duarina de esta Corte Su- 
preína de que informa la causa registrada en el lomo r*§, pá- 
gina ¿XX de la colección <Je fallos del tfÍDiina), corresponde di- 
rimir esta contienda en favor de la coiiipeféncía .Id lite? de 
la sucesión. 

V. E. en fa cansí referida dispuso mentó lo dictaminado 
por e! Sr. Procurador General, remitir al juez de la sucesión 
■de don Pedro Gicala la ejecución que por cobro de impues- 
tas de salubridad inició contra dicha sucesión ante el Juez Fe- 
dera;, la Dirección de Obras Sanitarias Xaeionales "en razón 
de que el Juicio universal de sucesión atrae asi todas las cau- 
sas por acciones ^rsonales el difunto; con arreglo a lo .Tts- 
puesto por el articulo ¿2X4. inciso ir del Código Civil". 

La misma doctrina ha sido adoptada por V. K. m res- 
pecto a la acumulación, a fos juicios universales de quiebra de 
acciones «le .pial naturales que la presente ( 123, faKo, 256), 
Atento esto* antece<lentes .orresponde que V. E. declare 
la eminencia del Juez de esta Capital para conocer en la eau- 
sa que motiva la presente enmienda. 



Horacio H¿ larrela. 
fauu» ue la cqrtjí su pac va 

A . ... Bbhim Aire», Octubre 22 de ívu 

Autos y Vistos: 

Los de contienda de conii>etencia entre un Juez de 1/ 
Instancia en lo Civil ríe esta Capital y .otro de igual clase del 
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Departamento Sud, Provincia de Buenos Aire?, para conocer 
eri d jttiCío que 0QT cobro *le pesos proveniente de impuestos 
leales inició ante este último magistrado la M un i l- i] tal ida i 
de Dolores contra la sucesión de don Jacobn J. Parravicinu 

V Considerando: 

Qüé las constancias de autos acreditan, cOluó (Hieda rela- 
cionado que an|e los tribunales en contienda tramitan, en el 
de esta Capital el juicio sucesorio de referencia, y en el de 
Dolores, el ejecutivo promovido contra dicha sucesión, fun- 
dando el primero su competencia relativa a este último en la 
universalidad del sucesorio, y el segundo, en los caracteres del 
impuesto y (le la acción con que se persigue el cobro. 

(¿iie estos antecedentes bastan para establecer la proce- 
dencia en el caso de la jurisdicción del Juez de esta Capital, 
no sólo por la naturaleza de la acción intentada y íiorque ii" 
hay disposición legal alguna que sustraiga del conocimiento 
del juez de la sucesión los créditos |Jor impuestos fiscales (Ar- 
gumento del fallo, tomo 123. pagina 256), sino también por- 
que como es de ley y de reiterada jurisprudencia, el juicio 
universal de sucesión ai rae :i sí a todas las causas, jwr accio- 
nes personales de los acreedores deducidas antes de la división 
de la herencia, con arreglo a lo eme dispone el artículo ,12X4. 
inci>o 4." de! Código Civil. (Palios tomo 44. página i"K>: to- 
mo 114. página ; tomo 124» página 388. entre otros K 

Que por ln demás, carecen de aplicación al sub judie? los 
casos de jurisprudencia que se invocan por e" representante de 
la Municipalidad de Dolores (Fallos tomo 114. página 2S2 ; 
toro 12S. página 1241. pues en dichos fallos se trata de la 
Competencia de los tribunales de provincia en contraposición 
con los del fuero federal para entender en los juicios por co- 
bro de impuestos locales, faltando además en ellos la circuns- 
tancia que carnet erixa al de autos, esto es. el juicio universal 
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de sucesión que es el que determina la tómpeténcía pot ex- 
presa disposición legal, en las condiciones del xtib lite. 

En su mérito, y de cuerdo con el dictamen del señor Pro- 
curador General, ge declara que el Juez competente para co- 
nocer en cí juicio ejecutivo pur cobro de los impuestos loca- 
Ies pe que se trata es el de la sucesión, esto es. el juez en lo Ci- 
vil de esta Capital, a quien se le remitirán estos obrados, avi- 
sándose al de Dolores e„ la forma de estilo. kep t W:>se el 
papel. 

A. Bermejo — J. Fiolkroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— íiOtlERTO Repetto. 



Sociedad Anónima wmmj^ contra dan Bernardo Arriual, 
por cabro de fifsos. Contienda de competencia. 

Sumaria: Cuando se ejercitan accione* personales y no se ha 
convenido lugar para el cumplimiento de la obligación, el 
juez competente para conocer en el juicio es, a decisión 
del actor, el del domicilio del demandado o el del lugar del 
contrato, con tal de que e! demandado se halle en él aun- 
que sea accidentalmente. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

dictamen dfx señor procurador general 

c _ Btiinoi Afr«, Octubre II de Iism 

Suprema Corte: 

U Sociedad Anónima "IX-llazzopa" demandó a don Ber- 
nardo Arrigol por cohro de pesos provenientes según dijo de 
mercaderías rjue habían sido vendidas a este último. 
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Dedujo la acción ante el Juzgado de Pa?. de ta sección 21 
de la Capital de la Nación y pidió que se notificara la demanda 
a Arrigol en SU domicilio de Ouleguaycliú ( Kntre Riosi. 

Ésté típjm ante el Juez de Paz de dínlia localidad la ex- 
ección de incompetencia de jurisdicción por vía inhibitoria, 
la rpie aceptada por el juzgado, por entender que la demanda 
deducida importaba el ejercicio de una acción personal, eje- 
cutable en m jurisdicción, motivó el pedido de inhibición (pu- 
lía ski» desestimado por el Juez de la Capital planteándose 
asi el conflicto de eom|«etcncia que viene a resolución de esta 
Corte Suprema. 

Es indudable (pie se trate en cite caso del ejercicio de 
una acción per-onal: asi lo establecen los jueces en contienda 
los que también d<-n coiun reconocido e! domicilio del deman- 
dado dentro de la jurisdicción del Juez de C.ualeguayehú. 

La demanda, pues, debió iniciarse en dicha jurisdicción 
siempre (pie no se justificase (pie los contratantes habían con- 
venido un lugar distinto para el cumplimiento de la obligación 
<j que este resuifáse de la naturaleza misma del contrato, 
í Código Civil, arts. 100, 1212 y 12Í3 y Código de Procedi- 
miento* en lo Civil, art. 4». 

Xo encuentro justificada* tales circunstancias. Kl formu- 
lario de fojas 7 en el que el actor funda SU derecho, no emana 
del demandado y no puede por ello obligarlo. Ks la copia tic 
una factura presentada por e! actor que 110 lleva la firma o 
conformidad riel demandado. No se ha presentado» ni se dice 
que exista, una factura original conformada |>or Arrigol. 

I**ste. por otra parte, ha desconocido la deuda que se le 
atribuye lo que hace imposible determinar la naturaleza de la 
obligación a los fines de fijar la jurisdicción competente ]«ara 
su juzgamiento, i Arts. 1411 y 14^4 del Colige* Civil h 

Por ello soy de opinión que, dirimiendo V, K, la contienda 
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trabada, debe declarar que ta presente acción ha debido enta- 
blarse ante el Juez del domicilio actual del demandado, es de- 
cir, el de C.ualeguaychú. 

Horacio /?. Larrela. 



VM.Jai HK U\ CÓttTfi SL'l'kliM A 

Ij 

Bueno» Alret, Octubre ti d« Wí4 

Autos y Vistos: 

■ 

Los de contienda de coni|tetencia entre un Juez de Paz 
de esta Capital y otro de igual clase de Gualeguaychii. Pro- 
vincia de Entre Rios. para conocer del juicio promovido ante 
él primero por la Sociedad AnóniiPa "Dellazoppa" contra don 
ííemanlo Arrigol. sobre cobro de peso». 

i 

Y Considerando: 

(Jue según to coni prueban las constancias del expediente, 
no se ha controvertido en las incidencias de la contienda, y 
.antes bien aparece expresa conformidad de |>artes, respecto a 
la naturaleza de la acción intentada, ipie es ]>ers»nat. y al do- 
micilio real del demandado, que es i iua'eguychú. Provincia de 
Entre Kios. 

íjne los documentos en ime el actor funda su demanda 
no acredita ipie se haya convenido determinado lugar para el 
cumplimiento de la obligación .la cpie |mr otra parte, no ha 
sido reconocida jKir el demandado, ni t|iie éste se encontrara 
en la Capital cuando la acción se interpuso. 

Qlie en estas condiciones y de acuerdo con lo resuelto 
en casos análogos, es de evidente aplicación al s»fr jttdtcf el 
principio que consagran las leyes de procedimientos, scgiin el 
cual cuando se ejercitan acciones personales y no se ha con- 
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venido lugar para vi cumplimiento de la obligación, él juez 
competente para conocer en el juicio es, a elección del actor, 
t'l fiel domicilio de! demandado n el del lugar del contrato, con 
tal que el demandado se halle en él aunque sea accidentalmen- 
te (Código dé Procedimientos de la Capital, artículo 4.": Fa- 
llos tomo 124. página i<í5. entre otros). 

Por ello y fundamentos concordantes del dictamen del Se- 
ñor Procurador ('.enera!, y de conformidad con los mismos, 
se declara que el juez competente para* conocer en el juicio 
a que esta contienda se refiere, es el de Paí de Gualeguaycriú, 
a quien en consecuencia se le remitirán estas actuaciones, avi- 
sándose al de esta Capital cu la forma de estilo. Repóngase 
el papel. 

V Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón* Méndez. 
— Roberto Rei'etto. 



Compañía Argentina de Cofanhaei. 1 y Tierras contra la Pro- 
tinríjii de Córdoba, sobre ericción y saneamiento. 

Sumario : 1.- La acción nacida de la evicción y la que busca la 
entrega de un inmueble vendido ti la devolución de su pre- 
cio, aunque 1 tasadas en distintos fundamentos legales, a. li- 
bas se proponen obtener el resarcimienUi de perjuicios que 
por la falta total o parcial del goce de la cosa comprada, 
ha sufrido el comprador. 

I.:i demanda se caracteriza por lo que se pide y no 
\x>r el nombre que se da a la acción; por lo que del* bus- 
carse la solución del caso sometido a decisión, en la rea- 
1 i C*ad de l»f> be.dios y el derecho aplicable, no obstante los 
términos dé aquélla. 
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3' Con arreglo .1 lo dispuesto i»r los artículos 2091 y 
-°93 del Cótlrgo Civil y a la reiterada jurisprudencia de 
la Corle Suprema, ¡jara la responsabilidad del vendedor 
por causa o razón de la evicción, es necesario que el ad- 
qu¡ rente haya sido privado del derecho transmitido o baya 
sufrido un turbación de derecho en la propiedad, goce o 
posesión de la cosa, por causa anterior o conteni|>oránea 
a la adquisición y en virtud de sentencia ejecutoriada pro- 
nunciada en el pleito en que se practicase la citación de 
evicción; (Fallos torno 97, página 125; tomo 75, página 
4.V>; tomo 80, uágina 119, entre otros). 

4." La duración de la acción acordada ¡>or la ley a los 
compradores contra los vendedores en caso de falta de 
superficie de los inmuebles enajenados (artículo 1345, Có- 
digo Civil), está regida por el principio general tjue es- 
tablece el artículo 4023 del mismo Código, dado que no 
hay dis|wsición expresa en contrario, y habiendo trans- 
currido más de veinte años sin que se hubiese formulado 
reclamo judicial alguno contra la provincia |x>r la falta de 
superficie de la tierra materia del juicio, b acción perso- 
nal del comprador para pedir la indemnización o entrega 
[K>r tal causa, se halla proscripta. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



FAUO DE LA CORTE SUPREMA 

. * Butnoi Aitet, Octubre 91 de M(24 

\ istos: 

El apoderado de la Compañía Argentina de Colonización 
y Tierras se presenta exjioniendo en lo substancial: 

ÍJuc su representada adquirió de la sociedad Juan Cktde- 
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km y Compañía, con fecha 7 de octubre de i88y y por inite 
el escribano don Javier M un ice de la ciudad de Rosario, se- 
gún iirotoeolizactón hecha en Córdoba en 2(> de agosto de 1K01 
en el registro público a cargo de don Kiniliano Romero Matos 
un campo denominado "l,a l.eoneila" que formaba la mitad 
Esíé de la Stí&ftó 5^, serie A del departamento L'nión, hoy 
Marcos Juárez, de la provincia de Córdoba y pe se componía 
ile cinco mil trescientas nóvenla y ocho hectáreas y mil tres- 
cientos inelro> cuadrados, lindando por el Xorte con tos se- 
ñores Amstroñg y Shaw. o sean las suertes 57 y 58. por el 
fondo al Snd Con Cortés luines o sean las suertes 47 y 48, por 
el Kste con Jos señores Carderón y Kseubar ti sea la suerte 5^ 
y por el Oeste con don lícujamin N;izar. 

Que tal propiedad fué primitivamente adquirida del <io- 
hierno fie Córdoba, por don Macario Torres en 1." de junio de! 
año iKíifi la que después de sucesivas transmisiones que sé in- 
dican líegó a los sentires G&lekéri y Cumpañia enajenantes de 
su representada. 

Une en (JOSesíón del terreno preindicado, su representada 
se presentó ante el Juzgado en lo ©Vi] de 1.* Instancia y 3." 
Nominación de la ciudad de Córdoba, iniciando el correspon- 
diente juicio de mensura, deslinde y anipjoflamtéhto ; opera- 
Clones que, a mérito de ello, fueron realizadas por el agrimeu- 
><>r don Rodolfo Warner, rujien teniendo en consideración 
análogas diligencias practicadas, con anterioridad, indicó una 
superposición de un mil ciento doce hectáreas y metros 
cuadrados, con las suertes situadas al Norte. 57 y 5K. ]»eru sin 
que se produjera oposición ni protesta alguna de parte de ¡os 
respectivos ocu|jantcs, por lo cual y corridos ¡os trámites lega- 
les fué aprobada por el Juez ante el cual se siguiera el juicio. 

Ouc en tal estado |>ermauecieron las cosas hasta que en 
n;i)j. su representada habiendo resuelto disponer del terreno 
comprendido dentro de la superposición encontrada por War- 
ner, exigió que sus ti^ient adores lo desocuparan y se encon- 
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ífó i'uii una inesperada resistencia de parte de Michos ocupan- 
tes, que alegando derechos de propiedad emanados del mis- 
mo causante originario, la provine ¡a de Córdoba, se negaban 
i abandonarlo. 

t>ne detalla las diversas mensuras practicadas sobre esos 
terrenos y los adyacentes, desde el año 1804, para decir que 
en dos de dicha» mensuras se constató la misma superposición 
v otras, que conocidas por el Gobierno las arreglaba e indem- 
nizaba equitativamente. 

•Jue su representada por análogos motivos gestiono admi- 
nistrativamente la indemnización; pero qué tuvo que suspen- 
der su reclamo para demandar de reivindicación a los ocupan- 
tes porque el Fiscal de listado de la provincia, al eN|»edirse en 
mi ilición, opinó que no debía hacerse lugar a lo solicitado 
por la compañía, "porque estando aprobada judicialmente la 
me/tsnra realizada por Warner, a solicitud de mi represen - 
lada, sin protesta ele los colindantes, no podra existir reclama 
a 'gil no por falta de terreno" y "¡>orquc si los octíparítes de la 
superficie superpuesta se negaban a hacer entrega de ella, eran 
otras las acciones que podían surgir, más nunca un recunoei- 
mieiHu administrativo contrario a lo establecí i lo judicial mente". 

Qne entablada demanda contra los ocupantes, don Fran- 
cisco Casinotti |K»r una |«irte y por la otra contra los señores 
Ambroggio, Cafíeratti, líenso y Torres, su acción prosperó 
respecto al primero, no asi contra los segundos, pojf los mo- 
tivos que se detallan. 

Que con tales sentencias volvió a continuar la gestión 
administrativa, reducida a quinientas cincuenta y seis beciá- 
reas, cuatro mil ochocientos treinta y nueve metros, sobre que 
había versado el juicio con "Cafíeratti, Denso, Torres y Am- 
broggio, haciendo además presente que había citado de evic- 
ción al Fisco; pero que todo fué inútil, resolviéndose el ar- 
chivo del expediente entre otros motivos porque liabían aban- 
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donado las tramitaciones desde hasta 1911 en que filé 

resuello lo i|tie estima tiü ser verdad. 

tjne ello explica el motivo por el cual ocurre ante este 
Tribunal para pedir que en virtud de las consideraciones de 
<»rden legal u¡ue detalla, se condene a la provincia de Curdo 
ha, en concepto de saneamiento a abonarle: 1.* el mayor va- 
lor tjtie la cosa eviccionada tenía el dia de la evicción y en el 
cuál (jiieda comprendido el precio a restituir y la indemniza- 
ción de los perjuicios sufridos, mayor valor i|iie estima a ra- 
zón de doscientos pesos (le curso legal por hectárea sin per- 
juicio de la apreciación pericial míe en su oportunidad delira 
hacerse en caso de que la demandada no aceptara la prein- 
dieada estimación y a la cual defiere desde ya. 

2." Kn las costas del contrato (pie deberán ser fijadas 
oportunamente y en forma de ley |xir no tener su represen- 
tada los elementos necesarios ¡Jara determinarlos desde luego. 

,V Kn Tos gastos causídicos que ha tenido que abonar 
por el juicio en que fué vencida y que ha hecho su parte, tanto 
para citar de evicción a la provincia, como j»ara defenderse en 
au senda de ésta. Según lo ha manifestado en el capitulo XIII 
de este escrito, esos gastos causídicos ascendieron a la can- 
tidad de mil setecientos sesenta y siete pesos moneda nacio- 
nal, más los ciento dos DCSOS de igual moneda ¡xir concepto 
de acrecidos; y finalmente la cantidad de dos mil pest»s abo- 
nada al doctor lX-metrín 11. Perevra coinri representante y 
nltnípidn de su parte en el expresado juicio. 

4. '" Kn lns intereses correspondientes. 

5. " Y la-* cintas de este juicio coma parte integrante de 
la indemnización deluda. 

Que acreditada la jurisdicción originaria de esta Curte 
y previa resolución acerca de la incompetencia promovida por 
la provincia de Córdoba, <u apoderado evacuó el traslado de 
la demanda que *e lo confiriera y expuso, después de solucio- 
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liar las adquisiciones sucesivas hasta Hogar a la compañía 
aflora : 

(Jue Córdoba entregó desde el año 18C6 al primer adqui- 
rente señor Macario Torres, la suerte N." 54, serie A del de- 
partamento Unión, perfectamente saneada dentro de límites 
fijos y bajo deslinde y mensura, con la superficie establecida 
en la mensura de Laberge,, que fué la primera en el terreno. 

(Jue la compra se hizo de acuerdo con esa mensura y 
Córdoba entregó esa tierra de conformidad también con ese 
deslinde que fué realmente y efectivamente practicado sobre 
el terreno. 

Que desde aquella época, año tSóíi, hasta la adquisición 
verificada por la actual propietaria, la Compañía Afemina 
de Colonización y Tierras en i88y. han transcurrido más de 
veinte años, sin que ninguno de los intermediarios adquirentes 
hayan reclamado del enajenante originario la entrega íntegra 
de la superficie de tierra comprada epte ellos recibieron de la 
provincia, infectamente saneada y deslindada y que es de 
sii|K>ner transfirieran igual mente, sucesivamente, en toda su 
integridad . 

(Jue basta solo recordar que media entre uno y otro ad- 
qtiirente, ocho intermediarios que. han transmitido la cosa, en 
jKJSesión y propiedad de acuerdo con una mensura de des- 
linde originario que saneaba la cosa objeto del contrato, pitra 
persuadirse que la provincia de Córdoba, que procedía con la 
mayor tealtad en su compromiso, no puede responsabilizarse 
por saneamiento cuanto todos los adquirentes, entre e!fo s el 
primitivo, ha recibido perfectamente saneada la suerte fiscal 
54, serie A, del depnrtamento Unión, y ninguno de los su- 
cesivos adquirentes ha reclamado este saneamiento <lel enajé- 
name originario. 

(Jue la provincia estaría prot egida, pues, por la prescrip- 
ción, que ta o|>one. en defensa de los intereses que representa y 
que le parece perfectamente fundada y justa. 1 jorque después 
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de ocho sucesivos pFOpieteíioa que ninguno lia reclamado la 
integridad de la cosa, no puede ahora tardíamente, después dé 
veinte años, ejercitarse una acción de saneamiento de una CO- 
SI (pie fué entregada y deslindada. 

Qltó esa acción para demandar la entrega de la posesión 
de la coa se encuentra prescriba : porque es necesario acla- 
rar para no confundir, c|ue en nuestro caso la acción que com- 
peta al actor según las conclusiones de la sentencia que de- 
chra que carece de la posesión de la cosa, es demandar la en- 
trega de la cosa y no la eviectón y saneamiento, que siqione 
como antecedente indis¡K-nsalilc la adquisición de la |H>sesión 
v propiedad y la turbación de dereclio en la |xisesión. que no 
se ha podido realizar porque según esa sentencia no se tiene. 

Oue tam|>oco estaría el Fisco de '<V»rdoUa oliíigado a 
evincir en atención a las causas y hechos que la motivan. 

Que habrá lugar a la evicción en virtud de sentencia y 
por causa anterior o contemporánea a la adquisición si el ad- 
quirente fué privado de todo o parte del derecho adquirido; 
y en el caso la provincia de Córdoba, carece de toda res- 
ponda! ii lid. id |n>rque consta que élla entregó al primitivo ad- 
qtti rente, ha jo deslinde y mensura y por constríñeme per- 
fectamente saneada la suerte M» serie A del departamento 
Unión. 

Oue la sujkt posición ocurrió |Histeriormente porque lo* 
agrimensores que midieron nuevamente las suertes fiscales y 
entre ellas la suerte N." 54. 110 reprodujeron fielmente el des- 
linde practicado |«»r l^alierge. 

Qw el perito Olmedo que fué el primero (pie reveló 
acuellas tierras, según lo reconoce la contraparte, no adoptó 
el punto de |»artida de l,cl>crge, la laguna de Cheguay. sino 
(pie adoptó el médano de las Cañas, que aunque se mencio- 
nalwi, es cierto, como lili accidente en la referida mensura 
fie Laberge. rió constituía el punto de partida esencial y no pn- 
día servir de punto de partida, dada la naturaleza poco esn- 
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lile que estos ofrecen, la (|Ue podía haber variado, en el trans- 
curso de tantos años, próximamente veinte, desde 18Ó4 has- 
ta <K8¿. 

«Jue entonces, pues, la superposición que encontró podía 
atribuirse a su propio error y no a error del deslinde de I.a- 
berge. 

Que hace constar también que el deslinde de la Merced 
de Arraseaeta, y este es un hecho notorio, S e practicó j>or el 
agrimensor don Santiago Kehenique en el año 1879, muy jkw- 
teríor al deslinde de Lalrerge en la serie A del departamen- 
to L'nión, año 18Í4. 

<Jtte es presumible que la superposñ on tjue aparece de 
esta merced en las suertes fiscales de la serie A del departa- 
mento Unión, resulta también de estos errores en Jos puntos 
ríe partida, (pie era la laguna de Cheguay que había desapare- 
cido según parece, y de la cual en 1882 se tenían vagas re- 
ferencias. 

tjuc de todos modos estas referencias demuestran que las 
causas que provocan la evicción actual, no pueden imputarse 
a) primitivo enajenante, la provincia de Córdoba, que no tiene 
culpa ni responsabilidad alguna. 

Qtie habrá que prolmr para responsabilizar a Córdoba, 
que los sucesivos adquirentes protestaron de aquellas super- 
posiciones, u con su silencio consintieron en la desmembra- 
ción de sus títulos. 

(Jtte igualmente tendrá que justificarse que los actuales 
adquirentes o sus causantes inmediatos protestaron |>or lo me- 
nos la mensura y deslinde de la suerte 57 que invadia su pro- 
piedad para tener derecho a reclamar la evicción que sufren. 

Oue*la Co.u|>ama Argentina puede quizá demandar con 
más justicia ta evicción (pie sucede, a alguno de Tos ocho in- 
termediarios de donde deriva; pero la provincia de Córdoba 
no puede en manera alguna estar obligada por hechos y cau- 



ios 



FAÍ.LOS DE LA CORTE SUPREMA 



sa* que no pueden ¡imputársele, cuando ha entregado la cosa 
perfectamente saneada cun mensura y deslinde. 

Oue las causas y hechos de la evicciún que sucede y su- 
fre el actual adquircnle son posteriores al acto de la adqui- 
sición, lo demuestra la situación legal en i|ue aparece respecto 
dé los dos lotes. 

Que en el ocupado por Í0É herederos de Cassinotti. la com- 
pañia conserva la profiied.nl en virtud de sentencia, no obstan- 
te la superposición, y en el otro ocupado por Ambroggio etc. 
ha perdido la propiedad y hasta se le desconoce que jamás 
ha; a tenido la posesión. # 

@tié demuestra bien claro esta diversa situación jurídica 
que la causa generadora de la evicción no deriva del enaje- 
nante originario sinó de hechos que han puesto en ]>digm los 
derechos adquiridos. 

Que la sentencia recaída en el juicio Cafíeratti, Atnhro- 
ggio. establece claramente la situación legal del actual adqui- 
retite. 

<Jtte esa sentencia declara (|ite la compañía no tiene ni ha 
tenido la posesión del lote ocupado por Cafíeratti, Ambro- 
ggtio, etc., a quienes atribuye la verdadera posesión. 

(Jue es cierto que la mensura de Warner aparece con 
aprobación judicial jKir ese lado: ¡»ero es <pte se citó como co- 
lindante a un señor Arteaga. que no lo era realmente, a la épo- 
ca de la mensura. 

Que la comijañía tendría el derecho de demandar la en- 
trega de la posesión de ta cosa a su «usante inmediato, pero 
tío puede demandar la evicción del enajéname originario que 
supone ya la |*»sesión y propiedad adquiridos. * 

<Jue. finalmente, en el supuesto improbable que se impu- 
siera al Fisco de Córdoba la obligación de evincir y sanear, 
niega to* conclusiones del petitorio de la demanda, pues en ta 
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diferencia ,le precio están comprendidas Unías las íntloin ti ila- 
ciones ]>or daños e intereses. 

Que pifie en consecuencia el rechazo de la demanda in- 
terpuesta, eximiendo a la provincia de Curdo!» de tud.i in- 
demnización ¡wr evicción y saneamiento, con es|iecia| conde- 
nación en costas. 

Que conferido traslado de la excepción de prescripción 
opuesta fué evacuado en ios términos indicados en el escrito 
de fojas 75, y abierta la causa a pruelia se produjo la que ex- 
presa el certificado de fojas ¿71 y presentados los alegatos 
de fojas 272 y 294 pe llamó autos para sentencia. 

Y Considerando respecto a la prescripción ¡ 

Que dados los términos en que se ha planteado la litis 
cabe <l u * aún cuando basadas en distintos funda- 

mentos legales, la acción nacida de la evicción de la que per- 
signe la entrega del inaiuehle vendido o la devolución de su 
precio, no puede ponerse en duda que ambas se proven ob- 
tener, el resarcimiento de perjuicios que por la falta total □ 
parcial del goce de la cosa comprada lia sufrido el comprador 
debiendo buscarse la solución en la realidad de los hechos y 
el derecho aplicable, no obstante los términos de la demanda, 
toda vez que es de jurisprudencia que ella se caracteriza por 
!<• que se pide y no por el nombre que se da a la acción (Fa- 
llos, tomo 108, página 376 y jurisprudencia allí citada). 

Que la demanda se funda en lo dispuesto ix>r los artícu- 
los zoyi, 211S y 2121 del Córdigo Civil, que regían, el prime- 
ro atando tiene lugar la evicción, el segundo las obligaciones 
del vendedor llegado el caso, y el tercero la manera de deter- 
minar los daños y perjuicios por tal causa: y la parte de la 
provincia, entre otras excepciones opuso la de prescripción 
por los motivos y fundamento* relacionados antes, 

Qite de los antecedentes ampliamente expuestos resulta 
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que se persigue una indemnización i^r falta en la superficie 
de un inmueble vcmlido originaria-mme por la provincia dé 
Córdoba el ano 18U» y que (mr transmisiones sucesivas luí lle- 
gado hasta el actor a quien se le adjudicó en la liquidación de 
la sociedad C.odeken y Cía., el año 1889 en la ciudad (le Ro- 
sario de Santa Fe ( fojas 04 1 . 

Que esa falta de superficie ocasionada. por un error en la 
operación catastral del aíiu 18Ó4 con arreglo a la cual fueron 
1 elididos los lotes de la serie A del de|>artainentn Unión, afec- 
tó por los motivos (pie se expresan, entre otras suertes, a la 
número 54. cuya mitad listé adquirió el actor, falta que se 
comprobó en la mensura de la mitad Oeste y relevamiento de 
tíicha suerte, el año 1885 y posteriormente por la de Warner 
judicialmente aprobada el jlltifc julio de 1893 t fojas 111 vta. 
1 informe de fojas Í25 vuelta). 

tjue con esos y otros antecedentes so reclamó adminis- 
trativamente de la provincia o la integración de la superficie 
expresada en el titulo de adquisición o la indemnización que 
ahora se solicita como puede verse a fojas 121 y siguientes. 

One con arreglo a lo dispuesto |Jor los artículos 209! y 
-'íxjLi del Código Civil y a la reiterada jurisprudencia de este 
Tribunal, para la responsabilidad del vendedor, por causa o 
razón de la evicción, es necesario que el adqui rente haya sido 
privadu del derecho transmitido o haya sufrido una turbación 
de déreeho en la propiedad, goce o posesión de la cosa, |*or 
causa anterior o conteiiUMirátiea a la adquisición y en virtud 
de sentencia ejecutoriada pronunciada en el pleito en que se 
practicase la citación de evicción (Fallos, tomo 97 página 125. 
lomo 75. inig. 4.V». lomo 80, página 118 entre otros). 

* 

(¿ue de los antecedentes expuestos en la demanda y de- 
más comprobaciones de autos resulta que en ta ocasión a que 
se refiere aquélla, nadie turbó en la |K»scsión y goce de la cosa 
a la compañía ; y si bien es cierto que ésta demandó por rei- 
vindicación la fracción de que se trata a los propietarios Ato- 
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! 'rpg|i6, Henso. Cafferatli y Torres, cttanáp de evícción a !a 
provincia, la sentencia dé ÍCtjás 1 10 vuelta no le privó de de- 
recho alguno <jiie tuviese en la cosa, limitándose a amarar a 
l"s demandados, puesto que no se comprobó que alguna vez 
Hubiese tenido dicho inmueble ta compañía ni sus causantes. 

One cuando la compañía adquirió el inmueble de la ma- 
nera anotada, estaba judicialmente averiguado como se ex- 
presa en las diligencias de mensura de Warner y en la rccla- 
mad ón administrativa del propio interesado. que' la suerte nú- 
mero 54 no tenia a la sazón la superficie indicada en el tí- 
tulo del año ¡866. 

Que en tal condición, las responsabilidades del vendedor 
originario no nacen en el caso de una evicción sufrida por 
el comprador, sinó de la falta de superficie de lo vendido a la 
compañía y cpie puede reclamarse de acuerdo con to dis- 
puesto por el articulo 1345 del Código Civil en ejercicio de ¡a 
acción tme él confiere. 

Que siendo ello asi, es inadmisible que deba excluirse 
a los efectos de la prescripción el tiempo transcurrido desde el 
primero de junio de J8Ó6 fecha de la compra de Torres a la 
provincia basta la aprobación de la mensura de Warner ( 28 
de julio de $0j¡ en el más favorable de los casos para el 
actor, porque la duración de la acción acordada por la ley 
a los compradores contra los vendedores en caso de falta de 
superficie de los innmebles enajenados, está regida por el 
principio general que establece el artículo 4023 del Código 
Civil, dado que no hay diS]JOsictón expresa en contrario < Fa- 
llos, tomo ii-, jíágina 12Ó). 

Qae en los términos antes expresados han transcurrido 
más de veínre años sin que se hubiese formulado reclamo judi- 
cial alguno contra la provincia por falta de superficie de la 
suerte vendida, de tal manera que la acción personal del com- 
prador para pedir indemnización o entrega por tal causa, se 
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ha prese ripio, con exceso, de amento con lo dispuesto por ct 
articulo 40J3 del código citado. 

V.n su niórito no se hace lugar a la demanda interpues- 
tíi. costas, atenta la natura'ezn de la excepción resuelta. 
Xotifiijuesc original y repuesto los sello* archívese. 

A. liKhMKjo — J. FiCfEROA Al- 
corta. — Ramón Méndez. 

— ROUERTO RErETTO. 



Chrisietuteu. iindrhsi y Compañh contra la Provincia de 
MfttdOSq ftir devolución de sumas de dinero payadas por 
concepto de impuesto e imonstitucifnalidad de ley. 

Sumario: La lev sobre vinos, número 750, de 6 de noviembre 
de tyu;, sancionada por la Legislatura de Mendoza y su 
decreto reglamentario, en cuánto restringen la produc- 
ción de vinos, gravando el exceso sobre el cxi«ndin ad- 
mitido, con un i npnestn adicional de dos centavos e! litro 
y destinado ese impuesto a fines que no son los fines pú- 
blicos tjue pudrían justificarlo, ct mirarían tas garantías 
constitucionales relativas a ta libertad de trabajo, indus- 
tria y comercio (Constitución, artículos 14 y 10). 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos fttf**j Dkicmbte I ú \m 

Suprema Corle: 

La Sociedad Chrisiensen, Endrizzt y Compañía, repre- 
se n'tÜi la ¡11 ir el procurador don Juan Arraidou. entabla de- 
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maneta contra la Provincia de Mendoza por restitución de Mi- 
mas ,| e dinero pagadas bajo protesto, solicitando al mismo 
tiempo se declare la inconstitucional i dad de la ley X" 550 
dictada por la legislatura de dicha provincia el 6 de noviem- 
bre de 1919, por estar en pugna las cláusulas que indica con 
los principios consagrados en los arríenlos 14 v ió de | a c»ns- 
t i tución Xaciunal. 

I.a parte demandada sostiene la constitucional idad de la 
ley impugnada. jK, r las consideraciones que aduce en el es- 
mto de contesta» de ( ojas 45. en cuyo mérito solicita el re- 
t-ltazo de la acción promovida. 

El examen tic estas cuestiones constitucionales debe cir- 
cunscribirse al caso que lo motiva, del punto- de vista jurídi- 
co, con el fin de llegar a establecer sí existen o no las incom- 
pa til lili tlailes que se alegan entre los preceptos de la mencio- 
nada ley y los de la Constitución, coiro lo tiene consagrado la 
jurisprudencia. 

Dentro de este orden y dada la organización política de la 
Xac.on, es indudable qit c las provincias go*an de autonomía 
propia, pudieudo dictar sus leyes bajo el régimen de gobier- 
no adoptado; pero siendo bien entendido que delwn confor- 
mar la estructura de ellas a los principios enunciados en la 
Constitución Nacional que no admite ningún monopolio, par- 
ticular o fiscal, porque el admitirlo importaría destruir ese 
regnnen de libre concurrencia o competencia en el trabajo pri- 
vado que preconiza, como resultaría si se mantuvieran las 
cláusulas impugnadas de la ley N." -59. 

Declarada por V. E. la ¡ncoimitucionalidad de la ley 
X." 70.Í de f - de diciembre de 191ÍÍ, la legislatura de Mendoza 
sancionó la que motiva el presente juicio, reproduciendo en 
el art 20 de ésta el art. 18 derogado de la anterior, que es- 
tablece ]a obligación de rqwirar excesos de prorrateo. Se des- 
conoce, de este modo, la lilwrtad de comercio, limitando al 
productor el derecho de vender su mercancía: gravándose, 
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además, por el citado art. 20. con un impuesto adicional de 
d.is centavos |.ur litro, t«do pnrjentajc mayor de vino que e! 
a ulf ir izado que se entregare al consumo y no fuere repuesto 
tn el mes siguiente, destinándose su producido a los fines 
que establece el art, t8. 

Kn juicios análogos al presente en (pie también lie dicta- 
minad", entre Otros, el seguid<r por la Sociedad AmVnima 
"Iludegas y Viñedos Domingo Tumba. Limitada" contra la 
misma Provincia de Mendiga, se encuentra justificada la exis- 
tencia ilc la ley impugnada, corriendo agregado a fs. 2tj de 
esos mismos autos un estudio que de ella lian realizado com- 
jimcitmalistas y jurisconsultos de reconocida autoridad, tpie 
la lian clasificado como un monopolio público incompleto, I le- 
gando por las razones que expresan y jurisprudencia y auto- 
res '|ue citan, a ¡a conclusión de que es inconstitucional. 

TCs indudable que el monopolio oficial que establece la 
ley número 759 se lia convertido en gubernativo después dir 
derogada la ley número 703, en lugar del carácter corporativo 
que le daba esta última, agravándole de este modo lo* cá- 
r.jeteres del monopolio. 

Teniendo en cuenta que la igualdad es la liase del ím- 
puesio y de las cargas pública*, resulta contrariado este pre- 
cepto jior la contribución extraordinaria del doce v medio por 
ciento que fija e! art. 19 sobre el valor total de la produc- 
ción de uva. sin ninguna deducción, lo (pie importa más bien 
un despojo o confiscación, aparte de ser improcedente la fa- 
cultad .que le confiere a la Comisión de Fomento para impu- 
ner esa contribución con autorización del P. É. Ks delegar 
1*11 este Poder facultades legislativas intransferibles, tales co- 
mo ta de fijar la materia imponible, el objeto a que se desti- 
na y ta lasa o qiumtum de la contribución personal. 

Kn el fallo de V. K. que se registra en el tonm i.'S, pá- 
gina 445, que declaró la inconstitucionalidad de la ley X.o 703 
antes citada, y en otros análogos, ba quedado establecido "que 
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una ley que prohibe con un impuesto el expendio dentro fie 
la República del producto que se fabrica, más allá del límite 
qtié esa ley prescribe, es contraria a la franquicia acordada 
a todos los habitantes del país por el art. 14 de la Constitu- 
ción", y que. de aceptarse una reglamentación tendiente a 
restringir la producción de un artículo determinado "podría 
h.fcerse extensiva a toda actividad industrial y la vida econó- 
mica de la Nación, con las libertades que la fomentan, que- 
daría confiscada en manos de legislaturas o Congresos que 
usurparían |xir ingeniosos reglamentos torios los derechos in- 
dividuales. Los gobiernos se considerarían facultados para 
fijar al viñatero la cantidad de utti (¡tic /c es licito producir : 
al agricultor la de cereales; al ganadero. la de sus productos, 
y así basta caer en un comunismo de Kslailo en que los gobier- 
nos serian los regentes ríe la industria y del comercio, y los 
arbitros del capital y de la propiedad". 

\\ K. tiene también consagrado, en una copiosa y uni- 
forme jurisprudencia, que el principio de igualdad que con- 
sagra el art. 16 de la Constitución no es otra cosa que el de- 
recho a que no se establezcan excepciones o previlegios. ex- 
cluyendo a unos de lo tpie concede a otros en iguales circuns- 
tancias. 

Siendo csti» asi. y estando uniformemente reconocido que 
el impuesto debe responder a fines públicos, forzoso es lle- 
gar a la conclusión de que existe la incompatibilidad denun- 
ciada, y en su mérito pido a V. E. se sirva declarar que. a 
Ins efectos de esle pleito, ta ley N." 759 de la provincia de 
Mendoza es inconstitucional, por contrariar las cláusulas 
enunciadas de la Constitución Nacional. 

Horacio R. Lamia. 
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Bueno! Alrtl, Ocititxe 3 de IH4 

Autos y Vistos: 

Los seguirlo* |>or la Sociedad Chrislensen, lindrizzi y 
Compañía contra la Provincia de Mendoza, sobre restitución 
de la suma de seis mil doscientos veintinueve pesos con veinte 
y tíos centavos moneda nacional, pagados por concepto de ¡Tn- 
puestos, de los que resulta: 

íjtie a fojas ó y con los documentos precedentemente 
agregados los actores deducen su demanda por restitución de 
la suma que expresan, la (pte fué pagad» l»ajo protesta en vir- 
nid de que conceptúan inconstitucionales tos impuestos crea- 
dos |>or la ley provincial número 750. 

ijw dicha ley reproduce el régimen que imponía a la 
industria vitivinícola la anterior número 703 que se declaró 
inconstitucional por esta Corte Suprema en razón de las trans- 
gresiones fundamentales que contenia y aparecen agravadas 
ni la nueva ley, la que adolece de mayores defectos que la 
antigua y se lia limitado a reemplazar una causa de invalidez 
por <»iras más ciaras y evidentes. 

Que la incoiisiitueionalidad fie la ley de referencia resul- 
ta, en síntesis: porque los impuestos que en élla se establecen 
sostienen con su importe un régimen de monopolio y entra- 
ñan una verdadera confiscación; porque SU forma y ejerci- 
cio constituyen una delegación ele facultades intransferibles; 
porque son atentatorios a los principios y garantías de los ar- 
tículos 14 y ifi de la Constitución; porque en general, no se 
destinan a objetó público sino en beneficio de empresas priva- 
da»; y en tales condiciones, la contribución no es un impuesto 
sí ni * un despojo. 

Que en virtud de tales consideraciones, piden se decía- 
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re inconstitucional la íey 759 y se condene a la provincia ele 
Mendoza a devolví' r la suma reclamada, con intereses y costas. 

(Jne corrido traslado de la demanda ( fojas 18 vuelta). la 
provincia la contesta a fojas 45 sosu-niendo en 1o substancial : 
) que pretendiendo los actores la devolución de la suma a 
qué se refieren, consignada en un papau- suscripto en pgp del 
impuesto establecido por el artículo 20 de la lev ftft queda 
desde luego a cargo de los mismos 1 R clemosi ración" del pago 
efectivo de dicho documento; tí) rpie limitada la demanda a 
la impugnación del articulo 20 de la lev referida. los acto- 
res sin embargo incurren en el mnl proced ¡miento de atacar 
otras disposiciones de la mistm ley .me nada tienen que ver 
con el punto en litigio; c) que el" examen constitucional de 
la cuestión planteado por la demanda lo hará al alegar de bien 
probado, ,>ero que entretanto observa que los derechos consa- 
grados por h Constitución no son absolutos v del>en ceder a la. 
exigencias del interés pública por lo menos en una medida ra- 
cional y discreta, consideraciones en cuyo mérito pide que no 
se haga lugar a la acción promovida por la sociedad actora 
con costas. 

Que recibida I a causa a pruelra (fojas 48 > se produjo la 
i|«e expresa e¡ certificado de fojas 59, se presentaron los ale- 
gatos de fojas 61 y 6$ y con el dictamen de fojas 73, se Ha- 
mo autos para definitiva. 



Y Considerando: 



(Jue los antecedentes de hecho que se invocan en la de- 
manda han sido debidamente demostrados, dejando estableci- 
do la prueba de autos que la provincia de Mendoza percibió 
|or concepto del impuesto impugnado la suma que se deman- 
da, que ésta fué pagada por los actores bajo protesta y ex- 
presa reserva de derechos a reclamar su devolución, y que 
abonada dicha suma con un pagaré de vencimiento al 18 de 
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noviembre fie \<)2i ha sido éste levantado en la oportunidad 
correspondiente ( fojas 55. 56, 68, 6$ y 71 1, 

(Juc en lo concerniente a las consideraciones de orden le- 
gal aducidas |)or el representante <le ta demandada para fun- 
dar la legitimidad de los gravámenes creados por los artículos 
t|iie se im pugnan cu la ley de referencia, procede observar que 
a e.-ie respecto el presente litigio guarda completa analogía 
por la materia <|Ue lo eonstiluye. por las cuestiones en él de- 
batidas y los antecedentes que le dan origen, con el caso re- 
Mieitip pur esta Corte en 28 dedictembre próximo pasado, en la 
causa .seguida |mr don Francisco l'assera con la misma pre- 
vine ¡a demandada. \»*v restitución de sumas de dinero, pro- 
venientes de los mismos impuestos, declarados inconstitucio- 
nales en aquel caso pir fundamentns y cunsidci aciones qUé 
siendo i 1 necesario transcribir iti twlcnso se dan aquí por rc- 
prodücidos ]*or su pertinente aplicación al stib ¡míUr. i Va- 
llo- Emno 1 vi. página 358; tomo 140. página 154). 

IW tales fundamentos y los del dictamen del señor Pm- 
curador General, se declara mu* la ley número 751; y Decreto 
Reglamentar ¡(t correspondiente, en cuanto restringen la pro. 
ilucción de vinos, gravando el exceso sobre el expendio admi- 
tido con un impuesto adicional de dos centavos el litro y des- 
tinando ese impuesto a fines que no son los fines públicos 
que podrían justificarlo, contraria las garantías constitucio- 
nal^ relativas a la libertad de trabajo, industria y comercio 
(Constitución, artículos 14 y 16) . Kn consecuencia la Provin- 
cia de Mendoza debe devolver a los actores en el término dé 
diez dia>, ta smna de seis mil doscientos veintinueve pesos Cpn 
veintidós centavos moneda nacional, con intereses a estilo del 
Banco de la Nación contados desde la notificación fie la de- 
manda y las costas del juicio. Notifiqucse y repuesto los se- 
llos archívese. 

A. Bkrmkjo — J. FióuerOa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Rbpetto. 
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8wm 4*m Tovn Dock,- fimmp Uda. Si A contra 
h Compañía de Tram as i-lcctricos dei <¡W, sobre in- 
terdicto de retener. Recurso extraordinario. 

Sumario: No procede el recurso e.Mraordínario del artículo 
U. ley 48, en un juicio de interdicto de retener la pose- 
sión, resucito por aplicación de principios de derecho co- 
mún suficientes por sí solos para sustentar el fallo recu- 
rrido, une no lian sido imputados como contrarios a 
ninguna clausula constitucional. 

Caso: Lo explie* e l siguiente: 
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iueaw Air**, Octubre 2i4t im 

Vistos y Considerando: 

Qué la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de 
la Capital, confirmatoria fie la i - Instancia, ha declarado que 
el interdicto de retener la poscsióW deducida por la Sociedad 
Anónima Buenos Aire* Tówn and Docks Tramvavs Ltda. con- 
tra la Compañía de Tranvías Kléctricos del Sud os improce- 
dente porque el uso a (pie tiene dereclio la actora en virtud 
de su concesión no reviste los caracteres de la posesión de- 
finida y protegida por el derecho civil, ni el hecho de em- 
plea, se las vías por la parte demandada implica turhar arhi- 
trariameme la posesión de la actora conforme a lo dispuesto 
por los artículos 24(18 y 2469 del Código Civil. 

!¿ue, según eso, el juicio de interdicto ha quedado re- 
suelto por aplicación de principios de derecho común sufi- 
cientes por si solos para sustentar el fallo v en tales enndi- 
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dones ti do pronunciamiento de esta Corte sobre la cuestión 
federal que se dice planteada (l| i «portaría una mera de- 
claración teórica, pues no le ¡sería dado rever las conclusio- 
nes de aquella sentencia asentadas en disposiciones del Có- 
digo Civil que no han sido impugnadas como contrarias a 
ninguna cláusula constitucional (Fallos tomo 125, página 179 
v los allí citados i . 

Kn mérito de lo expuesto se declara no halier lugar al 
recurso. N'otifitjucse y devuélvanse, debiendo reiionerse los 
sellos en el juzgado (le origen, 

A. Bermejo. — J, Ficueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repétto. 



Don Pablo Laytisténa y otro contra la BíomMfa de liarnos 
Aires, por indem irisación dé daños y perjuicios, inciden- 
te sobre defecto fagot en el modo de proponer la demanda. 

Sumario: Ks improcedente la excepción de defecto lega! en 
el modo de proponer una demanda por daños y i>erj«¡cios 
en la que se ha Icterminado el monto de éstos, e indi- 
cado, aunque en tenidos generales, los antecedentes que 
los han originado. No hay ley tpie prescriba la especifi- 
cación cuantitativa de los daños y perjuicios cuya indem- 
nización se demanda en juicio, para que a esta sola y 
precisa condición deba contestarse una demanda de ese 
género y seguir el juicio su curso hasta sentencia defi- 
nit iva . 

Coso : Lo txplka el siguiente: 

(i) La cuestión federal ■ que alude el falto da la Corta SupicH era la da que el 
hecho Imputado a la ¿«mandad*, hacer cortar por lu vfaa de) tranwaya del 
acior, toefcei v utado del hilo aéreo y corriente eléctrica del minino. I ti portaban 
una usurpación del derecho da arewMdaéd. y por lo Moto, una violación de la 
«aramia que acuerda ti articulo 17 de la Contritucion, en cuanto «a atacaba 
fie derecho eln recurrir a laa vía» legal** indispensables. 
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Y Vistos ■ Buenos Airci, Octubre 37 de lifcM 

Esios autos en lo relativo al incidenie promovido por el 
representante de la Provincia sobre défecto legal en elAmodo 
de proponer la demanda de indemnización de daños y permi- 
sos deducida por don Pablo Lagustena y don Víctor Dolard. 

Y Considerando: 

Que la excepción se funda en que no se ha cumplido lo 
ftffiftMo en el inciso 4.-, artículo 57 de | a Iey nacionaI ( , e 
procedimiento según el cual la demanda contendrá* "los he- 
chos en que se funda, explicados claramente en párrafos se- 
parados y numerados", C n razón de que, según se expresa, 
no se consigna antecedente alguno concreto que sirva de base 
n la estimación de los daños y perjuicios cuya indemnización 
se reclama. 

Que la demanda precisa el hecho generador de la acción 
sea. el incumplimiento de la concesión a que se refiere el 
documento de fojas 4 y fija en veintidós rpij pesos el monto 
de los daños y perjuicios reclamados expresando que "han 
dejado de percihir utilidades legítimas, han contratado com- 
promisos con terceros que deben cumplir y han realizado ade- 
lantos de dmero a los artistas e incurrido en gastos cuvo re- . 
sarcimiento vienen ahora a reclamar". 

Que ha sido asi. determinado el monto de los perjuicios 
que se demandan indicándose, aunque en términos generales, 
los antecedentes que los originan y como se ha observado por 
esta Corte en casos análogos no hay !ey que prescriba ta es- 
pecificación cuantitativa de los daños y ^rjuicios cuva in- 
demnización se demanda en juicio para que a esta sola V pre- 
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asa condición deba contestarse una demanda de ese genero y 
svguir el juicio su curso hasta sentencia definitiva, (Fallos 
tomo 66. página considerando 3:" y siguientes: página 

170: tomo 55. página 71 : tomo 62. página 206). 

Por ello no se hace lugar, con Distas, a la exección dila- 
toria opuesta y contéstese derecha vente el traslado de la de- 
manda. Repóngase el papel. 

A. Bermejo — J. Ficueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roiíerto Repetto. 



Bán Miguel Fox. \sn junio ab inteMítM* Contiendo ttc anii- 
petemití. 

Sumario: Acreditado nuc el decUjus se hallaba domiciliado a 
la época de su fallecimiento en la provincia de Santa Fe, 
en la que había establecido el asiento principal de sus ne- 
gocios, corresponde a los jueces de la misma el conoci- 
miento del juicio sucesorio, i Artículos 89, oxk 93 y 3284 
Código Civil), 

Caso: Lo explican las piezas siguientes; 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR CE !S ERAL 

ButflOf Airen. *2«m SÉ dt 1M4 

Suprema Corte: 

Se ha trabado cuestión de competencia cmre el Juez de 
r," Instancia en lo Civil de! Rosario y el de igual clase de la 
Capital de la Nación para conoce* en el juicio de sucesión de 
don Miguel Fox, 
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El mmté fnirccio d i* de jüho a ios c „ s an iv 

l'anu. provincia de Santa Fe. Ur * 

PatÉíS 'T 113 P^ 1 ^ ^ nade '« 'dominado *®m 
Píltr r^ q atCn " P 6 ^^ *** muchos anos ¡á? 

JSÍ A,reS " *** - »tt* que allí hubie- 

Kn San L'rb.mo tenia, según las consta tic i as del excedí™ 

y prenda, agraria, ,fcmL- i FHWlera., 

Su domicilio en Biienns a;™ 
Adámeme. W»* ^'"proba.lo 

Encuentra insuficiente a tal fin ] a ,wi , , 

(expediente dé & Capital *» & '5 

™*.n de n, Mm v l ,fi ° s n ° fií,,, W 

S^^fT» ****** m mi el 

U-Min^ respecto S 

prueba 1 f s . 8, ^ * «S***^ como 

rlrt TOd ° !° eXPUeSt ° 7 Ia circ «™anc¡a de haln-rse dennn- 
0«b m el propio hijo de, causante * domicilio 1 

.pamda de fe. ^diente * )fl a ¿£ JJ*" L r 

? ,CCna «P*5 *» * «ítimo domicilio de don M igne F I 
100 del Código Civil). 9 * Js y 

acuerdo con la regla adoptada por él art lP 8 4 del 
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mismo Código corresponde a dicho juez conocer en las pre- 
sentes actuaciones. 

En tal sentido opino que corresponde dirimir esta con- 
tienda de competencia . 

Horacio R, Larreta. 



FALLO DF, LA CORTE SUPREMA 

Bneoo» Aire», Octubre n dt HK4 

Autos y Vistos : 

Los de contienda de competencia entre un Juez en lo Ci- 
vil de la Capital y otro en lo Civil y Comercial del Rosario 
par* conocer en el juicio sucesorio de don Miguel Fox. 

Y Considerando: 

Que la contienda trabada proviene en el caso de que am- 
bos jueces se consideran competentes para entender en los 
autos mencionados, fundándose en el hecho de haber tenido el 
causante su ultimo domicilio dentro de sus respectivas juris- 
dicciones. 

Que en efecto, promovido el juicio sucesorio de Fox por 
el representante de presuntos herederos de aquél, ante el Juez 
en lo Civil de la Capital, éste declaró su competencia en razón 
de que el último domicilio del causante fué esta ciudad, y a 
petición tle parte requirió del Juez del Rosario que se inhi- 
biera de entender en el juicio sucesorio del mismo causante, 
promovido allí por el representante de intitulados acreedo- 
res» requerimiento al que no se hizo lugar por considerarse que 
el domicilio aludido estuvo constituido en San Urbano, ju- 
risdicción de Santa Fe (Expediente de la Capital, autos de 
fojas 30. 37 vta. y 108 vta,; Expediente de Rosario sobre in- 
competencia auto de fojas 45 vta,) . 
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Que examinadas hs constancias de los expedientes res 
pcctjvüs, se ubserva que I 0s comprobantes con que se trata 
de demostrar que Fox tnvo en esta Capital sil último domi- 
cilio, consten: en !a carta de fs. 2. sin valor probatorio por 

r ,al 7 * « el de fs. 3. testimonio 

de Ja c aratona de herederos de fs. 8 y declaraciones testimo- 
wales de fs. ,5, antecedentes respecto de ios cuales son pro- 
cedentes fas observaciones con que se objetan en el dictamen 
oe fojas i ii. 

Qne respecto a Jas comprobaciones paja acreditar que e! 
último domiaho real y asiento principal de los negocios del 
caucante fue en el distrito departamental de San Crbano, pro- 
vincia de Santa Fe t están constituidas, en pri.ner término, por 
la partida de defunción de Fox. extendida en el Registro Civil 

m h". L r T r filÍn tIcmmcia de don PatHdo F °* * <J«* 
(Ai? os d e Rosario f s , S; expe(licnte f , e fa c ¡u) fg 
por los „t„los de préñela agraria extendidos en el donuW 

Ll w I ' V íiUC ^ ^ jl,Íd ° I™»**» S* el mismo 
Juej M Rosana según este lo afirma en e! auto de fs. 45 
vuelta del expediente sobre mcompetenci a ; por los testimo- 
mos entre otros del ex-Juez de Paz de Firmat. don Honoario 
Agu rre quien declara que el domicilio de Fox fué la estan- 
cia de don Patricio Mac Manus, situada en el limite de los 

pj encía, del medico doctor José María Hoffmnnn, quien 

2fÜ2 P??i** F °* - «■ domicilio de éste 

Firl, BIaní « Ueada - j^sdicción de San Urbano v 

acredita que el cansante tenía constituido su domicilio en la 
eT^L-'rT 3 ";- a . B,an «^". »oy "San Patricio-. 

Banco de la Nación que establece que el domicilio manifesta- 
do bajo su f.rma por el señor Miguel Fox, es Firmar, campo 
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del señor Mac Manüs. con doce años de residencia en dicha 
propiedad ( fs. 22, expediente citado 1. 

Que acreditado pues, i|iie el dscujus se hallaba domici- 
liado a la época de su fallecimiento en el departamento Ge- 
neré \.ó]*cz. provincia de Santa Fe. entre los distritos de 
I^rmat y San Urbano, donde había establecido el asiento 
principal de sus negocios, es evidente quc T conforme con la ley 
y constante jurisprudencia de esta Corte (Código Civil, ar- 
tículos 80. <|0. M y 3284; Fallos, tomo 105. página 242; tomo 
'.15- página 246: tomo 138. página 27; tomo 140, página 420 
y los allí citados 1. es a Ins jueces de dicha provincia a quie- 
nes compete el conocimiento del juicio sucesorio de referen- 
cia, puesto que la jurisdicción sobre la sucesión corresponde 
a tos jueces del último domicilio del causante. 

Kn su mérito y ¡conforme con lo dictaminado i*>r el se- 
ñor Procurador General, se declara que el Juez competente 
en el caso, es el de la Civil y Comercial de Rosario, a quien 
se remitirán los autos, avisándose al de esta Capital en la for- 
ma de estilo. Repóngase el papel. 

A. Bermejo — J, Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 



Masureí PUs t on t ra fo Provincia tic Buenos Aires, por resti- 
tución tic su utas de dinero. 

Sumario: i," Para ta validez de la contribución o tasa de me- 
joras ( local assessmem o especial assess.vent i deben con- 
currir los elementos esenciales tle que la obra pública a 
que se destina, sea de beneficio local y de que ese benefi- 
cio no sea subst;iiic¡alnieiiu- excedido por la contribución 
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faltando los cuales el impuesto especial no puede soste- 
nerse ni coinp una contribución de mejoras, „i tampoco 
como un impuesto común. q lie supone condiciones de 
igualdad y de uniformidad de que aquel carece. 

La ol>r a para cuja construcción ha sido establecida 
¡a contribución creada [Kir ] a ley de h Provincia .le Une- 
nos Aires, de 30 de diciembre de iyo ? , o sea. el camino 
pnvmientado entre las ciudades de U y Avella- 

neda, hasta el limite con Ja Capital Rderal. no reviste 
por su propia naturaleza, los caracteres de una mejora 
local o destinada a beneficiar especialmente un sitio o 
refilón determinada : es una obra de evidente v casi exclu- 
sivo ínteres general. Además, la ubr a pública de que <e 
trata, ha producido a la propiedad de la demandante más 
bien perjuicio que beneficio, por cuanto el elevado ni- 
vel que se* ha dado al camino haciéndolo correr por un 
terraplén en J as inmediaciones del terreno gravado deja 
a este en una situación de evidente inferioridad con re- 
lacon a su estado anterior, pues queda a un nivel suma- 
mente bajo sin desagües y exige para su debido aprove- 
chamiento que sea rellenado; por lo que una tasa de me- 
joras cuyo monto absorbe más de la tercera parte del va- 
lor del inmueble sin que se haya producido por razón de 
la obra pública un beneficio |>artiailar al cual imputarla, 
es incompatible con Ja garantía de inviolabilidad de ¡a 
propiedad consagrada en el artículo 17 de la Constitu- 
ción como se ha declarado por la Corte Suprema en ca- 
í=os análogos. 



Case: l,o explican las pieras siguientes: 
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DICTAMEN DEL SEÑOR FRUCUKADOR GENERAL 

Bu* Roa Aire». Septiembre 82 de 1024 

Suprema Corte: 

La sociedad Masut*.-! Fils demandó a la provincia de 
Buenos Aires, por devolución de la sima de $ ri ,294.24 m|n. 
y sus intereses pagada indebi da mente, según la actora, en con- 
cepto de impuesto especial de afirmados del camino públi- 
co de La l*tata a Avellaneda, en ejecución de una ley provin- 
cial de 30 de diciembre de 1907, 

La provincia 110 contestó la demanda ni alegó en su de- 
fensa, se limitó a requirir. del perito nombrado i>or la so- 
ciedad demandante, informes sobre el valor de la propiedad 
gravada con el impuesto. 

La cuestión de derecbo planteada en la presente deman- 
da no difiere de la resuelta por esta Corte Suprema crin fe- 
cha 22 de junio de 1923 en la causa seguida contra la misma 
provincia de Buenos Aires por don Martín Pereyra Iraola. 
V. E, declaró en ella la ineonstitucionalidad del impuesto 
aplicado. 

De acuerdo con esta sentencia y no habiendo la provin- 
cia demandada introducido modificación alguna de hecho o 
de derecho en esta litis, soy de opinión que corresponde ¡ran- 
tener la doctrina de V, E. haciendo lugar, por sus funda- 
mentos, a esta demanda. 



Horacio R. Larrtta. 
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y Vj stos * Butmn Alrei, Qclubre 2» de ne4 

El m&mm Jos¿ Ignacio Ríos se presenta ante esta 
Lorie como mandatario de la razón social Masurel Fih pro- 
moviendo demanda contra la provincia d c Buenos Aire, por 
restitución de sumas íjue indebidamente obugó a sus poder- 
dantes a pagar en concepto de impuesto destinado a astear la 

rexpTne aC10íl ^ * U PIata 3 Avdl:ir,C(la - 

Que lo s señores Masurel Fils son' 1 propietarios de un 
mmueble SIt „acío en la zona rural del partido de Avellaneda 
(Provincia de Buenos Aires), en la intersección de las Ave- 
rias i-enera^ Rodrigue* y General Debela, v con frente tam- 
bién a la calle Brasil, Aún cando se encuentra a cierta dis- 
tanca del eammo pavimentado. | a propiedad está afectada 
s.nembargo por el impuesto creado por la ley provincial de 
30 de Dtcemhre de ,907 cnie diseñe la ejecución de dicha 
obra publica y creó los recursos conducentes a tal fin. La con- 
tnbucion establecida grava todas las tierras situadas hasta 
ima d.stanca de mil quinientos metros a cada lado dej'camino 

L 1 ¿™ ™ ' rCS ZO " aS ° fajas dUtimas dc PSfeiitos 
met^e anchura cada una paralelas al eje del camino pro- 

"" nt 1,1,1 n,,i ^^tj^» tribuir aI P (Jel 

setenta por — ♦ | ,|, , ¡ 

diferente, según la zona en <ju e se encuentren situad^ L¡T 
los señores Masurel Fils, q «e se halla en la primera de dichas 

3 í ÍLSfssr « * -a md ü as 

trente al mismo camino pavimentado. Se le ha asignado una 
contnbucóu total de veinticuatro mil cuatrocientos ™ CV e T 
JM con sesenta y echo centavos. la que en proporción al precio 
ele adqmsrcum que fué de setenta mil quinientos pesos, repre- 
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senta tí treinta y siete con cuarenta y seis ¡>or ciento íie! costo 
riel inmueble, 

t¿iiv dicha contribución ha sido lijada sin tener en cuenta 
el beneficio particular recibido por el inmueble por razón de 
la obra pública. 

(¿ue ese beneficio no existe en el caso porque no se trata 
ile una mejora de carácter local, sino de un camino destinado 
a facilitar las comunicaciones entre los grandes centros po- 
blados y del que solamente pueden derivar beneficios generales 
para todos los habitantes de la provincia. 

(Jue la ley es evidentemente inconstitucional, puesto ijue 
establece un impuesto para cubrir gastos generales del Estado 
y lo hace recaer sobre una mínima parte de los habitantes con 
violación del articulo íf> de la Constitución y, además, pon) tic- 
toma en el caso de la sociedad demandante el treinta y oeno 
por ciento del valor de un bien para satisfacer el setenta por 
ciento de una obra que interesa a la Provincia en General y no 
a un vecindario local solamente. Viola por consiguiente, el ar- 
ticulo 17 de la Constitución. 

Mace referencia en seguida, a decisiones pronunciadas 
por esta Corte y termina solicitando que se declare indebida la 
contribución que la provincia pretende hacer efectiva sobre 
la propiedad de los actores en virtud de ser opuesta a los ar- 
tículos 16 y 17 de la Constitución y se le condene a la resti- 
tución de once mil doscientos noventa y cuatro pesos veinti- 
cuatro centavos pagados bajo protesta en aquel concepto, con 
-sus intereses desde el Atta^ter-iragó-}Mas*TOí3^ 

Acreditado que fué el hecho de hallarse domiciliada la de- 
mandante fuera del territorio de la provincia, del que surge 
la jurisdicción originaria de esta Corte con arreglo a los ar- 
tículos 1 00 y roí de la Constitución y inciso 1." de la ley 
número 48, se corrió traslado de la demanda (pie fué mitifica- 
do al Gobernador y al Fiscal de dicho Estado. Xo babiendo 
sido evacuado en tiempo, se dio por contestada la demanda 
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en rebeldía y se recibió la cansa a prueba dentro de tuyo tér- 
mino se produjo la i|ue expresa el certificado de fojas fjó. En- 
seguida se agregó el alegato de la sociedad actora, único pre- 
sentado en el termino lega!, y se llamaron los autos para pro- 
nunciar sentencia ; y 



Considerando : 

Que la sncietlad Masurel Fils ha comprado ser propie- 
taria de un bien raíz situado' en el Partido de Avellaneda, ju- 
risdicción de la provincia demandada, compuesto de treinta y 
cinco hectáreas, diez y siete áreas y once metros cuadrados, el 
que se encuentra gravado por un impuesto total de veintitrés 
mil cuatrocientos nueve pesos con sesenta v ocho centavos, 
destinado en virtud de la ley provincial de \\o de diciembre 
de i¡90¡| a costear la pavimentación del camino de Avellane- 
da a La Plata, que corre a cierta distancia del inmueble de 
que se trata f libreta de fojas 2; título de fojas iü; informe de 
Ta Dirección tle Rentas de la Provincia, de fojas j¿ Y sigtiien- 



Que ha comprobado, asimismo, que dicho inmueble fué 
adquirido en el mes de febrero de 1&2 por adjudicación en 
pago que se le hizo a la demandante, acreedora con garantía 
de hipoteca sobre el expresado bien, por el juc* que intervi- 
no en el juicio ejecutivo seguido por la misma sociedad Masu- 
rel Fils contra don Agustín Ferrer. La adjudicación se rea- 
lizó por la suma de setenta mil quinientos ]»esos, a mérito de 
..haber sido la propiedad ofr^úja dos _veees en venta sin 
que se presentase ningún interesado" en"u~ á^Jüüíctón.' "^Ks- " 
entura de fojas 10). 

Que, finalmente, ha acreditado haber satisfecho bajo pro- 
testa la suma de once mil doscientos noventa y cuatro |>esos 
con veinticuatro centavos en concepto de cuotas del expresa- 
do impuesto y obligaciones accesorias derivadas de! mismo. 
(Libreta de fojas 2 e informe de fojas 55 y siguientes) . 
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Que la ley provincial impugnada estableció «na contri- 
bución destinada a pagar el setenta por ciento del costo de la 
pavimentación del camino de La Plata a Avellaneda, hacién- 
dola pesar exclusivamente sobre los inmuebles situados a am- 
bos lados del camino basta una distancia de mil quinientos 
metros, sin establecer previamente la existencia de algún lle- 
ne tirio particular para los propietarios de dichos terrenos por 
ratón de la obra a realizarse, ni el quantum de esc beneficio. 

One el sistema de contribución adoptado 1»or el gobierno 
provincia] para costear la pavimentación del camino de refe- 
rencia, es el conocido en los países de origen anglo sajón con 
el nombre de local of ¿/>rría/ assessement. Consiste, como es 
bien sabido, en hacer recaer el todo o, parte del costo tle una 
nbra pública de beneficio local sobre los inmuebles pan i cu - 
larmenle lieneficiadns o que se presumen beneficiados por la 
obra, constituyéndose con dichas propiedades un distrito im- 
positivo nacional. 

• 1*1"" 

Qué aún cuando esta clase de contribuciones debe su ori- 
gen a la misma fuente o poder que el impuesto en general, se 
gobierna por principios especiales y sólo se justifica doctri- 
naria mente, a lo menos, por razón del beneficio especia! que 
los contribuyentes deben obtener de la obra que se construye 
total o parcialmente a su costa. Kn efecto, los bienes espe- 
cialmente gravados son los que por razón de la mejora de ca- 
rácter público aumentan de valor o de utilidad, recibiendo asi 
un beneficio que no alcanza a las demás propiedades dentro del 
F,stado o del Municipio y, por consiguiente, los propietarios 
contribuyentes no resultan en definitiva perjudicados en re- 
lación a los demás propietarios, desde que sólo se les toma el 
eqúí va lente o parte del equivalente del beneficio excepcional 
que recogen de la obra. ( Page y Jones, Taxation by Assese- 
ment número 7 y siguientes; Colley. On Taxation, 3.* ed. pá- 
gina 1153 >■ siguientes) . 

<Jue dada la índole excepcional de este impuesto, que no 
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se justifica sino por razón del beneficio recibido por el con- 
tribuyentc. lógicamente se deduce que para su validez deben 
concurrir los elementos esenciales de que la obra pública sea 
de beneficio local y de que ese beneficio no sea substancial- 
mente excedido por la contribución. Faltando esos elementos* 
el impuesto especia! no podría sostenerse ni como una con- 
tribución de mejoras o local Assessemcnt, ni como un impuesto 
común, que su|>onc condiciones de igualdad y de uniformi- 
dad de que aquél carece. Importaría irrqioner a unas pocas 
personas o propiedades arbitrariamente elegidas, una carga 
impositiva destinada a emplearse en beneficio de la comuni- 
dad; sería, en una palabra, confiscar total o parcialmente la 
propiedad. Que en el caso sometido a la decisión de esta Corte 
no concurre ninguno de los dos requisitos indispensables para 
la validez de una contribución de mejoras. La obra para cu- 
ya construcción se ha establecido la tasa impugnada no reviste 
los caracteres de una mejora local o destinada a beneficiar 
especialmente un sitio o región determinada. Es un camino 
general, abierto y pavimentado con el propósito de facilitar las 
comunicaciones de la Capital de la Provincia con uno de los 
principales centros de población de ta misma y con la Capital 
de la Xación: es decir, una obra de evidente y casi exclusivo 
interés general . Es, además, un camino que corre a través de 
una extensa zona con escasa población y formada por grandes 
propiedades rurales. En tales condiciones no es posible cons- 
truir esta obra casi totalmente a expensas de unos pocos pro- 
pietarios de tierras ubicadas a lo largo o en las inmediaciones 
del camino, como lo dispone la ley objetada, porque ello es in- 
compatible con el principio de igualdad en cuanto el impues- 
to profesado por nuestra Constitución en su articulo ló, des- 
de que siendo destinada la obra publica a satisfacer necesida- 
des de orden general o comodidad del público o tráfico en ge- 
neral, lógicamente se infiere (pie debe ser costeada también 
por medio de contribuciones generales en todo aquello que ex- 
ceda el escaso beneficio particular recogido por los propieta- 
rios vecinos. 
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Que por otra parte, resulta de la prueba rendida en au- 
tfi> que la obra publica de que se trata ha producido a la pro- 
piedad de la demandante más bien perjuicio que l>encf¡cio, 
por cuanto el elevado ni ve) que se ha ciado al cambio hacten- 
cMp correr por un terraplén cu las inmediaciones del terreno 
gravado, deja a éste en una situación de evidente inferioridad 
ron relación a su estado anterior, pues queda a un nivel su- 
mamente lia jo sin desagües fáciles y exige para su debido 
aprovechamiento que sea rellenado, (pericia de fojas 04). 

fjue ele ta'es antecedente.* se infiere que fa tasa de me- 
joras, cuyo monto ahsnrve más de la tercera parte del valor 
del inmueble sin (pie se haya producido |>or razón de la obra 
pú tilica un beneficio particular al cual imputarla, es incompa- 
tible con la garantía de inviolabilidad <!e la propiedad consa- 
grada en el artículo 17 de la Constitución, como lo lia decla- 
rado esta Corte en casos análogos. (Fallos, tomo 1,18. página 
lói y tomo 140. página 175). 

Kn su mérito, y de acuerdo con los fundamentos con- 
cordantes consignados en tlichos fallos y lo dispuesto en los 
artículos 784 y siguientes del Código Civil, se declara que la 
contribución cobrada a la sociedad ü asure! Fils en virtud de 
:a lev provincial de 30 de diciembre de ujoj es contraria a los 
artículos ió y 17 de la Constífcción y que, en consecuencia, 
la provincia dd Buenos Aires está obligada a < le volver al 
contribuyente mencionado dentro del término de diez dias la 
suma de once mil doscientos noventa y cuatro pesos con vein- 
ticuatro centavos, con sus intereses a estilo de los que cobra el 
I lauco de la Nación desde la fecha de la notificación de la 
demanda y las costas del juicio. Xotifíquesc, reiiónganse el 
papel y archívese . 

A. Bkrmkjo — J. Ficukkoa Al- 
corta. — Ramón Méndez, 
— Roberto Repetto. 
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Don Ramón Llanos contra los señores Ridder y Korí sobre 
indemnización de datos y perjuicios fia r aeeidente del 
trabajo. Competencia negativa. 

Sumario: No corresponde a la justicia federal por rajón de 
la matena un juicio j>or indemnización de daños y perjui- 
cios ocasionados a un obrero mientras transitaba bol- 
■ sas en el interior de los galanes del Dique Belga núme- 
ro 3 kste. (El caso no se hallaba comprendido en nin- 
guno de los incisos del articulo 2.' de la lev 48, ni el lieclio 
que originó el juicio estaba relacionado con la navega- 
ción y comercio marítimo). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DKI ( SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte : BWMt 10 * ím 

Se lia trabado cuestión de comiwtencia negativa entre el 
Juez Federal de la Capital y e! de 1.' Instancia en lo Civil de la 
nmma para conocer en la causa que don Ramón Llanos sigue 
contra la Soc.edad -'De Ridder y Korf \ s obre cobro de pe- 
sos jjor accidente del trabajo. 

El actor, al servicio de los demandados, fué victima de un 
acódente en la zona del Puerto de esta Capital mientras trans- 
portaba bolsas. 

Esa sola circunstancia de lugar no puede fundamenta r 
la comiwtencia de la justicia federal, ya que la presente es una 
causa civil y los tribunales federales sólo ejercen jurisdicción, 
por razón del lugar, en las causas criminales como lo prese ri- 
!ie el art. 3." de la ley "48. 
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No resulta, por otra parte, acreditado el fuero por ra- 
zón ile las personas, ni se ha intentado tal alegación. 

En cuanto a la materia de la causa, tampoco es federal. 
La lev sobre accidentes del trabajo es una ley común, amplia- 
toria o modificatoria del Código Civil en cuanto a respon- 
sabilidad por hechos u omisiones se refiere. 

Su aplicación, pues, corresponde a los jueces nacionales 
o provinciales según que las cusas o las |>ersonas caigan bajo 
sus respetivas jurisdicciones, de acuerdo con la regla adopta- 
da por el art. 67, inc. u de la Constitución Nacional. 

No siendo invocable, como he dicho, razones de lugar, 
persona o materia, para justificar la intervención de la jus- 
ticia federal en esta causa, soy de opinión que corresponde 
dirimir la presente contienda en favor de la competencia del 
Juez de Primera Instancia en lu Civil. 

Horacio R. Larrvta. 
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Autos y Vistos: 



ButM* Airíi, Oclubie 20 de 1924 



Los de contienda de coiii(>ete.ic'.a negativa enere un Juez 
de Sección JeJa«£ail»£¿¿y otro en t° Civil de la justicia ordi- 
naria de la misma, p 11 1 1 onBj 1 1 111 r) juiejg promovido por 
don Ramón Llanos contra la razón social "De 
sobre indemnización por accidente del trabajo. 



Y considerando: 



Que como se observa y establece en el precedente dicia- 
inen. no se ha invocado en la causa que origina la contienda, 
la procedencia del fuero federal ¡wr r:*z in de hs personas, ni 
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corresponde tampoco dicho fuero por razón de la materia 
paes e! fundamento de la acción civil intentada deriva de una 
ley co :nun cuya interpretación y aplicación corresponde en 
general, a la justicia ordinaria. 

Que a los efectos de la procedencia de la jurisdicción na- 
cional en el caso, atentos antecedentes del mismo, habria 
sido necesario que éste estuviese comprendido en alguno de 
Tos incisos del artículo 2.» de la ley 48. o se hubiese demos- 
trado, a | menos, que el hecho que origina el juicio está por 
algún concepto relacionado con la navegación y comercio ma- 
rítimo íinc.so io, articulo 2-, ley citada), lo que no se ha 
■mentado probar ni se podría inferir de las constancias de 
autos, sin incurrir en una interpretación que daría a la justicia 
federal una extensión que no armoniza con su carácter es- 
pecial y con los fines privilegiados de la navegación que en 
los casos aludidos le sirven de fundamento. (Fallos tomo 66 
pagina 448, entre otros) . 

Por estas consideraciones y las concordantes del dicta- 
men del Señor Procurador General, se declara que el juez 
competente para conocer en el presente caso, es el de lo Civil 
de la justicia ordinaria. :i quien se remitirán los autos avi- 
sándose por oficio al juez de Sección en la forma de estilo. 
Kepongase el papel; 

A. Bermejo — J. Figueroa Ai^ 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 



isa 
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Ministerio fiscal y don Máximo Nivvro Maza contra don Co- 
lín Cainbctl, por defraudación a ta renta adnauem. 

Sumaría: Se lialla fuera del supuesto del recurso de abla- 
ción en tercera instancia un juicio de defraudación a la 
renta de aduana por cuatro mil trescientos cuarenta y oin- 
pesos con nueve centavos oro sellado. 

Caso: Le txplica el siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA (í) 

Bunm Aitee, Octubre W d* 19-24 

Autos y Vistos; 

Que habiéndose interpretado el inciso 2." del artículo 
de la ley 4055 en su última parte en el sentido de (pie '-165 
cinco mil pesos de que él habla son los definidos por el ar- 
ticulo 1." de la ley número 1130", el presente caso que tiene 
por objeto una demanda por sólo cuatro mil trescientos cua- 
renta y cinco pesos eon nueve centavos oro sellado se en- 
cuentra fuera del supuesto del recurso de apelación en ter- 
cera instancia. Véanse Fallos, tomos 97: 280.. 98; 394; 105; 
356: 106: 414; 115; 380. 

Por ello se declara mal concedido el recurso interpuesto 
para ante esta Corte. Xot i fínese y devuélvase reponiéndose 
el papel en el Juzgado de origen. 

J, FiouEHOA Alcohta, — Ra- 
món M ka hez, — líoKHRTr» 
R KI'ETTo. 



4U Con fecha ticte de Noviembre la Corte Snorama 4 Jeto idéntica rctotucidn en la 
cama Kluida por et MlnMerío Pftcal y Máatew Rivera Mi» contra el Hrigo- 
f ifica Wllaon, por igual cauta. 
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Doña * Carinen V. de lisfindota contra ta Provincia de Santa 
/'V, por cobro de pesos. 

Sumario: Corresponde a la Cune Suprema entender en la eje- 
cución de honorarios de un |>erito designado por ella. 

Caso: Lo explica el siguiente: 
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ItiMot AIth, Ochifert si dt v>¿* 

Autos y Vistos: 

Atentos los términos del mandato conferido en 1907 (fo- 
jas 129W don José Ramón Espíndola por doña Felisa Con- 
cha de Domínguez por sí y sus hijos menores y el que agrégase 
a fojas 1 198 otorgado por éstos, en su mayor edad, para que 
prosiga este juicio "hasta su total terminación", téngase por 
parte a don José R. Espíndota como alterado de don Alf re- 
do Carrillo, doña Maria Felisa, doña Zulema y don Torge Do- 
mínguez, dejándose sin efecto la providencia de fecha 15 de 
octubre f fojas 1196) (r) y devuélvase el p«*ler dejando co- 
pia en autos . 

Respecto a los errores que se mencionan en el presente 
escrito, ellos son infundados; el 1° T >orr t iie no debe confun- 
dirse la regulación del honorario correspondiente al perito 
ingeniero Williams, hecha por e! secretario a fojas 1081 con la 
del tribunal de fojas 1085 vuelta (ley 3375. articulo B.') y 
porque con arreglo a la constante jurisprudencia de esta Cor- 

01 . "wtnw Aire». Octubre 15 de IftM 

Atredm «1 ptflcfntnt* eqcontrtrw Imcrlpto tomo procurador y H moverá . 

BERMEJO 
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ttr le corresponde entender en la ejecución de honorarios de 
mi perito designado por éila y no en los del apoderado o abo- 
bado designado por el litigante; el 2* porque la orden fué da- 
da como consta a fojas 1090 "con citación de las partes", o 
sea. con su conformidad y negada ésta, la orden debia que- 
dar y quedó sin efecto, "atenta la oposición formulada por 
las partes", fojas 1101. 

A. Bermejo — J. Ficueroa Al- 
corta, — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 



NOTAS 

Con fecha i." de octubre de 1924, fué confirmada por la 
Cfirte Suprema la sentencia pronunciada por la Cámara Fe- 
dera! de Apelación del Paraná, que condenó a Avelino Pe- 
drozo a sufrir la |)cna de veinte años de reclusión, accesorios 
legales y costas, en ve* He la de veinticinco años de la mis- 
ma pena que le fué impuesta por el Juez Letrado del Terri- 
torio Nacional de Misiones, como autor del delito de lio.nici- 
dio perorado en la persona de Carlos Foley y lesiones a Juan 
Mora, el 6 de agosto de 1922 en el pueblo de Corpus, juris- 
dicción del expresado territorio. 



Kn la misma fecha la Corte Suprema de conformidad 
ron lo prevenido en los artículos 2." y 305 del Código Penal y 
551, inciso 4." y 553 del Código de Procedimientos Criminal, 
hizo lugar al recurso de revisión interpuesto por el procesado 
Adam llerusomer condenado a sufrir la pena de diez y siete 
años y seis meses de presidio por aplicación de lo dispuesto en 
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el articulo 17, inciso 1." tle la ley 4189, CO mo autor del delito 
de homicidio perpetrado en la persona de Matías Schavertz; 
y en atención de que el Nuevo Código Penal reprime el mis- 
ino delito de homicidio simple con ía pena de ocho a veinti- 
cinco años de reclusión o prisión, indudablemente más benig- 
na que la establecida en la ley anterior, resolvió sustituir la 
pena impuesta al recurrente por la de diez y seis años y me- 
dio de reclusión, que deberá cumplir con los accesorios de ley. 



En la misma fecha la Corte Suprema ordenó se estu- 
viera a Jo resuelto fver nota del 26 de septiembre último) en 
el recurso de hecho deducido por don Natalio Botana en au- 
tos con el agente Fiscal, doctor Pastor Achával. por desaca- 
to, por tener en cuenta, además, que nada hay en las cláusu- 
las de la Constitución, invocadas por el recurrente, que se opon- 
ga a que los delitos cometidos por medio de la prensa sean 
sometidos a Ja jurisdicción de los jueces ordinarios de la 
Capital, que no son jueces federales, sino de carácter local 



En la misma fecha se ordenó igualmente, se estuviese a lo 
resuelto (ver nota del 24 de septiembre último) en ta queja 
deducida por don Julio M. Garro en autos con Luciano Gar- 
giulo. sobre consignación, por tratarse de cuestiones regidas 
por las normas del derecho procesal y de las leyes de organi- 
zación de los tribunales, cuya interpretación y apücación son 
extrañas al recurso extraordinario deducido. 



En la misma fecha se declaró improcedente la queja de- 
ducida por don José Messina en autos con la sucesión de don 



íae 
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Félix Labanca. sobre adquisición de dominio, por resultar de 
la propia exposición del recurrente que las cuestiones materia 
del pleito eran de derecho común y de interpretación de las 
leyes procesales, ajenas por consiguiente al recurso extraor- 
dinario de acuerdo con lo dispuesto por el articulo 15 de la 
ley 48 en su última parte. 



En diez del mismo no se tmo lug:ir a la míe ja deducida 
por don José Goicoechea en autos con don Juan Agout borde, 
«abre desalojo por resultar de la propia exposición del recu- 
rrente, que la cuestión de que se trataba aprecia resuelta por 
interpretación \ aplicación de disposiciones de derecho pro- 
cesal, extrañas al recurso extraordinario y, además, porque 
la garantía del artículo 18 de la Constitución invocada, no 
guardaba con e' caso aludido la relación directu e inmediata 
que se requiere. 



F.n la misma f celia se declaró improcedente la queja de- 
ducida por don Rafael Tamoni en autos con su esposa Sara 
Piñeiro. sobre divorcio, por resultar de la propia exposición 
del recurrente que la sentencia apelada se había limitado a re- 
solver cuestiones regidas por disi>osiciones del derecho común 
que no pueden ser revisadas por la Corte Suprémá en el re- 
curso extraordinario, conforme a lo dispuesto en el artículo 
15 de la ley 48; agregándose, además, que no existia relación 
directa alguna entre las disposiciones constitucionales invoca- 
das y las cuestiones planteadas, ni tampoco revestía el ca- 
rácter de definitiva la resolución recaída, como imperativa - 
mente lo requieren los artículos 14 y 15 de la mencionada 
ley 4*- 
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Kti ta misma fecha la Corte Suprema ordenó se estuviera 
a lo resuello (ver nota del 26 de septiembre último) en la 
«jiteja deducida |Kir don ¿Miguel B, Jué en amos con don Víc- 
tor Torren*, sobre desalojo, por considerar que aún cuando 
el solicitante hubiere interpuesto recurso para ante el tribu- 
nal, la presente queja sería siempre impropíente, dado de 
que la resolución del Juez de i.' Instancia se había limitado 
a declarar bien denegada la ablación deducida en el Juzgado 
«le P;.z. es decir, a resolver una cuestión de carácter procesal 
regida |ior disposiciones del Código local de procedimientos 
y, por lo tanto, ajena al remedio lega] autorizado imr el ar- 
ticulo 14. de h ley 48. 



En Ja misma fecha se ordenó se estuviese a lo resuelto 
Cver nota de fecha primero) en la queja deducida por don 
.José Messina en autos con la sucesión de don Félix 
Labanca, sobre adquisición de dominio, en razón de que los 
artículos 281 y 282 del Código de Procedimientos de la Capi- 
tal que se invocaban, no autorizan recurso alguno para ante 
la Corte Suprema y. respeto al que prevé los artículos 14 y 15 
de la ley 48, el mismo recurrente admitía que no amurallan 
su presentación ante el tribunal. 



ton fecha 13 no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Alfredo Malvar y otros en !os autos caratulados "Giuson 
G. H. apelando de un fallo de la Aduana de la Capital", por 
resultar de la propia exposición del recurrente que en el plei- 
to, como lo prescribe el artículo 14 de ti ley 48, o sea con 
anterioridad a la sentencia definitiva, no se había planteado 
la cuestión federal fundada en las disposiciones de los ar- 
tículos 18 y it, de la Constitución a que se hacia referencia, lo 
que signifícala que esa invocación había sido extemporánea. 
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Kn la misma fecha se declaró improcedente la uueja dc- 
rlucit|a por don Jesús Manuel Calzado en autos con Pedro 
llignoli Compañía Limitada, sobre cobro de ]>csos, por resul- 
tar cíe la propia exposición de! apelante que los recursos rpte 
había interpuesto y decía haberle sido denegados, son los 
que mencionan los artículos 281 y 286 del Código de Pro- 
cedimientos de la Capital, que no son otorgados para ante la 
Corte Suprema ; a lo que se agregaba que las cuestiones que 
aparecían planteadas por el recurrente se encuentran regidas 
por el derecho procesal y no afectan la garantía de la defensa 
en juicio toda vez que la parte había tenido oportunidad de 
hacerse oir en las dos instancias en que se ha substanciado 
el pleito. 



Con fecha diez y scite no se hizo lugar a la queja dedu- 
cida por don Kugcnio Raxa en autos con don Santiago Mutz* 
sobre desalojo, por no resultar de la propia ex'mstción del re- 
currente, que se hubiera interpuesto recurso alguno para ante 
la Corte Suprema que le hubiese sido denegado. 



Ku veinte del mismo se declaró improcedente la t|iieja de- 
ducida por don José Morían en autos con don Antonio Gutié- 
rrez Fernández, sobre desalojo, por resultar de la propia ex- 
posición del recurrente, que en el caso se había cuestionado el 
derecho invocado por el apelante de continuar ocupando la 
casa locada por los motivos que expresaba y la cuestión habia 
sido resuelta en las instancias respectivas por interpretación y 
aplicación de disposiciones de la ley 11157. no impugnadas 
como contrarias a la Constitución. 



Kn la m. snia fecha se declaró improcedente la queja de- 
ducida |H*r el Fisco Xacionfal en los autos seguidos por don 
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Jerónimo J. Costa contra Eduardo Spotto, sobre desalojo, 
por no aparecer que en e! caso se hubiera planteado cuestión 
alguna de carácter federal, desde que no se mencionaba el 
articulo de la ley de Papel Sellado o de su decreto reglamen- 
tario en que el recurrente apoyara el derecho que afirmaba ha* 
bérseíe desconocido y. además, porque en todo caso la in- 
fracción de que se trataba se referiría a un impuesto esta- 
blecido para los contratos que se celebren en la Capital y Te- 
rritorios Nacionales, es decir, de una disposición de carácter 
local y por lo tanto extraña a! recurso extraordinario. 



Con fecha veinticuatro no se hizo lugar a la queja de- 
ducida por don Miguel A. Isabel en autos con doiia Julieta 
Lanteri de Renshaw, sobre desalojo por acreditarse de la pro- 
pia exposición del recurrente que la decisión recaída en el 
juicio, se había dictado por apreciación de hecho y pruelias 
y la interpretación y aplicación de disposiciones de derecho 
común, antecedentes que determinaban por si mismos la impro- 
cedencia del recurso extraordinario, conforme a la reiterada 
jurisprudencia del Tribuna] y lo que al respecto prescril*? el 
artículo ¡5 de !a ley número 48. 



En la misma fecba no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Perfecto P. Bustamante en autos con el Consejo 
Nacional de Higiene, sobre multa, por resultar de la cxjkj- 
síción del recurrente, que el Juez a qiw se había limitado a fi- 
jar el alcance de disposiciones de la ley 4^7 que es ley local, 
sancionada por el Congreso para la Capital y Territorios Na- 
cionales y. por lo tanto, extraña al recurso extraordinaria pa- 
ra ante la Corte Suprema, con arreglo a lo reiteradamen:e 
resuelto; a lo que se agregaba que la cláusulas constituciona- 
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les invocadas, por el reeur rente, no tenían relación directa c 
inmediata con "as cuestiones debatidas en el juiciq. desde 
que es la interpretación de la ley local cuestionada y no la 
de l*s articulo* citado? de la Constitución la que ha de de- 
terminar si el hecho imputado al apelante constituye o no una 
infracción reprimida por dicha ley. 



Kn la misma fecha se declaró improcedente la queja de- 
ducida por dop Emilio Uudet. sobre revisión, por no resul- 
tar de la exposición del recurrente que se hubiera interpues- 
to en tiempo y forma recurso alguno para ante la Corte Su- 
prema. que le hubiere sido denegado: agregándose, además, 
que las disposiciones de los artículos 73 y 74 de la ley núme- 
ro k)jo. tpie se invocaban, son de derecho común y |»r lo 
tanto extrañas al recurso extraordinario con arreglo al ar- 
ticulo 15 de la ley 4H. 



Con fecha veintinueve no se hizo Unjar a la queja dedu- 
cida por don Silvano Oraciarena en autos con el flanco Ale- 
mán Transatlántico, sobre cobro fie pesos, por resultar de ta 
exposición del recurrente, que el caso a (pie se refería et re- 
curso se bahía resuelto, en el juicio ejecutivo correspondien- 
te, del articulo 22 de la ley 9644, y de tales antecedentes se 
desprende que la apelación, extraordinaria es improcedente, 
pues la sentencia recurrida 110 era definitiva como lo requiere 
la ley 48 en su articulo (4 y lo ha consagrado la reiterada ju- 
risprudencia de la Corte Suprema. 



Kn la misma fecha se declaró improcedente la queja de- 
ducida }M,r don Federico Spinelli en autos con don F. Cioia. 
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sobre desalojo, por no acrecer que el recurrente hubiera in- 
terpuesto recurso alguno para ante la Corte Suprema, que le 
hubiese sitio denegado, ni que hubiere planteado en el pleito, 
sea antes de pronunciarse la sentencia, alguna cuestión fe- 
deral, y no expresarse, tampoco, qué cláusula constitucional 
había sido vulnerarla por el fallo de que se trataba. 



Con fecha 31 de octubre de 1924, la Corte Suprema de- 
c'aró improcedente el recurso de apelaci m concedido por la 
Cámara Federal de Ablación del Paraná, interpuesto contra 
sentencia .^pronunciada por la misma, que condenó a Juan 
Quiróü o Cárdenas a sufrir la pena de diez años de reclu- 
sión, en vez de la de cuatro de la misma pena, que le fué im- 
puesta por el Juez Letrado del Territorio Nacional del Cha- 
co, como autor del delito de violación de una menor, en razón 
de que con arreglo a lo dispuesto en el artículo 3.*, inciso 5. 
de la Tey número 4055. la Corte Suprema conocerá en últi- 
ma instancia por apelación y nulidad de la sentencias defini- 
tivas de las Cámaras Federales de Apelación en todos 
aquéllos casos en que la pena impuesta excediera de diez años 
de presidio o penitenciaría", y la sanción penal aplicada en Ja 
causa 110 reunía el mencionado requisito desde que la priva- 
ción ríe liljcrtad impuesta no excedía de diez años. 



Kn la misma fecha la Corte Suprema declaró no corres- 
ponder a la jurisdicción originaria de la misma, el pedido de 
libertad condicional formulado por el procesado Juan Rodrí- 
guez ila Silva condenado a sufrir la pena de veinticinco años 
de ] (residió, en razón de no tratarse en el caso de ta revisión 
de ¡a sentencia pronunciada por el tribunal (artículos 551 y 
sigHtcütés del Código de Procedimientos Criminales), sino de 
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la libertad condicional legislada por el artículo 13 del Código 
Penal vigente, análoga a la de reducción de pena que autorizaba 
el Código anterior (artículo* 73 y 74), y cuyo conocimiento 
tu* corresponde a jurisdicción originaria del tribunal por ser 
un incidente de la ejecución de la sentencia, la cual es atribui- 
da por la ley al juez que baya conocido en el juicio en prime- 
ra instancia. (Artículo 557, Código de Procedimientos Cr¡- 
miirales; Constitución Nacional art. roí). 



l¿n el recurso de revisión interpuesto por el procesado 
Cipriano Barragán, condenado a sufrir la ¡>ena de veinticinco 
años de presidio con arreglo al artículo 17. Capítulo 1.", inci- 
so 1." de la ley 4189, por el delito de homicidio iier|jetrado en 
la |»ersona de su bermana Luisa Barragán, la Corte Suprema 
con fecha 31 de octubre, y en razón de que si bien la pena 
que establece el nuevo Código Penal {articulo 79). para el 
mismo delito es, en general, más benigna que la correlativa 
de la ley anterior por la que fué juagado el recur-ente, y e*a 
circunstancia bacc, en principio, procedente la revisión de las 
causas con arreglo al articulo 551, inciso 4." del Código de 
Procedimientos Criminales, tal consideración no podía ¡nW- 
carse en el caso de autos por la gravedad del becho delictuo- 
so y jjor las circunstancias en que fué cometido, siéndole apli- 
cada la pena en su límite mayor, y ese limite es igua! id se- 
ñalado por la ley actualmente en vigencia, por lo que no hizo 
lugar a la revisión solicitada, declarando que la pena aplicada 
al reo, deberá cumplirse como de reclusión. 



Kn la cansa criminal seguida contra Pablo Pujol, Pablo o 
Mariano Portillo, Timoteo Sosa o Gómez, y Fermín Blanco 
condenados por sentencia pronunciada por la Cámara Fcde- 
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rnl del P.iraná. a sufrir la pena de reclusión perpetua los tres 
primeros y veintidós años de reclusión al cuarto, por los de- 
litos de homicidio, asalto y robo, perpetrado en la persona de 
Francisco Zabala, e\ día 27 de septiembre de 1915, eu el pa- 
raje denominado Costa de Guayzurú, jurisdicción del terri- 
torio Nacional del Chaco, la Corte Suprema de confirmadad 
con lo prevenido por el articulo 305 de la ley número 11. 179, 
modificó la expresada resolución, condenando a Pablo o Ma- 
riano Portillo y Timoteo Sosa o Gómez, a sufrir la pena de 
veinticinco años de reclusión, y la confirmó en lo demás que 
ella dispone, declarándose que respecto de Pablo Pujol, la ac- 
ción quedaba extinguida por fallecimiento de éste. 



Careó», doña Isabel Forrest de, i$us Juicios ab- hit estafo) . 
Keeurso extraordinario. 

Sumario; Para la procedencia del recurso extraordinario del 
artículo 14 de la ley 48. es indispensable que la decisión 
pronunciada sea contraria a la validez del titulo, dere- 
cho, privilegio o exención, que se funde en dicha cláusula 
y sea materia del litigio, por lo que no procede dicho re- 
curso contra una resolución en que el tribunal apelado, apli- 
. cando la ley nacional número 163. {sobre el Tratado con 
Su Majestad Británica) ha admitido y reconocido la per- 
sonería del representante designado ]wr el cónsul a los 
fines solicitados por él, es decir, se ha pronunciado en fa- 
vor y no en contra del derecho alegado. 

Caso: Lo explica el siguiente: 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

■ 

Rucan* Aim, Noviembre 3 de 1D21 
Y Vistos: Considerando: 

(Jue a fojas 54 de los aulas sucesorios de doña ¡sabe) 
Forrest de Carznn, tramitados ante los Tribunales de la Ca- 
pital, compareció el señor Cirios G. BollaerL designado cu- 
rador de los bienes de la causante por el señor cónsul genera' 
de la Gran Bretaña e Irlanda de acuerdo con lo dispuesto por 
el artículo 13 del tratado de amistad y comercio celebrado 
con Inglaterra el 2 de febrero de 1825, manifestando: "que 
de las. averiguaciones practicá&is, ha resultado que la ex- 
presada doña Elisábeth Forrest de Cárzori dejó parientes en 
grado sueesible en su pais de origen y viene a hacerle» pre- 
sente a V. S. a los efectos que hubiere lugar y según lo pro- 
bará en su opon unidad". 

Que el Consejo Nacional de Educación, partiendo del lie- 
dlo de que en el juicio habia llegado el momento de declarar 
ta vacancia de la herencia, oponiéndose expuso a fojas 58 
"que en el caso sub judke la intervención del doctor Ro- 
lláert como curador no es procedente | urque la ley número 

no da a los cónsules la facultad de nombrar curador sinó 
albacea, pero no hay interés en hacer incidente a tal respecto 
pnrquc dado el estado del asunto. la intervención de dicho 
letrado, cualquiera que sea el carácter (pie puede investir, ha 
terminado en razón del j>cdido de declaración de vacancia". 

<Juc el incidente, substanciado con el Ministerio Público, 
quedó resuelto en el auto de fojas 5<> v. por el cual se decla- 
raba vacante la herencia conforme el articulo del Código 
df Procedimientos, y se hacia saber al doctor Hollaert "epte 
dado el estado del asunto y la declaración de vacancia de la 
herencia, no procede la intervención que se pretende en el ca- 
rácter invocado". 
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Que a fojas 61 el doctor liollacrt introdujo un recuíso de 
revoltón, de aquel auto pidiendo se le dejara sin efecto en 
U parte mmSlB "no haciendo lugar a la declaración de 
«flttep. de la herencia. „i a ] a entrega de fondos al Consejo 
a ■ nendo la personería por él invocada", la cual fué de- 
>est imada a fojas 8o. 

Que la resolución de 1, Cámara Civil ,.■ corriente a fo- 
jas 89 aceptando el dictamen del Fiscal de Cámara doctor 
Mackmlav. conf.rmó la resolución de ,. instancia en lo rc- 
at.vo a U dedaradón de v,cancia y e« cuanto a la entrega 

t ei í^ro 5 f""^ Nad ° nal ^ 

tenté 7, rCkrt T tC a 13 ^^¡6, del represen- 

m «e del cónsul brttamco la c,« C admite "limitada a las me- 
dulas conducentes a la determinación de los herederos' c„n 
en el extranjero se dennneia por el mismo" 
Que la intervención reconocida por | a antedicha resolu- 
ción a representante designado por el cónsnl sc ajusta eStric- 
™ a o solicitado por el mismo en su escrito de prescn- 

ffí £ , i c " » no r,e * us 1,árraf(,s dcl escrit " * 

>r ja el cU aI expresa "que la manifestación clara v terminan- 
e del representante consular por intermedió dcl que suTri- 
, * f ' l,e - f dc , las *gm#*m Practicadas ha resultado que la 
expresada doña Klisahe.h Forres, de Ca-vón dejó parientes 
* mtk mm* en su país de origen, debe ser\- cZ „ 
base suf.e.ente para que el Juzgado no proceda a la decía 
aon de como lo ha hecho. s ¡n qué nun % TZ 

I li&r lg£g r " * — P 

Que en presencia de los antecedentes relacionados, el re- 
curso extrnordmano autorizado por el articulo m de la le, 
mmra 48 ha sido ma , concedido en ,1 caso. o 
basto solo para la procedencia de aq«¿l fJ ue en el pleito se haya 
es o en cnestmn a valide, de un tratado o 5U Incompatibili- 
dad ^n una lev. decreto o autoridad de provincia o bien la 
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inteligencia de mía de sus cláusulas, es indispensable, además, 
que la decisión pronunciada sea contraria ;i la validez def ti- 
tulo, derecho, privilegio o exención que se funde en dicha 
cláusula y sea materia del litigio. 

Que si hien en el presente juicio, el Tribunal Superior de 
!a Capital al hacer suyos los fundamentos del dictamen fis- 
cal, ha declarado que el articulo 13 del tratado celebrado can 
Su Majestad Hritánica el afín 1825, sólo comprende el caso 
tle subditos británicos fallecidos dentro del territorio de las 
Provincias Unidas de! Rio de la Plata y no el de aquellos cu- 
yo deceso ha tenido lugar fuera de él, es lo cierta que aquel 
Tribunal aplicando la lev nacional número 163, ha admitido 
y reconocido la personería del representante designado pir 
el cónsul a los fines solicitados por él, es decir, se ha pronun- 
ciado en favor y no en contra del derecho alegado, 

One en [ales condiciones, toda revisión por esta Corte de 
la interpretación atribuida por la Cámara Civil al referido 
tratado daria lugara a un pronunciamiento inoficioso, desde 
que aún cu el supuesto de arribarse a una solución contraria 
a la mencionada, su resaltado no podría ser otro que el de re- 
conocer y admitir la personería del doelnr líoüacrt, coma lo 
hace la parte apelada del auto de fojas 89. 

Que acerca de la procedencia del recurso, cu razón de 
haberse aplicado a la solución del caso disposiciones de la 
ley nacional número ifvj, siendo la sentencia favorable al de- 
recho fundado en esa ley, la via extraordinaria es improce- 
dente conforme al artículo 14, inciso 3." de la ley número 48. 

(Jue las cuestiones relativas a la declaración de vacancia 
de la herencia y a la transferencia de los fundos, también re- 
sueltas en el auto materia de apelación son de derecho co- 
mún, y por consiguiente, extrañas al recurso extraordina- 
rio, conforme a ta dispuesto por el artículo 15 de la citada 
lev número 48. 
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Por estos fundamentos se declara mal concedido el re- 
curso extraordinario. Noti fique se, devuélvanse, reponiéndose 
los sellos en e! juzgado de origen. 

A. Bermejo _ J. Figueroa Ai,- 
corta. — Ramón- Méndez. 
— Roberto Repetto. 



Señor?* Geuaud y Cords contra cí Fnraairril Central Ar- 
ffrntiiw, sobre diferencia de peso. 

Sumario: i* Procede el recurso extraordinario del artículo 
14. ley 48. contra una semencia contraría al derecho fun- 
dado en disposiciones de la ley nacional de FF. CC, nú-» 
mero 2873, 'que guardan una relación directa c inmédia- 
ta con la materia del litigio, y aplica, además, el decreto 
del Poder Ejecutivo de fechn 14 de enero de iqiS im- 
pugnado como contrario a los precepto ,k- I* m¿&m* 
da ley. 

2° Kl decreto del Poder Ivjeeutivo de .4 de enero de 
1918 que obliga a las empresas de ferrocarriles a veri- 
ficar el peso de las mercaderías en el primer punto donde 
las hubiere ( basadas) o en los empalmes de intercam- 
bio, tiende a procurar los medios de hacerlo efectivo, y 
lejos de modificar el derecho conferido al ferrocarril por 
el articulo 47 de la ley 2873. comporta, pnr consiguiente, 
el ejercicio legitimo de la facultad conferida al Poder 
I- jecutivo por el articulo 8í\ inciso 2? de la Constitución 
y es. además, concordante con los artículos 165 y 1Ú7 del 
Código de Comercio. 



Caso; ho explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA 1>EL SEÑOR JUE/. DE COMERCIO 

Buena* Aire», Junio ffl de m*i 

Y Vistos: 

['a>a resolver estos amos de los cuales resulta: 

i." Que a f*- 6 se presentan los señores (ienartl y Cords. 
por medio de apoderado, demandando a la empresa del Ferro- 
carril Central Argentino, por ta su*ra de pesos cuatro mil 110- 
vecientíJS cincuenta y ocho con cuarenta y cinco centavos mo- 
neda nacional o en su defecto por la que fijen («-ritos. Ma- 
nifiestan que son fuertes comerciantes en el ramo de leña y 
maderas del país; reciben continuamente grandes cantidades 
tic esos artículos y no lian |iodido evitar ser una de las tan- 
tas victimas de la abusiva actitud de las empresas. Las faltas 
que demandan suman un total de 228. kilogramos, y el 
precio en que se avalúan es el mismo que se ha obtenido por 
la leña corres] «nidi ente al mismo vagón en que se notaron 
las faltas. 

<Jue si !a demandada no i|iiiere aceptar ese precio, no tie- 
nen inconveniente en que sea determinado por peritos. Que 
la cifra del total de las faltas, es suficientemente elocuente 
para echar por tierra las dos excusas dadas por la demandada, 
■ t M-nn T"s errores de básculas y la leña transportada que lia 
'i'ermado naturalmente: en cuanto a la primera, es extraor- 
dinario que las balanzas den siempre errores en contra de los 
cargadores o consignatarios y nunca en contra de las empre- 
sas: y en cuando a la segunda excusa, tratándose de leña de 
quebracho, no es posible pretender merma de tal magnitud, 
tan es asi que en el art. j$ú del reglamento general de ferro- 
carriles, no st* ha incluido en la tabla de merma, ni la leña, 
ni los durmientes ni la madera de quebracho. Que si la cm* 
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presa negara la exactitud de las cifras ingertas en la de- 
manda, se comprometen a presentar la documentación corres- 
pondícnté. Que en cnanto al precio de Ja madera f altante, se- 
gún los cálculos de los actores, suman un total de pesos cua- 
tro mil novecientos cincuenta y ocho con cuarenta y cinco 
centavos moneda nacional, pata cuyos cálculos no se lian te- 
nido en cuenta las fracciones de cien kilos, y los precios con- 
cuerdos con jas constancias de sus libros. Fundan su dere- 
cho en tas disposiciones de los artículos 168, 164. 170. 172, 
'74- 175- "79 y concordantes del Cód. de Comercio y la ley 
2873 y reglamento general de esa ley. Termina solicitando 
<|ue se condene a la empresa demandada al pago de ta suma 
reclamada, o la que fijen peritos, con intereses y costas. 

2. Que corrido traslado de la demanda se presenta eva- 
cuándolo a fs. 46 -la empresa demandada, por medio ríe apo- 
derado, manifestando: que de los transportes a que se refie- 
re la demanda, deben separarse los que detalla en la planilla 
que acompaña la empresa, en los cuales no aparecen los ac- 
tores como consignatarios ni como últimos endosatarios. Que 
las órdenes de entrega que aparecen en algunas cartas de por- 
te, no implican conferir mandato para gestionar judicialmen- 
te las supuestas cargas fallantes, ni tampoco cesión de lo s su- 
puestos derechos de los consignatarios a ese respecto, y en 
consecuencia, la demanda por las cargas a que se refiere la 
planilla aludida, debe rechazarse puesto que los actores care- 
cen de acción para demandar judicialmente en este juicio. 
Que por otra parte, pide el rechazo de la demanda en todas 
sus partes, porque en todos los transportes referidos en la 
ya referida planilla y aún en aquellos en que los actores apa- 
recen como consgtnatarios. no puede aceptar como exactas las 
supuestas pesadas en las estacinnes de tránsito que se men- 
cionan en el escrito de demanda; que de acuerdo con el ar- 
tículo 47 de la ley general de ferrocarriles, es la declaración 
hecha en la carta de porte sobre el peso de la carga la que de- 
be tenerse en cuenta en el transporte. Que de acuerdo con el 



160 



FAMjMS M '-^ CORTE SUPREMA 



art. 48 de la misma ley, las constancias de la caria de jK>rte, 
solo pueden verificarse una ve? qtie los efectos lian llegado a 
destino. Que impugna el decreto del P. E. (pie determinaba 
el pesaje en el trayecto, por cuanto altera las disposiciones de 
la ley de ferrocarriles y del Cód. de Comercio; y sostiene, 
asimismo, que no acepta el valor legal y exactitud material a 
las pesadas que se invocan en Ta demanda. Que tampoco acep- 
ta las pretendidas diferencias de peso cuyos cálculos hacen 
los actores en su demanda, por no haber intervenido en esas 
supuestas pesadas ; debiendo en todo caso hacerse una deduc- 
ción de[ 5 o|o, en concepto de merma. Que las cantidades de 
leña que íus actores dicen que recibieron, exceden en mucho, 
en todos los casos, a la declaración de |>csos hecha pur los 
remitentes. Tanqioco acepta el valor que se atribuye a la 
leña que suponen los actores como fallante, y pide que en de- 
finitiva se rechace la demanda, con costas. 

3* Abierta causa a prueba se produce la que informa 
el certificado de fs. 59. Ambas partes presentaron sus res- 
pectivos alegato* a fs. 320, y 336» llamándose autos para sen* 
tencia a fs. 339 vta, 

Y Considerando: 

Primero: La parte demandada opuso cutre otras defen- 
sas, la falta de derecho de los actores para reclamar por las 
cargas que han sido transferidas a personas que 110 figura - 
bán como cargadores ni consignatarios en las respectivas car- 
tas de porte. 

K11 este caso se encuentran los veintiocho transportes de- 
tallados a fs. 45. y cuyas cartas de porte han sido conferi- 
das nomiitalmente en favor de terceras personas. 

IVI titulo legal del contrato 110 resulta justificado el de- 
recho de los demandados para accionar contra la empresa, 
porteadora, rio obstante que aquéllos aparezcan recibiendo 
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las cargas. Las cartas de porte en cuestión, son títulos nomi- 
nativos que no pueden transmitirse válidamente por medio de 
endosos, no es dable al tenedor de los mismos ejercitar de- 
rechos de las personas a quienes fueron otorgados, si no 
justifican la existencia de una cesión, y no demuestran su ca- 
rácter de cesionario (arts. ifrf». 600 v 024 del Cód. de Co- 

Que no puede mejorar la situación de los actores, la cir- 
cunstancia de haber declarado los consignatarios, que su in- 
tención fué tranferir todos los derechos que fas correspon- 
dían en las cartas de porte nominativas, indicadas a fs. 45: 
esto importaría ampararse en un error <le derecho cometido 
por los consignatarios, cuyas confesiones no pueden subsa- 
nar el título respecto de un tercero, como es la empresa de- 
mandada. Por otra parte, las declaraciones de los testigos 
Ortíz de Zarate y Pinto, a fs. Rj y 84. no pueden ser consi- 
dera tías como cesiones de derechos, ni podrían tener influencia 
alguna en un litigio trabado con anterioridad al conocimiento 
de dicho acto. 

Por esto y la jurisprudencia uniforme sentada por este 
Tribunal en los autos Ferrari. Hatipt y Cía., contra el Fe- 
rrocarril Central Argentino y Miguel Cagnotti contra el Fe- 
rrocarril Pacífico, declaro la falta de acción de los deman- 
dantes, con respecto a los reclamos emergentes de las cartas de 
porte detalladas a fs, 45 y que corren agregadas de fojas io£ 
a 253. 

Segundo: L,a parte actora ha justificado con la jwricia 
tic fs, 190 que la cantidad de leña fallante alcanza a 120.141 
kilogramos, después de descontada el ¡míso de la leña corres- 
¡wndiente a los transportes resueltos en el considerando ante- 
rior. El juzgado acepta las conclusiones del dictamen peri- 
cial, porque se ha ajustado a las constancias de los autos que 
son las siguientes : cartas de i>orte. boletas de verificación de 
lieso con la estación de tránsito y anotaciones en los libros 
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tle la demandada lart. 20 de la ley 4128). La taita de con- 
currencia de la empresa a esa prueba, no puede en modo al- 
guno quitar su eficacia probatoria, pues ello importarla dejar 
librado a la voluntad de una parte, la limitación de la prue- 
ba del contrario, quien tiene perefecto derecho a producirla 
en la forma más amplia posible a efectos de justificar su ac- 
ción larts. 104 y 161 del Cód. de Procedimientos) . 

Tercero: La empresa demandada pretende negar ta exac- 
titud y valor legal de los Mctos de verificación en tránsito, 
del peso de la leña, pero esta defensa es evidentemente im- 
procedente. Los boletos de verificación fueron expedidos por 
la empresa que contrató el transporte con los remitentes; por 
consiguiente, forman parte integrante del contrato celebrad" 
entre acarreador y cargadores o destinatarios, y no pueden 
ser entonces, desconocidos o negados por el acarreador sub- 
siguiente.* que debe ser considerado como el contratante mis- 
mo, de acuerdo con el art. 64 fie ln ley 2873. 

Por otra parte, los boletos de verificación no son con- 
tradictorios con las cartas de porte; por el contrario, son docu- 
mentos integrantes de estos últimos, pues compruelian el ver- 
dadero peso de las cargas recibidas por las empresas de fe- 
rrocarril, en estaciones donde no existen bísenlas, como C.ar- 
1 neudia. Rosario de la Frontera. Tapia. Picdrabucna. 7 de 
Abril y Abra C.raudc. en el caso de autos 1 informe de la Di- 
rección de Ferrocarriles a fs. 801 . Las declaraciones de peso 
hpehas por los cargadores en esos lugares no pueden ser sino 
provisorias, y así lo han entendido las empresas, cuando ese 
peso no sirve de base pira el [xigo fiel flete ( posiciones de 
fs. 105 que se dan por absueltas en rebeldía al prepresentan- 
te de !a demandada, por tratarse en esa prueba de hechos ge- 
nerales de administración y dirección que no pueden ser ig- 
norados |*>r el absolvente - art. ¡27 del C. de Procedimien- 
tos ) . 

Además, los boletos de verificación dan realidad a las de- 
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daraeíones de las cartas de porte, salvando asi una situación 
de hecho, producida jxir la falta de básculas, y otorgando a las 
partes un documento complementario, de conformidad fcion 
el art. 157» segundo apartado, de4 Código de Comercio. Por 
último, los boletos de verificación no sólo no violan en nin- 
guna forma el art. 48 de la ley 2873. sobre rectificación de 
cargas en el lugar de destino, sinó que colocan a las parles en 
situación de hacer uso de ese derecho, teniendo por base el 
peso real de la cosa en el tugar de Ja carga, y no una decla- 
ración desprovista de todo valor. 

Por esto la defensa de ilegalidad del decreto del Poder 
Kjecutivo de la Nación, de 14 de enero de 1918 í fs, 92) no 
puede prosperar. 

Cuarto: La empresa demandada intenta también una de- 
fensa en su favor, invocando la merma normal de la cosa 
transportada: pero, en ausencia de toda disposición legal so- 
bre mermas de este articulo, no corres) ion de disminuir ningu- 
na cantidad por este concepto del total de peso de la leña fal- 
lante. L,a empresa no ha probado por su parte, que existiera 
la determinación previa de la liquidación de responsabilidad 
que dispunen los artículos 174 del Código de Comercio y 254 
y 256 del reglamento general 1 tabla de mermas ) . 

Quinto: Establecida la falta de leña, corresixmde que los 
actores sean indemnizados en su perjuicio, de acuerdo con los 
arts. 162 y 179 del Código de Comercio, por no haberse pro- 
bado en amos el precio de la cosa, - 

Por estos fundamentos, fallo definitivamente estos au- 
tos, haciendo lugar en parte a la demanda de fs. 6; en conse- 
cuencia, condeno a la empresa del Ferrocarril Central Argen- 
tina, a que pague dentro de diez, días a los señores Genard y 
Cords, el precio de ciento veinte mil ciento cuarenta y un ki- 
logramos de la leña ( 120.141), que será fijado por peritos, 
de conformidad con la norma establecida en el art. 179 del 
Código de Comercio, v sus intereses desde el día de la noti 
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ficación de la demanda. Ordeno que las costas se [>aguen en el 
orden cansado y las comunes por mitad, en mérito a la for- 
ma en (¡lie se ha resuelto la demanda. 

Félix Martin Herrara, 

Ante mi: A. N. Mutinico. 



SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ DE COMERCIO 

Buen» Air», Mayo ¿t de l»24, 

¿Es arreglada a derecho la sentencia de fs. 341 en cuan- 
to ha sido materia de recurso? 

El doctor Casares dijo: 

De los términos del art. 48 de la ley X." 2873 resulta de 
un modo inequívoco que el peso de los efectos confiados a tm 
ferrocarril para su transporte debe quedar establecido e incor- 
porado a las enunciaciones de! titulo legal del contrato, en 
la estación originaria, por medio de un acto tpie lo traduzca 
con exactitud y no por simples manifestaciones del cargador, 
más o menos arbitrarias, Y como e'lo no es posible en los fu- 
gares que carecen de las líásculas necesarias |iara efectuar el 
pesaje, el decreto del Poder Ejecutivo de fecha 17 de enero de 
M>|8. en cuyo mérito debe hacerse en la primera estación del 
tránsito donde existan, lejos de ser inconciliable con la dispo- 
sición ile la ley N * 2873 que he citado, tiende a hacerla efec- 
tiva: se ajusta estrictamente a su espíritu y encuadra dentro 
de sus facultades de reglamentación de la misma, inherentes 
al Poder Ejecutivo. 

Por estas consideraciones. |>or las concordantes del fa- 
llo de primera instancia que doy ]ior reproducidas y ipie se 
ajustan lo resuelto por el Tribunal en casos análogos; ¡jorque 
la falta de acción de que se hace mérito a fs. 258 por 110 ha- 
ber mediado reclamo inmediato en la estación de destino, es 
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materia extraña a la litis, toda vez que no se opuso en la con- 
testación (fs. 46 y arts. 217, tí>7 <lel Cód. de Proceda ) y fi- 
nalmente, porque de amos no resulta que la leña estuviera 
memela dentro de la tabla del art, 35Ú del decreto reglamen- 
tario cuando se efectuaron los transportes, toda ve* que el in- 
forme de la Dirección General de Ferrocarriles — fs. 3^ — 
tóto acredita la existencia de gestiones administrativas a tal 
fin (fs. 197), opino une el recurso del demandante en la ex- 
tensión y por las razones que resultan de su expresión de 
agravios, no tiene fundamento. 

l-l actor, por su parte, ha recurrido la sentencia en cuan- 
to manda pagar por su orden las costas del juicio. 

Ks verdad, que la demanda pros¡>era con la limitación 
que resulta de la exclusión de las consignaciones a que se re- 
fiere la planilla de fs. 45. respecto de las cuales se lia decla- 
rado que el demandante carece de acción, pero no lo es menos 
que la mayor parte de los gastos causídicos lian encontrado 
origen de una situación extraña a esa circunstancia o sea en 
el desconocimiento total del derecho de aquél, formulado en 
la contestación. 

Eil estas condiciones, la solución del fallo no me parece 
m cqu.tat.va, ni legal, ya que la compensación que implica, só- 
lo cabria si las costas originadas por «las pretensiones de los li- 
tigantes fueran equivalentes. Cuando no lo son. como en el 
caso, lo que corresponde es imponerlas al vencido, parcialmen- 
te en una justa proporción, aplicando el texto del artículo 
2¿i del Código de Procedimientos, que autoriza los jueces 
para hacerlo "en todo o en parte". 

Con sujeción a estos principios a que c] Tribunal se ha 
ajustado en espectes semejantes, pienso, pues, q„ e se del* de- 
clarar a cargo de la empresa demandada las dos terceras par- 
les de las costas del actor. 

Voto, en consecuencia, por la confirmación del fallo re- 
currido en lo principal y por su reforma, como lo dejo indi- 
cado, respecto de las costas. 
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t'ur análogas razone-; los doctores Estrada, Padilla y \lc- 
létidez se adhirieran ;d voto anterior. 

Por los fundamento;; riel precedente acuerdo, se confir- 
ma en ¿o principal la sentencia apelada ¡le fs. 341 y se rc- 
í orina en lo míe decide respecto de las costas, declarándose 
a cargo de ta empresa demandada las ilo* terceras |>artes de 
las del actor. Fijanst- en ciento veinte y cuarenta pesos m|n., 
respectivamente, los honorarios en esta instancia del doctor 
San Martin y apoderado Sánz. Notifiquesc. repóng, y de- 
vuélvanse. — U, F. Padilla. - - Angel M. Casares, — Alberto 
Estrada, — - Pedro V. Meléndcs, 

Ante mi: Alfredo Vos. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Air», 3 de Noviembre de IW4. 

Y Vistos : 

K3 presente recurso deducido contra la sentencia de la 
Cámara de Comercio de la Capital dictada en el juicio Cie- 
ñan! y Cords contra la empresa del Ferrocarril Central Ar- 
gentino. 

Y Considerando: 

Que las sentencias de u' y 2.* Instancia han sido contra- 
rias al derecho o privilegio fundado por el ferrocarril en los 
artículos 47 y 48 ele la ley nacional número 2873 que guardan 
una relación directa e inmediata con la materia del litigio y 
además aplica el decreto del Poder Ejecutivo de fecha 14 de 
enero de 1918 impugnado por aquél como contrario a los men- 
cionados preceptos de la misma ley. 

<¿uc en tales condiciones es manifiesta Ea procedencia del 
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recurso extraordinario, conforme a lo prevenido por el inciso 
3" del articulo 14 de la ley número 4N. 

Que, en cnanto al fondo de! litigio, éste tiene por obje- 
lu reclamar del ferrocarril el valor de las diferencias de peso 
existentes en favor del cargador entre los acusados por la pri- 
mera básenla de tránsito y la de destituí. Ksa diferencia que 
llega a ciento veinte mil ciento cuarenta y un kili ►gramos lia 
sido reconocida como exacta por la empresa demandarla, pe- 
rú, afirma rjue no existe causa legal en virtud de la cual pue- 
da ser obligada a pagar su importe, pues, por una parte, de 
acuerdo eofi el articulo 47 de la ley 2873. es la declaración he- 
cha en la carta de porte sobre el peso de la carga, la que de- 
lii- tenerse en cuenta en el transpurtc, lo cual, de acuerdo 
con el articulo 4K. sólo puede rectificarse en !a estación de dec- 
lino y no en las de tránsito, y por otra, el decreto del Poder 
Ejecutivo, que ordena realizar d iK?sajc en el trayecto, cuan- 
do no existen básculas en la estación de origen, altera las dis- 
posiciones citadas fie la ley número 2873 y las del Código de 
Comercio, 

Que del contexto de los artículos 47 y 48 de la lev 2873 si 
bien se deduce que corresponde al cargador hacer la declara- 
ción previa del peso de -las mercaderias objeto del transporte, 
resulta, asimismo, que ni manifestación debe ser contraloreada 
por el propio ferrocarril, pues, de no ser asi, el segundo de 
aquellos preceptos no habría aludido al "error que en e! pe- 
so hubiera cometido Ja estación expedidora''. Y esta inter- 
pretación se halla corroborada por el artículo 4^ de la tnen- 
eionada ley y artículo 1% inciso 2." del Código de Comercio, 

One siendo un hecho comprobado en autos que las es- 
taciones Oannendia. Rosario de ta Frontera. T:ipia. Piedra 
Huma. 7 de Abril y Abra Grande de las que procede la leña, 
carea n de básculas para pesar los wagones, la declaración 
formularla por el cargador acerca del peso, sólo puede tener 
carácter provisorio toda vea que la rectificación autorizad:. 
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por jal artículo 48 supone como punto de partida necesario 
el pesaje efectivo por el ferrocarril de los efectos transpor- 
tados. 

Que siendo asi el decreto del Poder Ejecutivo de fecha 
14 de ene ni de Hjití destinado a subsanar los inconvenientes 
derivados de ta falta de básculas en las estaciones originarias 
y que obliga "a las empresas a verificar el peso de las merca - 
derías en el primer punto donde las hubiere o sea en los 
empalmes de intercambio", lejos de modificar el derecho con- 
ferido al ferrocarril por el art. 47 de la ley 287.1, liende a 
procurar tos medios de hacerlo efectivo y comporta, por con- 
siguiente, el ejercicio legitimo de la facultad conferida a aquel 
poder |»or el artículo #rí, inciso 2* de la Constitución y es 
además, concordante con los artículos 105 y K17 del Código 
de Comercio. 

Que otra cosa importaría reconocer al ferrocarril el de- 
recho de no entregar la totalidad de la carga efectivamente re- 
cibida según sus propias constancias f artículo 04, ley -'^7,l)- 

l'or estos fundamentos y los de la sentencia apelada, se 
confirma ésta en la parte que lia podido ser materia del re- 
curso, Molifiqúese, devuélvase y repóngase el papel en el juz- 
gado de origen. 

A. Bkr-miíjo — J. Figutíroa Al- 
corta. — Ramón Miíniji;/. — 
Roberto Rmww, 



Don Santiago Br\gtiÓné, i su StttesiÓn). Contienda d& CQinpff- 
t encía. 

Sumario: 1." í.a negativa de un juez a dar cumplimiento a un 
exhorto dirigido por otro con el oh jeto de que se pusiera la 
nota respectiva a unas escrituras públicas ríe adquisición 
de bienes inmuebles, en las que se hizo ima rectificación 
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sobre el estado civil del causante, por considerar w> la 
comi^tcncia. en general, reside en el jnez «leí lugar (londe 
^.pasado el acti) a rectificarse, importa, en lo substan- 
cial, una contienda de competencia por inhibitoria de las 
que la Corle Suprema debe dirimir, eon arreglo a lo dis- 
puesto m el articulo 9.* inciso d) de la ley 4055. 

2.» La rectificación de escrituras de transfeVencia de 
.Inmuno, referente al estado civil del causante en la & 
c ha del otorgamiento de las mismas constituí una ind- 
olencia «leí Jatcío principal, y |>or consiguiente, no puede 
ser extraña a las facultades jurisdiccionales ft ue en dicho 
JUICIO se ejercitan privativamente y Sm subordinación a 
qtra potestad que puede entorpecer o anular los prinior- 
f' u ' s Olivos del litigio sobre derechos sucesorios- por 
b qpe, aceptada la jurisdicción del exhortante en el juicio 
Micesono, nue de acuerdo cqfl la ley y jurisprudencia, con» 
pmttde las demandas concernientes a los bienes heredita- 
ria hasta la partición inclusive, cuando son interpuesta* 
por algunos de (os sucesores universaks contra sus eolu- 
rHi-ms. y que el juicio universal de sucesión atrae toda, 
las cuestiones sobre el derecho a los bienes que la consti- 
pen y el titulo co„ que son reclamados r Código Civil, 
artículo 3^ ley 4 S t articulo t 2, inciso lev c„ 7 . inci¡w 
2. ) unplicuametue se le ha., reconocido sus facultades 
legales para resolver sobre la rectificación de ios títulos. 

Casa: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEt SEÑOR PROCURADOR GENFRAL 

Suprema Corte: 

Al tramitarse ante el jtUfgadb de 1." Imtaucia en lo Civil 
de la Capital de la Nación el juicio sucesorio de .Ion Santiago 
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ilrigiione, los herederos solicitaron se librara exhorto al Juez 
en turno ríe La Plata para que dispusiera la anotación en el 
Archivo de los Tribunales y en el Registro de la Propiedad 
de dicha ciudad, de una rectificación hecha y aprobada por <-l 
Juez de la sucesión referente al estado civil del causante en la 
fecha de otorgamiento de ciertas escrituras de transferencia.-, 
pasadas ante notarías con asiento en la provincia de üiicno> 
Aires. 

Pero, el juez de La Plata se ha negado a darle curso pi»r 
entender que ta rectificación referida ha debido proponerse 
y ser decretada por él en razón de tratarse de bienes inmue- 
bles ubicados dentro de (a jurisdicción de su Juzgado. Con tat 
motivo se ha tratado la presente cucs'ión de competencia que 
viene a resolución de V. E. íart. 9." de la ley 6? 4055). 

Estimo ajustada a derecho la petición de! Juez de la su- 
cesión . 

Ante éste, dice el arl. 3284 del Código Civil, delwn en- 
labiarse las demandas concernientes a los bienes hereditarios, 
hasta la partición inclusive, cuando son interpuestas por algn- 
•i"* de bis sucesores universales contra sus co-herederos. 

Y. precisando el alcance de la jurisdicción atribuida pol- 
la citada disposición legal del P. K. en la causa que se regis- 
tra en el lomo 134, página 3<>~ de la colección de los Fallos de 
este Tribunal, dijo : 

"Une en (al concepto cabe observar que el juicio suceso- 
rio de Di lícnedetto se tramita ante el Juez de esta Capital y 
cóma quiera que se aprecie la rectificación referida y sus 

■ efeeios. es indudable qué se trata de ti n incidente de dicho 
jitiéto; y en tal concepto el juez di- la sucesión es e! com- 
petente pira conocer en el mismo, según lo reiteradamente 

■" resuelto. 

' 4 Que las leyes de carácter bical «|iie m- invocan en el dic 
tamen de fojás 175 determinan como Juez competente el 
del lugar en que se encuentra la oficina de Registro, para 
los rasos comunes de rectificaciones cuestionadas entre par- 
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- 2^ , del juic . io T iversaJ de 5üwsión « ue p* r s « aaw» 

carácter atrae todas Jas cuestiones sobre el derecho a los 
b.enes que la construyen y el título con que son reclama- 

<• ti' { 1 v' nClSO ^ tCy W " 481 art " Código Civil; 

« ^''^ N 9371 Fa,1( *' t0mo ** Pagina so, conside- 

_ "Que si para ordenar la rectificación de las partidas cíe 
u q«c se trata se han cumplido o no los requisitos de proce- 
;< dimtento exigidos por leyes lócale, de la Capital, es cuestión 

- Z2 3 r , COm| ^ e ? CÍa al i" e «^ctos que puede 

producir tal medida . 

^ "Que de otra manera resultaría el juicio sucesorio en <u 
^ tranntacK>n y finalidad, subordinado al especial que se se- 
„ f"* en Bah,a B,anca rectificación de las partidas, 

„ HM f S '"^P'^ ^"iendo en cuenta el fuero de atrae- 

« J " ,C, ° """T' f^ iífó Por ley v por la juris- 

prudencia constante del Tribunal". 

La doctrina de este fallo es de aplicación al «ib Índice 
porque la analogía entre la rectificación de partidas y de es- 
crituras es evidente átenlo los fundamentos preinsertos de 
la resolución de V, E. 

El Juez de La Plata, al negarse a ordenar se inscriba la 
recreación requerida, ha dicho que: -ésta no es esencial a 
la suceso ya que ella puede llevarse andante ,in dicha 
rect,f tC ac.on o ..«ponerse I a carga de la misma a uno <> más 
herederos en la misma o en distinta forma en que se im- 

" oWigación" * Un CrédÍt ° ° * CVmplÍmkm " dc 

Pero no puede negarse que a los herederos les asiste el 
derecho de dejar terminadas todas las cuestiones concernien- 
tes a la liquidación de la sucesión y una de estas cuestiones, 
y primordial por cierto, es la relativa a la rectificación de erró- 
res en los títulos que puedan determinar nulidades o la inva- 
lidez de los mismos que alteren los términos de la< adjudi- 
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raciones sucesorias o que determinen posteriormente la re- 
forma o nulidad de la partición. 

El principio general de la universalidad del jtüciitp suce- 
sorio permite sostener rjite todas esas cuestiones deben que- 
dar aclaradas y terminadas ante la jurisdicción de! juez de 
Ja causa. 

Soy, por ello, de opinión que el presente conflicto debe 
resolverse en favor de la jurisdicción del Juez de la Capi- 
tal para ordenar ¡as rectificaciones aludidas. 

llorado R. Larreta. 



FALLO DE I.A CORTIJ SUPREMA 

Bueno» AJrct, Novjtwbfe 3 de IUÍ4 

Autos y Vistos: 

I.ns de contienda de competencia entre un Juez de i* 
instancia en Jo Civil de la Capital y otro de igual clase de la 
ciudad de I.a l'lata, para resolver (o relativo a la incidencia 
promovida en e! juicio sucesorio de don Santiago Brignone 
sobre rectificación del estado civil del causante consignado en 
dos escrituras de adquisición de bienes i mi nubles. 

Y Considerando: 

Que aprobadas por d Juex de la Mieesión fas diligencias 
que estimó conducentes a la precedencia de la rectificación 
de las escrituras aludidas, y librado el exhorto correspondien- 
te al Juez de La Plata a fin de que se pusiera a dichos títulos 
'a nota respectiva por intermedio del Archivo de los Tribu- 
nales y Registro de la Propiedad, el Juez exhortado no acce- 
dió a dar cumplimiento al oficio rogatorio, entre oíros fun- 
damentos por considerar que la conqn-tencia, en general, re- 



DE JUST/CIA DE LA NACIÓN ](& 



Me en el Juez del l«g yr donde ha ^ajíl d acto a rectifi- 
ca^, en el caso, en ios jueces de la provincia, dado el carác- 
ter local del Keg IS tro donde las escrituras fueron extendidas. 

Que esta negativa, como lo lian entendido los jueces res- 
pectivos y lo ha consagrado la jurisprudencia en casos an á- 
lugos, importa, en lo substancial una comiendo de competen- 
cia por inhibitoria, de las que esta Corte debe dirimir con 
atregto a lo dispuesto j»or el articnlo g- inciso d) de la lev 
mi mere» 4055. ' 

@m esfatídp sometido a la jurisdicción del Juez de esta 
capital el juico sucesorio de que se trata, punto sobre el cual 
no se ha producido en autos contradicción alguna, las conse^ 
cuencas que derivan de ese antecedente fundamental, con- 
ducen forzosamente, atentas las circunstancias de la cau<a, a 
la competencia en el caso del Juez de la sucesión. 

Que, en efecto, la ninteria controvertida,- esto es. la rec- 
timem dé las escituras de ümW& cnstituye una in- 
cidencia del juico principal y, por consiguiente, no puede ser 
extraña a las facultades jurisdiccionales que en dicho juicio 
se ejercitan privativamente y sin sulrord i nación a otra ^tes- 
tad que pueda entorperer o anular los primordiales objeti- 
vos del litigio sobre los derechos sucesorios. 

Que la ley y la jurisprudencia lian establecido que la ju- 
risdicción sobre la sucesión emprende las demandas concer- 
mcitcs a Jos bienes hereditarios hasta la partición inclusive, 
aiando S on interpuestas por algunos de los sucesores univer- 
sales contra sus co-herederos; y qué el juicio universal de 
sucesión atrae todas las cuestiones sobre el derecho a los bie- 
nes que la constiiuycn y el titulo con que son reclamados (Có- 
digo Civil, anicilo 3284; ley número artículo 12, inci- 
so i."; ley número 927, articulo 2.": Palios, tomo 126, pati- 
na 50. considerando 7,", entre otros) . 

Que aceptada la jurisdicción del exhortante en el juicio su- 
cesorio, implícitamente se le han reconoedo. atento lo que 
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queda expresado, sus facultades legales para resolver sobre 
la rectificación de los títulos; y por tal concepto como acerta- 
damente lo observa el Ministerio Fiscal a fojas 132 vuelta, et 
Juez exhortado carece de competencia para entrar a juzgar 
sí se han cumplid" o no los preceptos legales del caso i Cons- 
titución articulo 7." y su ley reglamentaria número 44 1, a lo 
(|UC procede agregar, tpie la circunstancia de sí se han llena- 
do o no los requisitos establecidos |*>r la ley* para la recti- 
ficación. e< cuestión ajena a la competencia al igual que los 
efectos que puede producir tal medida 1 Fallos, tomo 134. pá- 
gina 397). 

Que por lo demás, y atenta ta evidente paridad del caso 
con los que se han resuelto referentes a la rectificación de 
partidas del Registro Civil, cabe reiterar aquí la observación 
de que las disposiciones legales que se invocan para sostener 
la competencia del Juez del lugar donde se realiza el acto i|ue 
origina la corrección, rigen para los casos comunes de rec- 
tificaciones cuestionadas entre [Kiries, fuera del juicio uni- 
versal fie sucesión que i*>r su mismo carácter atrae como tjue- 
da dicho, todas las cuestiones Spbjé el derecho a los bienes 
ojie la constituyen y el título con qne son reclamados { Fallos, 
tojuo 139. página 1? 1 . 

I'or estos fundamentos v los del dictamen del señor Pro- 
curador Genéral, se declara que el Juez competente para l-1 
conocimiento y resolución de la incidencia de que se trata, 
es el de la sucesión. esto es. el Juez en lo Civil de esta Ca- 
pital, a quien se devolverán los autos, ;i visándose al de La 
Hau en la forma de estilo, con transcripción de esta reso- 
lución y de! dictamen de referencia. l<ein'mgase el papé!. 

A. ti kh mi: .10 — J, Fir.ui-ROA Al- 
corta. — Ramón Méndez. 

— RoHKRTO IÍEPKTTO. 
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1>ú» Martín Percyra Iraola contra la Provincia de Buenos Ai- 
res, sobre devolución de su huís de dinero percilridas cu 
concepto de impuestos. 

Sumario: Véase el de las causas publicadas en el tomo 138, 
página 161 y 1a.de Masure] Fils del tomo 142 página 1*20. 

Cuso: Lo explican la* siguientes piezas: 



DICTAMEN DIÍI, SEÑO» PROCURADOR GENES AI, 

„ Bueno» Aire», julio 2:. de nm 

mprema Corte: 

Don Martin IVreyra l rao ]a demandó a la provincia de 
Bmm Aires por devolución de la suma de ciento odíenla y 
nueve mil seiscientos veintiún pesos con cincuenta centavos 
moneda nacional y sus intereses pagada indebidamente, según 
el actor, en concepto de impuesto cecial de afirmados del 
camino público de La Plata a Avellaneda, en ejecución de una 
ley provincial de 30 de diciembre de 1907. 

La provincia no contestó la demanda, no produjo pruc- 
l>a ni alegó en su defensa. 

La cuestión de derecho planteada en la presente deman- 
da 110 difiere de la resucita por esta Corte Suprema con fe- 
cha 22 de junio de 1933 en Ja causa seguida contra la mis:ua 
provincia de Buenos Aire* por don Martín Pereyra ¡raola. 
V. E. declaró en ella la inconstitucional! dad riel impuesto 
aplicado. 

De acuerdo con esta scnti-ncia y 110 habiendo la provin- 
cia demandada introducido mod i fijación alguna de hecho o 
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(le derecho en esta litis, soy de opinión qué corresponde man- 
tener la doctrina, di* V. K. haciendo lugar, por sus funda- 
mentos, a esta demanda. 

Horacio f\\ t.anr tu. 



FALLÓ PK I, A CHUTE SI'i'RKM a < i » 

n.seno» Airei. Noviembre ." de li'J* 

Y Vistos: 

Kl pmairiulor Kuriijvie H, Brichetti, mandatario di- don 
Martín l'creyra Iraola demanda a la provincia de Buenos Ai- 
res por devolución de la suma de ciento ochenta y nueve mil 
ochocicnt'to veintiún pesos con cincuenta centavos moneda le- 
gilí qué afirma haber satisfecho su instituyeme bajo protesta 
por razón del impuesto establecido por la ley provincial de 
.lo de diciembre de icjoy, con el objeto de costear la apertu- 
ra y pavimentación del camino entre Ka Plata y Avellaneda. 

Manifiesta que lo reclamado es el i, 11 porte de nuevas 
(.notas de dicho impuesto pagadas con posterioridad a la de- 
manda anterior que terminó ¡H>r sentencia de esta Corle de 
jimio ¿2 de 1923, en la que se declaró la inconstitucinnalítlad 
de la referida contribución y se condenó a la demandada a 
devolver las sumas cobradas. 

En consecuencia, fundado en las mismas consideraciones 
i fiio a|>ovaii dicho pronunciamiento solicita se haga lugar a la 
acción entablada y se declare la obligación de Ja provincia de 

|l) En la miama techa la Corte Suprema dictó idéntica retoludófl en loa Juicios ar- 
güido) ni loa tenorea Andrea Victoriano Ramilla; Jote A. Otameodi; K, M. He- 
rrera Vecae y olroa; Matilde Machen ii de Divtdaon: F. Draque Durafloia y 
otret y foaa 1 Taiuno contra la mi**t Provincia de Sueno» Airea, por igual 
cauta - 

- En aiele del 111 ramo te pronunció «cusí rCMlucfón en la cauta seguida por don 
Taraia Bell contra la misma Provincia, por I din tica cauta, 

- Con lecha veinticuatro, igual revolución en el juicio seguido por loa aenorea Feli- 
pe y Esteban fíeero. contra la eipreuda provincia de iuenoi Aítes. por la mia- 
■a cauta. 
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Buenos Aires de devolver lo percibido por concepto de! im- 
puesto inconstitucional, con intereses y costas. 

No liabiéndose contestado la demanda, se recibe la causa a 
prueba por auto de fojas 21 vta.. produciéndose la que ex- 
presa el certificado de fojas 38, y habiéndose agregado ei a'c- 
gato de la parte actora, quedó la causa en estado de pror , til- 
darse sentencia: y 

Considerando : 

Que el demandante ha comprobarlo ejofi las boletas agre- 
gadas a los autos y con las escrituras respectivas, haber sa- 
tisfecho, bajo protesta, diversas cuotas del impuesto estable- 
cido por la ley provincial de 30 de diciembre de 1907, creado 
cmi el objeto de costear la a¡>ertura y pavimentación de un 
camino entre las ciudades de La Plata y Avellaneda. En con- 
junto, las cuotas pagadas ascienden a la suma reclamada en 
la demanda, es decir, a ciento ochenta y nueve mil ochocien- 
tos veintiun pesos con cincuenta centavos moneda legal. 

Que en reiteradas decisiones de esta Curte se ha declara- 
do que el referido impuesto no reúne los requisitos esenciales 
para la validez de toda contribución de mejoras o locaJ osses- 
ment, a salier, que la obra a cuyo pago esté destinada sea ante 
todo de beneficio local y que el sacrificio impuesto a los due- 
ños de las propiedades afectadas no exceda substancíahnente 
el beneficio particular que obtienen por razón de dicha obra 
pública. ( Fallos, tomo j¿8. página 161 y sentencia de 29 de 
octubre del corriente año en la causa Masurel Fils versus 
Provincia de Unenos Aires), 

Que en las decisiones citadas se ha dejado claramente 
establecido que Ja contribución impuesta a unos pocos propie- 
tarios con el proj>ósitij de construir una obra de casi exclu- 
sivo interés general como es el camino de que se trata y me- 
díante la cual se absorbe una parte considerable de! valor de 
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las propiedades afectadas, sin conferir en cambio un bene- 
ficio equivalente o aproximado, es inconciliable con la igual- 
dad en cuanto al impuesto y con la inviolabilidad de !a pro- 
piedad consagradas por los artículos 16 y 17 de la Consti- 
tución. 

Uue no habiéndose invocado en el caso alguna circuns- 
tancia especial capaz di influir en la modificación de las con- 
clusiones alcanzadas en los mencionados fallos y concurrien- 
do, por lo demás, todas las condicione!; que determinaron a 
e>ta Corle pronunciarlos. corres] wnde dar a este litigio una 
sol lición análoga. 

Kn su mérito. repriKluciewlo los fundamentos invocados 
en las recordadas sentencias de esta Corte y de acuerdo con lo 
dictaminado j»or el Señor Procurador General . se declara que 
el impuesto establecido por la ley de la Provincia de Buenos 
Aires de 30 tic diciembre de 1907 es contraria a los artículos 
10 y 17 de la Constitución y que en consecuencia dicha pro- 
vincia está obligada a devolver al demandante, don Martin 
IV rey ra Iraola dentro del término de diez días, la cantidad 
de ciento ochenta y nueve mil ochocientos veintiún pesos con 
cincuenta centavos moneda legal, con sus intereses a estilo 
de los (jne cobra c] Banco de la Xacióii desde la fecha de la 
notificación dé la demanda. Con costas. Xotifíquese. repón- 
gase él pajK'l y archívese. 

A. Bermejo. — j. Figueboa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 

— RüBEtTO REPETTO. 
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Doña Marüi CfmmbÓH rontre la Proñucia de Mendoza por 
t übro de pesos. 

Sumario: i.» La declaración de la incompetencia de la Corte 
Suprema, de oficio o a petición de pane, puede y debe 
hacerse en cualquier estado de la causa. 

2. a Siendo el cesionario una sociedad colectiva cuyos 
miembros eran vecinos de la Capital Federal, y teniendo 
también, el cedente su domicilio en el mismo lugar, pro- 
rede el fuero federal en una demanda contra la provincia 
de Mendoza por cobro de pesos, aún en el supuesto de 
que la sociedad cesionaria tuviera una sucursal en dicha 
provincia. (Tratándose de sociedades colectivas, la ley 
48 ha tomado como base para conceder la jurisdicción fe- 
«Icral, la nacionalidad o vecindad de todos los socios que 
la forman (artículo io), sin consideración alguna al dn- 
mictj'o social). 

3. " Reconocida la existeiKia de la deuda v que la pro- 
vincia es re S! >on.sablc de ella, corresiwnde declarar su im- 
porte de legitimo abono, sin que sea «íbice para ello la 
circunstancia invocada de ser necesaria autorización le- 
gislativa para su pago. 

4" Habiendo sido presentadas las cuentas diez meses 
antes de deducida la acción, la manifestación de la de~ 
mandada de que carecía de antecedentes acerca de tales cré- 
ditos, constituye una respuesta evasiva v tiene el valor de 
un reconocimiento (Artículo 86, ley 50) - 

5." Las objeciones a la demanda presentadas por vez 
primera al alegar, no corresponde tomarlas en cuenta al 
¡pronunciarse el fallo, conforme a la regla de derecho 
procesal que quiere que la sentencia se refiera y baga me- 
ntó sólo de las cuestiones comprendidas en la litis con- 
testaifo. 

Caso: Lo explica el siguiente: 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bisen»» A¡t«, Novieabce ? de m} 

Y Vistos : 

l.ns seguidos por doña María ChauúYtn contra la Provin- 
cia cíe Mendoza sobre cobro de pesos de Jos cuales resulta: 

Oue a fojas 8 comparece la nombrada María Chambón por 
apoderado deduciendo demanda contra el Sii|>erior Gobierno 
de M t n< loza a fin de que se le condene a pagarle el importe de 
los créditos que te han sido cedidos por la extinguida sociedad 
Trnchi y Compañía. 

Que tales créditos se hallan individualizados en h escri- 
tura pública de dación en pago que acompaña y representan en 
n m junto la simia de catorce mil setenta y cinco pesos con dos 
centavos. Provienen de artículos suministrados a diversas de- 
pendencias de la administración de la provincia de Mendoza, a 
virtud de órdenes emanadas de la oficina de provisiones qué 
es la encargada de efectuar tales compras. Los comprobante- 
del caso se encuentran agregados a los expedientes respectivos 
detenidos en la Mesa de Entradas del Ministerio de Industrias 
con la visible intención de no moverlos sin término. 

Que se trata de una venta de mercaderías, con precios ne- 
tos a pagar al contado, que han sido entregadas por los provee- 
dores Truehi y Compañía a las oficinas para las cuales se des- 
tinaban y solo resta que el Gobierno de Mendoza cumpla su 
pane de obligac iones en el contrato o sea el pago de aquéllas 
a Jos precios convenidos. 

Que acreditada la vecindad en esta Capital tanto de la ci- 
sionaría como de sus cedentes, mediante las declaraciones de 
fojas ¡i, ii vta., 13 y 14, corrióse a fojas 14 vta., traslado de 
la demanda. 

Que ésta fué contestada a fojas -'3 por el representante 
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dé la provincia (le Mendoza, rfbji Moisés Yafenzuela. manites- 
lando: a ) que los crédito? relacionados con los expedientes nú- 
meros 4140, 4138. 44,55, y 448^ todos del Ministerio de Indus- 
trias y Obras Públicas, por una suma global de pesos tres mil 
seiscientos dos con cuarenta centavos, se encuentran en cundi- 
dones de pago pues han sido corridos va todos los trámites ad- 
numstrativos nectarios para ello; Sj !jUe de los demás ex 
Mientes indicados m | a escritura ,le cesión y comprendidos en 
la accn'.ii no ba sirio posible encontrar antecedentes en las dis- 
imtas úmm de la Contaduría de la Provincia, exección lu- 
cha de los números 423$ del Ministerio de Industrias v Obras 
Publicas y números 24.252 del Ministerio de Gobierno' ,ior pe- 
sos doscientos veinte y pesos setenta y dos con veinte centavos 
para cuyo pago se requiere autorización de la Legislatura. 

Agrega que en presencia de tales antecedentes se vé en et 
vaso de tener que manifestar que el Gobierno de Mendoza no 
debía a los señores Trucbi y Omip. y éstos no lian podido ce- 
der a la actora María Chambón otros créditos (pie los especi- 
ficados en los expedientes números 4140, 4138, 44^5 v 4482 y 
que suman tres mil seiscientos dos pesos con cuarenta cen- 
tavos. 

Que tratándose de una persona jurídica y especialmente 
cuando esa persona es una provincia no basta para que sea 
procedente el cobro de mercaderías que ellas hayan sido pedi- 
das y aún redimías si quién las pidió y las recibió no estaba 
autorizado para ello. La actora ha omitido presentar copias 
simples de las facturas cuyo pago reclama y ni siquiera hace 
mención de que los encargos fie mercaderías se practicaran en 
cada caso llenándose los requisitos legales esenciales conforme 
a las leyes o reglamentos en vigor en la provincia de Mendoza. 

Oue. por todo lo cual termina pidiendo el rechazo de la 
demanda en la parte que no ha sido reconocida en este escrito. 

Qúé abierta la causa a prueba, fojas 28, prodújose la que 
expresa el certificado de fojas ¿1, aleando amitos contendieu- 
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tes sobre su mérito a fojas 77 y fojas 80, y llamándose autos 
a fojas 82. 

Y Considerando: 

Que ta circunstancia de haberse aducido por el represen- 
tante de ta provincia de Mendoza ta improcedencia en el caso 
di- la jurisdicción originaria de esta Corte recién en su alegato 
de bien probado, no constituye óbice legal para examinar el 
punto pues este tribunal ha expresado en forma reiterada que 
la declaración de su incompetencia de oficio o a petición de 
parte, puede y debe hacerse en cualquier estado de la causa. 

Que la provincia demandada funda la incompetencia en 
el hecho de míe los cedentes de la demandante Abel Kuíz y 
Carlos Alberto Tuclvi. según fluye de las propias facturas acom- 
pañadas a los expedientes administrativos, pran vecinos de 
Mendoza y nó de la Capital Federal. 

ijuc con arreglo a lo dispuesto por los artículos 100 y lot 
de ia Constitución, j." de la ley ^55 y 1". inciso t." de la nú- 
mero 4**. la Suprema Corte conocerá en primera instancia de las 
causas que se susciten entre una provincia y algún vecino o ve- 
cinos de otra o ciudadanos o subditos extranjeros. 

Que tratándose en este juicio de un derecho que perte- 
nece a la acto ra por la cesión de que instruye la escritura de 
fojas 3 y demostrado que la cesionaria tiene su domicilio en es- 
la Capital, corresponde examinar si l»s cedentes lo t rutan a su 
tumo, fuera de la provincia de Mendoza a los efectos del ar- 
ticulo 8¿ é de ¡a ley 48. 

Que; !a sociedad colectiva Truchi y Compañía compuesta 
por estos dos últimos fué constituida el 31 de diciembre de 
ii;i,2 teniendo su domicilio en la Capital Federal como asi tam- 
bién cada uno de los dos socios que concurrieron a formarla. 
Véase testimonio de fojas 3. 

Que caracterizada asi ta naturaleza de la sociedad ceden- 
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te. es evidente íjite de acuerdo con el precepto claro y expreso 
fiel artículo 10 de ta ley 48. esto es, tratándose de una sociedad 
colectiva cuyos miembros eran vecinos todos de esta Capital. 
!a procedencia del fuero federal a su respecto en las relacio- 
nes con la provincia de Mendoza es innegable y. consiguiente- 
mente, en la de esta última con la concesionaria. 

Qik aún en el supuesto de que efectivamente la sociedad 
colectiva Truclii y Compañía tuviera una sucursal en la pro- 
vincia de Mendoza, tal circunstancia no modificar ¡a la conclu- 
sión anterior porque la ley 48 tratándose de sociedades de aque- 
lia naturaleza ha tomado como base para conceder la jurisdic- 
ción federal, |a nacionalidad o vecindad de todos los socios qué 
la forman (artículo 10. sin consideración alguna al domicilio 
social a diferencia de las sociedades anónimas en las cuales lia 
adoptado el criterio del lugar en que se hallan establecidas. 
Véase Fallos, tomo 12 r, página 207; 122, página 240 y los alli 
otados. La jurisdicción originaria de esta Corte, en presencia 
de tales antecedentes no se puede. [Mies desconocer en el caso, 
y asi cumple declararlo. 

íjne en cuanto al fundo del asunto corresponde, desde lue- 
go, hacer lugar a la demanda relativamente al importe de los 
expedientes números 4138, 4482. 4140 y 4435. q¿ en conjun- 
to suman tres mil seiscientos dos jiesos con cuarenta centavos 
moneda nacional en virtud del reconocimiento liso y llano for- 
mulado a su respecto por la provincia de Mendoza. 

Que en cuanto al importe reclamado en ¡os expedientes 
número 24I232 T y 4238 T de 1919. a saber doscientos veinte 
pesos moneda nacional y setenta y dos pesos con veinte centa- 
vos moneda nacional corresponde declararlos de legítimo alio- 
no sin que sea óbice para ello la circunstancia invocada por la 
pro vincia de ser necesaria autorización de la Legislatura |»ara 
su pago desde que se reconoce la existencia de la f leuda y que 
la provincia es responsable de ella. Fallos, tomo 104. pigina 
374: Tomo to6, página 311, 
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ijue corresponde, a-imismo. tener ¡*»r reconocido el eré- 
hi>> i*mt ochocientos cincuenta y ocho ¡«.'sus moneda nacional 
al cual hace referencia el expediente numero 45. a mérito de 
los que fluye del informe de fojas "O y «le lo manifestado por 
?a provincia al fin de su alefato de fojas 80. 

Htie acerca de tus créditos cuyo monto asciende a siete mi! 
cuatrocientos veinte y ocho pesOs doce centavos incluidos en 
li.s expedientes números (>Si|, ^7. uk>. 088. '«8^, u&3, t»í*5 y 
í»86. las. constancias de estos justifican acatadamente la rea- 
lización del eontra:«> de compra-venta concluido por los ceden - 
tes de la actora con la provincia de Mendoza así como la en- 
trega y recibo de tas mercaderías sin observación alguna dentro 
del plazo señalado por el articulo 474 del Código dé Comercio. 
La obligación de pagar el precio surge de lo dispuesto por los 
artículos 14J4 del Código Civil y 464 y 465 del Código de Co- 
mercio. 

tjue si bien la provincia ha manifestado qué carecía de an- 
tecedentes acerca de tales créditi-s, es de observar, que las cuen- 
tas habían sido presentadas a Jas oficinas de aquélla en febre- 
ro del año hjjo. es decir, diez meses antes de deducida la pre- 
sente acción. 1n cual, al constituir una respuesta evasiva tiene 
e! valor de un reconocimiento conforme, a lo dispuesto por el 
artículo 8(í de ta l,ey de 1'nicedimientos de 14 de septiem- 
bre de 1863. 

Que Tas observaciones ensayadas en la contestación de la 
demanda sobre si los encargos de las mercaderías lo fueron lle- 
nándose en cada caso para su adquisición válida los requisitos 
añilados por las U ves de la provincia deben ser desestimadas 
no solo porque tales observaciones han sido formuladas en una 
forma vaga é indeterminada y no en la puntualizada y concre- 
ta que su misma condición requería, sino también porque, aún 
cuándo fuese de otro modo, ninguna prueba se ha traido a los 
aut os ¡tor la provincia para destruir la presunción que fluye 
de la naturaleza de las cosas y según la cual del* pensarse que 
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.-alvo prueba contraria las autoridades administrativas de una 
provincia contrataron dentro de su* facultades, cuando como 
en el caso se han recibido las mercaderías, se las lia consumido 
y no se han observado las facturas respectivas dentro del pla- 
zo señalado por el artículo 474 clei Código de Comercio, Y. 
tal prueba contraria, falta en autos, pues no se han acompañ 
do las leyes provinciales cuyo examen habría sido necesario 
para saber si se tos había violado al contratar la compra-venta 
de las mercaderías. 

Que las objecciones a la demanda presentadas por vez 
primera al alegar no corresponde tomarlas en cuenta en este 
pronunciamiento, pues ello importaría faltar a la regla de de- 
recho procesal que quiere que la sentencia se refiera y haga 
mérito sólo de las cuestiones comprendidas en la titis coutcs- 

Que. por último, el crédito j>or mil novecientos noventa v 
cuatro pesos con treinta centavos correspondiente al expedien- 
te número 635, incluido en la demanda y al cual se refiere el 
informe de fojas 70, debe también declararse de legitimo abo- 
nn, pues le 5011 apíicables las anteriores consideraciones. 

Por estos fundamentos no se hace lugar a Ja excepción de 
incompetencia y se declara que la provincia de Mendoza debe 
pagar a Ja actora dentro del plazo de diez días la suma de ca- 
torce mil ciento setenta y cinco pesos con dos centavos mone- 
da nacional con sus intereses a estilo de los que cobra el Riñ- 
en de la Nación desde el día de la notiíkación de la demanda. 
Xi'liííqnese. repóngase el papel y archívese. 



A. Bermejo — J. Figuekoa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 
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non Pedro Abel Xait contra to Provincia de $tm Juan, por co- 
bro de pesos: incidente sobre comprobación de un docu- 
mento argüido de falso. 

Sumario: i:' La oportunidad de promover un incidente de fal- 
sedad de un documento en una causa civil depende de aque- 
lla en que la falsedad lia sido conocida por el interesado 
y su comprobación es substancial c indispensable para la 
más acertada decisión de la causa ; y dado lo dispuesto por 
los -artículos 241, inciso 4.", 245 y 247 de la ley 50. es ma- 
nifiesto que alegada esa falsedad en el inciden!*: civil, sea 
cual fuere el estado de la causa, su comprobación det>c pre- 
ceder al pronunciamiento del fallo definitivo cuya validez 
o nulidad esta subordinada por la ley a esa comprobación , 

2." Las (inervaciones di- fondo, relativas, no ya a ta 
oportunidad en que se ha promovido él incidente, sino a 
su procedencia y eficacia para la resolución de la causa, só- 
lo pueden ser apreciadas al dictarse sentencia definitiva. 

Casi): Lo explica el siguiente: 
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Buenos Airei, Noviembie ™ d« 1U¿4 

Y Yistos: 

La revoeai«ria promovida a fojas 1J4 de la providencia de 
fojas u.t vtieha en la que se convoca a las partes para la com- 
probación del documento en que se basa la demanda pOr apli- 
eáCtóñ de los artículos 155 a ifo de la ley nacional de procedi- 
mientos j que ha sido redargüido de falso. 1 fojas \2¿\. 

Y Considerando: 
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Que d I inicio dé revocan, « f un< |, cn ^ , os articu . 
i'* a ifo de la ley 50 son aplicables únicamente cuando se 
presenta un documento que no es d fundamento de la acción ■ 
que de él se dió traslado a | deudor y éste lo ha reconocido ¿ 

pr0V :7 C¡a 10 >»«■ M ? en que el término 
nc prueba esta vencido. 

Que la oportunidad de promover un incidente de falsedad 
de m documento en causa civil depende de áqMlá en que la 
falsedad 1» s.do convida por el interesado y su comprobación 
es stltw^ncial e indispensable para la más acertada decisión 
oe ta causa. 

m si el reconocimiento ó la declaración de la falsedad 
de un documento puede fundar la revisión de una sentencia 
definitiva y mediante esta su revocatoria o confirmación, o sea. 
la validez o nulidad del fallo, con arreglo a los artículos m 
inciso +• y artículos 245 y 247 de la ley nacional de procedi- 
mientos, es manifiesto que alegada esa falsedad en el incidente 
civil, sea cual fuere el estado de la causa, su comprobación dé- 
te proceder al pronunciamiento del fallo definitivo cuya validez 
p nulidad está subordinada por la ley a esa comprobación. 

Que por dio nuestra ley procesal 110 ha fijado término pa- 
ra la comprol»ació« riel incidente de falsedad a diferencia de 
las pruebas comunes y ha consignado expresamente que 'ten- 
drá lugar ]a comprobación de documentos y escritura* argüi- 
das de falsas, siempre que las presentadas sean útiles para la 
decisión del negocio " y sc encuentren en ¡o S casos cute deter- 
mina ( articulo 154, ley tiúniero 50 ). 

Que las di, sudones del titulo XVII de la ley nacional 
numero 30, han repro. lucido, en lo substancial, las del Gwligo 
de Procedimiento francés que al determinar solemnidades pro- 
lijas y complicadas para la tramitación de un incidente civil de 
falsedad, han reconocido la gravedad y trascendencia del mis- 
mu. admitiendo la jurisprudencia y la doctrina en aquel anís 
que podía ser promovido en cualquier estado dé la causa y 
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aún en gr^do de apelación ( Ronnier. Traite de* preuves 11. pá- 
rrafo buj; Carpentier ttep. General de Draft friáis XX 11. j>á- 
gina 677, párrafo 0,5 y siguientes . 

*Jue la léy preexistente en los procedimientos judiciales a 
que hace referencia el artículo 374 de ]a ley federal X." $0, acla- 
ra el alcance que corresponde atribuir al artículo 154. al es- 
tablecer que "si alguno quisiera provar que la carta que adu- 
xe en contra el, era falsa, que lo pueda fa*er ante que sea da- 
do juyzio acallado sobre aquel pleyto en que la mostraron o 
aún después dessu ante e! juzgado de aleada íl^y lio, titulo 
iS. P. 3¿). 

< hie laehaibi de falso, cu incidente eivjí, un documento del 
que puede de]>cnder la decisión judicial y aún su validez o nu- 
lidad ulterior, mi seria lógico supeditar la comprobación de ese 
hecho nuevo al vencimiento del término probatorio en lo prin- 
cipal, mientras que el tribunal para mejor proveer, pueda or- 
denar las medidas proditorias que enumera el articulo i<> de 
la lev N. 1 ' 50 v por el articulo 102 de la misma ley está faculta- 
da para ordenar de oficie» fiosiciones. reconocimiento de peri- 
tos, inspección ocular, cotejo de docunento* y "cualesquiera 
afra diligencia probatoria que sea conducente al descubrí mien- 
to de la verdad". 

Que el retiro de los títulos de secretaria para dci>os¡ lar- 
Ios en un Manco < fojas i-> vía, > y la agregación a los autus del 
que lleva el número ¿49J0 i fojas 13) en la misma fecha. 22 
de octubre con que quedaban a disposición del internado los 
oficies c< irresjMmdicntes al proveído ele fojas <j, y las notas de 
fojas 14 vta. sohre la entrega del oficio y traslados de la deman- 
da, corroboran la manifestación de fojas 129 del representan- 
te de la provincia de San Juan de no haber recibido la copia 
del documento referido número J47JO. 

(Jue respecto a las observaciones de fondo relativas, no ya 
a la oportunidad en que ha sido promovido e1 incidente, sinó 
a su procedencia y eficacia para la resolución de la causa, sólo 
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V$ém ser apredmlas. como fe ha establecido J a jurispruden- 
cia de esta Corte al sentenciar en definitiva la causa, 
tomo r Ml pagina _> 55 : tomo 67, página 44 y otros). 

I'or ello no se hace lugar a la revocatoria soficinda v <e 
señala a los efecto, indicados en la providencia de fojas' ral 
vuelta la ausencia del día ,2 de diciembre próximo, a la, ,5 
Horas Las costas |H>r su orden atenta la naturales de la cues- 
tión debatida. Repóngase el papel. 

A. Líl-RMKJO — J. Ficuéroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 



Sanco Arruino ci, mtios con ci Hamo Argento m&fifo 
sobre confusión de nombre. Recurso tic hecho. 

Smmití: Xo apareciendo q m se haya desconocido al recurren- 
te ningún derecho, excención o privilegio fundado en la 
Constitución, tratado o leyes del Congreso, no p n>cct!c e | 
recursu extraordinario del articulo 14. ley 48. < La de- 
cisión final fué contra la competencia de ¡a justicia ordi- 
naria sustentada por el recurrente y no en favor de la 
federal 1 . 



Caso: Lo explica e¡ siguiente: 
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Bueno* Mi**, Noviembre 10 4c ¡«M 

Vistos en ^ Áciíerdo y Considerando : 

Qae fte la exposición del recurrente se desprende que ha 
sostenido en c1 pleito la competencia de los jneces del fuero co- 
mún de la Capital, y que la decisión final Ha sido en enntra 
de dk-ha competencia y no en favor de la justicia federal. 

yue en tales condiciones no es procedente el recurso ex- 
traordinario autorizado por el articulo 14 de la ley 4« 
que rio aparece que se haya desconocido a esta parte ningún 
derecho, exención o privilegio fundado en la Constitución, tra- 
tados o leyes de la Nación t Fallos, tomo toi. páguia 7" en- 
tre otros). 

tjue como ha dicho reiteradamente esta Corte no basta a 
1 QS e {«:tOS del recursc. extraordinario haber citado en el jui- 
cio cl/uisulas de la Constitución, si ellas no tienen relación di- 
recta e inmediata con las cuestiones debatida* en el pleito, de 
tal manera que su solución Sepelida de ta inteligencia que se 
atribuya a aquellas dicciones, siendo evidente que esa rc- 
hei.m* no aparece en el sub lite con el artículo 07 de la Constitu- 
ción que el recurrente dice haber invocado. 

En su mérito se declara no haber lugar, a la queja dedu- 
cida. Noiifiquese y archívese. 

A. Kermkjo — J. Fujukroa Al- 
corta. — Ramón aíknokz. 

KnHKRTo A'tfPKYTO. 
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Bm RiytnnonU em m «The Catalinas War chame <wd 

Mole LompaHy Luía., sábrt indemnización. Excepción de 
incompetencia. 

Sumario: !.« La Empresa de Muelles y Depósitos de las Cata- 
linas se halla sujeta por las mercaderías entradas en sus 
depósitos, a las mismas responsabilidades del Fisco; en 
consecuencia, una demanda contra esa Empresa sobre' en- 
trega de un depósito de mercaderías, tiene que juzgarse 
por aplicación de las O.O. de Aduana. 

¿: Los asuntos referentes a las Aduanas de ta Kcpú- 
hhca, así como los que conciernen a los depósitos particu- 
lares que han sido equiparados a los de aquéllos, corres- 
ponden al fuero federal por razón de la materia. 

Caso, Lo explicar) las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte : *** Jül '° * 4m m 

!>m Oavaldu Rigamomi demandó a la empresa "The Ca- 
talina iVarehouses and ^^oJe Comparn- Limited" por entrega 
de unas mercaderías procedente del extranjero que habían sido 
descargadas en sus depósitos aduaneros. 

Iniciada la acción ante el Juzgado de Comercio de la Ca- 
pital de la Nación, l a empresa opuso la excepción de incom- 
jietencia de jurisdicción amparándose al fuero federal. 

Kl Juzgado hizo lugar a dicha excepción pero la Cáma- 
ra de Apelaciones en lo Comercial ha revocado la sentencia de 
r." Instancia declarando que el conocimierfto de la causa com- 
pete a la justicia ordinaria de h Capital. 
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!.««> autos lian sido elevadas a esta Corte Suprema en vir- 
tud de la apelación que contra la sentencia referida interpu- 
se la |>arte demandada. 

Coincido con el señor juez de Comercio en la solución da- 
da a la cuestión promovida. 

SÍ bien es verdad que la empresa depositaría es una so- 
ciedad comercial, de carácter particular, que no funciona co- 
mo dependencia del Gobierno Nacional y que. por lo tanto, no 
puede invocar el fuero federal por razón de su persona, es in- 
dudable que ía materia de la causa es federal. 

Se reclama en ésta el retiro de mercaderías que han sido 
entregadas a un deposito particular, habilitado como fiscal en 
los términos del art. joo de las ordenanzas de Aduana {infor- 
me referid o a fs. -M 1 - 

T'ero. dicha entrega no puede realizarle sin la interven- 
ción tic las autoridades aduaneras, bajo cuyo control se en- 
cuentran las mercaderías y previa verificación de ésta.* y pago 
de derechos : todo lo cual del*' hacerse de acuerdo con las dis- 
jBisicioiKs contenidas en las citadas ordenanzas tarts, 270. ¿73. 
.><>-. ,íif y 3'- de tan mismas l . 

Es indudable, pues, que la materia de esta causa está tan 
intimamente vinculada a las disposiciones legales que rigen 
el trámite y liquidación de derechos aduaneros que la resolu- 
ción que se dicte en ella puede afectar et régimen establecido 
en las ordenanzas de Aduana, cuya interpretación y aplica- 
ción, según se desprende de lo actuado, puede ser materia de 
controversia. 

Por ello, soy de opinión que corres] mude declarar la pre- 
sente causa de competencia de la justicia federal por razón de 
la materia ( art. _>." de la ley 4S J 

Horacio Fí. Lar re ta. 
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. v ,,. . Bueno» Ainf, NovitMbrt IC it litf* 

Y Vistos: 

Para resolver sópjte la excepción de incompetencia de ju- 
risdicción opuesta i>or "The Catalinas Warehouses and Mole 
Company Ltda.", t - \r\ demanda entablada contra dicha em- 
presa pur don Osvaldo Rígamomi, sobre entrega de un depó- 
sito de mercaderías, venida en apelación de sentencia de la Cá- 
mara en lo Comercial de esta Capital, 

Y Considerando: 

Que las constancias y referencias de autos acreditan en 
debida forma que la causa versa sobre un depósito de carácter 
aduanero, calificación legal a que no obsta la circunstancia de 
que el depositario sea en el caso una empresa |>articular p pues, 
como lo han establecido las decisiones de este Tribunal en ca- 
sos análogos, la empresa de muelles y depósitos de Us Cata- 
linas de que se trata, se halla sujeta, por las mercaderías entra- 
das en sus éípMk» a las mismas responsabilidades del Fisco 
i Fallos, tomo 51, página 25. entre otros ) . 

Que en consecuencia el litigio tiene que juzgarse por apli- 
cación de las ordenanzas de Aduana que son las que estaWe- 
cen las indemnizaciones que corresponden, determinan los ca- 
si >s en que deben hacerse efectivas y fijan las reglas a seguir 
para su estimación (ordenanzas de Aduana, artículos 287 288 
y 280) . 

Que según lo ha consagrado la reiterada jurisprudencia 
de esta Corte, los asuntos referentes a las Aduanas de la Re- 



(l) En la mfcn» fecha tt dicto idéntica* rnotuckHK* in i» cauta* sefuidu nor la 

bu 1 Companfa Oral. A Acttfe* f Betafer. WatcMer Cía. Atiintin* Ahhv L 
contra la minia Emprna ife las Catalina», por icun cau« ' 
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pública, asi como los que conciernen a los depósitos particula- 
res que han sido equiparados a los de aquéllas corrcsi>onden al 
fuero federal por razón de la materia i Faltos, tomo 7% pági- 
nas Jijo y 401 ; tomo 123, página 92) . 

Por estos fundamentos y los del dictamen del señor Pro- 
curador General, se revoca el auto apelado y se declara que 
el conocimiento de la presente causa corresponde a la justicia 
federal. Notifíquesc y devuélvanse, debiendo reponerse los se- 
llos en el Juzgado de origen. 

A. 13EKMEJO — J. FlGUEROA Al- 

corta. — Ramón Méndez. 

— ROHERTO RttPftTTU. 



FALLO W, LA CORTE SUPREMA 

Bnmoi Mm. Noviembre t: de Htti 

Autos y Vistos; 

Atenla la naturaleza del recurso y de las cuestiones deba- 
tidas y no tratándose de un caso de los previstos en el art. 274 
del Código de Procedimientos de la Capital supletorio de la 
lev N" 50, no ha lugar a lo solicitado. 

A. Bermejo — J. Ftc.L'KKoA Al- 
corta, — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 
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Dona An&U Arñcta de Vidal mitra té n^resa éd l-'rrroc*- 
rrtl det Oeste, sobre ¡ndeimuctn hw. ditiios y perjuicios. 

Sumario: rS Procede el v mm extraordinario del artillo 14 
íey A contra Una M dé última instancia contraria al 
derecho fun.ia.lo en una ley nacional fj a de ferrocarriles, 
V" m$, articulo 5.". inri*, 8.\ sobffe rnlocación de larre- 
ras»; sin pueda objetarse en el ea^, que la sentencia 
* lI ** ,i,,tíl * e 1,m,,M a h»«r apreciaciones de hecho o a juz- 
gar del mérito de la prueba a los efectos de estator la 
culpa del recurrente, dado .pie el pronunciamiento se fun- 
do en la interpretación .le l a referida ley. indqiendicnte- 
inente de toda circunstancia especial del r*» que pudiera 
determinar la responsabilidad del ferrocarril. 

2.* La interpretación más razonable de la disposición del 
inciso 8.' del articulo de la ley 2873, en presencia ele su 
texto y tfe los propósitos que la informan, es la de que Ies 
ferrocarriles deliran emplear los medios indicados de pro- 
iccc.on, con arreglo a las necesidades del tráfico, ya que la 
instalación de barreras con el correspondiente guarda per- 
manente en los lugares apartados y de escaso tráfico, no 
tendría otro resultado que el de encarecer la explotación 
ferroviaria en perjuicio directo del público; por lo que, la 
interpretación y aplicación de la mencionada disposición de 
la ley de ferrocarriles número 2873, hechas en la senten- 
cia recurrida para derivar la responsabilidad del apelante, 
del solo hecho de la falta de barreras en un sitio despobla- 
do y con poco trafico (Informe de la Dirección General 
de FF. CC), corno es el paso a nivel existente en el ca- 
so de autos (Kilómetro .185.500 de la linea principal del 
F. C, O. ), no es la <\w legalmente corresponde en el stib 
lite. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

Buenos Airei, M«>« 13 de IB3 

Y Vistos : 

I.,* promovido, por Angela Arricia de Yidat. contra la 
Empresa fiel Ferrocarril del Oeste, sóbre mdcnfmttaaóíí dé da- 
ños v perjuicios de los que resulta: 

i ■ tjuc de tojas i a 14 se pronta don Juan Jaime Bhers. 
p.,r la aciora — instrumento de fojas 1 — iniciaiulo acción por 
cobro de treinta v un mil quinientos pesos moneda nacional, 
contra la demandad*, en concepto de indemnización por daños 
y perjuicios ocasionados con motivo de que el dia 10 de agosto 
de i'íJO. a la> 16 v g$ el tren de pasajeros que corre de Once 
a trenque Uuqttéri; embistió en et paso a nivel del kilómetro 
iSb ;oo a! doche dirigid,, por Antonio Vidal, de cuyas resul- 
éste falleció. 

2.* pie en dtcíío ]>unto ex i si e un desmonte que impide ver 
a cierta ""distancia la via y 1-* pastes del telégrafo; no se dió 
silbato antes del piso a nivel, donde no hay barrera ni gtiarda. 
U culpa de la Empresa le resulta incuestíonaUe : cita d! ver- 
sos artículos del Código Civil y solicita se condene a la deman- 
dada al pago de la su na expresada con intereses y costas, 

Aclarada la competencia del Juzgado ratione matcrkie.jx 
fujas 15 vta.. se corre traslado, que evacúa don Fidel Ortiz, 
instrumento de tojas jo y a tojas jS. expone; 

l* Que su representada no ha incurrido en ninguna inírac- 
ción u omisión legal o reglamentaria. N" es exacto que se omi- 
tiese dar los silbatos reglamentarios, niega resi>onsaI>ilidad pa- 
ra la impresa, reclama prueba completa y niega extensión y 
carácter a ta suma reclamada. Termina solicitando el rechazo 
de la demanda, con costas. 
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Abierta la can*, a ?Twh;i ;i fofa M 
«tpresa el certificado de fojas 87 vuelta, Alegan las partes a 
r "-' ;,íi > >' co " ¿I llamamiento de antes de tojas n > que- 
da este asunto para sentencia. 

V* Considerando : 



nin- 
in - 



p. Oue la o .insten™ de la justicia nacional para e..., 
m > Wflií en causas fie la naturaleza de la presente e* í„- 
negable, según lo time resuelto rejwlida* veces la Suprema Cor- 
re, tomo <ft pagina ,,6o: tomo toj. págujá 337; tomo « ,6. pá- 
gina ionio i2i, página 21;. L . tc . Cámara Pederá! de la Ca- 
pital en numerosas ocasiones, causas Luna. Garharini. Def fili- 
lí©, Kecalde. Hornos. Comin. Ramis. etc. del Juzgado del sus- 
cripto . Así se declara una vez más, 

-V Que atenta la forma en que ha quedado trabada la 
htm cmesfoifo y lo dispuesto en el articulo 86 de la ley nú- 
mero 50. debe reputarse que ambas partes coinciden en cuanto 
al accidente eti si. aún cuando disientan en lo relativo a la res- 
ponsabilidad que él mismo entraña, 

1* actora sostiene que el accidente ocurrió en razón de 
imprudencia del maquinista píen np dtó los silbatos regla- 
mentarios antes de la llegada del tren al paso a nivel, hacién- 
dolo recién en el mismo momento del choque, vañade que exis- 
te un desmonte que impide a cierta distancia ver ni lo. ¡vi- 
tos del telégrafo. 

La prueba producida en autos no es completa ni bien cate- 
górica en cuanto a los testigos se refiere. 

Kf menor Jírandi o ÍYandi, fojas 28 vuelta. - indica que 
>c hallaba a dos cnadras más o menos del paso a nivel ; ovó el 
si II iato simultáneamente con el choque, lo presenció y advier- 
te que un desmonte no permite ver la llegada del tren. Rei- 
naba claridad y el hecho ocurrió antes de jxmerse el sol. 

Conrtade o Fuurcade - fs, 34 vtá. — se encontraban a 
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1111,1 distancia se doscientos cincuenta metros del paso a nivel ; 
dice que al uir el silbato se dió vuelta, viendo que el choque se 
había producido; hace constar que el silbato y el choque fue- 
ron casi simultáneos, agrega que el desmonte impide la visión, 
la tarde era clara y no recuerda si bahía polvareda. 

í^ucetti — fs, 37 — estaba, según dice, a doscientos metro* 
más ti menos y cu algo coincide con el testigo anterior. 

Moita ■— fojas 40 — estaba tres « cuatrocientos metros; 
señala que el silbato y choque íitcron casi simultáneos; trans- 
en niendo cuatro segundos entre aquél y éste; agrega que se 
ven los trenes y postes del 'telégrafos, siendo la del accidente una 
tarde clara c<m poco viento, 

Carolina Utcetti de Churro pil — fojas 30 vta. — no pre- 
senció el accidente oyó una pitada y dice (pie el desmonte im- 
pide la visión. 

Juan Churrupil, - fojas ¿¿ — refiere que le gritó a Vidal 
para que tuviese cuidado, pues se aproximaba el tren, pero ig- 
nora si el tinado lo oyó; dice haber visto que Vidal castigaba 
¡o> caballos para pasar más ligero y que la locomotora no dió 
[os silbatos antes del chique ; la tarde era obscura y había pol- 
vareda. A fójas /*> este testigo ratifica la declaración que pres- 
tó a fojas 29 en el sumario adjunte» — fs. 50, vuelta — donde 
manifiesta que sin duda Vidal no lo oyó y parece que éste no- 
ló que se acercaba el tren pues castigó lf>s caballos, los que 
tuvieron tiempo de artavesar la vía, no así el coche el cual 
fué embestido por la locomotora. Advierte este testigo qtte se 
ratifica en aquella declaración, excepto en el párrafo relativo al 
>i!lwtE.. dado cincuenta metros antes del paso a nivel cuyo ja- 
rran ► dice que no le fué le ir lo al declarar en el sumario. 

Los demás testigos presentados \n>r la parte actora, esto 
es, Rfceii fojas 42. Kutii. fs. j<j. Cumba. tV 33 v. I>avi, fs. 30 y 
Aristiiunñií. f>. 39, no han presenciado el accidente. 

,V t hte ta prueba de la parte actora examinada preceden- 
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teniente, suscita fuertes dudas en el ánimo del suscripto, en 
cuanto a su valor probatorio. 

En efecto, en cuanto a la calidad de Ja tarde en (jue ocu- 
rrió el accidente Brandí o Prandi dice que reinaba claridad y 
el sol no se había puesto; la señora de Churrupit afirma que tío 
era muy clara; Churrupit, dice que la tarde era obscura con 
viento y polvareda; Courtadc o Fourcade, que era clara, sin 
recordar lo de la polvareda ; Lucetti dice que era clara, sin pol- 
vareda; Moita, señala que era clara y con poco viento, 

Todos ellos, excepto el último afirman que hav un desmon- 
te que no permite ver ni los trenes ni aún los palos del telé- 
grafo; pregunta 4.*, de fojas 50. 

Courtadc o Fourcade y Lucetti, al oir la pitada su dieron 
vuelta y presenciaron el choque que fué casi simultáneo con 
el silbato; Moita, cree que puede haber mediado cuatro segun- 
dos entre el silbato y el choque. 

En cuanto al atraso del tren — segunda pregunta de fo- 
jas 50 — saben que lo había Brandi o Prandi, la señora de Chu- 
rrupit y Courtade o Fourcade, pero no dan la razón de sus di- 
chos; Churrupit y Moita no saben lo de! atraso; Aristimuíío 
Monasterio le parece que lo había y Luceti lo afirma categó- 
ricamente sólo por haber consultado su reloj . 

Fourcade o Courlade, Lucetti y Moita si es que trabaja- 
ban juntos en la misma parva, no coinciden en la apreciación 
de la distancia a que se hallaban del (>aso a nivel, pues el pri- 
mero habla 250 metros, el segundo de 200 metros más o me- 
nos y el tercero de 300 a 400 metros. 

Finalmente Churrupit en su ratificación de fojas 79, niega 
haber manifestado en el sumario lo relativo al silliato desde 
cincuenta metros antes del paso a nivel. 

Como se puede advertir, los testigos aludidos de la ac- 
tora, señalan una serie de circunstancias en que 110 coinciden, 
en parte son imprecisos, uno contradice lo declarado en el su- 
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mario. en alguna porción no dan razón de sus dichos, exponen 
mi> recuerdos sin claridad y tas conclusiones a que se llega des- 
pites de un análisis detenido son de que tales declaraciones no 
permiten afirmar concretamente la culpabilidad de la deman- 
dada. 

Corrobora este modo de ver el asunto por el Juzgado, lo 
que concierne :í un punto de la demanda relativo a ta exis- 
tencia de "un des:nonte muy importante y de mucha profun- 
didad por i Sonde corren los trenes, a punto tal que a cierta dis- 
tancia no se vea ni los palos del telégrafo" fs. 13. 

Omita (Ucho nüás arriba que los testigos interrogados al 
tenor del pliego de fojas 50, menos Molía, declaran que en rea- 
lidad hay un desmonte que impide ver los trenes y hasta los 
palo-, del telégrafo, 

Y bien : tratando de saber a ciencia cierta él suscripto si 
ui efecto Kay imposibilidad de ver los trenes y jiosies del 
telégrafo a vierta distancia del paso a nivel, verificó una ins- 
pecci m ilutar l-u el terreno del accidente, con fecha mayo 7 
del corriente. 

K! suscripto examinó en detalle ese terreno y sus inme- 
diaciones, y aún admitiendo la afirmación formulada por el 
letrado de la aetora en el momento de la inspección, de que la 
prominencia del costado Norte de los rieles haya sido rebajada 
en una punteada de tierra, siempre le sería posible a una per- 
sona que transitase de Norte a Sud en la dirección seguida por 
la victima, percatarse de la llegada de un tren, aunque viaja- 
se por la parte mas baja del camino, sea a pié o en vehículo. 

Ivn la fotografía de fojas 48 se advierte en el sitio mar- 
cado con una cruz carmín que se. puede distinguir la cabeza 
■ te un hombre parado en medio de la vía. lo cual corroboró el 
Mi-cripto en ]a ínsjieceión ocular, ubicándose en la linea de 
cruces color carmín. 

Si es posible ver la cabeza de un hombre parado en me- 
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<ho íífe ta via férrea, mayor facilidad tiene (jue haber para divi- 
nar un tren sin duda alguna. Véase fotografía de fojas 44. 

Por lo demás, el mismo testigo Churrupit dice qué el des- 
monte o prominencia impide ver la llegada de tin tren v sin 
embargo declara epte previno a Vidal con grandes voces que 
se acercaba el tren, 

Kxistieudo, pues, tinto matiz de diversa índole en las de- 
claraciones de los testigos de la actora y tanta incongruencia, 
la relativa uniformidad acerca fie la carencia de silbato antes 
de llegar d tren al paso a nivel, tiene necesaria y forzosamen- 
te rpie ser acogida con tal reserva, que inclina el ánimo del 
Jue?. a no tonar en consideración semejantes dichos re f érente* 
a la taita de silbato, (Ley 28. tít. 16. Partida Tercera J. 

Por lo tanto, si es posible darse cuenta de la llegada del 
tren en cuestión al paso a nivel, si el testigo Churrupit es sin- 
cero cuando declara que dio veces a Vidal de que el tren se 
acercaría, si la victima castigó los caballos para cruzar la via 
antes de que el tren traspusiera el paso a nivel y si los caba- 
llos se salvaron del accidente, es ]>er ledamente fundado infe- 
rir que la victima también se diera cuenta que el tren le alcan- 
zaría si no cruzara el paso a nivel con la velocidad requeri- 
da. Un mal cálculo de tierna necesario, impidió seguramente 
consumar el cruce, que no se terminó ¡>or completo pues los 
caballos plisaron y no el coche con su conductor. 

Surge entonces la presunción o gran sospecha de que Vi- 
dal precedió con notoria imprudencia al pretender cruzar el 
pasi) a nivel en las condiciones señaladas. 

4: Ouc cuanto más se exanina la prueba testimonial de la 
actora. más se acentúa la fuerte duda acerca de la solución 
a liarse al pleito, desde (pie taívez podría tratarse de un caso 
de culpa concurrente. 

Pero los testigos examinados, no dejan la impresión de 
haberse pronunciado con la absoluta seguridad requerida para 
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comprobar los extremos de la demanda en íu relativo a la for- 
ma en que se desarrolló i! accidente. Ley 40. Titulo to, Pan. 
tercera. 

El art. 87 del Reglamento de berrocal riles dis|>one que 
se dará un toque prolongado al acercarse la locomotora a los 
pasos a nivel, Y bien, el toque referido parece haltera dado 
en este asunto, según se desprende de las declaraciones de 
Milita fs. 40 y señora de Bríanza fs. 81 . toda vez que id pri- 
mero calcula cuatrn segundos de intervalo entre el silbido y el 
choque, encontrándose a tres o cuatrocientos metros del paso 
a nivel, y la segunda afirma que oyó dos silbatos ames de lle- 
gar el tren al paso a nivel. Kojas 35 vta. sumario adjunto. 

Ks posible que haya error en el cálculo de Moita t aten ti 
a que se hallaba distante del paso a nivel y en virtud de sus 
ra'itlailes intelectuales, no siendo desacertado sujumcr que los 
cuatro segundos de su cálculo puedan elevarse a lo suficiente 
fumo j»ara míe coincida con el tieni]x) necesario para dar id 
silbato y llegar al paso a nivel, según lo declara !a señara de 
Briatua , 

Uis declaraciones ilel maquinista Fortunato y foguista Na- 
veira ts. 73 y 73 vta.. no fundan el pensamiento del suscripto 
sobte este particular en virtud de la participación que tuvieron 
en el hecho y la relación de dependencia para con la deman- 
dada, 

Tal i onio queda expuesto y examinado el caso, no es po- 
sibte atribuir culpa a la demandante \atr ta actuación de sus 
empleados en el hecho que motiva este pleito, por manera que 
no le es dado al suscripto establecer la existencia de culpa con- 
currente sino simplemente exclusiva á cargo de la victima. 
O ni dnhltat prophiifmts rst sfiftiiL*. 

5." Que en mérito de todo cuanto se ha puesto de relieve 
mas anilla y de lo establecido en !os artículos t}o¿ y un de! 
lY.drg" Cñi!, la demanda fiche -er rechazada. 
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N r o SC ha demostrada cabalmente a juicio del suscripta, in- 
fracción al artículo 87 r | e l Reglamento de Ferrocar rites y en 
cuanlo a la falta de barreras y guardia en el paso a nivel en 
Muí' ocurrió el accidente, tánico se ha demostrado en autos 
qué se tratase de una calle tan frecuentada que determinase la 
colocación de barreras aún sin requerimiento de la Dirección 
Ceneral de Ferrocarriles, 

Tur las consideraciones que preceden, fallo ; rechazando la 
demanda interpuesta por dona Angela Arrieta de Vidal contra 
la Empresa del Ferro Carril del Oeste sobre indemnización de 
daños y perjuicios. Costas por su orden. 

Smíl M. Escobar. 



SENTENCIA DE I.A TÁMARA FEDERA!. DE APELACION 

1 * 

■ ' **' . 

1" 

Pikhoí Aires, Septiembre 25 4e tw- 

Y Vistos: 

Los amos seguidos por doña Angela Arrieta de Vidal con- 
tra la empresa del Ferrucnrril del Oeste, sobre daños y perjui- 
cios : y 

Considerando : 

Que el pedido de aperlnr.i de );i causa a prueba en la ex- 
presión de agravios, no es procedente por no ajustarse a la 
disposición del artículo ¿20 de la ley 50, 

Que consta de amos que en el paso a nivel donde ocurrió 
<■! accidente ferroviario que Je cansó la muerte al esposo de 
la actora, don Antonio Vidal, no existia el servicio de barre- 
ras que la ley impone a las empresas ferrocarrileras "en todos 
" los puntos en que los ferrocarriles cruzasen los caminos o 
" calles públicas a nivel" (artículo g>; inciso g». de la lev 



191 



FALLOS DE LA CORTE SUPREUA 



<¿ue de existir tal servicio en el referid® |>aso a nivel, (r:m- 
>ita<ln jKjr personas, el accidente se habría podida evitar, y ella 
basta para responsabilizar a la empresa por Jos perjuicios cau- 
sados f artículo 902 del Cód. Civil). 

■ 

tjue resulta de autos, por otra parte, como dice la seni en- 
cía apelada que era perceptible desde alguna distancia, la apro- 
ximación de lo¿ trenes para las personas que con atención y 
prudencia tratasen de cruzar el referido paso. 

tjue de la coexistencia de las expresadas circunstancias re- 
sulta la existencia «le culpa concurrente de la empresa y de 
la victima en el accidente de que se trata, lo cual, si no exclu- 
ye la responsabilidad de la primera, hace que deba limitarse la 
indemnización, 

Qw estando probada la existencia del perjuicio, pero no 
su importe, debe deferirse el juramento estimatorin de la ae- 
tora la fijación de ese importe, determinando la cantidad má- 
xima dentro de la cual lia de prestarse el juramento. 

A tal efecto, debe tenerse en cuenta especialmente: la edad 
de la victima (cuarenta y ocho años), lo que puede calcularse 
que ganaba con su actividad personal, y la existencia de culpa 
concurrente. 

Atento l«i expuesto y demás constancias pertinentes, el 
Tribunal estima prudente y equitativa la suma de ochu mil pe- 
sos moneda nacional, como límite máximo a la indemnización . 

I'or lo expuesto, se revoca la sentencia apelada de fs. nj 
y se hace lugar a la demanda, condenando a la empresa del 
1-Vmx-arril del Oeste de Buenos Aires a alionar a doña Ange- 
la A n ieta de Vidal, ¡mr toda indemnización, la cantidad ojie 
ésta jure dentro de la de oche mil pesos moneda nacional, 

l.as costas de ambas instancias a cargo de la parte vencida. 
— /. P. Lima. — Marcelino Escalada. — 7". Arias. — B. A. 
Nasa* Anchor cna. 
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DICTAS! EX DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: ^*«*WMr*l* 

Por los fundamentos aducidos a fojas 131 por la Cámara 
Federal de Apelación de la Capital de la Nación v teniendo en 
cueníá además que la sentencia recurrida contiene apreciacio- 
nes de hechos y pruebas relativas a ta responsabilidad del de- 
mandado, que escapan a la revisión jxjr la Corte Suprema en 
instancia extraordinaria íarts. 14 y 15 de ía lev 481. v que 
constituyen fundamento suficiente del fallo dictado, sov d'e opi- 
nión que corresponde declarar bien denegado el recurso inter- 
puesto por la empresa de) Ferrocarril Oeste de filíenos Aires 
en la presente causa que le siguió doña Angela Arricia de Vi- 
dal sobre daños y perjuicio;». 

Horacio R. Larreia. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

. . ... Bueno* Aire», Mayo 88 de IK3 

Autos y \ istos : 

Kl recurso de hecho por denegación de] extraordinario in- 
terpuesto por el Ferrocarril Oeste de Buenos Aires en autos con 
duna Angela Arricia de Vidal, sobre daños y perjuicios con- 
tra la sentencia pronunciada por la Cámara Federal ríe Ape- 
lación de la Capital y f 

Considerando: 



Que comp fundamento del recurso se ha alegado que la 
decisión recaída en la última instancia ordinaria del pleito es 
contraria a unn autoridad ejercida en nombre de la Nación, 
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pues, se í titula en el hecho de no existir en el lugar del acá- 
llente e! servicio ele barreras que la ley impone a las empresas 
ferrocarrileras en todos tos puntos en que los ferrocarriles cru- 
zan los caminos o calles publicas a nivel, fundamento errónea 
desde que !a lev sólo exige en tales casos la colocación de unu 
u otro de dichos aparatos según lo requiera la importancia del 
tráfico del camino o calle cruzada, correspondiendo a la auto- 
ridad administrativa representada por ta Dirección General de 
Ferrocarriles deter. finar en cada caso si se lian de instalar 
barreras o solamente guarda ganados, siendo de observar que 
dicha repartición nacional no ha ordenado jamás la colocación 
de barreras en el paso a nivel de que se trata, habiendo infor- 
mado en estos autos no ser necesario tal servicio en el lugar 
del suceso. 

Oue siendo definitivo el fallo pronunciado; habiéndose 
planteado oporiu ñámente la cuestión fecler.nl ; y siendo la de- 
cisión contraria al derecho fundado en la ley nacional, el re- 
curso extraordinario es procedente con arreglo a lo dispuesto 
en el articulo r-i de la ley número 4M sin que pueda objetarse en 
él caso míe !a sentencia apelada se limita a hacer apreciaciones 
■le hechos o a juzgar del mérito de la prueba a los efectos de 
establecer la culi si de la recurrente, pues, el prominciamienlo 
-e funda en la interpretación del articulo 5.", inciso 8." de la ley 
número ¿873 independientemente de toda circunstancia espe- 
cial del caso que pudiera determinar la responsabilidad de la 
empresa del ferrocarril. 

Fui -o mérito se declara mal denegado el recurso v hallan- 
Am-v el expediente en rl Tribunal, autos y a la oficina de 
acuerdo co« él articulo K." dé la ley número 4055, señalándose 
l.w dia> lunes y viernes o el siguiente di a hábil si alguno de 
aquéllos río lo fuese, para ñutí Menciones en secretaria. 

A. BERMEJO - NiCANOk (i. 

Sof.AR - J. FtCUEROA AL- 
CORTA, — KOBÉRTO líl-rKTfO 
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Buenoi Airee, Na«em|>r« 13 de ifcM 



El presente juicio seguido por doña Angela A meta dé Vi- 
dal contra la empresa del Ferrocarril Oeste sobre daños y per- 
juicios venido a esta Corte por recurso extraordinario contra 
Stírtteiicia de la Cámara Federa! He la Capital. 



Y Considerando; 



Que ite acuerdo co,i ] dispuesto \*>r el articulo ih de la lev 
48. lo resuelto reiteradamente por la jurisprudencia de esta 
Corte, y los términos en que fue. concedido el recurso extra- 
ordinario la única cuestión a resolver en el presente juicio es 
ía de establecer si la interpretación atribuida por la Cámara 
Federal de la Capital al inciso 8.". articulo ^ de la lev general 
de ferrocarriles número 2873. es la que en dercebó corres- 
ponde. 

Que el referido Tribunal lia declarado la responsabilidad 
del Ferrocarril Oeste porque de autos consta qne en el paso 
a mvel donde ocurrió el accidente, no existía el servicio de ba- 
rreras que la ley impone a las empresas ferroviarias "en to- 

flos ,os l ,t,11tos en l<>* ferrocarriles cruzasen los caminos o 
calles públicas a nivel". 

Que el accidente motivo de estas actuaciones se ha produ- 
cido en el ¡jaso a nivel existente en el kilómetro #5. S oo de 
la linea principal del nombrado ferrocarril, situado a cinco ki- 
lómetros de la estación "F. Madero" y |*.r consiguiente, en 
un sitio despoblado y con pó$o tráfico (informé de la Direc- 

(lí En la misma lecha ti dictó idéntica resoliiddn in la causa <*« n M. „.,, 

Bcvlla«,u. contra la Empret. d«l HÍ^^láM^S^^tSíf" 1 U '* 
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ciún (¡enera) de Ferrocarriles, corriente a fojas 50 del juicio 
Bevilacqua c'áii Ferrocarril dfcl Gesté). 

IJue el inciso 8." del artículo 5." de la ley número 287^ 
i ni] tone a los ferrocarriles la obligación "de establecer barreras 
guarda ganados en iodos los puntos en que ellas cruzasen los 
camino- ii caites públicas a nivel, Kstas barreras deberán ce- 
rrarse a la aproximación de cada tren, abri ¡endose después que 
baya pasado ¡ara dejar expedito el tráfico". 

Que el artículo iranscri|ito se refiere a "barreras" o "guar- 
da ganado-" y la interpretación más razonable en presencia del 
texto legal y de los propósitos c|nc lo informan, es la de que los 
ferrocarriles deberán emplear los medio* indicados de protec- 
ción con arreglo a las necesidades del tráfico local. La insta- 
lación de barrera- con el correspondiente guarda permanente 
en lo- hig.ire- apartados y ile esjaso tráfico no tendría utru 
resultado que el de encarecer la explotación ferroviaria en per- 
juicio del público, 

<Jue el legislador ba querido que la medida del cuidado y 
diligencia impuestas a las empresas ferroviarias en el cruza- 
mientos de los pasos a nivel, fuera proporcionado al peligro 
«¡Uf el mismo ofrecía según las circunstancias del caso, al dis- 
poner qué establecerán "barreras o guarda ganados en lodos 
los puntos en que los ferrocarriles cruzasen los caminos o ca- 
lles públicas a nivel" y <|Uc estas barreras deberán cerrarse a 
la aproximación dé cada tren, abriéndose después <|iic baya pa- 
sado para dejar expedito el tráfico 1 articulo 5°. inciso 8.", ley 
jS-^i. Sintetizando la jurisprudencia de las Cortes america- 
na* respecto a la vigilancia de las empresas en los jkisos a 
nivel aquella Suprema Corte lia podido establecer que esa vi- 
gilancia y cuidado debe ser mayor en los cruzamientos dentro 
de un poblado o ciudad que en la campaña, de tal manera míe 
1i. que deba considerarse razonable y prudente dependa de las 
circunstancias de cada caso. Dentro de una ciudad o donde el 
tráfico es grande una vigilancia razonable reqüirirta el uso 
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dé banderas, portadas o barreras jara prevenir accidentes; pe- 
ro esas medidas no serian requeridas en la campaña, donde n<> 
transitarán por el paso a nivel sinó pocas personas durante el 
día. en que serían suficientes los taques de campana y sílba- 
lo* reglamentarios f 144 V . S. 408 y 420). 

Que en el presente caso la Dirección C.enera! de Ferroca- 
rriles ha informado a fojas 50 y fojas 52 del expediente cita- 
do, que en el paso a nivel donde se produjo el accidente no 
existia guarda barrera por ser innecesario en razón de tratar- 
se de un sitio despoblado y con poco tráfico. 

QiJé la verdad de la afirmación contenida en el referido 
dictamen rio ha sirio contradicha en autos por prueba alguna 
tendiente a demostrar que- la frecuencia del tráfico en el lu- 
gar reclamaba la instalación de barreras. 

Qm las decisiones de esta Corte contenidas en los tomos 
5|, página : |>ágin : i <> 5 ; yo. página 187 y 130, página 
325, no constiluyen antecedentes susceptibles de ser invocados 
en el caso actual porque en todos ellos se ha tratado de acci- 
dentes producidos en lugares de gran tránsito o en centros po- 
blados o en sus inmediaciones. Kn el caso del ionio 138, pá- 
gina 365, la culpa de la empresa era evidente, entre otras ra- 
zones por no haber establecido barreras a i«síir ele habérselo 
ordenado la Dirección General de Ferrocarriles ames de produ- 
cid* 1 el accidente. 

Que siendo ello asi, es evidente que la interpretación y 
aplicación verificada por la Cámara Federal de la Capital del 
inciso 8.". articulo 5." de la ley mimen » 2873 |>ara derivar del 
Solo hecho de la falta de barreras la responsabilidad del Fe- 
rrocarril Oeste en la pruducción del accidente no es en el caso 
la que legalmente cor res] jo 11 de . 

I'or estos fundamentos, y aplicación de la doctrina enun- 
ciada y constancias citadas, se revoca la sentencia apelada. — 
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Articulo rfi ¡Cj número 4S. 
devuélvanse al Tribunal (te 

A. 



— Xctifiquese y repue>*t't e! papel 
proco leticia. 

Bermejo. — J. I'nu-Kk »\ AL- 
CORTA, — RAMÓX MttNUEZ. 
— TítiEiKkTl» RHl'KTT'l. 



¡impresa de tos Ferrocarriles tti ¡intre mtif contra Cantkiiiáo 
Dmc, sobrr eohrtt de pesos. 

Sumario. El decreto del Poder Kjecutivo de í celia J-* de ju- 
lio de n>H> que de royó el de O de mayi» ele 1911», disponiendo 
que en el muelle de la enpresa de lo* Ferrocarriles de Kn- 
ire Ríos en Bajada Grande deben regir las tarifas que la 
ley fija para el puerto de la Capital, no se halla en pug- 
na con la ley de concesión, número 3183. cuya interpreta- 
ción en el sentido de que en ningún caso podría et conce- 
sionario cobrar derechos más elevados que los que hiciera 
pagar el Estado por análogo servicio, es ¡a única compa- 
tible con los principios consagrados en la Constitución (ar- 
ticulo 12 ) que establece la regla suprema a <jue ha debidn 
ceñirse el poder público que sancionó la tey. 

Caso: Lt> explican las piezas siguientes; 



PEVTENt lA btó SENOtt JüfiZ FEDERA!. 

Panná. julio 16 de 1*» 

Y Vistos; Resultando: 

I Que con fecha 6 de marzo de ioi«> sé presenta la em- 
presa de los Ferrocarriles de Entre Ríos, demandando a don 
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OmaJici,. .\. I>taz por la suma de quinientos noventa y siele p> 
sos iréiriía y cinco centavos monjía legal, importe de las pla- 
nillas qne acompaña y como provenientes de derechos de mue- 
lle éU el puerto de Bajada Grande a razón de siete y medio cen- 
tavos oro pur rada diez toneladas, de acuerdo al decreto de 
6 de mayo de 1896, en cumplimiento de la ley N, D 3183 en que 
se furnia y cuya aplicación pretende (lo propio que la ley N.° 
Ju-.i.v- rtüpecto al aumento que ésta autoriza), alegando ex- 
presamente .pie los decretos del P. K. N. de 10 de enero de 
iyu y ¿j de julio de iojó, st ,n ilegales y nulos. 

H. yue corrido traslado de la demanda, la parte de don 
t'anialicio A. Día/ hj evacúa, diciendo en primer término que 
la empresa mmrrc en plus pettiio, pues, incluye los derechos 
de julio a! ¡3 de septiembre de 1916 que han sido materia de 
otro juicio hecho por la misma empresa y píde por estos su 
especial condenación en costas; que lo qué debe a la empresa 
es sólo la suma de ciento treinta y siete pesos con treinta y tres 
centavos mnneda nacional que paga en consignación, acompa- 
ñando al efecto una boleta de depósito del Banco de la Nación, 
reservándose el derecho de repetir lo incluido en razón del 
aumenU. establecido por la ley N." ro.357 que no comprende 
la N." 31X3 y que solo serta obligatorio en el caso del decre- 
to de 22 de julio de 1916, que se refiere a la ley N • 4926. 
Sostiene la validez de los decretos impugnados de ilegales por 
la empresa y pretende que ta tarifa a regir es la de la ley 492Ó. 
por virtud de la validez de dichos decretos, y. para el caso que 
el Juzgado no lo entendiera asi. alega la inconstitucionalidad 
del an. 5* de la ley 3183, como repugnante a los arts. 12 y ó-, 
ine« 1." de la Constitución. 

III. Que estimando el infrascripto la cuestión de puro 
derecho, decretó los traslados de réplica y duplica, lo que fué 
consentido por las partes, produciéndose copiosamente éstos a 
fojas ¿(* y fojas 43. rcs|K-ci ñámente, rechazándose por la em- 
presa el pago ¡Hír consignación y renunciando a la párte que se 
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dice cobra <U' más en que se hace estribar la plus pelillo, y 
habiéndole oído por último al señor Procurador Fiscal, quien 
se manifiesta en pro de tp sostenido i>or el den ¡tildado, 

Y Considerando; 

T. One desde luego y dados los térniiiifis en que está con- 
cebida la ley 318.1 que dice rigen y no fijan, es evidente que 
SU art. 5 no puede hacerse extensivo a las tarifas que han ve- 
nido a regir después en los muelles del listado, es decir, no pue- 
de autorizar a fijar mía tarifa menor que haya podido en el fu- 
turo establecerse |«ira éstos, desde que no se refiere a las que 
pudieran regir en adelante ttrhi verba non sur el anrhüjua non 
est ¡oetts ínter freUttwns" . Aquí no hay ambigüedad ni obscu- 
ridad, aquí hay simplemente una ley mal redactada, pero su 
precepto es perfectamente inequívoco. 

I I . One siendo esto así, los decretos de 10 de enero de 
igti \ de julio de 10,10, en cuanto ultrapasan dicha ley o 
no >e ajustan a ella, serian ilegales desde ese punto de vista 
desile que la facultad de reglamentar no puede ir hasta alte- 
rar o ultrapasar la ley. pues, esto sería ejercer funciones !e- 
yi>latívas «que solo incumben al Congreso. 

III. Que en cambio, sentado que la ley 3183 dice lo pe 
dice, o en píjOs términos, que su art. 5." no permite cobrar 
ahora la tarifa de dos y medio centavos oro, que rige en luS 
muelles del listarlo. sin<» una mayor de siete y medio centavos 
oro, resulta repugnante de la Constitución, que en su art. 12» 
manda en términos extremos y absolutos que no puedan esta- 
blecerse preferencias de un puerto sobre otro, por leyes o 
reglamentos de comercio en ningún caso. Y el Juez que sus- 
cribe debe prescindir de dicha ley, en cumplimiento del pre- 
cepto estatuido en el art. y de la ley reglamentaria de la 
Constitución, X." 27. eme dice: que uno de los objetos de la ju-- 
ticia federal es sostener la observancia de la Constitución pres- 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



203 



Cinálettdo. al decidir las causas, de toda dis|iosÍc>ón de cuai- 
•j uicra de los otros poderes que esté en oposición con ella. 

IV. Que se arguye en contra f{ ue él ari. 12 de la Consti- 
tución lt( . .sc refiere a estos derechos de muellaje sobre que ver- 
sa este litigo aduciendo sííbfe todo, antecedentes legislativos 
referentes a dicha disposición constitucional y, cabe, en primer 
termino, observar que a menudo se exagera en la cx|ios¡eióii de 
los antecedentes legislativos e inopinadamente se detiene en 
ellos, malgastando tfetiipp precioso, sin reparar en los térmi- 
nos mismos de la disposición, es decir, que cualesquiera que 
*ean los antecedentes ti origen del artiado. los términos em- 
pleados en su reducción, pueden ser ampliatorios, alcanzando 
otros casos análogos al que le dió margen. V dadas las pala- 
bras extremas empleadas en el art. i 2, no hay nada que pueda 
exceptuarse si es una preferencia en ningún caso. O no es eso 
afta preferencia estando el puerto de Bajada Grande a pocos 
kilómetros del puerto de Paraná y del de Santa Fe. que no 
I nieden cobrar más que dos y medio centavos oro por el mis- 
mo servicio o impuesto por el <|ue se pretende siete y medio 
centavos oro? 

V. Qíje asimismo. Estrada, cuya autoridad en estas ma- 
terias es digna del mayor respeto, eximiendo e] alcance del 
arí . u. dice asi. en la pág. 08 del t. ÍI : "La Nación puede tam- 
bién en ejercicio de la autoridad conferida por la Constitución, 
habilitar puertos: |>cro no puede crear privilegios a favor de 
ningún puerto establecido, ni puede crear ni habilitar un puer- 
tf) en condiciones más favorables <|Ue los demás reconocidos 
o establecidos por la ley". 

Vi. Que si a la autorizada opinión de tan reputarlo maes- 
tro fuera necesario agregar alguna otra, bastaría la del pro- 
pio doctor Conzálc* eme aduce ta misma empresa demandante, 
quien en su citado "M anual"' dice asi: "Y en segundo lugar se 
propone evitar que una legislación injusta oprima o dificulte 
el comercio de una o más provincias en provecho de otra u 
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oirás, aumentando u disminuyendo su protección por medida- 
tli rectas, como por ejemplo, fijando en unos puertos menores 
tarifas míe en otros..." (pág; 420. octava edición*. 

Vil. Que merece, sobre todo, especial mención, el alcance 
<|uc a esta disposición constitucional ha dado también la Su- 
prema Corte, como puede verse del fallo del l. 117. |iágína 4-M* 
precisamente en un caso de derechos de muellaje de una em- 
presa particular. "Que el art. u de la Constitución Nacional, 
dice la Corte, prohibe qtíe se concedan preferencias a un puer- 
to respecto de otro, y a eStq se llegaría si el mismo buque en 
iguMdad de condiciones, estuviera obligado a pagar en algu- 
nos puerto*, mayores derechos retribuciones de servicios que 
los creados por la ley en otros, por conceptuársele de ultramar 
en los primeros y de cabotaje en los últimos'. Y este fallo ha 
sido dictado precisamente en la causa seguida i>or la compañía 
■Vj ¡colas Mibanovich contra la empresa del Puerto del Rosario 
v pul" devolución de unos derechos de muellaje cobrados de más 
en virtud de una interpretación dada a la ley 3885. 

VIH. One en consecuencia, nu puede aplicarse la tarifa de 
«•irle y medio centavo* oro del decreto de f> de mayo de 180/1, 
porque la ley ¿iSj no puede válidamente oponerse a las leyes 
y reglamentaciones posteriores que establecen la tarifa unifor- 
me de dos y medio centavos oro. 

IX. Oue. por otra parle, ese decreto ha sido derogad" P 4, r 
el l\ E., y la facultad de derogar sus propios decretos le es so- 
berana y privativa y la apreciación de ilegalidad a que se re- 
fiere el considerando _>.". no alcanza ni pudría alcanzar a esa 
facultad, en cuanto ]u deja sin efecto, por manera que siem- 
pre, al menos, valdría el decreto derogatorio como manifesta- 
eión negativa de acuerdo, elemento éste imprescindible de la 
ley .118,1 en cuya ¡wrte. en natía vulnera ésta la Constitución. 

X . Oue no pudiendo, en niiigtm supuesto, aplicarse la ta- 
rifa de siete y medio centavos oro, del decreto de de mayo 
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de 180/1. es forzoso aplicar la ley 4926, que en su art. 1, inc. 
3.". subírtciso c>, fija la de dos y medid cenia vos oro y todo 
por virtud de la propia ley N.» 3183 que invoca la empresa de- 
mandante, pues dicha ley establece que la tarifa de loa puer- 
tos y muelles del Estado, será el límite máximo del que no 
podrá pasar el acuerdo del P. E. y el concesionario, a lo que 
no alcanza la apreciación de inconstitncionaltdad a (pie se re- 
ffére el considerando 3. . 

XI. yne en lo que hace a tos intereses que también cobra 
Vi empresa no proceden, pues en todo caso ellos resultaría» 
de la mora y del documento de fs. ri>. emanado de la misma 
empresa que acompaña el demandado con su contestación a la 
demanda y que no ha sido desconocido en el traslado tic répli- 
ca, resulta que esa mora no ha existido, sobre \ mK . tampoco 
se insiste en forma alguna. 

XI í. Que a su turno, el aumento de la ley M." 10.357. 
que en cierto moflo resiste el demandado, haciéndolo depender 
de una comprobación a cargo del actor, es igualmente inacejH 
table tal reserva en atención a que habiéndose consentido la 
resolución en que el Juzgado aprecia la cuestión como de puro 
derecho, toda prueba huelga, pues dicho asentimiento implica 
el acuerdo, el reconocimiento sobre la verdad de los hechos. 

XIII. Que finalmente, respecto de Jas costas, el Infras- 
cripto entiende que no deben imponerse a la empresa deman- 
dante i art. m, O'kI. de Próc. de la Cap. ), en atención a la na- 
turaleza de la cuestión debatida y por cuanto basta este mo- 
mento ha podido perfectanwnle litigar esgrimiendo las dispo- 
siciones de la lev 3r»3. 

Por tanto: el Juez Federal que suscril*. en definitiva re- 
suelve: exonerar de Ja demanda a don Cantalicio A. Díaz 
en lo que excede del pago por consignación por él efectuado, 
que se declara válido. Sin especial condenación en costas. 



Bteodoro K. Fierro. 
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^KN TKX1.IA OR LA CÁMARj FEDERAL 

PitMá, Ocliibre ü de 1K 

\'i«t**i v Considerando: 

•Jue la demanda se basa esencialmente en el derecho <|ue 
a la empresa de los Ferrocarriles de Entre Ríos otorga la ley 
^ ' 3*33 > el decreto reglamentario de ta misma de fecha ó 
de mayo de i&jí». cuya vigencia reclama el actor nr> obstante 
haber Sido de rugad»" pcir decreto de 22 de julio de lyií'i. A tal 
efecto la empresa mencionada alega la nulidad de este último 
decreto y del de fecha 10 de enero de 1911. solicitando la per- 
tinente .'lee ta rae ion del Trilninal. 

IW olí parte, el demandólo contesta la acción deducida 
pidiendo su rechazo fundado en tas disposiciones de la ley 
+7-25 y en !as de] de creto d e 22 dé julio de 1916 f|uc derogó eí 
de mayo de i*/». 

Que desde luego toda la cuestión radica en ja inierprel ación 
del nrt. 5 " de la ley X." 3 1 8 ^ que concedió a la empresa de los 
Ferrocar riles de Kntrc Ríos autorización para construir por su 
cuenta las obras de defensa y muelle en la Bajada firande, so- 
bre la ribera del rio ['araná. I>ícho artículo prescribe que las 
tarifas que regirán para los que quieran efectuar opc raciones 
jRir el muelle, serán fijadas por el Poder Ejecutivo de acuerdo 
enn e> concesionario, no pudiendo en ningún casi» ser mayores 
que la> i|ue rigen para los muelles del listado, y la empresa sos- 
tiene que tiene derecho a cobrar según las tarifas que regían 
en la techa en que se dictó la lev de concesión. 

Que |>or su pane el demandado arguye i|iie la interpreta- 
ción alegada por la empresa implica dar preferencia a un puer- 
to determinado, no obstante la expresa prohibición sostenida 
en los arts. 12 y 67, inciso 1." de la Constitución Nacional . . 

(Jue prefijada asi la contienda, ¡a única interpretación po- 
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¡m-fa ítrt. 5." dé la lev es la ,,ue consulta con | a Cons- 
t.lucHM,. oue es la fev suprema del país, cuya. disposiciones no 
,, " C *! 1 '" ser í,ller:,í|a * P°' kvcs reglamentarias, arfe 28 « 
Gfc me. 28 y concordantes de la Constitución Xacional. 

Que el citado art. ,2 de la Constitución dispone am en 
nmgun caso pueden concederse preferencias a un puerto res- 
de otro por medio de leyes a reglamentos de comercio. 
Este terminante precepto, cuyos término, absoluto, y daros ex- 
cluyen toda interpretación, imposibilita al Gobierno Nacional 
paru acordar diferencias o privilegios de cualquier naturaleza, 
sobre semnos portuarios de cualquier especie que impliquen 
establecer situaoones distintas sobre cualquier puerto del país 
«le suene que la legislación dictada por el Congreso sobre ma- 
ten* de esta naturaleza, debe aplicarse en forma concordante 
mu ei precepto constitucional. 

Que la consideración precedente demuestra la legalidad del 
decreto de 22 de julio de 1916, que derogó él de fecha 6 de 
mayo de r8<A disponiendo que en el muelle de la empresa de 
loa rerrocarrües de Kntre Ríos en Rajada Grande deben re- 
g>r las tarifas que la ley fija para el puerto de la Capital. 

Que el argumento que se hace derivar de la base contrac- 
tml establecida por el art. 5." de la ley N." 31^ para la fi- 
jador, de la tar.fa, carece de fundamento si se considera que 
ningún ,XKler público del Estado pue d e bacer concesiones o 
contrato, que contraríen los principios de derecho público ,, U e 
!a Constitución consagra. 

Oue es igualiuente inoficioso toda interpretación de orden 
gramatical, pues cualquiera que sea la forma empleada para la 
redacción del art. 5. de la ley N* 3,83. ésta debe ser aplica- 
da en concordancia con la Constitución Xacional. 

Que cu ratón de la naturaleza de la cuestión debatida es 
ajustado a derecho el pronunciamiento del a quo, en cuanto 
exonera de Jas costas a la parte vencida. 

Por estas consideraciones y las concordantes del fallo 
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obrante a ís. 59, se lo confirma en todas sus partes, debicn- 
do abf.«arse por su urden las costas causadas. — Fortunato Coh 
tlerón. — César B. Pcr**c Colman. — F. Díaz <fr Vivar. 



FALLO Itt: LA i/ORYH álll'KKM v 

Biienot Aires, Noviembre N de \\tl\ 
Vistos y Considerando; 

IJm por ley número 3183 se concedió a la empresa de los 
Kcrrocarrites de Entre Ríos autorización para construir Lis 
obras de defensa y muelle en la Bajada Grande sobre el río Pa- 
raná, estableciéndose en el artículo 5.° de la misma que las ta- 
rifas que regirán para los que quieran efectuar operaciones por 
e¡ muelle serán fijadas por el Poder Ejecutivo de acuerdo con 
el concesionario, pero sin poder exceder de tas que rigen para 
Jos muelles de] Estado. En cumplimiento de ta mencionada dis- 
posición, el Poder Ejecutivo dictó el decreto de (i de mayo de 
iSgfi fijando en siete y medio centavos oro pnr cada dies tone- 
- ladas el derecho que podía cobrar la empresa demandante ]Kir 
el uso del muelle, y esa tarifa ba regido hasta el 22 de juün de 
rcjifi en que se dictó un nuevo decreto disponiendo qrte el cttn- 
resionario no podría cobrar mayor derecha que el vigente en el 
puerto de la Capital por análogo servicio. En la presente cau- 
sa la empresa concesionaria ha reclamado el pago de dere- 
chos de muelle con arreglo a la tarifa fijada por el decreto de 
ó de mayo de 1896 o sea, a ratón de siete y medio centavos oro 
\ ha sostenido la ilegalidad del decreto de 22 de julio de 1916 
que te imponía la obligación de uniformar la tarifa con ta vi- 
gente en el puerto de la Capital, por cuanto la ley 318,1 se re- 
feria a lo derechos que regían cu ese momento y 110 a las modi- 
ficaciones que et Congreso pudiera introducir en el futuro. A 
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su m d Ümmmo ha pretendido Aventar su obligación de 
an.crdo con la tarifa «Id puerto «le la Capital, o sea, a raróñ de 
dos y medio centavos «ro por cada diez toneladas, conforme a! 
decreto de . 9 ,r.. el qüe a su juicio es susceptible de ser armo- 
mwuln con mía interpretación razonable de la lev íiSí v lia 
««tenido que cnalqniera otra interpretación sería Opugnante 
al amado ,_> de la Constitución en cnanto ésta dispone q„c en 
mn K nn caso podrán concederse preferencias a un puerto res- 
pecto de otro por medio de leyes „ reglamentos de comercio 
I-a sentencia apelada, a ] fijar la Mfaih del artieuln 5 « de 
la ley 3183, llega a la conclusión de que el legislador no se ha 
referido solamente a las tarifas que se hallaban en vigor al 
tiempo de sancionarse la ley. sinó que ha contemplado tam- 
bién las modificaciones ulteriores de que fuese objeta el dere- 
cho exigd.le en tos muelles oficiales, y que, por consiguiente en 
rmigm, cas» podría el concesionario cobrar derecho, más ele* 
vados que los que hiciera pagar el listado por análogo sen-icio. 

Que es esa sin duda alguna la ¡indigencia que eorrcs|>onde 
dar a la disposición cuestionada, por ser la única compatible 
con los principios consagrados en la Constitución, los que cons- 
tituyen la regía suprema a que ha debido ceñirse el poder pú- 
blico que sancionó la ley, razón por la cual dehe suponerse que 
traduce fielmente la voluntad legislativa, desde que siempre 
existe la presunción de que el Congreso ha entendido mante- 
nerse dentro de los (imites asignados a sus poderes commnern- 
nales. 

Que, en efecto, la prohibición constitucional de conceder 
preferencia a Ufi puerto respecto de otro por medio de leves 
o reglamentos de comercio ha sido inspirada, como lo demues- 
tran la amplitud de sus términos y Jas causas histórica* que lo 
mot.varon. en el firme y claro proposito de suprimir lo. dere- 
chos diferenciales y las tarifas privilegiadas qtte fueron algu- 
na vez empleadas en nuestras luchas internas para hostilizar 
.os puertos de las provincias adversarias. 
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[.os constituyentes hnii untontlnUj, fuera de tuda cfu'cta, ex- 
tirpar toda causa dé desigualdad entre los puertos de la Na- 
ción ipic pudiera originarse de cualquier diferencia de legisla- 
ción i> reglamentación ijuc diese por resultado la situación 
preferente de un puerto respecto de demás : y es incuestio- 
nable que etítre esas causas se encuentran comprendidas la? 
mié podrían derivar de la diversidad de derechos de Aduana 
o de cualquier Otro tributo. itñpuéStO o contribución, que pu- 
diera servir |\ira hacer más ventajosas 1íis operaciones He lo* 
buques en determinados puertos cotí detrimento de otros. 

Que si bien el derecho lle utuellc uu reviste generalmente, 
por >u monto; una importancia tal que por si solo sea capaz de 
fomentar o desviar las corrientes tuerca nt ¡les. no sería imposi- 
ble, sin embargo, míe exagerándolo » de formándolo en unos 
casos y suprimiéndolo en otros, se llegase a utilizarlo como ele- 
minio perturbador de la igualdad de trato entre los puertos 
profesada |«ir la Constitución, lo qué basta para no conside- 
rarlo extraño a las previsiones que determinaron la enmien- 
da introducida en iW» al articulo i¿, por más que la hipótesis 
apuntada como la de cualquier otro derecho o reglamento dife- 
rencial de los que dieron origen a la prohibición constitucio- 
nal, sea. prácticamente, imposible en el esudo de cultura y de 
solidaridad que ha alcanzado la Nación. 

tjne no es motivo suficiente para modificar las conclusio- 
nes precedentes, la circunstancia di- que el derecho de muelle 
constituya en la práctica la retribución de Mil servicio. A tos 
efectos di- la prohibición constitucional, que no hace distincio- 
nes al respecto, tarta cjUe se altere la uniformidad de legislación 
o dC reglamentación míe del>e existir en los puertos de la Re- 
pública, y esa situación se produce por el solo hecho de .pie las 
tarifas de muelles, como las de cualquier otro derecho o im- 
puerto, dejen deser igu&lés en todos los lugares donde sea 
permitido el acceso tle los buques con el propósito de efectuar 
operaciones de carga. 
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Que tami'-cu es de tener en cuenta h eivctmúmck cíe atie 
*™*'.<fc "««Ite es suministrado ,„ e | caso ¡*<£ 

*** " na m Principio corresponde , e<t, v 1( 

m 61 autor de la ^ ™* faV0Rlb ^ 

(Juc no siendo cnnsiiiucionalmcnle posibV la exfateit™ 
de derechos difereme* ,„ 1( , ,,,•<„■„„,, <Ic , ; 

* «ordar la enneesu.,, de ,„,, inst |a , 
atar la «njformidad indispensable, necesaria,,, „ Ie < e i ¡ere 
m * feMb acordado al amanarlo se hallaba s,, " " a 
la» Mdrfto»*, p^fca, qnc él dariho ana U 

r:;, " ' m,Clfa * V es,» conclusión <vtz 

"** «SP Bbl * I"» I*»* tóntüntó en que fué acordada a 

«~- lM adoptarla si „ violentar' el semido atura" 
de as palabras empleadas en la lev. n lls „ ,,,, v , rlw v 

P ,' 19 TOa ; "' l » ra . - "o es óbice para poder adiiiftir c<a 
.^rpretae™. toda vea que puede suponerse ra.onal Se M 
me al sanconar la limitaciou contenida en el aniego ¡.- de la 
. > de o,nce 5 ,,.„ nu.nero .,,8,,. H , cgisl:i „,„. „,„.„„.., ^ 
tar,f„, qM e n K e„ en loa muelles del Estado en rada caso 
en q.i la empresa enneesionaria tuviera ,,p„rm„¡da,| ,| t . n ,|„. ar 
de, cebos. ( ,.,„,„b,,,, que en „iu K ,„, raso se cobran! Un derecbo 
mas elevado que el que rige en el momento de que se trate en 
dichos muelles otieales. 

Que, en consecuencia, el decreto de .... de julio de itófe no 
se baila en pugna con la recordada fcy ,l e concésiól,. 

En su „,éri,„ y ,ie acuerdo con lo resuelto por esta Cune 
en el ca» que se registra en el tomo uy. página 424 & m 
' * sc mn{mm '» ***** apelada en cuanto ha sido „,a- 
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lería del recurso. ?íp|ifíqupiise y devuélvase, debiendo re[>o- 
nerse \>» sellos oii el juzgniln de origen. 

A. IíKkMKjn — J. FtouEROA Al- 
corta. — Ramóíí Méndez. 
— Roberto Repetto. 



Pon Rafael Caviijlia contra h Provincia tic Hítenos .lires, sobre 
ila ¡ios v perjuicios. 

Sumario: l." V\ aulor ilel despojo es deudor ni poseedor de los 
gasto* causados en el juicio hasta la total ejecución de la 
-eutenoia (articulo 2404, última parte. Código Civil). 

j." Ks inadmisible la tenis de que el ejercicio de un de- 
recho propio o el cumplimiento de una obligación legal, 
cual es el intento de tomar posesión por sí misma de lo 
corresponde a su patrimonio, no puede constituir como 
ilícito ningún acto, porque como lo lia declarado la Corte 
Suprema, el desalojamiento de un poseedor por medio de 
la fuerza pública, sin juicio previo ni sentencia, constituye 
un despojo. 

3. » Dentro del orden procesal, exagerar la verdad es 
ía'tar a ella. 

4. " Nn habiéndose justificado las jiérdidas alegadas, co- 
rresponde el rechazo de la demanda. 

5. " Los gastos y honorarios producidos por el cumpli- 
miento de la sentencia recaída en juicio de interdicto, deben 
satisfacerse en la misma forma establecida eu ella, cargan- 
do cada parte con los propios. 



Caso: U explica el siguiente: 
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-¿ AÍim, Noviembre íu da lffí4 

i \ istos : 

El préseme juicio deducido por üóri kafael Cavila con- 
tra la provincia de Buenos Aires, sobre daños y perjuicio, ríe! 
nial resulta: 

Que a fojas 4 comparece el nombrado Cavila solicitando 
>e condene a la provincia de Buenos Aire.s al ,^0 de la su- 
ma de ochenta y dos mil quinientos pesos moneda nacional v 
Fas costas del juicio, fondado en que el 12 ,] e diciembre del 
ano 1917 fué violentamente despojado del campo que posee 
en la sección 1/ de islas de; Delta del Paraná por el inspector 
de la provincia señor Ringuelet quien invocó para cometer ese 
acto incalificable. órdenes del interventor nacional señor Can- 
tilo. 

Que sin atender a sus protestas v amarado |ior la fuer- 
za pública el representante de la provincia penetró violenta- 
mente en la propiedad y procedió a incendiar una población en 
la cual se giiardaban los útiles de labranza y demás enseres 
necesarios jaira el trabajo y además echaron a la calle doscien- 
tos cuarenta y dos animales de su propiedad que pastaban en 
el campo fie los cuales solo pudo recoger después de tres días 
de continua lal»or. veinte y dos, extraviándose o siendo roba- 
dos doscientos veinte. 

Que con motivo de esos hechos promovió ttn interdicto de 
recobrar la ¡xisesión de su campo el cual fué admitido por 
esta Corte condenando a la provincia a restituirlo. 

Que. como en la respectiva sentencia se dejaron a salvo los 
daños y perjuicios ha sido ya resuelto que la provincia de- 
be indemnizarlos, por lo cual en la presente acción sólo debe 
acreditarse en qué consisten aquéllo* y su monto. 
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Ojie el valí ir tle los anímale* perdidos lo esti.ra cu la su- 
ma globn! ile doce mil setcni-ntos cincuenta pesos moneda na- 
cional. Calculando el precio de quince caballos mestizos ;i eien- 
to clhcüeitta |h-sos cada uno y el de ciento setenta y cinco ye- 
guas oV la ihisiua calidad, incluyendo treinta potrillos al de 
cincuenta pesos caita uno. 

(Hit- la otra partida de perjuicios consiste en el hecho de 
haber Sido privado del usufructo de su campo durante el trans- 
curso de dos ajhos y cuatro meses, líeneficio tjue en atención 
al liedlo de explotarlo dedicándolo a la agricultura y ^nade- 
ría aprecia en nuíiiee mil pe>os jtnr afi sea en total treinta 

v cinco mil pesos moneda nacumal. 

Que estima en treinta mil |>eso> el daño producido por 
el incendio dé la pobtóén que se encontraba en el campo y 
los útiles y enseres que en ella se fardaban consistentes en 
a/íidas. rastras de freno, lecheras. guarniciones, lazos, etc., 
asi como también \».>r 1a destrucción de seis jagüeles Canales, 
alambrados, puentes y árboles . 

Que. los gastos efectuados y honorarios devengados i>or 
mi letrado liara obtener de la provincia demandada la entre- 
ga del campo, sin comprender los honorarios del juicio de in- 
terdicto, los estima en la suma de cinco mil pesos moneda na- 
cional. 

Que invoca como derecho aplicable l<<s artículos nu. 
noy y mí del Código Civil. 

Que acreditada la jurisdicción originaria de esta Corte, 
corrióse a fojas 10 traslado de la demanda el cual fué eva- 
cuado a fojas 14 por el representante de la provincia de Bue- 
nos Aires pidiendo el rechazo de la acción o la reducción de la 
indemnización — en SU caso — a justos limites, con costas y 
exponiendo: 

Que niega los hechos en que la demanda se funda, fió sólo 
porque hay en jwrle la falta de verdad, sino también porque se 
presentan con visible exageración. 
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Que mega la procedencia de la acción porque el Gobierno 
de la provincia, al tomar posesión de su , ierra, no ha produ- 
cido un acto iliciu, si„ó qüe ha ejercitado un derecho propio v 
entendido cumplir la obligación U-gn] <|e velar por el cuidado 
y conservación de los intereses a su carpo [articulo 1071 del 
Código Civil), 

Que niega la existencia e ¡ni|>ortancÍa de los perjuicio, y 
desconoce el derech,, de reclamar honorarios por un jnicio que 
fue tallado sin establecer las costas a cargo de la provincia 
í'"rq«e ello .significa atentar contra la cosa juzgada. 

One en d peor de los supuestos de lo dicho resultaría que 
habría flus prtitio por parte de Caviglia. 

Une a fojas |K. ahrióse la causa a prueba, producios la 
que expresa rf certificad., de fójas fig v alegóse sobre su méri- 
to, tojas 67 y fojas 77. 

V Considerando : 

Que la sentencia dictada por esta Corte en el interdicto 
segutdo por don líafael Caviglia contra la provincia de Rue- 
ños Aires, declaró a esta última, autora del despojo de un in- 
mueble iioseido por el primero ordenando la restitución del mis- 
mo y dejando a salvo al actor los danos y perjuicios derivados 
de i>se hecho. 

Que <(e acuerdo con la última parte del articulo 2494 del 
Código Civil el autoí del despojo es deudor del poseedor de 
la indemnización de todas las pérdidas e intereses v de los gas- 
tos causados en el juicio hasta la total ejecución de" la sentencia. 

Que no debe admitirse la defensa propuesta por la pro- 
vincia de Buenos Aires consistente en sostener que el ejercicio 
de un derecho propio o el cumplimiento de una obligación le- 
gal cual es el intento de tomar i>oscsión por si misma de lo 
que corresponde a su |>atrimon¡o. no puede constituir como 
1 licito ningún acto, j jorque como lo ha declarado esta Corte en 
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hl aludido interdicto, el desalojamiento de un poseedo* püSÍ me- 
dio de la fuerza publica sin jnk'io previo ni sentencia, consti- 
tuye un acto tic despojo . 

ijue habiéndose dictado sentencia cort esta misma fecha 
en ti juicio dt* reivindicación deducido contra Caviglia por 
la provincia de Buenos Aires, declarándose el dominio de ésta 
v ordenando la restitución del itunuehle. el préseme iifniun- 
ei amiento solo puede recaer sobre aquellos capitulo* de la de- 
manda que no signifiquen anticiparse a la? cuestiones relati- 
vas a las obligaciones y derechos del poseedor de mala fe fren- 
te ai reivindicante, las cuales deben decidirse en su momento, 
con arreglo a lo prevenido |K>r el capitulo IV. J„. III. titulo II 
del Código Civil. 

Que. en estas condiciones se encuentran no sólo el valor 
de !a población incendiada sinó también la destrucción de ár- 
bnlts, canales y jagüeles cuyo pago, en el caso de tratarse real- 
mente de mejoras introducidas fio* Caviglia. delw somcter.se a 
la regla del artículo 2+41 del Código Civil. 

(Jue en cuanto al capitulo constituido por la cantidad de 
treinta y cinco mil pesos emergentes de la privación del USO 
v goce del canino durante los dos años y cuatro meses trans- 
curridos entre el día del despojo y su devolución por la pro- 
vincia, es de toda evidencia que admitida la acción de reivindi- 
cación y declarado, consiguientemente, el dominio de aquella, 
el actor no lia sido realmente privado de tal uso y goce y □! 
contrario, de ser exacta la cantidad, hubiera sido su obliga- 
ción devolverla a su legitimo propietario la provincia de líta- 
nos Aires en el caso de haberla percibido, articulo 24.^8. Có- 
digo Civil. 

Ijne de acuerdo con lo precedentemente expuesto, sólo co- 
rresponde examinar la presente reclamación sohri^ daños y 
perjuicios acerca de ¡os útiles y enceres de trabajo (pie se 
dicen contenidos en ta |>oblación incendiada; de los quince 
caballos mestizos y ciento setenta y cinco yeguas con treinta po- 
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mm cuya o extravío sé atribuye al despojo; y 

°"*»»** < „ motiva de la entrega dél campo 
Qué en cuanto a lo primero las declaraciones de Branda 
fe# P ^ Ñas 43. jochea, foja. * 3 

d l „,1SL } , T 5< '' Mn m,ÍÍOmiCS y concordan,,, c n 

el i n .da de annnar a) que es cierto qué Cavigüa tenía una 

; ; m el can,, dentro de la cual pardal, ffil 

y demás enseres para el trabajo; £) qile e , £ ¿ g 

; l ' fW? " embare,> 3 ! °* >' Por consiguien- 

tes nada han aseverad», subre el hecho fundamental de 

vv 1 m ;r cmu (lci inctntii ° *• — S¿ 

'íeiítrq .le la ablación. V 1 pr() bab|e es une no ctuvicZ 
cuanto de, juicio de: interdicto resulta ^ Cav ^ " 

h.p.r. Corresponde, pues declarar impropio este perjuicio 
gue en cuanto a lo segundo los mismos ¡fo¿ 
¡ • ra,on satisfactoria de su dicho. que Cavigha. teni pTs- 
and , en el campo deseemos cuarenta y dos animales yeguari- 
'V™,^ * S P- ** representante, de 

¡ i V , 57"^ Io ***** a «™ W hecho 

4*1» pcnhda de la mayor parte de tales animales con motivo 

£ despeo Ht. efecto: fe pregunta formulada a Tos 22 
para probarlo es "si Caviglia sólo pudo recuperar veinte v i 
Ruellos ammaíes". Y hien: H ronds lo sabe >r haber Z 
"!* í>rCSen ' C : ri ' 5t O' <!« Caviglin rectoró veinte y do s an i^ 

PctoT f C -° n reC< f d ° S * tlCc:ara " tt * 'os caminos; 
í.engoel ea. fojas 45. Bengoehea. fojas 46 vta . y Roca fofas 

5". no dan raaón de stl dicho; Delpelo sabe lo que afirma res- 
pecto de los veinte y dos ani eles recuperados porque ayudó 
a juntarlos y Faudiño po W Pinto, Tos recogió de la caíe 
Juntar veinte y dos animales «le una calle, ayudar a ello o £ 
»*r que se han juntado por otro no parece razón suficiente 
para afirmar que los doscientos veinte restante se han perdido 



318 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Además, concurren a rc-.;ar eficacia :» esas declaraciones 
¡as siguientes circunstancias: los do-eieutns cuarenta y dos 
a ni malos le fueron entregado* a t'avigüa n ai menos í nerón 
echados del campa en su presencia (véase juicio de interdicto), 
y no se concibe, sin una gran negligencia de su parte, que se 
perdieran cu su casi totalidad en un terreno de isla, esto es. cer- 
cado de agua pnr todos sus costados y nuiclio menos si co- 
mo es de suponer estaban marcados. Caviglia no bizo la me- 
nor alusión a! extravío de su hacienda al deducir el interdicto 
no obstante hacer mérito del incendio de la |m ¿ilación, y esto 
unido al empeño de abultar los perjuicios que la demanda ira- 
Mima. Olvidando que también dentro «leí orden procesal exa- 
gerar ta verdad es fallar a ella, conduce a declarar que nn se ha 
justificado la pérdida de que se trata. 

Que en cuanto a los gastos y honorarios producidos por el 
cumplimiento de la sentencia recaída en el juicio de inter- 
dicto, representados \my la tnma de posesión del campo y a que 
>e refieren las diligencias de fojas "77 y siguientes de! ex- 
pediente agregad", cltos deben satisfacerse en la misma forma 
establecida en la sentencia recaída en el interdicto, es decir, 
cargando cada parle con los propios, pues, la cosa juzgada les 
alcanza. 

Ivn mérito de estas consideraciones, se rechaza la deman- 
da deducida por don Rafael Gaviglia contra la provincia de 
Buenos Aires sobre daños y perjuicios, sin costas. |ior resultar 
verosímil el derecho del primero para litigar. Xotifiquese y 
repuesto el papel archívese. 

a. Bermejo — j. Figueroa Al- 

corta i — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 
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Bon ti,h« t r<io matms contm k Cajo Cadañal de frMmt* 

Senario: Xll y ajíl ^ ]q ^ ^ & 

■ r ^7' sí bien fué suspendido o *- 

'■-rado de su empleo en varias ™i„ IW s, sus sucesiva 

3W?Í| ******* «* » se ¡ e ¿¿¡¿g * 

* hecho ,mp*a>|b pa ra volver a la adonis, rae™. v c,uc 

V; l ' tleStn]pe,,c ; llc su ^ V<#> completar el número 
de afi>3 requerido para su jubilación. 

CWo: Lo explican las piezas siguientes: 



Ü 

sión — 



Y Vistos : Buenoi Airen, Diciembre 7 de 

pro novidus por Eduardo Cabanilius - hov su succ- 
*¡nrr ffl I, Caja Nacional de Jubilaciones y' Pendones 



Civiivs. sobre jidiilnción denegada. 
V Considerando: 



< -■' mm la demanda la parle Écffira solicitó el pago de 
I^-nsuabdades devengadas v el de las futuras, pr Tre- 
-noennento judtc.al del derecho m a la jubilación denegada 
asiste toda vez que la Caja desconoció ¿ derecho nt e a h, 
bOacrón ten,a el actor fundándose en que éste había sido exo- 
ndado v remeorporado a fa administración nacional, cuvas exo- 
neraciones le lucieron perder todo derecho a obtener jubilación 
Tal cosa sostiene la Caja. y por clío pide el rechazo de la 



I f AI.LOS DR W. CORTi: SUPREMA 



¿r Que habiendo fallecido el actor, ¿1 representante de 
la sucesión limita su reclamo a ís. 74 a las mensualidades de 
vengadas j*>r el causante desde el 15 de febrero de IQ'15 hasta 
mayo 10 di* t<).¿3 a razón de pesos ciento noventa moneda na- 
cional inclínales, 

*Jue de la Utu trabada y p niel ta <U- amos, rebulla que 
t-11 efecto t'alianilh^ prestó servíaos en la administración nacto- 
na! durante ¿8 años, nueve meses y 10 días, de los cuales 20 
años y A) días de carácter privilegiad". 

Ño se ha demostrado que en realidad hubiese sid.i exone- 
rado por decreto del P. K. ni fie que se le haya seguido pro- 
ceso criminal. Véanse constancias de este expediente y del 
administrativo agregado por resolución de fs. iS vía. 

I\n consecuencia, estima el suscripto que tiene ¡ndiscüti- 
bk aplicación al caso presente cuanto le fué dado consignar 
>-n al ir i l S de 191 *k caso Silva versus la X ación en sentencia 
Confirmada por la Cámara Federal y Suprema Corte — Véase 
"Caceta de! Poro" mniK-nis i/>$ t ion y 1256 y tomo 1,51, pá- 
gina J57 del Tribunal últimamente citado. 

\'o encuadra pues el casu dentro de lo dispuesto por el 
articulo 37 de la ley 4340,, ni tampoco corrcs|)onde aplicar lo 
preceptuado cu el articulo ,Vt de dicha ley. 

Por las consideraciones que preceden, fallo, condenando 
a la Caja .Nacional de Jubilaciones y I 'elisiones Civiles a pa- 
gar al actor Eduardo Calían illas — hoy su sucesión — el im- 
porte de la* mensualidades impagas de la jubilación que le co- 
rrcs|wmdia según liquidación de />. 13, expediente adminis- 
trativo adjunto, desde la época en que dejó el servicio — art. 
36, lev 4,-,4f» — hasta el de su fallecimiento, Costas por su or- 
den atenta la naturaleza de la causa, y no hallar mérito espe- 
cial para imponerla* a la Caja. Notifiquese, repóngase el se- 
llado y upoi tunamente archívese, previa devolución del expe- 
diente administrativo ,\ su procedencia. 

$Ml M. F.rcobar. 
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SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Bueno* Aire*, junio 23 de litM 



Y Vistos: 



l>e acuerdo con lo resuelto por este Tribunal y la Corte 
Suprema en la causa de Manuel Silva contra el Gobierno Na- 
cional í Fallos tnmo 131. página 257) y por sus fundamentos, 
se confir;na el fallo apelado de ís. 82 que condena a la Caja 
Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles a pagar al actor 
Eduardo Cabanillas — hoy su sucesión — el importe de las 
mensualidades impagas de la jubilación que le correspondía se- 
gún liqui dación de fs, 13 del expediente administrativo adjun- 
to, desde la época en que dejó el servicio, hasta el día de su 

fallecimiento. Repónganse las fofas en primera instancia. 

r ¡áfiflfofc — Mundino lútcnhiUi. — H. A. Alizar Anchorctm. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buen» Aires. Noviembre 10 de 1K4 

Y Vistos; 

El recurso extraordinario Ínter ¡tuesto \ Concedido contra 
sentencia de la Cámara Federal de Apelación de la Capital con- 
firmatoria de la del Juzgad» de Sección en la causa sobre co- 
bro de pesos por jubilación, deducida por don Eduardo Calía- 
nillas (hoy su sucesión), contra la Caja Nacional de Jubila- 
ciones y Pensiones; Civiles . 

Y Considerando: 

Que como consta a fojas 96 y vuelta, esta causa ha sido 
traída a Ja consideración de esta Corte por vía del recurso ex- 
traordinario que autoriza el artículo 6." de la ley 40^5 y ar- 
ticulo inciso 3« de la ley número 48. 
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fjm- para deducirlo se ha manifestada que, la Caja de 
Jubilaciones funda ^u derecho en la ley nacional 4,349 y la de- 
cisión de V. K- (la Cámara Federal) ha sido contraria al de- 
recho que residía de la interpretación de la* disposiciones de 
etwi ley, fs. 0/1. 

Que en electo, contestando ia demanda el representante de 
la demandada manifestó lo siguiente: "se trata de resoivet si a 
un empleado qué ha sido exonerado y que vuelve a reincorpo- 
rarse a Ja administración se le del»en conmutar, si o no, los año* 
anteriores a la exoneración, o en otros términos, si en estos ca- 
sos la reincorporación hace por si sola que no se aplique el 
artículo ¿7 dr la ley 4349*' ( fojas J4 y fojas 89), o como se ha- 
ce constar en la sentencia de fojas 82. confirmada a fojas 94 
fundándose en que éste (el actor) había sido exonerado y 
reincorporado a la administración nacional, cuyas exoneracio- 
nes le hicieron perder todo derecho a obtener jubilación". 

One como jo ha hecho constar e^ta Corte en casos anáU>- 
gos, 110 es aplicable lo dispuesto en el articulo 37 de la ley 434^ 
al ex empleado que si bien fué suspendido ti se] »a ra do de su em- 
pleo vn varias (pasiones., sus sucesivas reineor] oraciones de- 
muestran que no se le consideró en el hecho impedido para vol- 
ver a 'a administración, y que en el desempeño de su emplea 
pudo completar el número de anos de servicios requeridos 
para mi jubilación 1 Kallus, tomo t$l, página ¿57). a que se 
agrega el hecho que hace constar la sentencia de fojas 82, que 
no -se ha denn»st rado que en realidad el actor hubiera sido exo- 
nerado por decreto del I*, fe., ni que se le haya seguido pro- 
ceso criminal. 

Ouc tratándose de un recurso extraordinario de alcance 
restrictivo (Fallos, tomo 97, página 285) y perfectamente de- 
finido por los términos del articulo 14 de la ley 48 y la cons- 
ume jurisprudencia al respecto, se encuentra esta Cone en la 
necesidad de limitarse al examen de la inteligencia del artículo 
37 de la ley 4,149 discutida en el pleito y en la imposibilidad 
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<le considerar lo relativo a la personería de ¡a Caja Nacional, 
[llameada extemporáneamente, o sea. en el memoria] de fojas 
101, con posterioridad al fallo de última instancia de la Cá- 
mara Federal de Apelación (Fallos, tomo 75, página 404: tomo 
104, página 14Ó; tomo 107, página 272; tomo 123, página 412 
y otros) . 

I\>r ello se confirma hi sentencia a] Hilada en la parte que 
ha poílido ser materia del recurso. Notifíquesc y devuélvanse. 

A. Bermejo. — J. Ficukroa Al- 
corta. — Ramón Mkndkz. 
— Roberto Repettg. 



/'nniiicia de Buenas Aires contra don Rafael Gtivúffia. sobre 
reivindicación. 

Sumario: 1." La unión de las posesiones a los fines de ta pro- 
tección posesoria y de la prescripción adquisitiva, de acuer- 
do con lo dispuesto en loa artículos 2474. 2475, 3476 y 4005 
del Código Civil, sólo puede producirse entre sucesores a 
título universal o entre sucesores n título particular: y el 
vínculo entre el autor y sucesor, 110 invocando éste el ca- 
rácter de heredero, debe nacer de una convención conclui- 
da con observancia de las formas exlernas impuestas por 
las leyes. 

2." I.a prueba de las cesiones o ventas de derechos po- 
sesorios debe hacerse en la forma escrita prevenida por 
el artículo 1 454 del Código Civil, bajo pena de nulidad y 
medíanle documentos de fecha cierta, en el caso, respec- 
to del fisco provincia! propietario de las tierras sin dueño 
situadas dentro de los límites territoriales de la provin- 
cia de Unenos Aires. 
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.V IX 1 acuerdo con lu dispuesto \tor los incisos i," y 3." 
del articulo 234J, artículos 2347, 2525. 2528 y 358S y nota 
del Código Civil. 110 bolo pertenecen en propiedad y do- 
minio al Estado general o a los estados particulares todas 
Ia> tierras .«tinadas dentro de sus limites jurisdiccionales 
(¡lie carecen de olro dueño i tierra pública !, sino también 
*¡quéltas cuyo propietario es ignorado o que tu» tienen due- 
ño conocido (tierras vacantes), 

4,' Establecida en lu ley la diferencia entre ) tienes sin 
dueño y bienes que no lo tienen conocido, y en virtud de 
lo dispuesto en el articulo 2347 citado, es indiscutible el 
derecho de la Provincia de Buenos Aires, para reivindicar. 

Caso: Lo explica el siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Alret, 19 de Nav terebre de 1074. 

Y Vistos: 

Id presente juicio seguido por la provincia de Rueños Ai- 
res contra don Rafael Caviglia sobre reivindicación del cual 
resulta : 

Que con tedia 12 de mayo (k* Kilo comparece la ci- 
tada provincia y después de exponer que ha cumplido la senten- 
cia que está Corte dictara en el juicio de interdicto -pronto- 
vida contra ella pnr don Rafael Caviglia, entabla demanda con- 
tra éste por reivindicación de las tierras a cuya entrega fuera 
condenado las cuales se encuentran ubicadas dentro de los si- 
guientes linderos: al Norte con los fondos de, las islas del Pa- 
raná de las Palmas: al Sud con los fondos de las islas del río 
Lu jan : al Oeste con los fondos de las islas del canal de las Ro- 
sas y al Este con una linea que partiendo de los fondos de las 
Mas de La sal le va hasta los fondos de tas islas del Paraná de 
las Palmas. 

(Jue por expresa disposición del Código Civil (articulo 
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-'340. írtcisd 6». las isla* q« e liar o e formen en los ríos son;' 
bienes publicas^ 4el Ksiado, pero como por leves y decretos 
anteriores y posteriores han entrado' en el comercio, "desde que 
por esas leyes y decretos se reglamenta la forma de obtener su 
posesión y venta, todas las islas del Delta han pasado a ser 
Lunes privad.» de la provincia de Hítenos Aires. Agrega que 
'■ngmanamentc todo, los títulos de islas tienen que proceder 
de la provincia de Bueno. Aires en la zona que este dentro 
de su jurisdicción territorial. 

■ 

Que niega que Cavigtin tenga título de ese origen ni ti- 
tulo válido alguno de la tierra por él reclamada v cuva entrega 
se lia ordenado. 

<>c ei) cumplimiento de la lev de islas correspondió a los 
agrimensores Hojas. Barreiro y Cardoso medir una fracción 
de la prnnera sección de islas del Delta del rio Paraná dentro 
de la cual esta la tierra reclamada jwr Caviglia. En los libros 
de la extinguida concesión de islas de la primera sección, así 
como en el plano original de las mensuras practicadas por Jos. 
no.nbrados agrimensores ni e n las diligencias cor respond ¡en- 
tes, se encuentra antecedente alguno a nombre de Rafael Cavi- 
glía o de sus hermanos* como tampoco, al de Tosé Ma. Orlie- 
güzo o Higínio Martínez, de los cuales e] pri.nero hace derivar 
sus derechos, 

Que para demostrar que Caviglia era un simple ocupante 
de una mínima parte de la tierra fiscal estudia extensamente 
la furnia en que ha entrado al comerció mediante la ley ríe is- 
las de 24 de septiembre de «888. la zona tic la primera* sección 
de las islas del Delta cu la cual está niñeada la tierra fiscal 
en cuestión. 

Concluye afirmando, que la provincia de Buenos Aires es 
propietaria de la tierra reivindicada; que lia tenido su pose- 
sión y ja ha perdido en virtud de la sentencia dictada en el in- 
terdicto; que Caviglia no tiene título; que por faltarle y no 
tialjer cumplido él ni los supuestos o reales antecesores las obli- 
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gncioncs que la ley y decretos reglamentarios les imponían, es 
poseedor de mala fe. 

Pide, en consecuencia, se condene a «Ion liaÑiel Caviglia 
a restituir la tierra reclamada con los frutos percibidos o que 
ha va podido producir, curt costas. 

Que acreditada la jurisdicción origina ría dé esta Supre- 
ma Corte, corrióse traslado de la demanda, el cual fué eva- 
cuado ,i fojas 39 solicitando se rechazara, oni costas, la rei- 
vindicación enlabiada a mérito de las siguientes cíjrisídetléió- 
nea de hecho y de derecho. 

Que las tierras objeto de ta reivindicación jamás han po- 
dido ser consideradas por su composición química, terrenos de 
islas y no se encuentran, por consiguiente, comprendidas dentro 
de! concepto y alcance del art, 2340, inciso (Y," del Código Civil. 

<¿ue Ja ley de septiembre de 1888 legislando sobré islas, 
dispuso en su articulo "tjue se consideran terrenos de islas 
lus terrenos de aluvión depositados por las aguas del l'aroná 
y terrenos del Delta". Y las tierras que forman el objeto del 
présenle litigio se encuentran ubicadas sobre el Río de la Pla- 
ta o más bien, son la continuación de las compuestas ele ele- 
mentos arcillosos o arenosos, distintas ríe las constituidas a ba- 
se ríe aluvión y humus (pie se extienden entre San Pedro y la 
Capital. Y por otra parte, que no pueden reputarse terrenos de 
islas los comprendidos entre el rio Paraná de las Palmas y el 
rin Luján. pues, ellos son la continuación o prolongación de 
lus Uiñados o anegadizos que existen en la margen derecha del 
l.ujáii y no forman ¡«irte del llamado Delta del Paraná, según 
las opiniones que en apoyo de su tesis transcribe largamente. 

yue niega en absoluto que todos los títulos de islas pro- 
cedan ríe la provincia afirmando que desde el siglo XVII se 
realizaban operaciones de venta dé los terrenos ubicados a in- 
mediaciones del reivindicarlo y cuyos títulos escritos lian sirio 
otorgados ¡mr autoridad competente, y antes de la fecha del de- 
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creto del año 1*56 las referidas tierras estaban en ej comercio 
y podían ser adquiridas jxir los particulares, 

Que nie^a. no sólo que sea un simple ocupante de la tie- 
rra sinó también que los agrimensores Castro y Ringuelct ha- 
yan realizado la operación de mensura mencionada en la de- 
manda sosteniendo en todo caso, que fué clandestina v sin cum- 
plir los requisitos legales. 

Que la provincia actora no tuvo nunca la posesión del in- 
mueble reivindicado, habiendo sido él ocujado por leedores 
que se sucedieron flesde que don Juan de Caray hizu las pri- 
meras mercedes a orillas del Paraná de las Palmas y del rio 
Lujan acombando un conjunto de cartas geográficas saca- 
das de mapas auténticos que demuestran su condición de tie- 
rras trabajadas desde tiempo inmemorial. 

U"c el terreno en cuestión fué otorgado en propiedad por 
don Juan de Garay al adelantado don Juan de Torre y Vera 
y más tarde por abandono del nombrado, el gobernador Dá- 
vila las cedió en propiedad al general Orduña. La merced otor- 
gada a Orduña se encuentra reducida a escritura pública y ha- 
ce plena fe de su contenido mientras no se demuestre por la 
provincia actora. que fué dejada sin efecto por los intereresa- 
dos o autoridades competentes. Todo lo cual acredita que la 
provincia de Buenos Aires no tuvo nunca el dominio de esas 
tierras. 

Que opone al sjipuéstd derecho de la actora !a prcscr¡|«:¡ún 
adquisitiva conforme a lo dispuesto por los artículos 4015 v 
401O del Código Civil y a mérito de las posesiones sucesivas 
de Higtmo Martínez. Kulogio Labaytú Yguelz, José Ma, Or- 
begoso y Caviglia Hermanos, hasta llegar al demandante. 

Conferido traslado de los documentos acompañados y de 
la prescripción opuesta, contestó la actora a fojas 65, descono- 
ciendo la procedencia de la falta de acción y de la prescripción 
aducidas por la contraria y pidiendo su rechazo. 
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<Jue a fojas <*2 vuelta se abrió la causa a prueba, prOdú- 
jOáe la que expresa el certificado de tujas 21.5, alegando sobre 
su mérito ambos eoni endientes fojas 423 y fojas 49!*. 

Y Considerando; 

(Jue el de.nandado ha "opuesto la defensa de prescripción 
invocando lus artículos 4015 y 4016 del Código Civil. Fundán- 
dola. ha afírriiadn : a 1 i|Ue el año i88f» el inmueble reivindicado 
fué ocupado por don Higinio Martínez con ánimo de dueño 
y sin o¡hía:cÍón de nadie : b) (|Uc Martínez cedió esa posesión 
asi manten Í ila por él. a don Eulogio Labayrú Yguclz. el 28 de 
julio de 1908; e) ijiic este último la cedió a don José Orbego- 
zo el 28 <le octubre de aquel año; di que Orbegozo la trans- 
firió a Caviglia Hermanos el 4 de mayo de n>a> y éstos al 
demandado Ka fací Caviglia. 

Entablada la presente acción |xjr reivindicación el 1 2 de 
mayo de n>20. elaro está que si tales posesiones han sido ver- 
daderas y puedén unirse, el demandado, como lo sostiene, ha- 
bría adcpiirido por prescripción; el dominio del inmueble, pues, 
ta provincia ha confesado que éste se hallaba en el comercio 
en virtud de leyes especiales. 

Que aún en la hipótesis de que realmente las declaracio- 
nes de Zacarías V era, fojas 17Ó. José Ma. Rojas, fojas 17ÍÍ 
vuelta. David Costa, fojas 179. Antonio Coppes, fojas 180, 
Labayrú Ygnetz. fojas 184. Orbegozo. fojas 188. Antonio Ca-y- 
tán. fojas 20 Francisco González, fojas 204 vuelta, fuesen 
eficaces para dejar acreditadas las enunciadas sucesivas pose- 
siones ininterrumpidas a partir del año 1886 (cosa que está muy 
dictante de ser exacta por cuanto los deponentes, o no dan ra- 
yón satisfactoria de sus dichos o e*s inverosímil que conoz- 
can los hechos sobre los cuales son interrogados como ocurre 
con Costa. Labayrú Ygüelz y Orbegozo, quienes tenían siete 
años de edad el primero y nueve los dos últimos cuando se 
mielo, según el interroga torio, la jJusesión de Martínez cuya 
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existencia ;i firman; q, se refieren exclusivamente ;i la «u- 
pación de CavigHa iniciada recién en lyon, y finalmente no 
especifican ni son Ü&ftífflÑu sobre áfilos ftng&cfoi ¿oífcre- 
tos y determinados producidos por Martínez u f )rhcguzo de que 
hayan tenido conocimiento personal). la exección de prescrip- 
ción delie ser rechazada a mérito de otro orden de considera- 
ciones. 

Que. en efecto, si don Rafael Cavigtta según sus pro- 
pias manifestaciones ocupa por si mismo el terreno reivindica- 
do a partir solo del año 190a para integrar el término reque- 
rido por los artículos 4015 y 4011'» del Código Civil, del* de- 
mostrar que se han cumplido las condiciones necesarias para 
unir su posesión a la de sus antecesores, de acuerdo con los ar- 
tículos 2474. 24-5 y 2476 y 4005 del Código Civil. 

Qne, la unión de las posesiones a los fines de la protec- 
ción |Hjsesoria y de la prescripción adquisitiva de acuerdo con 
los artículos citados, solo puede producirse entre sucesores a 
título universal o entre sucesores a título particular. Hs nece- 
saria la prueba de la existencia de un vinculo jurídico entre el 
autor y el sucesor, vínculo que cuando no está representado por 
la herencia, delie nacer de una convención concluida con obser- 
vancia de las formas externas impuestas |xir las leves. Sólo en 
íalés hipótesis se cumple c \ requisito requerido j»or la última 
parte del articulo 2476. de que de las dos posesiones, la una 
proceda de la otra f véase, también, su nota, y artículo 3203). 

Que. desde luego, no habiendo invocado Caviglia calidad 
de heredero de ninguna ele las |iersonas indicadas jmm- él co- 
mo sus antecesores en la posesión, corresponde analizar la pate- 
ta rendida para dejar constancia si es un sucesor particular de 
los mismos. 

Qtie el demandado ha afirmado que al comprar las accio- 
nes y derechos a la ^sesión del campo en litigio, le fueron 
entregados los documentos privados correspondientes a las ad- 
quisiciones verificadas por Orln-gozo a Labavrú v por e*tc a 
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Martínez, los cuales se te lian t raspa peiatln conjuntamente con 
las bolétas de pago de la cpntribttcíon directa, cuando se vió 
Obligado a trasladarse a la Cavila! apresuradamente para re- 
curvar la posesión del inmueble que le había sitió quitada 
p#r el incendio y la fuerza pública . 

©ue, nb obstante su ofrecimiento de presentar aquellos 
documentos al juicio, forra del aviso de fojas 215 cuyo con- 
tenido ni 1 jK-rmiu- ¡«Misar que se refiera al terreno, ello no lia 
sido cumplido, sustituyéndose prueba eícriia |>or las decla- 
raciones de l.abayrú y Oriiegoío, quienes afirman, el primero 
■ que c<>r pro a Martínez y el segundo que vendió a Caviglia 
Hermanos manifestándose dispuesto* a reducir a escritura pú- 
blica IOS compromisos contraídos. 

fjne esins ofrecimientos y declaraciones prestadas en el 
pleito con el fin de dejar rM al decido el vi nenio jurídico entre 
las diversas posesiones cuya unión se interna, carecen de efica- 
cia por una doble razón. Desde luego, porque, la prueba de 
las cesiones o venias de derechos posesorios ha debido hacer- 
se en la forma escrita prevenida |Htr el articulo 1434 bajo pena 
di- nulidad y mediante documentos que tuvieran fecha cierta 
respecto del Fisco propietario de todas Ins tierras sin dueño 
situadas dentro de los limites territoriales de ta provincia de 
Buenos Aires. Y en segundo término porque, aunque las mani- 
festaciones personales de Laliayru y Orbegozo en el sentido 
de hallarse dispuestos a escriturar las ventas sucesivas de ac- 
ciones v derechos pósesenos, pudieran surtir el efecto de unir 
la posesión de Caviglia a la de ellos dos. no existiendo en el 
juicio una manifestación igual de lliginio Martínez, cuya po- 
sesión según lo sostenido por el demandado abarca los venue 
y dos añi'5 comprendidos cutre i8fti y i«)o8. el tiempo de la 
posesión de Caviglia. aún en tal hipótesis, no remontaría más 
allá de! año igo*. 

(Jut- además y aún en el supuesto «le la fecha cierta, es 
tan ii UKt i la relación existente entre la pérdida de los docu~ 
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. nientos de las cestones y de las boletas de contribución y e! 
despojo sufrido |K>r Cavigüa. tratándose de uy hombre domi- 
ciliado en esta Capital según sn propia confesión, que «a serta 
fie aplicación él casi» del artículo i itjj del Código Civil en la 
parte que exime de presentar prueba escrita cuando pur fuer- 
za mayor o caso fortuito se han perdido los instrumentos real- 
mente extendidos. 

Que en estas condiciones, no habiéndose demostrado en 
forma legal que Caviglia sea sucesor a título singular dé Ca- 
viglia Hermanos y éstos de Orbegozo, I.abayrú y Martínez, no 
cataría habilitado el primero para unir su posesión a la de és- 
to-, pues, sólo se trataría de posesiones distintas e i ndq| ten dien- 
tes, que no >e ligan por un vinculo de derecho y que por con- 
siguiente no reúnen la condición legal de proceder la una de 
las otras, como lo dispone el artículo 247Í» del Código Civil. Y 
de acuerdo con lo dicho el demandado sólo puede invocar la 
posesión propia la cua! según >us afirmaciones sólo renumta 
al año tyotj. es evidente la i .nproeedenvia fie la exección de 
r irescripción. 

*Jne en cuanto al fondo de la cuestión, cabe observar, 
desde luego, la inutilidad de las diversas defensas escalona- 
das iK»r el demandado, pues, ninguna de ellas tiene relación 
directa con el punto de derecho ventilado en estos autos. K11 
efecto; míe el bien objeto de ta reivindicación j;miás haya po- 
dido ser considerado, atenta su composición química, como te- 
rreno dé islas: i* que él ño se halla situado dentro de lo que 
propiamente se denomina Delta del Paraná o que desde el siglo 
XVII se realizaran operaciones ríe venta de tales terrenos o 
que él formara pane integrante de la merced otorgada i*>r 
don Juan de Caray al adelantado don Juan de Torre y Vera 
y más tarde a ta concedida por abandono del último al gene- 
ral i trduña. son hechos y acontecimientos que aún en el su- 
puesto, por cierto hipotético, de haber sido demostrados con 
la abundantísima prueba acumulada en los autos, en manera al- 
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¡^m.i sirven ¡«ira demostrar el dominio del de randado centra 
la acción deducida por la provincia tic Unenos Aires. 

<Jue en efecto, «le acuerdo con lo dispuesta pró los incisos 
i." y ,V del articulo 234^; 2347. 25.15, 25¿S y 3588 y nota del 
Código Civil no sólo pertenecen en propiedad y dominio al Ks- 
tado general ó a los estados pan indares tocias las tierras si- 
mada- dentro de mi-, limites jurisdiccionales que carezcan de 
otro dUeñp ttierra pública), sino también aquellas, cuyo pro- 
pietaria es ignorado o que no tiene dueño conocido (tierras va- 
cantes); víase Dcmolombe. citado por el autor del código en 
la no¡a al inciso .V' del articulo 2342: Goyena, articulo 
quien cita como antecedente de sus conclusiones iguales a las 
del código argentino, la lev del titulo 22. libro 10, Xov. Reco- 
pilación, recordada en la mencionada nota al inciso 3.")-. 

í.Jue establecida en la ley la diferencia entre bienes sin due- 
ño (inciso 1." riel articulo 23.121. y bienes que no lo tienen 
conocido 'inciso 3." del mismo artículo», diferencia nacida del 
principio nidia r t \i sitié dómino consagrado también explícita- 
mente por el articulo 2347 y en cuya virtud lo que no pertenece 
a nadie en particular corresponde al Estado como representan- 
te de la sociedad entera, es indiscutible el derecho de la pro- 
vincia de Buenos Aires para reivindicar los bienes poseídos 
o detentados Stn título legitimo por los particulares con in- 
dependencia de saber si se trata no de terrenos, o islas o si 
forman parte del Delta o de la tierra firme. único punto 
vinculado a la solución déí ! i ligio, es el de saber si se trata de 
tierras sin dueño o abandonadas por el dueño y en ambos ca- 
-u* i a demanda procedería. 

One el propio demandado ba diebo a fojas 484 "que los 
terrenos que pretende reivindicar la actora no pueden ser con- 
siderados sin dueño sino abandonados por sus dueños" y tal 
manifestación dentro del orden de ideas por él adoptado por 
su defensa, comporta una con festón sobre el carácter de bien 
vacante del inmueble materia del litigio que lo coloca dentro 
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dé ios te>mhu* del inciso y de] articuiu _». í4 j, t . s decir, dé 
bie.us que pertenecen al dominio privado del Kstado general 
v patticiílár y que sólo pueden adquirirse, por prescripciún, 
minea jx.r apropiación (articulo ir nota y articulo 2**8 

del Código Civil). " :. 3 

LH»e. en consecuencia forzuda de tales principios v antece- 
dentes que la provincia de Buenos Aires mantiene su derecho 
de dominio taiiti> respeto de ¡as tierras sin dueño como de 
los tnmtiébles vacantes mientras no se demuestre la e* Silen- 
cie de una causa jurídica derivada de convención o de una 
prese riieam adquisitiva en cuyo mérito debe declararse que 
aquel dominio virtual y lt-gal ha dejado de existir. Si tal prue- 
Iiíi no se ha traído a los aillos, | a reivindicación debe prospe- 
rar contra el actual ocupante. 

Que dentro del presente juicio el deimndado no ha in- 
vocado titulo alguno legitimo con el fin de cohonestar su de- 
recho de dominio, antes bien, ha alegado en su apoyo !a pres- 
cripción treintañal, sin ningún evito, como ?e ha visto. Y a mi 
en el supuesto de qué realmente la merced otorgada al C.ene- 
ral Sebastián Orduña se aplicara al terreno objeto de la Mis, 
nu ha justificado Caviglia que él tenga titulo derivado de aque- 
la merced conferido por Orduña o sus herederos qne lo auto- 
ricen a invocarla en su propio nombre y beneficio. 

Por estos fundamentos y de conformidad con fe dispuesto 
por los articule* 2758* ü§£$, 235Ó y 24^ y sus concorda ni es 
riel Código Civil, se rechaza la excepción de prescripción opues- 
ta y se condena al demandado a restituir en el plazo de quin- 
ce dias él inmueble reivindicado y a la devolución de los fru- 
tos como poseedor de mala fe. con costas. Notifique** v re- 
puesto él papel, archívese, 

A. Bermejo — J. Fioueroa Al- 
corta. — Ramón- 
Roberto Kei>etto, 
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Jiott José Baíbiani muí ni fiebe Angclkit Braceo de Bfaibituti. 
sobre pérdida de tu patria potestad. 

Sumario: Há improcedente el recurso del articulo 14. ley 4S. 
en un juicio en el que no aparece que .se haya dado a la* 
cláusulas invocadas, del Tratado de Derecho de Monte- 
video, una interpretación contraria a la que los recurren- 
tes lé atribuye», y en que los puntos íinn laméntales de la 
cansa se en contrallan suWd ¡nados a la apreciación de los 
hechos y ¿ la interpretación y observancia de derecho ci- 
vil y procesal conceptuadas de pertinente aplicación al ca- 
si*, í Pérdida de la patria potestad, domicilio de la de- 
mandada, cosa juzgada respecto a la situación de los bie- 
nes de los menores). 

Cuse: Lo explican la* piezas siguientes: 



DICTA.M UN Din. SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Butnoi Alrrt, Miyo lf- de U<24. 

Suprema Corte: 

La decisión de fs. 256 dictada por la Cámara de Apela- 
cinnes en I*» Civil de la Capital de la Nación en la causa se- 
guida por don José Italbiani contra doña Kel>e Angélica Bíaeco 
de ííalbiani sobre |«érdida de la patria potestad, al confirmar 
por sus fundamentos, lo resuello por el Juez, de acuerdo tam- 
bién con lo sostenido i>or los Ministerios Públicos, no ha in- 
terprendo ni resuelto cuestión federal alguna que autorice la 
intervención de esta Corte Suprema j»or vía del recurso extra- 
i.rdinario que acuerda el art. 14 de la ley 4**- Sólo aplica 
disposiciones de carácter común ( Códigos Civil y de Proce- 
dimientos), con exclusión expresa (vista del señor Fiscal de 
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Cámara de ís. 255), del tratado dé derecho internacional de 
Montevideo, dÍS|K»siéiones aquellas relativas a la prórroga de 
jurisdicción y a la naturaleza incidental de la cuestión resuelta. 

V la sentencia aludida de t.' Instancia ífs. 222), al de- 
signar tutor a los menores de cuya patria |H>te*tad se había 
privado a la madre por sentencia anterior ejecutoriada y con- 
tra la cual no prosperó un incidente sobre nulidad formulada 
por la misma, la aludida sentencia digo, tañido resuelve cues- 
tiones ajenas al derecho común. 

-Mal |mdia resolverse ya ipic ellas ni siquiera habían si- 
do planteadas ante el Juez no existiendo invocación alguna fie 
la Constitución Nacional ni del tratado de Montevideo como 
equivocadamente se sostiene a fs. 2(12. La «nica cuestión so- 
metida a la decisión del Juez fue ln relativa a la interpretación 
y aplicación del art. 401 del Cód. Civil en el que solamente 
fundó su derecho el recurrente (fs. 

Así. pues, las cuestiones federales que pnqione |josterior- 
mente, aparte de ser improcedentes, son extemporáneas. 

Las considero improcedentes porque la incompetencia ale- 
gadá de los tribunales nacionales fué desestimada y ello no ittt- 
I«>rta denegación de derecho o garantía federal y porque tal 
resolución se fundó en que la jurisdicción del Juez quedó pro- 
rrogada en el juicio principal sobre pérdida de la patria po- 
testad, del cual era una consecuencia, legal y bígica, la de- 
signación de un tutor para los menores. 

Todo ello sin perjuicio de tener en cuenta que la pérdida 
de la patria potestad decretada, priva a la madre de la repre- 
sentación legal de sus hijos y |jor ende del derecho de interve- 
nir en su nombre en la incidencia sobre discernimiento de la 
tutela. 

\aí expuesto me indu-c a opinar que el recurso traído es 
improcedente ,por lo que pidn a \\ K. se sirva declarar que 
él ha sido mal concedido por la Cámara de A|wlaciones. 

Horado A". Lurrct.;. 
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FALLO DE LA CORTE SUl'REMA 

Buena* Airtt , Novitmbre 21 d< IHS4 

Y Vistos; 

líl recurso extraordinario interpuesta contra !a semencia 
de la Cámara l ' tle Ablaciones en (o Civil ele esta Capitai so- 
lire nombramiento «le tutor a los menores Juan José. Carlos 
Antonio y Hclu- Halhiani y. Braceo, 

V Considerando: 

r 

• 

Que la agielación extraordinaria intentada contra el auto 
de í«>jas j^íi. confirmatorio del de fojas 222 vuelta, se funda 
en el inciso 3» del artículo 14 de la ley número 48. por cuanto 
se sostiene que se han cuestionado en el pleito una o más cláu- 
sulas de un tratado aprobarlo por ley del Congreso y la deci- 
sión es contraria a la validez del derecho que fundado en di- 
chas cláusulas lia sido materia del litigio I escritos de fojas 254 

Une la decisión de que se recurre constituye una deriva- 
ción inciden! al subsiguiente tle la seiil encía firme de fojas 135 
con la que quedó definitivamente establecido q«e la deman- 
dada, señora I-Mu* Braceo viuda de Antonio Juan [talhiani 
había penlido el ejercicio de la patria potestad sobre sus lujo* 
menores, substancia) antecedente que sirve de Ixise a la desig- 
nación de tutor, materia de la apelación intentada. 

<Jue del examen de las actuaciones producidas rio aparece 
pronunciamiento alguno en el uue se haya dado a las cláusu- 
las que se invocan del tratad*» de Montevideo una interpreta- 
ción contraria a la que los recurrentes les atribuyen. En efec- 
to: la sentencia de 1." Instancia (fojas 581 declara la pérdida 
de la patria potestad l*>r apreciación de hechos y aplicación 
de distinciones niel Cód. Civil. Atacada de nulidad esa deci- 
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m, .amo el autü m „o lugar a la impugnación (fojas 
orno el que lo confirma j fojas 89), qué resuelve en de- 
finitiva la cuestión relativa al domicilio de la demandada se 
lun. b. igualmente, en antecedentes de prueba y en preceptos 
de derecho civil y procesal, si „ referencia al tratado aludido 
m contradicción con alguna de sus disposiciones, observación 
que corresixnide aplicar, igualmente a las providencias de fo- 
jas 222 vuelta y su confirmatoria de fojas 256, basadas en con- 
sidcraoones de hecho relativas al domicilio de la señora JJrae- 
co vmda de Halbíani, a la cosa juzgada ( ,ue hav al respecto 
fe situación de los bienes de los menees, a la prioridad de 
■ este juicio sobre toda otra análoga actuación, y sobre la base- 
de tales circunstancias, la designación del tut- t jwr apUcaeioi 
de expresas disposiciones del Código Civil. 

<Jue otro tanto cabe observar respeto a la sentencia de 
f " J;,s l & «»e afianza en apreciaciones de hecho y en precep- 
tos determinados del Código Civil, M .s tanéwiem fundamen- 
tales, sin que intervenga en ellas la interpretación v apjjca- 
cmn de alguna cláusula del tratado que se invoca, pues si bien 
es cierto que en la exposición de fundamentos de esa decisión 
se hizo referencia a dicha ley suprema, v uno de los señoreé 
Vocales de la Cámara expresó su opinión favorable v otro *u 
dictamen contrario a Ja validez del segundo matrimonio de Ja 
demandada, es lo cierto que la mayoría del Tribunal se pro- 
nuncio en el sentido de que "no siendo ¡«sible admitir .lado 
lo resuelto a fojas ft> ( sentencia firme que declara que el do- 
micilio de que se trata es en el país), la justifieacinn de hecho* 
que tundan a establecer un domicilio distinto del allí recono- 
cido a Jos efectos de este juicio, y atentas las constancias de 
la i«irtida de fojas 96 (la del matrimonio en Montevideo 1 cu- 
ya validez o invalidez legal no ha sido objeto de discusión ni 
tiene por qué declararse. | a solución consignada en la senten- 
cia, con la reforma que al efecto se propone, es la que Jcgal- 
n.emc corresponde», y es la que ha consagrado el fallo sin 
vmnerar disposición áígtíiia del convenio internacional de re- 
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ferenda, pues, como queda precedentemente establecido, la de- 
cisión no se funda en una interpretación del tratado contraria a 
la (¡ue los recurrentes le asignan, sino en las contingencias 
de liecho relativas al juicio previo y :i la determinación del do- 
micilio de la madre y por ende el de los hijos menores. 

Que esta relación de antecedentes demuestra que en el pre- 
senté juicio im lia estado ni podido estar en cuestión la inteli- 
gencia de las cláusulas del tratado <|iie se citan, ni dé ninguna 
ley de carácter federal, toda ve?, que los puntos fundamentales 
de la causa se encontraban subordinados a la apreciación de los 
hechos y observancia de las disposiciones de derecho civil y pro- 
cesal conceptuadas de pertinente aplicación al caso, y en tales 
Condiciones, rio habiéndose resuelto en cl"snb judicc"siiió cues- 
tiones de derecho común, es evidente la improcedencia del re- 
ciirsti extraordinario del an. 14 de la ley 48, de acuerdo con 
la segunda parte del articulo 15 de la misma y fie l;i constante 
jurisprudencia de esta Corte. (Fallos, tomo 111, página tai; 
tilmo IJJ. página j#\ entre otrosí. 

En su mérito, y de acuerdo con lo dictaminado por el señor 
Procurador General, se declara improcedente el recurso extra- 
ordinario interpuesto y concedido. Xotifiqiiesc y devuélvanse 
al tribuna! de origen donde se repondrá el papel. 

A. Bermejo — J. Ficueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 



Don Joaquín Rojas y don Juan Fita contra el Ferrocarril Cen- 
tral Argentino, sobre daños y perjuicios* 

Sumario : 1." Procede el recurso extraordinario del articulo 14, 
ley 4S. contra una decisión de 11 1 lima instancia contraria 
al deredm fundado en una ley nacional Ha de ferrocarri- 
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les número 2873, articulo 5* ;„dso 8,'-. sobre colocación 
de lleras ) : su, gü e pudiera objetarse en el caso que la 
stnmm afielada se limitó a hacer apreciaciones de hechos 
o a juzgar (Id m L -ri I( , ( J e J a pr üeba a lo, efectos de establecer 
a culpa del recurrente. ,!ado que el pronunciamiento se 
fundo en la interpretación de Ja referida lev. independien- 
temente <le toda circunstancia es|>ccia1 del caso que pu- 
diera determinar ! ;i responsabilidad del ferrocarril. 

La interpretación más razonable de la d¡S])osición 
df. meso 8 « <lel articulo y de la ley 2873, en presencia 
de su texto y de los propósitos que la informan. t -s la de que 
ios ferrocarriles deberán emplear los medios indicados de 
protección, con arreglo a las necesidades del tráfico ya 
<|ue la instalación de terreras en los lugares apartados v 
y de escaso tráfico, pp tendría otro resultado que el de 
encarecer Ja explotación ferroviaria en perjuicio directo 
del publico; por lo que» la interpretación v aplicación de 
la mencionada disposición de la ley de ferrocarriles, nú- 
mero 2873. lachas en la sentencia recurrida para derivar 
la res^msabilidad del apelante, del solo hecho de la falta 
de barreras en un sitio despoblado y con poco tráfico, no 
es ía que legal mente corres] jonde en el stth Ufe. 

Casr, : Lo expían las piezas siguientes: 



st:xrK\ci.\ tli-L ¡íüSoh juez kkder.w. 



* 



Rottrfe, Noviembre 22 de UJIJ 

V vistos; 



liste juicio sobre mdcinnizaeión de daños v ¡jcrjuicios se- 
gado jx,r Joaquín Rojas y Juan Fita, contra e! Ferrocarril 
L cutral Argentino; de! que resulta: 
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A tojas 3 se interpone la demanda en furnia, por el pro- 
curador señor Benigno Audrada. en nombre y representación 
de los actores, Hojas y I'ita; fundándola en que habían -ido 
victimas de un accidente ferroviario, pnn lucida por culpa de 
la empresa del Central Argentino, el día -»i de diciembre de 
mi 7. éerea de la estación Garlee. Como consecuencia de dicho 
ácc ¡dente, habían perdido un carro de cuatro ruedas y un caba- 
llo ;lial>iendci sufrido lesiones Fita, cuya curación le costó y 
duró quince días. La culpa de la empresa en que Iwisau la res- 
ponsabilidad civil de la misma. por los daños y perjuicios ex- 
presados, la hacen consistir en la omisión de sus empicado*, 
los conductores del tren, de hacer las señales reglamentarias 
al aproximarse al paso a nivel donde el choque ocurrió, y en 
que no ha cumplido la obligación de colocar l>arrcras. Cita en 
.•ptiy.t l"> artículos i>5. 83 y cji de la ley J873 sobre ferrocarriles 
nacionales, y 5" inciso K." y 87, inciso 1." del reglamento. 

Corrido el traslado correspundierue. previa declaración de 
ia procedencia del fuero federal. Ja demandada lo contesta a rV. 
10. pidiendo el rechazo de la demanda jwir no haber mediado, 
en el accidente que la motiva, dolo. Culpa ni ne^igimeia de irla, 
ni de sus emplearlos. Rechaza también la doctrina que se pre- 
tende hacer valer, según la cual, a la empresa le c¡ ir responde 
probar mi inculpabiliilad : (0 (pie solo se aplica según el articulo 
. . . cu Mido se trata de perjuicios ocasionados a los pasajero- 
y cargadores; rigiendo en los demás ca>os el principio general 
de que la prueba corres] mude al actor. 

\ hierro el juicio a prueba, la parte del señor A mirada 
ofreció las enumeradas en su escrito de f§, _'J. y la demandada, 
las indicadas a fs. 26 y 27. Con motivo de la oportunidad par í 
ofrecer la prueba testimonial, se sucitó el incidente de fs» 30 
a 33, que fué resuelto en sentido de que -la prescripción del 
articulo 11 de la ley X." 41 ¿8, no era aplicable al caso, como 
lo pretendía el actor. Recibida la prueba. dc>|>é* de largas de- 
mora:* motivada-, por cambio de domicilio de testigos, diligen- 
ciamientos de exhortas para citación di.- esto:?, etc.. se clausuro 
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e! término y se puso el expediente a disposición .le las partea 
para los efectos del articula fe de la de procedimiento 
tí" vía.). Pissentados los alectos, se dictó la previdencia de 
j|!lln * i,;,ríl ^"tencia. previa reposición; | a q« e se Hizo en 
demora. c*ropíi mentando.se el decreto quc | ;i ordenaba v que* 
dando en estado ríe fallo este juicio, el dia ,4 del mes en ^ 

V Considerando ¡ 

ÍVimero: Que Usándose esta acción en dos hechos o cir- 
eunstancas de los que se pretende hacer surgir la responsabili- 
dad atribuida a la empresa, corresponde examinar er, primer 
lugar dicho fundamento; pues, es sabido, según e! principio 
de la casualidad, que el efecto, qüe en este caso es m&Á. 
búmT a la demandada, existirá s¡ existe la causa, que la cons- 
tituyen las omisiones en que se dice ha incurrido. Hs la pri- 
mera de esas causas o circunstancias, la de haber sin emplea- 
dos, los conductores del tren, infringido el reglamento de fe- 
rrocarriles, no haciendo las señales correspondientes pata 
anunciar la aproxintnción del convoy al 4*so a nivel; v es Ja 
segunda, haber omitido cumplir la disposición pertinente de la 
lev N.° 28-3, que la obliga a colocar barreras. 

Segundo: Que tanto respecto de una como de otra fie las 
cuestiones planteadas, el proveyentc se ha pronunciado en la 
fecha al fallar el juicio que por el mismo accidente, siguió J - 
y>c Maañou. dueño del cereal que flcvaba Tila en el carro erro- 
llano. En obsequio de la brevedad, que es condición también de 
buena justicia, da por reproducidas aquí. íntegramente, pues- 
to míe se trata del mismo hecho, las razones apuntadas en los 
'■cinco considerandos" de la referida sentencia. En conse- 
cuencia, por el mis no principio allí aplicado, suprimida la can- 
ia, queda eliminado el efecto; vale decir: no habiendo cu'pa 
imputable a ¡a empresa, ésta no es responsable en forma al- 
guna . 
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Por los fundamentos a «me me remití», definitivamente fa- 
llo: rechazando esta demanda, sin costas. 

* 

Manuel Carril lu. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Rosario. Febrero tí di 1W3 

Visto-; en acuerdo los autos seguidos poi Joaquín Rojas y 
Juan Krncsto í : iia contra el Ferrocarril Central Argentino 50- 
lire dailos y perjuicios (exp. N." 559! 221 y 

Considerando: 

(¿tic la demanda se funda: 1.* en h culpabilidad del per- 
sona! del tren que produjo el accidenté, por no haberse da- 
do el si Hiato reglamentario antes de llegar al jiasn a nivel en 
c¡ue tuvo lugar el accidente: y 2." en la eúljpa propia de la em- 
presa pot haber Infringido !a obligación de tener barreras en 
(lidio paso. 

(Jue en cuanto al primer punto, esta Cámara tiene c?la- 
blecidó reiteradamente, «jue sobreseído definitivamente el su- 
ma rio cri:ninal. como sucede en el presente caso, no se" puede 
alegar en el juicio civil la existencia del hecho sobre el Cita] 
lu recaído la absolución de acuerdo a la disposición del ar- 
ticulo 1 103 del Código Civil, y por consiguiente» no puede 
cuestionarse nuevamente la culpabilidad del personal del tren 
y opee ialmenle la omisión de) silbato reglamentario. 

(Jue en cuanto a] segundo punto, o sea a la culpa de la 
empresa demandada por 110 tener barreras en el referido pa- 
so, la ley 2873 (artículo 5." inciso 8." i. prcscril»: para las em- 
presas "desde que su abre la línea al servicio público" de co- 
locar barreras o guanla ganados en todos los caminos o calles 
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públicas, y el htxlu, de que \ m mtfj&fr administrativas fió 
la obligaran a la demandada a colocarlas, „o puede eximirla 
de reparar el perjuicio ocasionado por la omisión (& Corte 
<■ 53- IKig- 295; t. % pág. 65 ; y t. yo. pág. 187). 

Que la negligencia de Ja empresa la hace pasible de &&■ 
ponsabthdad. na sólo' con arreglo a -la ley de ferrocarriles si- 
no también con arreglo a las disposiciones del artículo noy 
«Ir. Código Civil, míe obliga a la reparación del perjuicio a 
aquel que por su culpa o negligencia ocasiona un daño a otro 

Que de haber existido barreras en el paso a nivel y estas 
hllbteran estado cerrada,, es indudable que el accidente no se 
hubiera producido. 

Que de los antecedentes de autos resulta que hav culpa 
tamb.cn iP or parte del conductor del carro, quien no tomé las 
precauciones debidas, a pesar de tratarse de im paso a nivel 
Sin barreras, lo que corresponde tenerse presente para la fija- 
ción de la indemnización. 

Que sólo se ha co:r probado en autos, eíl lo que se refie- 
re a: perjuicio ocasionado al señor Juan Krnest» Fita el de 
haber estado i ni. Habilitado para el trabajo durante quince- 
días. a cansí de las contusiones que recibí/, en el accidente, v 
en cuanto sc refiere al señor Joaquín Rojas, la pérdida de un 
caballo y del carro que dirigía Fita. 

Que teniendo en cuenta lo que se deja esiablecido en el 
considerando i»." y las constancias de autos, puede fijarse la 
indemnización que la demandada debe pagar al señor Fila en 
noventa pesos moneda nacional, y al señor Kojas en seiscientos 
cincuenta |wsos de igual moneda. 

IV tanto, se revoca la sentencia apelada de fs. nf, a 117 
vuelta, y se condena a la jwme demandada á pagar, dentro de 
tercero día. la suma total de setecientos cuarenta i*sos mone- 
da nacional de acuerdo al último considerando. — José dd 

Barm — José M. Fierro (en disidencia). — L,ms V, G'o,,- 
zálcc. 
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I AI.I.íi 08 LA ti>HTE SUTREMA (i) 

Buenos Aire*, Noviembre 38 Je h<f*4 
Vistos y Considerando: 

Que ilc acuerdo con lo dispuesto por el articulo lo de la 
ley 48. lo resuelto reiteradamente por la jütispiüdenaa de es- 
ta Corte, y los términos cu que fué concedido el recurso ex- 
traordinario, la única cuestión ;i resolver en el presente j ni- 
do es la de establecer si la interpretación atribuida por la Cá- 
mara Federal de Rosario al inciso 8.'*. artículo 5." de la ley gf- 
m-rr l de ferrocarriles 11 inven» -'87,1, es la que en derecho co- 
rresponde. 

Que el inciso 8." del articulo 3." de la ley número 
impone a tos ferrocarriles la obligación "de establecer ba- 
rreras o guarda ganados en todos los puntos en ijue ellas cru- 
zaren los caminos o calles públicas a nive!. l-'sins barreras de- 
be ráti cerrarse a la aproximación de cada tren, abriéndose des- 
pués que haya pasado para dejar expedito el tráfico". 

ijue el articulo transcripto se refiere a "han eras" o "guar- 
da ganados'' y la interpretación más razonable e:i presencia 
del texto legal v de los propósitos que ía informan, es la de 
que los ferrocarriles delierán emplear los medios indicados de 
protección con arreglo a las necesidades del tráfico local. La 
inhalación de harreras con el correspondiente guarda perma- 
nente en los lugares apartados y de escaso tráfico no tendría 
i. tro resulta» Iq que el de encarecer la expa ilación ferroviaria en 
perjuicio directo del público. 

(Jue el legislador ha que r ido que la medida del cuidado 
y diligencia impuestos a la> empresas ferroviarias en el cru- 

(1) En U m sin i feclu se díctú idéntica resolución en la cima sefluida par don 
Jojc Muñan conír* el Fíi-foíirrit Central Argentino, vibre danos y p.nuioo». 
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zamieiito de los pasos a nivel fuera proporcionado al pelero 
que el mismo ofrecía según las circunstancias del caso al dis- 
|>oner que establecería "kirwras o guarda fundos en iodos 
os junios en que los ferrocarriles cruzasen los caminos o ca- 
lles publicas a nivel" y que estas barreras deliran cerrara a la 
aproximación de cada tren, abriéndose después que hava Rasa- 
do para dejar expedito el tráfico (artículo 5.". inciso* 8.", ley 
2$73 > ■ Sintetizando ¡a jurisprudencia ríe las Cortes america- 
nas respecto a la vigilancia de las empresas en los pasos a 
miel, aquella Suprema Curte ha podido establecer que esa vi- 
gilancia y cuidado debe ser mayor en tos cruzamiento* dentro 
de un centro poblado o ciudad que en la campaña, de tal ma- 
nera que lo ojie debe considerarse razonable y prudente de- 
penda de las circunstancias de cada caso. Dentro de una ciu- 
lad o donde él tráfico es grande una vigilancia razonable re- 
quinria el uso de banderas, portadas o barreras jiara preve- 
nir accidentes; pero esas medidas no serían recpieridas en 'a 
campaña donde no transitaran por el paso a nivel sinó poca* 
personas dnrante el día en mje serian suficientes los toques de 
campana y silbatos rcglamen itrios (144 U. S., .408 y 4201. 

Que en el presente caso la Dirección General de Ferro- 
carriles ha informado que en el [jaso a nivel donde se produjo 
el accidente no existen barreras y que no se ha impuesto a lo 
empresa la obligación de instalarlas por considerarlo innece- 
sario dieba rc]>artic¡úii administrativa. 

<>e la verdad de lo expresado en el mencionado informe 
respecto a la necesidad de colocar barreras no lia sido con- 
tradicha cu amos por prueba tendiente a demostrar que la 
frecuencia del tráfico en el lugar reclamaba dichos aparatos 
de seguridad. 

V'! e ,í,s detis '" ní -*s de esta Oírte contenidas ea los tomos 
53. página 295 : (* )t página 65 ; yo, página 187 y 131,, página ^5 
no constituyen antecedentes susceptibles de ser invocada r „ el 
caso actual porque en todas ellas se ha tratado de accidentes 
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producidos tu lugares ilc fjran tránsito o en centros poblados 
¡i en sus inmediaciones. Kn el tasa del tt*i«i> 138, página ,í n 5 
la culpa de la empresa era evidente, entre otras razpíies por no 
haber, establecido barreras a pesar de habérselo ordenado la 
Dirección Inneral de Ferrocarriles antes de producido el ac- 
cidente, 

(Jite siendo ello así. es evidente (|tie la interpretación \ 
aplicación verificada inir !a Cámara Federal de Rosario del 
inciso S.", articulo 5." de la lev número ¿Xj¿ para derivar del 
soto hecho ite la falla de barreras la responsabilidad det Fe- 
rrocarril Central Argentino en la producción del accidente no 
es en el caso la tpie legalmente corresponde. 

l'or estos fu tula ¡lientos y aplicación de la doctrina enun- 
ciarla y constancias citadas, >c revoca ta sentencia apelada (ar- 
ticulo l<», ley número 48), Notifiquese y repuesto el papel de- 
vuélvase al tribunal de procedencia. 

A. Br.RMi-jo — J. Frc.LT.RoA Al- 
corta. — Ramón* Mkn'dkz. 
— Roberto Repetto. 



.\f"tHÍstcr¡0 Fj.vri// y Pon Httstxtgtlh /;. Soria, con I ni «•/ Príffp- 
rífico Arnwttr, por defraudación a kt nula de Aduana-, 

Sumario : Se encuentra fuera del supuesto del recurso de ape- 
lación en tercera instancia un caso t|ue tiene ¡n>r objeto 
una denuncia por mil novecientos ochenta y un pesos, se- 
tenta y nueve centavos oro sellado, 

- 

Cusa: l,o expILa el siguiente: 
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Autos y Vistos ; B "* n °" Noviembre * de Ur:!4 

<¿ue habiéndose intcrpretadi» el íiuím. 2i? del articulo v 
de la ley 4055 en su última ¡parte, en el sentid. 1 d e que "lU 
Cinco mil peso, de qué 3 habla son los definid.»* por el ar- 
fallo 7- de b ley número 1130", e ] presente raso que lien, 
por olnem una denuncia por sólo mi] novecientos ochenta y 
mi pesos con selculn y nueve centavos tiro sellado (véase li- 
quidación de fojas 7 2). se encuentra fuera del supuesto de] re- 
curso fie apelación en tercera instancia. Fallos tomo 97 pá- 
gma 2& r . tomo 08. página 350; t„, 11(l irfí. página ^, 4 - loll)(J 
115. pagina 380. 

Por ello se declara mal concedido el recurso interpuesto 
Raía ante esta Corte, .Notifique* y devuélvanse, reuniéndo- 
se el papel en el juzgado ele origen. 

J, Fh.i kkoa Amorta. — Kamóx 

Tro. 
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NOTAS 

Con fecha tres de noviembre (le 1^24 la Curte Suprema 
un hizo lugar ;i la qltejjá deducida por don Carlos Cirio en mito:» 
con dona Nareisa Palacio tic Calara, puliré desalojamiento» 
por resultar de la exposición del recurrente, que en el pleito 
ñu se había planteado cuestión alguna de carácter federal y. 
pnr otra parte, ta solución del punto relativo a la jurisdicción 
dependía de qué el inmueble se encuentre o 110 situado en la 
provincia donde sé ha promovido el juicio, esto es. cuestiones 
extrañas por stí naturaleza al recurso autorizado por el ar- 
lieiilq 1.4 de 'a ley minero 4S. 



Kn la misma fe .lia no se hisiu lugar, igualmente, a la 
queja deducida por don Maten Saumariino en autos con la 
Caja Internacional Mutua de I 'elisiones, sobre consignación, 
pnr no aparecer <|ue hubiera sido planteada en el pleito. sea 
antes de pronunciarse sentencia, alguna cuestión federal, co- 
mo Iti exige el articulo 14 de la ley 4H. puesto que la ley 11.231. 
cu>a inteligencia se dice lialierse debatido, es de derecho co- 
nuin. y por !o tanto ajena al recurso extraordinario. 



I**n cinco del misino no se hizo lugar a la queja deducida 
]*>r don Nicolás Kiiibardi en autos con doña Manuela Semo- 
vile y Otros, sobre de saloj amiento, por resultar de la propia 
rx posición fiel recurrente, que la sentencia apelada se había 
limitado a interpretar disposiciones de la ley N." 11.170. (pie 
es de derecho común, por ser complementaria del Código Ci- 
vil, y [ior lo tanto, extraña al recurso exlraonlinaríu t' ar- 
ticulo 15. lev ^Sí; a lo que se agregaba que la alegación de 
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mconstitue.uualidad liedla en el juicio tu, podía tener inítuen- 
n;i a los efectos del mencionado recurso, des cíe que tío fitc 
e, apelante sino su adversario ijutón plante.) dicha cnestión fe- 
deral v d iriliunal a quo no se había pronunciado sobre él par- 
ticular, concretándose a 3a interpretación v aplicación de la ex- 
presada ley. 



L«»n fecha siete no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Augd Aj^tOfte en anlos con el Banco Hipotecario Ra- 
ciona!, sobre Cobra de jksos, en razón de tratarse de un jal- 
do que no ha sido seguido contra la Nación, sin., contra d 
referido Raneo, y atcntn lo reiteradamente resuelto. se de- 
claro bien denegado d recurso ordinario de ablación inter- 
puesto p;ira ante la Corte Suprema. 



f£fl la tnisra fecha no se hizo I Uíí ar a Ja pija deducida 
por don Pedro j. Jarnue en los autos "Gath y Cliaves c. Piü- 
meyer, Ouillermo. sohre desalojo", en rajspíi .le que. según 
se desprendía de la exposición del recurrente, la impugnación 
de incnnstitucionalidad no había sido formulada en el juicio 
sino al enlabiar el recurso, esto es, fuera de la oportunidad 
establecida por la ley (Arcillo 15. ley 4 *> y. además, por- 
que la garantía de la defensa en juicio que se invócate.. „„ 
aparecía vulnerada, toda vez que d recurrente había podido ha- 
cer valer su derecho en las dos instancias a que se refiere. 



Kn la misma fecha, no se hizo lugar, igualmente, a h que* 
ja deducida por don Kstchan O. Juárez, en los autos "luárez. 
ksteban (í. Inbibitnria, revisión", en razón de que la reso- 
luc¡ón aj.eln.Ia del Tribunal de revisiün de Córdoba, se había 
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limitado a declarar improcedente un recurro llevado ante él 
misino, pof interpretación y aplicación del articulo 1.273 tk* su 
ley procesal, extraños al reairs.it extraordinario para ante la 
Curie Suprema, según el artículo 15 de la ley 4K. 



Kn la nii^ua fecha no se hizo lugar a la míe ja deducida 
por don Luís AvOgadro. en el Juicio de "Compulsa Snafi'i 
contra Patencia'* por desprenderse de la propia exposición del 
recurrente que la Suprema Corte de la Provincia de Mendoza 
se había limitado a declarar "que el recurso de inconstitucio- 
nal i dad dentro de las leyes locales, sólo puede entallarse cuan- 
do el caso encuadra dentro del articulo 394 del Código dfü Pro- 
cedimientos de la Provincia, aunque se trate de un asunto que 
pueda relacionarse íntimamente con alguna cláusula de la 
Constitución* 1 y. además, porque si bien es verdad que el re- 
eursij autorizado ¡«ir el artículo 14 de la ley 4S, procede ct<;:n- 
do la validez de una ley, decrete» o autoridad de provincia se 
haya puesto en cuestión bajo la pretensión de ser repugnante 
a la Constitución Nacional, a los tratados o leyes del Congre- 
-11. no es menos cierto que es también condición necesaria del 
mismo (pie la sentencia dictada por el Tribunal Suprior des- 
conozca expüiita o implícitamente el derecho íederat alega- 
do, a menos que en este último caso se haga enlistar que la ley 
procesal inhabilite al tribunal para resolverlo, v en el pre- 
sente, la cuestión había quedado circunscripta a la aplicación 
e interpretación de las leyes procesales de la provincia de St'fen- 
dOza, ajenas t*ir su naturaleza al recurso extraordinario con- 
forme a li. dispuesto por el articulo 15 de la ley 48 y a lo 
reiteradamente resuello. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la queja deduci- 
da ]H>r los señores Itava Unos, apelando de una resolución de 
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ía Aduana de la Capital, én razón de no hatern dado cum- 
plmi.enlo a las toridfcioñes prevengas en la primera partt ¿leí 
articulo 15 de | a fey 4 s, 



En la misma fecha ia Corte S^Mrtá de conformidad con 
lo dictaminado por el señor Procurador General, no hizo lu- 
gar a la queja deducida por don Francisco González Rodrí- 
guez en autos con Eizarriturry y otros. sobre cobro de pe- 
sos* en razón de que la resolución materia del recudo extra- 
ordinario para ante el tribunal, no revestía los cáractefes de 
sentencia definitiva como lo requiere el artículo 14 de ¡a lev 
numero 48. 



Con fecha diez no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Cayetano M. Sotomayor en autos con don Ernesto Pinto, 
sol re desahijo por resultar de la exposición del recurrente, 
• me eí caso había sido resuelto por interpretación v aplica- 
ción de disposiciones de derechos común en las que no pueden 
fundarse el recurso extraordinario, según es de lev y constan- 
te jurisprudencia. (Articulo 15, ley 48). 



lín la misma fecha se declaró improcedente la queja de- 
ducida por doña Mercedes Siníorosa Sánchez Camaehn de Ne- 
nié contra una resolución del Poder Ejecutivo de ] a Provin- 
cia de Santa Pe. por inferirse de la propia ex|K>sieión de la 
recurrente, que la cuestión debatida ante el Superior Trilm- 
nal de dicha provincia, hahia versado sobre el inmto de sa- 
her si el camino cuya apertura hahia ordenado el Poder Eje- 
cutivo pasaba antigua ¡r.ente por el caflipb de la señora de Ne- 
nié como aquél lo sostenía, o, si. por el contrarío, corría aún 
más al Sud atravesando el campu de los "Quebrachos'", en- 
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mu. afirmaba la recurrente, y el Superior Tribunal decidien- 
do la controversia había declarado "que hubo una época jen 
que ese camino existía cuando servia de comunicación entré 
los distintos fortines ocupados por las tropas de defensa con- 
tra fus indios", cuestión de hecho no recurrible para ame 'a 
Gorfe Suprema con arreglo a lo prescripto por los artículos 
[4 y 15 de la lev 4H. 



En la misma fecha la Corte Suprema orde:ió se estuviese 
a lo resuelto, (ver nota de fecha tres del presente mes 1 en la 
' ¡neja 1 leí lucirla por don Mateo Saumartiuo en autos con ]a 
Caja Nacional Mutua de Pensiohés sobre consignación, en ra- 
/ de que las leyes 11.156 y U-157 de cuya ink-rpreia.-ión 
y aplicación se había tratado en el juicio, son de derecho co- 
mún y ¡Mr consiguiente extrañas a! recurso extraordinaria 
del articulo 14 de la ley 48; agregándose que la disposición 
del articulo U) de la Constitución se propone impedir las de- 
cisiones arbitrarias, desprovistas de todo fundamento jurídi- 
ca y no puede invocarse, para traer a la instancia revisora de 
la Corte Suprema, la inteligencia que hayan dado los tribu- 
nales de justicia a otras leyes que las tvencit mudas en él pre- 
cepto citado de la ley de jurisdicción y .competencia de la jus- 
ticia nacional. 



Con fecha catorce se declaró improcedente la queja dedu- 
cida por don Salvador Catapano en el juicio seguido en su 
contra p'»r el Fiscal y don Ricardo Pía* por el delito de lesio- 
nes, pur resultar de la propia exposición del recurrente, que 
la cuestión planteada en la litis, era la re'aiiva a b inconqv- 
ttricia del Juez del Crimen para pronunciarse en determina- 
do caso, sobre los daños y perjuicios; punto regido exclusi- 
vamente por el derecho común, y por consiguiente extraño al 
recurso extraordinario para ante la Corte Suprema, con arre- 
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gk» ;l anicuío 15 de la ley 4* y a lo reiteradamente resuelto: 
agregándose, además, (pie las dispostciones que decía el re- 
currente liater «ivocado m el pleito, no tenían relación di- 
recta e inmediata con la cuestión debatida, como seria neee- 
-an., ¡.ara fccrr procedente el recurso, toda vez que la solu- 
ción de la última no dependía de la inte] i -en na ( |ue se atribu- 
ya a las primeras, sin*, de | as dis|»»sicinncs de los códigos 
sustantivos p de los principios generales del derecho virtual- 
mente incorporados a los mismos. 



En !a misna lecha no se hizo lugar .1 h ( ,uejn deduci- 
da por don íaiis P. Lomhardi en autos con la Sociedad grioch 
Morgan's. sobre imitación de la marca "S::polí-.". nor resulrir 
(le la exposición del recurrente «pie la causa fué resuelta en 
primera instancia prnaic él juez gstimo que no existía ta imi- 
tación de maro? cu que se fundaba demanda, v la Cámara 
-evocó dicha decisión por considerar oue la marca imputa- 
da era parecida a la ele Jo- actores; y tales antecedente, est:.- 
Wecén que el pruminciaiuiento recurrid,, „o se bahía fundado 
en la interpretación de la ley especial de marcas, sino en cou- 
BlderaciOíies de hecho, ajenas a las que pueden autorizar la 
procedencia del recurso extraordinario, .según la reiterada ju- 
risprudencia de la Corte Suprema. 



Kn drez y siete del mismo 110 se hizo lugar a la queja de- 
ducida por don José llachiller en los autos seguidos por don 
Sabino Rodríguez Urdo contra la sucesión de don Félix 
Miró y otra, sobre cobro de p$os, en razón de no aparecer 
que el artículo 18 de la Constitución tenga relación direcla 
e inmediata con la cuestión debatida en el juicio, como se 
requiere para la procedencia de] recurso evtraordinarm. to- 
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«la vez que leí cumi-cleucia de lus jueces; no se encuentra régi- 
da por dicho precepto de la ley fundamental, sino por las res- 
pectivas leyes de organización de los tribunales, esto es, por 
\ '.vi-; locales cuya aplica-; ion e interpretación escapa a la ju- 
ris dicción de la Curte Suprema, de acuerdo con lo establecido 
en el articulo 15 de la ley 48 y lo reiteradamente resuelto. 



En la misma fecha se declaró improcedente la queja in- 
terpuesta por doña Graciana Kowe l.olster de Wricht en au- 
tos con su esposo don Juan Cuillermo Wright, incidente so- 
bre visita a sus hijos, por resultar de la exposición de la re- 
currente, que la apelación había sido deducida con motivo 
de los procedimientos que adoptó la Cámara Segunda de Ape- 
laciones en lo Civil de Vi Capital, "para la electividad de un 
juicio verkil decretado para mejor proveer", es decir, de un 
punto de mero derecho procesal, extraño al recurso extra- 
ordinario de acuerdo con lo dispuesto por el articulo 15 de la 
lev número 4S. 



En la misma fecha no se hizo tugar a la queja deducida 
por los señores Cangianni y Donna en autos con don Auge] 
Carlueci. por locación de servicios, por resultar de la propia 
exposición del apelante que el juicio había sido resuello por 
aplicación de disimsictimes de derecho civil y procesal y no 
aparecer planteada en la causa cuestión federal alguna y, ade- 
mas, porque las garantías constitucionales que se invocaban 
n<> guardaban con la cuestión resuelta la fe'aeióri directa e ¡u- 
n ediata que se requiere para la procedencia del recurso ex- 
traordinario que instituye el articulo 14 de la ley 4$, de acuer- - 
do con lo que establece el articulo 15 de la misma. 
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L,n fechjt veiÁtiüiiq no se liizo laga* a fa qiW¥ j a tlcduci . 
<Ia ,n.r don lienjamin Alontefuaco en autos con don Francis- 
co ^ipataroi .sobre desalojamiento, en razón de no haberse 
mmmo los requisitos prevenidos por la primera parte del 
n ^ Ja ley 48, a lo que SK agregaba que el rea,- 
.reme hab»o s.do oulo en la causa, pues, según fo expresaba, 
Se OpÜSO terminantemente a la demanda de desalojo". 



I'-" vemfcuatru del mismo SC declaró improcedente fa 
¡ |Heja <Ml,CIÍ,:t I""' <Ioña Carolina Delvigo de Chinnetti, en 
7 * ut0 * 5C « uií,,K I ),,r <io " J»* 1 Oiiwcchio entra la Compañía 
Nacional de Seguros "La inmobiliaria", por resultar de la 
propia exposición del recurrente, que 110 existía relación di- 
recta e mmediat, entre I;, garantía constitucional invocada y 
la «u-simn debatida en el juicio. p, )cs , producida la intimación 
en prmiera instancia acerca de la devolución de una simia de 
dinero, el apelante dedujo oposición a ella v fué p or consi- 
gúeme otdo v decidida su reclamación, con lo cual aparece 
™.»pl.;In en lo substancial el requisito de la Constitución. 
Articulo 15. primera parte de la ley número 48. 



Imi la misma (echa se declaró improcedente la queja de- 
* «culi, por don Joaquín bsern én autos con Duña Francisca 
de Garro, sobre desalojo. c „ ra¡t(l „ de 110 haberse dado cum- 
plimiento a lo dispuesto en el artículo 15 de la lev 48 en su 
primera parte, m mencionarse siquiera | a existencia de una 
cuestión federal oportunamente planteada dentro del juicio. 

En la misma fecha fué confirmada m la Corte Suprema 
la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de La llata, 
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la <|tie reformé, imponiendo li [tena de veintitrés años de re- 
clusión, accesorios legales y costas, en vez de la dé quince 
años <lc !a misma pena aplicada por el Juez Letrado del Te- 
rríioriti Nacional de la rampa Central al procesado lleraclio 
NúñeJí. como autor del delito de Homicidio perpetrado en la 
persona (le Martin Kiieealdc. el dia 15 de diciembre de 1021, 
en ta Capital del expresado territorio, 



Kn veintiséis del mismo no se hi/o logar a l:i queja in- 
terpuesta por don '«tris Cosiantini en autos con doña Celina 
Pegregory de Araya sobre cumplimiento de contrato y da- 
ño- perjuicios, por resultar de la propia exposición del re- 
cu trente, (pie la sentencia pronunciada por la Cámara fede- 
ral de Apelación del \i osario se había fondado en auiside- 
nudoues de Hecho y de derecho couiún. extrañas al recurso 
extraordinario conforme a to dispuesto por la segundi par- 
te del articulo 15 de la ley número 4S. 



I\n veintiocho del mismo r.;> se hizo lugar a la ■ pie ja de- 
ducida por doña Angela Alíano en el juicio seguido por dona 
Malvina Duni contra Nicolás Rallo sobre cobro ejecutivo de 
¡K'sus, por resultar de la propia exposición del recurrente míe 
lá causa habla >idi- remella por aplicación de! derecho común, 
pues la cne-tión de establecer si un litigante e< o rio p#rtc en 
el juicio, no e^tá regid» directa o inmediatamente ¡Hir la Cons- 
titución como la lev lo requiere a los efectos fie la proceden- 
cia dei recurso extraordinario, sino por los preceptos legales a 
que se liacta referencia, consideraciones que son igualmente 
aplicables a- los UecHos de carácter delictuoso, aludidos en la 
exposición del recurrente. 
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Con fecha veintiocho se declaró improcedente la queja 
deducida por la sucesión del cacique Diego de Sayanca, so- 
bre posesión judicial, por resultar de lo expuesto por el re- 
currente, que la resolución pronunciada por la Suprema Cor- 
le de la Provincia de Mendoza, se había limitado a declarar 
improcedente un recurso interpuesto para ante ella, llegando 
a esa solución en virtud de disposiciones de leyes de carácter 
Kical, cuya interpretación y aplicación no puede ser revisada 
en el recurso extraordinario del articulo 14 de la lev 48. 



Doña Dominga Ugalde de Üyltcrainde contra DoÍm Josefa Ii. 
de Autich, por cobro de pesos. 

Sumario; El extranjero que acude a los tribunales provincia- 
les, se entiende que renuncia al fuero federal y en tales 
condiciones, no puede ampararse en éste el argentino de- 
mandado ante sus propios jueces locales. 

Case, Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR f.JÍNERAL 

Bueno» Aire*. Octubre 18 de llttt 

Suprema Corte: 

Ante el Juzgado de 1/ Instancia Civil v Comercial del de- 
partamento del Centro (Prov. de Buenos Aires), doña Do- 
minga Ugalde de Eyherabide demandó a doña Josefa Eyht- 
rabide de Antich por cobro de pesos, 

Ksta opuso la excepciun de incompetencia de los Tribu- 
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nales provinciales y se amparó al fuero federal fundada en tos 
arts. loo de la Constitución Nacional y 2.*\ inc. 2. a de la ley 
48, en razón dijo, de ser ella de nacionalidad argentina y la 
actora extranjera. 

Oída !a parte actora el Juez y la Cámara desestimaron, 
sin más trámite, la excepción opuesta. 

La demandada apeló para ante V. E, siéndole concedi- 
do el recurso. 

Es, evidentemente equivocada la invocación de las dis- 
posiciones legales citadas que hace la recurrente para justi- 
ficar la procedencia del fuero federal. 

Uniformemente V. E. lia fijado la interpretación que 
corresponde dar a los arts. 100 de la Constitución y 2.", inc. 
de la ley 48 citada. 

El fuero federal, ha dicha esta C^rtc Suprema, ha sida 
acordada en favor del extranjero que damanda o es deman- 
dado por un argentino; nunca en favor de éste. 

Si el extranjero acude a los Tribunales provinciales se 
entiende que renuncia al fuero federal; en tales condiciones 
no puede ampararse a éste el argentino que resulta demanda- 
do ante sus propios jueces locales. 

En virtud de lo expuesto soy de opinión que correspon- 
de confirmar la sentencia apelada dictada por la Cámara de 
Apelación de Mercedes, declarando que la presente causa es 
de competencia del Juez provincial. 

Horacio R. Larreta 

frALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buen 01 Ai. re», Diciembre h de lHt4 

Y Vistos: 

El recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 
sentencia de la Cámara Primera de Apelación de Mercedes, 
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provincia ,ie Bucos Aires. ,ue „„ hi z „ |„ga r á ^ 

■le mm*m de jurisdicción opuesta -¿X ItogSt 

h fis uga "! e * en.™ „rt 

-efa K, de Antich, |»r cobro de pesos. 
V considerando: 

Que según lo establece la sentencia apelada, por deriva- 
ron de Tas constancias de antos, 1, parte artora Jete j„tó„ 
mgmm y h demandada qnc opone ,a ,i3jg££ 

Que en estas condiciones, el fuero federal invocado nor 
™on de la ««¡fita nacionalidad es de toda evidencU im 
procedente, porque correspondiendo d privilegio tó fueTo 
al actor que es el extranjero en el caso, éste ha podido remT 
cmrto v prom *, r como ^ , )a „ edio JWJ 

rr bunales, en que ha radicado la demanda ÍConstitució^" 

^&sssís ae* - ,5o: ,n,n ° * ™- 

¿ ha podido S^^S*«* - — 

A. BKRMKjü j. FlCUEHOA Al- 

corta. — Ramón Méndez. 
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iton Regis Aliquot (su sucesión). Contienda, de competencia. 

Sumario: La jurisdicción sobre la sucesión corresponde a lo» 
jueces del lugar de' última domicilio del di f unta, aunque 
en otro sitio tuvui su establecimiento de campo o sus 
bienes raíces. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

D1CTAMKN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Al reí. Noviembre ft i* 1924 

Suprema Corte: 

Se lia t rallado cuestión de competencia entre el señor Juez 
de Primera Instancia en to Civil de esta Capital y el de Pri- 
mera Instancia en lo Civil y Comercial de la ciudad del A&ul 
(Provincia de Unenos Aire.*), para conocer en el juicio suce- 
sorio de don Regis Aliquot y su finada esposa doña Josefa Pe- 
reylongue de Aliquot, 

Ambos jueces se consideran competentes para entender en 
los mencionados autos, fundándose cu el hecho de haber te- 
nido el causante don Regis Aliquot. al tiempo de su falleci- 
miento, su domicilio en sus respectivas jurisdicciones, conclu- 
siones contradictorias que aquéllos apoyan en las declaracio- 
nes de varios testigos que se han producido y en la documen- 
tación que se ha t raido en los juicios de la referencia. 

Examinadas dichas pruebas, estimo que resultan más con- 
vincentes las rendidas ante el Señor Juez de esta Capital, m. 
sólo por las razones en qué los testigos apoyan sus dichos, si- 
no más particularmente porque al realizar el causante don Re- 
gís Aliquot el día 16 de octubre de 1919. por ante el señor jefe 
de la sección 9." del Registro Civil de esta Capital, su segundo 
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matrimonio con dofia Dominica Delnech, afirmó, según cons- 
ta del acta respectiva, que es i, n instrumento público, estar 
dotnici hado en esta ciudad, calle Maza N." ,58. Este mismo 
dom.c.1,0 aparece en autos haber s ido conservado por el cau- 
sante h asta c , flía d su fatleciIllicnt0f puesto J han acom 

lanado vanos recibos por los alquileres de dicha casa, exten- 
daos en lo, años 1921, 1922 y ,923 a nombre del expresado 
don Reg IS Ahquot, todo lo que resulta además corroborado por 
el hecho de haber fallecido en esta misma capital y también 
por la circunstancia de que en el referido domicilio* de la ca- 
lle Maza N.' 158, continúa viviendo el cónyuge supérstite se- 
gún manifestación consignada en la escritura de poder otor- 
gada para la iniciación del juicio sucesorio. 

Estimo que la manifestación consignada en el acta de de- 
unción de Regís Aliquot, según la cual éste habría tenido su 
domicilio en Laprida (Provincia de Buenos Aires), carece de 
valor probatorio porque ella emana de una persona extraña 
y tampoco creo que pueda fundar la competencia del señor 
Juez provincial la circunstancia de haber tenido el causante 
su establecimiento de campo en Laprida. va que conforme a 
lo dispuesto por el art. 3284 del Código Civil y ]o declarado 
por V. E. en reiterados casos, la jurisdicción sobre ía su- 
cesión corresponde a los jueces del lugar del último domici- 
lio del difunto, aunque en otro sitio tuviera su establecimien- 
to de campo o sus bienes raices, Fallos, tomo 123. página 191 - 
tomo 135, página 246 ; tomo 138, página 147 y otros. 

Por tanto, soy de opinión que la presente contienda debe 
dirigirse en favor de la competencia del Señor Juez de Pri- 
mera Instancia en lo Civil de esta Capital. 

Horacio R. Larrcta. 
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FALLO I>É LA CORTE SUPREMA 

Buenoi Aire», Diciembre 5 de Jtitl 

Autos y Vistos: 

Por tos fundamentos fie liechu derivados de tos constan- 
cias de autos y de que se hace mérito en el precedente dicta- 
men, así como de los fundamentos de derecho consignados en 
el mismo y fie la reiterada jurisprudencia de esta Corte en ca- 
sos análogos ni sub judicc, en los que se han interpretado y 
aplicado los artículos 89, 90 y 3284 del Código Civil. ( Fallos, 
tomo 137, Pá£- 4^1 : tomo 138, págs, 27. 144. W, 232 y 248. 
entre otros), de acuerdo con lo expuesto por el Señor Pro- 
curador General, se decl:ira (pie el Juez competente en el caso 
es el de lo Civil de esta Capital, .1 quien se le remitirán los au- 
tos, avisándose al del Azul en la forma de estilo, con trans- 
cripción de esta resolución y del dictamen de referencia. Re- 
póngase el papel. 

A. Bermejo — j. Figtjekoa Al- 
corta. — Ramón- MfiNOKz, 



Jefe de PofU ia eleva actuaciones producidas con motivo de ttu 
lutria en la legación de Sueeia. 

Sumario: Xo corresponde a la jurisdicción originaria de la 
Corte Suprema el conocimiento de un sumario instruido 
por substracción de objetas de una legación extranjera, en 
el que no aparece comprometida alguna de tos ¡«rsonas 
de la misma, indicadas en el articulo 21 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal y artículo t", inciso 3. de 
la ley número 48. 

Cato: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DO. SEÑOR p»ocu«ADO« GENERAL 

Suprema Corte: """^ "» «* 

„i,al A . n ,'\r C< "" ÍSa D r : a í 1 " b SeCC¡ón 17 úe Poli ™ * Ca- 
pta . el M.n.stro Plcmpotcnciario de Snecia, acreditado ame 

d Gol , orno Argent.no. don Cari Hultgren, denunció „ue en" I 

™d l„ , T" "* RÍ " Bamb!l "« amorl deTco 

SÍ ' a ^ n ..7'™''° ,,n!, mi '" ,iI,a * »°riblr marca 
Remmgton". dos bal.jas y unos anteojos de teatro. 

Pidió en dicho acto que se practicaran la, averiguaciones 
nece^na, para encontrar los obje.o, referidos. lT Policía 
real,» al respecto las primeras diligencias con resultado ne- 
«a Nvo y no le íué posible identificar a. autor o autores de £ 
substracciones. 

En este estado han sido elevadas a V. E. tas actuaciones 
•sumadles producida, con motivo de aquella denuncia. 

Corresponde a esta Corte Suprema conocer en las mis- 
mas con jumd.cc.ón originaria y exclusiva de acuerdo con o 
i spuesto por os artícl „ os I0I ^ ]a N J 

; - meso p de la lev número 48 y 21 de! Código de I W 
dimientos en lo Criminal. rae 

En efecto el sumario que se inicia » refiere a delitos co- 
metidos en perjuicio de «n representante diplomático y la sn- 
tencia que se dice puede afectar sus intereses particulares 

Por ello, y atento e ] estado de estas actuaciones soy de 
opm,o„ que corresponde a V. E. avocarse su conocimiento v 
ordenar sc practiquen todas las diligencias conducentes a ! 

wwñ ñ 1 dei hed, °, ú ~ d ° >' ^ss¿¿ 

ae sus autores, cómplices y encubridores. 

Horacio R. larreta. 
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FALLO DE LA CORTE SU 1* REMA 

Buewoi Aiici, DkitVbfe « dt IMM 

No apareciendo del presente sumario de prevención le- 
vantado por la Policía de la Capital con motivo de haberse 
sustraído de la legación de Suecia «na máquina de escribir, 
dos bal i jas y unos anteojos de teatro, avaluado todo en qui- 
nientos pesos, que de las averiguaciones practicadas resulte 
comprometida en la infracción alguna de las personas de Ja 
legación indicadas en el articulo 21 del Código de Procedi- 
mientos en ¡o Caminal y articulo i. n . inciso 3° de la ley na 
i'ional número 48, y por lo que no puede decirse, en el estado 
actual del procedimiento, que se trate de asuntos concernien- 
tes a un Ministro extranjero, o sea. de tal naturaleza que pu- 
diera afectar los privilegios e inmunidades reconocidos por el 
derecho internacional como lo requiere el artículo ioi de la 
Constitución ; se declara que la causa no corresponde a la ju- 
risdicción originaria de esta Corte y devuélvanse con oficio 
al señor Jefe de Policía remitente, a los efectos que corres- 
ponda . 

A. Rermejo. — Ramón Mén- 
dez. — Roberto Repetto, 



hWroaxrrÜ Central de Bitcnos Aires ék autos con don Anto- 
nio MmttfU'ri. sobre daños y perjuicios. Recurso tic hecho. 

Sumario: \*o tiene carácter de definitiva a los fines del re- 
curso extraordinario del articulo 14, ley 48, una sentencia 
de una Cámara Federal que, revocando la resolución de! 
inferior, declaró que había acción por parte del actor y 
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mamlú devolver el exilíeme para que jugara sobre ¡a 
existencia de responsabilidad, punto omitido por haber 
considerado inoficioso pronunciarse. 

Caso : Lo explica el siguiente : 



VALIO DE LA CORTE SUPREMA 

Sueno» Ajrci. DicJembrt lí de im 

Autos y Vistos, Considerando: 

Que de la exposición del recurrente, resulta: a) Oue en 

Í Jl ;?° Whre d;,,l0s y j*** 1 » tlc<hlcitios V* H«i Antonio 
Man «*n contra el Ferrocarril Central de Buenos Aires 
opuestos por la Empresa las defensas generales de falta de 
acción y de inexistencia de responsabilidad, la sentencia de 
pnmera instancia admitió la primera y consideró in6fí C id«o 
pronunciarse sobre la segunda; b) Que apelada es* sentencia 
la Cámara Federal de La Plata, declaró que habia acción por 
parte del actor y revocó, consiguiente, la resolución de pri- 
mera mstancia devolviendo el expediente al juzgado para que 
juzgare sobre el punto omitido. 

Que en estas condiciones es evidente que el pleito no ha fe 
riendo, m es por consiguiente definitiva la resolución dictada 
|K>r la Cámara Federal de La Plata como lo rcHuieren el ar- 
Mculo 14 de la ley número 48 y el 6." de la ley 4055, debiendo 
ademas, observarse que en el estado actual del juicio, no existe 
dec.sron contraría al derecho federal alegado toda vez que no 
se ha considerado en ninguna de las instancias la defensa re- 
lativa a la culpa de la Empresa, con cuyo motivo fué plantea- 
da, al decir de] recurrente, una cuestión de aquella naturaleza 
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Rn mérito de estas consideraciones, se declara improce- 
dente la queja deducida. Notifíquese y archívese. 

A. Bermejo. — Ramón Mén- 
dez. — Roberto Repktto. 



Don Guillermo Goidmtd contra la Proz-inda de Buenos Aires, 
sobre cobro de pesos. 

Sttinurio ; Véase el de los fallos publicados en los tomns |g& 
Itágina ií*u y 143. página 120, aplicables aí presente. 



DICTAMEN DEL SÉ ÑO» PIOCUKADOR GEN F* AL 

Buffloi Aixci, ScpUcRbre iu de \K* 

Suprema Corte; 

Los herederos de don Guillermo Gowland demandaron a 
ta provincia de Buenos Aires |>or devolución de la suma de 
pesos siete mil setecientos treinta y dos con veintisiete cenia vos 
moneda nacional y sus intereses pagada indebidamente, según 
iris actores en concepto de impuesto especial de afirmados del 
c iiuino público de La Plata a Avellaneda, en ejecución de una 
lev provincial de 30 de diciembre de 1907, 

La provincia no contestó la demanda, no produjo pnie- 
ha ni alegato en su defensa. 

La cuestión de derecho planteada en la presente demanda 
nu difiere de la resuelta por esta Corte Suprema con fecha 22 
tic junio de 1923 cu la causa seguida contra la misma provin- 
cia de Buenos Aires, por don Martin Pcreyra lraola. V. R. 
decl&rá en ella la inconstUuciunalidad del i ¡apuesto aplicado. 
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De acuerdo con esta sentencia y no habiendo ] a provincia 
demandada introducido modificación alguna de hecho o de de- 
recho en esta litis, soy de opinión qué corresponde mantener la 
doctrina de V. E. t haciendo lugar, por sus funda mentó, a es. 
ta demanda. 

Horacio R. Loneta. 



falco de la corte suprema 

Y Vistos • Bm "°* 17 de Dit * mbt * d « ,ltó < 

m procurador Juan A. Eteheverry, mandatario de los he- 
rederos de don Guillermo Gowland, doña Adelaida Collet de 
Gowland, rloña Enriqueta Saturnina Gowland de Gowland do- 
na EUsa Goland, doña Yolanda Adelaida Gotland, don Jacol>o 
lomas Gowland, don Guillermo Manuel Gowland, don Oscar 
Tomas Gowland y don Rodolfo José Gowland, demandan a la 
provincia de Buenos Aires por repetición de la suma de siete 
rftil setecientos treinta y dos pesos con veinte v siete centavos 
moneda legal, que su instittiyentc ha satisfecho. b a j n protesta 
en concepto de cuotas al impuesto creado por la lev de dicha 
provincia de diciembre 3 o de 1907. destinada a allegar recur- 
sos necesarios para la a|>ertura y pavimentación de un camino 
entre U Plata y Avellaneda. 

Ftinda su acción en que el impuesto (pie los herederos de 
Gowland han sido obligados a pagar ha sido declarado incons- 
titucional por sentencia de esta Corte, de 22 de junio de 1923 
dictada en la causa que siguió contra la misma provincia don 
Martín Pe rey ra Iraola. 

Manifiesta que su poderdante se encuentra en análogas 
condiciones que el señor Martin Pereyra Iraola. con relación al 
impuesto de que se trata y que en consecuencia le asiste tam- 
bién el derecho de reclamar la devolución de lo pagado inde- 
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tridamente, con intereses y costas, derecho que solicita le sea 
reconocido oportunamente . 

No habiendo sido contestada la demanda, se la dio por 
i on testada en rebeldía. Kn seguida se recibió la causa a prueba 
y producido la que se expresa en el certificado de fojas 37 y 
agregado el alegato de la parte actora, quedó la causa en esta- 
dode sentencia; y 

Considerando : 

Que los demandantes han comprobado con las libreta;, 
agregadas a los autos y con las escrituras respectivas, haber sa- 
tisfecho, lia jo protesta, diversas cuotas del impuesto estable- 
cido por la ley provincial de 30 de diciembre de 1907, creado 
con el objeto de costear ta apertura y pavimentación de nn ca- 
mino entre las ciudades de La Plata y Avellaneda. En con- 
junto, las cuotas pagadas ascienden a la suma reclamada en la 
demanda, es decir, a siete mil setecientos treinta y dos pesos 
con veinte y siete centavos moneda legal. 

Que en reiteradas decisiones de esta Corte se ha declara- 
do que el referido impuesto no reúne los requisitos esenciales 
para la validez de toda contribución de mejoras o "local esse- 
>>ment". a saber: que la obra a cuyo pago esté destinada sea 
ante todo de beneficio local y que el sacrificio impuesto a los 
dueños de las propiedades afectadas no exceda substancial men- 
te el beneficio que obtienen por razón de dicha obra pública 
■ Fallos, tomo 138, página 161 y sentencia de 29 de octubre del 
enrriente año en la causa Mas su reí Fils "versus" Provincia de 
Unenos Aires y otras) . 

Que en las decisiones citadas se ha dejado claramente es- 
tablecido que la contribución impuesta a unos pocos propie- 
tarios eon el propósito de construir una obra de casi exclusivo 
interés general, como es el camino de que se trata, y mediante 
!a cual se absorbe una parte considerable del valor de las pro- 
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¡«.edades afectada,, sin conferir en cambio «„ bufido equiva- 
lente o aproximado, es inconciliable con la igualdad en cuanto 
al impoesto y con la inviolabilidad de la propiedad consagra- 
da, por los artículos ló y j 7 de la Constitución. " 

Que no habiéndose invocado en el caso alguna circunstan- 
cia es IKC .a1 capa, de influir en | a modificación de las conclu- 
yes a cabadas en lo, mencionados fallos y concurriendo, 
por lo demás, todas las condiciones que d< ominaron a esta 

Wn anúloga t,nCÍ:irIOíÍ C ° rreSp0m,e dar ;| Ífi£ una so- 

En su mérito, reproduciendo los fundamentos invocado* 
¡?n las recordadas sentencias de esta Corte v de acuerdo con 
la dretammado por el señor Procurador General, se declara que 
el impuesto establecido por la ley de la provincia de Iluenos Ai- 
rae, de ?o de diciembre de 1907 es contrario a los artículos 16 
y 17 de ¡a Constitución y que en consecuencia, dicha provincia 
está obligada a devolver al demandante, dentro del término de 
diez días, la cantidad de siete mil setecientos treinta y dos pe- 
sos con veinte y siete centavos con sus intereses, a estilo de lo* 
que : cobra el Banco de la Nación, desde ta fecha de la notifi- 
cación de la demanda. Con costas. Notifique», repóngase cf 
papel y archívese. * 

A. ÜKKMejCJ. — Hauón Mrn. 
MKZ. — KoilEKTO RKPETTO — 

M. Laurenckna. 



Don Miguci la Placa (.™ Quiebra). Contienda de competencia. 

Sumario ; KI conocimiento de una mWBffik de acreedores 
corresiwnde al Jue* del lugar donde el convocatario ten*, 
su principal establecimiento, al tiempo en que aquélla se 
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furniule. f en el caso, el deudor no tenía sino una casa de 
comercio) ; sin que pueda ser alterarla esa jurisdicción por 
la circunstancia de que el deudor tuviere su familia en otro 
tugar. 

Caso; Lo explican las piezas siguientes; 



DICTAMEN DEL SBÑOR PROCURADOR GKXERAL 

Buen** Aire*. DlClrabi* 10 df 1934 

Suprema Corte: 

Ante él Juzgado Letrado del territorio nacional del Chu- 
but un acreedor de don Miguel La Plaza solicitó la quiebra de 
éste, la que fué declarada por el Juzgado. 

El fallido, por >u parte pidió ante el Juez de Comercio de 
];i Capital de la Nación se planteara cuestión de competencia 
pe ir inhibitoria :ontra el del Chubut a lo que accedió aquel ma- 
gistrado. 

Fundó La Plaza su pedido en la circunstancia de estar 
domici liado cu Buenos Aires con su familia y dirigir desde aqui 
sus negocios en el Chubut. 

La prueba que al respecto ha producido la considero in- 
suficiente. 

Dos testigos solamente han declarado en ese sentido en 
forma precisa y sin dar mayor razón en sus dichos (fs. 5 y 10)'. 

En cambio, ante el Juez del Chubut ha quedado acredi- 
tado que el fallido La Plaza tuvo un establecimiento comer- 
cial v allí a|Kirece inscripto en Ta matricula respectiva como co- 
merciante. 

Lo cierto es que en el Chubut tenía La P1a*a el centro 
principal de sus negocios constituido por su único establecí - 
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miento comercial y que no se ha acreditado en autos el carác- 
ter de su residencia en Buenos Aires. 

'En tal virtud es de aplicación al caso de autos lo dis- 
puesto por el art. 2.» de la ley N. n 927 que dice: "Kl conuci- 
" miento de los juicios universales, de concurso de aereedo- 
" ( rt ; s y <le sucesión, corresponderá en el territorio de la Rc- 
" pública, a los jueces respetivos de aquella provincia en la 
" que el fallido tuviera su principal establecimiento al tiempo 
1 de la declaración de quiebra, o en la que tleba abrirse, en su 
" caso, la sucesión, según las disposiciones del Código Civil". 

V. E. interpretando la citada disposición legal ha decla- 
rad» que el conocimiento de una couvocaturia de acreedores 
corresponde al Jucjí del lugar donde el convocatario tenga su 
prmcqial establecimiento al tiempo en que aquella se formu- 
le; sin que pueda ser alterada esa jurisdicción por la circuns- 
tancia de hallarse matriculado el comerciante en otro lugar 
(tomo 125, página 78). 

En el caso referido se trataba como en el presente de un 
comerciante con una única casa de negocio. 

La misma doctrina ha sido reproducida por esta Corte 
Suprema posteriormente (tomo 133, págs. 124 y 185). 

Por lo expuesto soy de opinión que el conocimiento del 
juicio de quiebra de don Miguel La F»laza es de competencia 
del Juez Letrado del Chubut. 

Horacio R. Larreta. 



Autos y Vistos 
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Aff«, Dieitmbrt 19 de 1024 



Los de contienda de competencia entre el Juez de Comer- 
cio de la Capital -y el Juez Letrado del territorio nacional del 



'JTí) 
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Clmlwt para conocer en el juicio de quiebra de don Miguel 
l^a Plaza; y 

Considerando : 

Que existe plena prueba en estos autos y perfecta con- 
cordancia entre las partes que en ellos lian intervenido acer- 
ca de que el deudor La Plaza tenía establecida en el mencio- 
nado territorio una casa de comercio que operaba en el ra- 
mo de almacén de campaña. 

Que aparece asimismo de los autos remitidos para la deci- 
sión de la contienda que esa era la casa de comercio que tenia 
establecida dicho deudor. 

Que dados esos antecedentes resulta indudable la compe- 
tencia del Juez Letrado de! Cbubut para entender en et con- 
curso de La Plaza, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 
2° de la ley número 927 aún cuando el deudor tuviere su fa- 
milia, en otro lugar, porque en esta materia se atiende al do- 
micilio en el sentido comercial y así debe interpretarse lo dis- 
puesto en el artículo 6* de la ley de quiebras número 415Í1 
iThaller, número 1737: Lyon Caen et Renault, VI f, núme- 
ro 76). 

Por ello y atento lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador General, se declara que el conocimiento del juicio dr 
quiebra formado a don Miguel La Plaza corresponde al Juez 
Letrado del Cliubut ante quien se repondrá el papel. Remítan- 
sele los autos, avisándose al Juez de la Capital en la forma de 
estilo. 

A. Bermejo — j. Figueroa Air 
corta. — Ramox Méndez. 
Roberto Kefktto — M, Lau- 

RENCEVA. 
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»on Juan Carlos MUbcry contra Don Antonio López Agrclo y 
otros. Sobre reivindicación. 

Sumario: i.» El pronunciamiento recaído en el juicio de inter- 
dicto, es definitivo respecto a la posesión, y tratándose de 
las mismas personas demandadas en el posesorio, puede el 
reivindicante, sucesor de aquel en favor de cuya posesión 
se fallo el interdicto, invocar en apoyo de sus derechos to- 
dos los de dicho pronunciamiento. 

2° No es concebible la coexistencia de dos posesiones 
iguales y de la misma naturaleza sobre la misma cosa (Ar- 
ticulo 2401, Código Civil) . 

3 o La demanda, ya sea en el posesorio o en el petitorio 
constituye una causa interruptiva de I a pre S cri]>ción con 
arreglo al artículo 3986 del Código Civil, y | a interrupción 
producida i>or la demanda del posesorio perduró en el caso, 
según la jurisprudencia de la Corte Suprema, durante to- 
do el juicio, hasta la fecha de la sentencia de última ins- 
tancia que amparó la posesión, sin que la falta de ejecu- 
ción de dicha sentencia pueda producir el efecto de borrar 
las consecuencias de la demanda, atento a que sólo se ob- 
tiene ese resultado por los motivos previstos por el artículo 
3987 del Código Civil. 

4° El derecho a invocar los tituton de los causantes pa- 
ra hacer viable la acción reivindicatoría, se encuentra vir 
tualmente autorizado por los artículos 2789 y 2790 del Có- 
digo Civil, que no limitan la exigencia, en cuanto a pro- 
ducción de títulos, a los provenientes de la adquisición del 
demandante. El comprador es en el hecho un cesionario 
de los derechos que el vendedor tenía sobre la cosa vendi- 
da y de las acciones que sobre ella le competían . 

5° Los errores de carácter jurídico en que puede incu- 
rrir un juez de una sucesión al otorgar en nombre de la 
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misma una escritura de venta de un bien raíz, interpretan- 
do y dando cumplimiento al fallo definitivo pronunciado 
en dicho juicio o los vicios de procedimiento que pudíeeran 
cometerse al dar cumplimiento al mismo, deben ser re- 
parados dentro de ta misma jurisdicción local en que se 
dictaran esas resoluciones y se otorgó el acto jurídico alu- 
dido, y sólo pueden ser llevadas a la justicia nacional pa- 
ra su revisión, en virtud del recurso extraordinario auto- 
rizado ]>or el artículo 14 de la ley 48, por lo que procede 
tenerlos por válidos y acordarles toda fe y crédito que co- 
mo tales les corresponde en la jurisdicción en que fueron 
practicados mientras esos mismos tribunales locales no de- 
claren a requisición de parte legítima la nulidad de las ac- 
tuaciones judiciales y de la escritura pública impugnada 
como violatorias de disposiciones de la legislación civil. 

6. " VA principio consagrado |*>r el art. 2792 del Có- 
digo Civil, según sus propios términos, sólo rige cuando 
no se puede establecer cuál es el verdadero propietario. 

7. " Siendo el titulo de 1r »s demandados anterior en fe- 
cha al del antecesor del demandante, y hallándose aqué- 
llos en posesión de la tierra, del** presumirse, en ausen- 
cia de prueba en contrario, que poseyeron desde el origen 
del titulo. Artículo 4003 del Código Civil. 

8. " Para la buena fe como elemento de ¡a prescripción 
ordinaria, no es necesario que el enajenante sea el legí- 
timo propietario, sino que las apariencias de su derecho 
de dominio sean tales que el adqui rente haya tenido mo- 
tivos para creer que contrataba con el verdadero dueño, 
y, por lo tanto, que entraba a poseer como exclusivo señor 
de la cosa (Articulo 4006, Código Civil). 

y." Al sucesor a titulo singular no le perjudican, a los 
efectos de prescribir, los vicios de su antecesor. ( Artícu- 
lo 4005, Código Civil >. 

10. La restitución f | e los frutos por él poseedor de 
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j*M fe. condenado por sentencia a reslituir ] a cosa 
comprende os percibidos desde la fecha de l notificó 

;:°" dc y m por su ne gIige nc á d - 

de l«H (Artículo 2433 del Código Civil). 

Caso: Lo explica el siguiente; 
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Vistos : Bumm Aires, Diciembre 3S de IttSi 

A fojas 15 de fos presentes autos, comía rece ant* ni r¿« 

™™ nS ^ ^ ,a * 
MHbew iw " re P ret ™ ta ™n de don J„an Cario, 

asco Méndez Goncalvez ,• |„ 5 herederos de don t ¿ "™ 
I"™ 51 ? 1 Adda ,, " rra! ' ,c " c * doña AngTím 

rae» B. don Carlos S., don Enrique, don Francisco v don 

™LZT- a íin " e , q,,e st ,M «*- * SáíS 

»uperf I c,e dc d ez y K „ mi] cuatrocientas ochenta v dos hec- 
areas ™ lc cuatrocientos ochenta y siete metros t„a,t- 

£ » rr • bKadón > 't í,m - ¿2 ->e. 

c* ™ '"de"""«K'ones consiguiente, ,,e frutos e ¡ntere- 
es a>„,o adores de mala fe , y al pago de las costas del 

cZnanTT T ' Í ""° t <* Wa cu >° «««monin 

acompaña otorgada ,„ esta Capital. anle el escribano don Car 

de la Torre el 6 de junio de ,90o y protocolizada en el 

SE R * 3f ÍSCriban0 d ° n D ° mi '« Sañudo de fe 
andad de Santa Fe el 9 de agosto del mismo año, según la 

Malbn,n los '«"'entes bienes: Primero, catorce mil seis- 
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cíenlas seis liectáreas y nueve mil cuatrocientos ochenta y un 
metros cuadrados que según la escritura forman un polígono 
comprendido dentro de ¡as líneas designadas con loe números 
V, VI, XIV, VIII, XII, O, ti, III, XXXVIII, XXXIX, 
LX, XXXV y V, del plano cuya copia presenta (fojas 14), 
Segundo: las acciones y derechos que a la expresada sucesión 
cor respondan jwr cualquier concepto sobre las tierras com- 
prendidas dentro de Tas treinta leguas de que tienen posesión 
los demandados en virtud de título proveniente de la provin- 
cia de Santa Fe. Esos derechos y acciones cedidos se refieren 
a las siguientes fracciones de campo que se designan en el 
plano de fojas 15: i,° El triángulo de cinco hectáreas y cua- 
trocientos setenta y tres tr.etros cuadrados indicado con los 
números VIII, IX, XIV, y VIII. 2.» El triángulo de tres- 
cientas diez y nueve hectáreas y siete mil sesenta y dos me- 
tros cuadrados indicado por los números IX, X y XI. 3* Un 
polígono compuesto de mil quinientas cincuenta y una hec- 
r áreas y cuatrocientos setenta y un metros ciudrados, designa- 
do por los números VI, VIIT¡ IX, X, XI, XIV y VI. Estas 
tres fracciones suman una superficie total i*e mil ochocientas 
retenta y cinco hectáreas ocho mil seis metros cuadrados que 
con las catorce mil seiscientas seis hectáreas nueve mil cua- 
trocientos ochenta y un metros cuadrados objeto de la com- 
praventa y anteriormente mencionadas forman las diez y seis 
mil cuatrocientas ochenta y dos hectáreas siete nül cuatrocien- 
tos ochenta y siete metros cuadrados objeto de la reivindi- 
cación . 

Agrega el re prese nt ante del actor: Que el origen remoto 
de los derechos que ejercita procede en parte de enajenacio- 
nes efectuadas por la provincia de Santiago del Estero; en 
i»tra |>arte de ventas realizadas por la provincia de Córdoba: 
y que existe igualmente una ¡>orción considerable que provie- 
ne de adquisiciones hechas, respectivamente a ambas provin- 
cias: de modo que el señor Milberg puede exhibir acerca de 
ella un titulo de Córdoba al propio tiempo que otro de San- 
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t*8o, debido a que en la fecha de tales ventas no se eneon- 
traban demarcados Jos límites de dichas provincias y cadá una 

pra¿io ena,C * dCSpUÓS ' íambién 



Que proviene de ventas hechas por Santiago de] Estero 

^SttlS* n,ÍI ™ tas ^ Járeas, ocho til 
'I imientos tremía y ocho metros cuadrados comprendida en 

AaAvX, LX. XXW . XXIV, XVIII, XVII y V del oían* 

acompañado con la dem,nda. y fué habida- V» Por TÍ,'! 
i!*> ifi. v i i «auiaa. a; for escrituras 

* 16 , ,7 de noviembre y 3, de diciembre de 1870 y , » ,8 
v «) de enero de .87, . ornadas por el gobierno de la mei 
-nada provincia a /avor de don Adolfo E. Garran ,Te 
I comparara seiscientas ochenta leguas san.iagucñas de mi 
..chocicnUs ochenta hectáreas, einco nii | doscientas 

£*s? v dnro ,,c,:,íireas ^ y 

m e cen,,areas ; b» Por escritura pasada en esta Capi,a! an- 
do &l ' i" SOS ' C ™ fM " a 29 <1<! ""i"*™ * *»' 

il« r, r, fr^írsp * ,os !i-ñt,rcs Lanús * tata 10. 

f te, 3 y 6 de la sección Este y 3 y S de la sección Oeste, con 
superficie total de doscientas veinte v einco leguas. c,t„ eT 
ena, r «,e„»a s veime y tres mil ciento diez hectáreas ,¡e la.", e 
a». por él adquiridas del gobierno de Santiago, síemh. las tie- 

Vm *,* ■. re ' V ' . "7 Plr,C eXprcS; " ,a °«'^ 

Uaica oto g u ante el escribano don Nicanor Repello, de la 
Capital Federal, con» sucesor de Lanús y Urica, con^rome- 
hendose a vender a dou Federico Olivencia las doscientas veiu- 
?|S keuas compradas a Carranza; d) P or escritura de 
'. de abril de ,889 que ante el mismo escribano Rcpctto otor- 
go don Federico Olivencia a {avor de don Tumis A Malbrán 

SffiSiSL"?^ * * roc,,ns *" ,e lf « 

urdid <lc. boleto de venta que le había firmado tenía; e) Por 
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escritura de 21 de octubre de T891, ante el nombrado escriba- 
no Repetto. que el Juez de i/ infancia en lo Civil de esLa 
Capital doctor (¡aray, cumpliendo sentencia dictada en juicio 
con los herederos de Le ¡tica, otorgó a favor de los señores Tr i si- 
tan A. Malbrán, José María Kosa, Juan José Romero, Aris- 
lóbulo del Valle, Mariano Demarta, Ataliva Roca, Vicente L. 
Gasa res, Gregorio Torres, Francisco Bustamante, Emilio y 
Adolfo Casal, Emilio Cbayla, Ignacio Sánchez, Adolfo Bulb 
ricb, Mallumnn y Cía. y Benjamín Buteler, por haber mani- 
festado Malbrán que la compra verificada en su solo mimbre a 
Olí vencía, correspondía en realidad a todas las personas men- 
cionadas. Esta escritura fue protocolizada en Santiago el 22 
de agosto de 1892 ante el escribano Absalón Arias; f) Por 
escritura de 16 de junio de 1893. ante el mismo Repello, que 
los condominos extendieron a favor de don Trtsián A. Mal- 
brán y que fué protocolizada en la ciudad de Santa Fe el 28 
de octubre de ese año en el Registro a cargo de don Herme- 
negildo Basualdo; g) En fin. por la escritura que acompaña 
otorgada por los herederos de Malbrán a favor del señor Mil- 
berg y a la que se ha referido anteriormente. 

Que proviene de ventas efectuadas por la provincia de 
Córdoba a don Santiago Temple (escritura de 9 de mayo de 
1889 ante el escribano de Hacienda de dicha provincia), y por 
Temple a don Tristán A. Malbrán (escritura de 19 de marzo 
de 1890 ante el escribano don Feliciano Peralta, de Córdoba!, 
la superficie de ocho mil quinientas treinta y cuatro hectáreas 
y dos mil cuarenta y siete metros cuadrados, designada en et 
plano de fojas 14. con los números V, XXIX, XX Y III. XXXV 
y V. 

Que debido a la superposición de los títulos que se le han 
trasmitido a su mandante derivados de las ventas realizada 5 
por Córdoba y Santiago del Estero, puede invocar a los efec- 
tos de la acción promovida doble titulo sobre la fracción de seis 
mil cincuenta y siete hectáreas designadas en el plano con 
los números V, XV, XIV, IX, X. XX VIH. IX, XXXV. 
XXIV. XVIII, XVII y V. 
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Que los derechos de propiedad que procura salvaguardar 
cuentan con una ]K>sesión casi inmemorial. Que por lo que 
respecta a Jos títulos procedentes de Santiago del Estero o sea 
a la superficie de trece mil seiscientas noventa hectáreas y ocho 
mú quinientos treinta y ocho metros cuadrados, ta posesión 
remonta a la mensura practicada por el ingeniero don Joan 
Hildebrand, comisionado por el gobierno de dicha provincia 
|»ara levantar el plano de las tierras fiscales existentes entre 
los nos Dulce y Salado hasta el deslinde con Santa Fe y para 
.dividir esas tierras en suertes de estancias con superficies de 
*e.s y de cuatro leguas cada una. Que una vez escrituradas 
las nerras a Carranza se designó de acuerdo con el gobierno al 
mgen.ero don Valentín Virasoro para efectuar la mensura de 
fas mismas, diligencia que el perito practicó desde el 21 de 
noviembre de 1873 hasta el 8 de septiembre de 1875 y que fué 
aprobada por decreto de 26 de diciembre de 1876. Que más 
larde el mismo ingeniero Virasoro hizo la división de las mis- 
mas tierras entre Carraza y Uzica y Unús, adjudicando a 
t*!os últimos las doscientas veinte y nueve leguas de .me for- 
ma parte lo que se reivindica. Que conviene recordar que 
certa mensura ordenada |>or el gohierno de Santa Fe en 1883 
dio lugar a un juicio i»sesor¡o iniciado por don José Bazán 
MK-esor también de Cirranza, que terminó por sentencia de es- 
la Corte (Fallos, io,no 27, página 336), en ! a que se de- 
paro, de acuerdo con el artículo 2384 del Código Civil que 
las mensuras practicadas por Virasoro y l a ocupación pos- 
icnor de Bazán justificaban la legitimidad de la posesión invo- 
cada por este; y que i>ara la posesión de un inmueble deslin- 
dado en un titulo de propiedad no es indispensable la ocupa- 
nt.n material de todas y cada una de sus partes. Que, ade- 
las, con ocasión de actos iwsesorios ejecutados por los de- 
mandadus. eJ señor Malbrán, antecesor inmediato del señor 
Al.ii.erg, les promovió un interdicto que fué definitivamente 
resuelto por sentencia fie la Cámara Federal de Apelación de 
Paraná que declaró la preeminencia de los derechos de Mal- 



280 



FALLOS DE LA COKTE SUPSEMA 



brán. Que es indudable que dicha sentencia fué cumplida, de- 
salojándose del campo usurpado a Agrelo, Iturraspe y com- 
partes, pero Juego no más los vencidos en el posesorio reno- 
\a;on sus avances clandestinos y prevalidos de la enfermedad 
y fallecimiento del señor Malbrán concluyeron por apoderar - 
sü nuevamente de todo el terreno disputado. 

Que también es indiscutible la posesión del señor Mal- 
hrán respecto a los campos que provienen de ventas de Córdo- 
ba, bastando para demostrarlo recordar que en ellos fué funda- 
da la colonia X de Julio. 

Fundado en tales antecedentes y en las disposiciones de 
los artículos 2758, 2759 y sus concordantes del Código Civil, 
solicita que oportunamente se baga lugar a la acción entabla- 
da con las prestaciones accesorias indicadas al principio. Pi- 
de, asimismo que se cite de evicción a las provincias de Cór- 
doba y Santiago del Estero res pecl iva mente, por la parte de 
que son enajenantes originarias de las tierras en cuestión. 

Notificados de la demanda y emplazados para que se pre- 
sentasen a estar a derecho, los demandados comparecieron al 
juicio representados por el doctor Francisco E. Alfonso quien 
manifiesta que lo hacen al solo objeto de citar de evicción a la 
provincia de Santa Fe causante originaria de los derechos de 
aquéllos sobre las tierras reivindicadas. 

Habiendo tomado intervención en la cauhsa las provin- 
cias citadas por ambas partes, fueron remitidos tos autos a es- 
ta Corte, la que declaró su competencia originaria para cono- 
cer en ellos y corrió traslado de la demanda a la provincia de 
Santa Fe (fojas 69). El representante de esta provincia ma- 
nifestó que confiaba en la competencia del mandatario de los 
demandados para hacer una defensa eficaz de sus derechos y 
que por lo tanto solo intervendría directamente en la causa 
en el caso de juzgarlo necesario para salvaguardar los dere- 
chos de su instituyeme. 
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A fojas 89 contesta la demanda el apoderado de los se- 
ñares Agre lo y demás demandados manifestando: 

Que el señor Milberg es indudablemente sucesor de Mal- 
lirán en la forma que él intlica, pero en cambio los demandados 
son poseedores y dueños de la tierra materia de la reivindi- 
cación por haberla adquirido de la provincia de Santa Fe. 

Que niega la existencia del dominio que se atribuye el 
actor, niega asimismo que éste por sí o por sus antecesores 
haya tenido la posesión de la superficie cuestionada y niega, 
finalmente que uno ni otros puedan invocar título alguno pro- 
cedente de la provincia de Santiago del Estero. 

Que el título emanado de Córdoba es ineficaz para rei- 
vindicar la fracción reclamada en virtud del mismo desde que 
el reivindicante ni su causante tuvieron jamás posesión a tal 
titulo sobre esa fracción. Si alguna vez los causantes ocupa- 
ron o poseyeron parte de las tierras en cuestión, lo hicieron 
diciéndose propietarios y poseedores por titulo y como suceso- 
res de Santiago de quien en realidad no son tales sucesores. 
El título de Córdoba, hábil o no, no puede servirle para con- 
solidar una posesión adquirida por un título distinto, es de- 
cir, como sucesor de Santiago y vice versa, la posesión tenida 
por sus causantes remotos a título o como sucesores de San- 
tiago, no pueden valerle a! señor Milberg para reivindicar con 
titulo de Córdoba. 

Que para que proceda la acción reivindicatoría es indis- 
pensable en primer lugar que el actor o sus causantes hayan 
tenido el dominio de la cosa reclamada, desde fecha anterior 
a la demanda, para lo cual se requiere haber tenido la pose- 
sión de esa misma cosa, y, en segundo lugar, que el reivindi- 
cante haya perdido esa posesión, subsistiendo, no obstante, su 
derecho a poseer. 

Que ni Córdoba ni sus sucesores han tenido el dominio 
de las tierras que reclama el señor Milberg. La escritura otor- 
gada por dicha provincia a Temple que se invoca como .mte- 
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cédeme del titulo Úü\ actitr. data ile! año 1889. y es incuestio- 
nable qué desde mucho tie;npo antes Santa Fe tenia y mante- 
nía re.il y positivamente de hecho y de derecho la posesión de 
las mismas tierras a título de dueño exclusivo, habiendo exte- 
riorizado esa posesión y propiedad en distintas oportunidades 
y en di f érenles formas. 

Que dictado por esta Corte el 18 fie maneo de 1882 el lau- 
do arbitral en el litigio que sobre sus respectivos límites sos- 
tenían las provincias de Buenos Aires, Córdoba y Santa Fe 
quedó fijado corno limite entre las dos últimas en la parte 
(juu interesa a este litigio "una línea recta hacia el Norte hasta 
un punto distante dos leguas al Este del fuerte de los Morte- 
ros ; y en seguida utra línea cpic tocando el límite de los Al- 
tos vaya a terminar en el centro de ta laguna de los Porongos". 

Que si con anterioridad a! compromiso arbitral de 1881 
pudo cada una de las provincias signatarias creerse con dere- 
cho exclusivo a las tierras cuestionadas, posteriormente y por 
el propio hecho de haber suscripto dicho compromiso, sus res- 
pectivos derechos adquirieron el carácter de litigiosos y que- 
daron definitiva e irrevocablemente sometidos a la determi- 
nación de los limites fijados por la Corte. 

Que rechazados los recursos que Córdoba interpuso con- 
tra el laudo t las provincias interesadas designaron comisiona- 
dos o representantes para que hicieran sobre el terreno las 
demarcaciones indicadas en el latido, pero los limites entn- 
Santa Fe y Córdola, en la sección (pie afecta a este pleito fue- 
ron trazados solamente por el comisionado de Santa Fe, pues 
el de Córdoba, pretextando circunstancias del momento, se au- 
mentó en busca de instrucciones de su gobierno mientras el 
ingeniero don Toribio Aguirre. representante de la primera, 
quedaba sobre el terreno adelantando los trabajos de la de- 
marcación que quedaron terminados en 1885 en la forma que 
desde entonces ha quedado establecido. El límite interprovin- 
eial. así fijado, corre sobre el costado Sud Oeste de los terre- 
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m reclamados po r U^rg con titulo de Córdoba y es la li- 

' ,Ca qU vU r ° í,UÍS de ÍS - '+ a ' mrccc con los nú- 

meros IV XXXV, XXIV, XVII y V, y con arregio a el 
todos los terreno, en cuestión quedan en territorio santafecmo 

A«,í?r Ue ^ , deniarCadÓn 1,evada * cabo por el comisionado 
Aguirre constituye un acto de la mayor trascendencia en d ca- 

ormal y publica la extensión y la efectividad de los derecho, 
de junsd.cc.on propiedad y posesión ( ,ue Saiíta Fe se atribuía 

i/ÍZm" ÍS»* 51 * Cstaria 9 «o bien trazada, pero 
t> indudable que deben reconocérsele todos los efectos consi- 
guientes a u n acto jKisesorio perfecta- neme caracterizado. 

Que. aparte de la demarcación, Santa Fe ha ejecutado 
sucesiva y pubhcamente, por mucho tiempo, actos de jurisdic- 
ción y de dominio sin que Córdoba o sus sucesores trataran 
le imped.rlo. En efecto, una vez trazada la línea pudo compro- 
barse que en virtud de una venta hecha anteriormente a don 
Honor o Btgand faltaban diez leguas y treinta v dos milé- 
simas de otra para integrar l a superficie de treinta leguas que 
como lo expresa ] a demanda había sido escriturada a lo. se- 
ñores López y Arias por el gobierno de Santa Fe y que en 
virtud de trasmisiones sucesivas llegaron a pertenecer a los 
demandados. Para proveer a la integración correspondiente 
dicho gobierno a solicitud de parte, mandó reservar por de- 
creto de 28 de febrero de t88ó esas diez leguas v treinta y dos 
'"desunas que faltaban en otra superficie situada junto o co- 
lindante con el resto; y ese decreto constituye un nuevo acto 
de deposición que exteriorizaba y afirmaba una vez más el 
ejercicio de derechos de propiedad sobre los terrenos a reser- 
varse, comprendidos todos, ai Este del límite interprovincial 
amojonado por Aguirre, es decir, dentro del territorio que 
.Santa Fe se atribuía en posesión y dominio. 

Que a ello se agrega como acto posesorio la mensura ad- 
ministrativa ordenada por el mismo gobierno con el objeto 
de hacer efectiva la integración a López y Arias v llevada a 
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efecto en 1888 y ejecutada por el ingeniero don Enrique Fos- 
tiT, como asimismo la mensura judicial solicitada por los de- 
mandados a raiz del decreto de 28 de febrero de 1886 y lleva- 
da a cabo por el misino perito señor Foster, sin encontrar opo- 
sición alguna en la i*arte que ahora se discute con título de 
Córdoba, La única protestada levantada fué la que diciéndose 
titular de Santiago del Estero y sobre una fracción de campo 
distinta de la que se cuestiona en el pleito, formuló don José 
Scelier, quien resultó vencido en el juicio respectivo. 

(¿ue tos demandados tomaron posesión efectiva de todas 
las tierras reservadas, dentro de las que están comprendidas las 
que son objeto del pleito, a raíz del decreto de 1S86, levantan- 
do poblaciones y haciendo cercar el campo en todo su perí- 
metro, con alambrados que todavía subsisten, sin encontrar 
oposición de [«irte de la provincia de Córdoba nt de sus su- 
cesores. 

Que a partir de la demarcación mencionada, Santa Fe ha 
ejercido constantemente jurisdicción sobre las tierras recla- 
madas haciendo la policía de seguridad, administrando justi- 
cia y percibiendo impuestos. 

Que Córdoba no tenía la posesión de las tierras que se 
reivindican en el momento de la escrituración a Temple, ni 
lia jxidido por lo tanto hacer tradición de las mismas.* Además, 
-lidia escrituración es posterior en fecha a la que otorgó San- 
ia Fe de esas mismas tierras dentro de su jurisdicción. No ha 
podido por lo tantd" trasmitir el dominio, condición indispen- 
sable para que sus causa-habientes puedan ejercitar la acctñn 
reivindicatoría. 

yue admite que pueda reivindicar quien no haya adquirí- 
do personalmente la posesión, siempre que la tuviere su causan- 
te inmediato, 1141 siendo admisible la doctrina de que se pue- 
dan hacer valer los títulos de todos los enajenantes anterio- 
res porque ello importaría echar por tierra el sistema consa- 
grado por nuestro código para la trasmisión del dominio- 
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*ft n,ayor ¡ la ¿lá&S£ n'líSSF* * 

ilen unir a la suya propia. qot !»• 

cial de ,88,, „ue dtó cS' de t ,m "P™v¡„- 
referencia, sería de Cr « L"*T ! '° 5 lerr ™ os * 
en idéntica situactó,, y „„e L , SC enc0l " ra ™ 

do anleriormente a aluel col ™ * vendí " 

q«e los terrenos a u * „ Sg 3? ° 

territorio cordobés - ñero w ^ deillro deI 

U demanda versa snlm L 1 « * d 

p-eríondad n^sa^rsíSá^ - 

ser resuelto con arrezo - ' , C SO del * 

*ea por sus sucesores. 1 fiMinla Fc - 

Que a la fecha en que Córdoba escrituró 
remoto de, ador, la .ierra que le q £ ^™£r^' 
.aba ya en poder de los demandólos. *» i crmsecueñeia el re 
vacante care« de titulo anterior a la 
y sur^e U tó „ , art cu , o m Jgj 

£lr la el ** re,v,ndira " te lúe proU.se £ der«h„ , 
uaT T P ° S " :r,0r ° *! ** *¿ « de-na„- 

,id, i" * Í "" :n,a ? ^ «•» <Bdw ha sido tc- 

■»da por la provea de Córdoba causante remoto de mV'g. 
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Malbrán y Temple, se empeoraría la si t ¡nación del deman- 
dante» reconociéndose implícitamente que la demanda estaba 
mal entablada en cuan (o en realidad no invoca la jiosesión de 
dicha provincia sino la del señor Malbrán. Ello importaría, 
por otra parte, modificar los términos de la demanda alteran- 
do la situación creada por la litis cotttestatio, lo ([líe no es ad- 
misible en presencia de los artículos 58 y concordantes de la 
ley de procedimientos número 50. 

Que, por lo demás, Córdoba no ha tenido en ningún mo- 
mento y mucho menos a la fecha de la escrituración a Tem- 
ple la posesión de esas tierras, desde que con mucha anterior i- 
<lad, y por lo menos a partir de la demarcación de Aguirre, tan- 
to los demandados como la provincia de Santa Fe mantenían 
allí una posesión efectiva pública y constante, excluyente de 
tuda otra posesión (artículos 2401 y 3270 Código Civil). 
Cuando Córdoba escrituró a Temple esas tierras, habían sido 
ya escrituradas por Santa Fe a los demandados, y esta escri- 
turación había sido precedida de mensuras, deslindes y amo- 
jonamientos que importaban reiterados actos de posesión. 

Que en el más desfavorable de los casos, siempre sería im- 
procedente la acción entablada con arreglo al articulo 271)3 
del Código Civil, porque los litigantes invocan títulos emana- 
dos de diferentes personas y. por lo tanto, aún suponiendo 
que fuese imposible establecer cuál de los enajenantes era el 
verdadero propietario, la presunción favorecería a los deman- 
dados como poseedores del inmueble reclamado. Para llegar 
a una solución distinta seria menester que se demostrase que 
Córdoba 1 labia sido el verdadero propietario de lo que se rei- 
vindica, lo que no es admisible dados los antecedentes relacio- 
nados. El señor Malbrán, causante del actor, no mencionó ja- 
más otro titulo que el de Santiago en las múltiples gestiones 
<[ue hubo de realizar con respecto a la tierra discutida. 

<Jne en cuanto a los derechos que alega el actor como ema- 
nados de la provincia de Santiago del Estero, debe manifestar 
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que no se encuentran justificados por (falo válido A lili , 
ese «,««,,. esencia! ., demanda £ SRS&ilfi? dc 

Z " 7 J aSOS "'"e*™ '««wncia podría ejercer „ 

favor ,Ie una acción rcinvindicatoria carente de Htub. V 
"as antecedente «i, lln a posesión ¿ "X I nii * ™" 
reconoce inexistente en la ^dualidad rñrf 11 ? y <l '" i * 
"•ente de que e, propio ££S£2£ ^^^S 
con,,. es,a .«.sesión serian ineficaces en'e, ^ j • ^ ^'J 
^c a p.,sesK,n nada .¡ene de común con g derecho de pot.t 
porque la posesión se pierde por quien deja que otro ta t^o 
y «a mantenga por el término de „„ , ñ „. . ,Z„ «I 5íS 

interno 'tfí* f **** " &r efectos de un 

SfiLl^A ■ * ,Cg! " n el ' uici " wdi -rio de 
re.n,,nd.cac„ n. Aquel es „„ remedio concedido aún al que no 

es dueño „, „e„e derecho de poseer r hasto cu contra de, m" 

™ <>"•». para impedir que se turhe arlmra^men.e 

I™" -"-''"«'«'oria persigne el reconocimiento del de.^ 
eho de prop,edad y no se concede sinó al que es propietario 
Que sus representados, antes como después del inter,licto 
Y eontinuado hasta c, presente en posesión 
de las tierras a qm d.scutidas. U existencia del posesorio lio 
soto „„ ,,e„e influencia en e, petitorio para es.abíecer c a ? . e 
erd.ulero pr„p,e.ar>n. sinó que ni siquiera ha tenido fc £ 

MWbrtn habri podido iniciar juicios posesorios con los resulta. 

tSSS .r , " *S * ^ Pero no habiente 

operad, a re,me B rac,on q„e se .dice fué acordada a su f a ,„ r 

n ™;r: es a*** ,a si, - M¡,in * - wSíss 

en cuanto a h posesión misma. Podría sostenerse quiaá que ñor 

¡mena o ^ff " e ***** 

buena o mala fe ella ha continuado y subsiste hasta hoy. 
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Que los procedimientos judiciales o las sentencias no eje- 
cutadas no constituyen actos posesorios que hagan perder la 
posesión del demandado vencido en juicio posesorio. Tanto para 
la adquisición, como la pérdida de la posesión se requieren acto.; 
materiales, hechos, que en presencia de la cosa ponga a ésta 
a la disposición del adquiriente. 

Que esa misma doctrina es aplicable a la interrupción, la 
ipie tiene lugar por demanda, pero cesa desde que el demandante 
desiste o hace abandono del juicio o de sus pretensiones. 

Que la perención y el desistimiento producen la cesación 
tic la interrupción ; y la renuncia expresa o tácita, antes des- 
pués de la sentencia, acarrea los mismos efectos. De tal manera, 
pues, el antecedente recordado del juicio posesorio seguido por 
Vfalabrán no debe ni puede tener consecuencias para la demanda 
veinvindicatoria, es decir, de dominio, que motiva el presente 
juicio. 

Que Malbrán, y por ende su sucesor Milberg, nc tiene título 
hábil para fundar legalmente sus pretensiones. Más aún : la misma 
tKjsesión en que fueron amparados i»r la sentencia final recaída 
en el interdicto habrá sido una simple posesión de hecho que Ies 
daba únicamente el derecho de solicitar amparo en los términos 
de lo* artículos 2469, 2470 V 2472 del Código Civil, pero no ha 
podido hacerle adquirir el dominio. Para este último efecto, dice 
el articulo 2601, la tradición debe ser hecha por el propietario con 
oajweidad para enajenar; el art. 2602 agrega que ha de ser 
por titulo suficiente para transferir el dominio; el 2603 declara 
ijiie los únicos derechos que pueden transmitirse por tradición son 
los propios del que la hace y finalmente, el 2357 establece que la 
¡«(sesión será legitima cuando sea el ejercicio de un derecho real 
constituido de conformidad a las disposiciones del código, e ile- 
gitima, cuando se tenga sin título o por un titulo nulo o cuando 
se adquiere del que no tenía derecho para trasmitir la cosa. 

Que Malbrán no ha podido trasmitir ningún derecho legiti- 
mo a Milberg por cnanto su titulo adolecía del vicio de nulidad. 
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m d m*%m la demanda .,., c canias comprados 
m don Adolfo Carranza al gobierno de Santiago del Estero 
tucron objeto efe una mensura administré ¡va enmendada al 
?WW«» ' * q«« el m^ctonado perito no 

im k$ tttftt adquiridas de acuerdo con los títulos respec- 
tos y con el plano de Hildebrand que bahía servido fifctó 
para h venta a,,,,,, silencia también que el señor Virasoro se 
. a Vts o oW.gado a proceder asi por que el mencionado 
. ^ a n] n dc ^ W cien^ {J „ e en su opinión era im- 
P«Ab oda mvvto que sc sujetase a é en ^ ^ 
Kim lo d.jo el propio i>erito al presentar ,1 gobierno sus traba- 
jos y manifestar las razones que lo habían obligado a apa- 
rarse del plano de Hildebrand y de los clorumen¿ relativo, , 
d.eba .venta en ^ cuanto a la ubicación de las diversa, Éueríes de 
rreno Tal disconformidad de los títulos de Carranza con Ja 
-acón dada „ Virasoro, ha quedado subsiste hasta 
oc a mu que el gobernó de Santiago otorgara otro título que 
e conformara con la nueva ubicación, único medio legal de 

U dominio d lItu | ha de ser aplicable a la cosa que se quiere 
dar o entregar (artículos ^ w . 40I1 y c J onln J s *g 

los terrenos que aquí se discuten coincidan en sil ubicación 

perfecto derecho para desconocer el dominio que se dice tuvo 
Carranza en mayor superficie sobre dichos terrenos. 

iríor" r to r m ,,íz ° ,a dwfl C ~ 

Jtf • * L ™ Ca qÜC **mim el primero „na 

rte de Jas herraj, adquiridas por compra al gobierno de San- 
tm Pero en todo caso la división carecen, de valor MÍ 
¡'"es estaña afectada de vicio de falta de adaptación a Clí-" 
mttes y ubicación dados por los títulos otorgado, a Carranza. 

Que de los antecedentes relacionados por el actor tt$tít- 
ta m "a* ta» adquridas por Lanús y t¿fy fneron cscr ¡. 
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turadas a don Trislán A. Malbrán y otros ante el escribano 
don Nicanor Repetía por el Juez de í' Instancia doctor Ca- 
ray cumpliendo sentencia dictada en juicio con los herederos 
de Lesión (escritura de 5 de agosto de 1891). y que posterior- 
mente, por escritura otorgada ante et mismo escribano, tos 
persona? que habían adquirido dichas tierras en condominio 
con Malbrán cedieron a éste sus derechos (escritura de 16 de 
junio de 1893) , 

Que la escritura otorgada por et Juez doctor Caray es nu-' 
la porque la sentencia, que se hala transcripta en dicho ins- 
trumento público, no dispuso la escrituración forzosa y por 
medio del Juez, sino que declaró solamente que la sucesión es- 
taba obligada a escriturar las doscientas veinte y nueve leguas 
de campo en Santiago del Estero a que se refiere la deman- 
da "dentro del termino de diez días, bajo aj>ercibimiento de 
lo que hubiere lugar por derecho". Ese ai*rcÍbimicnto no era 
ni podía ser otro que resol verse la obligación en el pago de 
daños y perjuicios según el texto expreso del articulo 1 187 del 
Código Civil y, en consecuencia, al decir rt presentante de la 
sucesión, como al manifestar que procedía en ejecución de la 
sentencia dictada, incurría en error y contrariaba abiertamen- 
te lo dispuesto en el mismo fallo, lo que vicia de nulidad ab- 
soluta y manifiesta el titulo de Malbrán y, por L taato el de 
Milherg que de aquel emana, en los término.* de los articulo-, 
10^8. 104J. 1044. 1161, 1905, 19,11 y tantos otros del Código 
Civil. Et Juez doctor Caray extralimitaba así su mandato, pu- 
diendo agregarse de otro punto de vista, el magistrado aludi- 
do no tenia la representación de la sucesión, y fuese para es- 
criturar, ya para cualquier otro fin. desde que esa representa- 
ción no le tiabia Sitio conferida por los interesados ni le cn- 
nespondia por ministerio de la ley. 

Que las nulidades en cuestión pueden ser alegadas por los 
terceros dado su carácter de absolutas. 

Que esa misma nulidad ha sido ya juzgada y declarada 
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l>or sentencia recaída éri el juicio seguido por el mismo señor 
Valhran con do„ Heraclio Román ante el juzgado Federal de 
C-rdoLa, a q Ue frj ctmf¡rmada ^ |g 

dera] de .Apelación. 

Que el derecho de los demandados se encuentra, además 
amparado por una prescripción amplísima cumplida de acuer- 
- o con l0f artículos 3947 y m * del Código Civil, pues uniendo 
1 pOSCSmn a ,a íIe Su * M ™ l'an poseído las tierras redamada, 
durante mas de treinta años. La confusión de limites entre 
Santa Fe y Santiago del Estero cesó de derecho en 1882 en 
virtud del laudo de esta Corte, y de hecho, por la demarca- 
ción y el amojonamiento realizados en 1885. Estando las tie- 
rras cuestionadas totalmente comprendidas en el territorio per- 
teneciente a Santa Fe según aquella demarcación, los dere- 
chos santafecmos de posesión y dominio, y ! os de los deman- 

S $ tanto ' * ^ origen de ía indivisión 

{Código Ovil, articulo 2695). y tiene en su apoyo una pres- 
cripción verdaderamente inmemorial. 

Que, por lo demás, teniendo los demasiados titulo v 
buena fe se hallan habilitados para invocar la prescripción or"- 

dfgoavt afi ° S m los términos de ' articuío * m <Icl c "- 

Que a mérito de las consideraciones expuestas solicita el 
reciiazo de la demanda, con costas. 

Habiéndose corrido traslado de la prescripción alegada v 
evacuado que fué por los representantes de la provincia de 
Santiago del Estero (fojas 144). y de don Juan Caríos Mil- 
berg (fojas 153), se recibió la causa a prueba por auto de fo- 
jas 104, produciéndose la que expresa el certificado de fojas 
■070. Ett segtnda se agregaron los alegatos de las partes y se 
llamaron los autos para pronunciar sentencia, y 

Considerando : 

1." Que dada la circunstancia de invocarse por el reivin- 
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dicanle titulos que originariamente emanan de distintas provin- 
cias; que han reconocido como titulares a diferentes personas 
hasta llegar al causante inmediato del actor; y que lian stdo 
materia de impugnaciones particulares, corresponde examinar 
la acción promovida con relación a cada titulo separadamen- 
te, sin perjuicio de pronunciarse previamente en cada caso 
acerca de la prescri|K¡ó:i adquisitiva, tanto ordinaria como ex- 
traordinaria, alegada por los demandados. 

¿," Que con titulo proveniente en su origen de la provin- 
cia de Santiago del Estero el actor reivindica una fracción dé 
campo situada en una sección territorial que según lo reconn- 
sen los litigantes se encuentra actualmente bajo la jurisdicción 
de la provincia de Santa Fe compuesta de una Superficie de 
trece mil seiscientas noventa hectáreas, ocho mil quinientos 
treinta y ocho ;vctros cuadrados y designada, tanto en el | da- 
ño producido conjuntamente con la demanda I fojas 14^. o uno 
en el presentado por el perito Jilguera f fojas 1063), con 
los números V, XV, VIII, XII, O, II, III. XXXV1H. f,X. 

xxxi x. xxxv. xxiv. xviii. xvn. v. 

.V Q Ut ' con respecto a esta fracción de inmueble, que 
comprende la mayor pane de la tierra reclamada, no han acre- 
ditado los demandados haber ejercido la posesión durante el 
tiempo necesario para que se operase la prescripción adqui- 
sitiva ordinaria y mucho menos la extraordinaria ( artículos 
3959 y 4 o * 5 <M Código Civil). 

4," Que. en efecto, en el interdicto promovido por don 
Tristán Malbrán contra López Agrelo y demás personas que se 
encuentran demandadas por acción reivindicatoría, interdicto 
motivado por turbaciones en ta posesión de Malbrán sobre 
las tierras que actual rente reclama Milberg con título de San 
tiago del Estero, se declaró que el demandante en aquel jui- 
cio posesorio tenía derecho a ser amparado en la posesión por 
cuanto había comprobado ser ijersoiialmcnte poseedor anual 
a titulo de propietario, independientemente de que como swce- 
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»u poseMon basta la de dicho caúsame, cuyo orimn se ,-n- 

temmeron cu el juicio fuerza de cosa juzgada como ' ic ra 
,,ef,mt,VM roHI>crto 51 ,a P™* 6 " I ^ tomo 83, pajina 228 f . 

e*>r de Malí,™, en (ayor de cuya posesión se falló el Le,- 
Ucu, y antándose de la. mismas ,* rso „as demandadas en el 

!—„, «fe*, p ttC d C invocar en apoyo de sus derecho, 

■los los derechos de dicho pronunciamiento. 

7. a Que independientemente de la p^scHoctón inris et ie 
W* m fttffe del fallo recaído en d posesorio. ,'„ elemen- 
tó? e ,T aP ° rtadOS " ' a CaUSa C ° nClIrr€ " a el 
hecho de la posesioti que se resolvió amparar en aquel pleito v 

reciprocamente, que los demandados no tuvieron fisión dé 
la t.erra disputada con anterioridad a los acto* de turbación 
a que se ha hecho referencia. En efecto, estos actos aparecen 
reamados e„ el mes de marzo de 1890, pocos meses después 
de haberse otorgado a López Agido y condóminos, por el go- 
bernó de Santa Fe, la escritura de venta de las diez legua, 
en concepto de indemnización y a rais de haber gestionado v 
obtenido Jos compradores autorización gul*rnativa para alam- 
brar el ^mpo adquirido. En presencia de esa concordancia d, 
fechas y de las pruebas concluientes de la posesión de Carran/a 
y de sus sucesores, especialmente de Malbrán, que se anali- 
zan en el fallo final del interdicto, resulta con evidencia que 
basta el momento de producirse los actos de turbación materia 
de aquel jmcro, la posesión de la tierra cuestionada la ruvit- 
ron «• sucesores de la provincia de Santiago del Estero, sin 
nue hayan logrado debilitar esa convicción los dichos de los 
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testigos propuestos en el juicio actual por la pane demanda- 
da, porque son tan ambiguas sus declaraciones que no permi- 
ten discernir si se refieren al campo adquirido en 1889 o al 
•jiie compraron López y Artas en 1883 al gobierno de Santa 
l ; e y que más tarde pasó al dominio de los dcntawlados . 

8." Que, en consecuencia, delw tenerse Cómo un ltcclio de- 
íinitivamenie establecido que los demandados o sus causantes 
no tuvieron la posesión útil de la tierra cuestionada antes de 
la tur Ilación que dió lugar a la acción posesoria, desde que la 
sentencia recordada declara que la tuvieron Malbrán y sus 
causantes y que no es concebible la co-existencia (le dos pose- 
siones iguales y de la misma naturaleza sobre, la nt«ma cosa 
\ Código Civil, artículo 2401). 

Que en cuanto a la posesión que se inició con los men- 
cionados actos de turbación, quedó indudable nente interrum- 
pida por la iniciación del posesorio. El principio de derecho 
según el cual la interrupción de la prescripción no se entiende 
de causa a causa, no tiene aplicación en el caso sub lite, toda 
vez que la prescripción alegada en el petitorio se funda en la 
misma posesión (pie fué materia del interdicto y i»rque ha- 
bría evidente incongruencia en computar para la adquisición 
riel dominio el tiempo corrido mientras se está discutiendo an- 
te la justicia la existencia y la legitimidad de la misma pose- 
sión que se invoca para prescribir. La demanda, ya sea en 
el posesorio o cu el petitorio, constituye una causa tnterruptiva 
de la prescripción con arreglo al articulo jfjBfi del Código Ci- 
vil porque en cualquiera de tos casos es un acto judicial contra 
el poseedor con el fin de obligarlo a restituir la cosa, que ha 
usurpado, y satisface por lo tanto, el requisito exigido por el 
texto legal y los motivos de orden jurídico que informan la 
disposición . 

10. Que, por lo demás, la demanda en el posesorio ha pro- 
ducido en el caso de que se trata un efecto de mucha mayor 
trascendencia que la simple interrupción de la prescripción. 
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pues por el hecho de haber sitio promovida dicha acción den- 
tro del año y de haber obtenido en definitiva un resultado fa- 
vorable, los tafea de turbación no llegaron siquiera a afec- 
tar la posesión de Malbrán (Código Civil, articulo jggg). 

íí| Que la interrupción producida 1Mjr la demanda en el 
posesorio ha perdurado durante todo el juicio hasta él 12 de 
octubre de .903, fecha de la .sentencia de última instancia qu, 
aniparo la posean dallos, tomo 86, página 441». y tomo U 
pagina 403, entre otros) . 

■ 

12." Que aún .admitiendo q lie dicha sentencia nu hubiese si- 
do ejecutada, «mío lo sostienen los demandados, tal tía-ttm- 
tunera no produciría el efecto de borrar las consecuencias de 
la demanda, desde que ese resultarlo sólo se obtiene po r el 
desestiman de la acción, por la deserción de la instancia o 
por la absolución del demandado (Código Civil, articulo *<$ 7 ) 
ninguno de cuyos extremos concurre en la especie stíb lite co- 
mo lo demuestra el hecho de haberse continuado el juicio por 
todos sus trámites hasta terminar con [a sentencia condena- 
toria contra los autores de la turbación. 

U.° Que el único efecto que ha podido surtir la falta de 
ejecuemn de la sentencia recaida en el posesorio, es que los 
Garandados hayan comenzado a poseer útilmente el inmueble 
cuestionado, esto es, que pueda computárseles a los fines de la 
prescripción la posesión ejercida a partir de la fecha de dicha 
sentencia. 

i*f Que esa posesión es a todas luces insuficiente para 
producir la adquisición del dominio, por cuanto desde la fechn 
de fallo reendo en el interdicto (octubre i.' de I9 oj), hasta 
la de la presentación de l a demanda en el presente juicio pe- 
rdono (julio 25 <fe m®. no han transcurrido ni siquiera los 
diez anos exigidos como -minimum" de tiempo para la pres- 
enpoón adquisitiva. 

I5'° Que descartada esa defensa dé preferente considera - 
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dón, corresponde examinar si el actor ha producido titulo que 
haga procedente la reivindicación de las trece mil seiscientas 
noventa hectáreas, ocho mí! quinientos treinta y ocho metro/, 
cuadrados fie cuya prescripción se ha tratada precedentemente. 

16. " Que con arreglo a la doctrina consagrada por los ar- 
tículos ¿;«9 y 2790 del Código Civil, la acción reivindicatoría 
debe necesariamente fundarse en título que compruebe el de- 
recho a t>oseer la cosa adquirida con anterioridad a la pose- 
sión que tienen los demandados. 

17. " Que aun cuando la escritura de venta otorgada al 
demandante Milberg por el representante de la sucesión de 
don Tristán A. Malbrán sea de fecha posterior a la posesión 
de Jos demandados, pues, como se dijo antes dicha posesión 
comenzó útilmente el 12 de octubre de 1903 en tanto que la 
compra del actor tuvo lugar el 6 de junto de J9°9. &l ante- 
ce lente no lo inhabilita, sin embargo, para el ejercicio de la ac- 
ción real promovida, desde que puMe invnrw y ha invocado 
los íi lulos de adquisición de sus causantes y la posesión ejer 
cidit por éstos con anterioridad a la época en que los deman- 
dados comenzaron a poseer. 

18. " Que el derecho a invocar los títulos de los causantes 
para hacer viable la acción reí vindicatoria, se encuentra vir- 
anímente autorizado por los ya citados artículos 2789 y 2790 
•me no limitan la exigencia en cuanto a producción de títulos 
a los provenientes de la adquisición del demandante y expre- 
samente lo reconoce Pothter. citado i>or el codificador y cuyas 
doctrinas han inspirado las disposiciones legales recordadas 
("Traite du droit de domaine de propicie'', NV 324 )- El com- 
prador es en el hecho un cesionario de los derechos que el ven- 
dedor tenía sobre la cosa vendida y de las acciones que sobre 
ella le competían, doctrina que esta Corte ha aceptado al de- 
clarar: "Que aunque en mérito de las precedentes considera- 
ciones el demandante no ha podido promover el juicio en el 
concepto de nacer la acción reivindicatoría de su propio domi- 
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nio ( ha podido liacerlo ejercitando en su interés f as acciones 
de su causante, porque la escritura «Je fojas primera impon a 
una cesión de acciones permitida con arreglo a la disZ^ón 
contemda en el artículo 14 44 del Código Civil, y pueMo u 

: S y Si ^ nt « Paiten hacer valer co Ira e 

poseedor mulos de propiedad anteriores a su posesión aunque 
22» no se refieren a ,a fecha de, del reivindican^ miZ" 
dallos, tomo 183, papuas 223 y 228). Esa es también, la inte- 

Sr Ia qu c n dad r v os artícu,os 2?89 » « áS 

«tado las Cámaras de Apelaciones en lo Civil de la Capital 
(véase: Amules Noé «versus" Juan B. Duc, Cámara 1.» sen- 
tencia de 31 de octubre de 1911 : y Rcvello y Beraldo "versus" 
toü» Labore, Cámara 2,, sentencia de 3 de -septiembre de 

mÜl QUe , Cl Ínm " eble de qUC 96 tnlla se e ""«"t^ com- 
pren ido en las sebientas ochenta leguas compradas por don 
Adolfo E . Carranza al gobierno de la provincia de 

17 de d,cien*re de 1870 y , ,8 y , 9 de enero de 187, cuyo, 
estrmomos se hallan agregados de fojas 485 a fojas 051T 
los presentes autos. m 

so." Que la posesión de dichas tierras fué adquirida por el 
comprador en virtud de la mensura y amojonamiento realiza- 

limonado de fojas m y siguientes, operaciones que han si- 

&ffi&s í ? uici0 de fnterdicto co ™ ¿¿ ft£ 

da de a posean de los causantes de Malbrán y que esta mis- 

mSS r í™? e " tambÍén Cfa ^ Ia I™*"* de 
Santa Fe ha temdo oportunidad de juzgarlas como actos po- 
sesorio* de los sucesores de Santiago del Estero (Fallos to _ 
mo 27, página 334 ). 

ai. 8 Que las suertes adquiridas por Carranza, en las que 
se hallan comprendidas las tierras cuestionadas en el caso Z 
Me, son fas designadas en los títulos de adquisición, en la 
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mensura de Virasoro y en el plano de fojas 1055, con los nú- 
meros uno, ochenta y nao, ochenta y dos, ochenta y seis, óchen- 
la y siete y ochenta y ocho del lote seis, sección Este (infor- 
me pericial áz\ ingeniero Higuera, fojas 1065). 

22. " Que todas esas suertes quedaron comprendidas en la 
venta de doscientas veinte y nueve leguas y fracción de otra 
,[iie Carranza hizo a ta sociedad Lezica y Lanús por escritu- 
ra de fecha 29 de noviembre de 1881 otorgada en el Registro 
«le esta Capital a cargo del escribano don Ramón J. Lagos 
(testimonio de fojas 443). y protocolizada en Santiago del Es- 
tero el 10 de marco de 1888 en el Registro del escribano José 
R. Díaz. 

23. a Que don Ambrosio Plácido Lezica por transacción 
con sil soTio don Anacarsis Lanús, se hizo cargo del activo y 
pasivo de la sociedad Lezica y Lanús, adquiriendo asi el domi- 
nio exclusivo sobre las tierras compradas a Carranza. La su- 
cesión de Lezica fué condenada más tarde a otorgar escritu- 
ra pública de compra venta del expresado inmueble a favor 
de don Tristán A. Malbrán cesionario de los derechos confe- 
ridos a don Federico Olivencia en un boleto de venta suscrip- 
to por aquel causante ; y el Juez de dicha sucesión doctor An- 
gel Caray, <lando cumplimiento al mencionado fallo, otorgó la 
escritura' respectiva -a favor de Malbrán. de don José Maria 
Rosa v de otras personas más, por haber manifestado et pri- 
mero de los compradores nombrados que la adquisición de los 
derechos de Olivencia, hecha en su solo nombre, correspondía 
,-n realidad a todas las personas designadas. Los antecedentes 
relacionados se encuentran transcriptos en la escritura otor- 
gada por el Juez doctor Caray, el 2t de octubre de 1891 en el 
Registro del escribano don Nicanor Rcpetto (testimonio de fo- 
jas V )i l. v protocolizada en Santiago del Estero el 22 de agos- 
to de 1892 en el Registro del escribano Absalón Arias (fo- 
jas 789 > 

J4." Que todos los eundómino* de Madbrán vendieron a 
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éste sus respectivos derechos sobre el inmueble de que forman 
parte las tierras cuestionadas, ¡xir escritura otorgada el 16 de 
junio de i 8i>3 ante el mismo escriUmo Nicanor Rejwtto, pro- 
tocolizada en el Registro de Santiago de. Estero de don Her- 
menegildo liasualdo el 28 de octubre de ir/xj extendida en 
el Registro del escribano el esta Capital don Carlos de la 
Torre y protocolizada en la ciudad de Santa Fe ante el escri- 
bano don Domingo Sañudo el tj de agosto de ese año (testi- 
monio de fojas 4 », los herederos de Mnlbrán vendieron ai actor 
las tierras, acciones y derechos reclamados en el presente juicio 
rei vindicatorio, entre las que se encuentran comprendidas las 
trece mil seiscientas noventa hectáreas, ocho mil (pimientos 
treinta y ocho metros cuadrados cuyo título se investiga, que- 
fiando asi establecido por medio de transmisiones regulares, 
sin solución de continuidad, el vinculo de derecho desde Ca- 
rranza, primer adquirenie por compra al Estado, hasta el de- 
mandante Milberg. y, por lo tanto, acreditado título bastante 
a [os efecttis de la reivindicneimi desde que tanto el de Carran- 
za como el de Malbrán son anteriores a la posesión de To> 
demandados. 

25 .° (Jhc el antecedente de haber vendido la provincia 
de Santiago del Estero a don Adolfo K. Carranza tierras que, 
que por fa demarcación de limites efectuada en cumplimiento 
del convenio intcrprovincíal aprobado por ley nacional de 13 
de noviembre de 1886 y del laudo pronunciado por el arbitro 
doctor Pellcgrini, han quedado dentro de la jurisdicción de la 
provincia de Santa Fe, no perjudica la legitimidad del título 
fie dominio de aquel adquirente desde que por el artículo 2." 
del expresado convenio quedó estipulado que: "la provincia 
de Sarttá Fe respetaba los derechos legítimamente a|qiiíi|dos 
por los particulares en virtud de enajenaciones de tierras he- 
chas pw el gobernó de Santiago del Estero al Este de la men- 
cionada línea divísora". A mérito de la convención precedente- 
mente transcripta las enajenaciones de tierras que, como una 
pirte de la vendida a Carranza quedaron por razón del tratado 
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i! oriente de la linca designada como limite común de tas 
provincias contratantes, y por lo mismo en territorio de la 
provincia de Santa Fe, deben juzgarse como si hubieren sido 
realizadas por el gobierno de este último Estado siempre qui- 
los derechos hubiesen sido legítimamente adquirirlos por los 
sucesores de Santiago del Estero. 

Jt." (¿ue en las condiciones previstas en el tratado |e 
i nenenira la tierra cuyo don linio se discute en el actual litigio 
inda vez que las suertes en que se hallan comprendidas aquellas 
fueron vendidas a Carranza, causante remoto del actor, obser- 
vándose los requisitos dé forma exigidos por; la ley, pues, los 
ri-pectivos contratos de venta fueron celebrados en escritura 
pública, según puede observarse en los testimonios corrientes de 
ís. 485 en adelante. Además esas ventas las hizo el gobierno de 
Santiago del listero con anterioridad de más de 15 años respecto 
a la fecha del tratado de limites de 1885, dando la posesión al 
comprador poco tiempo después de otorgadas las escrituras 
de venta, por medio de la mensura y amojonamiento practicados 
por el ingeniero Vi raso ro de que se ha hecho mención en con- 
siderandos precedentes (diligencia testimoniada a fojas g<>3). 

27." Que si bien es cierto que Virasoro se vió obligado, 
por motivos derivados de la configuración del terreno, cuya 
mensura se le había confiado, a alterar la forma y aún (a ubi- 
cación de algunas de las suertes adquiridas por Carranza, alte- 
raciones que ]>or otra parte fueron aprobadas por el gobierno 
de h provincia vendedora, ello no podría en ningún caso per- 
judicar la legitimidad de los derechos de Carranza y de sus su- 
cesores sobre las tierras objeto de esta reivindicación, pues, 
entre Otras razones, las suertes en que se hallan comprendidas 
dichas tierras no aparecen modificadas en la forma ni en la 1 
ubicación tpic les correspondía con arreglo a los títulos otorga- 
dos por el gobierno ríe Santiago del Estero y al plano de Hil- 
debrand que sirvió de base para la venta. Según resulta de la 
propia mensura de \ ¡rasuro, las suertes cuya ubicación fué 
modificada son otras distintas de las que encierran las tierras 
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reivindicadas, circunstancia que por si sola demuestra la falta 
de fundamento d* la impugnación hedía al titulo de Carran- 
za, sr,brc todo si se tiene en cuenta que la adquisición «le éste 
no se hizo en un solo inmueble, ni en una sola escritura, sin-j 
en tantos actos jurídicos independientes como suertes se|)a- 
racíás Había denunciado y sol ¡citado en compra dicho causan- 
te > W í° ,as Wróií debidamente ubicadas por el perito 
medidor no pueden resultar afectadas por los errores o defi- 
ciencias cometidas respecto de otras. 

28." Que es exacto que por el convenio preliminar de 28 
de junío de 1872 don Adolfo E. Carranza se obligó a vender 
a Lezica y Lanús dos sextas partes de las seiscientas ochenta 
leguas adquiridas del gobierno de Santiago del Estero y una 
sexta parte a don Alejo Arocena sin determinar la ubicación 
de las partes vendidas ni las suertes que comprendían, pero 
es también incuestionable que al otorgarse la escritura defini- 
tiva ile compra venta en 1881 (testimonio de fojas 413), ya 
«suba terminada y aprqbada la mensura de Virasoru que ha- 
bía ubicado las ciento sesenta y cinco suertes que formaban la 
totalidad del titulo de Carranza y las había distribuido entre 
éste vendedor y los compradores, de tal manera que al otor- 
garse la escritura precedentemente recordada se determinaron 
las suertes correspondientes a Lezica y Lanús y a Arocena, 
designándolas por sus números, situación y linderos, con re- 
ferencía a la mensura y división pract ¡cadas por el menciona- 
do perito. En consecuencia, carece de todo fundamento la ob- 
servación que hacen los demandados al título del actor basán- 
dose en la falta de división entre Carranza y sus sucesores Le- 
zica y Lanús. 

2y." Que es asimismo infundada la objección al título del 
actor que se basa en que Lezica y Lanús adquirieron en su 
nombre particular y no como miembros de la sociedad mer- 
cantil que operaba en la plaza bajo una forma social las tie- 
rras compradas a Carranza, pues la escritura testimoniada de 
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tujas 413 prueba plenamente que ta adquisición !a efectuó don 
Ambrosio plácido Lczica en el carácter de socio y represen- 
tante de la razón social Lezica y Lanús. 

30." CJuc no puede hacerse cargo esta Corte de la objec- 
ción al tiiuli» del actor fundada en la nulidad de la escritura de 
venta de las doscientas veinte y nueve leguas y fracción de oí ra 
otorgada por el Juez de Primera Instancia en lo Civil de la 
Ca]>tia 1 actuando a nombre de la sucesión de don Ambrosio 
Placido Lczxa, en favor de don Tristán Malbrán y eo, nor- 
tes l escritura de 3 de agosto de 1801 extendida en el Regís- 
tro del escribano don Nicanor Repetioh El Juez local de la 
Capital, al resolver que se otorgara la esc ritma no obstante la 
oposición de los herederos de Lezíca y al otorgarla a nombre 
de la testamentaria vencida en el pleito sobre escrituración, in- 
terpretó y (lió cumplimiento al fallo definitivo pronunciando 
en dicho juicio, obrando con jurisdicción incuestionable en «ÉQ 
y otro caso, toda vez que como juez de la causa era el compe- 
tente para ejecutar la sentencia pronunciada, y. por lo tanto, 
para fijar su verdadero alcance. Los errores de carácter ju- 
rídico en que haya incurrido dicho magistrado o los vicios do 
procedimiento que pudieran haberse cometido al dar cumpli- 
miento al fallo recordado, han debido encontrar su justa re- 
paración dentro de la misma jurisdicción local en que se dic- 
taron las resoluciones aludidas y se otorgó el acto jurídico im- 
pugnado: y sólo habrían jxidido traerse a 1> justicia nacional 
para su revisión en virtud del recurso extraordinario autori- 
zado \nw el artículo 14 de la ley número 48. Así lo ha resuel- 
lo reiteradamente esta Corte por aplicación de los preceptos 
consagrados en los artículos 7 y 105 de la Constitución (Fa- 
llos, tomo 5, página 59; tomo 13, página 415; tomo 112. pá- 
gina 32: tomo 120, página 36; y otros). Mientras esos mis- 
mos tribunales locales no declaren a requisición de parte legí- 
tima ¡a nulidad de las actuaciones judiciales y de la escritura 
púbüca que se impugnan como violatorias de disposiciones de 
la legislación civil, procede tenerlas por válidas y acordarles 
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toda la fe y crédito que como tales les corresponde en la juris- 
dicción en que fueron practicadas (Código Civil, art. 1046). 

31. " Que la sentencia que se dice pronunciada en el juicio 
que sostuvo M;:lbrán con don Heraclio Román y que aparece 
haber terminado [Kir sentencia de la Cámara Federal de Ape- 
lación de Córdoba dictada en favor de tos derechos del últi- 
mo de los nombrados, no puede oponerse al actor porque, entre 
otras razones, no se refiere a la misma cosa que se controvier- 
te en el presente caso ni intervinieron en aquel juicio las mis- 
mas partes que litigan actualmente. 

32. " Que contra el título del actor, cuyo origen remonta 
a Jas enajenaciones de la provincia de Santiago del Estero de, 
los años 1870 y 187 1 a favor de Carranza, los demandados 
oponen, — aparte de la prescripción adquisitiva precedente- 
mente examinada, — título otorgado por la provincia de San- 
ia Fe, de fecha 24 de abril de 1889. 

33. ' Que habiendo adquirido Carranza y sus sucesores el 
dominio de ta tierra que se reivindica con anterioridad al tra- 
zado interprovincial de 1886 en cuyo articulo 2. la provincia 
de Santa Fe se obligaba a respetar las enajenaciones efectuadas 
por el gobierno de Santiago del Estero al Este de la linea li- 
mítrofe convenida, la primera de las provincias mencionadas 
no ha podido trasmitir sobre las mismas tierras ya enajenadas 
por el otro Estado y adquiridas por los compradores con arre- 
glo a las normas del derecho común, ningún titulo legítimo, 
desde que al dar validez a los referidos actos de disposición de 
Santiago del Estero, con aprobación del Congreso de la Na- 
ción, reconocía la propiedad de los particulares adqtii rentes. 

34 o "Que lo estipulado en esta cláusula del compromiso 
arbitral, ha dicho esta Corte al resolver una causa regida 

" por un tratado interprovincial análogo, importa desprender- 
se cada una de las partes contratantes de sus derechos de 

" propiedad sobre los terrenos ubicados en su propio terri- 
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" tui ¡u que. a la fecha del convenio, hubiesen sido enajenados 

" por la otra, y reconocer como únicos y legítimos propieta 

" rios a los ¡articulares adquirentcs de buena fe; resultando de 

" aquí que las enajenaciones posteriores a dicho compromiso 

" hechas por algunos de ellos de terrenos ya enajenados, se 

" hallan en el mismo caso (pie las ventas de cosa ajena, las 

" cuales no tienen valor alguno ni ¡Hieden perjudicar el de- 

" recluí del verdadero propietario" (Fallos, tomo 30. página 

35. " (Juc en tales condiciones y aún cuando los litigantes 
invoquen títulos de adquisición provenientes de diferentes per- 
sonas no es sin embargo de aplicación el principio consagra- 
do por el articulo 2792 del Código Civil. Kste principio, según 
los propios términos de la disposición legal, sólo rige cuando 
nu se puede establecer cuál es el verdadero propietario, lo que 
no ocurre en el caso sub lite en el que se ha comprobado ple- 
namente que la ¡jarte actora tiene titulo legítimo que le con- 
fi&Ü el derecho a poseer la llena que >e discute, otorgado ori- 
ginariamente ¡>or la provincia de Santiago del Estero que te- 
nia facultad para darlo, trasmitido en legal forma hasta el actual 
titular del derecho y amparado" por el convenio inter provincial 
de limites suscripto por la provincia de Santa Fe que es el 
causante de los demandados, en tanto que estos 'últimos sólo 
han -exhibido sobre la misma tierra títulos de fecha posterior 
a dicho tratado y por lo tanto otorgado por persona que no 
¡nidia transmitir ningún derecho sobre el inmueble ya vendido 
por la otra provincia signataria, por ser cosa ajena, según la 
expresión empleada por esta Corte en el fallo transcripto. 

36. " Que a mérito de lo precedentemente establecido y de 
lo dispuesta en el articulo 2758 y sus concordantes del Có- 
digo Civil, corresponde hacer lugar a la demanda en cuanto 
se refiere a las tierras originariamente vendidas ¡xir la pro- 
vincia de Santiago del Estero o sea a las comprendidas en los 
¡llanos de fojas 14 y de fojas 1063 dentro de las líneas deter- 
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minadas por los números V. XV. VIH. XII, O .11. III. 
xxxvm. XXXIX, XXXV. LX, XXIV, XVIII, XVII, V. 
coa una superficiie de trece mil seiscientas noventa hectáreas 
ficlio mil quinientos treinia y odio metros cuadrados. 

^7" Que el demandadante ha invocado también título cíiia- 
íiáílo originariamente de la provincia de Córdoba, transmitido 
sucesivamente a don Santiago Temple, a don Tristán Malbrán 
y al demandante Milberg, y que se superpone en parle con el 
del mismo actor proveniente de ventas de Santiago del Estero 
y con el de los demandados cuyo origen se encuentra en las 
enajenaciones de Santa Fe. 

38." Que estando reconocido en los consideran dos anterio- 
res el derecho del actor para reivindicar la parte de la tierra 
cuestionada cuyo título originario emana tlel gobierno de San 
liago del listero, corresponde ocultarse solamente de las frac- 
ciones de tierra reclamadas en virtud de titulo proveniente en 
su origen de la provincia de Córdoba que no se encuentren 
comprendidas dentro del primer título ya dilucidado. 

39" Que en tales condiciones se encuentran: a) el trián- 
gulo designado en los planos de fojas 14 y fojas 1063 con los 
números XVII, VIII, XX IV, con una superficie de quinien- 
tas doce hectáreas cinco mil doscientos cincuenta metros cua- 
drados; b) el triángulo XV, XIV. VI, con superficie de ochen- 
ta y tres hectáreas ocho mil setecientos un metros cuadrados: 

c) el triángulo X, IX, XI, con superficie de trescientas diez y 
nueve hectáreas siete mil sesenta y dos metros cuadrados; y 

d) el polígono determinado con los números XI, IX, VIII, XIV, 
VI, XIX, con mil quinientas cincuenta y seis hectáreas, cua- 
trocientos setenta y un metros cuadrados. 

40. ú Que de las fracciones mencionadas, las tres primeras 
se superponen con el título de los demandados provenientes de 
la integración de área acordada por la provincia de Santa Fe, 
según escritura de 24 de abril de 1889, y la última o sea la 
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fracción poligonal (d) se superpone con el titulo provenien- 
te de la venta hecha por dicha provincia a los señores López 
y Ariüs antecesores de tos demandados por escrituras de 18 de 
junio y de 21 de diciembre de 1883. 

41. " Que el demandante hace derivar su derecho a las cua- 
tro fracciones de la compra de su causante Malbrán a don 
Santiago Temple, por escritura de 19 de marxo de 1890 de va- 
rias suertes de campo situadas en el departamento San Jus- 
to, entre ellas las designadas con los números 83 y 84 de ta 
sección B, las que habían sido adquiridas por el vendedor Tem- 
pie del gobierno de la provincia de Córdoba por escritura pu- 
blica de 9 de mayo de 1889. 

42. " Que el actor no ha comprobado haber tenido él o ha- 
berla tenido sti cansante Malbrán o el antecesor de éste don 
Santiago Temple la posesión de las fracciones de tierra de qua 
se trata en el presente juicio o de alguna de ellas, ni ha acredi- 
tado tampoco que su causante remoto, la provincia de Córdo- 
ba, hubiese estado en posesión de dichas tierras cuestionadas 
en la época en que las vendió a Temple dentro de un inmue- 
ble de mayor superficie. 

4.V Que si a ello se agrega el hecho de ser el titulo de los 
demandados anterior en fecha al de Temple, comprador a ta 
provincia de Córdoba, y de hallarse tos primeros en posesión 
de la tierra, debe presumirse en ausencia de prueba en contra- 
rio que poseyeron desde el origen del titulo, conforme a lo 
estatuido en el artículo 4003 del Código Civil. 

44." Que va sea que se compute desde 1883 o desde 1889, 
fechas en que fueron vendidas por Santa Fe las cuatro frac- 
ciones de que se ocupa el Tribunal, es indudable que at tiem- 
1*> de interponerse la presente demanda (25 de julio de 1913) 
había transcurrido con exceso el término de veinte años ne- 
cesario para adquirir la propiedad en virtud de la prescripción 
ordinaria entre ausentes es decir en las condiciones menos 
favorables j>ara el poseedor (Código Civil, articulo 3999) . 
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45." Que los demandados han podido invocar la prescrip- 
ción ordinaria porque adquirieron con justo título y buena fe. 
ho primero, porque el dominio de la tierra disputada les fué 
trasmitido con todas las formalidades extrínsecas exigidas 
jnhr la ley. Lo segundo, porque la venta fué hecha por la pro- 
vincia que ejercía, aunque sólo fuese de hecho, jurisdicción y 
Ijosesiúu sobre dichas tierras y, por lo mismo, le comprendía 
la presunción derivada del artículo 2342, inciso i.f del Código 
Civil. Los demandados tuvieron, pues, buenas razones para 
considerarse propietarios de las fracciones cuestionadas, lo 
que hace suponer la buena fe como poseedores, desde que, por 
otra parte, no se ha probado lo contrario. 

4O." Que no se ha acreditado tampoco ningún acto de in- 
terrupción natural o civil de la posesión de los demandados, 
pues el hecho invocado por el actor, o sea la demanda en el 
interdicto posesorio, sólo comprendía tierras cuyo titulo de 
adquisición se fundaba en ventas efectuadas por la provincia 
de Santiago del Estero, y por consiguiente no abarcaba las 
fracciones de que se trata, las que fueron vendidas origina- 
riamente por las provincias de Santa Fe y de Córdoba y no 
figuran comprendidas en el titulo de Carranza. 

47 " Q«e la circunstancia de no haber concurrido la pro- 
vincia de Córdoba a la demarcación del limite con !a provincia 
de Santa Fe y la de no haber reconocido el trazado por el in- 
geniero Aguirre. no son suficientes para excluir la buena fe 
de los adqutrentes de la provincia de Santa Fe. Para la bue- 
na fe, como elemento de la prescripción ordinaria, no es ne- 
cesario que el enajenante sea el legitimo propietario sino que 
Tas apariencias de su derecho de dominio sean tales que el 
adquírcnic haya tenido serios motivos para creer que contra- 
taba con el verdadero dueño, y. por lo tanto, que entraba a 
poseer como exclusivo señor de la cosa (Código Civil, articulo 
4006). Es eso lo ocurrido en el presente caso, según se ha 
demostrado precedentemente, no siendo óbice para ello el he- 
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cho tic no haberse trazado de común acuerdo el límite de 
las dos provincias, desde que esa es una cuestión de hecho, y 
sin menoscabo de su buena fe lia jtodido ser ignorada por los 
a dqu frentes de Santa Fe. quienes, por otra parte, contempla- 
lian esa cuestión a la luz de la jurisdicción realmente ejercida 
por dicha provincia en los terrenos discutidos y han podido 
creer que esa jurisdicción le correspondía también de derecho. 
Por lo demás, cualesquiera que fuesen los vicios de la pose- 
sión de la provincia de Santa Fe no podrían perjudicar la de 
los demandados que son sus sucesores a título singular y qui- 
no necesitan unir su posesión a la de dicha provincia para com- 
pletar el término de la prescripción (Código Civil, art. 4005). 

48." Que a mayor abundamiento puede agregarse que la 
reivindicación de las cuatro fracciones de que se está tratan- 
do seria siempre improcedente por no haber producido el rei- 
vindicnnte titulo de fecha anterior a la posesión de los de- 
mandados ( Código Civil, artículo 2789) ; y porque si la pro- 
vincia de Santa Fe no pudo vender esas tierras por ser litigio- 
sas, tampoco las habría podido enajenar lícitamente la provin- 
cia de Córdoba . En la duda sobre el verdadero dueño, los de- 
mandados se encontrarían amparados por el hecho de ser po- 
seedores actuales ( Código Civil, articulo 2792). 

4<>" Que, final rente, la acción reivindicatoría comprende 
asimismo el pequeño triángulo designado en los planos de fo- 
jas 14 y fojas 10ÍÍ3 bajo los números VIII, IX, XIV y con 
una superficie de poco más de cinco hectáreas. El demandan- 
te es cesionario de los derechos y acciones de los sucesores de 
MaTbrán sobre esta fracción de tierra y el titulo de éstos se 
superpone con el de los demandados proveniente de las ven- 
tas efectuadas por la provincia de Santa Fe a los señores Ló- 
pez y Arias el año 1883. de las treinta leguas de campo que 
más tarde adquirieron López Agrelo y demás demandados. 

50. Que por tratarse de una fracción de tierra cuya -pose- 
sión por los demandados remonta por lo menos a la época de 
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ia mensura judicial practicada en 1884 por el agrimensor Ba- 
yona a instancia de los compradores, y no habiéndose acredi- 
tado acto alguno de interrupción de esa posesión, pues el in- 
adicto posesorio no comprendió este pequeño ¡n:miebJe, resul- 
ta con evidencia que se ha operado la prescripción adquisitiva 
ordinaria legislada por el artículo 3999 en virtud de haber po- 
seído los demandados con justo título y buena fe durante más 
de veinte años, 

5*° Que a mérito de lo precedentemente expuesto, corres- 
ponde desestimar la demanda en cuanto a las cuatro fraccio- 
nes reclamadas con título emanado de la provincia de Córdo- 
ba y al pequeño triángulo de cinco hectáreas v parte de otra 
reivindicada con título de Santiago del Estero. 

52." Que siendo los demandados poseedores de buena fe, 
pues SU título revestía las formas legales y emanaba de la pro- 
vincia dentro de cuya jurisdicción se hallaban situadas las tie- 
rras reivindicadas. Jo que bastaba para hacerles suponer fun- 
dadamente la legitimidad de sus derechos, la restitución de los 
frutos debe hacerse con arreglo a lo dispuesto en el artículo 
del Código Civil. 

Por estos fundamentos, se resuelve: Primero: condenar a 
ios demandados a restituir al actor dentro del término de trein- 
ta días, el inmueble designado en los planos de fojas 14 y de 
íojas 1063, con los números V t XV, VIII, XII. O. % XII, 
XXXVIII, XXXIX. xxxv, tác, XXIV, XVIII, XVII, o 
sea la extensión en que se superponen los títulos invocados en 
este juicio como emanados respectivamente de los gobiernos 
de las provincias de Santiago del Estero y de Santa Fe, con 
superficie de trece mil seiscientas noventa hectáreas, ocho mil 
quinientos treinta y uclio metros cuadrados, y a devolver los 
frutos percibidos desde la fecha de la notificación de la deman- 
da y de los que por su negligencia hubiere dejado de percibir. 
Segundo : absolver a los demandados de la demanda en cuan- 
to al resto del inmueble reivindicado. Tercero: que las costas 
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se paguen en el orden cansado por no haherse hecho lugar a la 
demanda en loda su extensión y a mérito de la naturaleza de 
las cuestiones debatidas. Noti rítmese y repuesto el papel ar- 
chívese. 

A> BKrmkjo — J. FiguüRoa Al- 
corta. — Ramón MÉNdEZ, 
Robusto Kk^etto — M. Lal- 

RKXCKNA. 



Acordada desujuando conjtteces para ta Corte Suprema v Cá- 
mara Federal de Apelación de la Capital, para el año 1925. 

En Buenos Aires, a los veintidós días del mes de diciem- 
bre de 1924, reunidos en su Sala de Acuerdos, el Señor Presi- 
dente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor 
Antonio Bermejo y los Señores Ministros doctores don José 
Figueroa Alcorta, don Ramón Méndez, don Roberto Repetí o y 
don Miguel Laurencena, con el objeto de formar para el año 
1925 la lista de Conjueces para esta Corte Suprema, a que se 
se refiere el artículo 23 de la ley de Procedimientos, y el in- 
ciso 3.", artículo 1," de ta ley número 4162, la cual es extensiva 
a ta Cámara Federal de Apelación de la Capital, atento lo dis- 
puesto en el inciso 3 artículo 2." de la citada ley 4162, se prac- 
ticó la respectiva insaculación resultando designados los doc- 
tores don Emilio Giménez Zapiola, don Carlos Saavedra La- 
mas, don Adolfo F. Orina, don Rómulo S. Naón, don Er- 
nesto Boscli, don Ramón S. Castillo, don Miguel Esteres, don 
Juan José Díaz Arana, don Miguel A. Montes de Oca, don To- 
más R. Cullen, don Osvaldo Pinero, don Francisco A, Rarrocta- 
veña, don Ricardo C. Aldao, don Carlos Rodríguez Larrcta, 
don Jorge de la Torre, don Juan A. Bibiloni, don Julio A. 
García, don Santiago G. O'Farrelt, don Xorberto Pinero, don 
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Knriquc Ruíz Guiñazú, don Manuel Moyano, don Pedro F. 
Agote, don Eduardo Maglione. don Ricardo Seebcr y clon Al- 
fredo Palacios. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se pu- 
blicase y registrase en el libro correspondiente. 

A. Bermejo — J. Figuéroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. — 
Roberto Refetto. — M. Lau- 

RENCEXA. 

B. Af. '¿malta, secretario. 



Acordada designando conjueces para las Cámaras Federales de 
Apelación de La Plata, Paraná, Córdoba y Rosario. 

En Buenos Aires, a los veintidós días del roes de diciembre 
de 1924, reunidos en su Sala de Acuerdos, el Señor Presidente 
de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor don Anto- 
nio Bermejo y los Señores Ministros doctores don José Figueroa 
A!corta, don Ramón Méndez, don Roberto Repetto y don Mi- 
guel Laurencena, con el objeto de formar paia el año 1925 ta 
lista de Conjueces para las Cámaras 'FeaVfáf?s' 'de Aflfldcláñ 
de La Plata, Paraná, Córdoba y Rosario, a que se refiere el in- 
ciso 4", artículo 2» de la ley número 4162, se practicó la res- 
pectiva insaculación resultando designados; 

Paré lá Cámara Federal de La Plata: los doctores don 
Enrique E. Rivarola, don Gregorio Lecot, don Vicente An- 
zoátegui, don Joaquín Carrillo, don José M. Gamas, don Ma- 
nuel F. Escotar, don Antonio Llambi, clon Mariano Castella- 
nos, don Octavio R. Amadeo y don Jorge Maurice. 
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Para la Cámara Federal del Paraná : los doctores don Juan 
Ramón Alvarcz Prado, don Dalmiro J. Basaldúa. don Alfre- 
do ílerduc, don José Domínguez Berrtard, don Carlos M. de 
Ivia. don Angel Gómez de! Kio, don Francisco I. Maglione, 
don Santiago Moritan, don Humberto Pietranera y don Agus- 
tín Kcdoni. 

Para la Cámara Federal de Córdoba ; los doctores don To- 
más Miguel Argañaráü, don Nazario F. Sánchez, don Carlos 
Castellanos, don Carlos S. Tagle, don Carlos E. Pinto, don 
Honorio Centeno, don Blas D. Ordoñcz, don Lucas Llanos, 
don A n tenor Carreras y don Luis Vélez. 

Para h Cámara Federal del Rosario: los doctores don 
Federico B. Valdéz, don Antonio López Zamora, don Carlos 
Paganini, don Leónidas Loza, don Enrique Tlicdy, don Nicolás 
11. Amuchástegui, don Ernesto Marquardt. don Enrique Fos- 
ter, don Bartolomé Berlengieri y don Pedro Pacheco. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se publi- 
case y registrase en el libro correspondiente. 

A. Bermejo — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez, — 
Roherto Repetto. — M. Lur- 

RENCEfíA. 



M. Zaralía, secretario. 
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Acordada designando ¡a lista de Ahogados que han de suplir 
en el año 11)25, a los Jueces de Sección legalmente impedi- 
dos o recusados u ejercer las funciones de Fiscales ad hoc. 

Kn Buenos Aires a los veintidós de diciembre de 1924, reu- 
nidos en su Sala de Acuerdos, el Señor Presidente de La Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, doctor don Antonio Ber- 
mejo, y los Señores Ministros doctores don José Figueroa Al- 
enría, don Ra itón Méndez, don Roberto, Repetto y don Mi- 
guel Laurenecna, acordaron formar la lista de abogados que 
am arreglo a la lev de 24. de septiembre de 1878 deben suplir 
cu el año 1925 a los Jueces Federales de Sección, legalmente 
¡medidos o recusados, y ejercer las funciones de Fiscales ad 
hoc. 

Para la Capitd: lus doctores don J. Honorio Silgucira, 
dbrt Jorge H. Frías, don Mario A. Carranza, don Bemardi- 
110 Bilbao, hijo, dan Pedro M, Ledesma, don Arturo Seeber. 
don Carlos Gu i raides, hijo, don Mario Sáenz, don Carlos Acu- 
ña y don Horacio C. Rivarola. 

Para La Plata: los doctores don Pedro R, Quíroga, don 
Julio Bacigatup Vértiz, don Fermín S. Schulz, don Femando 
del Río. don Elias Casas Peralta, don Julio C Dielh, don Juan 
K. Lozano, don Honorio Senet, don O. Rodríguez Sarácha- 
ga y don Manuel F. Gneco. 

Para Mercedes: los doctores don Salvador Fornieles, don 
Roberto Parry. don Carlos Jofré, don Francisco M. Sarale- 
gtii, don Ricardo J. Cirio, don Justino T. Ojea, don Juan B. 
Parodi, don F. Invenid Peltzer, don Juan Silva Riestra y don 
Juan Carlos Díaz Cisneros. 

Para Bahía ¡Manta: los doctores don Abel F. Brnnel. don 
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Cornelto Casas, don Francisco Ccrvíni, don Mauro Frcyre, don 
Alejandro B. Bonel, don Francisco Cantón, don Manuel Lu- 
cero, don José M. de Mira, don Rodolfo J. Dülón y don An- 
selmo B. Cisneros. 

Para Santa Fe: los doctores don Juan B. Dcpetris, don 
Manuel López Pújalo, don Moisés Y. Soriano, don Aurelia- 
no Argento, don Santiago lrigoyen, don Francisco B. Cami- 
nos, don Ellas F. Guastavino, don Zenón Martínez, don Ti- 
hurcio Reyes y don Mclitón Rivera. 

Para el Rasárío: los doctores don Nicanor de Elia, don 
Juan M . González Sabathié, don Fermín Lejíirza, don Benja- 
mín López, don Juan Aliau. don Otto Soh'x, don San! Per- 
kins, don Ricardo A. Ortiz. don Carlos N. González, y don 
Juan M. Bancalari, 

Para el Paraná : los doctores don Ramón Arigós Rodrí- 
guez, don Arturo S\ Guzmán, don Manuel A. Crespo, don 
Luis L. Etcbcvebere, don Luis J t Cano, don Carlos A. Ro- 
ssi, don Manuel de Tezanos Pinto, don Ramón Ferreira. don 
Manuel J, Acebal y don Guillermo Uriburu. 

Para Concepción del Unujttay; los doctores don Alfredo 
Parodié, don Bartolomé García, don Mariano E. Lójiez, don 
Luis G, Zamora, don Antonio C. Muzzio, don José Haedo. 
don Benjamín Gadea, don Luis Estelan Bcrga, don Félix 
Dccurges, y don Manue! T. Núñez, 

Para Corriente*: tos doctores don Martin Goitía. don Emi- 
lio E. Masó, don Raúl Sea roñe, don Ramón Díaz de Vivar, 
(tnn Julio G. Guastavtno, don Rodolfo C. Gómez, don Arman- 
do Mea be, don Héctor Lom'maco, don J. Beruardino Acósta 
y don Francisco A. Benitcz. 
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Para Córdoba : los doctores don Carlos E. Dehesa, don 
ISi'iijamin Otero Capdevila, don Emilio Soleras, don Hecnoch 
D, Aguiar, don Aurelio E. Crespo, don Simón Aliaga Puey- 
rredon, don Tclasco Castellanos, don Felipe A. Yofre, don 
K*. lando A. Pinto y don Manuel H. Pizarra. 

Para BrU-VUte'. los doctores don Adolfo González Alba- 
nacin, don Gustavo Gavier, don José M. Berrotanin, don Moi- 
sés Guevara y don Carlos Alberto Torres. 

Para Santiago del Estero : los doctores don José G, Ava- 
lo*, don Demetrio Aliaga Achával, don Antonio Bravo Zamora, 
don Antonio Castiglione. don Absalón Fazio Rojas, don De- 
Gorostiaga, don Felipe S. Giménez, don Norberto C. 
Paz. iUn Angel M. Ruíz y don Benjamín Znvalia. 

Para Tucumán: fos doctores don Salvador Cámara, don 
Adolfo Piossek, don B. Frias Alurralde, don Eudoro D. Aráoz, 
don R, Raúl Aragón, don Sixto Terán, hijo, don Pedro Cos- 
sío. don Miguel Viana, don Juan Heller y don José L- Penna. 

Para Saita: los doctores don Alberto Alvares Tamayo, 
don Carlos Zambrano, don Vicente Tamayo, don Ernesto T, 
Becker. don Ernesto T. Bavio, don Abel Arias Aranda. don 
Adolfo A, Lona, don Víctor Cornejo Arias, don Julio Aran- 
da y don Juan José Castellanos. 

Para Jujay : los doctores don Arturo Pérez Alicedo, don 
Arturo Paliza Mtijica, don Daniel González Pérez, don Fene- 
lón Quintana, don Luis Cuñado, don Rudecindo Campos, don 
Esteban M. Alcoba. 

Para Calamarcai los doctores don Ernesto Acuña, don 
Manuel Rodríguez Gómez, don R. Arturo Ahumada, don Jo- 
sé B. Figueroa, don Sinforiano Herrera, don Julio C. Rodrí- 
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guez, don Uovíao M. Córdoba, don Ramón C. Ahumada, don 
Mauricio Herrera y don Guillermo Correa. 

Para La Rio ja: los doctores don Wenceslao Frías, dun 
Toma* Vera liar rus. don Ricardo Vera Vallejo, don Floren- 
tino de la Co:ina, don Enrique Chumbita, don José López Gon- 
zález, don Horacio Vera Qcami>o ( don Adolfo Pedro Herrero 
i d< m Arturo de la Vega. 

Para San Juan : los doctores don Roberto Barrera, don 
Alvaro J. Moya, don Pedro S. Manrique, don Emilio R. Mo- 
>an«. don Luis Lcunardelli, don José Grano, don Enrique A. 
Sielliizt-r. dun Ventura S. Larrosa. don Augusto Castellanos 
y don José Rafael Guerrero. 

Para San Luh; los doctores don Emilio L'Huilber, don 
Gilberto Sosa Loyola, don Alejandro García Quiroga, don Al 
fredo Arancibia Rodríguez, don Umberto Rodríguez Sáa, don 
Alberto Quiroga, don Jacinto Videta y don Juan Sáa. 

Para Mendoza, tos doctorea don Alberto A. Day, don 
Cruz Vera, don Luis F, Silvcti, don Mario Arenas, don Fran- 
úxo A. Cal ¡se, don Arturo Funes, don Ramón Morey, don 
José J. Longo, don José E. Agnilar y don José E. Leal. 

Todo lu cual dispusieron y mandaron, ordenando se pu- 
blicase y registrase en el libro correspondiente. 

A. Bkkmkjo — J. FicuKkoA \l- 
corta, — Ramón* Méndez. — 
Ront-kTn REPKTTO, — M. L.vu- 

RENCENA. 

.1/. Zavalia. secretario. 
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Gobierno Naciona} contra Don Ducan Mauro. Sobre reivindi- 
cación. 

Sumario: No reviste el carácter de sentencia definitiva a los 
fines riel recurso autorizado por el artículo 3." de la ley 
4055, un auto dictado en el juicio dé ejecución de una sen- 
tencia pronunciada por la Corte Suprema. 

Caso: Lo explica el siguiente: 

VALIO DK LA CORTE S'JPRKMA 

Bueaoi Aire», Diciembre 24 de 1934 

Y Vistos: Considerando: 

Que en el presente juicio se traía del procedimiento pa- 
ra la ejecución de la sentencia dictada por esta Corte de fojas 
265 dentro del cual se lia fijado el valor de las mejoras incor- 
jKjradas al campo reivindicado y el de los frutos por la ocu- 
pación del mismo, persiguiéndose su cobro contra la Nación en 
las condiciones y con las tramitaciones establecidas en el ar- 
ticulo 7. de la ley número 3952. 

Que el auto de fojas 304 \v¡r el cual se decide ijue la Na- 
ción adeuda intereses sobre el importe de las mejoras necesa- 
rias" y Títáte^w-^i^^ definitiva como 
lo requiere el artículo 3.", primera liarte d¿ la Wy 41)^ \ma 
i|ue sea procedente el recurso en tercera instancia ante esla 
Corte. 

Que esta conclusión que ya resultaría del hecho solo de 
haberse dictado el auto de fojas 394. materia de la apelación 
ante este tribunal, como consecuencia de un recurso de repo- 
sición interpuesto ante el mismo juez (argumento de los ar- 
tículos 203 y 206 de la ley de Procedimientos Nacional de 14 
de septiembre de 1863) se hace más evidente todavía en prc- 
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senda de lo dispuesto por los artículos 278, 295 y 296 de la 
ley citada, que dejan .i salvo en el juicio ejecutivo (cuyo pro- 
cedimiento se aplica también a la ejecución de sentencia, ar- 
tículo 249, inciso r. w ) tanto al acior como al reo sus derechos 
para promover el juicio ordinario. 

Kn mérito de estas consideraciones se declara mal conce- 
dido el recurso interpuesto por el representante de la Nación 
a fojas 402. Notifiquese y devuélvanse. 

K Bermejo — J. Ficueroa Al- 
corta — RoiiER'fo Repjcttó — 
M. Laurencexa. 



Ihm Jorge Pilludo contra la Caja Nacional de Jubilaciones y 
Pensiones Civiles. Sobre cobro de f>csos. 

Sumario : Las referencias a una ley federal en términos gene- 
rales o las invocaciones exptícitas o implícitas a disposi- 
ciones indeterminadas en la misma, (en el caso, de la nú- 
mero 4349) no bastan para autorizar el recurso extraor- 
dinario del articulo 14, ley 48, el que debe ser fundado 
trn citas concretas y en términos precisos de la ley con 
aplicación al caso controvertido. 

Caso; Ko explica el siguiente: 
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Bueno* Aires. Dkitnbrt Ü4 de Ittí* 

Y Vistos ; 

Eí recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 
-entencía de la Cámara Federal de Apelación de la Capttai, en 
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el juici. sobre cobro de pesos seguido por don Jorge Pillad» 
contra la Caja Nacional de Jubi Aciones y Pensiones Civiles. 

Y Considerando: 

Que fundado el recurso extraordinario interpuesto en el 
artículo 14, inciso 3." de la ley 48 y articulo 6." de la ley 4055. 
procede establecer si en el ai so se lia cuestionado en el pleito 
alguna cláusula de !a Constitución o de un Tratado o Ley del 
Congreso y la decisión es contraria a la validez del título, de- 
recho, privilegio o exención que fundarla en dicha cláusula ha 
sido materia del litigio. 

Que según lo acreditan las constancias del expediente ad- 
ministrativo agregado, las decisiones de ese carácter citadas por 
el recurrente, se fundan en consideraciones de orden general 
acerca del concepto y la interpretación genérica de una o más 
leyes y sus reglamentaciones respectivas, sin referencia a una 
disposición legal concreta > definida a la que se le atribuya 
determinada significación o alcance aplicable al caso resuelto 
f Resolución entre otras de fojas 54 vta., expediente citado). 

Que la misma observación y aún con acentuación mayor, 
cabe expresar respecto a las actuaciones del recurrente en es- 
tos autos, caracterizándose sus alegatos y defensas por la ge- 
neralización con que deriva los fundamentos de su causa del 
espíritu de hléy, del conjunto de sus preceptos, y no de una o 
más disposiciones precisas y determinadas que en definitiva 
declara que no existen. Asi, a fojas 50 del alegato de fojas 40 
establece que "a falta de disposiciones especiales y expresas de 
Ta ley, habrá que recurrir a las disposiciones análogas y a las 
(pie consagran regímenes o principio» generales aplicables", 
agregando que "La Junta Administradora de la Caja funda si» 
opinión en lo que entiende ser el verdadero espíritu de la ley. 
inteqjrciando sus disposiciones en el sentido que considera 
justo dentro tle la economía general del sistema sobre el cual 
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reposa la organización de esta Institución" ; y al interponer el 
recurso que se examina, expresa que ha invocado la ley 4349 
y la decisión ha sido contraria a! derecho fundado en los prin- 
cipios do esa ley í fojas 76) . 

Que estos antecedentes carecen de la eficacia legal re- 
querida para determinar la procedencia del recurso extraor- 
dinario, pues tle acuerdo con lo proscripto en la parte prime- 
ra del artículo 15 de la ley 48, la uniforme jurisprudencia de 
esta Corte ha establecido que las referencias a una ley fede- 
ral en términos generales o las invocaciones explícitas o im- 
plícitas a disposiciones indeterminadas de la misma, no bastan 
para autorizar dicho recurso, el que debe ser fundado en citas 
concretas y en términos precisos de la ley con aplicación al ca- 
so controvertido (Fallos tomo 8g, página 395; tomo 112, pá- 
gina 70; tomo 114, página 136, considerando 2. , página 137. 
entre otros). 

Que por lo demás, la sentencia de que se recurre como la 
que él la confirma, dirimen el pleito por aplicación de! dere- 
cho común, con expresa incorporación a sus fundamentos de 
los que informan el dictamen del Señor Procurador General 
de 3a Nación de fecha diciembre 16 de 1920, en el que se es- 
tablece que no hay ley que autorice a cobrar los intereses que 
han sido materia del litigio. (Expediente administrativo fo- 
jas 82 >. 

Hit mérito de estas consideraciones se declara improceden- 
te el recurso extraordinario intcqmesto. Molifiqúese y devuél- 
vanse al tribunal respectivo, donde se repondrán el papel. 



A. Bermejo. — Roberto Rk- 

TETTO. — SÍ, LaURE N jCt¡N A. 
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Banco Germánico de la América del Sitd contra Don Silvano 
C rociare mi. Sobre defraudación. Contienda de competen- 
cia. 

Sumario: Conforme al articule» 26 de la ley número 9644, so- 
bre Premia Agraria, la comisión efectiva del delito cuyos 
requisitos se hallan prevenidos en el articulo 12 de la mis- 
ma, requiere el acto de disposición de las cosas empeñadas, 
como sí no reconocieran el gravamen constituido sobre 
ellas; por lo que la competencia judicial para el conoci- 
miento de los delitos derivados de la prenda agraria no se 
determina por el asiento de la explotación agrícola o pe- 
cuaria en que las cosas prendarias se encuentran, sinó por 
la localidad dentro de cuya jurisdicción se baya realiza- 
do el acto de disposición que menoscalje los derechos del 
acreedor. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



Vista del ac.kxth fiscal 

Buenos Alrci, Noviembre 7 <le l»U 

Señor Juez: 

Evacúo ta vista que se iré ha conferido acerca de ta cues- 
tión de competencia planteada. l«a inhibitoria propuesta ante 
el señor Juez del Crimen del départámeíito del Centro de la 
Provincia de Buenos Aires ge lwsa y asi lo considera el pro- 
pio Juez Ballina Beriítez, en que los delitos presúmanteme se 
habían cometido, habíanse realizado dentro de la jurisdicción 
provincial y escaparían por lo tanto a la de V*. S. Kl hondo 
y minucioso estudio que lia hecho de estos autos, de los ante- 
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Silentes y circunstancias que precedieron, rodearon v siguie- 
ron a Ir* hechos perpetrados, nic lleva lógica y naturalmente a 
opinar, a creer con toda certeza de conciencia y de ley, rjiie 
V. S. es magistrado competente para intervenir en el coim- 
c i miento del delito o delitos atribuidos a Silvano Gradarcna. 
Hay. es verdad, una presunción, conforme a lo preseripto en 
el articulo 12 de ta ley 9644, de que Gracia rena al mover y dis- 
poner de sil» ganados trasladándolos fuera de! lugar donde de- 
bían estar conforme a lo convenido en el contrato de prenda 
agraria, cometió el delito que pena y prevé el artículo 26 de 
i -a ley, en t*c sitio, pem esa presunción, señor, cede a otra.-» 
mas fuertes, más lógicas y si se quiere más tangibles. ¿Dón- 
de <e cumplen se pt-rfeccionan.se llevan a cabo las transacciones 
sobre lanas, animales, cueros etc. de la campana de Buenos 
Aires en su enorme mayoría? En esta ciudad donde estamos-. 
¿A dónde remitió por propia declaración la lana uno de los 
renglones del convenio de prenda agraria? A los consignata- 
rios Schindler y Ayarragaray, Bartolomé .Mitre 357, Capital 
Federal que lo vendieron aquí. El sacar y traer la lana cosa 
que hizo en la provincia, señor, no es la comisión de un delito, 
ni su presunción | ver ley de prenda agraria, lo dispuesto acer- 
ca de productos prendados o derivados de la prenda). El de- 
lito era la disposición del dinero obtenido por la venta de la 
lana, ¿ Dónde, sin otra presunción en contra percibió o debió 
percibir ese dinero el procesado, ejecutando asi el delito? En 
esta ciudad. V bastaría la venta de un kilo de lana, la percep- 
ción indebida de un solo centavo, para que V. S. sea com- 
itente, aún descartada la lana, renglón importantísimo : el 
deudor vive en Buenos Vires aquí se desenvuelven sus activi- 
dades, hace sus negocios, cumple, u mejor dicho, no cumple con 
sus obligaciones, da sus cheques i ver fojas 64, etc.), lo que 
reunido a la circunstancia de que la Capital Federal es el en- 
frio y sede casi todas las transacciones rurales de la provin- 
cia de Buenos Aires, generaría cuando menos tilla duda res- 
pecto a la jurisdicción de la comisión del delito, que se deeli- 
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na por haber V. S. prevenido, en favor de su competencia, 
conforme el art. 36 del Código de Procedimientos. No abun- 
do en otras consideraciones qué la tiranía del tiempo y la ur- 
gencia del término me vedan, y creo que V,S. debe negarse a 
ía inhibición propuesta, de acuerdo con lo prescripto en el art. 
59 del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Curios r. Goyeua, 



AL'TO DEL SEÑOR JUEZ DE INSTRUCCtfrí 

Buenoi Aíret, Noviembre i de IK4 

Vistos y Considerando: 

Que atentos tos fundamentos del precedente dictamen del 
señor Agente Fiscal que el Juzgado reproduce por conside- 
raros ajustados a derecho y a lo que resulta de las constan- 
cias de autos, resuelvo no aceptar la inhibición propuesta por 
el señor Juez del Crimen del departamento del Centro de la 
provincia de Hítenos Aires, doctor Julio Batlina Benitez y man- 
tener, por lo tanto la competencia de este Tribuna! , para se- 
guir entendiendo en la presente cansa. En consecuencia, co- 
muniqúese al mencionado magistrado este auto, con testimo- 
nio del dictamen fiscal de fojas 151 y escrito de la parte que- 
rellante ríe fojas 14", solicitándole baga saber si insiste en 
su anterior resolución, en cuyo caso se servirá remitir las ac- 
tuaciones a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a quien 
le corresponde dirimir la contienda de competencia planteada 
( articulo 43, inciso 3.". 59 y <o del Código de Procedimientos 
en lo Criminal I . 

/. ('. ¡ritfoyai. 

Ante mi; Horacio Ortts Rosqttcllas. 
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FALLO DE LA COSTE SUPREMA 

Butnoi Aire*. Diciembre SO d« JM¡4 

Autos y Vistos : 

Los de contienda de competencia por inhibitoria entre el 
Juez de Instrucción de la Capital doctor Ignacio C. Irigoyen 
y el Juez del Crimen de la ciudad de Mercedes l provincia de 
Buenos Aires), doctor J. Ballína Benitez para conocer en la 
querella deducida por el Banco Germánico de la América del 
Sii-I contra Silvano Graeiarena. sobre defraudación: y 

Considerando: 

Que de acuerdo con lo dispuesto por el articulo 25, inciso 
I* del Códign de Procedimientos de la materia, la jurisdicción 
criminal ordinaria de los Tribunales de la Capital se extien- 
de al conocimiento de todos los delitos comunes cometidos 
dentro de su jurisdicción por ciudadanos o extranjeros. 

Que según los términos de la denuncia formulada por el 
Banco Germánico ante el Juez de Instrucción de la Capital, 
el delito imputado a Graciarena consistiría en haber dispues- 
to este último de las ovejas y sus frutos dados en prenda agra- 
ria, vendiéndolos n gravándose de nuevo en esta Capital, co- 
mo si estuvieran libres, incurriendo así, en el delito previsto 
y penado por el artículo ¿8 de la ley número 9644. 

Que el señor Juez BáJlina Benitez. fundando el pedido de 
inhibitoria, expresa que en ¡iresencia de lo dispuesto ¡K>r los 
artículos o," y 12 de la citada ley número 1)644 "el delito que 
se imputa al procesado debe necesariamente haberse come- 
tido en el lugar donde estaban en explotación los animales 
prendados". 

Que. entre Tanto, dentro de !as cláusulas de la ley núme- 
ro 'jO-M. no es la mera tratación de los ganados dados en 
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prenda fuera del lugar de la explotación agrícola o pecuaria 
r^ino el cumplimiento de los requisitos prevenidos cu el articu- 
lo 12, lo que determina y define el delito previsto en el ar- 
tículo 26 de la misma. Lo primero, en efecto, sólo hace na- 
cer una presunción de fraude o delito contra el deudor, en 
tanto que la comisión efectiva del mismo requiere conforme 
al articulo 26, el acto de disijosición de las cosas empeñadas 
v.mo si no reconocieran el gravamen constituido sobre ellas. 
El acto de disposición, en el caso general supone la traslación, 
/ero ésta no induce necesariamente aquél. 

Que siendo esto así, la competencia judicial para el cono- 
cimiento de los delitos derivados de la prenda agraria no se 
determina por el asiento de la explotación agrícola o pecuaria 
en que las cosas premiadas se encuentren, sinó por la local i- 
(l.i d dentro de cuya jurisdicción se haya realizado el acto de 
disposición que menoscabe los derechos del acreedor. 

Que en la denuncia presentada por el Raneo Germánico 
éste afirma: i," que tíraciarena ha dispuesto de siete mil seis- 
cientas noventa y siete ovejas las cuales han sido probable- 
mente dadas en prenda a otras personas y la mayor parte ven- 
didas en esta Capital, donde se habría recibido el precio co- 
rrespondiente; y 2.° que aquí mismo se ha enajenado la lana, 
incluida en ta prenda, apoderándose del precio que era de trein- 
ta y cinco mil pesos moneda nacional. 

Que acerca del primer punto, no existiendo en los autos, 
prueba alguna sobre si el acto de disposición se ha produci- 
do en esta Capital o en jurisdicción del Juez de Mercedes (pro- 
vincia de Buenos Aires», la cuestión del>e ser resuelta con au- 
xilio de las presunciones establecidas por los artículos 35 y 3<i 
dt! Código de Procedimientos Criminales ya que el denuncia- 
do tiene su domicilio en esta Capital y el Juez de este último 
lugar ha prevenido en la causa. 

Que acerca del segundo punto, o sea el relativo a la venta 
de la lana, no puede caber duda alguna de que si existe delito. 



° ¿U PÁILOS DE LA CORTE SUPREMA 

él habría sida consumado en esta Capital desde que Gracia re- 
lia ha confesado que aquella fué consignada para su enajena- 
ción a un comercio de esta ciudad donde fué enajenada y sa* 
lisíecho el precio. 

Kn su mérito, y oido el señor Procurador General, se de- 
clara la competencia de los Tribunales de la Capital Federal 
¡'ara conocer en la causa instaurada contra Silvano Graciare- 
n i. En consecuencia, remítanse los autos al señor Juez doctor 
Irigoyen avisándosele al de Mercedes (provincia de Buenos 
Aires), en la forma de estilo, 

A. Bermejo — J. Figueroa Al- 
corta, — Roberto Rkpettq. 



Añímr fípmy Cmy, en autos con la Compañía Introductora 
Rueños Aires, sobre cobro de pesos. Recurso de hecho. 

Sumario : [ • Para autorizar el recurso extraordinario no bas- 
ta una referencia general a cláusulas constitucionales sin 
relación directa con la cuestión que se suscita, siendo in- 
dispensable que en el pleito se haya cuestionado la inteli- 
gencia de tales cláusulas y que la decisión dependa de la 
interpretación que deba darse a las mismas. ÍEn el caso 
se mencionó los articulo? loo y 101 de la Constitución Na- 
cional). 

2. Las cuestiones de hecho y apreciación de la prueba 
de las mismas, así como la interpretación He las disposi- 
ciones del Código ile Comercio son ajenas al recurso ex- 
traordinario, y que este recurso es improcedente cuando, 
si bien la sentencia Sitada es cmitraría a derechos íun- 
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dados en la Constitución y leyes especiales del Congre- 
so, decide al mismo tiempo cuestiones comprendidas en la 
litis contcstatio, ajenas a aquél y que la Corte Suprema 
no puede rever, por tratarse de puntos de hecho y aplica- 
ción del derecho común. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERA!. 

Bienoi Alrct , Novieafcfc !7 de 1034 

Suprema Corte: 

Interpuesta por la Compañía Introductora de Buenos Ai- 
res la denrfnada por daños y perjuicios contra el capitán del va- 
poi norteamericano Anniston, el apoderado del demandado ma- 
nifestó en el capítulo VII de su escrito de contestación de 
fs. Sí que llamaba ta atención de! Juez acerca de que "siendo 
" el vapor Anniston propiedad de la República de los Estados 
" Unidos de América, en realidad se encuentra en juicio un 
" Estado extranjero, debiendo tenerse presente a tal efecto lo 
" dispuesto en los articulos 100 v 101 de la Constitución Na- 
■' cíonal". 

De esta manifestación de la parte demandada no es posi; 
ble inferir lógicamente que entendió con ello desconocer ni 
poner en discusión la competencia de los Tribunales de Jus- 
ticia de la República para conocer y decidir en este pleito, tan- 
to más cuanto que las disposiciones constitucionales que re- 
cordó, lejos de negar dicha competencia, la acuerdan precisa- 
mente a V. E. y a los Tribunales Inferiores de la Nación para 
entender en las causas de almirantazgo y jurisdicción maríti- 
ma, así como en los casos que se susciten entre una provincia 
i* sus vecinos y un Estado o ciudadano extranjero. 
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Posterior mente, en su alegato de fs. y88, ia parte deman- 
dada sostuvo que: '"si el Annistori es de propiedad de un És- 
" tado extranjero, según resulta de la prueba, manificstamen- 
" te el expresado Estado no puede estar en juicio ante los Tri- 
" banales de la Nación Argentina sin su previo consentimien- 
" to. formalidad que no resulta de autos", y que, de consiguien 
te, el ti quo "no es Juez competente ni hay Juez competente en 
" esta República para intervenir en el asunto": pero, no in- 
vocó, como fundamento de esta última conclusión, ninguna dis- 
posición constitucional o de un tratado o ley del Congreso. 

Xo resulta, pues, halarse puesto en discusión en este plei- 
to ni la validez ni la inteligencia de cláusula alguna de la Cons- 
titución Nacional o de un tratado t» ley del Congreso. lo que 
demuestra la evidente improcedencia del recurso extraordina- 
rio interpuesto a fs. 1064 de los autos principales, por no en- 
cuadrar el caso dentro de ninguna de las enumeraciones del 
nrt. 14 de la ley X* 48, como que "tampoco pudo la decisión 
pronunciada a fs. tofo j>or la Cámara Federal de Apelación 
de esta Capital ser contraria a la validez o al derecho o exen- 
ción fundados en tales cláusulas constitucionales o legales, ya 
que éstas im fueron, en su oportunidad, invocadas al efecto 
por la parte recurrente. 

Adenitis es de notar que ]*ara autorizar el recurso extra- 
ordinario no 1 jaita una referencia general a cláusulas consti- 
tucionales sin relación directa con la cuestión (pie se suscita, 
"siendo indispensable que en el pleito se haya cuestionado la in- 
teligencia de tales cláusulas y que la decisión dependa de la in- 
terpretación que deba darse a ¡as mismas (Fallos, n,i. pág. 
36 : tomo 115. ]úg. 1**2 \ tomo uo. pág. 145.1. 

Pero, aún cuando la recurrente hubiese invocado y fun- 
dado en cláusulas de la Constitución o de iratados o leyes del 
Congreso la iucnnipcteneía que atribuye a los Tribunales de la 
República para conocer y decidir en c>te pleito, por estar 
en juicio, seirún así lo sostiene, un listado extranjero. 110 por 
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cll.0 resultaría procedente el recurso extraordinario interpues- 
to a fs. 1064 de los autos principales si se advierte que la de- 
cisión pronunciada a fojas 1062 por la Cámara Federal de Ape- 
lación de la Capital, que revocó la «le fs. 1041 y dispuso vol- 
vieran tos autos al Juzgado de origen para que el señor Juez 
reasuma la jurisdicción y proceda como corresponda ai estado 
ilel juicio, se fundó en una simple cuestión de hecho, cual fué 
la de que "dados los términos en que se lia deducido la dc- 
" manda, no es necesario para decidir sobre la competencia 
" averiguar a quien pertenece el vapor Anniston, pues se lia 
" demandado al capitán y no al propietario o al armador, y se 
" ha pedido que se condene al capitán al pago de los daños y 
" perjuicios de que se reclama. V por análoga razón tampoco 
" es necesario inquirir, con el fin indicado, sobre quién puede 
u hacerse efectiva con sujecciún al articulo 912 del Código de 
" Comercio la responsabilidad del capitán". 

Tiene V. E. declarado en numerosos casos que las cues- 
tiones de hecho y apreciación de la prueba de las mismas, así 
como la interpretación de las disposiciones del Código de Co- 
mercio en que se funda la sentencia apelada, son ajenas al re- 
curso extraordinario (Fallos, tomo 118. pág. 23ÍÍ: tomo 120, 
pág. 145; y otrosí, y que este recurso es improcedente cuan- 
do, si bien la sentencia apelada es contraria a derechos funda- 
dos en la Constitución y leyes especiales del Congreso, decide, 
al mismo tiempo, cuestiones comprendidas en la litis contes- 
taba, ajenas a aquel y que V. E. no puede rever, por tratarse 
tle puntos de hecho y aplicación del derecho común. En tal ca- 
so, carece de objeto práctico la apertura del recurso, toda vez 
que es irrevocable la sentencia, tanto en lo referente a los he- 
chos como en lo relativo al derecho común aplicado (Fallos, 
tomo 106, pág. 179; tomo 109. pág. 369; tomo 115, pág. 405; 
y otrosí . 

l'or lo expuesto, soy de opinión que el recurso extraordi- 
nario interpuesto a fs. 1064 de los autos principales ha sido bien 
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denegado, y que, en esta yjrtud corresponde éc sirva \\ E. 
declarar improcedente Lt presente queja cjnc formula don Jo- 
sé Mira por don Arthur Henry Gray. capitán del vapor norte- 
americano Anniston, en autos con la Compañía Introductora 
de Buenos Aires, sobre cobro de pesos. 

Horacio JE. Lancia. 



FAI.LO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenot Aíre«, Diciembre S8 de 1924 

Por los fundamentos del precedente dictamen del señor 
Procurador General que se tiene por resolución, se declara im- 
procedente la queja deducida. Devuélvanse los autos princi- 
pales con transe ripción de la presente y dictamen de referen- 
cia. 

A. Bermejo — J. Ficueroa Al- 
corta. — Roberto Rspetto. 



ÜÓn Simtiago Vhcs contra /a Provincia de Buenos Aires, por 
cumplimiento de contrato; sobre jurisdicción oritj'mariu de 
¡a Corte Suprema. 

Sumario: Ka corresponde a la jurisdicción originaria de ta 
Corte Suprema el conocimiento de tina demanda contra 
una provincia, deducida por un vecino de otra, ¡x>r incum- 
plimtenUi de un contrato de arrendamiento en el que figu- 
ra una cláusula por la cual el actor fija su domicilio en la 
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provincia demandada, para el cumplimiento de las obliga- 
ciones de dicho contrato. 

Caso; Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bueaof Aire*. Noviembre 56 de 1824. 

Suprema Corte: 

Don Santiago Vives demanda ante V. E. f a la provincia 
de Unenos Aires por incumplimiento de un contrato de arren- 
damiento de un local de 1a rambla de Mar del Plata señalado 
con el N.* 130. sección C. destinado a cinematógrafo o varie- 
dades, contrato que la provincia, interiormente dejó sin efecto. 

El actor ha J Letificado ante esta Corte Suprema con la 
información producida a fs. 13 su vecindad en la Capital de 
la Nación y V. E., en virtud de dicha información, djó por 
acreditada la competencia del Tribunal para conocer en la cau- 
sa en cuanto hubiere lugar por derecho. 

Al contestar la demanda la provincia opuso la excepción 
de competencia de jurisdicción invocando una cláusula del 
contrato por la cuál el demandado fija su domicilio a los efec- 
tos legales en la ciudad de La Plata, calle 43 N.° 332, 

En cuanto a la competencia por raaón de las personas y 
<le su distinto domicilio, la parte demandada no ha hecho ob- 
jeción alguna a la información producida. 

Creo que el conocimiento de esta causa corresponde a la 
jurisdicción originaria de V, E. de acuerdo con lo dispuesto 
expresamente por elart. tot de la Constitución de la Nación 
que la establece en los casos en que una provincia es parte 
en el litigio. 

"Al establecer, ha dicho V. E., el art. i." inc. i.° de la 
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" ley X o 48 y la ley N,° 1467 míe corresponde a esta Cune co- 
** nocer en i.' Instancia de las causa* civiles entre una provin- 
" cia y algún vecino de otra o de la Capital, se lia referido, sin 
*• duda, a las regidas por el derecho común o que versen sobre 
" derechos nacidos de estipulación o contrato" (rao, 36). 

Es el caso de autos. 

Se demanda a la provincia por incumplimiento de un con- 
trato que rige v somete las relaciones entre las partes al dere- 
cho común. 

fea circunstancia de haberse constituido un domicilio den- 
tro de h jurisdicción de la provincia, lo que era lógico, aten- 
to la circunstancia de ser la misma parte contratante, no im- 
porta renunciar a la jurisdicción de V. E. que emana de la 
Constitución. Dicha renuncia no puede presumirse, debe ser 
expresa . 

Dada la naturaleza de la acción deducida y las constancias 
del expediente, la fijación de un domicilio no importa, en este 
caso atribuir jurisdicción a los Tribunales locales de la misma 
pro vi nc i a con t raíante . 

Por lo exjHiesto soy de opinión, como he dicho, que a V. 
K. corresponde conocer en la presente causa. 



Los seguidos por don Santiago Vives contra !a provincia 
de Buenos Aires, sobre cumplimiento de contrato, de los que 
resulta : 

Que a fojas 7 y con los documentos precedentemente agre- 



Horaeio R. Larreta, 
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Bueno* Aire*. DUtembrt S¡ de 1*M 



Y Vistos: 
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gados, se presenta el actor como cesionario de los de red ios 
y acciones de su hermano don Martin Vives según escritura de 
fojas 3 y entabla demanda contra la provincia de Buenos Ai- 
res, exponiendo: 

Que con fecha 19 de enero de 1921, su cedente habia ce- 
lebrado con et director de la rambla de Mar del Plata, auto- 
rizado éste por decreto de i.° de marzo de 1920. un contrato 
por el cual, la dirección citada en representación del Poder 
Ejecutivo de la provincia, se comprometía a dar y el señor Vi- 
ves a tomar en arrendamiento por diez a ñus a partir del i.° 
de enero de 1923, un loca] en dicha rambla, señalado lia jo el 
número 130. 

Que posteriormente, en 25 de julio de 1921. el Poder Eje- 
cutivo expidió un decreto declarando nulo el contrato referi- 
do, invocándose como fundamento el derecho del Poder Eje- 
cutivo para negar validez a los actos celebrados [x>r los man- 
datarios de la provincia cuando éstos hubiesen excedido eí lí- 
mite de su mandato. 

Que el actor entiende que la tocación debe subsistir, a pe- 
sar de la declaración de nulidad, pues, el gobierno provincial no 
ha tenido facultad para dejarla sin efecto por si, desde que 
se trata de actos regidos por el Código Civil y no por el de- 
recho administrativo. 

Que el Poder Ejecutivo de la provincia, imperante en el 
año 1921, no ha podido anular como lo ha hecho, contratos cele- 
brados por el gobierno anterior, desde que los mandatarios que 
en ejercicio de sus funciones se suceden, no pueden, confor- 
me al derecho público vigente, establecer soluciones de conti- 
nuidad en la persona pública o jurídica del Estado. 

Que a juicio del mismo Poder Ejecutivo el contrato de- 
be ser excelente y respetable, pites, la casi totalidad de los lo- 
cales cedidos en arrendamiento en los años 1911 a J91G, en la 
misma forma que el de Vives, y entre otros los que ocupan 
los diarios La Nación, La Prensa y La Razón, lo fueron en 
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forma privada, y no se ha adoptado ninguna medida a su res- 
pecto. 

Que en definitiva pide se declare válido y subsistente el 
contrato y se condene a la provincia de Buenos Aires a cum- 
plirlo, con especial condenación en costas. 

Que acreditada en cuanto ha lugar, la jurisdicción origi- 
naria, se corrió traslado de la demanda a la provincia de Bue- 
nos Aires (fojas 14), contestándola ésta a fojas 23, pidiendo 
su rechazo, con costas, en mérito de las siguientes considera- 
ciones. 

Que entiende en primer término que esta Corte Suprema, 
no es competente para conocer en el presente litigio, por cuan- 
to el contrato de locación cuya validez se discute, contiene una 
cláusula por la cual se establece un domicilio especial a los efec- 
tos legales, en la ciudad de La Plata . 

Que don Martín Vives no lia podido ceder el contrato de 
locación a su hermano Santiago, como lo ha hecho, sin obte- 
ner previamente la conformidad del locador, de acuerdo a lo 
establecido en la cláusula once del mismo. 

ijun por estas dos circunstancias pide se declare que esta 
Corte es incompetente, como también que el actor carece de ac- 
ción y derecho para demandar a la provincia. 

Que sin perjuicio de ello, en cuanto al fondo de la cues- 
tión, la demanda dcl*e ser igualmente rechazada porque los con- 
tratos de arrendamiento que se anularon por el decreto de 25 
de julio de 1921. habían sido celebrados contraviniendo dis- 
posiciones administrativas y legales, como la del artículo 54 de 
ta ley de contabilidad que obliga 1a licitación pública para el 
arrenda miento de bienes de la provincia. 

Que recibida la causa a prueba t fojas 26), se produjo la. 
que expresa el certificado de fojas 83, y presentados los ale- 
fatos de fojas 85 y 8íí, se llamó autos para definitiva (fojas 
i>3 vuelta 1 . 
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Y Considerando: en cuanto a la racompetencia de \i\rU- 
tlicción opuesta por el demandado: 

Que en la hipótesis de la validez legal de la transferencia 
del contrato no obstante la o:r.isión de la formal ¡dad estable- 
cida en la primera parte de la cláusula undécima del mismo, 
queda, desde luego, a considerarse la disposición del articulo 
trece del referido convenio, que lia ¡servido de base a la ob- 
jeción de incompetencia de jurisdicción, y cu ]a que se esta' 
blece que a los efectos legales de la estipulación ¿lebrada, el 
bcatario constituye domicilio en la ciudad de La Plata, calle 
43, número 332. 

Que esta declaración expresa, en la que concretamente se 
fija por la parte actora un determinado domicilio a los efectos 
legales del convenio de referencia, ng deja lugar a duda de que 
e! domicilio del actor, en lo que concierne a sus derechos y 
obligaciones emergentes de la referida estipulación contractual, 
no es, como se pretende, en esta ciudad, sino en L;i Plata, ca- 
lle 43, número 332, o en otros términos, que eit lo relativo a 
las relaciones jurídicas que se examinan, el demandante no es 
vecino de la Capital Federal, sinó de la provincia demandada. 

Que con arreglo a los términos de la demanda, la juris- 
dicción procede en el snb judke |*ir razón de las personas, 
y por consiguiente es válidamente renunciable por aquél a fa- 
vor de quien lia sido establecida, sin que a ello se oponga con- 
sideración alguna de orden público, y la renuncia en el caso, si 
el actor tenia efectivamente su domicilio en esta Capital, se h<j 
producido por la estipulación fiel citado artículo trece del con- 
venio de fojas 1 . A este respecto la jurisprudencia es expresa 
en el sentido desque la cláusula por la cual el vecino de una 
provincia fija su domicilio en utra para el cumplimiento de las 
obligaciones de un contrato, dando asi jurisdicción a los jueces 
de esta -provincia, renuncia el fuero federal establecido en su 
favor y que le correspondía tratándose de una demanda con- 
tra una provincia, en virtud de los artículos 100 y 101 de la 
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Constitución y i." (le la ley 48 sobre jurisdicción y competen- 
c¡a( Fallos, tomo 68. página 93: tomu 115. página ji y los allí 
citados). 

Que en estas condiciones, es evidente que la causa ins- 
taurada no corresponde a la jurisdicción originaria de esta Cor- 
te, pues, para ta procedencia de la misma y de acuerdo con 
los articulo* 100 y 101 de la Constitución, no es bastante en 
casos como el de autos que sea j>artc demandada una provincia, 
>inó que es necesario que la parte actora sea el vecino de otra 
o un extranjero. De ahí que. interpretando en casos análogos 
las disposicinnes constitucionales citadas, este Tribunal ha de- 
jado establecido ; que al disponer la Constitución en la parte 
final del artículo íot que en los asuntos en que una provincia 
sea parte, la Corte Suprema tiene jurisdicción originaria y ex- 
clusiva, ha querido decir que sólo ella conozca de esas causas, 
cuando sea llamada a entender por demandas de extranjeros 
vecinos de otra provincia, y con exclusión de otros Tribunales 
interiores; y de ninguna manera que pueda excluir a los pro- 
pios Tribunales de provincia cuando los que podían prescindir 
de ellos quisieran ocurrir a los mismos, i Fallos, tomo 104, pá- 
gina 233; tomo J12, página 203 y otros). 

Que, por lo demás, ta circunstancia de haberse conferido 
traslado de la demanda no importa decidir enn carácter defi- 
nitivo sobre la competencia, admitida sólo en cuanto hubiera 
lugar por derecho < FaKos, tomo J40. página 34, considerando 
final, página 43). 

Por estos fundamentos, y oido el señor Procurador Cene- 
ral, se declara que la presente causa no corresponde a la juris- 
dicción originaria de esta Corte Suprema. Las costas se paga- 
rán en el orden causadas, atenta la naturaleza de la cuestión re- 
suelta. Xotifiquese y repuesto el papel archívese. 

A. Bermejo. — J. Ficüeroa Al- 
corta. — Roberto Repetío 
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NOTAS 

Con f celia tres de diciembre de 19-M. La Corte Suprema, 
en atención a lo dispuesto en el articulo 17 de la ley número 
4055. no hizo lugar a la queja deducida por don Pablo Albcr- 
ionc en autos con el Banco Hipotecario Xacional, sobre cobro 
de cédulas. 



\ín cínco del mismo se declaró improcedente la que ja de- 
ducida por don José Y, Gil en autos con don José Mugni, so- 
bre desalojamiento, por cuanto según lo expresaba el recurren- 
te, la sentencia se había fundado en que i "según resulta de au- 
tos existe entre las partes un contrato de locación que el tri- 
bunal ha declarado válido; y la inteligencia o validez de la ley 
invocada, no había sido, pues, materia del pronunciamiento de 
que se apelaba, limitado a la declaración de que existe un con- 
trato y la interpretación del mismo", cuestiones de hecho y de 
derecho común que lio pueden fundar la procedencia del re- 
curso extraordinario del articulo 14 de la ley 48. Al pedido 
de revocatoria formulado por el recurrente, la Corte Suprema 
no hizo lugar, igualmente, en razón de que, la cuestión tle saber 
si una ley como la número i i . 1 57 que forma liarte del derecho 
común, es o no de orden público, es extraña al recurso extra- 
ordinario de acuerdo con lo dispuesto en la última parte del ar- 
ticulo 15 de la ley 48. pues no se planteaba una cuestión de 
constitticionalidad sino de una mera inteqjretación del artículo 
5. del Código Civil. 



Con fecha diez fu¿ confirmada ¡K>r la Corte Suprema la 
semencia pronunciada por la Cámara Federal de Apelación del 
Paraná, la que confirmó, a su vez, la dictada por el Juez Le- 
trado del Territorio Nacional de Formosa que condenó a Pablo 
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Fernández y Mamerto Saucedo a sufrir !a pena de diez v seis 
años y medio de reclusión, accesorios legales y costas del jui- 
cio, como autores del delito de homicidio jierpetrado en la per- 
sona de Teodoro Giménez, el día 4 de agosto de 1921 en la 
Capital del expresado territorio. 



Kn la misma fecha fue con f i miada, igualmente, la senten- 
cia pronunciada por la Cámara Federal de Apelación de La 
Plata, líi que condenó a Juan Villamicva a sufrir la |>cna de 
veinticinco años de reclusión, accesorios legales y costas, en 
vez de la de seis años de la misma pena que le fuera impuesta 
por el -Juez Letrado del Territorio Nacional de Ja Pampa Cen- 
tral, como autor del delito de homicidio perpetrado en ¡a per- 
sona de la menor Aurelia na Homero, el dia cinco de octubre 
de 1919, en Santa Isabel, Departamento Chali 1er. jurisdicción 
del expresado territorio. 



En la causa criminal seguida contra los procesados Lino 
Constantino Gómez y Lorenzo Bordón (a) "Cheray", por los 
delitos de asalto, homicidio y robo, perpetrados en las perso- 
nas de Ramón Avala, Jacinto Aranda. Domingo Kuíz, María 
Z. de Ruíz, y lesiones a Tomás Ponteburu y el menor Antonio 
Ruiz, el día 31 de octubre de 1914 cu la casa conocida por "Los 
Vascos", en Capdcvila, jurisdicción del territorio Xacional del 
Chaco, la Corte Suprema con fecha de diez de diciembre de 
19*4 condenó a los procesados a sufrrir la pena de veinticinco 
años de reclusión accesorias legales y costas de! juicio, quedan- 
do reformada en esta forma la sentencia pronunciada por la 
Cámara Federal de Apelación del Paraná, la que a su vez. con- 
firmó la dictada por el Juez Letrado del expresado territorio 
rjue les imponía la pena de reclusión perpetua. 
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Ku la causa criminal seguida contra Juan Vclazquez, con- 
dvindu ]K)r sentencia pronunciada }K>r la Cámara Federal del 
Paraná, a sufrir la pena de diez y siete años de prisión, acce- 
sorios legales y pago de tas costas procesales, como autor de 
los delitos de homicidio perpetrado en la persona de Ricardo 
Ourán, el 5 de febrero de 1930 en jurisdicción del territorio 
Xicional del Chao», y tentativa de hurto de ganado mayor, la 
Corte Suprema con fecha 10 de diciembre de 1924 reformó la 
sentencia apelada, imponiendo al procesado nueve años de la 
misma pena, en ra2Ón de que la calificación legal de los delitos 
perpetrados por el reo no era la tjuc correspondía conforme a 
tas reglas del Código Penal en vigor, dado que el autor de tales 
hechos delictuosos, en los términos del inciso i*, artículo 163 
fiel expresado Código, no liabia alcanzado la edad de diez y 
echo años, en la fecha de su peroración, y no podía, por con- 
siguiente, ser pasible de otras acciones que las correspondien- 
tes h la tentativa de «cuerdo con lo prevenido en el artículo 37, 
inciso b) y articulo 44 det mismo Código. 



Pn la misma fecha fué confirmada por ta Corte Supre- 
ma !a sentencia pronunciada por ta Cámara Federal de Ape- 
laciói de La Plata, ta que condenó a Armando Francisco Ca- 
nales, a sufrir la pena de 17 anos de reclusión, accesorias lega- 
les y costas, en vez de la 30 años de la miwna pena que le fue- 
ra impuesta por el Juez Letrado del Territorio Nacional de la 
Pampa Central, como autor del delito de homicidio perpetra- 
do en la persona de David Cuello, el 25 de marzo de 1922, en 
Winureda, jurisdicción del expresado territorio. 



En quince del mismo no se hizo lugar a ta queja deducida 
por don Fernando Cepeda en autos con don Jacinto Peralta 
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Ramos, en razón tic no haberse llenado por el recurrente, los 
requisitos exigidos por el articulo 15 de la tey número 48. 



Kn la misma fecha 110 se hizo lugar el recurso deducido, 
por Pedro Salomone, en la causa seguida, en su contra, por in- 
fracción a la ley 8129. en razón de que la sentencia definitiva 
pronunciada en la última instancia ordinaria de la causa, se 
había limitado a fijar el alcance y a aplicar ta disposición del 
Código Penal vigente que traía de la condenación condicional; 
y la Corte Suprema no puede rever en el recurso extraordina- 
rio las sentencias de los tribunales locales o de la Nación, sino 
en los casos previstos en el articulo 14 de la ley 48. estando ex- 
presamente excluida de esc recurso la interpretación y aplica- 
ción de los Códigos Penal, Comercial y de Minería, según se 
dispone en el articulo 15 de la citada ley. 



Cun fecha diez y siete no se hizo lugar a la queja deducida 
por doña Julia C. Coulon de Carctte. en los autos seguidos por 
la misma contra la sucesión Correas, sobre reivindicación. |ior 
resultar de la propia exposición de la recurrente» qué la reso- 
lución materia del recurso se había limitado a ordenar el le- 
vantamiento de una anotación o embargo preventivo solicitado 
y decretado en el juicio de reivindicación en el cual no hahia 
recaído aún sentencia, lo que importaba establecer que la de- 
cisión ajwlada no re y istia el carácter de definitiva requeri- 
da por el articulo 14 de la ley 48. 



lj¡n diez y nueve del mismo, la Corte Suprema, por los fun- 
damentos del autp denegatorio de ios recursos de apelación y 

■ 
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nulidad pronunciado [>or la Cámara Federal de Apelación de 
La Plata, por haber sido ellos deducidos fuera del término le- 
gal, no hizo lugar a la queja interpuesta por don ( )sear Lozano 
en los autos seguidos por el Fisco Nacional contra Sebastián 
Barretta, sobre reivindicación. 



Con fecha veinticuatro no se hizo lugar a la queja dedu- 
cida por don Fernando Cepeda en autos con don Jacinto Peral- 
ta Ramios, por no aparecen de ta exposición del recurrente, que 
a éste le hubiere sido denegado recurso alguno que hubiese in- 
terpuesto para ante la Corte Suprema, a lo que se agregaba que 
:egún !o expresaba el mismo apelante, la decisión de referen- 
tia se había dictado sin que hubiese recaído pronunciamiento 
¿cerca de las disposiciones de la Constitución que citaba. 



En treinta y uno del mismo se declaró improcedente la 
queja deducida por don Carlos B. Svensen en autos con don 
Victorio Spigno sobre danos y -perjuicios, por inferirse de la 
exposición del recurrente, que en el litigio fa'bJo por la Cá- 
mara de Comercio de la Capital, sólo se habían discutido y re- 
suelto cuestiones de derecho común ajenas al recurso extraor- 
dinario, conforme a lo dispuesto en la segunda parte del ar- 
ticulo 15 de la ley 48. 
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Documentación presentada al Poder Ejecutivo por el Nuncio 
Apostólico de su Santidad, instituyendo Administrador 
Apostólico de la Arquidtocesis de Une nos Aires, al obispo 
de la Diócesis de Santa Fe, Monseñor Juan Aanstin Bo~ 
neo. 

Sumario: r." Todas las cédulas o decretos expedidos por los 
I>clegados Apostólicos, con la sola excepción de los que se 
refieran a indulgencias o dispensas matrimoniales, deben 
ser presentadas al Gobierno para obtener sn pase. (Sus 
actos deben considerarse emanados det Sumo Pontífice!. 

-\ u Cualquiera que sea la denominación que el Código de 
Derecho Kclesiástíco en vigor da a los Administradores 
A¡HistólÍeos instituidos con plenitud de facultades para el 
gobierno de una Anptidiócesis vacante, como en sede ple- 
na, es decir, con todos los derechos, honores y prerrogati- 
vas del Metropolitano, son en el fondo, por la forma ex- 
clusivamente pontificia y la extensión de las facultades 
que se les conceden, verdaderos vicarios apostólicos, 

3. e La Constitución en los incisos 8." y 9." del articulo 
86 y 19 del articulo 67 ha consagrado el derecho de Pa- 
tronato en términos tan categóricos que no admiten dis- 
cusión alguna sobre su existencia; y el concepto de que 
ese Patronato es una regatia afecta a la soberanía, ha sido 
confirmado y ratificado, en el hecho, no sólo por el modas 
vivendi, mantenido sin alteración con la Sede de Roma 
¡les tic la constitución definitiva de la unión nacional hasta 
el presente, sino también por manifestación expresa de 
los dignísimos prelados que han desempeñado cargos en la 
Iglesia Argentina, al jurar "por Dios nuestro Señor y estos 
Santos Evangelios (pie en el ejercicio de aquéllas serían 
fieles a la nación reconociendo su soberanía y alto pa- 
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tronato como asimismo que no aceptarían dignidad alguna 
sin expreso cosenttnnento del Gobierno Nacional". 

4." De conformidad con lo dispuesto en el inciso 8/* de! 
articulo 86 de la Constitución y lo prevenido por las leyes 
III» IV, XIV y L del Libro I. titulo VI de ia Recopila- 
ción de Indias, el nombramiento de todas las dignidades de 
la Iglesia Católica del* bacerse por presentación del So- 
berano, por lo que el nombramiento de Monseñor Boneo 
]>ara el cargo de Administrador Apostólico de la Arqui- 
diócesis de Buenos Aires, vacante por fallecimiento de su 
arzobispo titular Monseñor Espinosa, con facultades y ju- 
risdicción de arzobispo, realizado jwr el Sumo Pontífice 
de propia autoridad, la t>eneplácito de la Santa Sede), 
sin intervención ni conocimiento del Patrono, pugna con 
el artículo 86. inciso 8." de la Constitución y vubiera, con- 
stn expreso consentimiento del Gobierno Nacional". 

5. El canon trescientos doce de! C&digo de Derccbu 
Eclesiástico puesto en vigor por Benedicto XV que en- 
trega prácticamente el gobierno y dirección de la Iglesia 
Argentina al Sumo Pontífice al autorizar el nombramiento 
de Administrador Apostólico, baílense o 110 vacantes las 
diócesis y que basta se pone en el c.iso de que la jurisdic- 
ción sea resistida por el Poder Civil, no puede ser invo- 
cado válidamente en la República, pues no existe ley al- 
guna del Honorable Congreso que lo baya expresamente 
admitido, de acuerdo con lo dispuesto por la segunda par- 
te del inciso o.° del artículo 86 de la Constitución. 

6." El inciso 8." del artículo 86 de la Constitución no 
distingue entre nombramientos de carácter definitivo y 
aquellos que lo tengan transitorio, y con arreglo a su espí- 
ritu, nadie puede desempeñar la doble potestad de orden y 
jurisdicción inberentes a los obispos y arzobispos dentro 
de la Nación, por tiempo breve o largo, provisoria o defi- 
nitivamente, sin que baya promediado la presentación al 
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Patrono. A 1<> que se agrega, que el Poder Ejecutivo ca- 
recería de facultades para dar su asent i miento, a postr- 
riori, a una designación de aquella naturaleza, hecha por 
la sola iniciativa del Sumo Pontífice, pues la presentación 
misma requiere jior imperativo constitucional la confec- 
ción de una terna por el Senado de la .Nación dentro de 
la cual haga la elección el Presidente de la República, y 
esta limitación puesta por el inciso 8. 4 ' ?A ejercicio por el 
Poder Ejecutivo del derecho de Patronato en la nómina de 
los obispos y met robiñanos, crea un obstáculo insalvable 
para confirmar o admitir una designación como la recaí- 
da en Monseñor Roñen por la sola autoridad del Jefe de 
la Nación. 

7." .Aún en la hipótesis de que las disposiciones del Con- 
cilio de Tremo n< > tuvieran fuerza civil obligatoria en la 
República, la designación recaída cu Monseñor Itoneo, pug- 
naría con un derecho especialisimo e imprescindible con- 
tenido en el de patronato y propio de los países Hispano- 
Americanos, el cual es el consagrado por la perspicua de- 
claración contenida al final del titulo VI, libro I de la Re- 
copilación de Indias, cuyo texto es como sigue: "Su Ma- 
jestad en virtud del patronazgo está en posesión de que 
se despache su cédula real, dirigida a las Iglesias Catedra- 
les, sede vacantes, para que entretanto que lleguen las Bu- 
las de su Santidad, y los presentados a las prelacias sean 
consagrados, les den jjoder para gobernar los arzobispados 
y obispado* de ias Indias, y asi se ejecute". 

Caso; Lo explican las siguientes piezas: 
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DICTAMEN' DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL , 

fluenot Airei, Fcbref» de I02r. 

Suprema Corte: 

Ku el dictamen q«e produje a solicitud fiel Poder Ejecu- 
tivo Nacional de la unta que S. S. Urna. Juan Agustín Roneo, 
Obispo de Santa Fe. dirigió en 13 de diciembre ppdo. a S. E. 
el señor Ministro de Relaciones Exteriores y Culto de la Na- 
ción, en la que le significaba que ninguna lee. ninguna dispo- 
sición constitucional vigente conocía que le hubiese obligado a 
presentar previamente al Exento. Gobierno el nombramiento 
pontificio que. seguii aseguraba, le designaba para desempe- 
ñar el cargo de Administrador Apostólico de la Arquidiócesis 
de Buenos Aires, dije que, a mi juicio, desde que, según las 
manifestaciones del propio Obispo linneo. existía un documen- 
to de S« Santidad el Pápa que lo designaba para ejercer una 
función eclesiástica, que aquel se disponía a aceptar y a des- 
enfilar dentro del territorio de la República, claro está que 
para determinar si procede o no someter ese documento al po- 
der de revisión que la Constitución atribuye al Gobierno con 
el fin de que este conceda o nó, con acuerdo de V. el pa- 
se o exequátur que aquella establece, era de ineludible necesi- 
dad que dicho documento se manifestara en toda su materiali- 
dad, se exhibiera en toda su autenticidad ante el Poder Eje- 
cutivo, para que éste pudiese estar en aptitud de examinarlo, 
de juzgar sobre la naturaleza y extensión del mandato que en 
¿1 se contiene y analizar sus alcances y consecuencias legales. 

Requerido nuevamente S. S. finia. Monseñor Roneo por 
e| Ministro de Relaciones Exteriores y Culto, en nombre del 
Poder Ejecutivo Nacional, para que presentase los documentos 
que acreditan su designación para el ejercicio de las funcio- 
nes de Administrador Apostólico de esta Arquidiócesis, a fin 
de someterlos al trámite que establece el art. Sí», inc, i>\ de 
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la Constitución Naeiona!, áícho prelado manifestó en urna de 
ficha 26 de diciembre ppdo. que accedía a h presentación de la 
documentación sdlídíatíá, poniendo en mano? del señor Minis- 
tro los documentos origina fes que. a su entender, acreditan su 
nombramiento pontificio de Administrador Apostólico de la 
A rqu ¡diócesis. 

I, os doen memos originales a que aludió S. S. Urna. Mon~ 
.-t fnir Boneo son lo* que. según Jos lórminos de la comunica- 
ción de fecha .lo de diciembre ppdo.. el Poder Ejecutivo Na- 
cional somete a la consideración de V. E. a los fines expre- 
sados en el precitado inc. p.* del art. 86 de la Constitución, 

Dichos documento* consisten en un decreto expedido en 
¿7 de noviembre de 10.24 por el señor Nuncio Apostólico Mon- 
señor Juan Beda Car díñale, cu el Palacio de la Nunciatura en 
esta Capital, y en una nota de remisión de dicho decreto, diri- 
gida por el mismo señor Nuncio a S. S. lima. Monseñor Do- 
neo, en la que >e tr;ita de explicar las razones que ha determi- 
nado el nombramiento contenido en el decreto acompañado, se 
definen tas facultades conferidas en el mismo, se transmiten, 
además al agraciado ciertas instrucciones acerca de la manera 
-■orno ha de cumplimentar el mandato acordado, y se agrega, 
finalmente, qué él cargo de Administrador Apostólico discer- 
nido cesará con ¡a previsión definitiva de la Sede Arzobispal 
de Buenos Aires. 

En el decreto expedido por el señor Nuncio Apostólico 
se dice que. obedeciendo mandatos apostólicos comunicados por 
telégrafo en la techa de expedición del referido decreto y dán- 
dole exacto cumplimiento, se designa, en nombre y con la au- 
■ vidad del Sumo Pontífice, a! limo, y Kcv.110. señor don Juan 
\gnstin líoneo, "dignísimo Obispo de la diócesis de Santa Fe 
en esta República y decano del Episcopio Argentino quien 
'* sobresale por ^n celo ardentísimo de las almas, la acertada 
prudencia en él Gobierno, la integridad eximia de costum- 
bres y de doctrina- y la peculiar devoción hacia la Sede Ajxjs- 
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" tóüca, Administrador Apostólico de la Aquí diócesis de Bue- 
" nos Aires", invistiéndole, al efecto, de la plenitud de facul- 
tades y de todo* los derechos propios del cargo y autorizándo- 
le, ai propio tiempo, para nombrarse un Vicario General que 
resida en esta Capital, 

■ 

Examinados los documento* relacionados, se adviene al 
punto que ninguno de ellos constituye ni un decreto de los con- 
cilios no una Bula, Ureve p rescripto de! Su: no Pontífice de 
Koma a que lince mención la Constitución en su art, SO, inc. 9. , 
puesto que dichos documentos no emanan directamente de la 
Curia Romana sínó del Nuncio Apostólico aqtii acreditado, el 
cual no ejerce jurisdicción en nuestro país ni tiene más po- 
testad que la derivada de su simple carácter -de Ministro re- 
presentante del Sumo Pontífice v 110 puede ]»oner en ejecu- 
ción otros poderes ni facultades que los que le hayan sido con- 
feridos por el Papái cuyas respectivas Imlas. Breves o res 
eriptos conicnieiiílu tales poderes y facultades debe previamen- 
te presentar y exhibir al góbferno de la Nación, dado que só- 
lo con el beneplácito de este último y el acuerdo de Y. EE. 
puede usar de ellos y ejecutarlos o hacerlos ejecutar dentro del 
territorio de la República. 

. ir otra parte, si bien en el decreto del señor Nuncio Apos- 
tólico se hace una vaga o ligera referencia a mandatos apostó- 
licos comunicados por telégrafo, cabe igualmente observar que 
no sólo se ha omitido poner de manifiesto ante el Gobierno 
Nacional eso*; comunicados telegráficos sinó que ni siquiera 
se han transcripto sus términos en el documento expedido po- 
la nunciatura-, de modo que tampoco res resulta posible al P. E. 
N. y a V. J$, ejercitar con pleno conocimiento de causa los po- 
deres y facultades constitucionales qué le convpeteiii por cuan- 
to no es dable conocer el verdadero origen de! nombramiento 
discernido y stt naturaleza íiitiiua. ni analizar y j tugar de sus 
efectos légales con relación a las prerrugativas que emanan del 
del Patronal i- Nacional. 
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Kn esta> condiciones, considerando que los documentos 
presentados por S. S. lima. Monseñor Bóneo no revisten los 
caracteres de los decretos fie los concilios ni de las líulas, Bre- 
ve- y rescriptos del Sumo Pontífice que menciona la Constitu- 
ción Nacional en su an. Sí», irte. 9.", estimo que no correspon- 
de a Vi E. pnstar en el presente caso él acuerdo que pres- 
cribe la ames citad ;i disi»osieión constitucional y. en conse- 
cuencia . pido a \\ K. se sirva asi declararlo y mandar se de- 
vuelvan estos antecedentes al Ministerio de origen. 

llorado /?, Larrcla. 
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Buenos Alrei. Febriro fl de \VU. 

I„os documento- que se Itcomt^iítn por el Poder Incen- 
tivo a tii- efectos determinado.* en el inciso *).' de! artículo 8*t 
de la Constitución, consisten: el príinem, en un decreto expe- 
dido por el Nuncio de Su Santidad en la República, por el qué 
"eltedecieudo mandatos apostó'ieos «pie nos han sido comuni- 
cados hoy por telégrafo, dándoles exacto cumplimiento, por las 
presentes letras en nombre y con la autoridad del Sumo Pontí- 
fice nombramos al llu-tn.-inu y Reverendísimo Señor don 
'uan Agustín Moneo, dignísimo ( »1jís¡>* » de la diócesis de San- 
ta Fe v decano del Kpi-copado Argentino, etc. Administrador 
Kpostólico Jé la A re] ¡i diócesis de Buenos Aire- y lo investi- 
mos además <le la plenitud de facultades y iodos los derechos 
propios del cargo: autorizándolo al propio tiempo para nom- 
brarse un vicario (General (jflié resida en Buenos Aire- debien- 
do observarse todas las prescripciones del Código de Derecho 
Canónico relativo a los Administradores Apostólicos nombra- 
dos a ttenepláeito de la Santa Sede y constituidos con pleni- 
tud de potestad, cotno en diócesis sedé plena» es decir con tfgSr 
pec:o al caso presente, perdurando con arreglo a l"s -agrados 
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cánones en su cargo de Vkario Capitular al Reverendísimo Se- 
ñor doctor Bartolomé Piceda qttjgh ha merecido bien de la 
ArclridioceéiSi y habiendo insistido en renunciar a su cargo a 
causa de su estado delicado de sa^iid, solamente, en virtud de 
Sil plena oliedicneia :rl Sumo Pontífice, consintió cu retenerlo 
v con devota sumisión acató esta sabia providencia de la San- 
la Sede; sin que a esto nada pueda obstar en contrariu. IXido 
etí Buenos Aires en e] Palacio de la Nunciatura el «lia jj de 
novie nbre de 1024 '"■ 

Kl segundo documento fecha dos de diciembre de 1924 
emanado también de la Nunciatura, es una carta en la que se 
comunica a Monseñor Bonco que se le adjunta el decreto pre- 
cédeme. Haciendo constar las reiteradas manifestaciones del 
Vicario Capitular Monseñor Piceda de dejar su dificilísimo 
caí gn y agrega: pero la Santa Sede ames de aceptar tal pro- 
puesta Ita creído conveniente nombrar a V. S. Administra- 
dor Apostólico sede plena es decir siguiendo en su cargo de 
Vicario Capitular el referido Monseñor Piceda. asi este tendrá 
con <¡ué vivir y nada se cambia en el gobierno espiritual de la 
A rqni diócesis. Al autorizar a V. S. a nombrar un vicario 
representante que resida en Buenos Aires el Santo Padre 
entiende que el nombramiento recaiga en el misino Vicaria Ca- 
pitular agrega: "La Santa Sede lia concedido a V. S. ludas 
tas facultarles que son necesaria* para el Ciobicrno de la Ar- 
quidi''>eesis , \ 

La existencia de la orden .1 mandato por el cual su San- 
tidad beneficiaría a Monseñor Boneo con la dignidad de Ad- 
ministrador Apostólico de la Arquidiócesis de Buenos Aires 
trasmitido pi>r inlerniedio de! Nuncio, debe tenerse por esta- 
blecida, ya que, por una parte, si bien los documento* relaci ti- 
nados 110 reúnen las formas externas tradicionales de las bu- 
las o de los breves» es imposible desconocer la realidad de la 
designación en presencia de los actos producidos por Monse- 
ñor Boneo en consonancia con ella y porque po* otra, esta Su- 

u 
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prcma Corte ha declarado que todas las cédalas o deeretos cs- 
pcdidos por los Delegados Apostólicos con la sola excepción 
de los que se refieran a ¡diligencias o disiK.T.sas matrimoniales 
•leTieii ser presentadas al (Gobierno para obtener su imse: por- 
que sus actos deben considerarse emanados del Sumo Pontí- 
fice. Tomo i. 1 , páginas jiS y ju). Y así debe entenderse si 
la efectividad de los derechos del patronato no lia de quedar 
supeditada a las formas extrínsecas o externas (¡tic la Iglesia 
adopte en la*; decisiones susceptibles de desconocerlos o vulne- 
rarlos. Supuesta tutes la existencia <lel nombramiento «le Ad- 
ministrador Apostólico conferido a Monseñor lloneo en los do* 
eutnentos mencionados, esta Suprema Corte a mérito de las 
consideraciones que a continuación se expresan no presta el 
. cnerdo para el pase de la designación contenida en ellos. En 
e/ecto, Monseñor Boneo lia sido instituido Ad ministrador Apos- 
tólico de la Archidióeesis de BüéJK» Aires, vacante por fal!c- 
•inneniií de sn Arzobisjxt titular Monseñor Ksphmsa con ple- 
nitud de facultades para el gobierno de aquélla como en dió- 
cesis se<le plena, c- decir con todos los derecho®, Honores y 
prerrogativas del metropolitano. Sus poderes en lo temporal y 
espiritual son más amplios que los de! vicario capitular y coin» 
; . los arzobispos üe le reconoce el derecho de nombrarse un si- 
cario general residente en Ihienos Aires que administre por 
t-! la arqti ¡diócesis . Cualquiera sea la denominación que el 
Código de Derecho Kdesiástico en vigor dá a (ales fiuneioná- 
rios, ellos son en ei fondo )ior la forma exclusivamente pontifi- 
cia del nombramiento, su oportunidad y la extensión de las 
facultades (pie se le conceden, verdaderos vicarios appsfÓHcos. 
Así lo confirma la autoridad de Donoso ( Derecho Canónico 
Tomo [, página 2781 quien dice a tal respecto lo siguiente: "en 
la actual disciplina de la Iglesia se conocen varias clases de vi- 
carios aj>ost4 jlicos; 1." los que son enviados a las naciones in- 
fieles en calidad de jefe.- o prefectos de la-» mi-iones; 2" lus que 
residen en países dominados por la herejía; 3,* los que son 
nombrados por la silla apostólica para el gobierno de una di - 
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cesis en sede plena, pero cuyo obispo es enfermo, decrepito, 
etc., y 4" los nombrados per | n Santa Sede para gobernar una 
diócesis en sede vacanie ; lo que suele tener lugar, si el obispo 
es removido o depuesto; sise temen graves disturbios en la 
elección del vicario capitular; o si ha recaído esta elección en 
persona indigna: si se duda la legitimidad de la ciernan; o 
si la vacante se prolonga excesivamente; o si en fin asi lo exi- 
gen gravísimas consideraciones relativas al bien de la Iglesi;,". 
Se infiere de lo transcripto <¡m- en e] caso se habría dado el ti- 
tulo fie Administrador Apostólico a un funcionario eclesiás- 
tico eónoctdo desde tiempo inmemorial con el nombre de vi- 
cario apostólico y cuya autoridad y disciplina alcanza a todos 
los obispos de la República. I„i denominación dada al cargo, 
oficio eclesiástico o beneficio, poco significa, lo que importa 
es la función, las facultades inherentes al mismo. Sentado lo 
que precede toda la cuestión se reduce a determinar si el nom- 
bra i liento de administrador o vicario apostólico recaído en la 
persona de Monseñor Boneo i»r su forma y en razón de la na- 
turaleza y extensión de las atribuciones que comporta, afecta o 
lesiona de alguna manera los derechos del Patronato Nacional. 

7.a Constitución en ios incisos 8." y o," del articulo 86 y 19 
t|e] articulo 67 ha consagrado el derecho de Patronato en tér- 
minos tan categóricos qüe no admiten discusión alguna sobre 
su existencia. Y tal concepto regalista que tiene sus raíces más 
profundas cu las leyes de Indias y en las fiel Concilio Triden- 
fího: en las consultas dirigidas por la Junta de Mayo el año 
iSto a los doctores Gregorio Funes y Juan Luis Aguirre quie- 
nes dejaron establecido que el real Patronato era una regalía 
afecta a la soberanía y no a la persona de los reyes: en las de- 
cisiones de la Asamblea del año trece: en las catorce proposi- 
dimes del Memorial Ajustado y en toda la tradición |>olit¡ca. ju- 
dicial y administrativa del pais. ha sido confirmado y ratifi- 
cado en el hecho no sólo por el Utodus vk-nuii mantenido sin 
alii ración con la Sede de Roma desde la constitución definitiva 
de *a unidad nacional basta t-t presente. «ino también por m i- 
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ni f estación expresa, tic los dignísimos prelados que lian de- 
sempcñado altos cargos en la Iglesia Argentina, al jurar "]ii»r 
Dios nuestro Señor y estos Santos Evangelios que en el ejer- 
cicio de aquéllas serian fieles a la nación reconociendo su >o- 
beranía y alto patronato como asimismo que no aceptarían dig- 
nidad alguna sin expreso consentimiento del gobierno nacio- 
nal". 

En cuanto a !a extensión y contenido del derecho de ¡ia- 
tronalo. considerado éste como la facultad qnc corresponde 
a! Ciobicnio de la República de presentar o nombrar alguna 
persona para que se le confiera un beneficio eclesiástico y para 
cuidar y adnrini>trar los bienes comprendidos en el mismo, ella 
resulta no solamente tic lo estatuido en los incisos S," y del 
articulo 8ó de la Constitución sitio también de la legislación de 
tarifas CUnrpS preceptos mantienen sobre la materia toda su 
fuerza > vigor en la República mientras no se dicte ]«»r el Con- 
greso la ley destinada a arreglar el ejercicio del Patronato. 

De conformidad con lo dispuesto por el recordado inciso 
del articulo 86 y lo prevenido por las leyes 111. IV*. XIV. 
XX IV y U del í.ibro I. título VI de ta Recopilación de Indias 
el nombramiento de todas las dignidades de la Iglesia Católica 
debe hacerse por presentación del solierano. En este Sistema 
legal es al Sumo Pont i fice y los diocesanos a quienes corres- 
pondí en loateria de provisión de dignidades eclesiásticas e- 
otorgamiento de la institución canónica o consagración espiri- 
tual en favor de los presentados o designados por el poder tem- 
poral. Y jtur las mismas causas que e] Instado no podría des- 
conocer e! legitimo derecho de la Santa Sede para denegar in- 
fundada razones aquello que se encuentra en sus facultades 
otorgar, esto es. la institución canónica requiriendo en tal ca- 
so una nueva presen'.aeión. tampoco la Iglesia, podria a sn tur- 
no atribuirse la facultad de nombrar ningún dignatario con fa- 
cultades de obispo o arzobispo sin (pie haya promediada la ne- 
cesaria preserifációrt. De la observancia estricta de estas d>- 
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proposiciones recíprocas depende acaso la Inicua armonía y 
la cordíaliclaii de las relaciones entfiB el Kstadu y la Iglesia. 

Y bien: el nombramiento di- Monseñor lioneo para el car- 
go ík- Administrador Apostólico de la A rqui diócesis de Hue- 
ñi ps Aires con facultades y jurisdicción fie arzobispo realizado 
por el Sumo Pontífice de propia autoridad t"a beneplácito ele 
la Sania Sede" ( sin intervención, ni conocimiento del patrono 
pugna con el articuló 86, incidí K." de la Constitución y vul- 
nera consiguientemente los derechos de Patronato Nacional. 

Dos ol inervaciones principales podrían no obstante prest li- 
tarse para contrarrestar la conclusión anterior", a) Que el Có- 
digo de Derecho Eclesiástico puesto en vigor por Benedicto XV 
en su canon autoriza al pontífice por grave- y especiales 
causas para nombrar administrador apostólica con el fin de 
regir las diócesis canónicamente erigidas, esti'n vacantes o rió, 
li i que no se trata de un nombramiento definitivo y si sólo 
sujeto a durar, como to dice uno di* los documentos presenta- 
dos, hasta la previsión definitiva de la sede arzobispal de 1 ¡líe- 
nos. Aires, Kn cnamo a lo primero, la última codificación del 
derecho canónico no es obligatoria dentro del territorio de la 
Nación ies|K.'cto de aquellas disposiciones que no hayan sido 
especialmente admitidas t-n é'. medianil- el pase consiguiente 
otorgado por los reyes españoles o por las autoridades nacio- 
nales a partir de la independencia. Iv canon trescientos doce 
transcripto que entre.ua prácticamente el gobierno y dirección 
de la Iglesia Argentin a al Sumo Pontífice al autorizar eí num- 
bi amiento de administrador apostólico háltótisé ó no vacantes 
las diócesis y que hasta se pjone en el caso de que la juiisdiccion 
sea resistida ]»or e! poder civil, un puede ser invocado válida- 
mente en la República, pues no existe ley alguna del Honora- 
ble Congreso que jo haya ex| ►lesamente admitido de acuerdo 
con Ib dispuesto por la segunda parte del inciso <>" del articulo 
86 de la Constitución. 

En cuánto a 16 segundo podria decirse que la Constitución 
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en el recordado inciso 8." del articulo 86 ¡ti disponer sobre í.i 
ion na di- proveer las diócesis y anptidiócests vacantes < t*Cy Mí 
de la Recopilación de Indias ¡ esto es. con previa presentación 
del patrono, se ha referido exclusivamente a mimbra n lientos 
de carácter definitivos y rio a aquellos irue lo tengan transitorio 
\ ■•uní H n-ciliido ]>nr Monseñor i '.míen, ]■]] incidí 8. <W\ ar- 
líenlo 8<i no distingue y con arreglo a su espíritu nadie ptiedé 
desempeñar la doble potestad de orden y de jurisdicción inhe- 
rente a los obispos o arzobispos dentro de la Nación, por tiem- 
po breve o largo, provisoria o definitivamente, sin i|ue halla 
promediada la presentación del patrono, May mas, el Poder 
Ejecutivo carecería de facultades ¡«ira dar su asentimiento a 
ptffírrhtri a una de>ignación de aquella naturaleza hecha por la 
sola iniciativa «leí guillo Pontífice, porgue ta presentación mts- 
tna ref|uiere por imperativo constitucional 'a confección de una 
terna por el Senado de la Nación dentro de la cual haga la ele'- 
eión el Presidente de la Repúbltcá; Y ésta limitación puesta 
]H>r el inciso 8.* al ejercicio \*n el Poder Ejecutivo del derecho 
de patínalo en lo nómina de los obispos y metropolitanos crea 
un obstáculo íeí^.i* insalvable para continuar o admitir una de- 
signación como la recaída en Monseñor Moneo I""* la sola am 
toridad del Jefe de la Nación, por otra parte Jas normas del 
derecho relativas a la provisión interina de los beneficios ecle- 
siásticos en ln> casos de aeefalia o sede vacante se encuentran 
consignad .is en las leyes de ludias y en las disposiciones del 
Concilio de Tremo. Este último, eom<3 es sabido, no se ob- 
servó en España hasta <|ue Felipe II por cédula de u de ju- 
túú de 1564 mandó, salvando los derechos de.! patronato (|iic 
se guardara y ejecutara cuanto en él se ordena, así en la trie- 
tropel i contó en las ludias. "Ent raudo lo dispuesto en el Con- 
cilio de T rento, dice el doctor Velez Sársfield 1 Rebelones del 
Estado con la Iglesia página 164, ediccíón de la Itiblioteca Ar- 
gentina), en el rol de ta ley general, el soberano tiene derecho-, 
Obligaciones para velar y hacer cumplir el código espiritual y 
eclesiástico tpie pasó a -er ley civil". El «so de un derecho. 
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agrega, ,| llt . acaso pudo creerse contrario a los principios cató- 
licos lia servido en los gobiernos cristianos a 3a guarda y con- 
servación del dogma y disciplina eelesiaiíiea. Por Ip uinto, 
mientras no se sancione la ley reglamentaria del patronato na- 
cional, !as previsiones constitucionales sobre la materia deben 
ser complementadas por las disposiciones del Concilio Triden- 
lino. ( pic según lo dicho son leyes con fuerza obligatoria den- 
trn del país. ¿CotiiO se provee según éste las diócesis vacan- 
tes? Hl capitulo XYJ de la sesión XXIV del Concilio Trideu- 
tiiiii pre viene <|tie el cabildo eclesiástico en la sede vacante 
"cree dentro de Ocho días de la muerte del obíSpo (6 del mi - 
zobis]») un oficial o vicario [pie gobierne 3e diócesis duranie 
el interinato y si fuere el cabildo negligente- el nombramiento 
corresponde al igibispo sufragáneo más antiguo si la vacante es 
en la Iglesia Melfo¡>oI¡taua. 

Y asi fué o debió ser cumplido en la A njui diócesis de I me- 
llos Aires. Comunicado el fálHecinitento del iitetro|x)litano al 
Gobierno Nación;*! y declarada j>or éste en ej correspondiente 
decreto la sede vacante «informe a las reglas del patronato 
Nacional i Vélez Sársficld obra citada página jrj. Mensaje 
del General Mitre al Gingroo Nacional del i: de mayo 
1S63; Decreto del Poder Ejecutivo con motivo .U- la cununí- 
eaei Vt del fallecimiento de Monseñor José Mariano Escalada), 
procedióse a elegir por el cabildo vicario capitular al funciona- 
rio cjue lo lia desem|H>ñ:ido hasta su reciente fallecimiento, 
prestándose a ese efecto también y acerca de so persona la 
aprobación del Poder Kjpccutiyo. Desde ese momento ej viea- 
rio capitular ejerció tocias las facultades que pertenecen a la 
jurisdicción ordinaria del arzobispo tanto en el tuero interno 
como en el externo, en lo espiritual como cu lo teiupural. a 
excepción de lo> casos expresamente prohibido* por el derecho 
y de la potestad de orden inherente a la dignidad episcopal 
pudiendu acerca de <Éfa último invitar a cualquier obispo para 
el ejercicio de todo lo relativo a dicha potestad. 1 Donoso, tu- 
mo (. página 41 ¡). 
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(iotn-rnada y administrada ¡a -edi- vacante por el vfeáriü 
capitular, ni virtud de la deíegaqOn hecha en mi jtersotia Jior 
d Capítulo y a mérito de la concurrente intervención y apro- 
bación del patrono, su jurisdicción no podía expirar, salvo el 
caso de renuncia, remoción n muerte, sino cuando el titular 
designado por el patrono presentara las Inulas eorix'six>n<lít li- 
tes y tomara posesión del arzobispado <■ en. su caso, en presen* 
eia de la orden de rm'yo y encarga extendida por el gobierno 
en favor del presentado según se verá después. V bien, dentro 
de este orden de consideraciones el breve que instituye a llon- 
seSor BQftéO Administrador de la Arqnídnn'esis de Unenos Ai- 
fes haciendo mérito 'le una renuncia del vicario capitular pre- 
sentada ante el Sumo Pontífice y de la cual no tiene conocí - 
miento el Poder Kjeeutivo, motiva las siguientes observaciones r 
i. ataca las deposiciones dd Concilio de Trento que con la 
fuerza de tos leyes del Estado dispone la manera de adminis- 
trar y Kiiliernar las diócesis vacantes; 2. desconoce la autoridad 
del patrono con cuya intervención y asentimiento se habían he- 
cho electivas en el caso aquellas disposiciones ; pisa pnr al- 
to la autoridad del cabildo eclesiástico nacida de las leyes del 
solwrano al cercenarle facultades que le son privativa? : 4." en 
cuanto se mantiene el vicario capitular, suhordmadu a la auto- 
ridad del afl:n inístrador. y se le designa además en el carácter 
de vicario general se viola la Ley XX. libro I. título VI de In- 
dias que prohilie la acumulación de dos dignidades eclesiásticas 
en una mi -mía Iglesia o en diferentes. 

Pero aún en la hipótesis de que las disposiciones del Con- 
cilio de Trento no tuvieran fuer/a civil obligatoria vn la Re- 
pública, la designación recaída en Monseñor Jiniic", pugnan 1 
con un dérécbO esiwcialisimo. contenido en el de patronato y 
propio de los países Hispano Americanos. Kse derecho es el 
cusagrado ]r>r la perspicua declaración contenida al final del 
titulo VI, Libro 1 de ta Recopilación de Indias y cuyo texto 
• es como si«tte: "Su Majestad en virtud del patronn/go está en 
presión de que se dcs]*ache su cédula real, dirigida a las Igle- 
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sias Catedrales, sede vacantes, ¡tara que entretanto que lleguen 
las Bulas iic su Santidad, y ios presentados a las prelacias sean 
o negradas. les den poder para gol>criiar los arzobispados tle 
las Indias, y asi se ejecute". I\sia facultad reconoce su cansa 
o razón de ser en mi canon eclesiástico ijue a titulo de excep- 
ción autoriza al elegido para una dignidad de la Iglesia a ad- 
ministrarla én lu espiritual y temporal cuando la Tglesia está 
fuera de Italia, lejana de la Santa Sede. Hito lia sido invaria- 
blemente practicada en los países americanos como lo demues- 
tra Yétez Sársi'icld con gran acopio de antecedentes, capitulo H 
pagina 171 de su obra citada y lo trae Donoso en los términos 
siguientes ; "Lá jurisdicción del vicario capitular expira en el 
memento que el obispo confirmado presenta las bulas y loma 
posesión del cargo; y en la Iglesia Hispano-- America na. luego 
<iue el electo lia presentado al cabildo la cédula o carta de rttá- 
yo a encargo y se le dá en virtud de ello la -¡>o>esión con arre- 
glo a las leyes y a la anriquisi na y universal práctica de que 
se hablará en su lugar", página 422 obra citada. De este dere- 
cho lifeo cuestión el Senado del Pero el aun 1853 en las ins- 
triicc tunes que diera al Presidente de la Repüwljca ¡tara celebrar 
un concordata con la Santa Sede y fué usado por el gobierno de 
!a Confederación ni año 1856 poniendo en el gobierno de la 
diócesis tle Salta por medio de las letras de "niego y encargo", 
a Monseñor José Columbres, presentado para desempeñar di- 
cha obispado. La propia condenación que de tal derecho hi- 
ciera el Papa Pío IX en el Syllabus concurre a demostrar &u 
existencia» 

Ahora bien, este derecho por su naturaleza imprescripii- 
b'e„ de que está en posesión el patrono, según la expre>i«>u de 
las leyes de ludia*, nace en el acto mismo tle la presentación al 
Sumo Pontífice y se mantiene en todo el tiempo subsiguiente. 
Omto es obvio su existencia en favor del Patrono, excluye el 
ejercicio de un derecho equivalente por parte de la silla apos- 
tólica. Kl heclio pues ile que al sacerdote presentado por el 
Poder Ejecutivo para llenar la vacante de Ta Arquidiócesis de 
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Dueños .Vrc^ un !e hay;* dado la administración de aqué- 
Jla. no quita que pueda serle conferida en cualquier tiempo y 
cu caso de renuncia o nuierte, iyual derecho existiría acerca del 
candidato fayorecíitid om la nueva pre&ntacj m. Entretanto 
*•) documento que contiene la designación de Monseñor Ikmeo 
expresa que el cargo de administrador durará hasta tpie se pro- 
duzca la provisión definitiva de la A n ni ¡diócesis y según lo dí- 
ehn esa cláusula atacaría al derecho del patronato en cuanta 
■'t'ria Uctl obstáculo para dar la administración al presentad», y 
en cuanto ta impide respecto del que resulte favorecido con 
una nueva presentación. 

í,a tor ca en que lian sido considerados en !a historia ad- 
ministrativa del |jáís» estas designaciones dispuestas p&f la 
Santa Sede, equivalentes contó se ha dicho á las vicarias a}*!*- 
tilicas, robustece y confirma las consideraciones expuestas; 
El 30 de diciemhre de en acuerdo general de ministros se 
resolvió la publicación de un memorial que versaría sobre "las 
instancias obradas respecto a la nominación de Vicario Apos- 
l dt.*ns y Obispo* en e-la Iglesia por el m do Sumo Pont i fice" . 
La jnm i especia! de ciudadanos teólogos, canoniza-; y juristas 
■-ganí/ada por aquel decreto con el fin de considerar la» ea- 
: -iv projnsic : .":u-- del Memorial Ajustado, repudió categóri- 
camente la déAigitación de vicarios apostólicos, En éfccia la 
base sépíjma adoptada como exacta por la junta establecía io 
siguiente: "Item reconoce y sostiene que en conformidad al 
tjúuiti' principio que va -eníado, el Sumo Pontífice no ha po- 
dido toervarse como lo |i;i hecho y declarado la provisión de 
las !u>-ia- vacante- y por vacar, procediendo a proveerlas y 

(tespQclttir út-ms nwwmcimtcs en la República "pow despojo de 
aquellos nuestros derechos y que deW tal reservación suplicar- 
se oportunen ente, reteniéndose entretanto tuda provisión". Y 
ij -e c:¡ ta a'ir ' ::: t de i<v te\t>« va comprendida la designación 
de idearios apostólico^ resulta -i alguna dtoüa hubiese!, de. las 
respuestas del doctor Qerín., finen admite en caso de gran ne- 
gligencia del soberano tentjionii para la prcsentacii'wi de las dig- 
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■nubiles eck>iast ¡cas el derecho del Sumo I\ Artífice para su- 
plirla proveyéndolas ríe vicarios apostólicos suficientemente au- 
torizados v con el carácter de obispos i ti fiartibits in fídélium; 
de la del doctor Gregorio Cótucz, quien hace mérito de los in- 
convenientes de c|tie 1n ípsia se halle gqbernada por un mero 
vicario a^K^i^icp; y por último, del noi;dik dictamen del doc- 
tor Valentín Cl&iiCz, quien después de- demostrar cómo e! de- 
recho de patronato tiene su antecedente mediato en la desig- 
nación de los funcionarios de fa Iglesia junr elección pública, se 
t-xpresa como sigue sobre el pimío: "que si nuestra Iglesia por 
h suspensión de toda provisión hubiera de continuar en el es- 
fado en que se halla gobernada por un mero vicario apostóli- 
co, en sci lu-j unza de tas de Tmlí:is y de las de los católicos dis- 
jrcrsns de Inglaterra y esto quizás por él largo tiempo que po- 
drá durar la alteración de nuestras relaciones con la Corte Ro- 
mana, ganaría mucho en su posición recibiendo al diocesano que 
(wbía pedido .......... que una vez dado este paso cesaría 

ese ejemplo y ese pretexto -para continuar In provisii'm de Vi- 
carios ¡tara esta Iglesia, o que quizás querría volverse otra vez 
en fuerza de imprevistas circunstancias". 

La cláusula séptima del Memoria! Ajustado aceptada sin 
reparo por la mayoría de las opiniones i que fué casi unanimi- 
dad i sicina pues la conclusión de que fa designación directa 
por el Sumo pontífice de Vicarios Apostólico?, comporta el dc-- 
conocimiento de los derechos del patronato nacional. 

IW aplicación del criterio referido fué considerado el año 
iW>4 durante la Presidencia de! Ccrteral Mitre, eí U'«;nl>ramien- 
10 de delegado pontificio y vicario apostólico recaído en la 
persona de Marino Marini desliado por el Pontífice a pedido 
del Ciobiernn de la O >n federación. Kn tal deerelo que lleva la 
firma de Mitre y riel doctor Ivluardo Costa se dijo: 1/' que la 
investidura (de delegado apostólico) aparece y pudiera inier- 
prctersc como una tendencia a constituir en la República, una 
autoridad superior n la que las leyes ele la Iglesia universal 
ejercen los obispos y inelro]>olitanos ; _>." que las facultad es an- 
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res mcBciotia^as que en él se confieren a! delegado ap.*tólico, 
-mi contrarias a Jos derechos que los concilios genera Ies y las 
leyes de la Iglesia lian garantido a las Iglesias de la cristiandad. 

I ,;i ¡rictdicicta quedó resuella por esta Curte Suprema, la 
4 nal al aceptar las conclusiones del Procurador GetténÉl, doc? 
lor Francisco l'ico, y no obstante haberse hecho la designación 
d? Monseñor Marini por [iedido del Crobiernn de ta Confede- 
ración, dejó a -alv.i lo-, derechos del Patronato Nacional de- 
parando que el delegado solo podia ejercer facultades exclusi- 
vamente pontificias; negó c! ejercicio de tas facultades mera- 
mente c| ú ->o upa les . ríe carácter judicial como las que invisten 
los vicario* n|n*stólicos, indicando además se te pidiera que im 
levantara informaciones sobre las personas a quienes la Sania 
Sede pueda designar j»ara arzobispos n obispos. 

Por último, tas afirmaciones de los ¡doctore* Dalma-m 
\\ l( z Sársfield y Pedro José Agrelo son concluyen! es sobre el 
¡articular. "Pero esto ( !a designación de vicarios apostólicos 
puede suceder úiHcamentc, dice el primero (pá^ma 170,. capi- 
tulo II de su ubra citada) por asentimiento de los gobiernos 
cuando ellos no quieren presentar obispos y nombrar goberna- 
dores de los obispos. Pero, desde el dia que el gobierno elegie- 
ra y presentara obispo para la catedral vacante, o cuando la 
Iglesia tuviera su propio vicario, el Pontífice no podrá nptn> 
brar vicario ai»ostólico que gobernase los obispos, porque en- 
tonces por ese acto vendrían a tierra todas las leyes del ¡tatm- 
nalo de las iglesias. Muy raro será. pues, el caso en que el 
goiiierim pueda admitir a un vicario apostólico y concederle el 
gobierno de la Iglesia". Y el fiscal Agrelo se expresa sobre el 
ntiámo punto en los términos siguiente-: "ijuc la institución fie 
tos vicarios apostólicos es nna institución viciosa que tiende a 
derruir |a gerarquia de la Iglesia y que será este hoy el únteo 
país católico. donde la religión católica apostólica romana se t 
la religión del Estado* en que se vea \ admita un vicario apos- 
tólico sin otro carácter diplomático í|tté lo baga admisible. Que 
CS-tOs vicarias - solo se conocen en los países de misión o en al- 
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gimas iglesias aisladas que se encuentran dispersas wi unus 
países protestantes como en Kscocia e Inglaterra: pero que aun 
alli mismo se ha reconocido y se está demostrando por sabios 
católicos la necesidad de alx>1ir tal práctica y con formar aque- 
llas iglesias a la antigua disciplina". 

Kn mérito de estas razones y en consonancia con lo dis- 
puesto por el inciso 8." del articulo 86 de la Constitución, esta 
Corte Suprema, como lo lia expresado, niega el acuerdo para 
r! pase de los documentos que contienen la designación de Mon- 
señor Boneo para el cargo de Administrador Apostólico de la 
Anptidiócesis de Buenos Aires. Devuélvanse estas actuaciones 
al Poder Ejecutivo con el oficio correspondiente. 

A. BERMEJO — J. FlGL'EHOA Al- 

cokta. — Ramón Múndkz. — 

RoilfiJtTO KkpKTTO. — M. LAU- 
RKNCK.VA. 



Aoi Angela Muría Sánz y R ¡cardo León contra lo Provincia 
de Jujuy. Sobre rescisión tic contrató c indemnización de 
dunas y perjuicios. 

Sumario: i" La validez y eficacia de una declaración judicial 
de nulidad de una anterior declaratoria de herederos, he- 
cha por un funcionario de la justicia local, con jurisdic- 
ción para ello, indiscutible en el caso, por haber sido for- 
mulada por el juez que conoció en e! juicio sucesorio res- 
pectivo (articulo 328^. inciso i.° del Código Civil), no 
puede ser impugnada o discutida ante la justicia federal, 
■ sino en virtud del recurso extraordinario del articulo 14, 
ley 48, debiendo entretanto atribuírsele la misma fe y cré- 
dito que se le concede en los tribunales en que fué dictado. 
(Constitució*] Nacional, artículo 7."). 
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-¿r Tratándose de un contrato bilateral, no puede una de 
la» panes demandar su cumplimiento si íio probare elia 
haberlo cumplido u ófreciése cumplirlo o que su obliga- 
ción fuese a plazo; y es ilógico suponer que si la ¡t*v nie- 
ga la acción di recia que Mlh^e de! contrato al que im lia lle- 
nado la» condieiou*^ fiel mismo, le deje expedito otro cami- 
no que conduzca a la lilisma o análoga solución nue ex- 
I desaínente le ha negado, cu:nl seria la remisión de un 
contrato de venia de derechos y acciones sobre tierras, pur 
culpa de la ¡«irte vendedora, y !a consiguiente indemniza- 
ción de perjuicios, es decir, una solución económica equi- 
valente a la ijue hubiera resulta iu para los demandantes 
(compradores ► de la ejecución dé la> obligaciones éoritrái- 
das por el vendedor. 

C.tso: Lo explica el siguiente: 
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Bueno* Aírei, Ftbiero 1 1 dt IW& 

Y \'istns : Resultando: 

Don Kulogi.. Aráuz. apoderado ríe la señorita Marín 
Sáriz y de don Ricardo León comparece ante esta Corte enta- 
blando demanda contra la provincia de Ju.iuy por rescisión de 
un contrato de compraventa de derechos y acciones sobre las 
tierras de Maíz Gordo, Sania liárbara y Este de la Totorilla y 
expone: Kl gobierno de dicha provincia debidamente autori- 
zado j>or la lev de t| de diciembre «le iSS.í vendió las mvneio- 
nados derechos a los sen- tres Martin K, r.üemes, j\ngél María 
< >vejerq y josé SI . Sanz ¡>or el precio de cien mil pesos pagade- 
ros a los setenta dia>. según >e expresa en la escritora públi- 
ca pasada en el registro de! esctíbaitó de Jiijuy don Olimpo 
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Lndiano con fecha 17 de noviembre de 1S90. Realizada la 
compra, el señor Sauz se ausentó del pais con el objeto de ne- 
gociar la reventa de los derechos y acciones en Norte América ; 
mientras tanto los señores Gücmes y Ovejero debían hacer fren- 
te al pago del precio y practicar las diligencias necesarias para 
hacer efectivos los derechos adquiridos. Dura-ire la ausencia 
del señor Sanz, los otros dos compradores no pudieron quizá, 
efectuar el pago del precio de la compra, convinieron con el go- 
bierno de Jujuy la rescisión del contrato y así lo hicieron por 
escritura de 31 de enero de 1892 ante el mismo escribano L'n- 
diann. En dicho acto. los scñi>res Güemes t Ovejero y iiti señor 
don David Apatié se Hicieron personalmente responsables de 
los reclamos t|iie el señor Sauz pudiera hacer al Gobierno de 
Jujuy en caso de no poder o no querer firmar ei 4 mi vento de 
rescisión. Kl señor Sanz, ignorando dicha rescisión volvió al 
país en 1895 y falleció en i&j6. Su familia Sabe y sus actos lo 
demuestran cpic murió creyéndose propietario de las tierras 
cuyos derechos le había trasmitido el Gobierno de Jujuy. Kl 
;:eto rescisorio realizado por G ií cines y Ovejero en nada álcela 
pues los derechos de aquél que no concurrió a otorgarlo. ni lo 
latificó posteriormente. Sobre las tierras de la "Merced de 
Rubíes" ^e atribuían derechos de dominio por una parte los 
sucesores de Robles y por la otra la provincia de jujuy. Cuan- 
do Güemes, Ovejero y Sauz decidieron adquirirlas, lo lucieron 
; .»r medio de tres contratos de compra-venta, a sabe*; ct l>* con 
don José R. Lozano, sucesor de Robles, el to de julio de iHKo,: 
el 2" comprando a don Tomás R. Alvarado los derechos que 
pretendía haber a su vez comprado ? Robles y que éste le des- 
conocía, ilioleto de i" de julio de |K&;) ; y 3,'. finamente, com- 
prando los derechos y acciones a la provincia de Jujuy. Esía 
Corte ha resucito en el fallo de ó de mayo de 1911 (juicio To- 
más R. Alvarado versus pruvincia de Jujuy] que entre los li- 
ndos que provenían de Rohles que fueron los adquiridos de Lo- 
zano, v los de la provincia mencionada, los válidos y eficaces son 
Jos primeros, desconociendo asi los pretendidos derechos de la 
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demandada sobre esas tierras, lisa decisión no afecta, sin em- 
Largo !os derechos de los demandantes en el presente juicio, 
pues s¡ el titulo de la provincia era atacable ni la f celia de la 
1 enta que hizo a tiüemes. Alvarado y Sauz, se consolidó más 
larde a nitrito de la transacción contenida en la citada ééfÜfU 
tura ile 31 de encm de i8y2, por la cual C.üemes y ( >vejeru, 
ionio sucesores de Lozano y de Al varado, reconocieron el do- 
minio de la provincia sobre setenta y cinco leguas y fracción 
de las tierras de Maíz Gordo. Santa llárhara y Este de la 'Yo- 
(orilla. La obligación que el contrato de compra-venta impuso 
a Sauz fué la de pagar a la vendedora la tercera parte del pre- 
cio estipulado, ohligarión que cree no ha sido cumplida. La cpie 
impuso el mi*;no contrato a la provincia de Jujuy fué la de res- 
petar los derechos trasmitidos. | a de entregar a los comprado- 
res I' \u 'sesión de lo que estuviese en su poder, y la de no em- 
¡icorar la situación existente ai tiempo de la convención. l,a 
provincia de Jujuy no sólo no ha entregado a Sauz la pose-ion 
de la parte de esa tierra que estaba o llegó a estar en su poder 
miiii (pie ha hecho imposible el cumplimiento del Contrato de 
venta, a! efectuar enajenaciones a favor de Mariano C. Hui- 
trago (de cincuenta mil hectáreas): de Laeh Hermanos Ulna 
legua cuadrada 1 : de Vandalio Ferrcyra i'Finca "í,a TotorÜla" \ 
y de Tomás K. Al varado i veintiocho mil trescientas noventa y 
cuatro hectáreas, cincuenta y nueve áreas, sesenta v dos me- 
tros cuadrados). hkI.is cías dentro de lo.s limites fijados en el 
cntrato de venta de i~ de noviembre de i!*jo. 

I.a inejecución de las respectivas obligaciones en uuc han 
incurrid.* tanto Sauz como la provincia sólo les dada derecho 
ru condiciones normales para exigir el cumplimiento del con- 
trato pagando rl precio correspondiente ; pero habiéndose he- 
cho inmovible el cumplimiento del contrató por parte de la ven- 
dedora y siéndole imputable a ef.a dicha imposibilidad, los de- 
mandantes tienen el derecho de pedir la rescisión del contrato 
>ni necesidad de ofrecer el precio, y de reclamar el pago de 'o^ 
daños y perjuicios de acuerdo con ]o dispuesto en los artículos 
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505, 506, 507, 510 al 513. 590. 394. 595. "75- 8*?* 890. «9$ 
1408, 1413 y demás disposiciones concordantes del Código Civil. 

Para fijar la indemnización debe tenerse en cuenta que la 
provincia de .1 tijuy se obligó a vender a Satiz la tercera parte 
de sus derechos sobre la Merced de Robles, la que en su totali- 
dad tenia una extensión de trescientas doce legua*;, lo que im- 
porta establecer que Sauz tenia derecho a cincuenta y cWatírú 
leguas. Las transacciones, como la celebrada con Ovejero y lab 
consecuencias del pleito con los herederos de A ¡varado, 110 afec- 
tan el derecho de Sauz ni de sus sucesores que no han i ni er ve- 
nido en dichos actos. Por tal razón los demandantes tienen de- 
recho a una indemnización que. sin exceder 6| valor de su ter- 
cera parte en la totalwáafcl de la compra efectuada, represente el 
¡iiq Kirie de los beneficios que obtuvo la provincia al transar en 
iHjj, es decir, que tiene el derecho ¡A valor actual de las se- 
tenta y cinco leguas cuadradas y mil novecientas cuarenta y 
ocho diez milésimos de legua en cuya posesión quedó cu 
deduciendo la parte del precio que corres] >ondi;< pagar a Sauz 
en virtud del contrato de 17 de noviembre de i&jo, sin interés. 
Kl monto de la indemnización deherá ser fijado en otro jui- 
cio, limitándose la presente denunda :i la rescisión de! contra- 
to y al reconocimiento del derecho de los demandantes a que 
le sean indemnizados los perjuicios sufridos, con las costas del 
juicio. Manifiesta que los demandantes invocan el carácter de 
sucesores de don José Maria Sauz, pues la señorita Angela Ma- 
na Sauz es única y universal heredera de aquél y don Kieard" 
León e* cesionario de una parle de los derechos hereditarios. 
Hacen constar, además, que aún curmlo en la declaratoria de 
herederos que se presenta aparece la señorita de Sauz como 
hija legítima y se dejan a salvo los derechos de doña Adela 
l'ianchi como cónyuge supérstiu*. formulan la demanda en la 
fonra que lo hacen porque como lo demostrarán o|>ortiina- 
mente ante el Juez de la sucesión y lo acreditarán en los pre- 
sentes autos la señorita Sauz es hija natura: de don José M li- 
ria Sauz y su única heredera. 
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Habiéndose acreditado los hecho.* que hacen surtir en ct 
-n-n !a jurisdicción originaria del tribunal eoti arrezo al articu- 
lo toi de !a Constitución y al artículo i.", inciso i* de la ley 
X." 48, se consto traslado tic la demanda a la provincia de I ti- 
juy, cuyo representante S«t evacuó ;i íiq'as 42, exponiendo: 

Qué s"n tres las personas que accionan como demandantes 
a saber: dofia Adela lüanchi de Sauz, doña Angela María Sauz 
y don Ricardo León, pues etí el j itidér conferido por ta señorita 
San/ -e hace o instar mu* día ci incurre también como repre- 
séntente de mi señora madre. ]a primera de las personas nmu- 
l>rn«l.-i a mérito ríe] poder que le tenia conferido y, en cnanto a 
don Ricardo León, hace valer tina cesión parcial de derechos 
(|iie le hicieron la señora y ta señorita de Sauz. 

t jne <lnña Vdi-la liian. hi de Sa.iz y la señorita Angela Ma- 
ría Sanz se atribuyen el carácter de esposa e hija legitima, res- 
pectivamente, de don fosé Marta Sauz, apocándose en una de- 
claratoria de heredero* dictada en *u favor por el .luez en lo 
C ivil de ta Capital, doctor Juan Agustín Careia fhijui. con 
techa „'u de noviembre de tXni, declaratoria en ta t|ne se han 
violado las disposiciones de la ley. pues se funda exclusivamen- 
te en una información de testigos a todas luces deficiente y fué 
dictada, además, en virtud de un procedimiento plagado de irre- 
gularidades., pu- todo Id cual ta i npugnan como falsa y al mis- 
mi» tiempo como ineficaz respecto de terceros. Sostiene, en 
c-.nsecuencta. que los demandantes carecen de titulo que los ha- 
bilite para ejercitar las acciones qtte pudieran corresponder al 
señor Sauz, [«ir lo que fes aporte en primer térniino la excep- 
ción de falla de acción. 

<Jue para poner de relieve !;i falsedad e ineficacia de la 
declaratoria de herederos bastará referirse a lo que expresa a 
>u respecto e! mismo represéntame de actores, quien afirma, 
que Angela María Sauz no es hija legítima de dnn José Ma- 
na San/, como lo establece dicho documento, sinó hija natural 
del misino causante. 
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[}uc en cuanto al fondo del pleito, corresponde observar 
(|iK' ln que la ¡ii"\ íncia lt- J'.ijuv vendió a i ".nemes. Ovejero y 
Sauz en tSijo. fueron solamente los derechos y accione^ que co- 
rrespondieran a la provincia en la-i tierras que se deslindan tti 
dicho contrato; fin garantir la efccttvid; d de esos derechos, sin 
obligarse cutí ios comprador e> a entregarle-» u va fracción dcter- 
minada y sin comprometerse tampoco a [jonerlos cu posesión de 
los inmuebles comprendidos dentro de los limites señalados - ; 
celebró, pues, tina venta aleatoria y por consiguiente los com- 
pradores no pueden pretender que adquirieron derechos perfec- 
tos de dominio, sino en la medida que correspondieran al ven- 
dedor y pata que los adqu i rentes los hicieran valet |»or cuenta 
propia. Tero, además. para que ¡Midieran decirse adquiremes 
fie esos derechos y en sil nación de ejercitar las acciones pra> 
venientes de tal adquisición. er;i indispensable que ludiiese cum- 
plid" la obligación correlativa que el contrato les imponía. e> 
tlecíf, pagar el precio convenido de cien mil pesos dentro de se- 
tenta días con el interés del nueve por ciento. Gomo los seño- 
íes t Hit-mes y Ovejero rescindieron el convenio en tSqa y co- 
mo ni el señur Sanz ni *il> sucesores han abonado en los trein- 
ta años transcurridos la parte de precio que le correspondía, 
con sus intereses, ningún derecho puede invocarse contra la 
provincia de Juiuy a mérito ele un coi il rain qiie de hecho quedó 
U'seindido. pues qtte sol" tuvo efecto en el pape! . 

Que aún suponiendo que el contrato subsistiera respecto 
de Samr y que los demanda ules fueren sus succsOfCiS. del re m-' 
empezar por solventar el precio con sus intereses, y mía vez 
cumplida dicha obligación; ejercitar sobre las tierra- de que se 
trata las acciones y derechos de la deirandada. 

(Jue si h» demandantes hubiesen sido per son;. > de res- 
ponsabilidad y hubiesen acreditado ser sucesores de Sauz, la 
Provincia de jujtly les hubiera o >nl ra demandado por cumpli- 
miento del contrato exigiendo el pago del precio y sus intere- 
ses, pero en visia de su falta de si i] vencía y del hecho de no 
liaber coni probad o hattárse vinculados a Sun* de ral manera que 
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pueda responsabilizarse por las obligaciones de dícftó cansante, 
*e abstiene de ejercitar esa acción y con e! propósito de poner 
fin a Unía cuestión nn tiene i nc- inveniente en que se tenga i>or 
rescindido el contrato de 17 de noviembre de 1890 en cuanto 
afecta a Sanz, pero, bien entendido, sin responsabilidad algu- 
na para Ea demandada. La indemnización que se reclama care- 
ce eje todo fundamento legal, desde que ni Sanz ni sus su- 
cesores han cumplido con la obligación que imponía al prime- 
ro el contrato mencionado, ni ban ofrecido en momento algu- 
no satisfacer el precio estipulado, ni se encuentran en condicio- 
ne^ de hacerlo. Tratándose de un contrato bilateral la ley no 
permite a la parte que no lo ha cumplido ni ofrece cumplirlo 
a demandar la prestación de las obligaciones correspondiente* 
a la otra parte. Y si los actores carecen de acción para exi- 
gir el cumplimiento fiel contrato con mayor razón estarían in- 
cajiacitados para reclamar daños y perjuicios como consecuen- 
cia de su rescisión. 

<Jue en el supuesto que incumbiera alguna re ¡tonsabili- 
dad a¡ la provincia de J tijuy. Ja acción estaria prescrípta con 
arrogó al articulo 40JJ del Código Civil. Por lo demás esa 
responsabilidad del»eria ser soportada por los señores Güemes, 
Al varado y Apatié en virtud tic haberla asumido expresamente 
por los reclamos que el señor Sanz pudiera hacer al Gobier- 
no de ! tijuy en virtud de !a rescisión del contrato de 17 de no- 
viembre ile 1890. por lo que solicita se cite de evicción a dichos 
señores. 

Kn consecuencia solicita el rechazo de ¡a demanda con 

costas. 

Recibida la causa a pateta ¡xir auto de fojas 81. produci- 
da la que expresa el certificado de fojas 233 y agregados los 
alegatos de las partes, quedo ta causa en estado de sentencia; y 

Considerando : 

< A »ue >egún se expresa claramente en la demanda. Ja acción 
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c> ejercitada solamente por «lona Angela Maria Sanz como úni- 
ca y universal heredera de. su padre natural don José María 
Sauz y por don Ricardo León en su carácter de cesionario de 
una parte de lr»s derechos de la primera. 

Que en tales condiciones no son pertinentes las objecio- 
nes que formula la provincia demandada respecto a la perso- 
nería de doña Angela Bíanchi de Sanz, madre de la deman- 
dante doña Angela, toda vez que aquélla no se ha presentado 
como parte en el juicio ni pretende derecho alguno en el con- 
trato cuya rescisión se ha redamado. 

Que en cuanto a la personería de doña Angela María Sauz 
y, por lo tanto, de su cesionario parcial don Ricardo León, se 
encuentra plenamente acreditada por la sentencia dictada por 
el Juez de t,* Instancia en lo Civil de la Capital, doctor Fer- 
nando Klap|Ktihach con fecha 6 de junio de 1921 en el juicio 
sucesorio de rlon José M. Sanz. incidente sobre nulidad de una 
declaratoria de herederos. En dicha sentencia, que aparece ins- 
cripta en el Registro Civil de la Capital (testimonio de fojas 
i$3 y siguientes), se declara la nulidad de la anterior declara- 
toria de herederos dictada a favor de Angela Maria Sanz y de 
doña Adela Bianchi de Sanz, como hija legítima y esposa, res- 
pectivamente, de don José Maria Sanz y se establece, a la vez, 
que la primera de las nombradas es hija natural de dicho cau- 
sante v su única y universal heredera. 

Que la validez y eficacia de esta declaración judicial he* 
cha por un funcionario de la justicia local, con jurisdicción in- 
discutible en el caso desde que era el juez que conocía en el 
juicio sucesorio de don José María Sanz (Código Civil, ar- 
tículo 3284, inciso no puede ser impugnada o discutida 
ante la Justicia Federal, sino en virtud del recurso extraordi- 
nario autorizado por el artículo 14 de la ley número 48 (Fa- 
llos tomo 5, página 59; fonio 112. página 32 y tomo 120, pá- 
gina 36 entre otros). 

Que a mérito de lo precedentemente consignado, la sen- 
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tencia del juez de l;i Capital que declara a la demandante úni- 
ca heredera de IV José María Sauz, su padre natura!, sólo pu- 
dría cuestionarse por parle legitima ante ía misma justicia local 
en ejercicio de algún recurso joncedido ]H»r las leyes procesales 
que rigen en dicha jurisdicción. debiendo entretanto atribuír- 
sele la misma fe y crédito que se le concede en los tribunal e« 
en que fué dictada. (Constitución Nacional articulo f*). 

(Jue la prescnpciÓTi liberatoria opuesta en el e>.*rit > de 
contestación a la demanda, no se lia operado en el easn. Kn 
efecto, habiendo fallecido el cansante y titular de", derecho, el 
7 de mayo de i M< jf *. dejando como heredera a la menor deman- 
dante, la prescripción (|iicdó suspendida en e-a fechi. después 
de haber corrido cinco años y veinte días i Código Civil, articu- 
lo 3966), I*a suspensión perduró durante todo el t¡em¡*i 'le la 
minoridad de elidía heredera, o sea hasta el \:' de marzu de 
1 U'>, eon arreglo a lo declarado |w»r el mismo Juez ele la Ca- 
pital doctor Klappenbach en el auto testimoniado de fojas üjS 
acerca de la fecha presuntiva de* nacimiento de la demandan- 
te. Por consiguiente, en la época de la prc>enlación de e-ta de- 
manda, o sea. el r6 de octupbre de 101Q. habían corrido mil- 
mente otros tres años, síelc meses y quince dias. ijue unidos al 
tiempo que precedió al fallecimiento de Sanz. forman un total 
de nueve años, un mes y cinco días, a todas luces insuficientes 
para extinguir una acción sujeta al término ele la pre-erijíción 
i-"- linaria de diez \ veinte año* >eñ:tfado p 'r el articulo 4 >-.i 
del Código Civil. 

(Jue, en cuanto al fondo del asunte corres] »rmde dejar, 
de-de luego, establecido que l->s dea-andante* ejercen en el pre- 
sente caso una acción derivada del contrato que su caúsame don 
José María San/., en unión de otras personas, celebró c m el 
Gobierno de la Provincia de Jujtiy el 17 de noviembre de i$*>. 

(jue en virtud de ese contrato, el Poder Kiecurvo de la 
mencionada provincia vendió al citado Sauz y a los señores 
don \ng¿] M. Ovejero y don Martin Gabriel (ou-mes Ufáps l«<s 
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defecnos y pepones que según la ley de iS íle dicicnbrc de 1883 
correspondían a la vendedora en Jai tierras que comprende ia 
Merced de don Francisco Javier de Robles, cuyos limites se 
liaran determinados en el plano de! ingeniero don Carlos B. 
Seherrer. 1*1 precio estipulado fué de cien mil pesos que los 
compradores se obligaron a satisfacer en el plazo de setenta y 
chico días con ínteres de nueve [>or ciento al año. t Escritu- 
ra testimoniada de fojas 41. 

Que diclu» contrato fué rescindido por convenio que cele- 
braron los señorea Ovejero y Quemes con el Gobierno de la 
Provincia de Jujuv. >egún escritura pública de 31 fie enero de 
1892 i testimonio de fojas 7 vuelta >. estipulándole en la misma 
convención que los mencionados Ovejero y Giiemes en unión 
de don David Apatié se hacían responsaliles <Ie los reclamos 
míe pudiera formular don Ji.se María Sanz a la Provincia de 
J tijuy tu caso de no poder o no querer confirmar el acto resci- 
SOrio. Convínose, además, que durante el término de dos años 
los señores Quemes, Ovejero y San* podrían ejecutar el con- 
trato rescindido, abonando el precio señalado, siempre que el 
Gobierno de la Provincia no hubiera enajenado todo o ¡tarte 
de las tierras objeto del convenio. 

Que dados los antecedentes relacionados, resulta evidente 
la improcedencia de la demanda promovida por la heredera de 
Sanz, y |>or c! cesionario de aquélla, desde que la venta ele ac- 
ciones y derechos concertada el 17 de noviembre de tSrjo es 
un contrato bilateral : que ni el comprador Sanz ni sus herede- 
ros han pagado u ofrecido pagar el precio estipulado; v que 
con arreglo a lo dispuesto en el artículo 1201 riel Código Civil 
en tales contratos no puede una de las partes demandar su 
cumplimiento si no proliare ella haberío cumplido, u ofreciese 
cumplirlo, o que su obligación es a plazo. 

One si bien la presente demanda nn se propine obtener el 
cumplimiento de las obligaciones contraídas por la Provincia 
de Jujuy en el recordado contrato de 1890. es indudable, sin 
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embargo. que tiene ]*w finalidad conseguir la rescisión del ¡ui-- 
mo por culpa de la p:irtc vendedora y la consiguiente indem- 
nización de perjuicios, es decir, una solución económica equiva- 
lente a la que habría resultado para los demandantes de la eje- 
cución «le lidias obligaciones. 

(Jnc sí la ley niega ta acción directa eme surge del contrato 
al contratante que no lia llenado las condiciones a que se some- 
tió por ¡a misma convención, seria ¡lógico suponer, que le deja- 
se expedito otro camino que conduzca a l:i misma o análoga so- 
lución que expresa mente le ha negado. 

Qué si alguna acción hubiere podido eorre>ponder a San/ 
o a sus sucesores por razón de la compra de los derechos de la 
Provincia, no hubiera sido en ningún caso la de rescisión riel 
contrato por imposibilidad de ser cumplido, toda vez que di- 
cha imposibilidad no se 'ha cOmp.oKido en el juicio y que tam- 
poco se ha demostrado que las enajenaciones efectuada* por !a 
provincia de Jujuy de tierras comprendidas en la Merced de 
Roblen rio hubiesen dejado tierras fiscales suficientes para po- 
der cumplir el contrato. 

Que. por lo demás, !a actitud pasiva di- Sauz durante los 
seis años corrido* entre la fecha de la su ser i lición del contrato 
y la de su deceso; el silencio guardado i>or esc mismo compra- 
dor después de la rescisión pactada por sus compartes: y el he- 
cho de no haber intentado satisfacer el precio ni Inltcr gestio- 
nado la prórroga r|cl plato que le había sido acordado, consti- 
tuí prueba acabada de la intención de Sauz de no hacer efec- 
tiva la adquisición de las acciones y derechos y, por lo tanto, 
sn voluntad de ratificar la rescisión estipulada por tótemes y 
jn.r Ovejero en tfr>¿ (Código Civil, artículos É0J5 y i«>.V" ■ 

Por estos fundamentos, se absuelve a la Provincia de Ju- 
juy de la presente demanda promovida por duna Angela Ma- 
ría Sauz y don Ricardo l.eótu sobre rescisión de comíalo, sin 
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costas, atenta la naturaleza de las cuestiones debatidas. Nou- 
fiquc.-c. ¡fiepángniür el pa|>el y archívese. 

A. Bermejo. — J. Figi/eroa AL- 
CORTA. — K.XMÓX MkNOI'Z. — 
KollKkTu IiKt'l-TTO, — M. I,U- 
KK KC [;NA. 



Detrae Hermanos, apelando de ittm resolmum de hi .¡ifnniui 
de la Capital. 

Sumario: A los fines cíe lo prescripto por él art'icuki 12 de ta 
ley de Aduana, minien» 40,33. a la Ikisií tle apreciación del 
empleado de la misma <]iie ha de liquidar lós valares decla- 
rados no la constituye la simple declaración del despachan- 
te n introductor, sino ta rbién los justificativos ríe la mis- 
ma, constituidos por la documentación a que la ley -c re- 
fiere, y si la Aduana comprobare mediante la re visación 
de las facturas o por oíros medios de investigación, que el 
valor fleclarado es bajo, y nn se ha omitido, ni adulterado, 
por otra parte, los documentos comprobatorios oportuna y 
espontáneamente presentados a la re visación y contralor 
aduaneros, et procedimiento legal para poner a salvo tos 
intereses fiscales que se consideren comprometidos, es e! 
de la aplicación en tiempo y furnia, del artículo 134 de las 
ordenanzas y sus correlativos de la ley de Aduana, toda 
vez que la aplicación de otras sanciones implicaría el deli- 
to de defraudación o el propósito de cometerlo, de impo- 
sible realización en el siS judiev. 

Cáffíi Lo exp!ícan las piezas siguientes: 
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RKSJ .'H>N AP4I I S ISTRA J IVA 

Butaoi Air». Scpficnbre i? de Ufcl 

Visto el presente stimario instaurado a mérito de la de- 
nuncia formulada por el t'Tnj'ka l- > -eñor Manuel Aro de l'ar- 
ga del que 

Resulta ; 

j„" Hallarle plenamente enmprol>ado que l *' N'ista Sr. Ar- 
turo J. ' *r tila que intervino en c! despacho aceptó el valor de 
peso* oro catorce mil i$ uro 14.0001 |>nra ocho automóviles 
"ki-nattli" pedidos por manifiesto 104.750: 

j. Kvidrnciarse "por las factura? agregadas de fojas ¿3 ¡1 
>i \ fojas 37 que para la misma mercadería se asigna un valor 
ríe (S oro 23.206.51 i veintitrés mil doscientos seis pesos con 
cincuenta y un centavos moneda nacional oro, y 

Considerando j 

Que el articnlo 12 de la ley 49.13 estatuye que los derechos 
de la- mercaderías no incluidas en la Tarifa de Avalúos se li- 
quidarán sobré h>< valores declarados por los despachantes con 
!;i exhibición de facturas; 

Que por resolución de fecha 1." de abril de 1919 ( R- V. 
41 1 inserta en él 11. 0. X." 754$ de 8 del mismo mes y año„ el 
Ministerio de Hacienda al dilucidar una cuestión relacionada 
cmi la fijación de valores dejó expresamente determinado que 
"ella drlu* resolverse con arreglo ai propósito bien manifestado 
' de la ley, prescindiendo por lo tanto de todo ie&ueMQ, rrku* 
** ja <? bonificación que se acuerde a cualquier titula para ha- 
" eerse única y exclusivamente en el precio que la mercadería 
" tiene a>igiiado en general para mi adjudicación en *a forma 
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'* normal > corriente de las transacciones come reíales, |>or que 
■ como bien lo hace notar la InsiK'ceión General de Rentas, «i 
" se computaran esos hencf icios, tendría <|iie producirse el ca- 
*' só fie que una misma mercadería abonara a su importación 
*' derechos distintos, según las condiciones en míe cada com- 
** prador realizara su compra, siendu (|ue los valores esijidos 
" en el arancel son iguales para todos Ins casos y el valor de 
" factura está llamado a sustituirlos en esa y nu en otr.i fot- 
"ma"; 

Que se deduce de lo manifestado por la Junta del Ramo 
a fs. to. 44 y 45 que no existe una norma precisa para e! des- 
pacho de automóviles, efectuándose descuentos en algunos ca- 
sos y prescindiendo de ellos cuando en las facturas apa recia 
consignado por el fabricante; 

Que a mérito de ello cal»e aceptar buena fe en la diligen- 
cia practicada por el Vista señor Orfila, ya rpie bien puede 
constituir su proceder el derivado de la fa!ta de una disposición 
terminante en cuanto al despacho de la mercadería a|mntada 
que nrigint'í no se hiciera incapié sobre Ú11 valor menor que el 
inserto en las 'facturas : 

Que en lo cpie concierne al fondo del asunto a 110 mediar 
la denuncia del empleado señor Manuel Ares de l'arga la renta 
fiscal se habría perjudicado: 

Que habiéndose detenido la mercadería y comprobado la 
infracción como también asi la diferencia de valores entre lo 
manifestado y el que consta en la factura y rio excediendo el 
perjuicio fiscal fiel 50 ofo. 

Se Resuelve: 

Aplicar una multa de dobles derechos sobre la diferencia, 
pena fpie se impone a los señores Detraz Unos., a beneficio del 
FisCO y empleado denunciante señor Manuel Ares de l'arga. 

Y desprendiéndose de lo actuado que no existe una merma 
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tija ":i lo que se refiere at despacho cíe automóviles, diríjase no- 
ta a la Jefatura de Vistas recordándole que esa dependencia 
fió puede en numera alguna apartarse en el despacho de las 
ipercaderias de valor declarado de lo dispuesto por la resolución 
ild Ministerio de Hacienda de fecha i;? de abril de r*/i'j, y 
cpic en consecuencia debe adoptar de inmediato las medidas de! 
caso. 

[Jámase seriamente la atención de los Vistas, señores Ar- 
turo J. Orfila y -Manuel S. Calvo, el primero por baber acep- 
tado un valor menor (pie el consignado en la* facturas y sus- 
cribirlo en confianza el segundo, sin contralor alguno. 

\\>t i fuñiese, repóngase el sellado y consentida que fuere 
c-ia :r-ol nción a Liqiii&éióTíes, a sus efectos. 

.i neo Quintana. 



VISTA DEL, FISCAL 

Diciembre B de IG2I 

Señor Juez : 

l-as consideraciones aducidas en la precedente expresión 
de agravios no logran desvirtuar los fundamentos de la resolu- 
ción recurrida. Los informes de ta Teneduría de Libros de fs. 
,íí< vía. y 12 demuestran que según la> facturas de los mismos 
señores IXtraz Unos,, el valor total de los ocbo autos, cuyo 
valor manifestado fué de catorce mil pesos oro era en la rea- 
lidad de vent mtítres mil doscientos seis pesos cincuenta y un 
centavo oro, apareciendo por lo tanto una diferencia de oclio 
mil ochocientos seis pesos con cincuenta y un centavos oro se- 
llado sobre cuyo importe se habrían defraudado los derechos 
correspondientes de no mediar la denuncia de fs. I. 

Por ello y apareciendo que los recurrentes fueron oídos en 
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la oportunidad debida, como consta de fs. t vta. y 3 estimo que 
corresponde confirmar por sus fundamentos y con cosías i:i re- 
solución administrativa de fs. 47. 

Garda Torr,\<. 



Mayo 3L Je M22 

Señor Juez: 

K! Procurador Kisc.il que suscribe en el juicio seguido por 
Détraz Uno-, apelando dé una resolución de la Aduana a V. S. 
digo : 

(Juc la 1 truel >n producida no mollifica ni afecta los funda- 
mentos de la resoluaón recurrida. 

lí.ijo ningún concepto ca1>e admitir. que s,i pretexto de des- 
cuento-; , rebaja n bonificaciones, pueda en ciertos ¿$$05 tina 
misma mercadería pagar un derecho y en otro no o con evi- 
dente diferencias, 

Ello acarrearía una odiosa desigualdad y el consiguiente 
trastorno en el despacho aduanero. 

Y caire observar que los asientos de los libros de los seño- 
res Knrique Abal y Cia. compulsados a fs. 70 que se invocan 
para justificar las pretendidas rebajas o lanificaciones son de 
fechas 31 de diciembre de i<>2i ( fs. 71 vta. I es decir muy pos- 
teriores a la fecha de la denuncia de fs. 1 por lo que, en ningún 
caso podrían ini]>ortar la má.s leve prueba en esta causa. 

K11 su consecuencia, reproduciendo mi dictamen de fojas 
62, pido que se confirme con costas la resolución recurrida. 



Li'arcia Torres. 
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¡¡ENTKNCIA üi¡& st ;Suk jüRZ FEDERAL 

Butnot Air», AfO*to íS de HC3 

Vistos y Considerando: 

i. (jue la resolución del Administrador de Aduana de fo- 
ja- 47 ha impuesto a los recurrente* señores Détra/. Hermanos 
ima multa igual n bis dobles derechos sobre la diferencia de va- 
lor que conceptúa existe. resjiecio de los automóviles á <jtíe se 
Hace mención en la denuncia de fs. 1 y (pie han dado margen 
a la formación de la presente causa. 

,V <Jue Lvmiu rc-ulta ríe las constancia;, de estos autos. los 
automóviles de la referencia son de valor declarado y se rigen 
por la disposición del art. 134 de las Ordenanzas de Aduana. 

tie establece como única sansiñu. en b is casos en t|iie los va- 
valores declarados por ios importadores se conceptúen bajos la 

idít iisiciiin de la mercaderia por cuenta del Tesoro iMbliCO me* 
dh'.nie el p:tgo al introductor del valor asignado om la bonifi- 
cación del 10 <í o. 

¿. One en el presente caso la Aduana se lia apartado de la 
disposición del citado art. 134 y en vez (te ejercitar el derecho 
de compra ha resuelto imponer una multa sobre la diferencia 
de valor. multa que l H, r ser contraria a la disposición de la ley. 
le todo punte» improcedente. 

IVr esto, y 110 obstante lo pedido por el rroeurador Fis- 
cal, se revoca la resofadén apelada de fs, 47, en cuanto im- 
pone a los sefiofes IViraz finos,, la peña ile dobles derechos. 

Motifíquese con i-i original, rerumgase el papel y en ópor- 
tunidad devuélvale. 

.l/wro.7 Juntas. 
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DICTA M KN DÉt FISCAI. DE CÁMAKA 

Bueno* Alr« f Octubre 38 de IÍ9Í 

Excma. Cámara; 

Según resulta de las constancias de este expediente los ?e- 
ñqréa IVlraz Uno*, solicitaron lia jo el número 104.750 c! des- 
pacho directo de ocho cajones marca SIAM [R conteniendo ocho 
automóviles completos y ocho ruedas de auxilio correspondien- 
te, «na |mr cada automóvil > Como se trataha de artículos no 
lariíados, los señores Dctraz linos., manif estafan que el va- 
lor total de tos ocho automóviles y de las ocho ruedas fie auxi- 
lio era el de pesos catorce cura roe lentos oro. 

Con arreglo a lo dispuesto en la sc«und* [jarle del art. ¡> 
fie la Ley número 4053 tos derechos dé mercaderías no inclui- 
dos en la tarifa de avalúos, ¡?e liquidarán sobre los valore* de- 
clarados por los despachantes, y just ifieados con la exhibici-'U 
ríe la factura original. 

Ahora bien: detenido el desnaeho por virtud de la denun- 
cia formulada en el parte de fs. í la sección Teneduría de Li- 
bros de la Aduana de la Capital, omiprotm que ¡as facturas ori- 
ginales correspondientes a los ocho automóviles y a las ocho 
ruedas de auxilio en cuestión asignaban a esu mercader i a un 
valor de veintitrés mil doscientos seis ¡r-sos om cincuenta v un 
centavos oro sellado, surgiendo de consiguiente, entre esta can- 
tidad y la expresada por los interesados en el desliedlo número 
104.750 una diferencia de pesos pro ocho mil ochocientos seis 
con cincuenta y un centavos según puede versé en los informes 
de fs. 1 2 y fs. 36 vueha. 

De ahí que aparezca toda su evidencia ¡a tentativa de 
defraudación a la renta Aduanera denunciada en e! parle de 
fs;. 1 toda vez que con ocasión del despacho directo número 
104.750 se ha pretendido a base de una declaración de valor 
falsamente establecida, eludir el pago de dcreelv* aduaneros 
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sobre !;i diferencia antes mencionada. cOn la qüéí ú no mediar 
la oportuna intervención del denunciante, habría e! fisco sufri- 
do un grave e injustificado perjuicio. 

F.ste hecho constituye un fraude aduanero dado «me. se- 
gún la definición del art. 1025 de las Ordenanzas de las Adna- 
ñas de la República será considerado como fraude, y por con- 
siguieute materia de pena, toda falún de requisito, tocia falsa 
declaración o todo hecho, rpte despachado en confianza por ella 
<» que si pasara desapercibido produjera menos renta de la qué 
legítimamente se adeuda. Ademas el art. toK\ fija también la? 
sanciones coa míe debe ser penado todo hecho que tienda a dis- 
minuir indebidamente la renta, aunque no tenga en las Orde- 
nanzas una sanción especial. 

Con sugedón a las prescripciones legales citadas y a mé- 
rito de las consideraciones de hecho ■ pie dejo relacionadas, así 
como de acuerdo con las expuestas en los dicta renes fiscales 
de fe. <>3 y fs. 84 — que reproduzco — eones]ionde y a V. K. 
pido se sirva revocar la sentencia arlada de fs. 85 y confirmar 
i-tm costas, la resolución aduanera de fs. 46, en cuanto impone 
a les señores Détraz Unos, una multa de doble derechos de di- 
ferencia, a beneficio del fisco y empleado denunciante. 

* 

¡! orado K, Larrcttu 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Bhwoi 41 reí. Ftbf«o -"3 de m¡3 

\ isin^ estpí autos ca randados "Dctraz Hnos. apelando de 
una re-nlución de la Aduana" y 

i 

Considerando: 

Ouc consta en autos que los señores Petraz linos, soHct- 
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turril el despacho de ocho automóviles completos y ocho rue- 
das de auxilio cuyo valor se manifestó en catorce mil uesos oro 
siendo su precio según las facturas originales de jwsos veimi- 
ires mil doscientos seis con cincuenta y un centavos oro o sea 
aña diferencia de pesos ocho mil ochocientos seis con cincuen- 
ta v nn centavos oro; que de acuerdo con el art. 12 'le la ley 
de Aduana "los derechos de las mercaderías no incluidos cu las 
tarifas fie avalúos se liquidarán sobre los valores declarados 
por el despáchame, y justificados con la exhibición de la fac- 
tura oripnal"; y si hien el art. 134 de las Ordenanzas de Adua- 
11:1 i-stahlecc que en los casos de mercaderías no incluidas en las 
tarifas ele avalúos, la Aduana podrá retenerlas, dentro de 24 
horas por cuenta del Tesoro Público, pagando el valor decla- 
rado con un aumento del 10 o\n t es de advertir que esta dis- 
pnsición establece a favor de la Aduana mía facultad de la cual 
pmé$ o no hacer uso sin que ell » implique tpie deba consentir 
la colisión fíe un fraude, como el que aparece en autos, el cual 
e-la genéricamente previsto y junado e nías O. O. de Aduana 
cu los arts. 1025 y 102Ó co no lo sostiene el Sr. Fiscal de Cá- 
mara . 

l'or estos f mi llámenlos y de acuerda tüii el dictamen del 
Sr. Fiscal de Cámara, se revoca la sentencia apelada de fe; 85 
v se confirma con costas la resolución Administrativa de fs. 4Ó 
en cuanto impone a los señores Del ra?. Unos, una multa de 
dobles derechos sobre la diferencia a beneficio del Fisco y em- 
p!cado denunciante. 

Devuélvase y repóngase las fojas en primera instancia. — 
T. .-Irías. — Marrclwo l-scalatto. — J. P, luna. — B. A . Nn- 
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VALUO DE UA CORT« SUPREMA 

Bueno» Aire», Febrero II de lií» 

Y Vistos: 

Kl recurso exíran-;!inario interpuesto pí»c lo.- señores De- 
tras linos, contra sentencm de la Cámara Federal de esta Sa- 
pjtal, coriftrmatoria tlt* Ja resolución de Aduana que impone a 
I<- recurrentes una nuilta de dobles derechos sobre ja di leren- 
da entre el valor declarada comu precio de la* mercadería* de 
qué se traía y él qué resulta de las íacturas originales dé las 
misma*. 

Y Considerando: 

«Jue la cuestión co r prendida en el reeursp intentado, es~ 
•*> e>. la que lo fundamenta y determina su procedencia c<<a- 
ststé en establecer si la inteligencia míe ba de atribuirse a las 
disposiciones de la ley y ordenanzas ile aduana que rigen el 
suh imftW ¡KTinite la ini]>os¡cinn de la umita qué ba fijado la 
sentencia recurrida, o si la sanción del caso lia debido limitar- 
le a la adjudicación de la mercaderia al fisco por el importe dé) 
valor declarado con un aumento de diez por ciento. 

Que según |n prescribe el art. i_' de la ley de Aduan i ¡u¡- 
nit-ro 4ij.í,í. los derechos de las mercadería* no inclüidás en la 
ia riía de avalúos, se liquidarán sobre los calores declarados por 
los despachantes y justificados con la exhibición de la fjaéturs 
original, es decir, qué a ¡a base de apreciación del emplead»! 
de .\dua;ia que ba de liquidar los valore- declarados no la cons- 
tituye !a -imple declaración del despachante o inirodueinr, si- 
no también Ims justificativos de la misma, constituidos por la 
documentación a que la ley se refiere. 
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Que en el caso de auto?!. los ríos factores légale? aludido* 
se han manifestado ante e! Vista dé Aduana que intervino en la 
1 1] ¡c r nción de despacho, pues, al mismo tiempo cpjc se declaró 
pi.r él despachante el valor de las mercaderías, se presentaron 
las facturas corres] londient es en las míe se les asigna nn valor 
superior al declarado, circunstancia rnte no oh»ló |*ara que se 
aceptara el valor de apreciación y no el de factura, por las con- 
sideraciones <|ue consigna la resolución fie Aduana de fs. 4Í1 o 
pur oíros motivos que aquella repartición ha considerado in- 
:iece<irio examinar. 

Oue en tale* condiciones, no habiéndose omitido ni adul- 
terado los docnmciilos comprobatorios de referencia. oportuna 
\ cspoiit^earnenie presentados a la revisaeión y contralor adua- 
neros, es eviilenle que sea cual fuere la procedencia legal de 
la 1 .unificación pretendida pur el despachante, tío aparece i|ul- 
éste llalla cometido o intentado cometer el fraude que se le atri- 
hn\f. aún eti el concepto extremo <lc las O. O. esto es, en 
cuanto la renta fiscal habría podido perjudicarse por la decla- 
ración a no mediar la demmeia. pues esta consiste en afirmar 
que 'a' mercadería valía más que lo declarado, y ta) circunstan- 
cia está, como <|iieda dicho, bien claramente esiahlecida en las 
facturas que presentó el despachante al iniciar su gestión. 

<Jue es]>ecificado el caso por los antecedentes relacionados, 
si ta Aduana Comprobó mediante la revisaeión de las mismas 
facturas, o j>ur otros medios de investigación, que el valor de- 
clara di r era ha jo, el procedí miento legal para poner a salvo tos in- 
tereses fiscales que se consideraron afectados, no ha podido ser 
utro. como !o establece el fallo de primera instancia que el de 
la aplicación en tiemiwj y forma del arl. 134 de las ordenan- 
zas y sus correlativos de la Ley de Aduana, toda vez que Ja. 
aplicación de otras sanciones implicaría el delito de defrauda- 
ción ■ • él projjósito de cometerlo, de imposible realización en el 
suh Índice. 

I'i.r otos tunda me utos y !o< concordantes del fallo citado 
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de í>. S5, *e revoca la sentencia apelada ;t fs. Xi*:iiiijncs.c 
y devuélvase. Repóngase el |>apel 

A. Bermejo — J. Ficueroa Al- 
corta. — Ramón* Méndez. — 
KoiíiíRTo Repito. — M. L.u- 

RENCÜN'A. 



limbajadi! tír Mi-jico. Hurto tic ttna mátfuina de escribir, Sotfíré 
jurisdicción ttritjimtrht de ta Corte Suprema. 

* 

Sumario : Xo corresponde a ln jurisdicción originaria de la 
Otíc Suprema el conocí miento de una causa p"r hurto 
de una máquina de escribir cometido en una legación ex- 
tranjera, en que no aparece compro metida aT^nua de la* 
j>ersonas a que se refiere el inciso 3.", artículo i.", ley 4N 
y art, 21 del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bueno! Aires. Miso lu de JW 

Suprema Corte: 

Del local de la Ktnliajada tic Mi-jico. Avenida Alvear 3371 l 
fue sustraída por jíersotias desconocí das, una máquina de e> 
eribir marca Undervvood. 

Hecha la denuncia respectiva a la jKjltcia de la Capital en 
nombre del señor Ministro Plenipotenciario de dicha Nación, 
don Enrique González Martínez y producida* las medidas pee- 
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ventivas del caso, se logró encontrar él objeto ¿ludido el que fue 
secuestrado i>or la | nlicia e ¡mlciuif ¡cíitit» posteriormente |jor 
un hijo Üél citado dip'oinático, 

Rn este estado de la cansa y >ni haber >i. ohtcnídn ta Cap- 
tura o identificación del autor o autores del hecho, se pa>a- 
ron las actuaciones sumariales a conocimiento del se fio r Juez 
de Instrucción en lo Criminal, fruten ha dispuesto elevarlas a 
esta Corle Supre.ra entendiendo <|iic a la jurisdicción originaria 
tíe V. R. corresponde conocer en la c:msa |M,»r tratarse de un 
delito cometido en perjuicio de una Rmhajada Rxlranjcra. 

Considero ajustada a derecho la referida resolución. Klla 
se encuentra apoyada en lo dispuesto ]X>r los artículos 101 de 
la Constitución, articulo l *» inciso y de la ley 4R y artículo 21 
fiel Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Kn efecto, la presente cansa qiie se inicia jiersigne él juz- 
ganiiento de un delito contra la propiedad, perpetrado en |x*r- 
juicio dé 11 n Representante Diplomático, y el hecho delictuoso 
aparece denunciado por el propio damnificado. 

La causa, pues, concierne a dicho diplomático ya «pie la 
sentencia <|ue se dicte puede afectar sus bienes propios ci '.os 
de la Legación. 

Las disposiciones Légales citadas establecen claramente míe 
en estos casos corresponde a esta Corte Suprema conocer ori- 
ginariamente en la causa y así la tiene resuelto \' . K. reite- 
radas veces. 

Por ello y alentó el estado del sumario, soy de opinión que 
a V. R. corresponde avocarse 50 prosecución y ordenar que se 
practiquen todas tas diligenciad necesarias para la cúmplela 
averiguación del hecho denunciado y delenuinaciófí de sus au- 
tores, cómplices y encubridores, 

florado R. Larreta. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aires, Febrero II de )«5 

Visfos y Considerando: 

Qw en la presente causa contra el autor o autores de-, 
rnriin.'iclijs del huno de una máquina de escribir cometido en la 
Legación de los Estados Cuidos Mexicanos, no aparece com- 
prometida alguna tic las personas ile la Legación a que se re- 
fiere el inciso articulo l.", ley 4K y artículo i del Código 
de Pnx-edimieiitos en lo Criminal, por lo que 110 corresjíonde 
íi l,i jurisdicción originaria de esta Curte, y oído el Señor Pro- 
uiradoT General, asi se declara. Envuélvanse al Señor Juez de 
Instrucción remitente , 

A. ÜERMKJíi — J. FJCUEROA At- 

iorta. — Ramón* Méndez — 
Roberto Repetto. — M. L, "CU- 
RES-CENA. 



/'. íi Genaro Martines centro d Gobernó Naetonali sobre noce 
de peusiófi. 

Sttwtrrin; I ,a ]ieiist<m a que da derecho el articulo t." de la ley 
4235, es la equivalente al sueldo de que gozaba el inte- 
resado cuando te sobrevino ¡a incapacidad definitiva que 
le puso en el ca^o de solicitarla. Ks justa y arreglada a 
derecho la pretensión del actor dé que se fe pague la di fe- 
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rencia entre lo cpie habría percibido y lo que percibe en 
virtud dé la resolución administrativa que motivó su de- 
manda. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

Bueno» Aire», Mavo Id de 1934 

Y Vistos: 

K?>u.' jtiit.il? seguido por don Genaro Martínez contra la Na- 
ción* soliifé goce de pensión de amparo que íe acuerda la ley 
N." del que resulta ; 

Primero: (Jue en ó de octubre de i()2¡ se presentó e! le- 
trado don E, J. Carreño. con poder del actor, lindando la 
acción en los siguientes heelios y consideraciones: n» Kn i 
Martínez era gendarme en la inicia del Chaco, recibiendo una 
herida en acto del servicio, de la que- se curó, tomando nueva- 
mente servicio, hasta que pasó a Misiones, dónde ascendió a 
sargento, y después a esía Capital, en cuya jiolicía sentó pla- 
za de agente. Durante ocho años Martina siguió prestan- 
do servicio sin interrupción, después del accidente menciona- 
do, hasta que le sobreviene la inmovilización de un brazo, de- 
bido, según los informes facultativos, a la herida recibida en 
Misiones: \u Resuelto a acogerse a los beneficios de la ley 
N," +235. logró que el Poder 'Ejecutivo le acordara una pen- 
sión equivalente al sueldo censual que disfrutaba en la época 
del accidente, que aceptó, sin perjuicio de re iniciar gestiones 
para lograr una asignación mayor, hasta que por decreto de 
18 de enero de i'jvíj se le acordé pensión equivalente al sueldo 
de sargento en Misiones, siendo que lo que en realidad co- , 
rrespondé es que aquella se pague de acuerdo con el sueldo 



1-AI.LOS DE LA CORTE SUÍ'RF.Ma 



fjtif percibía Martínez colirio agenté dé líolicia dé la Capital, 
en cuyo carácter re.-ultó inutilizado j>i»r la inmovilización del 
1:.-|Z"; L- 1 Debites de utras consideraciunc?» termina pidiendo 
que se declare que el actor tiene derecho ;i una pensión eqtii- 

i abate al sue'do de agiente policial de 1» Capital en mík>. co- 
mo asi también se cumíeme a !a Nación a pagarle la difercm 
cía di pensión entre lo percibido y lo que legítimamente le 
corresponde, fundándose para todo ello en los arts. i icm. ni-' 

' nv-8 del Código Civil. 

Segundo; ijiw surtiendo el fuero federal en razón di- ser 
demandada la Nación, y habiéndose acreditado que por ley X." 
11,218 el H. Congreso concedió venia al actor para promover 
la demanda, Sfi dio traslado de ésta, siendo ella contestada 
a fs. 10 por el señor l'roeuradoi- Fiscal en tumo, de acuerdo 
con el decreto de f*. 54 del expediente agregado, quien pa- 
ra pedir el rechazo de aquella con costas, manifiesta: (jue el 
decreto ininisterial adopta ¡tara fiindát su resolución en él 
tiempo de inhabilitación constatado por la auturidad médica, 
sin cpie estas conclusiones puedan rebatirse enn hechos cuyas 
circunstancias no se conocen debidamente. 

Tercero: (Jue abierta la cansa a prueba, se produjo la 
certificada a fs. 14 vía. y habiendo sólo el actor alegado sobre 
-u mérito, aquella quedó para sentencia. 

Y Considerando: 

1. (Jue. t :l1 como la lilis se ha trabado, es indudable <¡ue 
no esta en discusión el ¡¡{precito de Martínez para obtener los 
beneficios que acuerda ta ley 42^5 sinó única rente la deter- 
miiiacíón de la suma a ijfié détt* ascender la pensión. 

_*. (Jue. a este fin. es indispensable determinar previa- 
. mente la fecha en que se ha de considerar a Martínez definí- 
ttvaniente imiirlizadn para el servicio. Xo es otro el criterio 
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que informa el decreta del 1*. É. de ís. 2$ del endiente agre- 
dido, en el cual por considerar que esa fecha no es la de la 
licrirla en el (Btiiko; >iim | a de su apertura en Misiones, se 
manda liquidar la pefláiqri de acuerdo con el sueldo que ga- 
naba eíi esta última ^twfiwácíStt:; Aplicando, pues, este mis- 
1)10 criterio se llega fácilmente a la conclusión de que la pen- 
sión debe pagarse con acuerdo al sueldo que Martínez ganaba 
en njn> eafuó agente dé policía de la Capital, pues si fijen la 
«apertura de la herida sobrevino atando era sargenta en Fo- 
sadas, pudo seguir, no obstante, prestando servicios, produ- 
ciéndose recién en i«>iu ta itírrroviUzación absoluta del brazo 
herid» en ioi i . según las conclusiones de los facultativos que 
suscriben el informe de fs. i> del expediente agregado. 

3." Que siendo esto asi es indudable que el sueldo que 
debe tomarse en cuenta para fijar el munto de la |>eiisión, con- 
forme al criterio de la lev. es el qué ganaba Martínez cono 
vigilante de la Capital en i»;rg, en cuyo caso es evidente tam- 
bién su derecha a que se le entregue por junio la suma a que 
asciende la diferencia eiurc lo percibido en virtud de los de- 
cretos de febrero 5 de 1920 y enero 18 de 1023 y 10 que debe 
realmente percibir. 

Por ello, fallo: declarando que la pensión a que tiene de- 
recho llenar o Martínez debe liquidarse <le acuerdo con el 
bieldo asignado a los agentes de policía de la Capital Federal 
en i<ji0, y declarando también, que tiene derecho a que la 
Nación le abone la suma a que ascienda la diferencia entre lo 
que ha ]>crcibido y lo que delw percibir con arreglo al cri- 
■erio que informa este fallo, a cuyo fin se practicará oportu- 
namente por quien corresponda la liquidación re-quvtíva . No- 
tifíqne.-e. repóngase el pape! y archívese en su oporUtnalad. 

Clodomiro '/.uniHa. 
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SKNT ENVIA DE I.A CÁMARA l'EDBRAL 

Buenos Aire*, Octubre V- de \m 

Y Vistos: 

* 

Por sus fundamento* se confirma h sentencia apelada tic 
fs. i'j. qué déclafia. que la pensión a (¡üé tiene derecho C&nifo 
Martínez debe liquidarse de acuerdo con el sueldo asignado a 
tos agentes de ]>olicia di* lu Capital Federal en L0IQ. debiendo 
además abonársele la diferencia entre lo que ha percibido y 
'■■ ¡¡ite le tMnc^jü >inli- percibir con arreglo a la resolución re- 
currida. Devuelvan- v repónganse las fojas en t* [ffStatl- 
cia. T. .iritis. — Marcelino ¡Uttihuht. — m -i. WaSúr Air 
chorttía. — J. ¡*. Luna, 
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Bienal Aire». Febmo 19 dt i'fj:- 
Vistos y Considerando; 

Qtíé el actor don Ccnaro Martines. ijue prestaba servi- 
cios como agente de seguridad en la Policía dé la Capital des- 
tic el i<> de julio de W/- habiéndolos prestado anteriormente 
durante varios años en el Territorio del Chaco y después en 
Misiones', se acogió a !os U'iief icios de la ley 4535, el «> de 
• •elidiré de H)Ut por haber quedad** inutilizado para el servi- 
cio como consecuencia de una herida recibida odio años ante-, 
en el Chaco en cumplimiento de su deber» que *e le abrió al- 
gún tiempo después a cansa de un accidente ocurrido en |*n- 
-ada donde prestaba servicio.- ohik» >argetvto en cotnisión, no 
obstante lo cual, una vez mejorado Continuo prestándolos has- 
ta él 15 de junio de \\*\y. pagando a la Policía de esta Capital 
el de julio del ¡rís-nio año. 
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<Jne requerido informe al Departamento de Higiene y 
previo dictamen del Procurador del Tesoro, se le acordó la 
pensión mensual de cincuenta pesos mf)iieda nacional, equi* . 
vatente al sueldo de agente de poheia del Chaco en la época en 
reeibi-j ¡a herida de referencia, que según el mencionado m- 
furine riel Departamento de Higiene fué ta generadora de la 
inutilización que le sobrevino en 1919 1 fojas *) a 10 del ex- 
lidíente agregado) , 

ÍJne habiendo solicitado Martínez, reconsideración, f mi- 
fiado en que si bien la herida recordada y el accidente sufri- 
do ]k interiormente en Posadas, pueden considerarse la» cau- 
sas generadoras de su actual incapacidad para el servicio, el 
hecho es, que después de las interrupciones temporales oca- 
sionadas por aquéllas, 'había continuado prestando servicios 
basta octubre de 191 9 en que se vio incapacitado definitiva- 
mente para e! desempeño de sus funciones de agente de poli- 
cía, como resultaba del mencionado informe del Departamento 
de Higiene, y que por consiguiente, debía fijársele el sueldo 
que ganaba entonces, el Poder Iviecntivo la reconsideró, pero 
no en la extensión solicitada, pues se limitó a acordarle el 
Mu-Ido que ganaba como sargento de ¡Milicia de Posadas y no 
el que le correspondía co m agente de la Capital en MU 9. 

<Jue en vista de esto, y previa venia de! Congreso, inició 
Martínez e! prsente juicio ante él Juez Federal pidiendo: 1." 
Que Sé declare que tiene dercho al amparo de la ley 4235 con 
la pensión equivalente al sueldo de vigilante de la Policía de 
la Capital en ic>k>: 1." Que se le reconozca, igualmente, el de- 
recho a cobrar la diferencia entre la pensión que percibía y la 
que legítimamente té corres|Hmde. 

Que substanciando el juicio en 1," Instancia y fallado ha- 
ciendo lugar a la demanda en todas sus partes, fué apelada h 
sentencia i»or el Procurador Fiscal para la Cámara Federal de 
la Capital que la confirmó, dando lugar al recurso pendiente 
para esta Corte Suprema. 
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cjuc r-t.-mli. ¿unificado vii huí"- qué é] actor pregaba 
servicios eii condicione;; regulares, como agente de policía en 
fiáía Capital desde julio de it>ij hasta octubre de ujiu, en 
qu<! se acogió a Ins liencf icios de ta ley 423^ fimui también que 
estaba incapacitado para seguir prestándolos, según lo acredi- 
ta el informe citado del Departamento de Higiene, contó con- 
secuencia dé la herida y accidente sufrido posteriormente en 
ti tK-Minpeñ.i de su* funciones a que se lia hecho referencia, 
es indudable que en justicia le corresponde la pensión equi- 
valente al siteldo de que gozaba cuantío k- sobrevino la inca- 
pacidad definitiva, <|iie le puso en el caso de solicitara, ]n- 
cíertdp u -o (le) ,i,. rC r!in qtíe le acuerda el articulo 1," dé la 
citada ley. 

Que por la misma raisón es justa y arreglada a derecho 
ia pretensión del actor, de que se le llague la diferencia entre 
lo que habría percibido si hubiera gozado dé la pensión que 
le correspondía y lo que percibe en virtud de la resolución 
administrativa «(ite motivó su de man (¡a, pues esa diferencia 
representa para él un perjuicio <|iu- sufre >¡n causa legitima 
(Articulo- iíXíN. iioq y nu del Código Civil). 

Por estos fundamentos, los de la sentencia «le 1/ Instan- 
cia. '|iie la de j." Instancia hace suyos, se confirma la última, 
con la> costas de esta instancia al vencido, y no asi las de se- 
gunda cuya imposición pide el actor contestando agracies, [mu- 
do haber interpuesto en oportunidad el recurso Correspon- 
diente. XntifíijueM' \ devuélvanse. 

A. Bt'RMEjo. — RoüKRTQ liE- 
l'ETTo. — M. I.vrRENCEVA. 
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iUm Ccsttr Fmhánáes Gutiérrez tfintm *¡on José Oiivieri. se- 
beé desalojo, 

Sumario: i." fóñ ¡<»s juicios cié desalojamiento, el v¡iW del 
objeto demandado no se determina por el de la cosa 
arrendada o el dé las mejoras que se proyectan, sino put- 
ei del simple uso o goce temporal, representad" por el del 
arrendamiento estipulado, 

j:' l\l carácter del juicio regido por las leyes procesa- 
les v el significado de ta ley 11.15*1. de derecho común, 
son extraños al recurso exf raordinario dd! artículo 14. 
lev 4**, respecto a su interpretación y aplicación. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



skntkscia mu. sexoh jvt.z dk paz 

Butno* Alrti. Febreto • d« 1024 

Tor evacuado el traslado conferido: y 

Considerando : 

One la lev lavls. 5S6 y siguientes del C. de Pw. 1. lia 
ihstitliiclo un procedí riento espacia! v sumario en la frami- 
íaeióii del juicio de desalojo. 

<Jue las excepciones 14110 el demandado opone eu earáe- 
kr cíe dilatorias se refieren al procedimiento determinado pa- 
ra el juicio ordinario, luego en modo alguno pueden ser con- 
sideradas, desde míe admitir su substanciación c<pu valdría a 
ordinal inr un carácter fie juicio cuya condieKm es cni mente- 
mente sumaria. 



m 
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Que c] cxcepcinnante pretende amparare en la? díspo- 
stekam contenida* en el inciso i." del art. i de la ley 4H evu- 
déñtenténté ajenas al caso snl> jitdice, pues la ley W _>S'io dic- 
tada con posterioridad a la ley 48 lia querido precisamente rea- 
tar a la justicia nacional la tramitación de los juicios de desa- 
lojo que por *n jurisdicción correspondan a »a Justicia de 
l'az. Luego si las disposiciones de una ley deben ser dera- 
gadas [Mr oirá ley posterior ,;t|ué razón hay. pues, para que 
la ley 2860 nu haya podido sustraer a la justicia nacional de! 
conocimiento de una pifie de ios juicios, precisamente l«»s 
comprendidos en su art. 13, en cuyo inciso 3." eneontranm- 
*'los iuicius por desalojo cualquiera que sea la importancia del 
*• alquiler cuando no media contrato por escrito o sí ha bien - 
" tiolo el alquiler mensual no excediese de doscientos pesos ? *? 
tjite el exeepcionante al expresar míe la ley jK'm u<< puede 
atacar ¡OS derechos que consagra el art. ij de la Constitu- 
ción Nacional lia formulado «na referencia inexacta desde que 
es perfeci amenté ajena en este caso la disposición del men- 
cionado articulo de la C. X. La Justicia de Paz |n>r imperio 
de la ley ¿N<»o involucra, pues los fueros civil, comercia! y fe- 
deral para Ins aSuntQS que caen bajo su jurisdicción. 

Considera el Infrascripto innecesario cometer .1 prueba 
esta incidencia, pues aparte de que esta significaría desvir- 
tuar el carácter sumario del juicio, en el Supuesto de |tu- 
efectivamente el exeepcionante probara la diferencia de na- 
anualidad de las panes, no obstante eso, el suscripto sería 
siempre competente para entender en este juicio por IfS ra- 
zones precedentemente expuestas, luego, pues, huelga produ- 
cir la prueba de hechos qué nunca pueden, cualquiera fuera su 
resultado, modificar el criterio del provéceme. 

I lamiendo el actor solicitado el desalojo amparándose en 
dispuesto en el inciso 4." del art. 1507 del C. C.» carece 
de importancia saber si el inquilino se encuentra o no al día 
,, con el pago de los alquileres, y habiendo la |iarte actora a 
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juicio del suscripto llenado las justificaciones necesarias par:; 
obtener el desalojo amparado en el mencionado inciso del ci- 
tado art. 1507 del C, C. toda vez que la citada disposiciñn 
lega! al conceder al actor el derecho de desalojar trae ¡tara el 
inistnp una responsabilidad, cuya sanción ]>ucdc hacer efectiva 
el demandado llegad» el caso. 

Por ello, resuelvo: conceder a] demandado el plazo de 
cuarenta días para rjue efectúe el desalojo de la finca locada, 
haciéndose extensivo este plazo a [os subiiujuílínos Si los hu- 
biera a quienes se notificara por cédula, bajo apercibimiento 
de lanzamiento. 

i- 



SENTENCIA DE 3.* INSTANCIA 

Biiccih Aire», Febrero de Ifclí 

Autos y Vistor: 

No siendo ninguno de los caso?* i[iic determina el art. 237 
C. de 1'. 110 ha lugar » la nulidad solicitada. En cuanto a la 
apelación siendo justa la sentencia apelada st confirma en tu- 
das sus partes. 

V. M, Cofottibresii 

Ante mí: .í. Atura» del Pont. 



DICTAMEN DKI, SEÑOR PROCURADOR GENERA!. 

Buenoi Aítci, Mayo 28 de 1914 

Suprema Corte; 

' Al ser (Jemandado por desalojo don José Olivién ante el 
Juzgado de I'az de la sección 27? de la Capital de la Nación 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



opuso la excepción 'le incompetencia del fuero federal en ra- 
zón de set él extranjero v el ador, don César Fernández Gu- 
tiérrez, argentino. 

Sostuvo que era vsolatorio de la Constitución Nacional 
sustraer a lo* extranjeros del fuero federal creado l»or la mis- 
ma, cualquiera que fuese la naturaleza y monto de ¡a causa y 
que eran |nir lo tanto, inconstitucionales las disposiciones le- 
gales <P'e a su meneado dereclio se opusieran. 

KJ Jugado, creyendo innecesario mayor substanciación 
del infidente. desestimó la excepción opuesta. 

Considero ajustada a derecho y a las constancias de atiioit 
esta resunción, 

1**1 mismo demandado ha justificado con la presentación 
del dercumeftió ríe ís. i<5 que el alquiler mensual de la propie- 
dad es de fío ]«.'•■<>>. 

Esta circunstancia, el hecho de no halicrse desconocido, 
por otra parte, que la préseme cansa caiga bajo ta jurisdic- 
ción de la Justicia de Paz de la Capital y atento lo reiterada- 
mente resuelto |H»r la Corte Suprema con respecto a la cons- 
titticionaiidad del urt. i." de la ley \)S¡ i na 161, 134. 82, t,í8, 
5, y causa Albarracin contra Casan x por desalojo, ¿3 de ma- 
yo en icurso), míe excluyó de la jurisdicción federal las cau- 
sis de la nal ti raleza de la presente, soy de opinión que corres- 
ponde cim firmar la sentencia en la parle que ha podido ser 
materia de] recurso. 



Horacio R, Larreta. 
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Buenos Aires. Febt tro !>• de Itfif. 



Vi«to¿ y Considerando: 

Que el recurso extraordinario dd articulo 14 de l;i ley 
número 48 interpuesto y concedido a fojas 30 y foja* 31 se lia 
fundado en la circunstancia de "lialwrse promovido una cues- 
tión federal sobre competencia entre un subdito argentino y 
un extranjero, articulo 2." !ey 4*'*. 

Que en el caso esc fuero es improcedente atento lo dis- 
puesto en el artículo r> de la ley de jurisdicción concurren- 
te número 927. 

Que en los juicios de desalojamiento, el valor del objeto 
demandado no se determina por el de la cosa arrendada o 
e! de las mejoras que se proyectan sinó el del simple uso o go- 
ce temporal representado por el arrendamiento estipulado 
( Fallos, tomo página tot ) . 

Que en cuanto al carácter del juicio regido |«>r fas leyes 
procesales y al significado de la ley H.15ÍJ, de derecho co- 
mún, son extraños a! recurso interpuesto respecto a su inter- 
pretación y aplicación, con arreglo al articulo 15 ile la citada 
ley número 48. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por 
e! señor Procurador General, se confirma la sentencia a¡>elada 
en ta liarte que lia podido ser materia del recurso. Xotifrque- 
se y reimesto el sellado devuélvase. 



A. Bermejo. — Koieekto Rei-k- 

TTn. — M. L\t*KEXCENA. 



m En U 




contra 
tt* te 
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Sociedad Anónima Hmnic y Korn contra Xínriiuj Fried y Oa. 
í'or cobro de pesos: sohre competencia. 

Sumario: N'o corresponde a la Justicia Federal el conocimiento 
de un litigio >isl>re liedlos y entúralos euncern ¡entes a la 
navegación, pero emergentes de operaciones realizadas 
dentro del puerto de la Capital, i Se cobraban servicios 
de lanchaje, fundándose la acción en las reglas del man- 
dato i . 

Caso : Lo explican tas piezas siguientes: 



DICTA II EN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bvcnoi Airtf. Junto 10 d« 1«3 

Suprema Corte: 

Es doctrina de \". K. reiteradas veces aplicada en las re- 
soluciones de cuestiones de cnm¡*etencia de la naturaleza de 
la presente, que tos hechos y contratos concernientes a la na- 
vegación qtie aparecen sucedidos o se refieren a ujjcraciones 
dentro del puerto de la Capital no caen bajo la jurisdicción 
de los tribunales federales. 

Tales actos uo son los une el articulo inciso 10 de ta 
ley 48 califica de concerniente* a la navegación y comercio 
marítimo. 

Kn tal virtud, y tratándose en el presente caso de una 
demanda que ta Suciedad Anónima liunge y Uorn inicia con- 
tra Moririg Fried y Cía., por cobro de pesos provenientes de 
servicios de lanchaje en el mencionado puerto, soy de opinión 
que cnrres¡>onde confirmar la sentencia dictada por ta Cáma- 
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:;i de Apelaciones en 1.» Comercial r|iie declaró que el cono- 
ctmiento de la causa CQirasptmítííi al Juez de Comercio de la 
Capital. 

llorado R. Larrcta. 



FALLO 0E LA CORTE SUPREMA 

Butnoi Alrei, Febrero 1* de \«¡'<. 
Vistos y Considerando: 

Que la Sociedad Runge y Born Limitada reclama de tos 
Señores Mnring. Fríed y Cía., hoy en liquidación, la simia de 
$ 41.552.85 centavos que éstos 1c adeudan, provenientes de 
servicios de lanchaje alionados por cuenta de los demandados 
a los señores Jorge. Mac Lean y Cía. 

Qhv la Sociedad actora partiendo del hecho de haber pro- 
mediado en su favor ima ítutorización de los Señores Moring, 
Fried y Cía., para descargar por cuenta y riesgo de éstos las 
mercaderías traidas por el vapor Leopold 11, valiéndose de lan- 
elns contratadas al efecto fundan su acción en las reglas del 
mándalo y esencialmente en lo dispuesto por los artículos 1946 
y 1948 de! Código Civil. 

yue apreciada la den-anda tal como ella ha sido deduci- 
da, no tiene ninguna relación directa o indirecta con las cláu- 
sulas del contrato de f lelamente del hierro, circunstancia ésta 
<|ue seria lo único concerniente a la navegación y al comercio 
marítimo y. por consiguiente, susceptible de determinar en el 
caso, la jurisdicción federal conforme al precepto del articulo 
2.". inciso 10 (le la ley número 48 y a la jurisprudencia de esta 
Corte. Fallos tumo 86, página 117, 

(^tie en estas condiciones el litigio rpiedaria reducido a la 
apreciación de hechos y contratos concernientes a la navega- 
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ción pero cswergeütes de ójteraetQriés réaltzádás dentro del 
puerto de la Capital, ajenas a la jurisdicción de fos tribunales 
federales f segiin la interpretaci^w de esta Corte, Tumo u. 
página 233. 

En mérito de oslas consideraciones y dé conformidad con 
lo dictaminado ¡>or el $ffljpr Procurador General, se confirma 
la sentencia dictada por la Cámara de Apelaciones en lo Co- 
niercial de la Capital, Xotif ¡míese y devuélvase, rtptoriiéntíó' 
se e! pai>el en et juzgado de origen, 

A. lííRMRjO, — UonKRTO RlíPK-r 

Tro, — M. Lalkkmkna, 



fióffo Luisa Rubeits 4$ Migues contra Mario Mkln't. sobre 
tf iron ía. Conticinio de competencia. 

Sumario: j." Al juez del lugar del domicilio conyugal corres- 
ponde conocer del juicio de divorcio. 

%" Es extemporánea la exce|«ión de incompetencia de* 
din-ida hallá ndose vencido * lo> ¡énninos del cmplazanm-n- 
to y los de la relieldía actisaTRT: 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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AUTO DEL SEÑOR JUEZ EN LO CIVIL 

Bumm Air», Jallo 14 dt IM3 

Autos y Vistos; 

Considerando: i*. Que de la cédula agregada a fs. I, re- 
sulta que el señor Juez Letrado del Cliubut ha librado exhor- 
ta a la Capital Federal para que se notifique a Mario Micini 
de la demanda interpuesta sobre divorcio por su esposa Luisa 
Kubens, ]o cual significa que diclto magistrado tiene ya cono- 
cimiento de que el domicilio o última residencia de Micini se 
halla en esta Capital; 2° Que el art. 4* del Cód. de Procs, 
determina claramente la competencia del Juez del domicilio 
del demandado o de su última residencia, en caso de no ser 
fijo aquel domicilio, para entender en toda acción personal 
que se ejercite; 3." Que el art. 104 de la Ley de Matrimonio 
Civil dispone que toda acción de divorcio debe intentarse en 
el domicitio de los cónyuges y couforme al principio estable- 
cido en el inciso 9." art. 90 del C. Civil "!a mujer casada tiene 
1*1 domicilio de su marido", vade decir, que en el caso snb ju- 
dia:, al denunciar Luisa Kultens el domicilio de su marido en 
la Capital Federal ha reconocido que era en esta su domicitio 
y el de su cónyuge. 

Por tales consideraciones y el dictamen fiscal que ante- 
cede y lo dispuesto en el articulo 415 del Código de Procs. . 
líbrele el respectivo oficio inhibitorio al señor Juez Letrado 
de! Chubut, doctor A. de Barelli. con los recaudos que expre- 
sa el art. 4I17 del mismo Código. Rep. el sellado. 

Adolfo Casaba!. 

Ante mí: Httraao H. Dobramch. 
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AUTO DEL SEÑOR ►JUEZ LETRADO 

Rawtod, Abril 8 de IMJ 

Y Visto»: 

Para resol ver la cuestión cié coni]ictenc¡a planteada a fu- 
jas 82. 

Y Con si de ramio ¡ 

i." En ctrantó a la excepción de incompetencia : Sfb hay 
ronstancias en ¿Utos de que ella haya sido opuesta por el ma- 
rido demandada en la oportunidad debida, es decir, dentro de 
los nueve días de la notificación de la demanda, Arts. 8,1 y 
84 de! C. de l'rocs. Y no habiéndolo hecho entonces, ttQ le es 
penuttidu hacerlo después. Art. 67 del Cód. citado. 

■í." Kn cuanto al fondo de la cuestión: De las piezas testi- 
moniadas del sumario policial practicado por la comisaría de 
Trclew, corrientes a fs. lió y siguientes: del certificado corrien- 
te a fs. 13 y de las declaraciones de los testigos Alhcrti. Mar- 
tínez y Catalayud a fs. 51 y 52 vta. ( resulta comprobado que 
el domicilio conyugal en la época en que se produjeron los 
hechos generadores de esta acción y en que se inicia la deman- 
da, era en el pueblo de Trelew, en este territorio y en con- 
secuencia, la acción, ile divorcio ha debido entablarse. comi> 
se ha entablado, ante el juzgado del domicilio conyugal, de 
acuerdo con In dispuesto en el art. 104 de la ley de matri- 
monio. 

Es ver Jad que el artículo yo, inciso 9." del Código Civil 
establece que "la mujer tiene el domicilio de su marido, p£ru 
la ley contempla en esa disi>osieión una situación normal de la 
relación entre los esposos y no cuando uno de ellos abandona 
el domicilio conyugal pues, falta la voluntad de ambos para 
cambiarlo, arts. 51 y 53 de la ley de matrimonio, desde que el 
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matrimonio requiere como base esencial la armonía entre los 
cónyuges y si ésta falta, nu puede crear a uno de ellos el pri- 
vilegio ile cambiar el domicilio conyugal cuantas veces quie- 
ra, para sacarlo de la jurisdicción de sn juez natural anterior 
al hecho tjue ¡o motiva. 

Sostener Icht-scnsu que el domicilio conyugal puede va- 
riar por la sola voluntad det marido, en el caso de una situa- 
ción de hecho como la presente, sería acordar al esposo una 
prerrogativa excepcional en gra%'e perjuicio de la mujer puesto 
r|iie podría aquél burlar impunemente a ésta, imposibilitándo- 
le el ejercicio de sus acciones, con la sola circunstancia de su- 
cesivos cambios de residencia. 

La ley no puede pretender semejante absurdo -y por eso 
las residencias sucesivas del marido en distintos lugares no 
pueden cambiar el "domicilio conyugal", que es el asiento di- 
la familia y de los negocios, pues para esto se requiere, come» 
sé lia dicho el concurso de la voluntad de ambos esposos. 

Demostrado como queda que el domicilio conyugal era en 
el pueblo de Trclew al tiempo de iniciarse la demanda, y por 
las consideraciones expuestas y de conformidad con lo -dicta- 
minado por el fiscal tul hoc, resuelvo: mantener la competen- 
cia del suscripto para entender en esta causa. Hágase saber 
al señor Juez exhortante a los efectos de lo dispuesto en el 
artículo 419 del Código de Procs. y dando por tratada la cues- 
tión de competencia, elévense los autos a la Suprema Corte 
de Justicia para que dirima la cuestión planteada. NottíÍPJtfi^ 
se. regístrese y rep. los sellos. 

Salwdor M. Irigoycn. 

Ante mí : M. García Burros, 
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DICTA» MU DfL SCÑOl PIOCURADOt (JÍNEIAL 

.Buen»! Airtt, Dltitnbr* Í3 de IW4 

Suprema Corte: 

Doña Luisa Rubén de Micini demandó por divorcio a d«m 
Mario Micini reclamando al mismo tiempo de éste átimehtos 
y litis expensas, asi como la tenencia de dos hijos de 4 y 2 
años de edad. 

Dedujo la acción ante el Juzgado Letrado del Territorio 
Nacional del Chubut el 20 de agosto de 1021 . 

La demanda fué notificada al esposo en Buenos Aires en 
un domicilio denunciado por la actora el 1." de diciembre de 

Intentó deducir la excepción de incompetencia ante id 
Juez en !o Civil de la Capital ¡>cro le fué desestimada ¡«ir ra- 
zones de procedimiento. 

Entre tanto, con fcclia 17 de marzo de 1923. Micini fué 
declarado rebelde en el juicio de divorcio atento su íricom- 
I carencia, y. prosiguiéndose el trámite de la causa, le fué no- 
tificada dicha rebeldía el 4 de mayo del mismo afio. 

Kecién el 7 de ju.nio de 1923 vencidos los termines del 
emplazamiento l>ara estar a derecho en el juicio y los de la re- 
beldía, deduce el demandado excepción de incompetencia an- 
te ei Juez de I * Instancia en lo Civil de la Capital de la .Na- 
ción . 

F¡(EfO tal exección es extemporánea. Debió, como lo tie- 
ne resuelto V*. E. proponerla dentro de los términos del em- 
plaza miento. 

Xo habiéndolo hecho asi ha prorrogado tácitamente la ju- 
risdicción de los tribunales del Cbubut ]>ara conocer en la 

causa . 
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A parle de estas razones de carácter procesal que me in- 
ducen a opinar en favor de la competencia del Juez Iletrado, 
existen otras de fondo en apoyo de tal competencia . 

lili efecto, resulta comprobado que la familia Micini te- 
nia su domicilio conyugal en Trelew, jurisdicción del Terri- 
torio Nacional del Chtibut y que allí tenia el único bien que 
se denuncia como de su propiedad. 

■ 

"Las acciones de divorcio, dice el art, 104 de la lev de 
Matrimonio Civil, deben intentarse en el domicilio de los cón- 
yuges" . 

t 

El propio esposo ha reconocido — fs. 75 — que su resi- 
dencia en Buenos Aires data de más de un año. V ésta deman- 
da aparece iniciada antes de esa fecha. 

No es, pues, de aplicación al caso de autos lo dispuesto por 
el art. 90, inc. 9." del Cód. Civil, referente ;il domicilio ma- 
rital como determinante del conyugal. 

Por todo lo expuesto v teniendo en cuenta (pie el esposo 
no ha acreditado tener, en la fecha de iniciación de esta cau- 
sa, un domicilio distinto del que le atribuyen las diligencias 
probatorias del expediente sobre divorcio, soy de opinión que 
corresponde dirimir la presente contienda de compet encía en 
favor del Juez Letrado del Chubnt . 

Horacio R. L,arrtfa. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

BvMOt Aim, Mrcn 18 U m* 

Autos y Vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del geftor 
Procurador Cene ral y teniendo en cuenta que con las decla- 
raciones de los testigos Alberti, fs. $t, Martínez, fs. $2 y Ca- 
lntayul. fs. 52 vta. y especialmente con el testimonio del acta 
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labrada ante la Comisaria de Trelcw el 13 de agosto de h>íu 
corriente a fojas lia quedado demostrado que don Marra 
Micini tenia su domicilio en Trrlew en la fecha de la interpo- 
sición tic la demanda, se declara que cor rescinde al Juez Le- 
trado del Chubut conocer en la causa de divorcio que le ha irii- 
ciado su esposa doña Luisa Ruhcns de Micini. Rn consecuen- 
cia remítanse estas actuaciones al Señor Juez Letrado del Chu- 
Imr, avisándose por oficio al tic esla Capital . Repóngase el 
-filado ante el primero. 

A. BERMEJO — J. Figueroa Al- 
Roherto Re!*etto — Mi, Lau- 

REXCKNA, 



Pon Francisco Hifítí contra la Prcmmiü de Ruchos . tires por 
interdicto de desaojo; sobre jurisdicción oru/maria de la 
Corte Suprema. 

Sumario : 1." Rl vocablo "juicio" empleado en el artículo 14 
de la ley 4X, comprende y se refiere tanto a los de ca- 
rácter ordinario como a los de naturaleta contencioso ad- 
ministrativo, 

2* N T o corres] ion de a la jurisdicción originaria de la 
Corte Suprema el conocimiento de un interdicto de des- 
pojo contra ta provincia de Rueños Aires, deducido por 
un extranjero, y además, vecino de la Capital Federal, con 
[jostenoridad a la iniciación y sentencia de un juicio con- 
tencioso-administrativo incoado ]K>r el demandante some- 
tiendo a la jurisdicción de los tribunales de dicha provin- 
cia la cuestión relativa a la apertura de! camino materia 
del presente interdicto, con renuncia del fuere» federal que 
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en el doble carácter de extranjero y vecino de la Capital 
le habría correspondido, artículo i,", inciso i « f ley 48, y 
prorrogando Ja jurisdicción de los trilrtinales provinciales, 
articulo 12, inciso 4." de la misma lev ; sin que obste, en cí 
caso, a la declaración de falta de jurisdicción originaria dr 
la Corte Suprema, la circunstancia de que no se baya 
opuesto concretamente por eí representante de la provin- 
cia, la excepción de incompetencia, dado que siendo de or- 
den público el precepto de la referida disposición de la 
lev 48, la Corte Suprema está facultada ¡Jara declarar aún 
de oficio su incomi>etencia en e1 stib Ute, 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTA 11 EN DEL SEÑOR P»0CU»ADOR CENSUAL 

_ „ Buenos Airot, Febrero « de 195» 

Suprema Corte: 



El Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires de- 
cretó la reapertura de un camino pública que atravesaba una 
propiedad de don Francisco Viñas el cual camino, éste, ha- 
bía hecho clausurar. 

Ante el mismo Poder Ejecutivo eJ expiesado Viñas ges- 
tionó la derogación del referido decreto, lo que, habiéndole si- ' 
do denegado, motivó su presentación ante la Suprema Corte 
ile la Provincia entablando contra et Gobierno de la misma el 
juicio contcncioso-administrativo. 

Dicho juicio, después de la tramitación de que informan 
las actuaciones agregadas al expediente letra S'. número 177, 
"Suprema Corte de Justicia solicita remisión de expedientes'' 
año 1922 y letra S. N." 215 "Suprema Corte de Justicia solicita 
se efectúe una Inisqueda del título de propiedad de don Fran- 
cisco Viñas", año 1922, fué fallado rechazando la demanda 
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jx-r insuficiencia de prueba por parte del actor (testimonio de 
ís. 27 del último expediente citado) . 

El señor Viñas dedujo entonces ante esta Corte Supre- 
ma demanda contra la provincia de Buenos Aires sobre in- 
terdicto de despojo. 

Los antecedentes adniinistifcuivos y judiciales relaciona- 
da precedentemente han quedado corrol>orados en este juicio 
ion las manifestaciones de las mismas partes interesadas (fo- 
ja;* 34. 5$ vta. y alegato de fs. 76) . 

No cabe duda, pues, tic que la presente causa ha sido co- 
metida anteriormente a la resolución de un tribunal judicial 
de la provincia de Buenos Aires ante el cual quedó radicada 
y donde debió fenecer de acuerdo a lo dispuesto por el art. 
14 de la ley 48. salvo el recurso extraordinario para ante esta 
CVrte que el mismo articulo establece, 

É 

V. E. asi lo tiene resuelto en la causa que se registra en 
el tomo 140. página 338 de la colección de fallos del tribunal. 

"Que conforme a la doctrina — dijo V. lí, — que in- 
tuí nía el inciso 4.", art. 12 de la ley número 48, el hecho de 
haber ocurrido el demandante ante la Corte de la Provincia en 
las condiciones que quedan expuestas, esto es, sometiendo a 
la resolución de la misma lo que constituye en substancia el oh- 
jet" «le la presente acción, importa una renuncia al fuero fc- 
"íeral que hubiera podido corresponderse y- la prorrogación ju- 
risdiccional de lus tribunales provinciales (Fallos tomo 120, 
página 74 ), La parte actora no puede' en el caso sustraerse a 
la jurisdicción prorrogada para someter a esta Corte cuestio- 
nes que han sido materia de litigio ante los tribunales espe- 
ciales ile la provincia, pues si ello se admitiera, las resolucio- 
nes que esos tribunales dictaran resultar San ilusorias, la pró- 
rroga de la jurisdicción local no seria definitiva y procedería 
(raer nuevamente ante lo federal, en forma de acción, lo que 
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acaso no nucde intentarse ni coma recurso (Fallos, tomo 120, 
Ingina 2G5; tomo 130, página 349, entre otros)". 

Por lo expuesto soy de opinión que la presente causa no 
corresponde a la jurisdicción de esta Corte Suprema. 

Horacio R. Lorrcta. 



FALIO DE LA C01TE 3UPIEMA 

BtiMoi Alrct, Pcbft» ao de im 

Y Vistos: 

!EI juicio entablado por don Francisco Viñas contra la 
Provincia de Buenos Aires, sobre interdicto de despojo del 
cual resulta: 

Que a fojas 13 comparece don Francisco Viñas, por apo- 
derado, demandando a la provincia de Bueno* Aires ppr inter- 
dicto de despojo y pidiendo se le condene a restituir ¡as cosas 
a sn primitivo estado, con todos los gastos, costos y costas del 
juicio. 

Fundando el interdicto expone: a) que en calidad de pro- 
pietario de un campo donde tiene su establecimiento rural "Los 
.Manuel ¡tos" sito en la Estación Coronel Seguí, Partido de Al- 
berti, solicitó de la Municipalidad durante el año 191 1 el cierre 
del camino que lo cruzaba siéndole concedida tal ^autorización ; 
b) que en el mes de septiembre de 1921 el señor Blas Guido 
se presenta al Ministerio de Obras Públicas de la Provincia y 
solicita la reapertura del camino que había sido cerrado de con- 
formidad con la autorización mencionada. El Poder F.jccu- 
tivo no hizo tugar al pedido con fecha 20 de febrero de 1922 
y en consecuencia ordena la clausura en la forma dispuesta 
por la Municipalidad de Alberti; c) que estando notificada y 
consentida la susodichai resolución del Pod«(r ¡Ejecutivo, se 
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presenta en las mismas actuaciones con fecha 20 ile marzo de 
u)tij la Municipalidad de A!berti pidiendo su reconsideración . 
K1 Poder Ejecutivo resuelve la apertura del camino, revocan- 
do la decisión anterior, con notificación al señor Viñas el y di- 
junio de 1922 y aquella se mantiene no obstante la reconside- 
ración solicitada del Poder Kjecutivo; d) que a fojas 37 del 
expediente administrativo el empleado de la Dirección de 
Puentes y Caminos don Juan A. Esperanza da cuenta de f|iie 
ej 13 de julio siguiente abrió el camino al servicio público. 

Que la quieta posesión que tenía turbada en el uso y go- 
ce por la fuerza empleada por el Gobierno de la Provincia de 
Buenos Aires, le da derecho a iniciar el interdicto de recobrar 
.1 de despojo autorizado |»r el artículo 328 de la ley número 
50. Invoca el artículo 17 de la Constitución, en cuanto esta- 
blece la inviolabilidad de la propiedad de la que nadie puede 
ser privado sino en virtud de sentencia fundada en ley, y en 
cnanto las leyes rurales locales no pueden cumplirse sino me- 
diante la expropiación llenando previamente tas formalidades 
establecidas al efecto. Cita, además, en su apoyo los artículos 
2348, 2469, 2482, 2490, 2494 v 2498 <M Código Civil y nume- 
rosos casos de jurisprudencia. 

inte acreditada la jurisdicción originaria de esta Curie, 
en ef juicio verbal señalado al efecto conforme a lo dispuesto 
por el artículo 333 de la ley número 50. y después de haber 
reproducido el actor su demanda, la provincia de liuenos Ai- 
res, por intermedio de su representante el d«xlor límilio Z»- 
rraquin, expresó; que pídiá se rechazara con cosías la acción 
deducida. 

One el camino que atraviesa el campo del señor Viñas y 
que da origen a este asunto, es un camino antiquísimo y el cua¡ 
filé clausurado con permiso de la Mumcii»a!idad de Chacabu- 
:t> de la cuál dependía antes aquel. 

<)n<- en el expediente que presenta consta que dado el ca- 
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¡ractér y condición de ese camino se resolvió que la Munici- 
palidad carecía de facultad para autorizar la clausura y en- 
trando luego a considerar la existencia del mismo el Poder 
Ejecutivo de cuerdo con los informes de las oficinas técnicas 
autorizó el mantenimiento de esa clausura; pero después y 
una vez establecido que se había incurrido en error por los téc- 
nicos se decretó su reapertura. 

Que todo esto se tramitó con intervención y conocimiento 
del señor Viñas que aceptó así la autoridad del Poder Ejecu- 
tivo para resolver lo relativo a la clausura o apertura del ca- 
mino. Y como ese decreto del Poder Ejecutivo fuera contrarío 
a sus deseos el señor Viñas inició ante la Suprema Corte de la 
Provincia de Buenos Aires juicio contenctoso-administrativo ei 
que también fué resueltojen forma contraria a sus deseos. 

Que producidas las pruebas ofrecidas en el juicio verbal 
y después de alegar sobre el mérito de las mismas, mandóle 
poner la causa a despacho por el auto de fojas 184. 

Y Considerando: 

Que €1 demandante, absolviendo la tercera posición del 
pliego de fojas 56, ha confesado que agotados los trámites ad- 
ministrativos ante el Poder Ejecutivo "se presentó a la Su- 
prema Corte de la Provincia iniciando juicio contcncioso-admi- 
nistrativo en el cual se ha dictado sentencia contraria a la de- 
manda formulada por él". 

Que la comunicación corriente a fojas 27 del expediente 
número 215 del Ministerio de Obras Públicas, dirigida por la 
Suprema Corte de Justicia de Buenos Aires al Poder Ejecu- 
tivo, hacer saber a esta última los términos de la sentencia 
dictada en la demanda contenc ¡oso-administrativa deducida por 
don Francisco Viñas y por la cual se desestima la excepción ríe 
incompetencia de jurisdicción admitiéndose la de defecto legal 
en el modo de proponer la demanda . 
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Que de acuerdo con la doctrina del inciso 4.", articulo (2 
de la ley número 4& esa demanda incoada y resuelta con an- 
terioridad a la fecha de la itiic ¡ación de la presente, no impor- 
ta una simple gestión administrativa y sí el sometimiento de la 
cuestión relativa a la ai*rti»n> del camino a la jurisdicción de 
los tribunales de la provincia de Hítenos Airea con renuncia 
IH.r parte del actor al fuero federal (|Uc le correspondía en el 
doble carácter de extranjero y de hallarse domiciliado en eMa 
Capital 1 Tallos, ionio u¿. Ingina S»3; tomo tiH. página 308: 
tomo 1*0. página 74> t"» 1 *" l 3°> página 349 X otros), 

yuc el articulo 14 de la ley número 48 establece míe "una 
vez radicado un juicio ante los tribunales de provincia, será 
sentenciado v fenecido en la jurisdicción provincial" y la ju- 
risprudencia* i nterpretáiidolo ha fijado el alcance del vocablo 
jttkk atribuyéndole el de comprender y referirse tanto a los 
de carácter ordinario como a los fie naturaleza conteneioso-ad- 
niiuistrativ*». í Fallos tomo i-¡o. página 74 >' \<* en 01 citados). 

(Jtie esta Corte en ejercicio de la jurisdicción originaria 
que le confiere el articulo 101 de la Constitución, no está lla- 
mada, cuando ha mediado la prórroga prevista en el inciso 4.". 
articula 12 de la ley 4H. a conocer en las mismas cuestiones 
que han sido o son materia litigiosa entre las mismas partes 
en U's tribunales ordinarios o especiales de las provincias, a 
fin de que las resoluciones de éstas no sean ilusorias, pues en 
tal supuesto el sometimiento voluntario a la jurisdicción local 
ho sena definitivo y ludria traerse nuevamente ante lo fede- 
ral, en forma de acción lo que no puede ser ni materia de un 
recurso. Véase Fallos tomo 118, página 308 y los allí citados. 

t )ue en nada obsta a la declaración de que el presente in- 
terdicto en virtud de la prórroga mencionada se halle fuera 
de la jurisdicción originaria de esta Corte, la circunstancia de 
que el representante de la Provincia no haya opuesto concre- 
tamente la excepción de incompetencia, va que por una parte 
ha enunciado en el juicio verbal como fundamento para solí 
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citar el rechazo de la ¡i ciñan da el hecho de que «1 Señor Vi- 
ñas había deducido ante la Suprema Corte fie la Provincia de 
Buenos Aires, juicio contencioso- administrativo, y por otra, 
porque siendo de orden público el precepto del articulo 12, in- 
ciso 4-" "Itima parte de la ley número 48, la Corte está facul- 
tada para declarar aún de nficio su incompetencia en el caso. 

Tur ello y de conformidad con lo dictaminado |x>r el Se- 
ííOr lYocmador General, se resuelve que la Corte Suprema de 
la Nación carece fie competencia para conocer del presente ín- 
terdicto. I,as costas se alionarán en el orden causado atenta la 
naturaleza de la cuestión resuelta. Notifíquesc y repuesto el 
papel arrhívese. 

J. Ficuouia Alcouta. -- RO- 
iJI-lirO RRPliTTÜ, — M, hw- 
KlvNCKNA, 



NOTAS 

Cou lecha cuatro de febrero de i<j-*5 la Corte Suprema de- 
claró improcedente la queja deducida por don Gerardo Rabago. 
en autos con don Mario Pagnanini, sohre desalojamiento, en 
razón de rio haberse llenado los extremos exigidos por la i. M 
parte del artículo 15 fie la ley número 48. desde que nt siquie- 
ra se expresaba, cual ira ki cuestión federal planteada en el 
pleito, 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a ia queja flediicida 
por ilona Teresa F. de Lértura, apelando de una resolución 
de la Sil] nema Corle de la l'mvincia de Ituenos Vires, por re- 
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birlar de lo expuesto por el recurrente, que la decisión materia 
ile la c|ucja se había limitado a decidir a qué jurisdicción co- 
r respondía el conocimiento de una causa, interpretando y apli- 
cando, al efecto, disposiciones de una ordenanza municipal, ta 
" ijue no puede ser revisado en el recurso extraordinario, con 
arreglo a lo dispuesto en el artículo 15 de la ley número 48; 
agregándose, además, que no aparecía que las dis]K>s¡cioiics de 
los artículos 18 y 19 de la Constitución y las de las leyes 2372 
5098 y 11179. citadas por el apelante, tuvieran relación direc- 
ta e inmediata con la cuestión planteada y resuelta en el liti- 
gio, de tal líiahera que la solución de éste dependa de la inte 
ligencia que se atril raya a aquéllas. 



Kn la misma feclia se declaró improcedente la queja de- 
ducida por don Hu liberto Cara en autos con <!oña Ida Elvira 
Cancssa de Roucrt, sobre consignación. por inferirse de la 
propia ex]H>sictón del recurrente, que la causa fallada i>or la 
Cámara Civil 2.' de la Capital, liabía versado sobre cuestione* 
dé hecho y de derecho común, extrañas al recurso extraordi- 
nario, confirme a lo dispuesto por el articulo 15, segunda par- 
te de la ley X." 48. 

Kn la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Juan losé Benitez en autos con don Enrique Cogoruo. 
Sobre desalojamiento, en razón de que las cuestiones de hecho 
y de derecho común son extrañas al recurso extraordinario <W 
acuerdó con to dispuesto por el artículo 15 segunda |»artc de 
la ley número 48; y además, por inferirse de la propia exposi- 
ción del recurrente, que la cuestión ventilada en el juicio y 
n-suelta en la sentencia, consistió en determinar si había me- 
diado o nó prórroga verbal de un contrato tic arrendaniienin 
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como resultado de una confesión del actor, punto este de he- 
cho y ajeno, i>or consiguiente, al mencionado recurso. 



Ku la misma fecha no se hizo lugar, igualmente, la que- 
ja deducida por don Francisco Leonardelli en auto» con don 
Jorge Magatán y otros sobre daños y perjuicios, \>or no ac- 
recer f|ue se hubiera interpuesto recurso alguno para ante la 
Corte Suprema que le hubiese sido denegado, y no llenarse 
t;ini|XH:o !as condiciones requeridas en la primera parte del 
articulo 15 de la ley 48 I*""a ta procedencia del recurso previs- 
to en el articulo 14 de la misma ley. 



Ivn la misma fecha no se hizo lugar a la queja interpues- 
ta por don Armando Magareci en autos con don Jerónimo Bo- 
nomi, sobre desalojo, por resultar de la propia exposición del 
recurrente, que el caso de que se trataba había sido resuelto 
por la apreciación de antecedentes de hecho y de prueba, y 
aplicación de disposiciones de derecho común y procesal, apa- 
reciendo asimismo que el recurrente hahía sido oído en las dos 
instancias que mencionaba y porque la cuestión resuelta no 
¿mar dalia con el artículo constitucional invocado la relación di- 
recta e inmediata que legalmente correspondía. (Artículo 15, 
ley número 48) . 



Kn nueve del mismo se declaró improcedente la queja de- 
ducida por don Alfredo Furts en autos con don Max Glucks- 
mann, sobre desalojamiento, por resultar de la exposición del 
recurrente, que los tribunales de la justicia ordinaria de esta 
Capital, habían considerado que no se -hallaban habilitados a 
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pronunciarse sobre la excepción de incompetencia, en razón de 
haber sido elia opuesta fuera de la oportunidad legal señalada 
a ese efecto, por las leyes de su propio procedimiento , ( Artícu- 
lo 14. ley 48) . 



K11 la misma feclia no se hiato lugar a la queja deducida 
por doña Mercedes Garcia Vityra de Vieyra en autos con don 
Carlos Tredolini. sobre rescisión de un boleto de venta y danos 
y perjuicios, en razón de no encontrarse comprendido el caso, 
entre los de ablación ordinaria para ante la Corte Suprema, 
que taxativamente enumera el articulo 3. de la ley 4055 : no se 
había planteado ni resuelto cuestión alguna de carácter federal 
([de autorizara el recurso extraordinario del artículo 14 de la 
ley 48, desde que según aparecía de la propiá exposición del re- 
currente, la decisión afielada se había limitado a resolver cues- 
tiones de hecho y de derecho común y. finalmente, por no ha- 
lierse producido tampoco la situación contemplada en el artícu- 
lo 0*. de la citada ley número 4055, toda vez que no resiiltalia 
que se hubiera suscitado cuestión de competencia entre jueces 
de distinta jurisdicción. 



Con fecha once la Corte Suprema por los fundamentos 
y consideraciones del dictamen del Señor Procurador General, 
no hizo lugar a la queja deducida ]x>r el Cónsul General de In 
glaterra en los autos sucesorios de don Donald Munro, en ra- 
zón de que ta sentencia pronunciada por la Cámara Segunda 
de Ablaciones en lo Civil, no resolvía cuestión alguna de de- 
recho federal que pudiera hacer procedente el recurso extra- 
ordinario autorizado por el artículo 14 de la ley número 48. 
puesto que la resolución apelada es de carácter procesal y se 
había limitado a declarar bien denegado un recurso de apela- 
ción interpuesto ante el juez de primera instancia; y además. 
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porque la apreciación que un tribunal hace de su propia juris- 
dicción, por aplicación de leyes procesales, no tachadas de in- 
constitucional i dad, no pueden ser revisadas por la Corte Su- 
prema. 



En trece del mismo no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Carlos Raúl Ra ral do. en la causa seguida en su con- 
tra, por infracción a la ley número 4097, sobre juegos prohi- 
bidos, por resultar de la propia exposición del recurrente, que 
los recursos a que se refería, le habían sido denegados, según 
Iti expresaha. por haber sido presentados fuera de término, es- 
to es, por circunstancias de hecho y aplicación de disposicio- 
nes de derecho procesal, ajenas al recurso extraordinario, se- 
gún es de ley y constante jurisprudencia. 



En la misma fecha la Corte Suprema por tos fundamentos 
del «Hctaiiien del Señor Procurador General, declaró bien de- 
negado el recursc deducido por don Antonio Campos en autos 
con don Pedro Pumará. sobre desalojamiento, dado que la re- 
solución pronunciada por el Juez de Paz de la sección 1 1 de la 
Capital, era de carácter exclusivamente procesal e inrrevísible 
por la Corte Suprema en el recurso extraordinario de ablación 
que acuerda el articulo 14 de la ley 48, sobre puntos de dere- 
cho federal. 



En diez y seis del mismo, la Corte Suprema 110 hizo lugar 
al recurso de revisión deducido por el procesado Dionisio Ro- 
dríguez condenado a sufrir la pena de quince años de presidio, 
accesorias legales y costas del juicio, por los delitos de asalto y 
robo, en razón de que, dados los antecedentes en que se fundó 
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fa sentencia pronunciada por el Juez Letrada del Territorio 
Nacional de la Pampa Centra!, confirmada por la Cámara Fe- 
deral de Apelación de La Plata y por el Tribunal, el máximum 
•le la j»ena fijada por la ley 41 89 que .se le aplicó al procesado. 
vm indudablemente justa; y siendo el máximun de la penalidad 
establecida jjot el nuevo Código Penal, en cuanto al tiempo de 
detención que debe sufrir el reo ]n>r los expresados delitos, el 
mismo establecido por aquella ley, y no pudiéndo reconstruir- 
se el proceso en virtud del recurso de revisión, de modo que 
los elementos de juicio son los mismos, resolvió que no había 
causa para rever ta sentencia en l*encf icio del recurrente ; y en 
cuanto al tiempo de la pena impuesta, convirtió ¿sta en la de 
reclusión de conformidad con lo dispuesto en el artículo 305 
del Código Penal. 



Kn la misma fecha fué confirmada por la Corte Suprema 
la sentencia pronunciada ¡jor la Cántara Federal de Apelación 
de La Píata, la que confirmó, a su .vez. la dictada por el Juez 
Letrado de! Territorio Nacional de la Pampa Centra!, que con- 
denó al procesado Cirilo Córdolia a sufrir la pena de doce 
años de prisión, accesorias legales, costas y reparación de los 
perjuicios causados, como autor del delito de homicidio per- 
petrado en la jwrsoiia de Cándido Lucero, d día 13 de febrero 
de 192 2, en el pueblo Macacino, jurisdicción de! expresado te- 
rritorio. 



F.n la misma fecha fué confirmada, igualmente, la sen 
nucía pronunciada por la Cámara Federal de Apelación de La 
Plata, la que confirmó la sentencia apelada en cuanto a la ca- 
lificación legal de los delitos y !a modificó en lo que respecta 
a la i*'na impuesta condenando al procesado Pedro Gómez a 
sufrir ja pena de penitenciaria por licm|Jo Indeterminado, que 
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dcT>crá cumplir cu reclusión desde ía fecha que llcffue a la ma- 
yor edad, en vea: de la de reclusión perpetua a que fué conde- 
nado por el Juez Letrado del Territorio Nacional del Río Ne- 
g«». como autor de los delitos de homicidio perpetrado en la 
persona de Juana lluencliual y rapto y violación de la menor 
Rosa Mena» rolM> e incendio, cometidos en Nahuel Huapí ju- 
risdicción de dicho territorio, el día 21 de diciembre de 1921 . 



En la misma fecha se declaró improcedente el recurso de 
revisión interpuesto por el procesado Angel Vi llama , conde- 
narlo por sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Ape- 
laciones del Paraná, con fecha 31 de mayo de 1918, a sufrir 
Ta pena de veintidós años y medio de presidio, y accesorias le- 
gales, como autor del delito de homicidio perpetrado en las per- 
sonas de Juan Rodríguez y A te ¡des Cabrera, en razón de que 
según lo dispuesto por el artículo 4. de la ley 4055 y 553 del 
Código de Procedimientos, la Corte Suprema no puede en- 
tender originariamente en los recursos de revisión, sino de las 
sentencias dictadas por ella, y sólo en grado de apelación cuan- 
do se deduzca de las que dicten las cámaras de Apelaciones; 
agregándose además, que no habiendo apelado et recurrente 
de ta sentencia dictada por la Cámara Federal del Paraná, de- 
bió intentar él recurso ante la misma. 



En la misma fecha se declaró improcedente la queja de- 
ducida por don José M. Sánrhez en autos con don Juan Ala- 
mo Beriiiúdez, sobre desalojamiento, por resultar de la pro- 
pia exposición del recurrente, que el litigio iiabía versado so- 
bre cuestiones de derecho común y procesal, ajenas al recur- 
so extraordinario conforme a lo dispuesto en el artículo 15 se- 
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gurida paru- (k- la ley núnuiu y además, porque no basta 
para la admisión del recurso extrawdínario la invocación de 
cláusulas constitucionales, cuando ellas no tienen una relación 
directa e inmediata con los puntos debatidos cu el pleito. 



O mi t celia diez y ocho se declaró improcedente la queja 
deducida por don Juan Torrini en autos din | !( Municipalidad 
de la Capital, sobre reivindicación, en razón de que la senten- 
cia dictada por la Cámara Civil Primera de la Capital habla 
declarado, en substancia, que el apelante o su antecesor en el 
dominio ocupaba terreno q"e no íé? pertenecía, ]»r correspon- 
der en gran parte a la primitiva calle Paraguay, y había hecho 
lugar, jior consiguiente, a la acción reivindicatoría deducida pol- 
la Municipalidad de la Capital: agregándose, además, que apar- 
te de tratarse de una contienda cuya solución se había dado 
aplicando disjMisiciones de hecho y de derecho común, extra- 
ña» a! recurso extraordinario de acuerdo con lo dispuesto i un- 
cí articulo (ES de la ley número 48. no había sido planteada 
CU el pleito ninguna cuestión de carácter federal, siendo in- 
Mihcientc pata tal efecto, la simple invocación del artículo 17 
de la Constitución, que no guardaba relación alguna con la ma- 
teria del litigio. 



l**n la misma fecha la Corte Suprema declaró procedente 
el recurso de revisión fundado en lo dispuesto |K<r el articulo 
2," fie la ley número 1117»'. y artículos 551, inciso 4" y 554 
iir fine del* Código de Procedimientos en lo Criminal, Ínter - 
puesto por el procesado Pedro Fernández, condenado l>or sen- 
tencia pronunciada por la misma, a sufrir la ¡tena de diez y 
Mete años y seis, meses de presidio, accesorias legales y costas 
por el delito de homicidio perpetrado en ¡a persona de Manuel 
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Serrano; y en atención, tomo se ha repelido en casos análo- 
gos, a que el artículo 79 del Código Pena] reprime el delito 
de homicidio simple con una pena menor que la del artículo 17. 
Capitulo i," de la ley 4189,, en que se fundó esa condenación, 
resolvió imponer al procesado la pena de diez y seis años y seis 
meses de reclusión, con las accesorias legales y costas deí jui- 
cio. 



Con fecha veinte fué confirmada por la Corte Suprema 
la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Apelacio- 
nes del Paraná, la (|«c confirmó a su vez, !a dictada por el Juez 
Letrado del Territorio Nacional del Chaco que condenó a EIo- 
vígildo Gallard a sufrir la pena de doce años de prisión, acce- 
sorios legales y costas procesales, como autor del delito de 
homicidio perpetrado en la persona de Pedro Silva, el día 28 
de enero de 1923, jurisdicción del expresado territorio. 



Kn la misma fecha fué confirmada por la Corte Supre- 
ma la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Apela- 
ción de La Plata, la qué confirmó, a su vez, la dictada por el 
Juez Letrado del Territorio Nacional del Río Negro, que con- 
denó a Honorio Pérez a sufrir la pena de diez y seis años de 
reclusión, accesorios legales y costas, como autor del delito de 
homicidio perpetrado en la persona de José Cafwjxiii. el día 8 
de octubre de 1923, en Alien, jurisdicción del expresado te- 
rritorio. 



F,n la causa seguida por los Sres. Castello y Cía. contra 
Suhirana y Cía. por cobro de pesos, el represéntame de la 
parte demandada opuso como de previo y especial pronuncia- 
miento la excepción de mcoinjictcncia de jurisdicción (pie at: 
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tnriza c! articulo 84, inciso i¿ de la ley de procedimientos, 
siendo rechazada, cun tosías, por el juez de la causa. Este 
pronunciamiento fué, a su vez, confirmado por la Cámara dé 
Comercio de la Capital. Concedido el recurso de apelación, la 
Corte Suprema, con fecha veinte de febrero, en razón de tra- 
tarse de una cuestión de derecho común entre mandatario y 
mandante sobre cumplimiento de obligaciones surgidas del 
mandato, y además porque dicha cuestión no tenia relación di- 
recta e inmediata con la disposición de la ley 48 en Que el re- 
cun-ente fundaba su recurso, como lo exige el articulo 15 de );i 
misma para que sea viable, y de conformidad con lo dictami- 
nado por el Señor Procurador General, confirmó la sentencia 
recurrida. 



ó>n fecha veinte la Corte Suprc.ua declaró procedente el 
recurso de revisión interpuesto por el procesado Ambrosio Cas- 
tro, condenado por sentencia pronunciada por la misma a su- 
frir la |íena de diex y ocho años de presidio, accesorias lega- 
les y costas, por el delito de triple homicidio, y en razón de 
la menor penalidad fijada al homicidio simple por el artículo 
7» del Código Tena! vigente, con relación al correspondiente 
de la ley 4189, aplicada en aquélla, resolvió reducir la pena 
impuesta al recurrente a diez y seis años y seis meses de re- 
clusión, la que deberá cumplir con los efectos señalados en el 
.irtículo 12 del Código Penal, debiendo practicarse un nuevo 
cómputo de la prisión preventiva de acuerdo con los artículos 
y ¿4 del nuevo Código. 
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l)OH Fernando Peres y Compañía contra Francisco González 
Rodrigues, sobre indemnización de daños y perjuicios. 

Sumario: No corres i*>nde a la justicia federal ratione nutterio, 
el conocimiento dé una demanda ]ior daños y per juicios 
ocasionados |x>r el incumplimiento de un contrato relati- 
vo al transporte de' mercaderías de Buenos Aires a! ex- 
tranjero, que por los términos en que fué deducida eKa 
aparece desvinculada del contrato de fletameuto celebra- 
do por el demandado con terceros, dado que no se pro- 
pone hacer efectiva ninguna de las obligaciones emergen- 
tes de ese "ontrato, ni pone en cuestión la manera o forma 
en que fué cumplido. 

Caso: ho explican las piezas siguientes: 



VJSTA OKI. AGBSTK FlSCAJ, 

Bueno* Air*», Mino » de l*& 

Señor Juez: 

Por los fundamentos del escrito de fs. 23 que este Minis- 
terio reproduce en la parte pertinente, corresponde se recha- 
ce la excepción de incompetencia deducida. 

AI. de I'edia y 1/tfrc. 
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A L*TU UE HUMERA INSTANCIA 

■aeno* Aires, Mayo 4 át M8S 

Y Vistos, Considerando: 

La acción deducida es ajena al contrato de fletamento que 
habría celebrado el demandado con terceros, sobre el velero 
lipoma. Dichos terceros son extraños a ] juicio, como lo es 
el flelamento mismo, puesto que la demanda, fs. \z, no invoca 
esa relación de derecho para fundar su procedencia y apare- 
cí desvinculada de ella, de los efectos jurídicos que pueda 
producir y de la manera cómo fué cumplido el contrato j>or 
paité de aquellos a quienes obliga. 

IV ello, por los fundamentos concordantes del escrito de 
fs. 25, de conformidad con el precedente dictamen del señor 
Agente Fiscal se rechasa la excepción de incompetencia de ju- 
risdicción opuesta a fs. 21 y contéstese derechamente la de- 
manda. Se imponen las costas al excepcionante (art. 24 de la 
le> X." 412KK regulando al efecto en trescientos y en cien 
pejos mjn. los honorarios respectivos del letrado y procurador 
de los actores, 

F. Marthi y Herrera. 

Ante mi ¡ Juan J. B ritos f h\) 
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ftnenot Aina. DMcaort ib 4* 1*3 

Excma. Cámara : 

La acción instaurada, a estar a los términos de la deman- 
da. j>crsiguc una indemnización por los daños y perjuicios pro- 
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rtli; Ie \Í? ri>IÍmÍfflt0 / 0,0S ° de U " * cesión 

'1* dtrtcho,. el que ajarece desvinculado ríe | a relación iuridi 

z~:r re t ***** * d * 

coma, en el que meron transportada fe» efecto, a m W * 
hace referencia en la demanda. 1 

té* \; OT,rl¡d "^' > « --tiendo en auto, anteceden- 

es que perrmtan íuponcr Uf)a vínculad ^ 

il'n r ÍÜ í' etarIí,r ' C ° n ' ÍUÍen •«*"« -"tratando el 

Andado, no puede pretenderse q „ e el contrato celebrad, 
entre «tos, que « r„ Ínter alias arta para aquél, pueda cam- 
bar la s^actóo jurídica de la demanda, aue a estar a 5U5 pro- 
imn termino* se rige por los principia legales referentes a la 
cesión cíe créditos .y derecho, (arte. 506, I+w v concordante 
del 0'4. Civil 1. ■'++*> concordante... 

Pr,r ello, «y de opinión que a V. K. corresponde decla- 
rar la .mprocedencia de la excepción de incompetencia opuo- 

.1/. Naón. 



Y Vistos 



AUTO DE y CÁMARA COMERCIAL 

Aim, Oklenfert fe * («a 



Oe conformidad con I., dictam.na.fo por el señor Fiscal v 
por .^fundamentos, ^ confirma, con costas, el auto ápé- 
, '* f * % como asimismo la regulación de honorarios que 
e! rrasmo contiene. Fíjanse en diez pesos moneda nacional, lo, 
foranos del acerado Santángdo, en esta instancia. - P«. 
dm. — Estrada. — Melindez. 
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FALLO DK LA CORTE SUPREMA 

* 

Bueno* Un», M*rio I d« 18». 

Vistos y Considerando: 

Que lo* actores refiriendo Ins hechos determinantes de la 
demanda deducida cintra d»m Francisco (González Rodriguen, 
sobre indemn ización de daños y perjuicios han expresado 2 a) 
Que en el mes di* septiembre de upa en momentos en que biz- 
caban flete para transportar ;i íí-qKiña una partida de neumá- 
ticos, C'.onzález Rodríguez Ies hizo saber que había fletado él 
velero Hasconia el cual debía salir con rumbo a Bilbao a fine- 
de ese mes y les ofreció cederles su derecho con relación a una 
l»arte del espacio del buque ¡ara cargar hasta tremía y cinco 
toneladas de la mercadería mencionada. 

h) Que ellos aceptaron la cesión ofrecida |«»r ei precio de 
setecientas pcscta> ¡mr mudada y con fecha 24 de septiembre 
embarra ron en el mencionado buque diez y seis mil ciento se- 
senta kilos de cubiertas de auto nóvil usadas, alionando el Jff 
del misino mes el precio convenido. 

ci Que al llegar el buque a su destino no pudieron retirar 
l;i carga, pues, los señores Zalbidc y Suaica. dueños o armado 
n-> del buque les hicieron salier que González Rodríguez habí ■■ 
cargado en él una gran partida de sebo, adeudándoles la mi 
tari riel flete y sólo contra el pago del imiwtc correspondiente 
permitirían su descarga. 

di Que Ins armadores en ejercicio de sus derechos y de 
sus privilegios procedieron a hacer vender toda la mercadería 
■ [lie existía a bordo, incluyendo la partida de neumáticos, en 
subasta pública judicial. 

Que. además los actores para fundar SU acción invocan, 
como derecho api i cabe e*l derivado del contrato de cesión de 
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créditos y especialmente los arl tenias 147X v ;q6 del Códíío 
Civil, ' * 

Que en presencia de estos antecedentes, apreciando ta de- 
manda jwjr Tus términos en que ha sido deducida, elfo aparece 
desvinculada del contrato de fktamenio celebrado por el de- 
mandado con terceros ya que no se propone hacer efectiva nin- 
guna de las obligaciones emergentes de aquel contrato ni [jone 
en cuestión la manera o forma en que fué cumplido. 

Que aunque es cierto que ha existido una cesión parcial 
de los derechos que le correspondían al demandado sobre el 
fíele del vapor Mascón ia, en favor de los actores, también lo es 
que éstos en el presente juicio, no intentan hacerse parte en 
e] contrato de fletamenio reclamado para sí y en relación del 
fletante, algunos fie los efectos propíos de la cesión conforme 
a lo que resulta ríe la combinación del artículo 1067 del ©¿di- 
go fie Comercio y 150^ inciso 1." del Código Civil, sino sim- 
plemente obtener del cedente los daños y ]>erjuicios por haber- 
les enajenado de mala fe un derecho de que enreda. 

Que estas condiciones la materia de la presente causa 
es extraña a lo dispuesto por el artículo 2,", inciso 10 de la ley 
número 48. 

Etl su mérito, oído el señor Procurador General, se con- 
Mnna la sentencia arlada. Xotifíqucsc y devuélvanse. re|*i- 
itiéndose el papel ante el Juzgado de origen. 

J. Fll.LERUA /UCOKTA. — tÍAMÓN 

Méndiíz. — Ron esto RtPt- 
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Pon Pairo Arenas centra la lint prestí Luz y fuerza por dañas 
y perjuicios; sobre competencia. 

Sumario: Una sociedad anónima ton domicilio legal en la Ca- 
pital Federal, en virtud de cláusula expresa del contrato 
social, en donde se halla radicada y funciona su directo- 
rio, tiene derecho, aún cuando realice sus negocios en un a 
provincia y tenga en ella una administración local, a invo- 
car su carácter de vecina de la Capital Federal de la Na- 
ción a fin de ser juzgada i>or la justicia nacional cor res- 
cindiente a la sección donde se encontraba establecida 
la sucursal o agencia, en una demanda iniciada por nn 
ciudadanu vecino de la misma provincia, y en consecuen- 
cia, a declinar la jurisdicción de los jueces provinciales. 
(Artículos 9.* de la ley 48; 90, inciso 3," det Código Civil: 
100 de la Constitución y 2. , inciso 2." de la ley 48 >- 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

J liNClA l>KL SEÑOR JVF.7. HN IjO CIVIL Y MINAS 

M«Bit«», Aftotto í» de i»ai 

Y Vistos: Resultando: 

■ 

Que a fs. 1 don Pedro José Arenas, mueve demanda con- 
tra la Kmpresa de I„uz y Fuerza por daños y perjuicios que es- 
tima en la cantidad de pesos 16.730, provenientes según él de 
un choque con un tranvía que le arroja del coche en que tran- 
síala produciéndole una quebradura en ta pierna derecha, 
funda su derecho en lo dispuesto por el art. 1 icy. Código Ci- 
vil, pide costas. Corrido traslado, es evacuado éste pjpr Wu'.f, 
quien sin responder a la acción y haciendo uso del derecho que 
le acuerdan los arts. 115 y Il6 Cód. de Procs. Opone la ex- 
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cepción dilatoria de incompetencia de jurisdicción, funda su 
derecha en lo dispuesto por el artículo 100, Constitución Na- 
tional, en la ley 48 de 14 de septiembre de 1863, agrega de que 
la circunstancia de que la sociedad que representa esté obliga- 
da por la ley N." 504 de la provincia a constituir en esta Ca- 
pital un representante legal con amplios poderes, 110 priva a su 
parte del fuero que le corresponde por razón de la distinta 
vecindad. Que encontrándose don Pedro José Arenas domi- 
ciliado en Mendoza y teniendo la empresa que representa su 
asiento en la Capital Federal, agregando a mayor abundamien- 
to que por los arts. 10 á 18 de los estatutos, el domicilio 
!egal de la sociedad se fija en la Capital de la República, fun- 
cionando allí el directorio, etc. Pide al Juzgado declare pro- 
cedente la excepción, con costas. Corrido traslado es evacuado 
a fs. 19 por Arenas, quien pide el rechazo de la excepción con 
costas, dice que se trata de una empresa formada para explo- 
tar una concesión otorgada por la provincia, que el domicilio 
real es el lugar donde se tiene establecido el asiento principal 
de la residencia y tos negocios, que el domicilio legal, es el que 
fijan los estatutos que puede modificarse a voluntad de los in- 
dividuos y de consiguiente, no puede ser el que fije exclusiva- 
mente la competencia para terceros damnificados, 

Que (as sociedades anónimas no tienen domicilio real, que 
su domicilia es legal, que aún cuando aceptáramos que tienen 
domicilio real, este seria el del asiento principal de los negocios 
art; 89, Cód. Civil — que por el art. 90, las compañías que 
tengan muchos establecimientos adquieren un domicilio espe- 
cial en el lugar de dichos establecimientos. Que corresponde 
entender a este juzgado en la causa por virtud de lo dispuesto 
por el art. 3. , inc. 2. Cód. de Procs. por tratarse de la repa- 
ración de un daño causado por "n acto culpable cometido en la 
provincia y por tratarse de juicio movido a una compañía do- 
miciliada en Mendoza. A fs. 28 se abre la causa a prueba, se 
produce la que informa el certificado del actuario de fs. 99 



1*0 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Vuelta a f¿, 102 vuelta se llama autos para sentencia, a fs. iqo 
■¿e .»yc al señor Agente Fiscal, quien dictamina a fs. 101. 

Y Considerando: - 

I.? Que la empresa fundamenta la excepción en el hecho 
tic ser tina -sociedad anónima vecina cíe la Capital de la Repú- 
blica e invoca el art . 100 de la Constitución Xacional y art. 2", 
inciso 2. a de la ley N.° 48 de 14 de septiemhre de 1S63. 

2° Del informe del Ministerio Nacional de Justicia de 
fs. 98, resulta que la empresa se constituyó en la Capital Fe- 
deral, teniendo alli determinado su domicilio real y legal por el 
art. 2," de sus esta tutos, allá realiza sus asambleas y lleva su 
contabilidad, a su vez de los boletos de fs. §i y 32, reconoci- 
dos a fs. 67 vta. como de la absolución de posiciones del ge- 
rente a fs. (>7, se desprende que la empresa tiene en esta pro- 
vincia una sucursal con usinas y red de tranvías y eme más que 
Micursal parece ser su principal establee! miento o centro de 
negocios. 

y Kl art. 9? de ln ley N.° 48. establece "Las com¡>ora- 
ríones anónimas creadas y haciendo sus negocios en una pro- 
vincia, serán reputadas para los efectos del fuero, como ciu- 
dadanos vecinos de la provincia en que se hallen establecidos": 
l*or el art. 11 de la misma ley se dispone; "La vecindad en 
una provincia a los efectos del fuero, se adquirirá por la re- 
videncia continua de dos años o por tener en ella propiedades 
raices, o un establecí miento industrial o por hallarse estable- 
cido de modo que aparezca el ánimo de permanecer " 

.\: Como vemos para que una sociedad anónima pueda 
-er considerada vectm de una provincia, es necesaria la oui 
iijrrencia de estas tres condiciones: l." otorgamiento de la per- 
sonería jurídica cu esa provincia : 2" asiento principal de sus 
negÓcíoM .V >ede social, esto es, dirección y' administ ración. 
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¿Corno decidir la vecindad de una coq>oración que ha sido crea- 
da en una provincia y tiene sus negocios en otra? Este punto 
no ha sido resuelto por ta ley citada. 

5. " Desde luego del informe mencionado de fs. 98, como de 
la absolución de posiciones de fs. 07; resultaría que la empre>;t 
liene en esta provincia, sólo el asiento principal de sus negocias 
peto la sede social, o sea Ja dirección y administración y ade- 
más el otorgamiento de la personería jurídica seria en Buenos 
Aires, en cuyo caso concurrirían dos requisitos ¡jara conside- 
rarla vecina t!e la Capital contra uno de Mendoza, y es nece- 
>ario domiciliarla en alguna parte y tener presente como lo 
ha resuelto la Corte Nacional, "no hasta ser propietario de un 
hien raíz de una provincia para ser vecino de ella, y no pue- 
de admitirse que una persona pueda ser vecino de varias pro- 
vincias a la vez, por residir en una, tener en otra bienes raices 
y en una tercera algún establecimiento de industria o comer- 
cio** Tomo 7, página ioi, citado por Clodomiro Zavalía. De- 
recho Federal, edicción de iQar. 

6. " Pienso que la forma de dar solución a las dificultades 
apuntadas, es seguir el criterio de nuestro Código Civil en su 
art. 90, inciso 3*. En efecto, de acuerdo con esa disposición 
e] domicilio de las personas jurídicas será en primer términu 
el lugar designado eit sus estatuios, y a falta de designación, 
el lugar donde está situada su dirección o administración. Es 
pues solo a falta de designación que podrán considerarse do 
mtciliados en el lugar donde funcionen sus direcciones y ad- 
ministraciones principales. Las sociedades anónimas pueden 
tener, pues, su asiento jurídico o legal en un punto y funcio- 
nar en otro su dirección o administración — véase a este úl- 
timo respecto, Raimundo Salvat — Tratado de Derecho Civil 
Argentino , página 340. Así pues habiendo la Empresa de Lu* 
y Fuerza constituido expresamente en sus estatutos domicilio 
iiñ Hítenos Aires, debe conceptuársela vecina de la Capital Fe- 
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deral, a]] i tiene su sede social, alli se le otorgó personería jurí- 
dica, art. 3". ley 48 y véase informe <lc fs, 98 y 94 vta. El res- 
to ile la prueba traída a los autos no altera 1» expuesto, ella 
coñsiíte en declaraciones de testigos y en el informe de la Cor- 
te Provincial, tampoco acepto los restantes argumentos del es- 
crito de fs. 19 que el dictamen fiscal hace suyos. 

7." Establecido pues qüé la Empresa es vecina de Bueno* 
Airo y ijuc don Pedro José Arenas es vecino ríe Mendoza, 
véase fs. 73. surte el fuero federal por razón de la distinta ve- 
cindad, art. 100 de la Constitución de la República y art, 2.". 
inc. -i/', ley X." 48, máxime si se tiene en cuenta que se trata 
de pleito entre argentinos, informes de fs. 94 y 98 y confe- 
sión de fs. 7,1, requisito este último necesario para que proceda 
el fuero como lo lia resuelto la Corte Nacional, véase Tomás 
luiré. Manual de Procedimientos Civil y Penal, página 395 >' 
l atios tomo 107, página 109; tomo 74. página 344 y Jurispru- 
dencia Argentina, tomo 2:\ página 3(10. 

S - No desvirtúa esta conclusión el argumento basado en el 
inciso 4.' del articulo 90 del Código Civil de que se hace méri- 
i" en t i e -irrito de fs. 19. líste es un domicilio especial, crea- 
do por ministerio de la ley, independíente de toda elección ex- 
presa o tácita de parte de la Compañía, justificada por moti- 
vos de interés práctico, pues que hay casos en que no es i>osible 
demandar a las compañías en el lugar de su asiento principal, 
por dificultades de prueba, etc., pero ese inciso contempla el 
caso de existir varias sucursales y las obligaciones contraídas 
¡>or los agentes de las mismas. No es aplicable, pues, al sub 
judice, ui militarían tampoco las razones que motivan la crea- 
ción de ese domicilio a los efectos de la demanda, pues euando 
m- naja de competencia federal, no es necesario plantear todo 
el juicio en Rueños Aires, existiendo Jueces Nacionales de Sec- 
ción y además como ya lo he demostrado tiene pre valencia el 
domicilio de los estatutos y nti se puede ser vecino de dos pro- 
vincias a la vez. 
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i).'' F.n cuanto a las costas, la naturaleza *lc las cuestiones 
del*u idas, la falta de un texto legal que resuelva expresamen- 
te el cáfOj son a mi juicio razones suficientes para eximir de 
ellas al vencido. pues, (|iie lia tenido razón probable para liti- 
gar, deben pues parirse en el orden causado. 

Por ello: hago lugar a la excepción de incompetencia de 
jurisdicción opuesta a fs, 15 por la iCmprcsa de Luz y Tuerza 
y declaro que la justicia provincial es incompetente pata en- 
leuer en este juicio. Pagúense las costas en el orden causado. 
Cupiese, rcp. y hágase saber. 

Daríos A. /ii'ymiis, 



SUS TI- N CIA DÉ IA CÁMARA l-X Ift CIVIL V MI XAS 

Metida ia, Septiembre 2 de litó 

Vi*\r>¡, y Considerando: 

l . Que deducida por el Sr. Pedro José Arenas la presen- 
te acción contra la Empresa de Lm y Fuerza, para alcanzar 
le sean resarcidos daños y |>crjuicios, provenientes de un clio- 
que de tranvía )>erteneciente a la referida empresa, con el co- 
che en que viajaba, del que resultó con lesiones graves, I,a 
parte demandada opone la excepción de incompetencia de ju- 
risdicción, invocando el att. 100 de la Constitución Nacional 
y disposiciones de la ley X." 4K de la Nación, porque encon- 
trándose el demandado domiciliado en esta provincia y te- 
niendo i>or su parte la empresa su asiento en la Capital Fede- 
ral, el litigio debe iniciarse ante la justicia federal, en virtud 
del distinto domicilio de las partes. 

I J . Que resultando indudable el domicilio del actor en es- 
ta provincia, ante la afirmación de éste de tener también en 
ella su domicilio la demandada, corresponde examinar los an- 
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Uccdentcs aportados gn>r las | kiries, guara de ellos y en ]>resen- 
eia de las previsiones <lc la ley, deducir cuál debe ser el domi- 
cilin de ésta, considerada romo sujeto jmsihle de obligaciones 
contraídas en e! territorio de la Provincia y en el ejercicio de 
sus actividades dentro del mismo. 

[II. Que entrando al estudio de esos antecedentes, se tie- 
ne, míe llamado a absolver [*isiciunes el señor gerente de la 
empresa demandada a fs. 67, contesta que ésta sólo licne ac- 
tualmente las usinas y redes fie tranvías y alumbrado que posee 
«■n la provincia 1 respuestas y 4.*» en la cual tiene su ad- 
ministración y dirección y también su domicilio en la calle San 
Martin N." ¿75 < y y' res|>uesta 1 míe sólo en esta ciudad 
ejerce actos de comercio, l-.l contenido ríe estas |>ns¡eiones se 
encuentra corroborado con el testáronlo de los testigos seño- 
res (farcia a fs. 70. González a fs. K7 y Montuelli a fs. 71 y j¿, 
siri que pueda admitirse ta taclia formulada contra este ultimo, 
pon pie fundada en el antecedente de haberse dejado cesante 
¡11 ir la empre-;i demandada, ese antecedente Te era conocido al 
recurrente antes de oír su declaración. |jor lo que no le era \yer- 
mi tillo reservarla para después de conocer lo declarado por el 
testigo. o|Hiriumdad en la cual solo pueden hacerse valer ta- 
chas emergentes de la declaración y que no pudieron ser co- 
nocidas antes |>or quien las formula. La tacha opuesta en la 
forma que ha sido la que tíos ocupa, es impertinente |>or rio ser 
admisible su reserva para invalidar el testimonio, según resul- 
ta para los intereses del recusante. 1.a casual de tacha conocida 
por la parte antes de que el testigo declare, solo puede hacer- 
se valer de acuerdo con lo dispuesto gxir el articulo 244 del 
Cód. de Croes. Civiles, cuando se noticia la admisión del tes- 
tigo y sin que ella oliste a que se tome la declaración : puesta en 
otra ogjorluuidad. cuando el testigo ha declarado, resulta inad- 
misible 
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CU fcfltt provincia una administración y domicilio, siendo el cen- 
tro principal de sus operaciones y actividades, en cuvo ejerci- 
do contrae y ampie obligaciones, para cuyo cumplimiento de- 
be considerarse dotn ¡ciliada en ella, a estar a lo dispuesto por 
el m. yo. inc. 4." riel Código CívíJ. según el cual. las compa- 
ñías que tengan muchos establecimientos o sucursales, tienen 
su domicilio especial en el lugar de dichos establecimientos, pa- 
ra solo ta ejecución de las obligaciones alli contra idas j)or ios 
agentes locales de la sociedad. 

V. (Jne por id presente juicio se ejercita una acción per- 
sonal y según c l inc. 2." del art. 3/ de nuestro Código ríe Pro- 
cedimientos, es juez competente para conocer en los de esa na- 
turaleza cl del lugar donde deba cumplir la obligación y a fal- 
la ele éste el del domicilio del demandado. 

\ I . (Juc no existiendo en el sub (¡te lugar designado 
|>ara el cumplimiento de la obligación demandada, es indiscu- 
tible une la acción debe de ejercitarse ante el juez del domici- 
lio de la empresa demandada. 

YIÍ. Que la circunstancia de que esa empresa tenga un 
domicilio y directorio en la Capital Federal, no es causa bas- 
tante para* determinar la com¡>etencia de la Justicia Federal, 
atento lo dispuesto en el art. 90, inc. 4." dfc) Código Civil, por- 
que ese domicilio se refiere a las relaciones de ia Compañía con 
ti Gobierno y para cuestiones administrativas. 

VIII. (¿ue los daños y perjuicios demandados en esle 
juicio es materia <|iic se rige |>or las reglas relativas a los deli- 
tos del Derecho Civil, lo que significa que corresponde a los 
jueces del lugar donde el hecho o hechos se produzcan, la com- 
petencia para entender en tales casos. 

IX. Que si según ei inc. &°dei art. ¿.\de la n.*48 de la 
Nación. eorres|K>nde el fuero federal cuando se suscite causa 
civil entre un vecino de la provincia en que se produzca el plei- 
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lo y un vecino de otra. Kn nuestro caso, la parte demandada 
no puede invocar dicho fcgmj latttp jhinjiie tratándose de 
obligaciones contraídas en la provincia, debe de considerársele 
como domiciliada en ella, según se ha dicho y ese domicilio 
debe de tenerse en cuenta para todo cuanto deba de servir de 
punto de orientación al aplicar la ley, como, porque en amos 
se lia crediiado, según se ha establecido en el considerando 
IV, que In Kmpresa de Luz y Fuerza tiene cu ella sus principa- 
les establecimientos, el único qüe ex \ iluta en el momento actual 
ivóase posiciones de fs. 07» antecedente que. para sus relacio- 
nen de derecho emergentes de sus actos, liene más importancia, 
ai objeto dé determinar vecindad, residencia y domicilio, one el 
«jue denuncia el hecho de tener un directorio fuera de la pro- 
vincia, siendo asi que la verdadera actividad la desarrolla v 
ejerce en ella, donde se encuentra establecida disfrutando de 
los privilegios de una concesión del Kslado Provincial Art, o.", 
ley m° 48, 

l'or estas consideraciones y tas <lel dictamen del Sr. fosca! 
de Cámara, emitido a fs, 102, se revoca la sentencia recurrida, 
corriente a fs. 104 de fecha 23 de Agosto de 1921. En conse- 
cuencia se desestima la exce|»eión ele ¡neompettncia de juris- 
dicción opuesta por la parle demandada, debiendo | «garué 
las costas de ambas instancias en el orden causado, dada la 
naturaleza de la cuestión propuesta. 1 Art. 04 Código de Proce- 
dimientos Civiles 1. Notifiques? y Itajcn previa reposición. — 
fiottfia Ttimisieh - ^ñiañasú, — Bata, — h'osas. — Rttiz. 



DICTAMEN' DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buen»! Aires, Febrero 16 de i: 

Suprema Corte: 

Kn la demanda promovida por Jos? Arenas contra ¡a Km- 
presa Luz y Fuerza, por daños y perjuicios, opone esta la ex- 
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iv|H.-¡ón dilatoria de incompetencia de jurisdicción, invocando 
eti mi Apoyo los artículos loo de 1n Constitución Nacional y la 
ley -|W de 14 die septiembre de léSfc en su articulo 2." ¡hdso 

K1 Señor Juez en 16 Civil y Minas de Mendoza, a mérito 
de, los extremos compro! tados cu aillos, de untarse de una so- 
ciedad anónima vecina de ta Capital Federal, donde tiene f i ja- 
llo sit domicilio real y legal 1 Art, 2." de sus Kstatutos, aproba- 
dos por el Poder Kjccutivo Nacional), siendo también allí don- 
di- realiza sus asambleas y lleva su contabilidad, y constatada 
la residencia del Señor Arenas en la ciudad de Mendoza y la 
calillad de argentino de demandante y demandada, hace tugar 
a la excepción de incompetencia de la justicia provincial para 
entender en este juicio, 

La Cámara cíe Apelaciones de Mendoza, por su pane, de- 
sestima esta excepción aplicando al caso el inc. 4* del Art. yo 
del G. Civil para revocar el fallo del inferior. 

Kn eslas circunstancias interpone la demandada el reetir- 
sn extraordinario fie apelación ante la Suprema Corte Nacio- 
nal, el que le es concedido. 

Líi fallo apelado plantea la interpretación de prescripcio- 
nes ¡ egales oue. no por invocadas hasta la saciedad ante la 
Suprema Corte, dejan de presentarse a diversas interpretacio- 
nes con respecto a su verdadero alcance, dadas las caracterís- 
ticas de los casos a que se aplican. 

Se trata aqui de una persona jurídica cuya vecindad, par* 
estar con el término que emplean el art, 100 de la Constitución 
y el 2." iuc. 2." de la ley 48. debe establecerse previamente pa- 
ra fundamentar la competencia, 

líl caso está en mi concedo previsto y resuelto en los 
art. y." y 1 1." de la ley 48; que fijan, cotilo con acierto lo hace 
notar el Juez en lo Civil y Minas de Mendoza. los elementos 
esenciales referidos para que una corporación anónima sea con- 
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siderada vecina de una provincia y por ende, -otiietida a -ü 
fuero , 

V día-* son: v* el otorgamiento de 3a personería jurídica 
en esa Provincia, vale decir, "su creación"* ; ¿2." asiento princi- 
pal de *us negocios; y 3,', sede social, dirección y administra- 
ran, ]«< >\ue alejaría la presunción del ánimo de cambiar de ve- 
cindad. 

K>t«". requisito*, según constancia* de auto?., han »ido lle- 
nados en la siguiente forma: 

I-a Empresa de Luz y Fuerza presenta la per-on*-ria ju- 
rídica otorgada en la ciudad de Unenos A i reí» : en ella ijenr 
m sede social, su dirección y administración, celebrando-e en 
la misma la* asambleas de sus accionista-: pero en Mendoza 
tiene el asiento principa! de sus negocio-. 

Como se vé. se ofrece prima faite la dificultad de fijar e! 
domicilio de esta persona jurídica. cav# que s* precaria a va- 
ri;*- interpretaciones a no estar previsto por d arf 90 ¡nc. 3. 
de! C. Civil. (|ue dice textualmente: 

"El domicilio de las corporaciones e s ta Ue. i tinentos y a-j»- 
dadones autorizada* por la« leyes o por el «gobierno es el lu- 
gar donde está situada su dirección o udmintitraetrnt Ú en -u-, 
e.ttü tutos o en la autorización <jue le- di", no tuviesen un 4o- 
micilio señalad" 

Este inciso y no e; siguiente, que se refiere al domicilio 
especial, ni el art. 80, cuy*» enunciado general se halla limita- 
da por los pMrri«re'. e- de estricta aplicación en este ca~, 

Es esta, por otra parte, la jurisprudencia de la Supr*"n» 
Corte en numeroso- caso-, (jtte parecería ocioso enumerar. 

De alli pues. que. de acuerdo al art 100 de k Con-t;;; r 
Nacional que estatuye que corresponde a la Suprema Corte > 
a 1"- T'rdnjnales inferiores de la Nación el corwcímiento y 
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dec:>nm "de ;a> caucas que ~e -u-íciten. .. entre vecina fie di- 
ferentes Provincia.. ; y el ínc. 2. • dei Art. 2." Ley 48. . . . " es 
competencia de los jueces nacíonaíe- de sección ta* causan ci- 
\ ¡Ies en que son parte un vecino de la Provincia en que se sus- 
cite el pleito y un vecino de «/ira Provincia, opino que de-he 
declarar V. E. la competencia del fuero federal. 

/. Z. Agüera Vera. 



fñUSi DE LA COtTE U'nKM« 

BoeaM Alrei, Mirx* 'i de 

Viste* y Considerando: 

^ue la empresa, recurrente ha acreditado en et pleito te- 
ner *u domicilio lega!, en virtud de cláusula expresa del con- 
trato social en la Ciudad de Bueno-i Aire*, v rjue en esta mis- 
ma ciudad ha -ido creada como -««ciedad anónima a mérito de 
!a autorizad/ <n del Gobierno Nacional, han sido inscriptos sus 
estatutos, se halla radicado y funciona el directorio, y ce- 
khran la* asamMea, de sus accionistas i informes de fs. 95 vía >. 

Oue en ta!e* condiciones repulía incuestionable que dicha 
empresa es vecina fie la Capital de !a N'ación (articulo o." 
de la ley número 48; y articulo 90 inciso y del Código Civil ). 
aún cuando realice sus negocios en la Provincia de Mendoza 
y tenga alH una administración local, pue-. tales rírrunstancia> 
sóío pueden determinar la omteneia de un domicilio especial 
a ios efectos expresados en el inciso 4.* fie! citado artículo </>. 

fjsic f»ún cuando la existencia de este domicilio especial 
autorice el ejercicio de accione, personales contra ta empresa 
ante Jr» jueces de dicho domicilio, ello no la priva sin cimxtrgo. 
> invocar su carácter de vecina de la Capital de la N'ación a 
fin fie ser j tugada por la justicia nacional correspondiente a 
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la sección donde >e encuentra establecida la sucursal o avi- 
eja, desde fjue no puede inferirse una renuncia a! fuer»» fede- 
ral del *»lo hecho de hacer negocio- i-n una provincia distin- 
ta de Ja de -m domicilia real < IJoctrina de IÓ5 fallo*; tomo ¿>j, 
pagina JÉrJ; tomo 121* pagina $: tomo (25, pagina 307 y to- 
mo 126, página 3K7. entre otros). 

Por ello y por tra:ar-e de una demanda miríada por un 
1 udadano vecino de la mí-:na Provincia donde se ha promo- 
ví., el pleito, se declara 'jue la demandada tient el derecho 
de declinar la jurisdicción de los jueces provinciales a fin de 
-cr juzgada por lo> de la Nación. < Constitución artículo roo, 
ley número 4K articulo '. incido 2.°(. En consecuencia, de 
acuerdo con I<> dictaminado por el señor Procurador General 
Suplente, se rev«<a la «¿entencia ajtelada de tojas ¡2>> Notífí- 
quese > devuélvanse previa reposición del papel. 

|. Fmv&toA Auohta, -- K \- 
mójí Mésdezl — Hovr.ifjo 

kKi'KTTO. 



